
 Sistemas Judiciales

Iniciar la publicación de una revista tiene mucho
de aventura. No se trata de un proyecto cualquie-

ra. Por lo general, la historia de las publicaciones periódi-
cas especializadas en nuestra región es corta y tortuosa.
Son pocas las que logran consolidarse y resultan, en defi-
nitiva, exitosas. Pese a ello, y sin desconocer algún grado
de inquietud que igualmente sentimos, pensamos que
hay buenas razones para apostar y embarcarnos en este
proyecto. Creemos que una revisión -aunque sea somera-
de las condiciones que deben concurrir para que una ini-
ciativa de esta especie prospere, puede servir para expli-
car nuestro optimismo.

Para que una revista logre consolidar un espacio
propio, debe haberse constituido previamente una comu-
nidad más o menos extensa pero perfectamente identifi-
cable que sirva como su público objetivo, demandante
de la misma. En el caso de las reformas judiciales en la
región, creemos que poco a poco se han ido conforman-
do grupos a nivel nacional –y con crecientes vínculos
internacionales entre ellos- que ya sea de la mano de las
instituciones públicas del sector o cobijados en organiza-
ciones de la sociedad civil o del mundo académico, han
definido al tema judicial como el objeto preferente y per-
manente de su preocupación. Poderes judiciales o minis-
terios públicos más poderosos y estables, ONGs vincula-
das al tema de justicia y centros universitarios preocupa-
dos por este sector, son un fenómeno relativamente re-
ciente en las Américas, que han ido formando una suer-
te de masa crítica cada vez más ávida de información y
de vehículos de contacto con sus pares de la región.

EDITORIAL

Lo segundo que se requiere, es contar con una aproxi-
mación al tema que sea útil y original, que satisfaga una
necesidad no cubierta por otros medios. Es así como
hemos orientado esta revista al análisis del fenómeno
judicial en su integralidad, sumando y combinando las
visiones parciales que han sido las tradicionales sobre el
sector desde la mirada meramente jurídica -que ha sido
casi la dominante por siglos-, hasta otras tan diversas
como lo son la mirada sociológica o administrativa, esta
última tan de moda en los años recientes. El que haya-
mos denominado a la revista “Sistemas Judiciales” da
cuenta, precisamente, de esta perspectiva amplia con que
queremos abordar los múltiples desafíos y temas que este
sector plantea. Nada de eso existe en estos momentos en
nuestro ámbito geográfico.

Lo tercero, es contar con un apoyo institucional lo
suficientemente sólido, serio y extenso como para asegu-
rar que, por una parte, la revista convoque y llegue a todos
aquellos a los que está destinada y que, por la otra, pueda
mantenerse en el tiempo. La presencia en esta iniciativa
del Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA),
institución que se han dado los países de la región precisa-
mente para promover los procesos de reforma a sus siste-
mas judiciales, creemos que garantiza tanto una cobertura
amplia como su estabilidad y permanencia. Por otra parte,
la intervención del Instituto de Estadios Comparados en
Ciencias Sociales y Penales (INECIP), con la experiencia
acopiada por su participación en procesos de reforma ju-
dicial en un elevado número de países de la región, asegura
conocimiento del medio y soporte técnico.
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Ante la vastedad de los temas que surgen a propósito
de los sistemas judiciales, nos ha parecido más productivo
centrar los sucesivos números de la revista en aspectos espe-
cíficos de especial interés para el sector, dedicándole a ellos
la parte más analítica de la revista, sin perjuicio que conten-
ga, además, información de carácter general.

Así, este primer número que presentamos tiene por
tema central el de la capacitación judicial. Su elección no
fue al azar. Si buscáramos un común denominador entre
todos los procesos de reforma judicial en el continente,
este sería sin duda el de la capacitación judicial. Hay dos
motivaciones para ello. Por una parte, la creencia que los
defectos del sector se deben principalmente a las deficien-
cias en la formación de los funcionarios que lo integran
-el enfoque se ha centrado preferentemente en los jueces-
. La segunda, el considerar que la capacitación constituye
una reforma más neutra o pacífica que otras, que permi-
te avanzar sin despertar tanta resistencia y tejiendo, a la
par, alianzas que pueden ser útiles en el futuro.

Pese a la importancia que tiene el tema capacita-
ción dentro de los sistemas judiciales, hoy en día ha cun-
dido cierta sensación de frustración con los resultados
obtenidos, fruto de las acciones emprendidas en este
ámbito. Creemos que ello se debe a un error de expectati-
vas. En un primer momento se pensó que la creación de
escuelas judiciales era por si sola un vehículo idóneo para
transformar los sistemas judiciales. Se creyó que los pro-
blemas del sistema se podían superar simplemente prepa-
rando mejor a los operadores del sector, supliendo así las
múltiples deficiencias que la formación legal presenta en
la actualidad en las escuelas de derecho.

Sin embargo, a poco andar nos hemos dado cuenta
de algo bastante evidente. Los problemas de nuestros sis-
temas judiciales no se deben a una supuesta “ignorancia”
por parte de quienes deben hacerlos funcionar, sino a
raíces mucho más profundas, a veces afincadas en las
definiciones de los roles más básicos en su interior. La
capacitación no puede, de suyo, cambiar esas definicio-
nes. Es más, capacitar a los actores para funcionar con
lógicas y criterios que chocan con los que cotidianamente
deben aplicar en los tribunales, sólo puede crear una suerte
de esquizofrenia.

No se le puede pedir a la capacitación que por sí
misma altere la estructura y funcionamiento del sistema.
Sí se le puede pedir, aquello que la hace indispensable:
que acompañe los procesos de reforma que se emprendan
en las áreas sustantivas o administrativas, preparando a
los diversos funcionarios para trabajar con las nuevas
instituciones, procedimientos o sistemas. Si bien es cier-
to que la capacitación no puede reformar al sistema judi-
cial, no es menos cierto que no hay reforma judicial po-
sible sin capacitación.

Los artículos que hoy les entregamos giran en torno
a esta nueva perspectiva respecto a lo que la capacitación
puede y debe hacer. Dejan de lado las aproximaciones más
gruesas a que estábamos acostumbrados en este tema, para
entrar en el análisis pormenorizado de los problemas y
desafíos que implica la capacitación de adultos que son
profesionales y que ocupan posiciones de poder.

Esperamos que se entusiasmen con esta publicación
tanto como lo estamos nosotros y que participen en el
futuro activamente en ella., enviándonos artículos e infor-
mación. Si logramos eso, sin duda podremos despedirnos
de los últimos temores que esta empresa nos genera. a

Juan Enrique Vargas
Director Ejecutivo
CEJA

Alberto Binder
Director Ejecutivo

INECIP( (



Al igual que el resto de América Latina, Chile
 está inmerso en la reforma de su sistema de

justicia criminal. Dicha reforma tiene componentes muy
similares a los que configuran el cambio en el resto de la
región: la sustitución del sistema inquisitivo por uno de
raigambre acusatoria, la separación de funciones entre la
investigación y el juzgamiento, la radicación de la
investigación en un Ministerio Público, la creación de
tribunales de control de la investigación como cosa distinta
de los tribunales de juzgamiento y la instauración de
juicios orales. Tras varios años de discusión parlamentaria,
el Ministerio Público chileno fue creado en el año 1999.
En diciembre del año 2000, la reforma entró en vigencia
en la primera zona de implementación, compuesta por
dos de las trece regiones de Chile. El resto del país irá
implementando la reforma de acuerdo con un plan
gradual que operará en fases anuales, por los próximos
tres años.

La reforma procesal penal en Chile ha tenido un
efecto secundario imprevisto en sus orígenes, que
comienza sin embargo a presentarse como una importante
transformación adicional de nuestra cultura jurídica: las

Capacitación como fútbol
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exigencias de la reforma en materia de capacitación están
desarrollando un nuevo paradigma de enseñanza legal,
que amenaza lentamente con empezar a desplazar al
tradicional sistema de enseñanza del derecho en nuestro
país, al menos en el área procesal-penal1. Este texto trata
sobre este resultado colateral, en la convicción de que la
cultura jurídica2 chilena y el sistema de enseñanza legal
que la origina comparte ampliamente características con
el resto de América Latina.

Capacitación e incentivosCapacitación e incentivosCapacitación e incentivosCapacitación e incentivosCapacitación e incentivos

Tradicionalmente, la preparación de nuestros
operadores de justicia criminal tras la enseñanza de pre-
grado ha estado entregada a un sistema más o menos
artesanal, que, puesto en relación con las evidentes y
superabundantes necesidades de capacitación de la justicia
criminal en nuestra región, equivale bastante a afirmar
que nuestra cultura jurídica no se ha tomado realmente
en serio la capacitación de los operadores de dicho sistema.
En el caso de los jueces, la capacitación sistemática o ha
empezado sólo recientemente con la creación de
Academias Judiciales en ciertos países3, o no existe del

[[[[[ Profesor de la Facultad de Derecho de la

Universidad Diego Portales (Santiago, Chile).]]]]]
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1  Hay diferencias de las que hacerse cargo entre la enseñanza del derecho de pre-grado y la capacitación de operadores del sistema, pero me parece que las ideas que
voy a exponer a continuación son igualmente aplicables en ambos casos y, considerando que nuestra cultura jurídica no se ha hecho cargo de esa distinción - en otras
palabras, considerando que en América Latina no ha habido tradicionalmente algo así como capacitación sistemática de los operadores jurídicos sino desde muy
recientemente - voy a referirme, en general, al modo en que transmitimos nuestros conocimientos jurídicos, indistintamente del nivel en que ello ocurre.

2  En las siguientes páginas voy a utilizar repetidamente la expresión “cultura jurídica”, queriendo aludir con ella al conjunto compuesto por las normas positivas,
la actividad interpretativa en torno a éstas, el modo en que ellas se aplican en la práctica, la percepción de roles que cada actor de la vida jurídica tiene sobre sí mismo
y sobre los demás al interior del sistema, los valores políticos -explícitos e implícitos- que subyacen a él, la forma de comprender y asumir la enseñanza del derecho
y, en fin, la visión global del sistema de justicia criminal en su conjunto como algo más que la mera sumatoria de las normas que lo integran.

3 En Chile la capacitación sistemática de la judicatura se remonta sólo a la creación de la Academia Judicial en el año 1996.



todo. La defensa penal pública y el Ministerio Público, a
su turno, integran con frecuencia el Poder Judicial y
comparten por lo mismo las características de su
capacitación, o bien tienen una existencia que no permite
ningún esfuerzo de capacitación adicional (por ejemplo
en Chile, hasta ahora, la Defensa Penal Pública está
mayoritariamente a cargo de estudiantes de derecho recién
egresados, que transitan en práctica por seis meses y luego
abandonan la institución) o, por último, no existen del
todo (como el caso del Ministerio Público chileno, que
desapareció del juicio penal hace ya décadas). Los abogados
penalistas, a su turno, no han contado más que con un
muy precario, desarticulado y reciente mercado de
capacitación de post-grado en el área, en los países que de
hecho cuentan con alguno.

A mi juicio, tal vez el elemento que más contribuya
a entender este estado de las cosas, sea la idea de que en
un sistema de justicia criminal de corte inquisitivo hay
pocas razones -si es que hay alguna- para tomarse en serio
la preparación tanto de jueces como de abogados, al menos
en el sentido más consistente, con la imagen que tenemos
de la profesión jurídica4. Los incentivos simplemente no
apuntan en esa dirección y todo más bien parece invitar

a que el sistema se comporte exactamente del modo en
que nuestra región tradicionalmente lo ha hecho respecto
de este tema. Permítanme sugerir que hay tres buenas
razones por las cuales un profesional -digamos un juez o
un abogado- quiere, en lugar de volver temprano a su
casa y disfrutar de su familia o gozar de una buena obra
de teatro, invertir en cambio esfuerzo, tiempo y energía -
y a veces dinero- para adquirir nuevos conocimientos,
nuevas destrezas y, en general, para estar en la punta de
su disciplina. Esas tres buenas razones son: ingresos,
ascenso y prestigio. La gente se perfecciona porque cree
que de este modo va a poder aumentar sus ingresos,
avanzar en su carrera obteniendo ascensos o promociones,
o bien porque su prestigio se vería en jaque si no lo hace,
allí donde su prestigio es también una herramienta de
trabajo y, por ende, incide en su carrera y en sus ingresos5.
Por ende, si dicha relación no existe –es decir, si mi
perfeccionamiento profesional no tiene mayor relevancia
respecto de mi carrera, mis ingresos o mi prestigio- es
perfectamente natural que prefiera conformarme con los
conocimientos que actualmente domino, volver a mi casa
tan temprano como pueda, disfrutar de mi familia y gozar
del teatro.

4  Digamos, la de profesionales en quienes las personas confían sus más preciados bienes y derechos, que actúan bajo pautas más o menos rigurosas de desempeño
profesional, capaces de responder a controles más o menos estrictos respecto de la dedicación que le confieren a los casos de los que se hacen cargo, del tiempo que
le destinan a prepararlos, y del grado de improvisación con que actúan en ellos; profesionales responsables ante el cliente y la sociedad por sus fracasos y errores;
profesionales razonablemente al día en su dominio de la ley penal y de su procedimiento, entrenados en un conjunto de destrezas analíticas y argumentativas para
presentar su caso con efectividad en los tribunales o resolverlos, según se trate de abogados o jueces.
5  Espero no ser considerado egoísta o cínico por enunciar sólo razones egoístas. No se trata de que no haya razones más nobles que éstas para querer perfeccionarse.
Pero, desde el punto de vista del sistema en su conjunto y del modo en que se modela la conducta de la generalidad de las personas al interior de él -lo cual equivale
a decir el modo en que se diseñan políticas públicas- éstas son, creo, las razones que configuran la estructura de incentivos dentro del mundo profesional para
capacitarse.



El sistema inquisitivo, me parece a mí, provee
un buen ejemplo de un entorno profesional en donde
una mayor perfección profesional no es realmente
“rentable”, o lo es muy marginalmente. Nuestro actual
s is tema procesal  penal  no premia una mayor
preparación de los operadores -jueces y abogados-, ni
castiga su ausencia. Lo que un abogado necesita para
ganar un caso y lo que un juez necesita para resolverlo,
corren por cuerdas muy separadas de lo que uno
pudiera suponer es la mayor preparación profesional
que ambos oficios suponen. La mayor perfección
profesional en ambos casos probablemente agregue de
manera tan marginal al éxito o competitividad de cada
cual, que sea del todo razonable que ni uno ni otro
derrochen recursos, tiempo y energía en perfeccionarse.
Al  contrar io,  e l  s is tema inquis i t ivo es
sobrecogedoramente indulgente con la ineptitud, la
ignorancia y la falta de destreza de abogados y jueces.
Principalmente favorecido esto por la escrituración y
el secreto, un abogado puede perfectamente encontrarse
en el tribunal con resoluciones que no entiende pero
que puede responder en la calma de su oficina tras
consultar un manual o conferenciar con un colega (ni
hablar de la racionalidad de la conclusión de que
probablemente la destreza que más competitividad le
otorgue sea desarrollar su habilidad para establecer
buenas “redes” de funcionarios en los tribunales -y de
policías fuera de ellos-, antes que privilegiar su
capacidad de análisis jurídico o su conocimiento de
la ley). Los jueces, por su parte, gozan del refugio de
su despacho y escasamente deben rendir cuenta por
sus decisiones; así, pueden con total impunidad

rechazar el más perfecto argumento jurídico sin haber
jamás llegado a entenderlo, simplemente poniendo “no
ha lugar” al final de la página o -como ocurre en
prácticamente todas las resoluciones de sometimiento
a proceso y de acusación- ofreciendo fundamentaciones
puramente formales que no se hacen cargo realmente
de los argumentos presentados6. Por supuesto que -no
se ofendan mis colegas-  no estoy diciendo que los
abogados y los jueces sean ineptos, poco profesionales
o ignorantes, sino solo que, en el entorno de incentivos
construido por el sistema inquisitivo, un abogado o
un juez puede ser inepto, poco profesional o ignorante,
y aún así ser perfectamente exitoso y competitivo. A
su turno, un abogado o un juez inteligente, instruido
o hábil -amén de honesto- no tiene para nada asegurada
una mayor competitividad o éxito dentro del sistema.
Al contrario, muchas veces, una o algunas de estas
cualidades puede perfectamente –aunque, por supuesto,
no necesar iamente-  jugar  en contra del  éxi to
profesional de jueces y abogados: jueces con mayor
conocimiento del derecho que los ministros de su
respectiva Corte de Apelaciones, que ven sus decisiones
frecuentemente revocadas; abogados que confían
ingenuamente en sus conocimientos jur íd icos
litigando contra los actuarios del tribunal sobornados
por la contraparte. El punto es: en el entorno de
incent ivos del  s is tema inquis i t ivo,  la  mayor
preparación profes ional  no parece hacer g ran
diferencia. No parece ser lo suficientemente rentable
como para que valga la pena, desde el punto de vista
de los actores, invertir en ella, en desmedro de, más
bien, ocupar tiempo, energía y recursos en las otras
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destrezas que el sistema sí parece recompensar (pero
que no necesariamente pertenecen a nuestro imaginario
colectivo acerca de en qué consiste la profesión
jurídica).

El sistema acusatorio que contempla la reforma
procesal penal en Chile -al igual que en el resto de los
países latinoamericanos que están llevando adelante
similares reformas- puede cambiar este entorno de
incentivos radicalmente. Yo diría que hay tres elementos
adosados al sistema acusatorio que tienen el poder de
producir este cambio: en primer lugar, la publicidad de
los procedimientos, especialmente del juicio oral. La
apertura de los tribunales a la ciudadanía (y a la prensa),
suele producir un fenómeno que supera la mera
publicidad: los procesos judiciales -especialmente los
juicios penales- capturan la atención de la comunidad,
catalizan la discusión social, moral y política, se
convierten en una vía de comunicación entre el Estado y
los ciudadanos a través del cual se afirman valores, se
instalan simbologías y se envían y reciben mensajes entre
la comunidad y el Estado. En una frase: la publicidad de
los procedimientos judiciales instala la vida de los
tribunales dentro de la convivencia social. Una vez allí,
los abogados y jueces se encuentran con que su trabajo
pasa a estar bajo el escrutinio público, en todos los niveles;
las discusiones tienen lugar en salas repletas de abogados
y fiscales esperando su propio turno, ante miembros de
la comunidad que están esperando la audiencia de algún
familiar detenido el día anterior (por ejemplo en una sala
de prisión preventiva), en ocasiones con prensa presente
si algún caso importante está en la agenda; los abogados
tendrán que argumentar -y los jueces tendrán que tomar
decisiones y justificarlas- instantáneamente y en público,
en un contexto en que toda la comunidad estará al tanto
de -y dispuesta a- discutir los pormenores de un caso que
convoque su atención. Este contexto, como salta a la vista,
ofrece bastante menos misericordia para con la falta de
preparación de jueces y abogados: todo ocurre
vertiginosamente y no hay demasiado espacio para
abogados y jueces que no sepan exactamente qué hacer y
cómo hacerlo con efectividad.

El segundo elemento a través del cual el sistema
acusatorio puede alterar importantemente la estructura
de incentivos de los operadores jurídicos respecto de la
capacitación, es la lógica competitiva. El sistema
acusatorio -particularmente en la versión chilena- está
diseñado sobre la base de una importante confianza en
la competencia adversarial, esto es, en la idea de que el
proceso -y especialmente el juicio- promueve el
enfrentamiento intenso entre las partes y apuesta a que
dicho enfrentamiento arrojará la mayor cantidad de
información sobre el caso, a la vez que depurará la calidad
de dicha información. Este modelo -en el que entraremos
más adelante con mayor profundidad- ha desarrollado
toda una nueva metodología de enseñanza y es probable
que exija a los estudios jurídicos alterar sustancialmente
la organización de su trabajo penal. Lo que interesa aquí,
sin embargo, es que la situación pública en la que se
encontrarán abogados y jueces será una que incentivará
la confrontación: el sistema incentiva que, en un entorno
de juego justo, los abogados exploren todas las armas
legales disponibles, investiguen todos los hechos,
desconfíen de toda la información (y por lo tanto la
verifiquen), detecten todas y cada una de las debilidades
en el caso de la contraparte (argumentación y prueba),
construyan su propio caso sobre la base de que la
contraparte hará lo mismo, y que, en consecuencia, cada
defecto del caso propio implicará un mayor riesgo de
perder. Esto es lo que abogados y jueces harán en público.
Por cierto, esto no quiere decir que necesariamente todos
los casos sean trabajados por todos los operadores con
todo este rigor, pero ésta es la manera de trabajar un caso
penal en un sistema acusatorio, y esto es lo que el sistema
necesita y exigirá de los abogados, no como actos de buena
voluntad profesional o de filantropía gremial, sino en el
más crudo sentido de mercado: litigar juicios orales -y
dirigirlos- es un arte complejo y exigente, y no hay
demasiado espacio -por no decir ninguno- para la
improvisación o el “chamullo”7. Si los abogados no están
preparados, los casos se pierden y se pierden ante los ojos
de todo el mundo; si los jueces no están preparados, las
injusticias que ello genera se cometen ante los ojos de
todo el mundo.



El tercer elemento que jugará, me parece, en favor
de la transformación de la cultura de capacitación de los
operadores jurídicos del sistema penal, es menos tangible
y acaso menos “técnico” pero, creo, poderoso a su turno:
el sistema de juicios orales hace el ejercicio de la profesión
de abogado y de juez algo extraordinariamente atractivo,
profesionalmente más digno y más estimulante, allí donde
el sistema inquisitivo, me parece, ha hecho de la profesión
algo más tedioso e indigno. Digamos, el sistema
inquisitivo ha convertido en una medida importante, el
ejercicio de la profesión en un trabajo de papelería y en el
abandono de mayores pretensiones de excelencia jurídica
en la litigación penal, ante el hecho, por una parte, de
que los escritos que se apartan de las formas estandarizadas
e intentan profundizar en la argumentación, el análisis o
el conocimiento, tienen altas posibilidades de no ser
siquiera leídos por los tribunales, mucho menos asumidos
por éste en la argumentación judicial y, por la otra, ante
el hecho de que mucho más valioso que la excelencia
profesional parece ser la capacidad para desarrollar redes
y contactos -muchas veces a través de la pleitesía y el
soborno- con actuarios de baja formación que detentan,
sin embargo, un poder de facto sobre los abogados y los
casos. Si a esto le sumamos la rigidez y la formulación
ritual del sistema, el resultado es un entorno profesional
poco atractivo, tedioso, poco estimulante y de bastante
menos dignidad que el que seguramente formó alguna
vez la fantasía vocacional del abogado penalista. A los
jueces no les va mejor, también su trabajo los aparta de
las personas que conforman las causas que están llamados
a juzgar; sus casos son resueltos sin que ellos hayan visto
realmente toda la prueba, muchas veces sin siquiera
conocer al imputado o a la víctima; dependen de un
sistema de actuarios que ha demostrado tener cuotas
importantes de corrupción, muchas veces a espaldas del
juez con abuso de cuyo nombre están corrompiendo la
administración de justicia; el trabajo de juez consiste en
buena medida en leer lo que estos actuarios han escrito y
sancionar ese trabajo con pocas posibilidades de control;
los jueces -llamados a investigar y resolver- casi nunca
investigan realmente y casi siempre resuelven en
condiciones precarias respecto de la información que
necesitarían para tomar el tipo de decisiones que les hemos
confiado.  Si a todo esto le agregamos un entorno laboral

altamente jerarquizado, al interior del cual el juez de rango
inferior debe pleitesía a sus superiores y puede en cualquier
momento ser perjudicado por cualquiera de éstos a
voluntad, contando de esta manera con tanta
independencia (y futuro) como sus superiores quieran
graciosamente concederle, la situación de los jueces esta
todavía más cerca de la indignidad que la de los abogados.

En este escenario -digamos, un escenario que
apuesta a que los elementos recién descritos, especialmente
la introducción de una lógica competitiva, tiene poder
para cambiar las cosas-, siempre estuvo claro que la
capacitación jugaría un rol clave en la implementación y
en el éxito de la reforma. El modelo competitivo descrito
más arriba requiere que los operadores sean capaces de
competir. Operadores mal preparados inevitablemente
vician el modelo, no sólo en el sentido más obvio (en
cualquier trabajo se requiere que los trabajadores sepan
cómo trabajar) sino de un modo más estructural y que
apunta al modelo mismo: el sistema apuesta por la
competencia en un entorno de juego justo y por la estricta
distribución de roles; la justicia del sistema está confiada
en que cada cual cumpla su rol dentro de este
procedimiento de competencia. Si uno de los actores no
está en condiciones de cumplir su rol dentro del juego,
los equilibrios se rompen y la justicia del modelo cae. Por
lo general, la deficiencia de alguno de los actores tiende a
querer ser corregida por alguno de los otros, lo cual
desvirtúa el sistema al diluir la estricta distribución de
roles y la lógica competitiva sobre la que el modelo
descansa. Ejemplo clásico de esto, observado
frecuentemente en América Latina, lo proveen sistemas
en que los jueces comienzan a intervenir activamente en
la producción de la prueba durante el juicio para suplir
los defectos de los abogados defensores o de los fiscales.

La implementación de la reforma requiere, en
consecuencia, una atención seria sobre el sistema de
capacitación de los operadores y esto estuvo claro
bastante tempranamente en el diseño del proceso de
implementación de la reforma en Chile (lo cual, por
supuesto, no equivale necesariamente a decir que en
Chile de hecho se haya capacitado seriamente a todos
los actores de la reforma).
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Cambio cultural, capacitación culturalCambio cultural, capacitación culturalCambio cultural, capacitación culturalCambio cultural, capacitación culturalCambio cultural, capacitación cultural

Lo que s í  representó una novedad
descubierta sobre la marcha fue el hecho de que
la capacitación jurídica tradicional -digamos, el
modo de enseñanza clásico en nuestras escuelas
de derecho- se reveló muy ineficiente para formar
a los  operadores jur íd icos que la  reforma
necesitaba. La reforma representa, acaso más que
ninguna otra  cosa ,  un cambio de paradigma
cultural  respecto del  derecho en general  y del
derecho procesa l  penal  en par t icular.  La
capacitación de sus actores no consiste tanto en
una cuest ión de
información ,  s ino en
una modif icac ión del
paradigma, de la
cultura ,  una específ ica
forma de aproximarse al
derecho en general y al
proceso penal  en
particular, de interpretar
sus normas y  de
aplicarlas. Más que sobre
“información”, si se quiere, la reforma es -y la
capacitación debe en consecuencia serlo- acerca
del  método.  Ese método,  por c ier to,  requiere
información, pero la  t ransmis ión de esa
información es el menor de los problemas que
enfrenta la  capaci tac ión. Lo que rea lmente
representa una barrera difícil de superar es que
por pr imera vez requiramos una capaci tac ión
“cultural” (en todos los sentidos de la tercera nota
a l  p ie)  más que una capaci tac ión “legal” .  El
sistema de capacitación tiene que remover una
cultura y  construir  otra ,  t iene que destruir
instituciones e ideas profundamente arraigadas
en nuestra  cul tura jur íd ica y ,  en cambio,
sustituirlas con otras que, sólo en la medida en
que se institucionalicen y se instalen dentro de
nuestra  cul tura  jur íd ica  log rarán rea lmente
realizarse. Los ejemplos son casi tan vastos como
la refor ma misma. Consideremos la  pr is ión
prevent iva ,  una inst i tuc ión profundamente
arraigada en nuestra cultura jurídica. Sin embargo,
e l  modelo acusator io -cuya insta lac ión
expresamente pers igue,  a  la  par  con otros
objet ivos,  consol idar c iertas exigencias que e l
debido proceso y la  democracia  hacen a l
procedimiento penal- es mucho más restrictivo
en el uso de esta institución. Los nuevos códigos
procesal-penales desarrollados por las distintas

refor mas a  lo largo del  cont inente cont ienen
invar iablemente nuevas normas re lat ivas  a  la
pris ión preventiva que,  en un nivel  o en otro,
dan cuenta de esta  ret icencia  a  la  ut i l izac ión
amplia de esta institución. No obstante, en este
nivel  la  regenerac ión cul tura l  es  sustant iva y
marcadamente pol í t ica :  se  trata  de las  ideas
pol í t icas  y  de los  va lores  socia les  de nuestra
comunidad a  los  que queremos que nuestro
proceso penal responda (por ejemplo, en el caso
de la  pr is ión prevent iva ,  e l  va lor  de que los
ciudadanos no puedan, salvo en muy contadas
ocasiones, ser encarcelados sin un juicio previo).

El  verdadero problema
de la  capaci tac ión no
consiste  en que los
operadores aprendan las
nuevas normas, sino que
abandonen la  idea tan
culturalmente arra igada
en nuestras conciencias
de que (al menos en una
ampl ís ima franja  de la
cr iminal idad)  estar

acusado de un delito y estar en prisión preventiva
per íodos prolongados de t iempo son
equivalentes. En cambio, la capacitación debe ser
capaz de instalar nuevas ideas culturales respecto
de esto: por ejemplo, que el castigo, si es debido,
l legará una vez que nos hayamos asegurado a
través del juicio o de otro mecanismo autorizado
que en verdad estamos lidiando con el culpable
y no con un ciudadano injustamente incriminado.

Esta pregunta es, entonces, el verdadero
núcleo del problema de la capacitación para la
reforma procesal penal, y casi me atrevería a decir
para cualquier reforma en el sector justicia en
América Latina: ¿Cómo se construye cultura? ¿Cómo
amanecemos un día y abandonamos aquellas convicciones
que -conscientemente o no, por convicción o por
adoctrinamiento, por fortuna o por aberración- han
estado con nosotros desde siempre? ¿Cómo amanecemos
un día y hacemos propias convicciones que, no importa
cuánto complazcan nuestra razón o nuestra moral, no
tienen sino esa pura existencia intelectual en nosotros,
existencia incómoda y en conflicto con las intuiciones
que más entrañablemente reconocemos en nuestro
interior? (“Vi con mis propios ojos al ladrón cuando estaba
robando la radio de mi auto... ¿por qué no lo vamos a
poner en la cárcel desde ya? Los delincuentes salen libres
al día siguiente de su detención, con total impunidad...”).



Capacitación como filosofíaCapacitación como filosofíaCapacitación como filosofíaCapacitación como filosofíaCapacitación como filosofía

¿Cómo generamos cultura? Este es el núcleo
del problema de la capacitación. No obstante, éste
es un problema del cual la enseñanza “tradicional”
del derecho en Latinoamérica no puede hacerse
cargo: la  enseñanza “tradicional” del derecho
procesal en América Latina está diseñada para
perpetuar un conjunto de información y de prácticas
consolidadas desde el eterno ayer, sin ninguna
capacidad de superarse a sí misma. La enseñanza
tradicional del derecho procesal chileno es un área
profesional que no tiene ninguna capacidad de
innovación. Se caracteriza básicamente por poner
su énfasis en la transmisión de información (de datos,
como por ejemplo, qué dice tal norma, o qué dice
tal persona) al interior de pretensiones más bien
enciclopédicas respecto de toda la enseñanza jurídica
(que el alumno domine al menos generalmente
todos los temas de casi todas las disciplinas), a través
de clases más bien discursivas y más o menos
abstractas, que deben ser incorporadas, comúnmente
de memoria, y reproducidas por el estudiante.
Infinitas veces, lo que los profesores de derecho
llaman “clases activas” o bien “privilegiar la
aplicación por sobre la repetición memorística” no
se traduce sino en la revisión más bien superficial
de algunos casos concretos, que -al menos en el
caso del derecho procesal penal- están a años luz
de reflejar la profunda complejidad y los verdaderos
problemas que hay detrás
de un modelo de justicia
criminal. La evidencia está
documentada: salvo muy
individuales y contadas
excepciones -
particularmente en el caso
de Argentina- no ha
habido en Latinoamérica
una producción académica
realmente innovadora en
décadas y, de hecho, la literatura procesal-penal que
instruye a nuestros abogados, con frecuencia apenas
compila repetitiva y matemáticamente las normas
positivas, desprovistas del contexto socio-político
al que ellas responden, de relación fina con el
funcionamiento concreto del sistema en su conjunto,
y de referencia a los desarrollos comparados. Los
manuales de derecho procesal apenas dedican unas
pocas páginas -a veces unas pocas líneas- a los
principios del debido proceso, allí donde el derecho
procesal penal moderno tiende a ser una disciplina

marcada por la utilización de estos principios más
que de reglas, al menos en sus decisiones más
trascendentales. Allí donde el derecho procesal penal
moderno ha convertido las principales discusiones
procesal-penales en temas constitucionales, nuestros
autores siguen entrampados en si el derecho
procesal-penal y el derecho procesal civil pertenecen
o no a una misma “teoría general del proceso”, en
la memorización de plazos, en la distinción entre
“proceso” y “procedimiento” y en descifrar la
misteriosa “naturaleza jurídica” de los actos y
resoluciones.

Podríamos l lamar a  este  paradigma de
enseñanza legal, “derecho como filosofía”, para
distinguirlo del modelo que quiero exponer luego.
Supongo que los filósofos podrían ofenderse con
toda razón por la sugerencia de que hay un símil
entre esta  caracter izac ión del  derecho y la
f i losof ía .  S in duda la  f i losof ía  ha s ido desde
siempre un sistema de conocimiento en constante
evolución y s in duda además está  le jos de
representar  e l  paradigma de la  repet ic ión
memoríst ica  desprovista  de anál is is  y
profundidad.  Lo único que quiero sugerir,  s in
embargo (y  s in duda abusando de la  imagen
popular sobre los filósofos, más bien cercana al
personaje del doctor en las obras de Molière) es
que, al modo en que la filosofía frecuentemente
lo hace, el sistema tradicional de enseñanza del

derecho en Chi le  es  un
modelo de transmis ión
de conocimientos de
carácter  d iscurs ivo,
e n c i c l o p é d i c o ,
m a r c a d a m e n t e
conceptual  y  abstracto,
que en el caso al menos
de nuestro derecho
procesal  penal ,  t iene
además ingredientes que

lo deterioran: su falta de vigencia -su aislamiento
del resto del mundo y de los desarrollos no sólo
teóricos, sino también empíricos en torno a los
s is temas de just ic ia  cr iminal  comparados-  su
tradicional incapacidad de innovar y su renuencia
a hacerse cargo del sistema penal en su conjunto,
construyendo una “dogmát ica” a is lada del
funcionamiento concreto del  s is tema, de la
infor mación empír ica  en torno a  é l  y  de su
carácter político.
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Capacitación como fútbolCapacitación como fútbolCapacitación como fútbolCapacitación como fútbolCapacitación como fútbol

Los primeros intentos de capacitación para
l a  r e fo r ma procesa l  pena l  en  Ch i l e,  t ambién
p a r t i e r o n  c o n  e s t e  m o d e l o  d e  e n s e ñ a n z a ,
c o n s i s t e n t e  b á s i c a m e n t e  e n  l a  e x p l i c a c i ó n
discurs iva  y  abst rac ta  de  l as  ins t i tuc iones  de
l a  r e fo r ma .

Hacia el año 1997, sin embargo, el equipo
procesal-penal de la Universidad Diego Portales
(Santiago, Chile) empezó a incorporar paulatina pero
intensamente, una disciplina nueva, a la cual nos
referimos como “Litigación”, a pesar de que el
sustantivo (iluminadoramente) jamás ha sido parte
de nuestro vocabulario jurídico. Se trata de una
disciplina tomada fundamentalmente de la
experiencia norteamericana y está diseñada para
adiestrar a abogados y jueces en el arte de litigar y
dirigir juicios orales. Esta disciplina opera sobre la
base de dos premisas, una sustantiva y una
metodológica.

La premisa sustantiva consiste en que litigar y
dirigir juicios orales es, redundancia aparte, una disciplina:
no es en absoluto una cuestión entregada al talento
intuitivo de los participantes. Abandonar la litigación
o la dirección de juicios orales a la pura
improvisación artesanal de jueces y abogados -por
talentosos que sean- no es más que una total falta
de profesionalismo y, desde luego, un riesgo tan
extremo como absurdo desde el punto de vista del
desempeño y del resultado de estos profesionales.
En cambio, existe una muy sofisticada tecnología
que puede aprenderse y entrenarse básicamente por
cualquier persona. Esta disciplina está lejos de
consistir en técnicas de oratoria o desarrollos de la
capacidad histriónica, como los prejuicios de nuestra
comunidad jurídica suelen creer. En cambio, la idea
que le subyace es que el juicio es un ejercicio
profundamente estratégico y que, en consecuencia,
comportarse profesionalmente respecto de él
consiste -particularmente para los abogados, pero
esta visión altera también radicalmente la actuación
de los jueces- en construir una teoría del caso
adecuada y dominar la técnica para ejecutarla con
efectividad. Esta visión del juicio y del trabajo de
abogados y jueces en él, es radicalmente distinta al
modo en que nuestra actual cultura jurídica percibe
esta instancia. Nuestra actual cultura en torno al juicio
se espanta con facilidad ante la idea de que el juicio
sea algo “estratégico”: “la verdad no es estratégica”

-dirían nuestras ideas culturales- “la verdad es la
verdad, y los avances estratégicos no son sino un
intento por distorsionarla... la verdad ‘verdadera’ lo
único que requiere es ser revelada, tal cual ella es...
así, completa y simplemente, sin estrategias de por
medio...”. Esta idea tan presente en nuestra cultura
jurídica, sin embargo, no comprende qué quiere
decir que el juicio sea un ejercicio estratégico. Desde
luego, no quiere decir que haya que enseñarle a los
abogados como distorsionar la realidad de manera
de poder engañar a los jueces, ni que éstos últimos
tengan que ser siquiera mínimamente tolerantes con
esta clase de artimañas. En cambio, la imagen del
juicio como un ejercicio estratégico asume dos ideas,
ambas distantes de nuestra actual visión acerca del
juicio penal. La primera idea es ésta: LA PRUEBA NO

HABLA POR SI SOLA. A veces una porción de su valor es
auto-evidente, pero prácticamente nunca lo es en
todo el aporte que la prueba puede hacer al caso
de una parte. De lado, la prueba siempre consiste
en versiones, relatos subjetivos y parciales,
compuestos por un conjunto de información
heterogénea en cuanto a su origen, amplitud y
calidad (de manera que no hay tal cosa como asumir
que la prueba simplemente “revela la verdad”); por
otra parte, la prueba tiene su máximo aporte de
información y de peso probatorio en relación con
la totalidad del caso y con el resto de la evidencia,
de manera que sólo en la medida que esas relaciones
sean relevadas, la prueba aporta al caso toda la
extensión -en cantidad y calidad- de la información
que posee. Como contracara, no importa qué tan
deliciosa sea la información que una prueba contiene
en relación con el caso, dicha información puede
perfectamente ser entregada de una forma tan
estratégicamente torpe y defectuosa, que su
contribución disminuya ostensiblemente, allí donde
dicha información realmente ayudaba a reconstruir
los hechos. Concebir al juicio como un ejercicio
estratégico no consiste en distorsionar la realidad,
sino en presentar la prueba del modo que ella más
efectivamente contribuya a reconstruir “lo que
realmente ocurrió”. No es éste el lugar para
desarrollar estos temas en detalle. Toda la idea que
quiero incorporar a estas alturas es que al concebir
al juicio estratégicamente, importa asumir que la
prueba no habla por si sola, sino a través de los
litigantes, y los litigantes pueden presentarla de
manera que ella revele en toda su plenitud la
información que posee, o bien pueden hacerlo de
un modo que dicha información naufrague en un
mar de detalles insignificantes, pase inadvertida por



otras miles de razones, pierda credibilidad, omita
información o la entregue de un modo que no
convoque adecuadamente la atención del tribunal.
Siendo así, la disciplina de litigación provee
herramientas para aproximarse estratégicamente al
juicio: le enseña a los alumnos cómo construir una
“teoría del caso” adecuada; cómo examinar a los
testigos propios, extraer de ellos la información que
dicha teoría del caso requiere y fortalecer su
credibilidad; cómo contraexaminar a los testigos de
la contraparte y relevar los defectos de su testimonio;
cómo examinar y contraexaminar peritos; cómo
utilizar prueba material y documental; cómo utilizar
el alegato de apertura y el alegato final y, en fin,
cómo proveer al tribunal de un “punto de vista”
desde el cual analizar toda la prueba. Lejos de
engañar a los jueces, la aproximación estratégica al
juicio los provee con más y mejor información,
situándolos en una mejor posición para resolver el
caso. La segunda idea que subyace a la idea del
juicio como un ejercicio estratégico está íntimamente
vinculada a la anterior: si el juzgamiento penal y la
construcción de “lo que realmente ocurrió” es algo
complejo, lleno de versiones, ángulos,
interpretaciones y prejuicios, entonces la mejor
manera de producir la mayor cantidad posible de
información, a la par que depurar “el grano de la
paja”, testeando la calidad de la información con
arreglo a la cual el caso se va a juzgar, es a través de
un modelo que estimule la competencia entre las
partes, en un entorno de juego justo garantizado
por el tribunal. De la mano con esto y como
consecuencia natural, la estricta separación de roles.
Las partes, a través de la competencia, aportarán
cada una toda la información que la otra haya
decidido omitir, a la vez que relevarán todos los
defectos de la información contenida en la prueba
de la contraparte a través del contraexamen, las
objeciones y los alegatos. Esta comprensión del juicio
supone hacerse cargo -como la disciplina de
litigación lo hace- de cada rol especifico y de los
distintos intereses, poderes y funciones que
concurren en cada uno de ellos.

La premisa metodológica tras la disciplina de
litigación, a su turno, consiste en desplazar la imagen de
capacitación como “instrucción” hacia la imagen de
capacitación como “entrenamiento”. Consistente con esto,
todo el curso está estructurado sobre la base de
simulaciones. Este modelo de enseñanza, más que a la
filosofía, se parece al fútbol: para aprender a jugar, hay
que jugar. Y hay que jugar mucho. Por supuesto que un

jugador de fútbol debe tener cierta información: debe
conocer las reglas del juego, debe conocer a sus compañeros
de equipo y sus capacidades, debe conocer las
instrucciones del director técnico, los acuerdos estratégicos
del equipo y las jugadas practicadas en los entrenamientos.
Pero nadie es realmente un jugador de fútbol por ser capaz
de repetir de memoria las reglas de la FIFA. El modelo de
litigación se hace cargo de esta idea y pone a los alumnos
a litigar casos simulados sobre la base de una cierta técnica
que el curso enseña y que los alumnos -lo mismo que los
jugadores respecto de las reglas de la FIFA- deben conocer.
Igual que en el fútbol, la técnica está escrita y probada,
pero no es posible aprender nada de ella -absolutamente
nada- sino a través de un entrenamiento intenso en su
utilización. La pizarra es sin duda útil, pero el verdadero
entrenamiento para el partido se hace en la cancha. Sólo
allí el jugador sabe si es capaz de tomar parte en las jugadas
que le han asignado en el camarín.

El módulo básico de litigación utilizado en la
Universidad Diego Portales está estructurado sobre la base
de los siguientes contenidos:

1) Teoría del caso;
2) Examen directo (de testigos);
3) Contraexamen (de testigos);
4) Prueba material y declaraciones previas;
5) Examen y contraexamen de peritos;
6) Objeciones;
7) Alegato de apertura;
8) Alegato final;
9) La función del juez: dirección del debate e incidentes;
10) La función del juez: fallo y razonamiento.

Cada clase está dedicada a un tema específico,
cada clase, sin embargo, asume los temas anteriores y,
por lo tanto, agrega una complejidad adicional a la técnica;
cada clase cuenta con un texto que explica la técnica del
respectivo tema, lo mismo que uno o más casos diseñados
especialmente y respecto de los cuales los
participantes tienen cierta información básica con
la cual deben simular. Las distintas necesidades y
restricciones de cada público, han generado distintos
diseños específicos del mismo programa, en modelos
que van desde sesiones de tres horas, dos veces a
la semana, hasta compactos continuos de varios días
simulando un promedio de ocho horas diarias. En
cuanto a la clase específica, una primera parte -
menor- releva y discute los principales elementos
del respectivo tema. El resto del tiempo es utilizado para
simular: los participantes conducen exámenes de testigos
o peritos, sobre la base de la información del caso que
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han estudiado con anticipación. Luego de cada
ejercicio los participantes reciben retroalimentación
de los profesores. Cada clase esta compuesta por
un máximo de 20 participantes y un mínimo de 2
profesores.

Originalmente el curso de litigación pretendía ser
una natural contraparte de los ramos más teóricos de
derecho procesal-penal. Sin duda es eso. Pero cuando el
modelo fue aplicado a la capacitación de operadores para
la reforma procesal penal, sus implicancias como
metodología de
e n s e ñ a n z a
t r a s c e n d i e r o n
inimaginablemente.

Este modelo de
enseñanza fue
probado por primera
vez con jueces y
abogados en ejercicio
durante el primer post-
título que la
Universidad Diego
Portales ofreció sobre
la reforma, en 1997. En
este programa, tras
una extensa revisión
clásica de los distintos aspectos de la reforma
procesal penal, se incorporó al final del curso, un
módulo básico de litigación. Esta primera ocasión
empezó a delinear lo que la experiencia subsecuente
confirmó: la aproximación a través del módulo de
litigación trascendía el mero entrenamiento de
destrezas para el juicio, produciendo además, un
impacto sustancial en la comprensión teórica que
los participantes desarrollaban acerca del mismo.
Los alumnos jamás entienden mejor la teoría que
cuando es experimentada en carne propia a través
de las simulaciones. La reforma es, más que nada,
un cambio de lógica; esa lógica puede ser explicada,
pero no necesariamente transmitida con el mero
traspaso de información. Sin embargo, el módulo
de litigación conseguía precisamente este efecto en
los participantes: instalar la lógica, el método, la
cultura detrás de la información, tanto más
sorprendentemente considerando que los alumnos
de post-título eran abogados y jueces con años de
ejercicio profesional. Uno podía gastar meses enteros
discutiendo la imparcialidad del tribunal o el derecho
a defensa, pero nunca los alumnos realizaban las
ideas detrás de dichos principios tan claramente

como cuando el juicio en el que estaban participando
ponía a los jueces a intervenir de un modo que una
de las partes consideraba injusto, o que el defensor
estimaba lo dejaba en la indefinición; uno podía
gastar meses hablando discursivamente sobre la
presunción de inocencia, pero los alumnos jamás
realizaban tan claramente el principio como cuando
llegaba el momento de justificar la satisfacción de
un cierto estándar de prueba por parte del fiscal y
la justificación de dicho estándar por parte del
tribunal; uno podía gastar meses explicando el hecho

de que la investigación
del fiscal es
e s t r i c t a m e n t e
preparatoria y, aun así,
los participantes jamás
descubrían el verdadero
significado de ello hasta
que la contraparte
comenzaba a objetar las
referencias del fiscal a
“lo que consta en el
expediente” y a
oponerse a las lecturas
de informes en la
audiencia del juicio; uno
podía gastar meses en
discutir teóricamente
qué tipo de preguntas

están permitidas y cuáles prohibidas, pero la visión
de todos cambiaba al enfrentarse con la práctica
del examen de testigos en la simulación.

A su turno, la aproximación de los alumnos a
través de la litigación, proporcionaba herramientas
importantes para dotar de contenido concreto a las
normas e instituciones del juicio mismo, así como de
otros momentos del proceso. Por ejemplo, si desde la
tecnología de litigación resulta claro que el contraexamen
prácticamente siempre arroja mayor información sobre
una prueba -y muchas veces esa mayor información
cambia dicha prueba o su credibilidad radicalmente-
¿cómo era posible aceptar la lectura de informes cuando
el perito no está disponible para ser contraexaminado? Y
si el Código contempla dicha norma, ¿no debía ella ser
aplicada con extraordinaria cautela por el tribunal, so
riesgo de producir indefensión? Y en los casos en que la
lectura de dichos informes fuera permitida, ¿no debía el
tribunal preocuparse por compensar el daño que la
ausencia de contraexamen producía a la contraparte? ¿Y
no conllevaba eso la posibilidad de que el tribunal creara
medidas de resguardo o excepciones no contempladas en



el Código (por ejemplo permitir la incorporación
de peritajes de refutación no anunciados en la
audiencia de preparación del juicio)? Otro ejemplo:
si desde la tecnología de litigación resultaba claro
que el fiscal tenía un caso extremadamente débil, y
si tampoco parecía que pudiera obtener
sustancialmente más pruebas, ¿no debía eso de
alguna manera impactar en la decisión sobre la
prisión preventiva? ¿No podía la defensa argumentar -y
el juez oir atentamente- algo así como “su señoría, si
fuéramos a juicio hoy mi cliente estaría libre mañana,
dada la fragilidad del caso que el fiscal tiene contra él,
sin embargo, ahora está tratando de reemplazar la pobreza
de su caso con la prisión preventiva, que parece no exigirle
siquiera demostrar una seriedad prima facie de su prueba”?
Desde luego, esa
misma tecnología de
litigación había
permitido que los
alumnos terminaran de
dar contenido a la
centralidad del juicio
como modo de
resolución del caso y,
por lo mismo, que se
mostraran igualmente
renuentes a exigir
evidencia en esta etapa
hasta convertir la
audiencia de prisión
preventiva en un pre-
juicio. Pero el
problema de los
equilibrios y de la
ponderación de principios, es el gran tema en los
sistemas modernos de enjuiciamiento criminal, un
tema más que sustantivo, a cuya discusión, para
sorpresa de todos, el modelo de litigación comenzó
a influir importantemente.

El modelo de enseñanza provisto por el módulo
de litigación se reveló muy eficiente para generar cambios
culturales considerables en los participantes, al menos en
cuanto a la instalación de la lógica acusatoria y a la lógica
del juicio oral. Siendo así, la siguiente innovación
metodológica consistió en trasladar el módulo de
litigación al inicio del programa: antes de que los
participantes hubieran escuchado prácticamente nada de
la reforma misma o del nuevo código procesal penal -
antes de que conocieran una sola de sus normas- eran
sometidos a un módulo de entre 30 y 40 horas de litigación
que abarcaba más o menos la mitad de todo el programa

(fuertemente rebajado en cuanto a su contenido más
academicista). La idea fue instalar la lógica del juicio oral
-que es, en realidad, la lógica de todo el sistema- antes
que ninguna otra cosa, de modo que toda discusión teórica
o positiva se hiciera luego sobre la base de esa lógica ya
experiencialmente instalada. El juicio oral, entonces, pasó
a ocupar aproximadamente la mitad del programa
y, por otra parte, todo el juicio oral era revisado
desde la metodología de litigación en lugar de clases
expositivas acerca de las normas. Una vez que dicha
lógica estaba instalada, se discutía desde allí todo el
resto del sistema (inicio del procedimiento,
discrecionalidad del Ministerio Público, los actores
del sistema, la investigación criminal, salidas
alternativas, etapa de preparación del juicio oral,

medidas cautelares y
recursos), lo cual a su
turno, iba por sí
develando los demás
aspectos de la reforma
que antes solían dar
lugar a clases
independientes y
discursivas (por
ejemplo quiénes son
los nuevos actores del
sistema, sus roles,
facultades y controles,
los aspectos
económicos y
organizacionales de la
reforma, u otros
principios hasta ahora
no tratados). Este

cambio reveló tener un impacto profundo en las
discusiones dogmáticas: cualquier -y toda- teoría del
proceso penal tenía que hacerse cargo de la lógica
acusatoria del juicio oral a la que los participantes
ya habían sido expuestos y que en buena medida
ya habían adoptado.

Las implicancias fueron vastas: la disciplina
de litigación produjo una nueva manera de
aproximarse no sólo al entrenamiento de las
destrezas requeridas por abogados y jueces, sino a
toda la teoría del proceso penal. Ninguna dogmática
procesal penal puede a estas alturas disertar sobre
la etapa de investigación sin hacerse cargo de la
policía y de sus relaciones con el Ministerio Público;
a su turno, ninguna dogmática puede hacerse cargo
seriamente de estas relaciones sin tener una idea
precisa acerca de cómo un fiscal litiga un juicio y, por lo

CAPACITACIÓN JUDICIAL
C

ap
ac

it
ac

ió
n

 c
o

m
o

 f
ú

tb
o

l 
- 

A
n

d
ré

s 
B

ay
te

lm
an

C
ap

ac
it

ac
ió

n
 c

o
m

o
 f

ú
tb

o
l 

- 
A

n
d

ré
s 

B
ay

te
lm

an
C

ap
ac

it
ac

ió
n

 c
o

m
o

 f
ú

tb
o

l 
- 

A
n

d
ré

s 
B

ay
te

lm
an

C
ap

ac
it

ac
ió

n
 c

o
m

o
 f

ú
tb

o
l 

- 
A

n
d

ré
s 

B
ay

te
lm

an
C

ap
ac

it
ac

ió
n

 c
o

m
o

 f
ú

tb
o

l 
- 

A
n

d
ré

s 
B

ay
te

lm
an



mismo, cómo debe la policía obtener evidencia y
contribuir a la teoría del caso del fiscal, a la vez que cómo
debe la teoría del caso del fiscal construirse desde la
evidencia aportada por la policía, esto nos lleva de vuelta
a la construcción estratégica de una teoría del caso, la
ejecución de esa teoría del caso en el juicio, las reglas de
credibilidad y, en fin, la tecnología para litigar juicios
orales. Del mismo modo, no es posible hacerse cargo
seriamente del modo en que los fiscales seleccionan casos
a través de la discrecionalidad, salidas alternativas o
procedimientos abreviados, sin tener una idea bastante
precisa acerca de “qué cuenta” en términos de prueba en
el juicio oral, qué hace la credibilidad de dicha prueba y,
en definitiva, qué tan fuerte o débil es el caso sometido al
test del juicio oral y la litigación. Desde estas grandes
instituciones dentro del proceso, hasta pequeñas y
concretas normas como la prohibición de preguntas
capciosas o sugestivas o las facultades disciplinarias del
tribunal, pasando por aspectos aparentemente tan
pedestres como el sistema de registro del juicio, son de
una comprensión pobre sin una idea concreta y precisa
acerca de cómo se litigan y cómo se dirigen juicios orales.
La disciplina de litigación ofrece una tecnología lo
suficientemente concreta y precisa como para, entre otras
cosas, permitir la explicación teórica y la adopción de
opciones interpretativas respecto de las instituciones y
normas en cuestión.

Paralelamente, varias experiencias con jueces
-incluyendo el programa de formación general de
la Academia Judicial y a los propios jueces que
atendían el Diplomado sobre la reforma en la UDP-
dieron cuenta de que, pese a que la capacitación
de jueces para la reforma exige diseñar un programa
que se haga cargo de simular el rol especifico de
éstos en la función de control de garantías y en la
de dirección del juicio oral, un conocimiento cabal
del rol de las partes y de la dinámica de litigación
reveló ser un punto de partida clave para cualquier
capacitación más específicamente orientada al
mundo judicial. Del mismo modo en que la comprensión
profunda y vivencial del modo de litigación en juicios
orales arroja una luz poderosa, por ejemplo, sobre cómo
y en qué grado la investigación es estrictamente
preparatoria, así también ilumina la función del juez tanto
en el control de garantías como en el juicio oral. Por
ejemplo, la exigencia al Ministerio Público de presentar
un caso prima facie serio cuando pide la prisión
preventiva (cosa, me parece, más que deseable) sólo es
posible si el juez tiene una visión suficientemente cabal
del modelo de litigación en juicios orales como para poder
razonablemente especular sobre la admisibilidad y peso

probatorio del caso que el fiscal presenta. Digamos: por
grave que sea el delito que el fiscal tiene entre manos -por
ejemplo, un homicidio-, el fiscal no puede venir a
pedirle a un juez que decrete la prisión preventiva
sobre la base de un rumor o de que la policía “sabe”
-por “olfato policial”- que detuvo al culpable. Esto
ocurre más que frecuentemente en nuestro
continente, en donde muchas veces se decreta la
prisión preventiva con el puro mérito del parte
policial y diligencias policiales jamás verificadas. No
se trata de que el juez de garantías pueda dirigir la
investigación del Ministerio Público, ni de que la
audiencia de prisión preventiva sea un pre-juicio, pero, si
el fiscal quiere prisión preventiva, tiene que ir al tribunal
al menos en condiciones de explicarle al juez qué prueba
posee, y tiene además que estar dispuesto a que el juez no
necesariamente crea en su pura palabra. Ahora bien, para
poder convertir esta presentación del fiscal en un estándar
de seriedad prima facie, el juez tiene que tener el juicio en
la cabeza, tiene que poder evaluar al menos inicialmente
qué va probablemente a ocurrir con esta prueba en el
juego adversarial del juicio, al menos para evitar que un
acusado soporte los costos de una acusación que no tiene
ninguna posibilidad de ser exitosa en juicio. Sólo con el
juicio oral en mente es que el juez puede decirle al fiscal
que no está dispuesto a decretar la prisión preventiva en
un caso en el que el fiscal prima facie no tiene ninguna
posibilidad de ganar (ya habrá que ver cuál es exactamente
el estándar), de manera que si quiere la medida cautelar
tiene que llevar un mejor caso al tribunal.

En el caso de los jueces del juicio, el conocimiento
profundo del rol de las partes y de su modo de litigación
es todavía más intensamente determinante de su propio
rol: desde el hecho de que los jueces no saben
prácticamente nada del caso y descansan sobre el trabajo
de las partes para informarse y poder juzgar, hasta la
posibilidad de evaluar cuándo una línea de contraexamen
es relevante o prejuiciosa, atendida la teoría del caso de
ambas partes. Así por ejemplo, sólo entendiendo a
cabalidad cómo operan no sólo las reglas del
contraexamen de testigos, sino además su técnica, es que
el juez está en condiciones de decidir límites -y por lo
tanto resolver incidentes- acerca de la introducción de
registros de la investigación, por lo general prohibida salvo
ciertas excepciones que convocan la ponderación de
principios por parte del juez.

De esta suerte, someter a los jueces al programa
básico de litigación probó ser una introducción
imprescindible a un módulo que respondiera a las
necesidades más especificas de la labor judicial.



A su turno, la primera fase de un módulo
más específico está reflejada en los últimos dos
temas de los contenidos más arriba enumerados,
temas que no estaban originalmente incorporados
en el programa de litigación. La metodología para
los jueces también consistía en la simulación de
casos, esta vez para resolver incidentes y fallar
juicios.

Ante el impacto de la lógica de litigación y de
su metodología ,  e l  s iguiente paso fue intentar
reproducir la lección del módulo de litigación en el
resto del programa: aproximarse a los demás temas
teóricos desde un modelo de enseñanza que pusiera
el énfasis en la aproximación casuística, concreta y
práctica más que en la teoría general y abstracta (hacer
que los jugadores jueguen fútbol en lugar de que
hablen acerca de él). De esta suerte, la mitad más
“teórica” del programa fue re-estructurada: las clases
d iscurs ivas  fueron reducidas  a  la  mitad -
aproximadamente un cuarto del total del post-título,
y destinadas más bien a discutir algunos temas
seleccionados por su particular importancia, pero sin
pretensiones de revisarlos exhaustivamente. El resto
de las clases -otro cuarto del total del post-título- fue
destinado al análisis concreto de casos, a través de
los cuales se van revisando las normas concretas, las
ideas políticas subyacentes en ellas y los problemas
asociados a su implementación.

De más está decir que esto no significa renunciar
a tener pretensiones teóricas o dogmáticas respecto del
proceso penal, todo lo contrario, este modelo de
enseñanza exige más bien tomarse en serio las ideas
teóricas y las posturas políticas respecto del proceso
penal, revisando su materialización en la práctica y en
los roles concretos que la profesión jurídica y la sociedad
generan a partir de dichas teorías y valores: cuando el
programa de capacitación trata, por ejemplo, las medidas
cautelares a través del análisis de casos concretos, la
formulación de esos casos, los elementos que ellos
incorporan, las posibles soluciones que el caso admite y
las soluciones que el caso proscribe sin duda responden
a opciones teóricas y políticas que, en su conjunto,
conforman una cierta dogmática. Pero hay un mundo
de diferencias entre discutir conceptualmente el hecho
de que la prisión preventiva sea excepcional o cuáles
sean las causales que la autorizan y discutir, en cambio,
qué hechos concretamente justifican su utilización (¿es
importante que se trate de un homicidio en lugar de un
hurto? ¿es importante que parezca haber un caso
poderoso de legitima defensa? ¿es importante considerar
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qué tan fuerte -al menos prima facie- es el caso de
la fiscalía? ¿es importante saber si el sujeto ha
cometido delitos con anterioridad? ¿es lo mismo
que haya sido condenado o sobreseído por esos
delitos previos? ¿es lo mismo que los delitos previos
sean de la misma especie que el actual, o de una
naturaleza completamente distinta? ¿da lo mismo
que esos otros delitos hayan sido cometidos
muchos años antes? ¿cuántos años antes empieza
a tener o perder importancia? ¿es lo mismo si el
imputado lleva ya seis meses en prisión preventiva
o si acaba de ser detenido? Y así suma y sigue. Sin
embargo, esta cier ta “dogmática” responde más
bien a la idea de que la única teoría que vale la
pena hacer es una que se haga cargo de la realidad,
que sea al imentada por ella y que, a la vez,
contribuya a resolverla.

La aproximación a la reforma a través del módulo
de litigación y el análisis de casos fuerza, como
consecuencia, una clase que se hace inevitablemente cargo
del rol concreto de los actores y de sus funciones, en una
siempre muy especifica y diversificada realidad dentro
del proceso penal. Este tipo de aproximación también ha
revelado problemas desde el punto de vista de nuestra
cultura jurídica para hacerse cargo del caso concreto en
lugar de formulaciones más bien generales y abstractas.
El ejemplo de la prisión preventiva sigue sirviendo: la
frase “no ha lugar a la libertad por representar un peligro
para la sociedad” es una expresión general y abstracta
que no hace sino ajustarse formalmente a la norma que
contempla dicha causal, pero que no quiere decir
absolutamente nada desde el punto de vista de la
justificación de la decisión. Los ejemplos se extienden a
casi todas las áreas: cuando los participantes -jueces y
abogados- son expuestos a tener que discernir los
elementos particulares del caso concreto para, por ejemplo,
decidir sobre ejercicios de la discrecionalidad del
Ministerio Público, decidir la aplicación de salidas
alternativas o para optar por unas u otras medidas
cautelares, la pérdida de la posibilidad de refugiarse bajo
la mera formulación abstracta de la norma suele congelar
sus capacidades de actuar. En este sentido, la aproximación
a través del modelo del fútbol ha probado ser útil para
entrenar a los participantes en habilidades analíticas que
permitan utilizar la información del caso como
herramientas de argumentación concreta respecto de la
norma abstracta. Esto, a su turno, construye perfiles
profesionales mucho más concretos y diferenciados.
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Un último paso en esta evolución fue dado
el año pasado. Recién en el año 2000, la reforma
en Chile contó con funcionarios designados que
debían ser  formalmente capaci tados para e l
desempeño de sus roles .  Como parte  del
programa de formación de dichos funcionarios
fue montada una instancia  de capaci tac ión
interinstitucional para jueces, fiscales y defensores
públ icos,  todos reunidos.  De ese programa da
cuenta un artículo aparte en este volumen. Para
efectos de lo que he venido descr ibiendo, s in
embargo, dicho programa representó un último
paso de evolución en este  nuevo modelo de
capaci tac ión:  e l  s is tema de entrenamiento de
litigación y casos concretos fue llevado al diseño
de un programa de simulación de las audiencias
pre l iminares.  Esta  nueva incorporac ión
metodológica viene a cerrar el círculo: el módulo
de litigación instala en los participantes la lógica
acusator ia ,  a  la  vez que los provee de
herramientas analíticas poderosas de cara al juicio
oral y la presentación de la prueba. Cuando llega
luego el momento de discutir instituciones como
las medidas cautelares, las salidas alternativas o
la  etapa de invest igación,  los  part ic ipantes se
aproximan a el las a través del caso concreto y
sobre la  base de las  posibi l idades que las
par t iculares  c i rcunstancias  que lo confor man
ofrecen para el juicio oral, dada la tecnología de
litigación con la que ya cuentan (“tal vez como
fiscal no quiera que este acusado acceda a una
suspensión condicional del procedimiento pero,
sabiendo cómo se litiga en juicios orales, estoy
en condic iones de evaluar  que mi caso no es
par t icular mente fuerte,  por  lo  que ta l  vez
convenga obtener al  menos las condiciones de
la suspensión...”), de este modo, los participantes
quedan en condiciones de detectar el conjunto
de complejidades jurídicas, políticas y prácticas
que subyacen a cada caso particular, todo lo cual
se traduce en recursos de argumentación forense
-o de fundamentación judicial- cuya ejecución se
entrena a su turno en la simulación de audiencias
prel iminares.

Este  recor r ido no ha estado exento de
retrocesos y  equívocos.  Después de todo,  su
desarrol lo ha sido una constante evolución de
ensayo y error, en el contexto de una modificación
radical .  Se trata de un método de capacitación
que ex ige un a l to numero de profesores
entrenados, trabajando orgánicamente y en total
sintonía desde el punto de vista del discurso (en
general, aproximadamente un profesor cada diez
alumnos para el módulo de litigación y uno cada
veinte para el análisis de caso), grupos de trabajo
más bien pequeños (nunca superiores a veinte
personas,  idealmente quince) e infraestructura
adecuada. Por otro lado, es una metodología que
ex ige una enorme invers ión de recursos
académicos y  t iempo en la  e laboración de
materiales, tanto teóricos como prácticos. Es, en
consecuencia, una metodología cara y difícilmente
implementable masivamente. Pero, al  menos en
la experiencia chilena, su poder para transformar
la aproximación de jueces y abogados al derecho
procesal-penal y su contribución para conseguir
lo que hasta hace no mucho era la ir real izable
neces idad  de  reg enerar  l a  cu l tura  jur íd ica  en
torno a l  proceso  pena l  es,  a  es tas  a l turas,
innegable.  a
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1. El optimismo pedagógico

2. La pretendida neutralidad del acto educativo

3. Escasa o nula preocupación por los procesos infor-

males de capacitación

4. El concepto de participación asociado más a un

“activismo metodológico” que a un real compromiso con

la transformación

5. Profundo divorcio entre capacitación y la activi-

dad de investigación

6. El curso presencial como oferta preponderante
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3. Las imágenes intra-institucionales acerca de la ca-

pacitación: beneficio al personal; recreación; castigo

4. Tendencia endogámica como modalidad de res-

puesta defensiva hacia “el afuera”
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pacitación: un progresivo fenómeno de atomización
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1. ¿Se detectan necesidades o se relevan demandas?

2. Algunos comportamientos recurrentes:  el

cortoplacismo; la improvisación; la tentación a las “mo-

das”

3. Escaso impacto de los resultados de la capacita-

ción en el contexto laboral

4. Tendencia a mormatizar, formalizar estructuras y

procedimientos para el área. Escasa capacidad para dar

respuesta frente a los procesos de cambio
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1. Las falencias de la formación universitaria de gra-

do respecto al quehacer judicial

2. La expansión de la oferta de capacitación por fue-

ra del Poder Judicial: posgrados, maestrías, cursos de

especialización
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IntroducciónIntroducciónIntroducciónIntroducciónIntroducción

El campo de la capacitación judicial en la región presenta
en la última década una notoria expansión. La creación
(o recreación) de escuelas judiciales, el alcance del
componente capacitación previsto en los proyectos de
financiamiento y cooperación internacional para las
reformas en justicia, el creciente interés de grandes
consultoras sobre el tema, la realización de congresos y
otras actividades nacionales e internacionales referidos
exclusivamente a esta materia, la aparición de una nutrida
oferta de posgrados y maestrías desde ámbitos
universitarios, son indicadores claros de esta tendencia.

Es necesario –casi urgente- enriquecer y profundizar la
reflexión acerca de la capacitación judicial para orientar
y dar sentido a esta expansión.

Por otro lado, el escenario de transición por el que atraviesa
la mayoría de los sistemas judiciales de América Latina
demanda un nuevo rol para la capacitación: convertirse
en una real y potente herramienta de gestión institucional,
abandonando así el papel “decorativo” que en muchos
casos parece caracterizarla. En contextos turbulentos, de
fuertes cambios, en definitiva, de crisis, la capacitación
además de funcionar como uno de los instrumento para
el logro de los objetivos institucionales, debe convertirse
en una estrategia que coadyuve a la definición de esos
objetivos. Y aquí radica su nuevo protagonismo.

Lo dicho implica abandonar una concepción ingenua
respecto de la capacitación judicial -concepción
generalmente disfrazada con el ropaje técnico-didáctico-,
para asumir su función política. El empeño actual no
debería pasar sólo –ni siquiera principalmente- por mejorar
la calidad intra-curso. Reducir el análisis de la
capacitación al acontecimiento y resultados de los cursos
es reforzar el costado reproductor de la educación, debido
a que esta intervención tiene lugar en un marco
institucional con tradiciones, con pautas de acción y de
interacción fuertemente consolidadas. Es decir con una
cultura organizacional determinada y determinante.

Intentar desocultar y revalorizar la función política y
estratégica de la capacitación judicial, en este contexto de
cambio y de diversificación de ofertas, es el objetivo
principal de estas páginas. En síntesis, en esto consiste el

nuevo enfoque pedagógico aludido en el título. Para
ello, y a modo de esquema organizador del trabajo,
hemos analizado –aunque obviamente no en forma
exhaustiva- la variada y compleja gama de problemas
que presenta hoy el panorama de la capacitación
judicial en América Latina.

Las nuevas teorías acerca del fenómeno educativo, en
particular las que refieren a la capacitación en las
organizaciones, más nuestra experiencia en este campo –
y por supuesto también nuestros propios errores- han
abonado este análisis. Esperamos que resulte un aporte
para renovar la reflexión y la práctica en materia de
capacitación judicial.

La capacitación judicial...La capacitación judicial...La capacitación judicial...La capacitación judicial...La capacitación judicial...

a) ...desde el punto de vista de la con-a) ...desde el punto de vista de la con-a) ...desde el punto de vista de la con-a) ...desde el punto de vista de la con-a) ...desde el punto de vista de la con-
cepción sobre la educacióncepción sobre la educacióncepción sobre la educacióncepción sobre la educacióncepción sobre la educación

1. 1. 1. 1. 1.      El optimismo pedagógico:El optimismo pedagógico:El optimismo pedagógico:El optimismo pedagógico:El optimismo pedagógico:

El concepto de “optimismo pedagógico” sinteti-
za la visión de la educación como palanca y motor  de
cambio, tanto social como individual. Si bien desde hace
algunas décadas gran parte de la literatura pedagógica ha
insistido en desmontar esta relación causal tan directa y
unidimensional (poniendo en evidencia, por ejemplo, el
fracaso de la educación formal como instancia decisiva
en el acceso a “la cultura” de las capas sociales menos
favorecidas), lo cierto es que esta concepción de la educa-
ción sigue operando como presupuesto fuertemente con-
solidado tanto en el discurso (imaginario) popular, como
en gran parte de quienes toman decisiones en ámbitos
educativos.

Lo anterior no implica negar el peso que tie-
ne la variable educación en los procesos de cambio
(cualquiera sea la dimensión que éste adquiera y el
contexto desde el cual se lo propone), significa jus-
tamente asumirla como variable y desde allí conju-
garla necesariamente con otro conjunto de factores
a fin de promover y facilitar el cambio.

CAPACITACIÓN JUDICIAL
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El error de ponderar desmesuradamente los efectos
de la acción educativa para el logro de  cambios
trae aparejado otro problema: la simplificación del
análisis respecto de la situación a cambiar. En otras
palabras, se aplica la misma lógica pero en sentido
inverso: si la solución de los problemas viene por
el camino de la educación, entonces los problemas
se originan por su carencia.

Forzando más este razonamiento (si se quie-
re, para cerrar el círculo vicioso) podríamos agre-
gar otra consecuencia: la ausencia de los resulta-
dos esperados no puede menos que ser analizada
desde el mismo mirador, es decir : falló la acción
educativa implementada. Con lo cual se
retroalimenta el circuito.

Queda claro, entonces, cómo opera este
preconcepto acerca de la educación como instru-
mento privilegiado para el cambio: anticipa y re-
duce  las estrategias del cambio; limita el análisis
del problema y –en tanto forma parte del sistema
de creencias del cual se parte- inevitablemente se
convierte en criterio para interpretar la experien-
cia (los resultados). Es decir, los fracasos, antes
que debilitar las convicciones, las refuerzan: se ne-
cesitan más y mejores acciones educativas.

Concretamente para el campo de la capaci-
tación judicial, el optimismo pedagógico, nos sirve
como analizador desde el cual revisar la forma en
que la acción educativa se asume en dicho ámbito.

¿Cuáles serían en el ámbito judicial los indicadores
de esta concepción “optimista”? La lectura, ya sea directa
o entre líneas, de los discursos fundantes de los centros,
escuelas o ámbitos similares de formación judicial, o sim-
plemente las palabras de apertura de  las actividades de
capacitación, ponen en evidencia la fuerte convicción
acerca de la acción educativa como generadora de cam-
bios en la justicia. También lo es la insistencia en deposi-
tar en la inadecuada formación universitaria gran parte
de la culpa respecto al desempeño de los operadores del
sistema. Asimismo, los programas de capacitación
vinculados a los procesos de reforma por los que
atraviesa el sector, brindan variados ejemplos al res-
pecto. Gran parte de estas reformas incluyen como
estrategia para la preparación del cambio  progra-
mas de capacitación –con mayor o menor grado de

sistematización, inversión y profundidad-. La
implementación de estos procesos de transforma-
ción deposita en la capacitación muchas de las ex-
pectativas de éxito.

Haciendo un paralelismo podríamos decir que,
así como están los que creen que el cambio está dado por
la aprobación de la ley (“optimismo legal”), desde la pers-
pectiva del optimismo pedagógico, existiría la con-
vicción de que el pasaje de los operadores por el
programa de capacitación es garante del cambio.

En síntesis, a través del optimismo pedagógi-
co se pone en evidencia una tendencia reduccionista
para analizar e intervenir en la realidad.

2. 2. 2. 2. 2. La pretendida neutralidad del acto educativoLa pretendida neutralidad del acto educativoLa pretendida neutralidad del acto educativoLa pretendida neutralidad del acto educativoLa pretendida neutralidad del acto educativo

En el ámbito de la capacitación judicial, la
educación se concibe –por lo menos desde el dis-
curso formal- como un espacio ajeno a los intere-
ses personales, incontaminado, carente de conflic-
tos de poder, es decir, a-político.

Al desvincularlo de su carácter ideológi-
co,  e l  proceso de enseñanza– aprendiza je  se
concibe como una act iv idad técnica ,  objet iva ,
destinada a transmitir “verdades”. El positivismo
como doctrina general y la psicología conductista
con sus prescripciones respecto al  aprendizaje
han sido en gran parte responsables de esta tra-
dición educativa.

Esta perspectiva obstruye y limita el análisis de
la educación ya que saca de contexto al proceso edu-
cativo, acentuando el carácter reproductor de la educa-
ción. Reconoce sólo el plano de lo explícito, impidien-
do el análisis acerca del contenido implícito del proce-
so de enseñanza – aprendizaje, es decir, todo lo que se
enseña y se aprende por fuera del currículo oficial.

En el campo de la didáctica, las investiga-
ciones y teorización acerca del Currículum lo han
abierto como un área de la actividad docente que
supera en mucho al concepto de programa o con-
tenidos .  En el  acto pedagógico, además de los
contenidos y con mucha más fuerza que éstos, se
aprenden modelos y pautas de interacción,  se
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transmiten valores, certezas y temores,  lo que
está bien y lo que está mal, lo que es importante
y lo que no. Se aprende una determinada manera
de posicionarse frente al conocimiento, se apren-
de una determinada manera de aprender.

El currículum formal se complementa entonces
con el curriculum nulo: aquellos contenidos (en
sentido amplio) sobre los que decididamente no se
enseña; el oculto: todo aquello que se enseña y no
responde a lo formalmente acordado. La sumatoria
de todo configura finalmente el currículum real.

3. 3. 3. 3. 3. Escasa o nula preocupación por los proce-Escasa o nula preocupación por los proce-Escasa o nula preocupación por los proce-Escasa o nula preocupación por los proce-Escasa o nula preocupación por los proce-
sos informales de capacitaciónsos informales de capacitaciónsos informales de capacitaciónsos informales de capacitaciónsos informales de capacitación

Siguiendo la línea de lo expuesto en el punto an-
terior, pero situándonos ahora por fuera de los espacios
de aprendizaje intencionalmente definidos (cursos, semi-
narios, etc), una visión restringida de la educación profe-
sional nos remitiría a la siguiente clasificación: la univer-
sidad primero  y el ámbito institucionalizado de capaci-
tación judicial después, son los espacios destinados a la
formación de los operadores judiciales, mientras que la
institución laboral (juzgados, tribunales, fiscalías,
defensorías, etc.) se convierte en el campo de aplicación
de los conocimientos aprendidos.

Nadie duda que esta división es abstracta y fa-
laz. Lo llamativo es entonces que la capacitación
judicial no incluya como objeto de estudio y cam-
po de acción el proceso de formación que los ope-
radores reciben en el ámbito institucional en el
que se desempeñan.

La idea que la universidad no forma a los aboga-
dos para el trabajo judicial se ha sostenido tanto que
parece ser a esta altura una verdad de hecho. (Sin animar-
nos a rebatir por completo esta premisa, en otro punto
intentaremos cuestionarla cambiando completamente la
línea argumental de este supuesto.)

Por otro lado, desde los ámbitos de capacitación
propios del Poder Judicial tampoco existe una ofer-
ta sistemática destinada a la formación de los ope-
radores de manera que éstos se inserten en el cam-
po laboral con las competencias básicas necesarias
para el desempeño profesional específico.

De esto resulta entonces que el ámbito de for-
mación profesional por excelencia lo brinda la mis-
ma institución (ámbito laboral), en cuanto ambien-
te de modelación de prácticas y del pensamiento, de
instrumentación de estrategias de acción técni-
co-profesionales y de desar rol lo de formas de
interacción socio-profesionales.

Ampliando aquella visión restringida, identi-
ficamos dos fases y ámbitos principales de forma-
ción de los operadores judiciales:
· la preparación inicial o de grado y – con distin-

to grado de sistematización- la oferta de capa-
citación ofrecida por los centros o escuelas del
poder judicial y

· la socialización profesional , que se desarrolla
en el espacio institucional, es decir en los pues-
tos de trabajo en los que finalmente los opera-
dores aprenden las “reglas” del oficio.

Podríamos complejizar aún más este panora-
ma, incluyendo una fase previa a las anteriores,
mucho menos explicita que éstas, pero que para las
profesiones llamadas “clásicas” no deja de tener in-
cidencia en la configuración del modelo profesio-
nal: los estudiantes se acercan a la carrera con un
“fondo de saber” (C. Davini, 1995) acerca del rol,
internalizado en gran medida a través de la influen-
cia del ambiente, en particular de modelos familia-
res o cercanos que funcionan como referentes, que
disparan una proyección del ideal profesional. Este
modelo “irracional” se va deconstruyendo y cons-
truyendo progresivamente a lo largo del pasaje del
estudiante por la carrera. Sin embargo, las investi-
gaciones de corte clínico sobre la práctica profesio-
nal han puesto en evidencia el carácter recurrente
de este fondo de saber como guía para la acción de
los egresados  al momento de enfrentar los prime-
ros problemas del trabajo.

Analizando los efectos formativos de la práctica
laboral, puede afirmarse que la educación profesional for-
mal es una “empresa de bajo impacto”  (E. Terhart,
1987), de resultados generalmente débiles en parti-
cular como promotor de cambio en las institucio-
nes laborales. El contacto progresivo con la prácti-
ca laboral lleva a los noveles profesionales a una
adaptación a sus estructuras (shock de la práctica).
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Además, a través de la socialización profe-
sional, las personas incorporan: estrategias para cons-
truir su propia carrera, para pensar sobre sus condi-
ciones de trabajo y mejorar su imagen (respecto de
sí mismos y hacia los demás); una forma particular
de vincularse con la autoridad; rutinas y rituales
como unidades repetitivas de acción y matrices de
significados que regulan la distribución del espacio
y del tiempo, y determinan qué es prioritario y qué
es legítimo. “Generalmente, el ingr esante (al Poder
Judicial) está más que dispuesto a tirar por la borda
todo lo que pudo haber aprendido –mal o bien- den-
tro de las escuelas de Derecho para absorber lo más
pronto posible las rutina, los trámites y los “secre-
tos”  de la organización a la que ingr esó. El intuye -
no sin razón- que su estabilidad laboral y su éxito
dependerán mucho más de ese conocimiento y de
su capacidad de adaptarse a él y admitirlo como la
cultura oficial .” (A. Binder, 1999)

No considerar las particularidades que presenta la
institución laboral como ámbito de formación profesio-
nal, tiene para el caso de la capacitación judicial otra
connotación que merece ser planteada: los centros o es-
cuelas judiciales por lo general están insertos en la insti-
tución laboral (Poder Judicial). Esto implica, en la con-
ceptualización de Bourdieu, una forma de generar el
habitus profesional, garantizando la regularidad de las
prácticas y su continuidad en el tiempo.

4. 4. 4. 4. 4. El concepto de participación asociado másEl concepto de participación asociado másEl concepto de participación asociado másEl concepto de participación asociado másEl concepto de participación asociado más
a un “activismo metodológico” que a una un “activismo metodológico” que a una un “activismo metodológico” que a una un “activismo metodológico” que a una un “activismo metodológico” que a un
real compromiso con la transformaciónreal compromiso con la transformaciónreal compromiso con la transformaciónreal compromiso con la transformaciónreal compromiso con la transformación

El discurso pedagógico en capacitación judicial
está fuertemente influenciado por el concepto de “parti-
cipación” en el sentido de una propuesta metodológica
que promueva el aprender haciendo. Abandonando así
el estilo  tradicional, academicista de enseñanza asocia-
do al ámbito universitario.

Estas propuestas innovadoras forman parte
de la corriente pedagógica denominada Escuela
Nueva. Surge a principios del siglo XX, aunque
adquiere mayor relevancia luego de la Segunda
Guerra Mundial,  como reacción a la enseñanza
tradicional ,  caracterizada por el  autoritar ismo,
por  desconocer  los  nexos entre  mot ivac ión y

aprendiza je  y  cuya  e f icac ia ,  por  ser
mag is t rocéntr ica ,  descansa  en  “ e l  poder  de  r e-
quer imiento de l  o f i c iante”  ( J .  Pa l ac ios ,  1995 ) ,
asentada  en  una  es t ructura  p i ramida l ,  funda-
mentada en e l  for mal ismo, la  memorización y
la  disc ipl ina .

Si bien esta corriente se origina como una
crítica a la educación del niño, pronto y
justificadamente sus aportes impactan en los dife-
rentes niveles de la enseñanza. La nueva pedagogía
propone una profunda modificación de la relación
docente alumno: el papel del pedagogo no tiene
razón de ser si no es un facilitador del libre desa-
rrollo de sus alumnos.

El autogobierno es una práctica corriente
en la Escuela Nueva pues su capacidad terapéuti-
ca es muy valorada, en efecto, libera tensiones a
través de la discusión honesta, ocasiona menos
resentimientos que la imposición autoritaria, en-
seña la democracia y la solidaridad.

En este marco, los métodos necesariamente
cambian: la exposición se descarta, el alumno deja
de considerarse un sujeto pasivo para ser un sujeto
activo, la participación y la acción se convierten en
vías exclusivas para el aprendizaje.

Esta breve reseña de características de la
Escuela Nueva –que por supuesto no agota su
programa de renovación- sirve para mostrar cómo
los preceptos de esta corriente pedagógica están
presentes hoy en las propuestas de capacitación
judicial.

Pero lo interesante de la corriente que veni-
mos describiendo es que estuvo vinculada a un pro-
yecto de cambio que superaba los
límites de la relación y del con-
texto educativo. Su propósito fue
mayor : preparar ciudadanos li-
bres, comprometidos, responsa-
bles, para asumir y sostener un
proyecto de vida pacífico, demo-
crático. No es relevante aquí dis-
cutir en qué medida lo logró.
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Lamentablemente, muchos de los preceptos
de la nueva pedagogía se han convertido en frases
hechas, lugares comunes en el discurso educativo.
Con suerte alcanzan a instalarse como recurso di-
dáctico vigente en los cursos, pero no logran tras-
cender los límites del aula. Así, las propuestas
participativas suelen caer fácilmente en un activismo
metodológico “intra–curso”, cercenando el alcance
del concepto participación .

En los cursos y otras actividades de capacita-
ción judicial se intenta superar formas de trabajo y
de vinculación entre los operadores, proponiendo
actividades novedosas, motivantes, divertidas,
abriendo canales de comunicación entre los opera-
dores, generando vínculos afectivos. Sin embargo,
se trata de logros que la mayoría de las veces que-
dan en el haber de la escuela de capacitación y no
logran trasladarse al  ámbito del trabajo. Es decir,
no impactan en el contexto laboral, tema del que
nos ocuparemos particularmente en otro punto.

5. 5. 5. 5. 5. Profundo divorcio entre capacitación y laProfundo divorcio entre capacitación y laProfundo divorcio entre capacitación y laProfundo divorcio entre capacitación y laProfundo divorcio entre capacitación y la
actividad de investigaciónactividad de investigaciónactividad de investigaciónactividad de investigaciónactividad de investigación

La concepción de la educación como una actividad
neutra, objetiva, destinada a transmitir verdades, esta
unida a una determinada manera de producción del
conocimiento. Es decir, esta concepción  sustenta
una división de roles y ámbitos: el de la producción
de los conocimientos (ámbito científico), el de su
transmisión / enseñanza (ámbito educativo) y el de
aplicación (la realidad).

Desde este esquema, quienes trabajan con
problemas prácticos no son “investigadores” respecto
de su propia práctica, sino “aplicadores”  de los
preceptos teóricos y técnicos científicamente
elaborados. Siguiendo a D. Schön, “desde la
perspectiva de la racionalidad técnica, un
profesional práctico competente se preocupa siempre
por los problemas instrumentales. Su competencia
profesional consiste en la aplicación de teorías y
técnicas derivadas de la investigación sistemática,
pr eferentemente científica, a la solución de los
problemas instrumentales de la práctica”.

La división de roles y ámbitos mencionada
opera, en el fondo, como un obstáculo para con-
vertir el espacio de trabajo en un ámbito de investi-
gación y en consecuencia de capacitación. Se de-
duce de esto una determinada manera de concebir
la relación teoría – práctica.

Por ejemplo: fácilmente resulta ver que hay
juzgados que tienen un mejor rendimiento que
otros, que no tienen problemas de relación
interpersonal, etc., o simplemente respecto a ca-
sos judiciales similares,  hay diferencias (no diga-
mos de criterio,  más bien de resolución operativa,
administrativa) que ponen en evidencia la necesi-
dad de revisar, reflexionar sobre la práctica y sus
resultados concretos. Sin pensar en costosos cur-
sos, ¿no sería factible traducir esas prácticas en
conocimiento comunicable,  revisable,  generan-
do así proyectos de investigación llevados a cabo
por los propios operadores? ¿No sería ésta una for-
ma pertinente de generar evidencia empírica acer-
ca del trabajo judicial que le permita a la capacita-
ción superar esta función ambivalente en la que
generalmente está instalada: o bien reproduce
acríticamente rutinas o se instala en el plano del
“deber ser” alejada completamente de la compleji-
dad que presenta la realidad laboral judicial en
nuestros días?

6. 6. 6. 6. 6. El curso como oferta preponderanteEl curso como oferta preponderanteEl curso como oferta preponderanteEl curso como oferta preponderanteEl curso como oferta preponderante

El curso tiene un valor innegable como mo-
dalidad educativa. Sin embargo, teniendo en cuen-
ta lo que hemos venido planteando en los puntos
anteriores, no resulta casual que hasta el momento,
sea la vía casi exclusiva a través de la cual se ofrece
capacitación al personal judicial.

El curso en aula es un ámbito pasible de ser
“controlado”, refuerza la idea que para aprender es
necesario ir a “otro lugar” diferente y en lo posible
distante del trabajo. Brinda tranquilidad en tanto
que  -con alguna diferencia en el nivel de incerti-
dumbre según el caso-  todos saben lo que en ese
ámbito ocurrirá y existe sobrada experiencia en los
participantes acerca de la expectativa de su rol: se
reactualiza el contrato didáctico que en forma im-
plícita opera en los ámbitos educativos formales,
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regulando la conducta de los actores involucrados
en el proceso de enseñanza  - aprendizaje.

Complementando este análisis, podemos en-
contrar otras causas que explicarían este fenóme-
no: como difícilmente los cursos se insertan en
una política de ascensos, de carrera, no plantean
instancias de evaluación que pongan en riesgo  la
posición de los participantes.

Frente al planteo del curso presencial como
oferta preponderante, aparece rápidamente la al-
ternat iva de la educación a distancia .  Desde lue-
go que esto es una alternativa que presenta un
gran potencial pero de lo que estamos hablando
no es que la actividad se realice presencialmente
o a distancia, sino que la oferta de capacitación
proponga alternat ivas al  modelo tradicional de
transmisión de conocimientos. Se trata de reva-
lor izar  aquel las  act iv idades que,
aunque no responden a las carac-
terísticas clásicas de un curso, po-
seen un gran potencial  educativo
al  proponer una forma diferente
de apropiación de los conocimien-
tos. Por ejemplo, la producción y
circulación  de trabajos, la sistema-
tización de actividades de investi-
gación referidas a la propia prácti-
ca ,  la  organización de “ateneos”
destinados al análisis y discusión de casos. Pro-
puestas que, en definitiva, intentan romper des-
de adentro con una cultura del aislamiento y del
secreto.

La cuestión no pasa solamente por innovar
tecnológicamente (considerando este término en
un sentido restringido, “hard”), sino por definir una
política para la actividad de capacitación dentro
de la organización y luego ver cuáles vías resultan
pertinentes. La capacitación a distancia puede re-
sultar, pensada desde una postura “equivocada”,
un instrumento aún mucho más reproductor que
el clásico curso.

b) ...desde el punto de vista políticob) ...desde el punto de vista políticob) ...desde el punto de vista políticob) ...desde el punto de vista políticob) ...desde el punto de vista político
-institucional-institucional-institucional-institucional-institucional

1.  1.  1.  1.  1.  El aislamiento de la capacitación respectoEl aislamiento de la capacitación respectoEl aislamiento de la capacitación respectoEl aislamiento de la capacitación respectoEl aislamiento de la capacitación respecto
de los espacios de poder dentro de la institu-de los espacios de poder dentro de la institu-de los espacios de poder dentro de la institu-de los espacios de poder dentro de la institu-de los espacios de poder dentro de la institu-
ción.ción.ción.ción.ción.     Baja incidencia como espacio promotorBaja incidencia como espacio promotorBaja incidencia como espacio promotorBaja incidencia como espacio promotorBaja incidencia como espacio promotor
de cambiosde cambiosde cambiosde cambiosde cambios

En el ambiente empresarial, se encuentra ge-
neralizado el concepto de la capacitación como
herramienta de gestión del “negocio”. Incluso ya es
común el uso de este concepto en otros ámbitos
organizacionales, tal el caso del Poder Judicial. Este
concepto implica que dentro de las organizaciones
la capacitación no es un fin es sí mismo sino un
“medio para”. En otras palabras, es un área de ser-
vicios o área staff.

La interpretac ión más cor r iente  de este
concepto posiciona a la capacitación
como uno de los recursos de la orga-
nización para el logro de sus objeti-
vos. Los ámbitos de dirección y con-
ducción definen qué se quiere lograr,
la capacitación es receptora de esa de-
manda y  opera  en consecuencia .  S i
bien esto es muy cierto y válido (so-
bre todo cuando la organización tie-
ne en claro sus objetivos, sus políti-
cas, es decir, sabe adónde quiere ir -

cosa que no resulta tan frecuente-), lo cierto es
que se  t ra ta  de  una perspect iva  r eact i va  de  la
capacitación.

Una interpretación mucho menos frecuen-
te de este mismo concepto –la capacitación como
herramienta de gestión- es aquella que destaca
su función pro-activa dentro de las organizacio-
nes. Esto implica asumir a la capacitación no sólo
como espacio para transmitir  contenidos,  s ino
también para detectar problemas –presentes pero
ocultos y futuros- y colaborar con propuestas de
solución. Lo cual no es otra cosa que generar
“insumos” para la  definición de políticas.

Desde la primera perspectiva el centro de
capacitación se “incrusta” en la organización; la
segunda versión requiere una integración de la
capacitación en la dinámica de las decisiones políticas.
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La definición del rol que asume la capacita-
ción como espacio institucional está muy relaciona-
da no sólo con el tipo de organización de la cual se
trate y con la misión a cumplir, sino también y fun-
damentalmente, con el contexto en el cual dicha
organización está inserta (en términos empresaria-
les hablaríamos de las “condiciones del mercado”).
Es muy probable que si se trata de un contexto
relativamente estable, la organización tienda a ha-
cer más de lo mismo, en todo caso apuntará a su-
perar estándares respecto de lo que viene hacien-
do. La capacitación ayudará para el logro de ese
cometido. Su función es meramente técnica.

Por el contrario, si tanto la misión (en nuestro
caso, administrar justicia), la materia prima (conflictos)
y los procesos de producción (modos de resolución) son
esencialmente “mutables”, sumado a -o como consecuen-
cia de- contextos turbulentos, entonces la organización
deberá asumir el cambio como situación estable y su es-
tructura y su modo de funcionamiento deberá adaptarse
a esta situación, no digamos ya para “liderar el merca-
do”, tan sólo para sobrevivir.

No se trata que en este último contexto la capaci-
tación abandone su función clásica de brindar al perso-
nal las competencias para el trabajo, sino de ampliarlas,
asumiendo explícitamente la dosis de mediación
institucional que hay contenida en toda actividad de
capacitación (E. Gore, 1996).

En contextos de cambio, si desde la capa-
citación no se trabaja políticamente, difícilmente
se logre que los aprendizajes se trasladen al tra-
bajo. Trabajar políticamente en capacitación im-
plica reconocer que antes de ir sobre la solución
del problema, la capacitación tiene la tarea pre-
via de lograr que el  núcleo de gente que va a
estar involucrado en el proceso tenga una visión
compart ida del  problema y acepte,  aún
mínimamente, ciertas estrategias de resolución que
implican cambios en el  trabajo,  “ exige una per-
ce pción compar tida  de los r equerimientos que
sur gen del nuevo contexto y cier to consenso r es-
pecto a las formas de encararlo...” (E. Gore, 1996).

Desde esta perspectiva la capacitación es un espacio
institucional que, además de favorecer el aprendizaje como
fenómeno individual, lo convierte en organizacional.

2. 2. 2. 2. 2. Poca claridad respecto a la articulaciónPoca claridad respecto a la articulaciónPoca claridad respecto a la articulaciónPoca claridad respecto a la articulaciónPoca claridad respecto a la articulación
entre capacitación, carrera judicial y polí-entre capacitación, carrera judicial y polí-entre capacitación, carrera judicial y polí-entre capacitación, carrera judicial y polí-entre capacitación, carrera judicial y polí-
tica de personaltica de personaltica de personaltica de personaltica de personal

La selección, ascensos, remuneraciones, escalafón,
la movilidad horizontal, la evaluación del personal, la
definición de roles y funciones, la capacitación, son dife-
rentes aspectos de la carrera judicial. En otras palabras,
conforman la política de recursos humanos de la institu-
ción y, por lo tanto, deben resultar acordes y funcionales
a la misión de dicha institución.

Lo que acabamos de decir –que no es otra
cosa que un principio básico para las ciencias de la
administración- resulta casi una obviedad. Pues bien,
la pregunta es entonces ¿por qué la institución judi-
cial está tan distante respecto de su aplicación? No
es nuestra intención abordar el campo de análisis
que se abre al plantear este interrogante. Sólo nos
interesa en la medida que nos permite reforzar la
perspectiva política-institucional de la capacitación.

Entre otras cosas, los resultados de la capa-
citación se ven favorecidos u obstaculizados por
un conjunto de condiciones institucionales. Toda
institución, más allá del discurso oficial, da seña-
les concretas sobre la importancia de la capacita-
ción como instrumento de cambio, desarrollo y
progreso a través de esas “condiciones”. Pense-
mos , por ejemplo, todo lo que nos dice acerca de
la capacitación del personal,  la polít ica de la
“dedocracia” para los nombramientos, o la anti-
güedad como variable clave para los ascensos. O
pensemos todo lo que sugiere la realización de
cursos en los cuales la evaluación sólo se preocu-
pa por recolectar la opinión de los participantes
respecto de la actividad ofrecida, sin que su resul-
tado tenga prácticamente ningún otro impacto. En
fin, los ejemplos que ponen de manifiesto la falta
de coherencia y de articulación abundan.

3. 3. 3. 3. 3. Las imágenes intra-institucionales acerca deLas imágenes intra-institucionales acerca deLas imágenes intra-institucionales acerca deLas imágenes intra-institucionales acerca deLas imágenes intra-institucionales acerca de
la capacitación: beneficio al personal; recrea-la capacitación: beneficio al personal; recrea-la capacitación: beneficio al personal; recrea-la capacitación: beneficio al personal; recrea-la capacitación: beneficio al personal; recrea-
ción; castigo.ción; castigo.ción; castigo.ción; castigo.ción; castigo.

Una de las consecuencias de los problemas
que venimos mencionando es la generación de imá-
genes que –implícitamente- permiten decodificar la
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función de la capacitación en la organización. Estas
imágenes dan cuenta, en realidad,  de una determi-
nada cultura respecto a la capacitación.

Es muy frecuente que cuando en la institu-
ción no existe una política de capacitación, ésta ter-
mina usándose como reconocimiento al mérito, ya
que usualmente las actividades de capacitación vie-
nen asociadas a viajes, contactos personales con
otros referentes institucionales o extra-institucionales,
etc. En fin, se la concibe como premio.

La contracara de esa imagen asocia a la capacitación
con el castigo, en tanto la cultura imperante muestre
que los que reciben capacitación son los que no
sirven, los que no saben, los que se equivocan. En
esta línea, es muy frecuente que una actividad de
capacitación sea el recurso al cual se echa mano
también cuando no se sabe cómo resolver los
problemas (y peor aún, cuando tampoco se sabe
cuál es el problema!). Lo cierto es que la capacitación
queda asociada al desprestigio y al conflicto.

Una variante interesante es la capacitación
“porque sí”. Es el caso de una política que, dis-
frazada de progresista –y muchas veces imbuida
de las mejores intenciones-, define como manda-
to que hay que hacer capacitación. Se llega inclu-
so a estimar y normatizar la tasa anual de horas/
hombre de capacitación que la organización debe
cumplir. Lo peor es que se cumple y se exhibe
con orgullo dicho logro como indicador de orga-
nización moderna. Los resultados de ello suelen
ser, por ejemplo, la capacitación “a piacere” , en
donde a discreción se elige de una extensa lista
de cursos y donde la distribución para la asisten-
cia se hace en función de la estadística. Otro ejem-
plo diferente al anterior (aunque perfectamente
complementario ya que muchas de estas “imáge-
nes” pueden coexistir en una misma institución)
es el caso “ a mí me mandaron...”. Con esta frase
se quiere poner en evidencia una respuesta muy
común cuando la capacitación es impuesta y no
sentida como necesidad: generalmente concurre
aquel cuya ausencia en el lugar de trabajo pasa
más desapercibida (difícilmente se trate del desti-
natario clave).

La capacitación asociada al poder es otra
versión que vale destacar y que puede analizarse
desde dos ángulos:  uno,  supone una cuota de
poder por parte de quién “reparte” o decide quién
se capacita. Esto se asocia a la imagen de premio,
que describíamos más arriba. Si bien ser merece-
dor del premio tiene su valor, nada despreciable
es el valor que tiene poder repartirlo. El otro án-
gulo de esta última versión está dado por el po-
der que presupone ser poseedor de los conoci-
mientos, sobre todo en contextos institucionales
en los cuales prevalece la  incomunicación, la
compartamentalización y el secreto.

4. 4. 4. 4. 4. Tendencia endogámica como modalidad deTendencia endogámica como modalidad deTendencia endogámica como modalidad deTendencia endogámica como modalidad deTendencia endogámica como modalidad de
respuesta defensiva hacia “el afuera”respuesta defensiva hacia “el afuera”respuesta defensiva hacia “el afuera”respuesta defensiva hacia “el afuera”respuesta defensiva hacia “el afuera”

Lo que hemos venido exponiendo habla cla-
ramente de la ausencia de una política institucional
“racional” respecto a  capacitación. Sin embargo, al
focalizar nuestra atención en el funcionamiento de
los centros o escuelas judiciales, detectamos la ten-
dencia a determinados comportamientos que bien
podrían configurar políticas puntuales en la materia.

Al amparo de la filosofía “nadie mejor que un juez
para capacitar a otro juez”, se ha instalado –sobre
todo en los espacios de capacitación con mayor
desarrollo organizacional- un comportamiento
endogámico que regula, en gran medida, la dinámica
de las escuelas judiciales.

“La noción de endogamia, pr etende describir
un proceso de autosatisfacción de necesidades y de
autorregulación institucional, produciendo un me-
canismo de relación circular e interna entr e los
miembros de la institución y dificultando la circu-
lación entre ésta y el contexto, con el consecuente
aislamiento y empobrecimiento de la producción.
Construidas a través del fortalecimiento de los lazos
primarios entre sus miembros y alimentadas por la
imagen de una “gran familia”, las relaciones
endogámicas se constituyen en progresivo sistema
defensivo fr ente a la desconfianza hacia otras insti-
tuciones particular es y/o el contexto en general. La
endogamia funciona como capa protectora gene-
rando puntos enquistados de difícil remoción...”  (C.
Davini, 1995)
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Como se mencionó más arriba, la justificada
pretensión de las escuelas judiciales de diferenciar-
se de las universidades respecto de su función aca-
démica y su metodología de enseñanza tradicional,
es uno de los argumentos que explican (en el nivel
de lo explícito) el arraigo de esta política. Lo es
también el hecho que las prácticas propias del que-
hacer judicial no son materia de estudio en la uni-
versidad  y así (es decir, con esta política) se pre-
tende revalorizar un conjunto de saberes prácticos
del cual son portadores los operadores judiciales.

Estamos de
acuerdo. Sin embar-
go, estos planteos
no justifican la ten-
dencia endogámica,
puesto que ella con-
lleva un riesgo (en el
cual es muy fácil
caer) y es el de de-
venir en comporta-
miento corporativo.

Frecuentemente, al pensar este tema rápida-
mente se polariza la cuestión. Algo así como: ¿quién
está más habilitado para capacitar a los operadores
judiciales, el Poder Judicial o la Universidad? Sucede
que esta disyuntiva está anclada en un concepto res-
tringido de la capacitación (tal como lo hemos veni-
do sosteniendo en algunos puntos de arriba). Es de-
cir, no se trata de tener que elegir entre cursos en los
cuales o bien se transmiten pautas prácticas o bien
se transmite pura teoría. Ni siquiera se trata de que la
única vía sean los cursos. Entonces, cuando se enri-
quecen las posibilidades y las modalidades de la ca-
pacitación, resulta más fácil percibir lo inadecuado
de la disyuntiva. Son aportes complementarios y no
excluyentes, sin que esta complementariedad signifi-
que exigir o pretender que cada ámbito pierda su
especificidad.

A esta altura parece inevitable plantear un
tema que no siempre se tiene en cuenta cuando se
discute el punto que nos ocupa: ¿no es una reali-
dad generalizada en nuestra región que muchos
jueces y funcionarios judiciales son también pro-
fesores universitarios? Podemos invertir la pregun-
ta, por las dudas el orden de los factores ocasione

algún resquemor,  ¿no es una realidad generaliza-
da en nuestra región que muchos profesores uni-
versitarios son también jueces y funcionarios judi-
ciales? ¿Cómo haríamos entonces para escindir
estos ámbitos, si no es asumiendo que estas per-
sonas sufren un problema de doble personal i-
dad? ¿No estamos asumiendo y reforzando con
esta disyuntiva una espuria división entre teoría
y práctica?

Para no irnos de tema (puesto que estába-
mos analizando esta cuestión como política
institucional), estos planteos se abordarán con más
detalle al hablar de la formación universitaria.

5. 5. 5. 5. 5. La dependencia orgánico-funcional y la  con-La dependencia orgánico-funcional y la  con-La dependencia orgánico-funcional y la  con-La dependencia orgánico-funcional y la  con-La dependencia orgánico-funcional y la  con-
formación del ámbito de capacitación: un pro-formación del ámbito de capacitación: un pro-formación del ámbito de capacitación: un pro-formación del ámbito de capacitación: un pro-formación del ámbito de capacitación: un pro-
gresivo fenómeno de atomizacióngresivo fenómeno de atomizacióngresivo fenómeno de atomizacióngresivo fenómeno de atomizacióngresivo fenómeno de atomización

Más allá del grado de desarrollo  institucional
de este ámbito (Escuela, Centro, Área), lo que ge-
neralmente se observa es su dependencia de la
Corte. En cuanto a su conformación, encontramos
que están en un alto porcentaje integrados por per-
sonal del Poder Judicial, preferentemente jueces
para los cargos claves, sin incluir otras profesiones
que no sea la abogacía. Es obvio que con esto se
pone más de manifiesto (o bien sería otro ángulo
desde el cual analizar) el comportamiento
endogámico.

No pretendemos discutir aquí las ventajas o
desventajas de esta tendencia ni ahondar en las ra-
zones que la explicarían. Nos interesa hacer foco
en un proceso que comienza a observarse al inte-
rior de la institución: la “atomización” del espacio
de capacitación.

El surgimiento de centros, unidades, inclu-
so escuelas que se crean y dependen de los dife-
rentes órganos del Poder Judicial (la escuela de la
Defensa Pública, del Ministerio Público) está muy
vinculado a la cuestión de la política institucional
(o su ausencia) respecto a la capacitación judicial.
Requiere, por lo tanto, que nos detengamos en su
análisis.
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La atomización puede ser la resultante de una
política, es decir una decisión conciente y racional,
destinada a la descentralización, a la
profesionalización; que propone una estrategia para
distribuir y administrar mejor el presupuesto asig-
nado al área; que implica la intención de dar mayor
protagonismo a los diferentes actores respecto a sus
necesidades de capacitación, etc.. En este caso, el
área de capacitación se configura dentro de la insti-
tución a modo de red. Requerirá algún mecanismo
de articulación y cooperación que optimice su fun-
cionamiento y resultados.

Otro es el caso cuando estos espacios sur-
gen como respuesta al vacío de propuestas o a la
inoperancia de los centros de capacitación ya crea-
dos. Esta mecánica suele estar acompañada por la
existencia de otro tipo de conflicto institucional,
por ejemplo, disputas en torno a espacios de po-
der. Entonces, no es que la escuela de capacita-
ción que depende de la Corte deje formalmente
de considerar a defensores y fiscales (y a lo em-
pleados de estos órganos, incluidos) como desti-
natarios de su actividad, ocurre que por iniciativa
propia estos órganos institucionales –por lo gene-
ral el decisor de turno- generan espacios alternati-
vos.

Una var iante
en relación a esta
última modalidad de
atomización se ob-
serva cuando estos
espacios surgen por
“presión de las ba-
ses”: los fiscales, de-
fensores,  jueces,  (o
bien un departamento judicial) definen una es-
trategia -con mayor o menor grado de sistemati-
zación- para organizar actividades de capacitación.
De alguna manera, esto puede asociarse a proce-
sos de autogestión de la capacitación.

Como es obvio, este surgimiento espontáneo
–en cualquiera de sus dos versiones- puede traer
aparejado los clásicos problemas de falta de coordi-
nación, duplicación de la inversión, aumento de la
estructura y del staff.

Es interesante remarcar otro aspecto que pre-
senta este fenómeno. Aún surgiendo en forma más
o menos improvisada, el resultado demostrado y la
capacidad de sustentabilidad de estos espacios nor-
malmente fuerzan la instalación o, de acuerdo con
el caso, la renovación, de la política para el área de
capacitación en la institución.

c) ...desde el punto de vista delc) ...desde el punto de vista delc) ...desde el punto de vista delc) ...desde el punto de vista delc) ...desde el punto de vista del
diseño y la gestióndiseño y la gestióndiseño y la gestióndiseño y la gestióndiseño y la gestión

1. 1. 1. 1. 1. ¿Se detectan necesidades o se relevan¿Se detectan necesidades o se relevan¿Se detectan necesidades o se relevan¿Se detectan necesidades o se relevan¿Se detectan necesidades o se relevan
demandas?demandas?demandas?demandas?demandas?

La detección de necesidades es la fase previa
al diseño. Resulta así una tarea clave para orientar
la elaboración de la propuesta de capacitación. Con
esto no hemos dicho nada nuevo. Ahora: detectar
necesidades no es relevar las demandas de capaci-
tación. Aquí tal vez convenga detenernos un poco
ya que es una equivocación  que usualmente se
comete.

En primer lugar porque una demanda de ca-
pacitación debe ser analizada para descubrir si de-
trás de ella no se esconde en realidad otro tipo de
carencia que no se vincula a la falta de competen-
cias del personal para el trabajo. Tal como dijimos
más arriba, sobrados son los ejemplos que mues-
tran cómo se pretende solucionar a través de una
capacitación problemas que nada tienen que ver
con la falta de preparación de las personas.

Aún encontrándonos frente a una necesidad
de capacitación, es importante tener en cuenta que
casi siempre ésta viene asociada a otras demandas,
tales como necesidades de información, de rees-
tructuración, de equipo, de espacio, etc.. “Analizar
todo este conjunto de necesidades evita caer en el
er ror de capacitar a la gente para algo que no se
podrá llevar a cabo por no haberse r esuelto las otras
necesidades que la acompañan.” (O. Blake). La fun-
ción de la capacitación no es que el trabajo se haga,
es poner a las personas en condiciones de hacerlo.
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Incluso, este trabajo de análisis que permite
identificar si la demanda expresa realmente una
necesidad de capacitación y luego cuáles otras ne-
cesidades vienen asociadas a ésta, también permi-
te realizar una evaluación en términos de costo-
beneficio.

El trabajo en esta primera fase no termina
aquí. Técnicamente hablando, podemos identificar
distintos tipos de necesidades:
· Por  Discrepancia, cuando el desempeño / ren-

dimiento esperado no coincide con el obteni-
do.

· Por Cambio, aquellas que surgen cuando se mo-
difica -en todo o en parte- la forma en que tra-
dicionalmente se realiza el trabajo.

· Por Incorporación, alude a las necesidades de
capacitación que se generan al incluir nuevas
tareas a las que se vienen realizando.

Cada categoría implica un abordaje diferente
a la hora de diseñar la estrategia de capacitación.
Sin entrar en mayores detalles y con el sólo fin de
ilustrar lo que acabamos de afirmar, pensemos por
ejemplo que si el problema es una discrepancia, el
primer empeño de quienes diseñen la capacitación
será determinar si la discrepancia es percibida por
el “discrepante”, ya que resulta muy difícil enseñar
algo a alguien que no cree necesitar ninguna capa-
citación. O más prioritario aún, será necesario sa-
ber si el estándar esperado  -contra el cual se detec-
ta la discrepancia- es un dato/valor conocido por
todos, consensuado, impuesto e incluso adecuado.
En el ámbito judicial esto último resulta clave ya
que, como dijimos, no existen estudios particulares
y evidencia empírica que orienten en este sentido.

Por otro lado, la estrategia a plantear será
distinta si se trata de una necesidad por cambio, ya
que en primer lugar requiere un desaprendizaje y
normalmente esto trae aparejado los conocidos efec-
tos de resistencia, boicot, incertidumbre, temor.

A esta altura vale hacer una aclaración: más allá de
la perspectiva técnica  desde la cual se debe trabajar
esta etapa de detección de necesidades, la misma
debe estar enmarcada “en” y estrechamente
vinculada “a” políticas generales de la institución.
La ausencia de este marco, sumado al escaso o

inexistente desarrollo tecnológico aplicado a la tarea
de detección de necesidades, es una de las razones
de peso para entender la falta de norte que muestra
muchas veces la oferta de capacitación en las
organizaciones y –por lo tanto- su bajo impacto.

2. 2. 2. 2. 2. Algunos comportamientos recurrentes: elAlgunos comportamientos recurrentes: elAlgunos comportamientos recurrentes: elAlgunos comportamientos recurrentes: elAlgunos comportamientos recurrentes: el
cortoplacismo, la improvisación, la tentacióncortoplacismo, la improvisación, la tentacióncortoplacismo, la improvisación, la tentacióncortoplacismo, la improvisación, la tentacióncortoplacismo, la improvisación, la tentación
a las modasa las modasa las modasa las modasa las modas

El título de este punto nos remite directamente al
tema de la planificación...o más precisamente a su
ausencia. Ahora bien, plantear el problema de la
ausencia o escaso desarrollo de la planificación en
materia de capacitación judicial resulta casi una
obviedad –y hasta pierde relevancia- si considera-
mos que lo que realmente está ausente es una pla-
nificación o visión general de la institución en ma-
teria de RR HH. Como venimos sosteniendo, esta es
la política que da marco y orienta el trabajo en ca-
pacitación.

Al hablar de planificación educativa es nece-
sario distinguir las distintas instancias o niveles: el
nivel institucional o macro-planificación; el nivel de
área o programa y el nivel de cursos o actividades
puntuales.

Más allá de las particularidades que definen
a cada nivel, su diferenciación nos sirve para ser
más puntuales en la descripción del panorama de
la planificación en el ámbito de la capacitación
judicial. Es necesario destacar que -aunque no en
forma homogénea- desde hace al menos una dé-
cada, la planificación a nivel de cursos ha tenido
bastante desarrollo, fundamentalmente desde la
perspectiva técnica. El diseño de las actividades,
la capacitación de capacitadores, la elaboración de
manuales, son indicadores de la intención de su-
perar el modo “artesanal”, intuitivo de trabajar en
el área.
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Sin embargo esto no es suficiente. Una co-
rrecta planificación de los cursos  –en términos de
la definición de objetivos, selección de contenidos
y métodos didácticos, etc.- habla en todo caso de
la coher encia interna del diseño. Pero la ausencia
de una adecuada articulación entre los distintos
niveles de planificación seguramente mostrará la
escasa o nula coher encia externa  de las activida-
des propuestas.

Concretamente: un curso de “Administración
de Tribunales”, o “Conciliación como resolución al-
ternativa de conflictos”, y ni
hablar de aquellos que apun-
tan al “Desarrollo personal”,
“Manejo del Stress”, ¿surgen
dentro de la oferta de capaci-
tación como apoyo de un pro-
yecto o política judicial/
institucional? ¿O simplemente
dan respuesta a un
relevamiento de la demanda o
a las preferencias del decisor
de turno? ¿Leyendo el listado
de cursos ofrecidos por los Centros o Escuelas de
Capacitación Judicial podemos inferir la política judi-
cial de la institución? Las respuestas a estas pregun-
tas son las que indican el grado de coherencia exter-
na al que nos referíamos más arriba. Y esto es inde-
pendiente del cuidado puesto al diseñar el curso
(micro-diseño) y la calidad del mismo.

3. 3. 3. 3. 3. Escaso impacto de los resultados de laEscaso impacto de los resultados de laEscaso impacto de los resultados de laEscaso impacto de los resultados de laEscaso impacto de los resultados de la
capacitación en el contexto laboralcapacitación en el contexto laboralcapacitación en el contexto laboralcapacitación en el contexto laboralcapacitación en el contexto laboral

Uno de los mayores desafíos que presenta la
capacitación es la medición del impacto de sus re-
sultados en el contexto institucional. Dado que las
necesidades de capacitación surgen de demandas
organizacionales, la medición del impacto permite
dar cuenta de cómo la capacitación ha influido/co-
laborado en la resolución de las necesidades
institucionales que le dieron origen.

La cuestión del “impacto” pone de relieve
–una vez más- la necesidad de concebir la capa-
citación como una variable integrada a otros cur-
sos de acción, ya que difíci lmente los cambios

operados en el contexto laboral podrán ser adju-
dicados solamente a la intervención educativa. Y
a la inversa, es altamente improbable que  la no
obtención de cambios se deba exclusivamente a
errores de la capacitación.

Teniendo en cuenta lo que hemos venido sos-
teniendo acerca del panorama general que enmarca
a la capacitación judicial, podemos afirmar que la
evaluación de impacto es un proceso prácticamen-
te inexistente. El diseño pedagógico no contempla
una estrategia que facilite la transferencia de lo

aprendido al ámbito del trabajo y
mucho menos para que estos cam-
bios se sostengan en el tiempo y
contrarresten los efectos de la fuerza
inercial de la costumbre. Incluir la
cuestión del impacto organizacional
de la acción de capacitación desde
el momento del diseño ayuda a con-
figurar escenarios deseados, vincula
estrechamente la capacitación –des-
de el inicio del diseño de la propues-
ta- con el ámbito institucional.

Queda claro entonces que nuestro enfoque
acerca de la medición de impacto va más allá de la
cuestión del “retorno económico” –enfoque con el
que usualmente se asocia este tema en contextos
empresariales-. Se trata, una vez más, de remarcar
con esto la perspectiva política que implica el tra-
bajo en capacitación. En otros términos, si la activi-
dad de capacitación no forma parte de un proyecto
institucional, si no se tienen en cuenta las necesida-
des asociadas a las necesidades de capacitación, si
no se establecen acuerdos previos entre quienes
están involucrados en la superación del problema;
en síntesis: si no se visualizan  (y luego se promue-
ven) las condiciones para que las personas que se
capacitan puedan aplicar lo aprendido, entonces el
resultado de la capacitación a lo sumo queda como
un logro individual, difícilmente se superarán los
problemas detectados, se alimenta el descrédito hacia
la capacitación como herramienta eficaz para el cam-
bio, se favorecen las imágenes negativas comenta-
das más arriba, mantenemos el statu quo y des-
aprovechamos una oportunidad de aprendizaje
organizacional.
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4.4.4.4.4.      Tendencia a normatizar, formalizarTendencia a normatizar, formalizarTendencia a normatizar, formalizarTendencia a normatizar, formalizarTendencia a normatizar, formalizar
estructuras y procedimientos para el área.estructuras y procedimientos para el área.estructuras y procedimientos para el área.estructuras y procedimientos para el área.estructuras y procedimientos para el área.
Escasa capacidad para dar respuesta frente aEscasa capacidad para dar respuesta frente aEscasa capacidad para dar respuesta frente aEscasa capacidad para dar respuesta frente aEscasa capacidad para dar respuesta frente a
los procesos de cambiolos procesos de cambiolos procesos de cambiolos procesos de cambiolos procesos de cambio

A la hora de pensar las Escuelas Judiciales o
Centros de Capacitación, se pone en evidencia una
rápida preocupación por la creación de estructuras
y  la regulación detallada de su funcionamiento. La
definición de cargos, jerarquías, funciones, comi-
siones, procedimientos, recursos queda cuidadosa-
mente plasmada en estatutos y reglamentos que ri-
gen el área. Es más, en muchos casos, los desacuer-
dos en este nivel de decisión demora enormemente
e, inclusive, puede hacer fracasar la puesta en mar-
cha de la iniciativa.

Asociada a ésta, aparece también temprana-
mente la preocupación por el edificio, el espacio
físico, la territorialidad. Exagerando un poco, po-
dríamos decir que la concreción de la capacita-
ción judicial se mide fuertemente a través de la
creación del Establecimiento y la aprobación del
Reglamento.

Si bien estas preocupaciones son en parte
válidas y necesarias, la prioridad que se les asigna
habla de un modelo de gestión rígido, con marcada
tendencia a la burocratización, que pone el acento
en -y finalmente queda destinado a- administrar es-
tructuras y controlar procedimientos en lugar de
gerenciar estratégicamente el saber.

“Las nuevas teorías sobr e or ganización po-
nen el acento más en los pr ocesos y pr ogramas
que en las estructuras y jerarquías, . . . ( lo cual
implica).. . abandonar las concepciones burocrá-
ticas, cor porativistas para dar paso a la r ealiza-
ción de pr ogramas con r esultados pr evisibles en
término de estrategias institucionales”  (Pérez Lin-
do, 1998)

Si bien nuestro objeto de tratamiento es el
espacio de capacitación judicial, no podemos dejar
de reconocer que muchas de las cuestiones aquí
planteadas reflejan también la modalidad de ges-
tión que caracteriza a la institución “macro” –Poder
Judicial- en la cual generalmente este espacio está
inserto. En otra escala, las áreas staff  o de servicio

se configuran con el mismo esquema o modelo de
gestión que rige para las áreas operativas o áreas
nodales para el trabajo judicial. Por ejemplo, si bien
la inamovilidad del cargo está íntimamente asocia-
da a la función del juez , no parece que el mismo
tratamiento merezca el nombramiento del personal
de estas áreas. Esto muestra un proceso isomórfico
de crecimiento estructural al interior de la institu-
ción que termina generando una organización
“paquidérmica” , con fuerte tendencia a las
buropatías (Zaffaroni, 1994).

Concretamente, una consecuencia de esta
visión organizacional para la gestión de capacita-
ción judicial es la creación de comisiones -o estruc-
turas similares-, caracterizadas por la
compartamentalización y la especificidad de las fun-
ciones y tareas (detección de necesidades, planifi-
cación, asuntos académicos, etc).

Este modelo de organización del trabajo para
el área –que ha sido y está siendo replicado en toda
la región- es funcional a una determinada
concepción del diseño educativo: éste se construye
a partir de una secuencia de pasos que, con criterio
sumativo, dan como resultado “un curso”. Primero,
una comisión detecta necesidades (o como
sosteníamos antes, se relevan demandas). La mayoría
de las veces, el resultado es un listado de temas
que conforman la oferta anual de capacitación.
Luego, otra comisión,  procede a la planificación de
las actividades seleccionadas, un gran paso que
incluye: definir el objetivo del curso, selección de
contenidos, etc. ...Un enfoque casi taylorista para
producir capacitación.

No resulta casual, entonces, que hablemos
en el título de este punto de la escasa capacidad del
ámbito de capacitación –en definitiva de la institu-
ción en su conjunto- para anticiparse y responder a
los cambios.

Frente a “contextos turbulentos”, contextos
en los cuales el cambio parece ser la única variable
estable, la opción superadora no pasará por corre-
gir y perfeccionar el modelo organizacional actual.
Esto, en definitiva, no sería otra cosa que crear más
estructuras, construir más edificios, “nombrar” más
personal. Se trata más bien de cambiar el modelo,U
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 Sistemas Judiciales

pensar una organización flexible, versátil, con es-
tructuras que se establecen y desmontan en fun-
ción de estrategias variables. El funcionamiento de
las estructuras y el modelo de gestión tienen que
ser congruentes con los fines que nos proponemos
y no al revés.

d) ... y los otros ámbitos ded) ... y los otros ámbitos ded) ... y los otros ámbitos ded) ... y los otros ámbitos ded) ... y los otros ámbitos de
formación y capacitaciónformación y capacitaciónformación y capacitaciónformación y capacitaciónformación y capacitación

1. 1. 1. 1. 1.  Las falencias de la formación universitaria Las falencias de la formación universitaria Las falencias de la formación universitaria Las falencias de la formación universitaria Las falencias de la formación universitaria
de grado respecto al quehacer judicialde grado respecto al quehacer judicialde grado respecto al quehacer judicialde grado respecto al quehacer judicialde grado respecto al quehacer judicial

Que las escuelas de leyes o facultades de derecho
no forman al egresado para desempeñarse como juez, fis-
cal, etc, no es más que un ángulo particular de una de-
manda mucho más general: la formación de profesiona-
les reflexivos que puedan dar respuestas eficaces y
pertinentes a los problemas de la sociedad.  “La
crisis de confianza actual r especto al conocimiento
profesional se cor responde con una crisis similar en
la pr eparación de los profesionales. Si al mundo
profesional se le acusa de ineficacia, a los centros
de formación de profesionales se les acusa de no
saber enseñar las nociones elementales de una prác-
tica eficaz y ética” (D. Schon, 1992)

El planteo referido en el título de este punto, a
primera vista genera un amplio consenso. De hecho, es
uno de los argumentos más potentes al que se recurre
para justificar la creación de los ámbitos de capacitación
o escuelas judiciales, en particular aquellas que muestran
un mecanismo endogámico de funcionamiento. Es tam-
bién uno de los motivos por los cuales –por lo menos
desde el discurso- la capacitación judicial intenta diferen-
ciar su oferta de la tradicional formación académica.

La interpretación más común (o por lo menos la
más escuchada) del problema de la formación universita-
ria se expresa en los siguientes términos: en la fa-
cultad se aprende pura teoría cuya aplicación es
prácticamente nula y escasamente útil en el campo
laboral.

A nuestro criterio, esta interpretación no
sólo es errónea, sino también nociva, ya que im-
pide una adecuada solución al problema que nos
ocupa. En primer lugar porque, en muchos ca-
sos, al intentar hacer más “práctica” y “útil” la
enseñanza de la materia, el riesgo que se corre es
comenzar tempranamente el proceso de adapta-
ción del  estudiante a la  estructura (y cultura)
imperante en el ámbito laboral. En otras palabras:
las recetas comienzan a socializarse desde antes
de comenzar a trabajar. Sólo para ilustrar esto úl-
timo, incluimos a continuación la siguiente anéc-
dota: una fiscal, con larga trayectoria como do-
cente universitaria, comentó que para ayudar a
sus alumnos ella les aclaraba: “ bueno, esto es lo
que dice la teoría per o, en r ealidad, en la prácti-
ca se hace así. . .”) .

Por otro lado, memorizar teoría no es aprender
teoría y mucho menos implica aprender a teorizar.
Trabajar con teorías requiere procesos cognitivos
mucho más complejos que la simple memoria. Ade-
más, aprender teoría ya sea jurídica o de cualquier
otro campo social, implica necesariamente  hacer
referencia a la realidad concreta, social e histórica-
mente configurada. De tal modo que tampoco esta-
mos de acuerdo con esta interpretación del proble-
ma porque encierra una división entre teoría y prác-
tica que no compartimos.
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Parece así que, si la solución que se propone para
responder al problema de la enseñanza puramente
teórica de la universidad es crear un espacio de
enseñanza puramente práctica –capacitación judicial-
, no hacemos otra cosa que acentuar los términos
del problema.

2.2.2.2.2.     La expansión de la oferta de capacitaciónLa expansión de la oferta de capacitaciónLa expansión de la oferta de capacitaciónLa expansión de la oferta de capacitaciónLa expansión de la oferta de capacitación
por fuera del Poder Judicial: posgrados,por fuera del Poder Judicial: posgrados,por fuera del Poder Judicial: posgrados,por fuera del Poder Judicial: posgrados,por fuera del Poder Judicial: posgrados,
maestrías, cursos de especializaciónmaestrías, cursos de especializaciónmaestrías, cursos de especializaciónmaestrías, cursos de especializaciónmaestrías, cursos de especialización

Con este título, más que describir un problema,
pretendemos plantear una situación que tal vez por ser
relativamente reciente no ha tenido hasta el momento el
análisis correspondiente.

Posiblemente la situación que atraviesa el Poder
Judicial nos permite inferir las razones que hacen que
la institución –o mejor dicho sus miembros- aparezcan
como potenciales clientes para este nuevo mercado en
crecimiento.

Por un lado, y en términos generales, la situación
muy especial respecto a la “cotización social de la
judicatura. . .en 1997, nueve de cada diez argentinos no
confía en el Poder Judicial”. (N. Gagüés, 1997)

Por otro, y posiblemente como consecuencia del
dato anterior, la progresiva tendencia a introducir ins-
tancias de evaluación más formales –en muchos casos
instrumentadas a través de exámenes- como mecanismo
para la selección del personal, en particular de funciona-
rios y magistrados. La creación de Consejos de la Magis-
tratura viene asociada a esta tendencia.

Además, las reformas en Justicia, que por su pro-
fundidad y trascendencia no sólo generan necesidad de
capacitación sino también la necesidad de redimensionar
la estructura judicial y ,por ende, promueven la  creación
de cargos y una gran movilidad interna.

Indudablemente, otro factor es el vacío que
dejan las  áreas de capaci tac ión o escuelas  del
propio Poder Judicial.

Sin pretender juzgar aquí la calidad, perti-
nencia y resultados de estas ofertas, la diversifica-
ción de los ámbitos desde los cuales se ofrece ca-
pacitación judicial –Colegio de Abogados, Asocia-
ción de empleados, ONG´s, Consultoras, Universi-
dades (públicas y privadas)-  plantea, en princi-
pio, un escenario promisorio, en tanto posibilida-
des de elección y más actores preocupados por
esta temática.

Si se quiere, también resulta promisorio, en
tanto puede ser visto como un llamado de atención
para la institución judicial -en particular para el área
de capacitación- respecto a la necesidad de definir
una política en esta materia, de manera que toda
esta expansión no quede librada sólo a las decisio-
nes del marketing o a las presiones externas del
mercado educativo.

A modo de cierre y aperturaA modo de cierre y aperturaA modo de cierre y aperturaA modo de cierre y aperturaA modo de cierre y apertura

Como lo dijimos, sólo hemos pretendido apor-
tar a la discusión. Por lo tanto, más que un cierre,
esperamos que estas ideas resulten una apertura.

Es indudable que en esta úl t ima década
se ha avanzado mucho respecto a Capacitación
Judicial .  Sería injusto no reconocer el esfuerzo
real izado para lograr profesionalizar el  trabajo
en este campo. Pero también sabemos que aún
resta mucho por hacer.

La crisis por la que atraviesa el sector Justi-
cia, más que como un obstáculo, debe ser conce-
bida como una oportunidad para intervenciones
eficientes, innovadoras y sobre todo pertinentes.
No se trata de insistir con modificaciones cosméti-
cas a modelos probados ni de caer en la tentación
de adquirir pasivamente modelos importados.
Mucho menos creer que las nuevas tecnologías
solucionarán por sí solas el problema. Creemos
que la situación es más compleja.
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Tanto desde la concepción de educación,
desde el diseño y la gestión, así como desde el rol
en la dinámica institucional, la capacitación judi-
cial debe ser resignificada. Por ello hemos intenta-
do ubicarla en un nuevo escenario que revalorice
su función política y que permita una lectura críti-
ca de sus procesos y resultados.

Sabemos que es necesario contar con ma-
yor información empírica acerca de cuáles son y
cómo operan realmente los mecanismos de capa-
citación en la institución judicial. Y creemos que
la línea conceptual esbozada en estas páginas pue-
de convertirse en un encuadre adecuado para orien-
tar futuras investigaciones sobre la materia.

A menos que sigamos creyendo que cuan-
do hablamos de capacitación judicial  nos esta-
mos refiriendo simplemente a  cursos.. . a
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I. IntroducciónI. IntroducciónI. IntroducciónI. IntroducciónI. Introducción

Siguiendo una corriente de reformas inicia
das a mediados de los ´80 en buena parte de

los países de la región, en el año 1994 se dio inicio en
Chile a un proceso de transformación sustancial del
sistema de justicia criminal vigente. Este se caracteriza-
ba por constituir una versión bastante ortodoxa del
modelo inquisitivo exportado por los países europeos
continentales durante la conquista. En su reemplazo se
estableció un sistema de componentes marcadamente
acusatorios en donde el juicio oral, público y contra-
dictorio constituye la etapa central del mismo. 1 Luego
de largos años invertidos en el diseño de las institucio-
nes del nuevo sistema, en la creación de los consensos
necesarios para su aprobación y en debates legislativos
de los proyectos de ley respectivos 2, esta reforma ha
iniciado su funcionamiento en dos regiones del país,
la IV y el IX, el 16 de diciembre del año 2000.

La Capacitación Interinstitucional
en la Reforma a la

Justicia Criminal en Chile

1  Información general sobre distintos aspectos de la reforma procesal penal chilena pueden revisarse en los trabajos contenidos en el volumen La Reforma de la
Justicia Penal, Cuadernos de Análisis Jurídico Nº 38, Escuela de Derecho Universidad Diego Portales, Santiago 1998,  393 Págs. y en VV.AA, Nuevo Proceso Penal,
Editorial Jurídica Conosur, Santiago, 2000,  588 Págs.
2  Estos están constituidos por: a) Reforma Constitucional que creó al Ministerio Público, Ley Nº 19.519, publicada en el Diario Oficial el 16 de septiembre del año
1997; b) la Ley Orgánica Constitucional que crea el Ministerio Público, Ley Nº 19.640 publicada en el Diario Oficial el 15 de octubre de 1999; c) Reforma al Código
Orgánico de Tribunales, Ley Nº 19.665 publicada en el Diario oficial el 9 de marzo de 2000; d) Código Procesal Penal, Ley Nº 19.696, publicado en el Diario Oficial el
12 de octubre de 2000, y; e) Ley de la Defensoría Penal Pública, aprobada en el Congreso nacional el 17 de enero de 2001.

En este contexto, el objeto del presente trabajo
es describir el  programa de capacitación
interinstitucional en el que participaron jueces, fisca-
les y defensores públicos y que fue ejecutado como una
parte del proceso de implementación de la reforma pro-
cesal penal chilena que, como ya mencionamos, inició
su funcionamiento en las regiones IV y IX. Para estos
efectos, hemos dividido el trabajo en cinco capítulos y
un anexo. En el capítulo II, realizaremos algunas re-
flexiones preliminares críticas en relación a las expe-
riencias de implementación de reformas a los sistemas
de justicia criminal y también sobre la capacitación de
los actores de los mismos en distintos países de la re-
gión. En el capítulo III nos referiremos brevemente a
la capacitación institucional de los jueces, fiscales y
defensores que participaron en el programa de capaci-
tación interinstitucional, programa que se describirá
con algún detalle en el capítulo IV. Finalmente, presen-
taremos algunas conclusiones preliminares acerca de



los resultados de este programa y su impacto en el fun-
cionamiento del Nuevo Sistema de Justicia Criminal
Chileno. Agregamos a lo anterior, un anexo con copia
de uno de los casos utilizados en la capacitación para
graficar de mejor manera la metodología de trabajo
utilizada en este programa.

Antes de iniciar el desarrollo expuesto, cabe ad-
vertir que los autores del presente trabajo participa-
ron activamente en el diseño y ejecución de este pro-
grama de capacitación interinstitucional, lo que hace
que nuestra visión de tal proceso corresponda a una
visión interna del mismo y no de observadores exter-
nos desinteresados.

II. Reflexiones PreliminaresII. Reflexiones PreliminaresII. Reflexiones PreliminaresII. Reflexiones PreliminaresII. Reflexiones Preliminares

Quizá una de las lecciones más importantes
proveniente del proceso de reforma de los sistemas de
justicia criminal en América Latina, es que el proceso
de implementación de los mismos es fundamental para
el éxito de su funcionamiento. Si bien hace algo más
de una década parecía imposible lograr reformas es-
tructurales de los sistemas procesales penales de la en-
vergadura de las que se han llevado adelante en la re-
gión, situación que impuso la necesidad de buscar
consensos, elaborar estrategias e involucrar a los más
diversos sectores en la tarea de reformar los Códigos,
parece ser que los esfuerzos necesarios para poner en
marcha los Sistemas no deben ser menores. En otras
palabras, el éxito de las reformas no depende sólo de

la calidad del sistema legal de las instituciones que lo
conforman, sino que también del nivel y la profundi-
dad con que estos cambios son implementados.3 Esto
se hace evidente al constatar que los problemas que se
han presentado en diferentes países en los que las re-
formas han comenzado a operar pueden ser solucio-
nados de una manera más eficiente en la medida en
que las autoridades y técnicos se esfuercen en idear y
ant ic ipar  fórmulas  y  mecanismos para la
implementación. Muchos de los principales proble-
mas enfrentados en los primeros años por las refor-
mas procesales penales que se han puesto en marcha
en la región no se deben a la calidad de los textos
legales que las sustentan sino más bien a la falta de
implementación de los mismos.

Ahora bien, aunque a primera vista parezca evi-
dente lo que se está planteando, la experiencia indica
que una de las más graves falencias de los procesos de
reforma en América Latina es la falta de adecuados
planes de implementación, especialmente en aquellos
países en que el cambio fue realizado en los momen-
tos iniciales del proceso regional de transformación
ya que en ellos la implementación de las reformas no
fue considerada un aspecto relevante. Así por ejem-
plo, en Colombia y Guatemala es común escuchar la
expresión que la reforma fue implementada de la no-
che a la mañana, queriendo significar con ello que en
esos países no hubo una real preparación de la puesta
en marcha del sistema. 4

3  Al respecto Fabri señala que “...la implementación de un nuevo Código de Procedimiento Criminal es, en buena medida, la creación de un nuevo significado y
métodos de trabajo”. Agrega que “El desafío no es siempre aprobar sofisticadas leyes, sino que tener gente mejor adiestrada que pueda implementarlas de manera
eficiente”. Marco Fabri, Commentary, University of  Saint Louis Law Journal, nº 40, año 1996, págs. 1047 y 1048 (la traducción del inglés es nuestra).
4  Para el caso colombiano véase Linn Hammergren, Institutional Streghthening and Justice reform, Center for Democracy and Government USAID, 1998, pág. 51 y
para el caso de Guatemala Arthur Mudge y otros, AID Evaluation, estudio no publicado preparado para USAID/Guatemala, 1997, pág. 54.
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Esta situación se explica, entre varios factores,
porque en la mayoría de los procesos de reforma, inclu-
so en aquellos en que se han incorporado profesionales
de disciplinas distintas a la jurídica, los abogados han
tenido un rol decisivo en la conducción de los mismos
y, para ellos, la implementación de los cambios legales
no ha constituido un aspecto central de preocupación
ni se le ha dado la relevancia que corresponde. Pero,
además, incluso en aquel los países en que la
implementación ha sido un tema relevante, ha existido
una fuerte tendencia a disociarla del diseño del sistema
legal, en el malentendido de que constituyen parcelas
completamente distintas, con escasos puntos de encuen-
tro. Así, pareciera que el diseño de las instituciones le-
gales resulta ser una cuestión completamente diversa a
la implementación de las mismas, lo cual evidentemente
constituye un grave error. A todo esto se suma, además,
una fuerte tendencia a descalificar los procesos de
implementación, asignándoles un rol secundario y siem-
pre por debajo del proceso de diseño legal en el cuál se
invierten los mayores esfuerzos reformistas. Finalmen-
te, es de reconocer que el esfuerzo desplegado en las
etapas iniciales de diseño legal y formación de los con-
sensos políticos para la aprobación de los proyectos ha
dejado a los reformistas, normalmente compuestos por
grupos pequeños de expertos, sin las energías necesa-
rias para asumir los duros procesos de implementación
y puesta en marcha de los nuevos sistemas de justicia
criminal.

En contraposición a lo anterior, estimamos que
diseño legal e implementación son parte de un mis-
mo proceso, ellos constituyen distintas fases o dimen-
siones de un mismo trabajo y no dos pasos separados
de la reforma, razón por la cual el diseño del sistema
legal debe realizarse pensando en la implementación
del mismo, no pudiendo esperarse reformas exitosas
sin pensar antes en los medios adecuados para llevar-
las adelante. Ningún diseño legal no implementable
es adecuado o podrá satisfacer las expectativas socia-
les en torno a las cuales se estructuran las reformas a
la justicia criminal en la región.

Otra hipótesis que permite explicar en algu-
nos países  la  fa l ta  de preocupación por la
implementación del sistema, es la constatación de una
voluntad política superficial de las autoridades públi-
cas en los procesos de reforma. En muchos casos, el

compromiso con el éxito de la reforma no supera el
nivel discursivo y, en estos términos, es difícil que un
tema complejo, técnico y que supone alta inversión
de recursos económicos como la implementación, for-
me parte de sus prioridades.

Ahora bien, ¿qué significa la implementación?
Cuando se habla de implementación se consideran
diferentes aspectos. Así, en una visión de corte
tecnocrático, se suele reducir la implementación del
sistema a los elementos vinculados a la estructura fí-
sica del mismo, esto es, construcción de tribunales,
ofic inas para f iscales y defensores,  compra de
computadoras y sistemas informáticos, etc. Desde un
punto de vista económico, la implementación se tra-
duce a contar con los recursos suficientes, tanto para
satisfacer las necesidades físicas del nuevo sistema
como la contratación de recursos humanos para el
mismo. Con todo, estos constituyen sólo algunos as-
pectos de lo que la implementación requiere. En una
vis ión más ampl ia  que la  anter ior  y,
consiguientemente, más adecuada a las necesidades de
los cambios que se han realizado en la región, la
implementación de las reformas supone crear todas
las condiciones necesarias para que el nuevo sistema
pueda funcionar dentro de parámetros adecuados de
eficiencia y calidad, por lo cual, sin desmerecer la
importancia de crear condiciones físicas o estructura-
les adecuadas (¿cómo pensar en contradictoriedad sin
contar con un espacio en el cual fiscales y defensores
puedan exponer con comodidad sus pretensiones ante
un juez?) o de contar con presupuestos suficientes
(¿cómo pensar en una reforma exitosa sin jueces o
fiscales suficientes para cubrir las necesidades del sis-
tema?), existen otras cuestiones que deben ser aborda-
das para cumplir con tal objetivo, dentro de las cuales
ocupa un rol fundamental la capacitación de todos
los actores involucrados en el nuevo sistema y, más
aún, de toda la comunidad jurídica. Esto se hace evi-
dente al considerar la magnitud de los cambios que
han experimentado los sistemas de justicia criminal
con las reformas introducidas en la región, ya que en
general han significado un cambio de paradigma cul-
tural que hace necesario reciclar completamente, tan-
to conocimientos como prácticas de los distintos ope-
radores, para poder funcionar de manera adecuada y
eficaz en el nuevo sistema.



Debido a la falta de preocupación por los pro-
cesos de implementación, es posible constatar que, en
términos generales, el diseño y la ejecución de los pro-
gramas de capacitación para la reforma en la región
no han sido los más adecuados y no han brindado los
mejores  resultados. Muchas veces los programas de
capacitación diseñados en diversos países han
enfatizado casi exclusivamente una perspectiva teóri-
ca y doctrinaria de los componentes legales o norma-
tivos de la reforma, dejando de lado la capacitación
en las modalidades de trabajo concretas que deben
enfrentar los distintos actores en el funcionamiento
diario del nuevo sistema. Esto se ha traducido en una
escasa capacitación en materia del desarrollo de las
destrezas y habilidades necesarias que requiere el nue-
vo modelo procesal de sus intervinientes, tales como
la negociación, manejo y conducción de debates,
litigación en juicios y audiencias orales, conocimien-
tos básicos acerca de técnicas y metodologías de in-
vestigación de casos y, en general, destrezas para la
toma estratégica de decisiones en el nuevo sistema (eva-
luación y selección de casos, etc.) Pero además, en tér-
minos generales, se advierte la carencia de programas
que hayan inclu ido e l  desar rol lo de espacios
institucionales que generen interacción entre los dife-
rentes intervinientes en el proceso penal (fiscales, de-
fensores, jueces, policía, etc.), impidiendo así la cons-
trucción de un lenguaje común y el desarrollo de prác-
ticas equivalentes, que permitan al sistema funcionar
coordinada y coherentemente. Además, los programas
de entrenamiento han carecido de un enfoque que
aborde el enorme cambio cultural que entraña la re-
forma, enfoque que a nuestro entender es imprescin-
dible para lograr que los actores del sistema interven-
gan en él de la manera más eficiente, así como tampo-
co se han tenido a la vista objetivos estratégicos de
mediano y largo plazo en el diseño de los programas
de capacitación. Finalmente, los programas de capaci-
tación no se han implementado con la anticipación
necesaria que se requiere para que los diferentes acto-
res del sistema tengan la posibilidad de interiorizarse
en las temáticas y destrezas adquiridas, todo lo cual
redunda en deficientes actuaciones una vez que los
sistemas entran en funcionamiento.

III. La Capacitación Institucional en ChileIII. La Capacitación Institucional en ChileIII. La Capacitación Institucional en ChileIII. La Capacitación Institucional en ChileIII. La Capacitación Institucional en Chile

La capacitación de los jueces, fiscales y defen-
sores para el nuevo sistema de justicia criminal en
Chile ha sido abordada, en términos generales, en dos
etapas:

- La que se ha llevado adelante de manera autóno-
ma por cada una de las instituciones involucradas
en el nuevo sistema de justicia criminal y;
- La capacitación interinstitucional que involucró
a fiscales, jueces y defensores.

El objeto del presente capítulo es describir bre-
vemente la primera de estas etapas, de manera de en-
tregarle al lector una visión general completa del pro-
ceso de preparación de jueces, fiscales y defensores
antes del inicio de funcionamiento de la reforma.

Una primera consideración en relación al pro-
ceso de capacitación que ha llevado adelante cada una
de las diferentes instituciones que intervienen en el
sistema de justicia criminal, dice relación con el he-
cho de que éste ha sido muy disímil en cada una de
ellas. Esta situación se explica por diversas razones,
entre las cuales se encuentran los diferentes momen-
tos en los que se establecieron las distintas institucio-
nes (Ministerio Público y Defensa Penal Pública eran
inexistentes en Chile hasta antes de la reforma proce-
sal penal), los diferentes presupuestos con que cada
una de las instituciones cuenta para invertir en capa-
citación, los criterios con que cada una de las institu-
ciones utiliza estos presupuestos, las divergencias en
el enfoque al abordar la capacitación, etc. Con todo,
la mayoría de las instituciones han elaborado algún
tipo de programa de capacitación, aunque no siempre
con objetivos claros y metodologías innovadoras, ade-
cuadas a las metas que se pretenden obtener. En lo
que sigue, haremos una breve referencia a los conteni-
dos de cada uno de ellos.

1. La Capacitación Institucional del
Ministerio Público:

En cuanto al Ministerio Público, la Ley Orgáni-
ca Constitucional que lo rige, en su artículo 87 dispo-
ne que el Fiscal Nacional, por propia iniciativa o a
proposición de los Fiscales Regionales, aprobará los
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programas destinados a la capacitación y perfecciona-
miento de los fiscales y funcionarios del ministerio
público, velando porque todos puedan acceder equita-
tivamente a ellos. Asimismo, dispone la ley que el Mi-
nisterio Público ejecutará la capacitación a través de
convenios con terceros, seleccionados mediante licita-
ción, aunque también podrá autorizarse a los fiscales o
funcionarios a concurrir a cursos que impartan terce-
ros y se ajusten a los programas de capacitación.

En virtud de esta obligación, el Ministerio
Público inició un programa de capacitación para sus
fiscales, que comenzó con cerca de 7 meses de ante-
rioridad a la puesta en marcha de la reforma.

Una primera observación al Programa es que
éste fue ejecutado internamente por el Ministerio Pú-
blico sin realizar licitación del programa o partes del
programa de acuerdo a lo que señala su propia ley
orgánica, según ya vimos. La excusa dada al respecto
por las autoridades superiores de la institución para
el no cumplimiento del mandato legal en la materia
fue el hecho de contar con escasos recursos para el
primer año de capacitación.5

La capacitación llevada adelante por el Minis-
terio Público consistió en un programa de larga dura-
ción pero de muy baja intensidad de trabajo. Este es-
tuvo compuesto por un programa dividido entre diez
y doce módulos de trabajo de dos a tres semanas cada
uno, en los que las actividades presenciales con
capacitadores no superaban un par de días y en el
mejor de los casos una semana.6 El resto del tiempo
supuestamente quedaba entregado a un trabajo no
presencial de los fiscales (la bitácora), tiempo en el
que en la práctica no contaron con una conducción
académica directa y clara que pudiera orientar su la-
bor. Esto se tradujo en la existencia de muchos tiem-
pos muertos en el trabajo de los fiscales. Como ya se

indicó, este programa fue impartido por los propios
funcionarios del mismo Ministerio Público y, en me-
nor proporción, por profesores externos.

Ahora bien, en cuanto a su desarrollo y conte-
nido, es posible observar que éste, en términos gene-
rales, no superó el modelo tradicional de capacitación,
poniendo los énfasis en cuanto a sus contenidos en
cuestiones teóricas y en aspectos estrictamente nor-
mativos. 7 En relac ión a la  metodología ,  no se
implementó en un porcentaje significativo métodos
que permitan desarrollar de mejor manera las funcio-
nes concretas que deberán cumplir los fiscales así como
las destrezas necesarias para que los fiscales cumplan
esas funciones de una manera más eficiente y adecua-
da. La única excepción al respecto está constituida
por un módulo de capacitación en destrezas de juicio
oral de una semana de duración que fue impartido a
un primer grupo de fiscales en mayo de 2000 en Esta-
dos Unidos por OPDAT y luego al resto de los fiscales
en Chile8, y otro vinculado al trabajo policial realiza-
do por funcionarios del FBI en Chile.

A modo de conclusión general, nos parece que
en materia de capacitación, el Ministerio Público ha
carecido de programas que respondan a objetivos cla-
ros y metodologías innovadoras, adecuadas a las me-
tas que se pretenden obtener con la nueva institución,
cuestión que es bastante grave si se piensa  que a tra-
vés de un adecuado diseño de programas de capacita-
ción se pueden solucionar muchos de los problemas
que la institución con seguridad deberá enfrentar los
próximos años. Estimamos entonces que la necesidad
de identificar y profundizar acerca de los objetivos
estratégicos que los fiscales deberán satisfacer en la
práctica, son el primer paso para poder orientar la
búsqueda de las herramientas metodológicas más ade-
cuadas que permitan el logro de tales objetivos, cons-
tituyendo este aspecto aún, a nuestro entender, un
desafío para la institución.

5  Se argumentó que se disponían cerca de US$ 80.000 para la capacitación de casi 40 fiscales.
6  No podemos señalar con precisión el número de módulos y los temas específicos de trabajo en cada uno de ellos, ya que la información que disponemos no es
exactamente coincidente al respecto. Con todo, estos habrían incluido: derecho procesal penal, derecho penal sustantivo, investigación criminal, técnicas de investi-
gación criminal, gestión de fiscalías, ética y probidad profesional, victimología y habilidades de juicio oral.
7  Incluso dentro de los aspectos normativos procesales hemos recibido comentarios de varios fiscales en términos de que la capacitación en estos temas fue bastante escasa.
8 El hecho de que la única capacitación en destrezas de juicio oral fuera conducida por equipos compuestos exclusivamente de expertos norteamericanos también
generó críticas por parte de destacados profesores nacionales debido a su insuficiencia en relación a la posibilidad de desarrollar en ellos una comprensión de las
particularidades del modelo chileno de juicio oral. Véase “Un Paso Adelante, Un Paso Atrás. Cómo se Implementa La Reforma Procesal Penal en Chile”, diario El
Mercurio, Domingo 4 de Junio de 2000.



Ahora bien, aunque la capacitación de las poli-
cías no es objeto de análisis en este trabajo, debido a
que ellas no participaron de manera activa en el pro-
grama de capacitación interinstitucional, nos parece
conveniente mencionar un par de aspectos básicos:

Las policías (Policía de Investigaciones y Cara-
bineros de Chile) son auxiliares del Ministerio Públi-
co en las tareas de investigación. La capacitación en
ambas aún tiene una tarea pendiente, pero las razones
que explican esta situación son diferentes  a las que se
señalaron en relación al Ministerio Público. Podría
decirse que las policías han sido las “grandes olvida-
das” en los procesos de reforma de la justicia criminal
en la región. Tanto a nivel normativo, como (mucho
más aún) en cuanto a la implementación, las policías
han quedado en un segundo plano, a la espera de un
segundo impulso reformador. Ello obedece a cuestio-
nes prácticas, especialmente a consideraciones econó-
micas (es necesario hacer grandes inversiones para
transformar a las policías), a razones políticas (mu-
chas veces la modificación de las policías no cuenta
con los consensos políticos mínimos) y, además, res-
ponde al desconocimiento acerca de la verdadera im-
plicancia que tiene en un proceso criminal el desem-
peño de la policía. América Latina, acostumbrada a
la rutina del sistema inquisitorial, soporta estándares
de funcionamiento de los cuerpos policiales muy mí-
nimos. Al iniciarse las reformas, se introdujeron al-
gunos cambios. A nuestro entender, muy por debajo
de los niveles necesarios para sustentar un correcto y
eficiente funcionamiento de estas instituciones en el
marco de los nuevos procedimientos penales. En este
sentido, la capacitación tampoco ha sido llevada ade-
lante de manera sistemática y no se ha invertido lo
suficiente en ello. De todas maneras, al interior de las
policías ha surgido la inquietud por llevar adelante
programas de capacitación pero, hasta el momento,
por la envergadura de los mismos, no han sobrepasa-
do niveles introductorios, siendo una exigencia ur-
gente abordar este aspecto con mayor dedicación.

2. Capacitación Institucional de los
Defensores Penales Públicos:

En relación a la Defensoría Penal Pública, ésta
institución aún se encuentra en proceso de creación e
implementación. Sólo a mediados del mes de enero
de 2001 fue aprobado en el Congreso, el proyecto de
ley que la crea y se estima que su implementación
deberá estar terminada recién hacia fines del primer
semestre de 2001.9

Frente a este cuadro y debido a que la reforma
ya comenzó en dos regiones, el Ministerio de Justicia
ideó una solución temporal y de emergencia, creando
un sistema de Defensa Penal Pública de transición para
cubrir el período intermedio entre el inicio de fun-
cionamiento del nuevo proceso penal y el momento
en que termine de implementarse el sistema definiti-
vo de Defensa Penal Pública. Para estos efectos se con-
trató con cerca de dos meses de anterioridad a la en-
trada en vigencia del sistema a un Encargado Nacio-
nal de la Defensa, dos Directores Regionales y a 20
Defensores Locales, con el objeto de poder solventar
las necesidades de defensa de los imputados.

La principal dificultad que en este contexto se
debió enfrentar para la capacitación de estos defenso-
res, fue el escaso tiempo que dispusieron los mismos
para asumir sus cargos y sus autoridades para diseñar
e implementar un programa que pudiera cubrir los
aspectos básicos requeridos para un desempeño eficaz
de sus funciones. A ello se suma un presupuesto ex-
tremadamente bajo en relación a lo que dispusieron
los tribunales y el Ministerio Público para los mis-
mos fines.

En este entorno de restricciones, se llevó ade-
lante un plan de capacitación que tuvo por objeto
introducir a los defensores en los temas fundamenta-
les de la reforma y en entrenar las destrezas básicas
para su desempeño en el proceso. Este plan contó
con una primera introducción de tres días de trabajo
en la que se revisaron tanto aspectos normativos del
nuevo sistema, como la realización de ejercicios de
simulación de audiencias de la etapa de investigación.

9  Para mayores datos sobre esto véase “Ley Garantiza Acceso a una Mejor Defensa en Ref. Penal”, diario El Mercurio, 18 de enero de 2001, págs. A1 y A9.
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Luego, los defensores contaron también, al igual que
el Ministerio Público, con un programa de capacita-
ción en destrezas de litigación en juicios orales reali-
zado en Estados Unidos, en la California Western
School of  Law, de una semana de duración y una vi-
sita de observación al trabajo de las defensorías pena-
les públicas de San Diego y Miami de tres días más.10

A su regreso a Chile, los defensores asistieron a la
capacitación interinstitucional y luego tuvieron un
programa de reforzamiento en aspectos teórico-nor-
mativos acerca de la reforma, en destrezas orales y en
derecho penal sustantivo de nueve días de trabajo
intenso (de 4 a 8 horas diarias de trabajo).

Nos parece que en atención a las limitaciones
descritas para la capacitación de los defensores, el pro-
grama llevado adelante fue positivo y permitió a los
mismos, adquirir herramientas básicas de trabajo para
el nuevo sistema. Habrá que ver luego, cuando se
implemente el sistema definitivo de Defensa Penal
Pública, cómo se desarrolla un programa de capacita-
ción más permanente.

3. Capacitación Institucional de Jueces:

Por último, creemos que es desde el Poder Judi-
cial de donde se han llevado adelante los mayores, más
serios y sistemáticos esfuerzos por implementar pro-
gramas innovadores y que respondan a las verdaderas
necesidades de capacitación de los involucrados en la
reforma. Este esfuerzo está centrado en el trabajo que
ha llevado adelante la Academia Judicial, que desde el
año 1996 se ha encargado de impartir programas de
formación y perfeccionamiento para sus funcionarios.11

En lo que se refiere a la capacitación para la
reforma, la Academia Judicial ha previsto la realiza-
ción de dos cursos mínimos para los jueces que ingre-
san a trabajar en el nuevo sistema. Un primer curso
denominado Curso Introductorio Habilitante, desti-
nado a personas que se desempeñan actualmente en el
escalafón primario del Poder Judicial (jueces, secreta-
rios de tribunales y relatores de Corte), el cual tiene

una duración de 40 horas en cinco días. Este curso
tiene por objetivo central, entregarle a los alumnos la
información básica acerca del nuevo sistema. Al fina-
lizar el curso los alumnos deben rendir un examen
objetivo, el que si es aprobado por los jueces, los ha-
bilita para postular a los cargos de jueces de garantía
o jueces de juicio oral, según sea su preferencia. Tra-
tándose de personas que no pertenecen al Poder Judi-
cial, para ingresar al mismo, éstos deben ser admiti-
dos al Programa de Formación de la Academia Judi-
cial de siete meses de duración, en el cual tres sema-
nas están destinadas a estudiar la Reforma Procesal
Penal y el desarrollo de destrezas para la misma. Los
alumnos de este curso de formación pueden dar el
examen de habilitación para postular a los cargos de
jueces de garantía o de juicios orales.

En su carácter de curso general introductorio,
el curso habilitante privilegia metodologías más tra-
dicionales. Es un curso que se licita a distintas uni-
versidades o grupos que postulan para llevarlo a cabo.

Una vez que un postulante ha sido designado
para el cargo de juez de garantía o juez de juicio oral,
deben asistir a un curso especializado de 80 horas
impartido en dos semanas de trabajo. En dicho pro-
grama se profundizan los conocimientos básicos de
la reforma y se realizan actividades metodológicas de
simulación de casos en sus distintas etapas en el nue-
vo sistema. Estos cursos también son licitados.

La Academia Judicial también tiene prevista la
realización de un taller de seguimiento y reforzamiento
de los jueces dentro del los seis meses siguientes al
inicio del funcionamiento del nuevo sistema.12

Con algunos defectos, como por ejemplo una
cierta falta de homogeneidad de los distintos equipos
que se adjudican los programas, nos parece que la ca-
pacitación llevada a cabo por la Academia Judicial
constituye un esfuerzo serio que ha permitido a los
jueces encontrarse en buenas condiciones para asu-
mir sus funciones en el nuevo sistema.

10  Información sobre este programa y apreciaciones de los defensores de los mismos, puede verse en el reportaje “Defensores Públicos”, diario La Tercera, Santiago
3 de Diciembre de 2000, págs. 16 y 17, Cuerpo Reportajes.
11  Siguió para ello el informe de la consultoría que contratara a un equipo de investigadores de la Universidad Diego Portales bajo la dirección del profesor Juan
Enrique Vargas.
12  Información adicional sobre los programas de la Academia Judicial y la Reforma Procesal Penal pueden verse en la entrevista realizada a su directora, Leonor
Etcheverry, en “Con La Reforma, Necesitamos 640 Jueces”, Revista del Abogado Nº 19, Julio de 2000, págs. 24 a 27.
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Con la reforma del Código Orgánico de Tribu-
nales de marzo de 2000, se crea la Comisión de Coor-
dinación de la Reforma Procesal Penal, presidida por
el Ministro de Justicia e integrada además por el Pre-
sidente de la Corte Suprema, el Fiscal Nacional del
Ministerio Público, un Ministro de la Corte Supre-
ma, el Fiscal Regional de la IV Región de Coquimbo,
el Subsecretario de Justicia y por el Presidente del
Colegio de Abogados. Esta Comisión tiene por obje-
to realizar estudios y proposiciones técnicas que faci-
liten la puesta en marcha del nuevo SIstema Procesal
Penal.

En el marco de estas facultades, la Comisión
encargó el diseño de un Programa de Capacitación
Interinstitucional, que se hiciera cargo de entregar a
los principales actores del nuevo sistema las herramien-
tas básicas para poder operar de manera coordinada y
eficiente, constituyendo a la vez una instancia que
fuera capaz de generar consensos mínimos entre los
actores del sistema acerca del funcionamiento del
mismo con anterioridad a que la nueva normativa
entrara en vigencia.

A esta altura cabe hacer presente algo que
implícitamente se ha señalado en las páginas pre-
cedentes.  La  Refor ma Procesa l  en  Chi le  será
implementada de manera gradual. De acuerdo a
diversas consideraciones de orden económico y téc-
nico, se diseñó un sistema de implementación que
contempla el inicio de la reforma en dos regiones
(IV y IX) el 16 de diciembre del año 2000. Diez
meses después, es decir, el 16 de octubre de 2001 en
tres regiones más (II, III y VII), al año siguiente, el
16 de octubre de 2002, en la región Metropolitana
y, finalmente, el 16 de octubre del 2003 en las de-
más  r eg ione s  de l  p a í s.  La  c apac i t a c ión
interinstitucional de la que hablamos fue diseñada
para ser llevada a cabo en las dos primeras regio-
ne s  en  que  l a  r e fo r ma  s e  imp l emen t a r í a ,

involucrando a todos los jueces (orales y de garan-
tías), fiscales y defensores que asumirían sus fun-
ciones el día 16 de diciembre de 2000.

El trabajo para el desarrollo de este programa
se inició en el mes de julio del año 2000 cuando, por
medio de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión de
Coordinación radicada en la Unidad Coordinadora
de la Reforma del Ministerio de Justicia, se convocó a
un grupo de expertos para constituir equipos de tra-
bajo en la materia. Para ello se conformaron dos gru-
pos de trabajo que tenían dos objetivos específicos en
relación a la capacitación interinstitucional de la Re-
forma Procesal Penal13: la redacción de manuales
operativos y el diseño de una metodología para reali-
zar el programa de capacitación. En lo que sigue revi-
saremos con más detalle el trabajo emprendido por
ambos grupos.

1. Manuales de Procesos de
Coordinación Interinstitucional

Un primer grupo de trabajo estaba encargado
de elaborar “Manuales de Procesos de Coordinación
Interinstitucional”14, materiales que tendrían por ob-
jeto entregar de manera sencilla y directa a los actores
de las principales instituciones involucradas en la re-
forma,  propuestas básicas sobre el funcionamiento
del sistema, de los roles que cada uno de ellos debería
cumplir y la manera en que deberían enfrentarse las
acciones más cotidianas dentro de las labores que cada
uno de ellos debería realizar en el ejercicio de sus fun-
ciones, especialmente en aquellas que tuvieran reper-
cusiones en las acciones de los demás actores o que
supusieran el trabajo en conjunto.

La estructura de los manuales no se realizó en
el formato de un texto legal, sino más bien distin-
guiendo procesos de trabajo que incorporaban aspec-
tos jurídicos, administrativos y de estándares y crite-
rios de funcionamiento del sistema. Los contenidos
de estos materiales no tienen un efecto vinculante
para las instituciones, las que en el futuro deberán ir

13  En ambos grupos de trabajo se incorporó a los docentes que habían estado involucrados en el proceso de reforma desde sus inicios. Las funciones de coordinación
general del trabajo de los dos grupos estuvo en manos de Mauricio Decap, abogado de la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de
Justicia.
14  La elaboración de estos Manuales fue encargada por la Secretaría Ejecutiva de la Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal a los profesores
Mauricio Duce y Juan Enrique Vargas, quienes sometieron los primeros borradores a la revisión de un amplio grupo de personas vinculadas a la materia desde
diferentes disciplinas y luego fueron validadas en talleres realizados con jueces en la IV y IX regiones con el apoyo de la Academia Judicial.
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determinando la mejor y más eficiente forma de lle-
var adelante sus funciones, sino que tienen por obje-
to servir de guía para las actuaciones, especialmente
en los momentos iniciales de la reforma. Los Ma-
nuales de Procesos de Coordinación Interinstitucional
cubrieron las funciones de las principales institucio-
nes involucradas en la reforma, esto es, al Ministe-
rio Público, Defensoría Penal Pública, jueces orales,
jueces de garantías y policías.

La idea en cuanto a los materiales era distri-
buirlos en una versión impresa15 a los distintos acto-
res con anticipación a la realización de los programas
de capacitación insterinstitucional para que pudieran
llegar a ellos con una lectura
previa que facilitaría los acuer-
dos básicos acerca de las for-
mas de proceder en las distin-
tas actuaciones del sistema que
suponen interacción entre los
distintos actores.

2. Diseño de la
Metodología de
Capacitación

Un segundo grupo de
trabajo16 estuvo encargado de
diseñar una metodología para
llevar adelante la capacitación
que sería implementada en las
regiones IV y IX .

En julio del año 2000 se conformó el equipo
que tenía la función de elaborar el programa de capa-
citación interinstitucional, el que finalmente fue
implementado en el mes de noviembre, cinco días en
cada una de las regiones piloto de la reforma, esto es,
desde el 4 al 8 de noviembre en la IX Región y entre el
15 y el 19 de noviembre en la IV Región. Como ya se
señaló, una de las falencias que se había constatado en
los programas de capacitación de los países que ha-
bían llevado adelante sus reformas con anterioridad,

era la inexistencia de un espacio común en el cual los
diferentes actores involucrados en la reforma pudie-
ran interactuar. Entonces, la necesidad que motivó
entonces el trabajo de este equipo desde el comienzo,
fue diseñar un programa que incluyera a los actores
fundamentales del nuevo procedimiento y, a la vez,
que estos tuvieran la oportunidad de intervenir en con-
junto en la mayor cantidad de las actividades y ac-
tuaciones que se llevarían adelante en la misma.

Ahora bien, los objetivos que perseguía la ca-
pacitación eran modestos. No se pretendía con ella
capacitar a los participantes en cuanto a la informa-
ción legal de la reforma: no era el objetivo, no podría

haberse hecho en un tiempo tan res-
tringido y se suponía que las insti-
tuciones ya debían haber abordado
este entrenamiento con anterioridad.
Aquí, la idea era más bien brindar
la oportunidad de, como en un en-
sayo general, hacer funcionar las
principales instancias de interacción
de los intervinientes dentro del pro-
ceso antes de que la reforma comen-
zara a funcionar y producir por esa
vía, imágenes básicas en los distin-
tos operadores que les permitiera ac-
tuar coherentemente entre ellos.

Todo proceso de transfor-
mación de la justicia, genera una
gran cantidad de inquietudes, ten-
siones y pugnas entre los actores

que en él están involucrados. Si a ello se le suma
la legítima inquietud acerca de las posibilidades
de lograr que un sistema tan radicalmente dife-
rente funcione dentro de parámetros mínimos de
eficiencia, los objetivos de la capacitación, aun-
que modestos, se transformaban en una exigencia
urgente para obtener los resultados previstos cuan-
do la reforma entrara en funcionamiento. En pri-
mer lugar, entonces, lo que se pretendía con esta
capacitación era generar imágenes básicas acerca

15 Véase Mauricio Duce y Juan Enrique Vargas, “Manuales de Procesos de Coordinación Institucional”, Comisión de Coordinación Institucional, Noviembre de
2000,  259 págs. Cabe señalar que en su diseño, estos manuales fueron pensados también para un formato electrónico que permitiría links entre los distintos procesos
de trabajo y las distintas instituciones.
16 Dirigido por el profesor Cristián Riego, en el que participaron además los profesores Mauricio Duce, María Inés Horvitz y los asistentes Alejandra Mera y
Leonardo Moreno. Intervino también, el profesor Alex Carocca.



de cómo debían funcionar las instancias más fre-
cuentes de interacción en el nuevo proceso penal,
q u é  r o l  d e b í a  d e s e m p e ñ a r  c a d a  u n o  d e  l o s
intervinientes en ellas y cuál era el estándar de
desempeño que el nuevo sistema demandaba de
cada uno de ellos. Además, se estimó que la capa-
citación debía ser un espacio que permitiera a las
instituciones,  por la vía de su experimentación
concreta, coordinar, generar y acordar consensos
mínimos de interacción entre ellos.

En lo que sigue revisaremos con un poco más
de detalle algunos aspectos concretos del programa.

2.1. Instituciones involucradas en la
capacitación

La capacitación involucró a todos los fiscales
del Ministerio Público, defensores, jueces de garantía
y jueces de los tribunales orales que se desempeñarían
en las dos regiones piloto en las que entraría en vigen-
cia la reforma. En un comienzo se pensó incorporar a
otras instituciones en la capacitación, como por ejem-
plo a la policía, o, en alguna modalidad, a otros fun-
cionar ios que trabajaran en las  inst i tuciones
involucradas en ella, como los administradores de tri-
bunales. Sin embargo, en la medida en que el diseño
de la capacitación fue cobrando forma y, especialmen-
te, en atención a las complejidades metodológicas que
incorporaba, se estimó que sería muy difícil manejar
todas las variables que ello demandaba,  razón por la
cual se optó por marginarlos de la capacitación.

En este sentido, fue clave tener presente las li-
mitaciones y objetivos modestos que se pretendían con
el programa, ya que las tentaciones por diseñar una
actividad “maximalista” en la que se pudieran echar
a correr todos los componentes del sistema, siempre
estaban presentes. Una vez finalizado el programa,
todos los que participaron como docentes en él
consensuaron en que una participación activa de es-
tos otros actores en el mismo, hubiera mermado fuer-
temente los logros alcanzados.

La no participación directa de estos otros acto-
res se compensó permitiendo que, tanto policías como

administradores de tribunales pudieran asistir a las
audiencias realizadas durante el Programa, para que
pudieran utilizar las imágenes allí generadas como
guías o pautas para trabajos específicos internos de
cada grupo.

2.2. Estructura básica y metodología
de trabajo

Para cumplir con los objetivos propuestos, se
estimó que la forma más pertinente de abordar la ca-
pacitación era sobre la base de la simulación de las
audiencias más importantes o  frecuentes en el proce-
so. Se optó entonces por trabajar con audiencias de
formalización de la investigación, audiencias de pre-
paración del juicio oral y el juicio oral. La idea era
que cada uno de los participantes en la capacitación
tuviera la oportunidad de realizar un alto número de
actuaciones en las diferentes audiencias simuladas.

Para trabajar en la simulación de audiencias,
era necesario reproducir en términos lo más cercanos
a la realidad, la dinámica de una audiencia. Por esta
razón, el equipo elaboró un conjunto de 16 casos17

que no revestían grandes complejidades, pero que res-
pondían a las situaciones y delitos que más frecuente-
mente debe resolver el sistema. Para ello se elaboró
una plantilla identificando los componentes centra-
les que debía tener cada caso y se encargo su prepara-
ción a los distintos miembros del grupo. Dentro de
los aspectos que debía contener cada caso, se acordó
incorporar una entrevista privada del defensor con el
imputado en la que el primero manifestaba su ver-
sión de los hechos y una cierta voluntad o disposi-
ción frente a diversos cauces que podría tomar el caso.
Esta información no era entregada a los fiscales in-
tentando reproducir la confidencialidad de la entre-
vista entre defensor e imputado. Una vez redactados
los casos con todos sus componentes, se realizaron
revisiones colectivas de los mismos hasta dejarlos afi-
nados y homogéneos en términos de formalidades y
formatos.

El esquema general de trabajo, que se explicará
con mayor detalle más adelante, consistía en dividir a
la totalidad de los participantes (84 en la IX Región y

17  Al final de este artículo se anexa un caso, con el cual se trabajó en la capacitación durante todo su desarrollo, hasta la simulación del juicio oral.
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cerca de 50 en la IV Región) en tres o cuatro subgrupos,
dependiendo de la cantidad de participantes, los que
constituirían una “sala de audiencia”. Esto es, cada
uno de los subgrupos estaría integrado por fiscales,
jueces y defensores. Como la actuación en las audien-
cias debía ser preparada, los asistentes debían elabo-
rar estrategias para llevar adelante sus actuaciones,
como también, discutir y debatir argumentos antes
de realizar las audiencias, cada uno de los subgrupos
debía ser nuevamente dividido, pero esta vez de acuer-
do a su rol, con el objeto de preparar sus actuaciones.
De acuerdo a lo anterior, el trabajo se desarrolló en
términos generales de la siguiente manera: al comien-
zo de la jornada, cada “sala de audiencia” se dividía

de acuerdo al rol que cada uno desempeñaría en la
aud i enc i a , esto es, trabajaban separada-

mente preparando sus ac-
tuaciones, fiscales, jue-

ces  y  defensores.
Una vez que con-

cluían con la
p r e p a r a -
ción, se re-

unían todos en la sala de audien-
cia y litigaban. De esta manera,
habían tres o cuatro salas de au-
diencia trabajando paralela-
mente. Una vez que se termina-
ba de litigar, cada sala de au-

diencia, bajo la dirección de un monitor, debatía acerca
del modo en que se habían desarrollado las audien-
cias, con la participación de todos aquellos que ha-
bían intervenido en ellas.

2.3. Constitución del equipo docente

Un trabajo de la naturaleza del descrito prece-
dentemente involucraba la participación de un alto
número de docentes, ya que cada sala de audiencia
debía estar a cargo de un monitor, y cada grupo de
trabajo dentro de ella, en el trabajo de preparación de
las actuaciones, también debía contar con un moni-
tor a cargo. Es así como en la IX Región, en la que se
trabajó con cuatro salas de audiencia paralelamente,
fue necesaria la intervención de 13 docentes y, en la
IV Región, de 10 docentes.

Para estos efectos se reclutó, además de los
miembros de los equipos de trabajo, a profesores jóve-
nes de distintas universidades, con experiencia en
metodologías innovadoras y enseñanza de la Reforma
Procesal Penal. Una vez formado el equipo básico de
trabajo y debido a que la  metodología  que se
implementaría era novedosa y revestía complejidades,
fue necesario realizar una jornada de capacitación en
la metodología a los capacitadores, en la que el grupo
de diseño del programa traspasó los contenidos esen-
ciales de la capacitación a los demás docentes. Esta
jornada incorporó la  revis ión de mater ia les
audiovisuales de apoyo al programa y la realización
de simulaciones de audiencia hecha por los mismos
profesores para testear la metodología.

Se aprovechó también la oportunidad para
discutir y acordar los criterios de trabajo de los dis-
tintos monitores y encargados de grupo de manera de
mantener una aproximación metodológica homogé-
nea. Al efecto, también se elaboró una pauta de traba-
jo para cada caso, que ayudaba a los monitores a com-
partir una información estandarizada acerca de las
principales variables a discutir y analizar en cada uno
de ellos.

En relación al testeo de la metodología, cabe
señalar que algunos miembros del equipo de trabajo
tuvieron oportunidad de probarla preliminarmente en
el curso introductorio realizado a los defensores pú-
blicos antes de su viaje a Estados Unidos y en un
programa de formación de jueces monitores para la
Reforma Procesal Penal realizado por la Academia
Judicial. En ambas ocasiones, la metodología funcio-
nó adecuadamente y permitió tener una idea clara de
sus virtudes y potenciales problemas (por ejemplo, el
tiempo que era requerido para preparar casos).

2.4. Desarrollo del programa

El curso contó con un total de cinco días en
cada región, que se distribuyeron de la siguiente ma-
nera:

2.4.1.- Primer día de trabajo:
El curso comprometía la intervención de jue-

ces, fiscales y defensores para poder realizarse. Sin
embargo, el primer día solamente se trabajó con



fiscales y defensores. Esto es así porque fue necesa-
rio destinar un día de la capacitación a preparar a
los participantes en las tareas de análisis, negocia-
ción y litigación que debían enfrentar los cuatro
días siguientes. Los jueces, sin embargo, por la di-
námica en que se desarrollaron las audiencias, en
que se trató de reproducir con la mayor similitud
posible las condiciones reales en que éstas se lleva-
rían a cabo, no debían trabajar en la preparación
de casos porque los jueces no conocen los casos
hasta que les son presentados por las partes en un
juicio. Por esta razón, en este primer día, no se tra-
bajó con ellos.

El objetivo general del trabajo en esta instan-
cia fue presentar a los participantes y familiarizarlos
con una metodología de trabajo que les permitiera
analizar la información que recibían de parte de la
policía , la víctima, el imputado y otros agentes en
términos de determinar si los hechos constituyen de-
lito, si se cuenta con antecedentes que pueden ser prue-
ba en un juicio, etc. A su vez, se pretendía entregar
herramientas para que decidieran de manera estraté-
gica los cursos de acción que debían tomar y afrontar
las tareas de negociación y litigación necesarias. De
esta forma, en la mañana se trabajó con todos los
fiscales y defensores en una sesión conjunta, en la que
se expusieron los objetivos del programa, la metodo-
logía de trabajo y  un breve recuento y discusión de
normas y criterios relevantes para el desarrollo de las
actividades de la capacitación.

En la tarde, se dividió al grupo de acuerdo a
los roles, esto es, un grupo de fiscales y un grupo de
defensores. El objetivo de este trabajo era proponer a
los participantes una cierta forma de abordar el aná-
lisis y las decisiones que deben tomar cuando se ven
enfrentados  a un caso. Con este objeto, a través de
material audiovisual, presentamos un caso a los par-
ticipantes y trabajamos en él sobre una pauta que
fue diseñada para analizar los casos en los días si-
guientes de trabajo, fundamentalmente en aquellos
en los que se realizaron audiencias de la etapa de
investigación y de la etapa intermedia. Esta pauta de
trabajo incorporó las siguientes etapas de razona-
miento y preparación:

1) Etapa de análisis del caso.
Cuando fiscales o defensores se enfrentan a

un caso, existe un conjunto de información más o
menos completa o relevante que deben evaluar para
decidir cuál será su estrategia de actuación. Sea cual
sea la opción que se tome en definitiva, es importan-
te que cada uno de ellos tenga a la vista ciertos ele-
mentos que son indispensables para poder tomar la
decisión más adecuada. A continuación, señalaremos
los pasos que debería contemplar esta etapa de análi-
sis de los casos, especialmente referida a las etapas
iniciales del proceso:

a.  Análisis preliminar de los hechos.
Especialmente para los fiscales, es muy impor-

tante determinar con claridad cuáles son los hechos
en que se funda la imputación y sus circunstancias,
los que deben fijarse de manera precisa en la audien-
cia de formalización de la investigación. Una correcta
descripción de los hechos constituye la base de una
correcta calificación jurídica y el debate que poste-
riormente pueda generarse con ocasión de las solici-
tudes que se formulen por parte de la fiscalía (medi-
das cautelares, medidas intrusivas, etc.), como tam-
bién posibilita el ejercicio de una defensa efectiva.

b.  Identificación de las normas legales apli-
cables al caso y análisis de los problemas que se
puedan presentar.

Luego de determinar con claridad los hechos,
se debe trabajar en la determinación preliminar del
t i po  pena l ,  monto  de  l a  pena ,  r eg l a s  de  i t e r
criminis, participación, atenuantes y agravantes y
demás relevantes.

c.  Identificación de las pruebas que permiti-
rían estas proposiciones, análisis de su disponibili-
dad y credibilidad.

Aquí se trata de realizar un análisis detallado
de los antecedentes disponibles de manera de planifi-
car los siguientes pasos procesales a dar, o las fortale-
zas y debilidades del caso.

d. Análisis del tiempo de duración probable de
la preparación del caso.

Aquí básicamente se intenta realizar una pro-
yección posible de lo que el caso podría significar a
futuro de manera que sobre esa base se puedan adop-
tar decisiones estratégicas.
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1) Etapa de Decisión:
Una vez evaluados los antecedentes básicos por

parte del fiscal o defensor y una vez que se tiene un
conocimiento profundo del caso, se está en condicio-
nes de adoptar decisiones acerca del mismo. Esto
involucra los siguientes aspectos:

a.  El fiscal debe tomar una decisión sobre for-
mular o no cargos en contra del imputado, y de no
hacerlo, continuar con la investigación o cerrarla. Si
decide formular cargos o continuar con la investiga-
ción se deben identificar las diligencias futuras a rea-
lizar. En el caso de la defensa, ésta debe reaccionar
frente a la eventual formulación de cargos y controlar
la determinación de los hechos que formule el fiscal.

b. Decisión acerca del camino procesal más con-
veniente, tipo de procedimiento.

(salidas alternativas, juicio inmediato, proce-
dimiento abreviado, procedimiento simplificado, etc.).
En el caso de la defensa, reacción frente a lo que el
fiscal eventualmente solicite y posibilidad de solicitar
plazo para el cierre de la instrucción.

c.  Decisión acerca de la posibilidad de ofrecer
algún tipo de convenio.

d. Decisión en cuanto a la solicitud de medi-
das de cautela.

1) Etapa de Preparación Actuaciones:
Una vez tomadas las decisiones, éstas deben

transformarse en actuaciones, peticiones y argumen-
tos concretos del fiscal o defensor en una audiencia
oral ante el juez. Esto supone un trabajo en las si-
guientes áreas:

a.   Identificación de las alegaciones y peticio-
nes que se harán ante el tribunal.

b.  Identificación de los antecedentes que se
presentarán ante el tribunal, orden y modalidad de su
presentación.

c.  Elaboración de las argumentaciones desti-
nadas a sustentar las peticiones que se formulen.

d.  Preparación de antecedentes que eventual-
mente deban presentarse en las audiencias.

e.  Anticipación de argumentos de la contra-
parte y elaboración de contraargumentaciones.

Después del trabajo de este primer día, los
participantes se interiorizaron de la metodología de

trabajo de los próximos cuatro días y adquirieron
los elementos necesarios para poder desenvolverse
correctamente, tanto en los trabajos de grupo, como
en las audiencias. Al finalizar el día, cada grupo de
fiscales de cada sala de audiencia recibió un conjun-
to de casos (8) que se trabajarían al día siguiente.
Los defensores no recibieron los casos sino hasta el
momento de juntarse para su discusión a  la maña-
na siguiente. Lo que se pretendía con ello era, nue-
vamente, intentar reproducir las condiciones reales
de un proceso penal, en el que los fiscales se impo-
nen de los casos con anterioridad a los defensores.
Por esta razón, se pensó que entregar los casos la
noche anterior a los fiscales les brindaría esta venta-
ja. Con todo, para el segundo programa, el de la IV
Región, la entrega de los casos a los defensores se
adelantó a media hora antes del inicio del Programa
de forma tal que ellos tuvieran un tiempo mínimo
para leer los casos antes de juntarse a su prepara-
ción. Recordemos además que los defensores reci-
bieron información adicional, la entrevista confi-
dencial con su cliente.

2.4.2.- Segundo y tercer día de trabajo:

En el segundo y tercer día de trabajo se incor-
poraron los jueces y se trabajó sobre la base de prepa-
ración, rea l ización y anál is is  de audiencias  de
formalización de la investigación. En el marco de
audiencias, además de abordar la formalización de
cargos, se permitió que las partes discutieran la posi-
bilidad de llegar a  alguna salida alternativa o a un
procedimiento simplificado, pero dentro de la audien-
cia, ya que realizar negociaciones por fuera de ellas en
una instancia diferente se hacía imposible por las li-
mitaciones temporales y estructurales que teníamos.
Como ya mencionamos, el trabajo de estos días se
llevaría  adelante en tres etapas: la primera, centrada
en el trabajo de los grupos de acuerdo a sus roles; la
segunda, el desarrollo de las audiencias; la tercera, dis-
cusión y análisis del desarrollo de las audiencias.

Veamos  entonces más concretamente cómo se
desarrolló el trabajo de estos días.

1) Primer segmento (3 horas)
Cada sala de audiencia se dividió en tres gru-

pos de acuerdo a los roles de los participantes. Cada



grupo a su vez realizó el trabajo bajo la supervisión de
un monitor. Es importante tener presente que los
monitores de los grupos de defensores y fiscales tuvie-
ron un rol más cercano al de un facilitador, esto es, se
trató de intervenir lo menos posible en las decisiones
que tomaran los asistentes, con el objeto de hacerlos
responsables de sus propias decisiones y que si éstas
no eran las más adecuadas, que ello quedara de mani-
fiesto en la actuación en la audiencia. No se trataba
aquí de imponer las decisiones y estrategias que de-
bían tomarse en cada caso, sino más bien de crear un
espacio para discutir todas las alternativas para que
luego, y en conjunto, se tomaran las decisiones co-
rrespondientes. En este mismo sentido, de todos los
casos que se debían preparar por cada grupo (ocho
cada día), se permitió que si se llegaba a la conclusión
de que en algún caso no era conveniente  ir a la
formalización de la investigación (formulación de
cargos ante el juez) -porque no se contaba con los
antecedentes necesarios, porque estratégicamente no
era lo más conveniente o porque se desestimaba se-
guir adelante en el ejercicio de algunas de las faculta-
des discrecionales del fiscal- ello iba a ser permitido.
A continuación nos referiremos al trabajo de cada
grupo:

- Fiscales: Cada grupo de fiscales recibió los
casos el día anterior, por lo tanto cada fiscal estaba
al tanto de todos los antecedentes de los mismos.
Sin embargo, a cada uno de ellos se le encargó espe-
cialmente la preparación de un caso, de acuerdo a la
pauta de análisis a la que se hizo referencia anterior-
mente, en el entendido de que debían presentar el
caso a los demás y señalar cuáles eran sus propias
opciones y alternativas para enfrentarlo, tras lo cual
éstas debían ser discutidas por el grupo y acordar un
modo de acción determinado. Luego, en la audien-
cia, el fiscal encargado de preparar el caso debía sos-
tenerlo ante el juez.

- Defensores : los defensores recibirían la
misma información de los fiscales más la entrevista
confidencial con su cliente al inicio de la mañana.
Al igual que los fiscales,  debían discutir entre todos
cada caso de acuerdo con la pauta de la tarde del
primer día, decidir su estrategia y preparar su pre-
sentación en las audiencias. Cabe recordar que en la
determinación de su estrategia, los defensores debían

necesariamente considerar la versión y voluntad de
su cliente contenida en la hoja de entrevista.

- Jueces: Como ya se señaló, los jueces no
debían recibir información acerca de los casos, pero
cada grupo de jueces debería discutir, con ayuda de
uno o dos  monitores y con apoyo de material fílmico,
el modo en que deben desarrollarse las audiencias
así como los criterios para resolver los conflictos que
pueden presentarse en las mismas. En esta instancia
se abordaron, entre otros, los siguientes aspectos: di-
rección y disciplina durante la audiencia, conduc-
ción y moderación del debate, comportamiento
proactivo en orden a buscar una solución anticipada
al conflicto en la medida en que esto fuera posible,
ponderación de la posibilidad de fijar plazo a la in-
vest igac ión del  f i sca l ,  per t inencia  de medidas
cautelares, estándar de convicción del juicio oral,
alternativas procedimentales del nuevo sistema, etc.
En el caso de la IX Región, los jueces se reunieron en
uno o dos grupos dependiendo del tema a discutir,
sin distinción entre jueces de garantía y jueces de
juicio oral. En cambio, en la IV Región, en varias
oportunidades las reuniones entre jueces fueron rea-
lizadas en grupos de acuerdo a sus especialidades, es
decir, todos los degarantías juntos y todos los de jui-
cio oral juntos.                                                                                                                                                                                                                                                                

2) Segundo segmento (una hora)
En este segmento se realizaron las audiencias.

Cada una de estas salas de audiencia se organizó y
funcionó de acuerdo a las formalidades propias de
un tribunal de garantía. Cabe destacar que en este
segmento la idea era desarrollar entre dos y cuatro
audiencias, es decir, no sobrepasar la mitad de los
casos a efectos que en la tarde pudieran haber nuevas
audiencias.

En esta sala de audiencia, cada fiscal presentó
los casos que le correspondían de acuerdo con la es-
trategia definida en la jornada de la mañana y los
defensores, a su vez, desarrollaron las estrategias que
les correspondían de acuerdo con su propio trabajo
de preparación en los casos que les habían sido asig-
nados. En el caso de los jueces, éstos se turnaron en el
estrado debiendo en cada caso presidir el desarrollo
de las audiencias y resolver los asuntos que se les plan-
tearon. Como ya se dijo, durante las audiencias se
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permitió también que las partes plantearan, explora-
ran y eventualmente alcanzaran algunos de los acuer-
dos que la ley permite. En tal caso, el juez debía pro-
nunciarse sobre el mismo en cuanto fuera pertinente.
Ahora bien, si las partes acordaban la realización de
un procedimiento abreviado o simplificado, se les
permitía cerrar el acuerdo en la audiencia y se poster-
gaba su ejecución para el cuarto día de la capacita-
ción, esto es, el día en que se simularían audiencias
de preparación de juicio oral.

Para los efectos de reproducir las condiciones
del nuevo sistema, el monitor del grupo de los de-
fensores siempre actuó como el imputado (a) del res-
pectivo caso, ya que muchas actividades del juez re-
querían comprobar la voluntariedad o adecuada com-
prensión que éste tenía de lo que ocurría o se reque-
ría de su acuerdo para adoptar alguna salida alterna-
tiva o una modalidad procedimental simplificada.
En algunos casos, también se requirió contar con la
víctima presente para lo cual otro monitor de la sala
cumplió el rol.

3) Tercer segmento
(entre 30 minutos y una hora)

Una vez terminadas las primeras audiencias
de la mañana se procedía a una discusión y crítica
del modo en que se han desarrollado con la partici-
pación de todos quienes han intervenido en ellas y
de los monitores. Esta discusión era dirigida exclusi-
vamente por el monitor general de la respectiva sala
de audiencia siendo él quien otorgaba la palabra y
quien debía poner los temas relevantes de discusión,
sin perjuicio de lo que los jueces, fiscales o defenso-
res agregaran o complementaran. Se intentaba evitar
la duplicación de docentes argumentando sobre dis-
tintos aspectos, lo que normalmente lleva a discu-
siones sofisticadas, confusas u otras veces poco inte-
resantes para los sujetos de la capacitación.

La discusión debía centrarse principalmen-
te, respondiendo a los objetivos de la capacitación
que ya fueron explicitados, en aspectos formales,
esto es, en la definición de reglas y prácticas bási-
ca s  de  func ionamien to  de l  s i s t ema ,  y  só lo
marginalmente se abordarían aspectos de fondo de
las presentaciones y la resolución de los casos. Esto

responde a dos razones principalmente. La primera
de ellas es que no se encontraba dentro de los obje-
tivos de la capacitación el formar a sus participan-
tes en aspectos de fondo acerca de cómo debían re-
solverse los casos. La idea central era llegar a acuer-
dos básicos en relación a las actuaciones de los di-
ferentes actores del sistema y no evaluar el desem-
peño particular de cada uno de los participantes.
Por otro lado, existían muchas prevenciones de parte
de las instituciones, especialmente desde el Poder
Judicial, acerca de la posibilidad de ser evaluados
en presencia de las demás instituciones, es decir,
no estaban dispuestos a exponerse en esos términos
ya que estimaban que no era conveniente por las
repercusiones que ello podría traer en su trabajo
futuro.

En este contexto, los aspectos específicos a ser
discutidos fueron los siguientes:

- Presentación de la alegación o solicitud. Iden-
tificación de los hechos y normas que le dan sustento.

- Sustento probatorio de las afirmaciones de
hecho que fundamentan la solicitud.

- Dirección del debate, control del ejercicio de
la autoridad, control del tiempo, formulación de pre-
guntas relevantes.

- Posibilidades de acuerdo y concreción de
los mismos.

- Resolución y fundamentación, claridad de la
comunicación a los intervinientes.

- Proyección del curso posterior del proceso.

1) Cuarto segmento
(tardes completas, tres a cuatro horas de trabajo)

Después del almuerzo se reproducía el método
de trabajo de la mañana, pero con un tiempo limita-
do para el análisis de casos (una hora) y mayor tiem-
po para el desarrollo de las audiencias restantes del
día y los comentarios y discusiones finales.

El objetivo de las audiencias de la tarde y de las
actuaciones de los distintos actores de las mismas era
que ellos pudieran mejorar su actuación por vía de in-
corporar los comentarios y acuerdos arribados en el
trabajo matinal. Esto, en la práctica se tradujo en una
mejora incremental en la calidad de las audiencias.



Al finalizar la jornada del tercer día, todas las
salas de audiencia han conocido de un total de 16
casos (8 casos cada día, a menos que alguno de los
grupos de fiscales hubiese decidido no formalizar los
cargos en alguno de ellos). Del total de los casos, se
seleccionaron dos para seguir trabajando al día siguien-
te, esto es, dos casos irían a una simulación de au-
diencia de preparación de juicio oral. Además, duran-
te la tarde del tercer día se les entregó antecedentes
adicionales a cada uno de esos casos que continuaban
para el día siguiente, que hacían más factible realizar
un juicio oral. Para poder realizar la audiencia al día
siguiente, se encargó a cada grupo de fiscales designar
a uno o dos encargados de elaborar la acusación fis-
cal de cada uno de los dos casos, con el objeto de que
al día siguiente en la mañana llegaran con las acusa-
ciones impresas para entregarlas a los jueces y defen-
sores a primera hora en la mañana para que ellos pu-
dieran preparase para la audiencia.

2.4.3.- Cuarto día de trabajo:

Cada grupo de fiscales debía llegar con las acu-
saciones correspondientes escritas y con copias para
los jueces y los defensores de forma que pudieran pre-
parar la audiencia respectiva. Una vez que las hubieren
distribuido, cada grupo debía reunirse de acuerdo a
su rol, al igual que el trabajo de la mañana de los dos
días anteriores, y trabajar de la siguiente manera:

1) Primer segmento (3 horas):

- Fiscales: en cada grupo debía leerse la acu-
sación e identificar si contenía errores. Se pensó que
era mejor no corregir con anterioridad las acusacio-
nes, con el objeto de que en el caso de haber proble-
mas, éstos pudieran subsanarse en la audiencia. Lue-
go, debían preparase para litigar cada caso y elaborar
en conjunto las estrategias de litigación a utilizar en
el juicio. Debían designar además, uno o dos repre-
sentantes para realizar la simulación.

- Defensores: los defensores recibirían las acusa-
ciones esa mañana, por lo tanto en el curso de esa misma
mañana debían elaborar las actuaciones que harían en la
audiencia de preparación. Al igual que los fiscales, debían
preparar en conjunto los casos, pero debían designar a
dos de ellos para que intervinieran en la audiencia.

- Jueces: los jueces se reunirían como los días
anteriores y repasarían las principales funciones que
les corresponde realizar en la audiencia de prepara-
ción del juicio.

2) Segundo segmento (una hora y media)

Luego se realizarían las audiencias de prepara-
ción del juicio. Con el mismo esquema del trabajo de
los días anteriores, cada sala de audiencia conocería
de dos audiencias de preparación, esto es, de los dos
casos en que se hubiera presentado la acusación fis-
cal. Luego de que las partes hubieran hecho sus pre-
sentaciones, el juez debería elaborar un auto de aper-
tura del juicio oral que debería ser distribuido en el
transcurso de la tarde a efectos de poder ocuparlo para
la realización del juicio oral a la mañana siguiente. A
continuación, cada grupo evaluaría las actuaciones
durante la simulación de la audiencia de preparación.
Los temas más importantes en atención a esta audien-
cia son los siguientes:

- Ejercicio de la defensa: corrección de vicios
formales de la acusación susceptibles de ser corregi-
dos, excepciones de previo y especial pronunciamien-
to, defensas de fondo.

- Petición de pruebas de las partes: análisis de
pertinencia y legalidad.

- Problemas de producción de la prueba.
- Convenciones probatorias.
- Auto de apertura del juicio oral.

3) Tercer segmento (tarde completa, tres a cua-
tro horas de trabajo)

Una vez que se cuenta con los dos autos de
apertura del juicio, se le comunica a cada grupo cuál
de los dos casos irá a juicio oral al día siguiente. Por
razones de tiempo principalmente, se decidió hacer
pequeños ajustes en cuanto a los autos de apertura del
juicio, ya que por la cantidad de testigos o peritos que
podrían presentarse en el juicio, éste se hacía imprac-
ticable. Por esta razón se optó por imponer ciertas
convenciones probatorias que asumían los conteni-
dos de ciertos testimonios y peritajes.

El trabajo del resto del día para fiscales y defen-
sores consiste, entonces, en preparar las actuaciones del
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juicio oral. Todo el grupo debe participar en la prepara-
ción del juicio, pero solamente dos fiscales y dos defen-
sores participarán en la simulación, ya que de otra ma-
nera el trabajo resulta muy engorroso y lo importante
en esta oportunidad era lograr traspasar una imagen clara
acerca de cómo debe llevarse adelante el juicio. De la
misma forma que la simulación de todas las audiencias
anteriores, se llevarían adelante tres o cuatro juicios pa-
ralelos (uno en cada sala de audiencia). Mientras fisca-
les y defensores preparan sus actuaciones, los jueces,
especialmente los jueces de juicio oral, quienes deberán
participar en las audiencias al día siguiente, trabajan con
monitores sobre los temas fundamentales del juicio,
como por ejemplo reglas del debate, reglas de prueba y
exigencias de fundamentación de la sentencia.

Los roles de testigos y peritos son realizados
por los fiscales y defensores que no quedan con fun-
ciones de litigación asignadas.

2.4.4.- Quinto día de trabajo:

En el último día se realiza en la mañana la
simulación de un juicio oral ante cada tribunal de
juicio oral. Este juicio demora entre dos y tres horas,
en atención a la cantidad de prueba que se introduce
en él. Al término del juicio es discutido por los parti-
cipantes de cada sala de audiencia y un monitor, el
modo en que éste se ha desarrollado y las diversas
opciones que se han tomado en cuanto a la forma de
conducir el juicio con el fin de llegar a acuerdos bási-
cos sobre la realización del mismo. Los principales
temas que fueron abordados en la discusión son los
siguientes:

-Formulación y resolución de incidentes.
-Presentación de prueba documental y otros

objetos.
-Declaración del imputado o el ejercicio del

derecho a no declarar.
-Intervención de los  jueces en los

interrogatorios.
-Contenido del fallo y su fundamentación.

Una vez finalizado el juicio y los comentarios,
el programa termina con un almuerzo de camarade-
ría entre los jueces, fiscales, defensores y docentes.

V. ConclusionesV. ConclusionesV. ConclusionesV. ConclusionesV. Conclusiones

Como activos intervinientes en el programa
descrito, nos ha parecido que los resultados de su eje-
cución han sido razonablemente exitosos, lo que apa-
rece corroborado, tanto por las opiniones de los asis-
tentes, como de las instituciones involucradas. Por otra
parte, la información que disponemos acerca del fun-
cionamiento del sistema en sus primeras semanas, nos
indica que el modelo de actuación que intentó fijar la
capacitación insterinstitucional a los distintos acto-
res ha sido seguido por ellos, permitiendo funcionar
así al nuevo sistema sin mayores problemas hasta el
momento.

A partir de esta perspectiva creemos que es
posible exponer algunas experiencias que resultan del
trabajo realizado y que, según creemos, vale la pena
considerar para el desarrollo de futuros programas del
mismo tipo:

1) Creemos que uno de los principales
aciertos del programa consistió en mantener limita-
dos los objetivos del mismo, concentrando la capaci-
tación en los pasos más elementales de la tramitación
de casos sencillos. En muchos momentos se planteó
la tentación de pretender extender la capacitación a
muchas actividades diferentes,  involucrando más ac-
tores e introduciendo casos más complejos que ofre-
cieran más variaciones de problemas. La experiencia
mostró que ejercitar las actividades elementales en su
versión más sencilla ya representa desafíos importan-
tes para los actores. Además, fijar imágenes claras so-
bre actuaciones sencillas les permite a ellos mismos
manejar la complejidad más adelante.



2) Un problema general de la formación de
nuestros abogados con el que es necesario contar, es
la tendencia a la abstracción en el análisis y en la argu-
mentación, por lo tanto, para lograr un buen desem-
peño es necesario enfatizar permanentemente el abor-
dar los casos de manera concreta, argumentando siem-
pre sobre los hechos y los antecedentes conocidos,
para lo cual, a su vez, es necesario descomponer el
análisis mostrando todas sus fases con claridad.

3) Creemos que el programa cumple una
función muy necesaria de “ensayo general” que per-
mite bajar en algo el nivel de stress de las primeras
actuaciones, que era muy alto en los casos en que nos
tocó participar. Además, se genera un espacio donde
se pueden cometer errores con bajo costo, tanto para
los participantes como para el sistema.

4) Es necesar io que los profesores y
monitores mantengan una actitud muy consistente
destinada a procurar que las críticas rescaten siempre
aspectos positivos y sean estimulantes, es decir,  mo-
tiven a mejorar y no resulten aplastantes. También
pensamos que las críticas deben centrarse siempre sólo
en algunos aspectos que se pueden mejorar, ya que el
criticar a todos y cada uno de los problemas, puede
dificultar su asimilación por quienes la reciben. En
nuestro caso, dada la separación institucional de los
diversos actores, fue necesario evitar las críticas
personalizadas para mantener un cierto respeto por
la autonomía de cada uno de los cuerpos.

5) Un problema difícil de resolver resultó
ser el de la necesidad de equilibrar el volumen de tra-
bajo para todos los participantes, lo cual se agravó
por la disparidad de la capacitación previa que las
diversas instituciones habían desarrollado. En espe-

cial en el caso de los jueces, éstos tuvieron una menor
actividad que debió ser complementada con activida-
des de reforzamiento de aspectos que habían sido vis-
tos por ellos con anterioridad.

6) La tensión de los diversos actores al ver-
se por primera vez expuestos a cumplir los nuevos
roles frente a sus colegas fue muy intensa, para mane-
jar esa tensión es positivo contar con algunas instan-
cias de encuentro informal, que ojalá permitan el co-
nocimiento mutuo y la creación de un cierto sentido
de comunidad profesional con objetivos comunes. En
ese sentido, en una de las capacitaciones tuvimos opor-
tunidad de tener almuerzos comunes que permitieron
generar ese sentimiento, colaborando a limar de esta
forma las tensiones.

7)  Pensamos que el definir con mucha cla-
ridad la adversarialidad de los procedimientos y la
creación de un espíritu competitivo entre los diversos
roles contribuyó mucho a mejorar las participaciones
individuales y generó una enorme motivación para
que los participantes dieran lo mejor de sí en cada
caso.

8) Resulta muy importante la existencia de
liderazgos al interior de los diversos grupos de traba-
jo. Además de los monitores, se requiere que en los
g r upos exis ta  a lguna manifestac ión de apoyo
institucional que presione a un buen desempeño pero
que a la vez lo facilite y premie. En general, la existen-
cia o no de este liderazgo fue una de las condicionantes
del buen desempeño y sobre todo del mejoramiento
en el desempeño. a
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La profesión jurídica nutre diversos oficios,
 que no siempre se reconocen entre sí como

provenientes de un adiestramiento común o de una
misma carrera profesional. El ejercicio de la judicatura
en distintos niveles, las funciones de fiscal, el ejercicio
privado de la abogacía -ya sea como profesional inde-
pendiente o integrado a la estructura empresarial–, los
defensores públicos, el asesoramiento a entidades ofi-
ciales, los funcionarios públicos de los ministerios o
los asesores parlamentarios, la enseñanza del derecho o
la investigación jurídica, son sólo diferentes formas de
ser abogado, aunque hoy aparezcan como actividades
que no se relacionan mucho entre sí, como producto
del fraccionamiento de la profesión jurídica.

Esta fragmentación produce una notable inco-
municación entre estos distintos oficios, generando
incomprensión acerca de las distintas funciones del
derecho. Además, la enseñanza universitaria no dis-
tingue entre los distintos oficios que deberá desempe-
ñar en el futuro el estudiante y con ello ayuda a la
incomprensión y a la incomunicación.

Por otra parte, al interior de las instituciones
judiciales se produce el mismo fenómeno pero de un
modo inverso. No se diferencian de un modo claro

los distintos oficios y todos ellos quedan englobados
en una misma “carrera judicial”. De este modo, quien
actúa como secretario de un tribunal, como fiscal,
defensor de oficio –e, incluso, quienes cumplen fun-
ciones de administración en los tribunales– entien-
den que su actual oficio es sólo un paso para acceder
a otro dentro de la judicatura, ya que ésta se encuen-
tra, finalmente, en las escalas superiores del prestigio
y la remuneración. De este modo, ya por la fragmen-
tación o por la uniformidad de la carrera judicial, la
profesión jurídica tiene una indeterminación inicial
que genera efectos importantes tanto sobre la visión
del sistema judicial, como sobre el papel que se le exi-
ge a cada uno de esos oficios y sobre la cultura domi-
nante dentro de las organizaciones. A la vez, su reflejo
sobre la enseñanza universitaria provoca una desorien-
tación inicial en el joven profesional que lo lleva a
asumir con mayor rapidez y ansiedad las rutinas y los
roles predeterminados por las propias instituciones.

Esta realidad básica –todavía muy poco estu-
diada– debe ser  mencionada, ya  que es  un
condicionante básico de los perfiles, las herramientas
y las actitudes de los hombres y mujeres del sistema
judicial. Generalmente ellos han tenido que comple-
tar la formación que les requiere el oficio de un modo



autodidacta y esforzado, nutriéndose de las reglas que
impone la organización desde su propia cultura, sin
dirección ni ayuda. Este factor inicial de indetermi-
nación tendrá una gran influencia sobre la posterior
selección de los recursos humanos, el diseño de nue-
vas formas de capacitación, las actitudes de los opera-
dores judiciales frente a ellos, la repercusión de las
reformas judiciales en los otros oficios “no judicia-
les”, etc. No obstante, poco se ha tomado en cuenta
esta base estructural de la profesión jurídica, y cabría
preguntarse si ello no ha sido una de las causas de las
enormes dificultades que la reforma judicial ha en-
contrado en este campo específico.

La adaptación al sistema judicial.La adaptación al sistema judicial.La adaptación al sistema judicial.La adaptación al sistema judicial.La adaptación al sistema judicial.

Como ya hemos señalado, esto influye en la
actitud básica de quien debe ingresar a un oficio di-
rectamente vinculado al funcionamiento de las insti-
tuciones judiciales. Generalmente, el ingresante está
más que dispuesto a tirar por la borda todo lo que
pudo haber aprendido –mal o bien– dentro de las es-
cuelas de Derecho para absorber lo más pronto posi-
ble las rutinas, los trámites y los “secretos” de la orga-
nización a la que ingresó. El intuye –no sin razón–
que su estabilidad laboral y su éxito dependerán mu-
cho más de ese conocimiento y de su capacidad de
adaptarse a él y admitirlo como la cultura oficial.

Una de las razones más fuertes de la resistencia
de los sistemas judiciales al proceso de reforma judi-
cial proviene de esta circunstancia. Un conjunto de
elementos tales como las formas de evaluación, los
compromisos adquiridos al ingresar al sistema, la fuer-
te estandarización de las formas de trabajo, la sobre-
carga endémica de trabajo, etc., coadyuvan para que
el reclamo de adaptación del sistema sobre el ingresante
sea muy fuerte. Esta estructura asegura no sólo una
permanente reproducción de las reglas informales de

funcionamiento de todo el sistema sino una cuota
importante de adhesión interna, que sólo en los últi-
mos tiempos comenzó a resquebrajarse, en gran me-
dida por los reclamos externos de la reforma judicial.

De este modo, se produce una segunda degra-
dación de la formación jurídica, que profundiza, a
veces irremediablemente, los defectos iniciales de la
formación del abogado. Tradicionalmente, en las es-
cuelas de leyes ya se ha producido una primera de-
gradación de la formación jurídica, ya que la ense-
ñanza del Derecho ha quedado convertida en la trans-
misión de la práctica forense. Esto se ve agravado por
el hecho de que tal conocimiento no se presenta como
un saber artesanal o práctico sino como un discurso
científico, aunque no pueda ocultar sus evidentes con-
notaciones morales o políticas. Un punto importante
dentro de ese tipo de formación jurídica es el adies-
tramiento, formal o informal, de los modos de adap-
tación al sistema judicial (como “ganar” un caso), con
el mandato implícito de hacerlo.

El abogado que defiende intereses particulares
no tiene por qué sacrificarlos por su actitud “crítica”
frente al sistema judicial, pero la indeterminación de
la formación jurídica convierte esto en un patrón de
todos los oficios jurídicos, que no tienen razón para
seguir esa regla. El mandato de adaptación que intro-
duce la enseñanza universitaria cumple una función
importante en las actitudes que se desarrollarán a lo
largo de la carrera profesional.

De este modo se completa el círculo: la frag-
mentación-uniformidad de los oficios jurídicos –es
decir, su indeterminación– genera inseguridad y la
necesidad de aprender el oficio prácticamente sin to-
mar en cuenta la enseñanza previa, obligando al rá-
pido e intenso aprendizaje de aquello que asegure
una inserción no traumática en las instituciones ju-
diciales, a costa inclusive de la formación jurídica.
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El mandato implícito de adaptación escondido tras
el predominio cultural de la práctica forense prepa-
ra al ingresante para una inserción de ese tipo. Inde-
terminación-inseguridad y adaptación-sumisión son
los binomios que encuadran gran parte del desarro-
llo profesional. Frente a ello la pregunta sobre qué
derecho enseñar y para qué enseñarlo sigue siendo
un tema pendiente de la reforma judicial.

Rigidez  y  cr istal ización de laRigidez  y  cr istal ización de laRigidez  y  cr istal ización de laRigidez  y  cr istal ización de laRigidez  y  cr istal ización de la
formación:  la  t radic ional  ausenc iaformación:  la  t radic ional  ausenc iaformación:  la  t radic ional  ausenc iaformación:  la  t radic ional  ausenc iaformación:  la  t radic ional  ausenc ia
de la  capac i tac ión.de la  capac i tac ión.de la  capac i tac ión.de la  capac i tac ión.de la  capac i tac ión.

La situación reseñada se ve agravada por el he-
cho de que no ha podido romper con la idea domi-
nante en el interior de las organizaciones acerca de
los conocimientos necesarios para llevar adelante los
distintos oficios jurídicos o judiciales. Al contrario,
la proyección de las necesidades ya señaladas convier-
te el juego de indeterminación-adaptación en toda una
cultura dominante que sabe, con absoluta claridad,
qué es lo que se necesita para ser un buen juez, un
buen fiscal o un buen defensor.

La cristalización de la dinámica de adaptación
y su conversión en un saber que se transmite de gene-
ración en generación, le otorgan una rigidez muy gran-
de a todo el sistema judicial.

En una primera etapa, que todavía se extiende
en algunos países, ello se manifestó no sólo en la au-
sencia de un programa de capacitación sistemático sino
en la convicción de que ello no era necesario, ya que
el saber de adaptación se encontraba en la misma ru-
tina del trabajo. Asimismo, los criterios de selección y
nombramiento, así como las reglas de ascenso en las
distintas carrera, estaban totalmente imbuidos de esta
filosofía, de modo que el peor estigma para el ingreso
o el ascenso ha sido, en muchas ocasiones, el hecho
de no manejar bien el despacho o los trámites.

Afortunadamente, poco a poco, este conjun-
to de ideas (que conforman una de las estructuras
de la ideología judicial) se han ido debilitando.
Pero ello no significa que hayan perdido toda su
fuerza e influencia. Al contrario, comienza a re-
aparecer en dos instituciones, cuyo destino es aún

incierto en el marco del proceso de reforma. Nos
referimos a las escuelas judiciales y a los Consejos
de la Magistratura o Jadicatura.

Los Consejos de la JudicaturaLos Consejos de la JudicaturaLos Consejos de la JudicaturaLos Consejos de la JudicaturaLos Consejos de la Judicatura
 o Magistratura. o Magistratura. o Magistratura. o Magistratura. o Magistratura.

Nadie niega ya que las distintas instituciones
judiciales deben tener un sistema permanente y con-
sistente de formación y capacitación. Sin embargo, el
consenso que existe y la sencillez de esa idea no han
rendido todavía sus frutos. Sin duda han existido y
existen muchas circunstancias que han contribuido a
esta debilidad inexplicable de las escuelas judiciales:
falta de presupuesto, falta de profesores o de libros,
etc. Sin embargo, creemos que uno de los factores prin-
cipales es que todavía se descree, en un nivel profun-
do, que sea necesario algún otro tipo de capacitación
que no sea el conocer los trámites y las rutinas de los
despachos. La persistencia de la falta de políticas de
control de la sobrecarga de trabajo, que hacen que el
esfuerzo de capacitación sea una carga extra, no siem-
pre reconocida por otros sectores del sistema judicial,
ha contribuido también a la falta de consolidación de
la idea de capacitación.

Por tal razón, los planes de capacitación sue-
len quedar atrapados en la ratificación de la cultura
interna o en la enseñanza de un saber “externo” que
podrá ser apreciado pero es considerado un lujo que
el sistema judicial, por sus urgencias, no está en con-
diciones de asumir. No está claro aún, inclusive, si
ello no tiene una gran influencia en las formas
organizativas que se proponen. Por ejemplo: las for-
mas autogestionarias de la capacitación no sólo sir-
ven para aprovechar los recursos de las propias insti-
tuciones judiciales, sino como un sistema de capaci-
tación integral en distintos niveles. Pero también se
convierten en fórmulas absolutas de preeminencia
de la cultura interna. Lo mismo ocurre con los plan-
teles permanentes de profesores, o los modelos de
administración. Son pocas, en realidad, las experien-
cias de sistemas de capacitación estructurados sobre
tramas abiertas (vgr. Chile).  Las dificultades  pro-
pias  de la  formación en épocas  de t rans ic ión
organizacional, la falta de una evaluación compleja
de este problema, el excesivo énfasis en la discusión



de modelos (basados en la primacía de algún instru-
mento –cuando, en realidad, se deben utilizar todos
e integrarlos de un modo armónico–), la utilización
del problema de la falta de capacitación para escon-
der actitudes reaccionarias al cambio y, en especial,
la ausencia de un debate profundo sobre la función
de las escuelas judiciales, que supere lo obvio o ya
aceptado, es uno de los modos como reaparece la
vieja idea de los sistemas judiciales: “no hace falta
profundizar la formación, la capacitación es un lujo
insostenible en estas épocas, todo funcionaría mejor
si cada uno supiera hacer bien la parte del trámite
que le corresponde”.

Algo similar ocurre con los Consejos de la Ju-
dicatura en cuanto ellos funcionan como institucio-
nes de selección y nombramiento. Pensadas como un
mecanismo que permitiría superar los principales vi-
cios del nombramiento y selección de los operadores
judiciales han ido demostrando que ellos no sólo no
son inmunes a esos vicios sino que los adoptan con
llamativa facilidad. La adopción acrítica del perfil tra-
dicional de esos operadores, la rápida incorporación
de la idea de que las instituciones judiciales requieren
gente que “conozca” el oficio, más cierto rechazo a la
apertura de las carreras institucionales, abren un inte-
rrogante acerca de su función en el proceso de refor-
ma judicial, que requiere sin duda una profunda re-
novación de los planteles judiciales o una fuerte polí-
tica de capacitación sobre bases nuevas.

No se puede desconocer, sin embargo, que
también existen experiencias del trabajo de estos
consejos, que han producido una renovación im-
portante de los antiguos operadores, que han lla-
mado la atención sobre la deficiencia de la forma-
ción (y la han tenido en cuenta en sus nombramien-
tos) o han producido impacto en las necesidades de
capacitación al reclamar requisitos de formación
más estrictos. El debate sobre el funcionamiento de
estos Consejos en el proceso de selección está aún
abierto, pero será necesario esperar para analizar si
los nuevos planteles profesionales nombrados con
estos mecanismos realmente producen un cambio
cualitativo en el perfil profesional y en el servicio
que se presta al ciudadano.

Los empleados del sistema judicial: laLos empleados del sistema judicial: laLos empleados del sistema judicial: laLos empleados del sistema judicial: laLos empleados del sistema judicial: la
delegación de funciones y la distorsióndelegación de funciones y la distorsióndelegación de funciones y la distorsióndelegación de funciones y la distorsióndelegación de funciones y la distorsión
del oficio judicial.del oficio judicial.del oficio judicial.del oficio judicial.del oficio judicial.

Sin embargo, existe otro fenómeno básico que
se debe analizar si no se quiere que la discusión sobre
los recursos humanos en el sistema judicial tenga una
alta cuota de artificialidad. Se trata de la delegación
de funciones en empleados subalternos, entendiendo
por éste el desempeño de tareas que, por ley, son
indelegables o forman parte del núcleo central del ofi-
cio de que se trate, por parte de empleados adminis-
trativos que realizan esta tarea con mayor o menor
autonomía. Se ha pretendido siempre ocultar este tema
o considerar que se trata de una necesidad del sistema
judicial de equilibrar el trabajo ante una demanda  que
no tiene control y que, si no se utilizara el mecanis-
mo de la delegación de funciones llevaría a las insti-
tuciones a una crisis sin solución. Sin duda
ello es así, pero no debe ser aceptado ya
que se trata de uno de los principa-
les y peores síntomas de las defi-
ciencias del sistema judicial.

Esta delegación de
funciones adquiere en algunos países caracte-
rísticas dramáticas. Por ejemplo: empleados
administrativos se hacen cargo de los princi-
pales actos de instrucción de las causas pena-
les, toman decisiones importante vinculadas
con la libertad de las personas, son apenas
controladas por los jueces, preparan proyec-
tos de sentencias que esos mismos jueces no tienen
tiempo de revisar, seleccionan las actas que los jueces
leerán para tomar sus decisiones, asisten casi con ex-
clusividad a las audiencias de testigos o declaraciones
de imputados o de las partes, realizan audiencias de
conciliación y otras muchas prácticas de similar im-
portancia que varían según las características de cada
uno de los sistemas procesales. Esta delegación de fun-
ciones se realiza en todos los niveles. Incluso en mu-
chos Tribunales Superiores existe un elevado nivel de
delegación hasta el punto que casos que tardaron años
en llegar a esa máxima instancia de resolución y que
buscan una decisión que muchas veces compromete
interpretaciones judiciales, se fallan sobre la base ex-
clusiva de “anteproyectos” realizados por una legión
de relatores, asistentes, etc.
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No es posible seguir analizando el problema
de los recursos humanos en el sistema judicial sin
considerar la delegación de funciones como un pro-
blema central. En primer lugar, porque una distor-
sión tan básica afecta a la totalidad del funcionamiento
de cada una de las  org anizaciones y  también
distorsiona profundamente el sistema de necesidades
de capacitación. En segundo lugar, porque produce
un dilema que se ha planteado en numerosas ocasio-
nes: si se capacita a los funcionarios en sus tareas es-
pecíficas, en lugar de las distorsionadas por la delega-
ción de funciones y, al mismo tiempo, no se modifica
el entorno organizacional o el sistema procesal, se au-
menta la disfunción del sistema en su conjunto, por
lo que la capacitación no podría ser evaluada desde el
punto de vista de mejoramiento de la eficiencia. Es
decir, se revierte el proceso de adaptación, lo que es
deseable desde el punto de vista de la reforma judi-
cial, pero se debe asumir que en el corto plazo puede
aumentar la disfunción del sistema, salvo que este
cambio vaya íntimamente ligado a otros procesos de
transformación. Por el contrario, si se asume como
una constante la delegación de funciones y la distor-
sión de los roles internos, entonces esa capacitación
no estaría ayudando al proceso de cambio. La búsque-
da de un equilibrio en el marco de este problema ha
sido más bien una aspiración que una realidad que
produjera una metodología específica.

Por otra parte, se produce otra distorsión en
sentido inverso. La delegación de funciones ha sido
uno de los principales obstáculos para la creación de
una verdadera carrera administrativa dentro de las prin-
cipales instituciones judiciales, carrera que permita una
genuina especialización y tecnificación de los auxilia-
res de los tribunales. Ya sea porque no existe la especi-
ficidad de ese conocimiento (diluido en la amplia gama
de habilidades que debe tener un empleado judicial
que van desde “coser” un expediente a redactar una
sentencia) o porque el empleado judicial tiene mayor
interés en prepararse para cargos judiciales futuros que
en desarrollar una carrera puramente administrativa.

De este modo, muchos programas de capacitación
han fluctuado entre hacer de los empleados pequeños
jueces, o especializarlos en las tareas propias de un auxi-
lio administrativo. Tampoco en este aspecto se ha encon-
trado un punto de equilibrio que permita avanzar en la

transición hacia nuevos sistemas judiciales. Incluso el pro-
blema de la carrera administrativa dentro de los sistemas
judiciales no ha adquirido todavía un lugar relevante en
los procesos de reforma judicial, pese a que ha sido seña-
lada como uno de los problemas existentes.

Compromiso en la función judicial: laCompromiso en la función judicial: laCompromiso en la función judicial: laCompromiso en la función judicial: laCompromiso en la función judicial: la
idea de servicio al ciudadano.idea de servicio al ciudadano.idea de servicio al ciudadano.idea de servicio al ciudadano.idea de servicio al ciudadano.

Para completar un conjunto de elementos que
nos permitan considerar el tema del sistema judicial
en un contexto más amplio, es necesario agregar dos
dimensiones más: la primera va del interior hacia el
exterior del sistema judicial y tiene que ver con el trato
al ciudadano. La segunda es la inversa, es decir, la mi-
rada externa sobre los operadores del sistema judicial.

Una crítica que se repite a menudo y ha for-
mado parte de los diagnósticos, que en el contexto
de la reforma judicial se han hecho sobre el compo-
nente humano, señala que no existe una considera-
ción adecuada dentro del sistema judicial del trato
al simple ciudadano, ni un compromiso claro con
la idea de que la administración de justicia es un
servicio para él.

Esta actitud general se expresa en acciones
concretas. Por ejemplo, el trato que se le da al tes-
tigo dentro de las instituciones judiciales. Existe
una práctica bastante arraigada de tratar de un
modo descuidado –y, a veces, hasta irrespetuoso–
a quien concurre a los tribunales a prestar el auxi-
lio de brindar información. Ya sea porque se con-
sidera que el testigo le presta un “servicio” a una
de las partes, o por la prepotencia con que mu-
chas veces se llevan adelante las investigaciones pe-
nales, lo cierto es que se lo hace concurrir varias
veces sin motivo, se lo hace esperar, se toma su
declaración haciéndole sentir que está bajo sospe-
cha, jamás se agradecen sus servicios, rara vez se
compensan sus gastos y nunca se lo comunica el
resultado del pleito al que ayudó a definir. Esto se
repite con las víctimas o con los jurados en aqué-
llos países donde existen, y mucho más aún con
las personas que simplemente necesitan averiguar
algo o realizar alguna gestión.
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Todo ello es indicativo de una visión muy
particular al interior del sistema judicial, marcada por
la despersonalización y la pérdida del sentido de las
funciones judiciales. La falta de inmediación en los
procesos, el carácter sacramental de las actas y los ex-
pedientes ayudan, además, a que la idea de prestar un
servicio concreto a las personas y respetar a los
litigantes como los actores privilegiados del sistema
judicial, no formen parte de la conciencia corriente
de los operadores judiciales.

Asimismo, la ausencia de un compromiso con
la idea del servicio judicial refuerza el carácter ego-
céntrico de las instituciones judiciales y contribuye
aún más a la rigidez de sus prácticas y costumbres.
Incluso la arquitectura judicial refleja este proceso de
deshumanización ya que el es-
pacio se organiza más desde la
lógica del traslado de expedien-
tes que desde la posibilidad del
encuentro humano.

En consecuencia –y, por
supuesto, con un grado de ge-
neralización que no podemos
eludir– el ambiente de los siste-
mas judic ia les  es
deshumanizado. Desde el desa-
rrollo de los programas de capa-
citación también se ha debatido
poco sobre todos los procesos de
deshumanización insertos en las
organizaciones judiciales y su in-
fluencia sobre los perfiles de los
hombres y mujeres que trabajan
en ellos. Más bien, se ha pretendido encarar este tema
desde la ética, sin considerar los innumerables facto-
res, aparentemente menores pero de gran influencia,
que for ta lecen este  proceso. Un contexto
deshumanizado es, pues, una de las características
centrales del medio ambiente en el que se desenvuel-
ven los planes de formación y el desarrollo de la carre-
ra profesional. La influencia de estos factores, tanto
sobre cada una de las personas como sobre los proce-
sos de cambio, todavía no ha sido estudiada con pro-
fundidad, desde un instrumental más rico que las
apelaciones morales o la expresión de finalidades va-
gas o reclamos generales.

Prestigio y desprestigio de la funciónPrestigio y desprestigio de la funciónPrestigio y desprestigio de la funciónPrestigio y desprestigio de la funciónPrestigio y desprestigio de la función
judicial. La mirada externa.judicial. La mirada externa.judicial. La mirada externa.judicial. La mirada externa.judicial. La mirada externa.

El reflejo de esta actitud interna, más o menos
generalizada, es el modo como se estigmatiza a los
funcionarios del sistema judicial desde el “exterior”
de ese sistema. Si la identidad se construye tanto des-
de la autopercepción como desde la señalización ex-
terna, el problema de la identidad y el perfil de los
nuevos operadores judiciales está marcado también
por la rigidez de esa consideración externa. Por una
parte, la figura del juez ha sido y sigue siendo uno de
los arquetipos en las tradiciones morales y por ello
conserva un valor, mezcla de respeto, miedo y senti-
do de lo sacro. Por la otra, la memoria y la constata-
ción casi cotidiana de muchos de los defectos del sis-

tema judicial generan una imagen
de insensibilidad, crueldad y co-
rrupción que también se ha con-
vertido en un patrón fuerte de
nuestra cultura, incluso a través de
su utilización recurrente como per-
sonaje literario o cinematográfico.
La indeterminación de los oficios
jurídicos ayuda a que este patrón
–de un modo u otro, siempre rígi-
do– se difunda hacia otros secto-
res de la profesión jurídica. Si le
agregamos a ello, las miradas (tam-
bién complejas) del abogado parti-
cular, podemos concluir que los
operadores del sistema judicial de-
ben enfrentarse a un proceso de
estigmatización fuerte y arraigado
que, sin duda, dificulta su inserción

en procesos de cambio.

El hecho de que estos patrones externos no sólo
provengan del presente sino que estén influidos por ele-
mentos culturales de larga data, hace que no sea fácil en-
frentarse a ellos porque su modificación no tiene una re-
lación inmediata (ni lógica ni temporal) con la modifica-
ción concreta de actitudes y formas de trabajo. Esto se ha
constituido en un factor de desaliento de no poca impor-
tancia, que dificulta el protagonismo de los operadores
del sistema judicial en el proceso de cambio. Esta circuns-
tancia se ha visto agravada por la creciente preocupación
de los medios masivos de comunicación por el sistema
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judicial y la mayor difusión de juicios públicos que
permite –afortunadamente– conocer el desempeño
de muchos funcionarios judiciales. Sin embargo, la
imagen que pueda trasmitir por esos medios un fun-
cionario judicial, en especial cuando ella es negati-
va, se extiende con una rapidez y fuerza antes des-
conocida. De este modo asistimos a un refuerzo del
factor de desaliento que influye de un modo deter-
minante en la actitud de muchos operadores judi-
ciales hacia la redefinición de sus propios perfiles o
los empuja irremediablemente hacia el interior del
sistema judicial, cuya cultura endogámica les ofrece
refugio y comprensión, agravando uno de los ele-
mentos más nocivos del sistema judicial (la cultura
del secreto) y ahondando la incomunicación con el
resto de la sociedad.

Todos los factores señalados, que buscan sen-
tar las bases de una comprensión más compleja del
conjunto de problemas que el proceso de reforma ju-
dicial plantea respecto de los recursos humanos, mues-
tran a nuestro juicio que poco se ha avanzado en una
nueva comprensión de este tema. Al contrario, la ma-
yoría de las acciones que se desarrollan en este campo
siguen atrapadas en visiones reduccionistas, aparente-
mente más “pragmáticas”, pero ineficaces para inte-
grar esta dimensión en el conjunto del proceso de trans-
formación o para hacer de la misma un factor de cam-
bio con mayor impacto que el observado hasta el
momento.

La carrera judicial: clientelismoLa carrera judicial: clientelismoLa carrera judicial: clientelismoLa carrera judicial: clientelismoLa carrera judicial: clientelismo
político e inestabilidad.político e inestabilidad.político e inestabilidad.político e inestabilidad.político e inestabilidad.

El marco de referencia desarrollado puede ser
sintetizado del modo siguiente: la indeterminación de
la formación profesional, genera un grado de inseguri-
dad, producto de la incertidumbre que provoca en el
ingresante un grado de vulnerabilidad, ya que debe
aprender las reglas del oficio con muy poco apoyo en
su aprendizaje anterior. Sin embargo, esa formación
anterior, bajo el predominio de la práctica forense sí
introduce un fuerte aunque implícito, mandato de adap-
tación que en el contexto del tipo dominante de orga-
nización de las instituciones judiciales, se convierte en
una rápida sumisión a la cultura organizacional. Por

otra parte,  la rigidez de las imágenes interna y
externa, sumada a una práctica generalmente in-
sensible y distorsionada, terminan por conformar
un cuadro de deshumanización del operador ju-
dicial, que encuentra grandes dificultades para mo-
dificar sus roles y para insertarse en los progra-
mas de reforma judicial. Esta plataforma no ha
sido tomada en cuenta en los programas de capa-
citación, no sólo por falta de profundidad en el
diseño y en el debate sino por la pervivencia de
esa misma cultura organizacional que arrastra a
sus integrantes a un aprendizaje de la mano del
desarrollo mismo de las rutinas y los trámites. Las
condiciones adversas de trabajo y la falta de in-
versión en este campo agravan esta situación y
llevan a que el problema de los recursos huma-
nos gire en falso o no avance lo suficiente,  en
especial respecto de las grandes expectativas que
se ponen en él.

Este marco de análisis permite introducirnos
en el problema de la “carrera judicial”. No utilizamos
aquí el término en el sentido más específico de la ca-
rrera de los jueces, ya que en muchos países ella com-
prende formalmente también a fiscales, defensores,
peritos, etc. Por lo tanto, entenderemos aquí “carrera
judic ia l”  como el  conjunto de mecanismos
institucionales relacionados con el ingreso, promoción
y control de distintos tipos de funcionarios vincula-
dos a las principales instituciones judiciales.

Por otra parte, tampoco utilizamos el concep-
to de “carrera judicial” en un sentido exclusivamente
formal. Es cierto que, en un sentido, ella significa
solamente la  exis tencia  de esos mecanismos
institucionales, pero también es cierto que en muchos
países, en los que no existe dicho funcionamiento,
los planteles de las principales instituciones judiciales
son relativamente estables.

El primer elemento que se suele poner en consi-
deración es la inestabilidad de los funcionarios judicia-
les producto de la dependencia de su nombramiento de
los sectores políticos. “El amiguismo y el clientelismo
político-senatorial han sido los elementos determina-
dos en la conformación de nuestro aparato judicial,
que ha perdido por ende su verdadera condición de
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1  Guevara, Milton Ray, “Fundación, Institucionalidad y Justicia”, Inc. “La importancia de la Justicia para la democracia y el desarrollo”, en “Hacia el mejoramiento

de la justicia”, vol. III, Santo Domingo, República Dominicana, 1996, p. 69.

servicio público, alejando a los sectores de menores in-
gresos de su campo de acción y creando la incertidum-
bre entre aquellos que pueden acceder a él.”1

Esto se agrava en aquellos países en los que
el nombramiento judicial se debe ratificar en un pe-
ríodo relativamente corto (cuatro o seis años), vin-
culando esos nombramientos de un modo más di-
recto aún al ritmo electoral. Se ha señalado que ello
es uno de los factores esenciales de la dependencia
política del sistema judicial y que por ello se debe
buscar mecanismos de nombramiento desvinculados
totalmente de esos sectores políticos.

Este fenómeno se repite sin duda en muchos
países y ha sido reconocido ampliamente como un
factor de dependencia muy visible. Sin embargo, es
necesario realizar algunas aclaraciones. En primer lu-
gar, pese a estos ritmos de nombramientos periódicos
no siempre se producen cambios muy grandes entre
las personas que ocupan esos cargos. Más bien, el fe-
nómeno que ha provocado es el del acercamiento per-
manente de sectores profesionales a los sectores polí-
ticos. Además, esta forma de clientelismo (que a veces
es muy estable) ha servido más para impedir el ingre-
so de nuevos profesionales que para dejar afuera a
quienes ya están formando parte de las instituciones.
La lógica corporativa y el carácter cerrado de las insti-
tuciones judiciales logró adaptarse a este mecanismo
de inestabilidad convirtiéndolo en un refuerzo de su
carácter excluyente.

Frente a la fuerte crítica hacia esta realidad se
buscan formas de nombramiento desvinculadas total-
mente de esos sectores políticos. Sin embargo, aquí apa-
recen nuevos y no menores problemas. En primer lu-
gar, la adopción de criterios puramente técnicos (no
políticos en sentido amplio) no siempre significa la
desaparición de la lógica corporativa. Al contrario,
puede estar al servicio de su intensificación y favorecer
aún más las políticas de exclusión de otros profesiona-
les. Por otra parte, una desvinculación tajante de los
sistemas de nombramiento vuelve a poner sobre la mesa
el problema de la legitimidad de los funcionarios judi-
ciales, que ya ni siquiera son nombrados por quienes

son representantes del pueblo (doctrinas contra-
mayoritarias). Este debate se intensifica, por un lado,
cuando el sistema político está en crisis y toda la clase
política sospechada y, por el otro, cuando se trata de
jueces de alto nivel, vinculados a interpretaciones de
tipo constitucional.

Lo cierto es que la relación entre el grave pro-
blema del clientelismo político que afecta el nombra-
miento y la independencia de los funcionarios judi-
ciales (no siempre su estabilidad, al contrario) y la
adopción de criterios “técnicos” o “neutros” de nom-
bramiento y promoción no son tan directos ni tan
claros. La relación entre los hombres y mujeres del
sistema judicial, que ejercen funciones de gobierno (a
través de sus funciones específicas) y el resto del siste-
ma político debe todavía ser explorada con mayor
profundidad y, posiblemente, cuando se vayan supe-
rando las políticas de emergencia, fuertemente influi-
das por la crisis del sistema judicial, las ideas sobre
este tema adquirirán nuevas dimensiones y una ma-
yor profundidad.

La carrera judicial: arbitrariedad yLa carrera judicial: arbitrariedad yLa carrera judicial: arbitrariedad yLa carrera judicial: arbitrariedad yLa carrera judicial: arbitrariedad y
control interno.control interno.control interno.control interno.control interno.

La fragilidad de la carrera judicial (este con-
cepto parece mucho más pertinente que el de “ines-
tabilidad”) no sólo proviene de sus defectos inicia-
les, vinculados a los modos de selección y nombra-
miento, sino que se intensifica a lo largo de su desa-
rrollo y se agrava al llegar el funcionario a las ins-
tancias superiores de las instituciones. Esto se logra
mediante dos mecanismos que muchas veces se com-
binan: uno, la presión interna que produce un con-
trol arbitrario y sin reglas claras, y otro, la presión
externa, que produce el vínculo entre los grupos de
funcionarios (tribus o familias judiciales) con secto-
res externos, generando otra fuerza de control arbi-
trario. Un funcionario judicial está generalmente
sometido a ambos tipos de arbitrariedad, sin mayor
(o ninguna) protección.
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El primer mecanismo se vincula a las for-
mas de control disciplinario y evaluación del tra-
bajo. En primer lugar es bastante común que se
pretenda realizar políticas fuertes de evaluación
sin establecer con claridad cuáles son los crite-
rios que se utilizarán. Tampoco se han desarro-
llado en general criterios de evaluación, que com-
binen las exigencias cualitativas y cuantitativas
de un modo armónico. De este modo, la evalua-
ción depende de criterios difusos (por más que
estén formalizados en leyes o reglamentos) que
se vuelven más difusos aún en manos del
evaluador.
Por último no suele quedar claro el papel que cumpli-
rán tales evaluaciones en el desarrollo de la carrera
profesional del evaluado.

El proceso de reforma judicial, urgido en mu-
chas ocasiones por las fuertes críticas a la corrupción
o a la deficiencia en la formación de los recursos hu-
manos ha recurrido con demasiada facilidad al meca-
nismo de sistemas de control altamente centralizados.
Superintendencia de los tribunales, oficinas de con-
trol interno, inspectores judiciales, etc., generalmente
con un vínculo muy fuerte con los Tribunales Supe-
riores, han intensificado este tipo de control interno,
sin cambiar sustancialmente las razones de la arbitra-
riedad. Los criterios siguen siendo difusos, las facul-
tades de esos inspectores muy amplias (llegan, inclu-
so, a servir de modos indirectos de vigilar el desarro-
llo del caso desde los tribunales superiores) y las re-
glas de actuación demasiado informales o fácilmente
sustituibles por actuaciones personales, que no respe-
tan las reglas elementales de un proceso justo (por ejem-
plo, en las actuaciones disciplinarias).

Ello no quiere decir que no deban existir meca-
nismos de control muy fuertes; pero el diseño de esos
mecanismos no se puede realizar por fuera del contex-
to general de la institución y con una visión
reduccionista o ingenua que desconoce o cierra los ojos
frente a las funciones reales que ese control puede reali-
zar. Otras veces se pretende justificarlo en algún tipo
de “despotismo ilustrado”, muchas veces alentado por
la cooperación internacional, entusiasmada con la exis-
tencia de algún funcionario bien intencionado o clara-
mente honesto que promete políticas de “depuración”

sin caer en la cuenta (o sin querer hacerlo) que
de ese modo se fortalece uno de los mecanismos
centrales de la fragilidad de la carrera judicial que,
justamente, se quiere remediar para hacerla inde-
pendiente.

La carrera judicial: las familias o tribusLa carrera judicial: las familias o tribusLa carrera judicial: las familias o tribusLa carrera judicial: las familias o tribusLa carrera judicial: las familias o tribus
judiciales.judiciales.judiciales.judiciales.judiciales.

Los jueces no sólo están sometidos a este
tipo de disciplinamiento interno sino que, para
el desar rollo de su car rera profesional, es bas-
tante común que se integren más o menos ac-
tivamente a grupos internos de las institu-
ciones que por distintas razones (ideo-
lógicas,  generac ionales,  re l ig io-
sas, amistad, etc.) se forman
y mantienen con bastan-
te duración. Se los
suele  conocer
como “fa-
mi l ias” o
“tribus” judicia-
les y tienen un con-
trol  importante en e l
nombramiento o la promo-
ción de sus propios miembros.

Estos grupos,  que aparentemente
brindan protección y ayuda a quienes los in-
tegran, representan en realidad otra forma de de-
pendencia y fragilidad. En primer lugar, porque
el los también ejercen alguna forma de control
interno, pero, antes que nada, porque tales gru-
pos mantienen vínculos con algún sector exter-
no, que puede ser político, empresarial o profe-
sional .

Estas familias o tribus judiciales suelen ser
mixtas, formadas por integrantes que ahora se en-
cuentran al interior de alguna de las instituciones
judiciales y por otros que antes lo estuvieron pero
ahora forman parte de oficinas de abogados, de
sectores profesionales dentro de algún grupo em-
presario o polít ico (muchas veces ambos) o de
otras instituciones del Estado.
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Estos grupos mixtos aprovechan deliberada-
mente esta situación. Es común, inclusive, que mu-
chas oficinas de abogados recluten deliberadamente
a miembros de estos grupos para asegurarse un
tipo de  acceso a los despachos de los funcionarios
o un tratamiento privilegiado. También se pueden
llegar a dar estructuras más complejas, donde un
mismo sector ocupa de un modo más o menos cons-
ciente o articulado espacios de diverso tipo (algu-
nos son funcionarios judiciales, otros asesores po-
líticos, otros abogados privados) generando una cir-
culación de influencia, prestigio y recursos econó-
micos que asegura la estabilidad y el crecimiento
de la tribu judicial. El temprano ingreso a estos gru-
pos, de estudiantes superiores o jóvenes gradua-
dos asegura un permanente reclutamiento y el per-
feccionamiento cualitativo del grupo.

Un funcionario independiente, que quiere de-
sarrollar su carrera sin compromisos o que quiere in-
gresar libremente a las instituciones judiciales, se en-
cuentra con obstáculos más complejos y más extendi-
dos que el simple y nefasto clientelismo político. Los
modos y formas de la dependencia de los funciona-
rios judiciales forman también una estructura com-
pleja que el proceso de reforma judicial no logró to-
davía afectar con profundidad.

La carrera judicial: otras razones deLa carrera judicial: otras razones deLa carrera judicial: otras razones deLa carrera judicial: otras razones deLa carrera judicial: otras razones de
debil idaddebilidaddebilidaddebilidaddebilidad
(discriminación, pauperización,(discriminación, pauperización,(discriminación, pauperización,(discriminación, pauperización,(discriminación, pauperización,
condiciones de trabajo, etc.).condiciones de trabajo, etc.).condiciones de trabajo, etc.).condiciones de trabajo, etc.).condiciones de trabajo, etc.).

Finalmente, un conjunto de factores, aparente-
mente menores, completan el cuadro de fragilidad al
que están sometidos la gran mayoría de los funciona-
rios judiciales. El primero de ellos surge de las pro-
pias condiciones de trabajo. La sobrecarga de trabajo
no sólo produce una grave deficiencia en el servicio,
sino que pone a los funcionarios en un alto grado de
vulnerabilidad. Ellos, por la misma presión del traba-
jo, no pueden cumplir siquiera con muchas de las
normas que regulan su labor. No pueden asistir a las
audiencias; no pueden cumplir con los plazos, aun-
que ellos sean perentorios; no pueden fundamentar
precisamente las decisiones, aunque ello las tor-
ne inválidas; y no pueden dejar de delegar sus

funciones esenciales, aunque el lo esté expresa-
mente prohibido. Prácticamente ningún funcio-
nario judicial en América Latina y el Caribe –in-
clusive los miembros de los Tribunales Superio-
res– lograría superar positivamente una evalua-
ción que tomara en cuenta el estricto cumplimien-
to de la ley. Ello genera debilidad, incertidumbre
y temor; en definitiva, dependencia.

Un segundo factor de fragilidad proviene de
las propias condiciones económicas a las que están
sometidas las instituciones judiciales. No sólo bajos
salarios sino falta de materiales elementales, carencia
absoluta de recursos para gastos extraordinarios,
etc. Esto no sólo genera problemas en el servicio
sino una cierta situación ya estructural de resig-
nación, que se manif iesta incluso en el  escaso
uso que muchas veces se hace del presupuesto
existente.  La debi l idad económica,  en especial
de los tribunales y funcionarios de inferior jerar-
quía, es también un signo evidente de la falta de
relevancia de la función, que se traslada fáci l-
mente a la figura del funcionario.

Finalmente, fuertes corrientes de discrimina-
ción dentro del sistema judicial: hacia sectores con
determinadas ideas, hacia sectores raciales (en aque-
llos países cuya población tiene un fuerte componen-
te de los pueblos indígenas) e, incluso, religioso. Es-
tos factores de discriminación están íntimamente vin-
culados a la existencia de los grupos internos, cuyo
predominio en épocas o sectores  determinados,
puede influir en las prácticas de discriminación.  Ve-
mos, pues, que si un objetivo importante del proceso
de reforma judicial es lograr que los funcionarios ju-
diciales puedan ejercer sus funciones con estabilidad,
sin presiones externas, sin asumir compromisos
espúreos, sin manifestar debilidad sino fortaleza, de
modo tal que cada uno pueda desarrollar del mejor
modo sus habilidades y conocimientos, sin estar so-
metido a preocupaciones que nada tienen que ver con
su ejercicio profesional, el camino no sólo está en sus
etapas iniciales sino que corre el riesgo de no ser reco-
rrido jamás con profundidad. Para hacerlo no basta
con declamar la importancia de la independencia ju-
dicial y la necesidad de una carrera judicial que ase-
gure los beneficios de la estabilidad y la promoción
por mérito. Hace falta asumir la estructura compleja
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y fuertemente arraigada de la dependencia y su-
misión judicial, y atacarlo con diversas acciones,
desde diversos ángulos. Pareciera, sin embargo,
que la proclamación de la importancia de este
tema no ha alcanzado aún una parigual preocu-
pación por la profundidad de las acciones. Sin
embargo, el desarrollo de ideas realizado hasta
aquí estaría muy incompleto si no se diera cuen-
ta de algunos otros fenómenos que comienzan a
influir de un modo decisivo en el problema de
los recursos humanos dentro del sistema judicial.

Mujeres en el sistema judicial:Mujeres en el sistema judicial:Mujeres en el sistema judicial:Mujeres en el sistema judicial:Mujeres en el sistema judicial:
un equilibrio creciente.un equilibrio creciente.un equilibrio creciente.un equilibrio creciente.un equilibrio creciente.

El primero de ellos tiene que ver con la modifica-
ción de la tradicional exclusión de las mujeres del siste-
ma judicial. Progresivamente se fue modificando esta
situación: primero admitiendo que las mujeres ocupa-
ran puestos de mayor importancia en áreas consideradas
de su “natural” incumbencia como son las de familia o
menores. Luego en las defensorías públicas, también por
el carácter tutelar de esa función. Sin embargo, el
protagonismo de las mujeres en todos los sectores del
sistema judicial y, en los últimos años, en puestos im-
portantes dentro de las instituciones judiciales está en
aumento. Asimismo la matrícula de las escuelas de dere-
cho muestra un crecimiento notorio de las estudiantes
mujeres. No es objeto de este punto analizar las causas
del cambio de tendencia sino reflexionar si ello produce
algún impacto dentro del problema de los recursos hu-
manos dentro del sistema judicial y su conversión hacia
nuevas prácticas, tal como pretende la reforma judicial.

Sería muy difícil analizar, sin caer en lugares
comunes, los efectos de la creciente incorporación de
las mujeres en lugares de protagonismo dentro de las
instituciones judiciales. Además, ello llevaría a gene-
ralizaciones sobre “las mujeres” que suelen ser falsas e
irritantes. Lo que aquí interesa es que esa incorpora-
ción significa la aparición dentro del sistema judicial
de un grupo nuevo y que como tal, por el hecho de
ser nuevo, tiene mayores posibilidades de incorporar
los nuevos valores y actitudes que pretende el proceso
de reforma judicial. Además de ser un grupo nuevo y
masivo en algunos sistemas judiciales, se trata de un
sector más permeable a comprender las situaciones de

vulnerabilidad, ya que él mismo se encuentra en
gran medida en una situación de ese tipo. Por lo
tanto, los factores de deshumanización pueden
tener menor influencia, sin perjuicio de que las
condiciones de indeterminación y sumisión es-
tán tan presentes en hombres como en mujeres,
ya que provienen del tipo de formación  profe-
sional .

Mas allá de algunos estudios puntuales sobre
este tema, no se ha investigado con profundidad –y,
mucho menos aún, debatido– el papel que este nue-
vo sector  puede cumplir dentro de la reconversión
de los recursos humanos del sistema judicial. A su
vez, la reforma judicial debería aprovechar en térmi-
nos estratégicos su creciente incorporación y de-
sarrollar mecanismos que mitiguen los reclamos
de adaptación hacia él .  La adopción de fórmu-
las de discriminación positiva en algunos casos
(vgr.  cupos reser vados en los tr ibunales cole-
giados) puede ser un mecanismo productivo. De
todos modos ,  lo  que s í  debe quedar  c laro  es
que, como todo sector nuevo, tiene potenciali-
dad para ser un factor favorable al cambio, pero
nada impide que asuma rápidamente los princi-
pios, valores y rutinas de la vieja organización y
les dé también un renovado impulso que con-
solide las viejas estructuras.

Rebeldía y sumisión: el movimientoRebeldía y sumisión: el movimientoRebeldía y sumisión: el movimientoRebeldía y sumisión: el movimientoRebeldía y sumisión: el movimiento
asociacionista y la carrera judicial.asociacionista y la carrera judicial.asociacionista y la carrera judicial.asociacionista y la carrera judicial.asociacionista y la carrera judicial.

Tampoco estaría completo el cuadro si no se
destacaran otras actitudes de los operadores del siste-
ma judicial, que día a día toman mayor importancia.
Se trata de aquellos funcionarios que asumen el costo
de la ruptura con muchos de los valores establecidos
por las organizaciones, y llevan adelante su trabajo
con independencia de criterio y, muchas veces, con
altas cuotas de sacrificio y valentía personal. Estos
casos no sólo deben ser destacados por su valor perso-
nal sino porque cumplen un papel importante dentro
del proceso de cambio.

Por una parte, muchas veces ellos constituyen
una muestra de que es posible realizar las tareas de un
modo diferente (vgr. cumpliendo estrictamente lasLo
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leyes fundamentales) y son un estímulo para sus
colegas,  en especial  los más jóvenes, que pue-
den entonces resistir mejor el reclamo de adap-
tación. Otras veces, sin embargo, ellos son mos-
trados o se muestran a sí mismos como una prue-
ba de que no es necesario realizar reformas pro-
fundas dentro del  s istema judicia l  ya que éste
puede funcionar de un modo diferente. Es decir,
se olvida el carácter excepcional y los costos de
una actitud de este tipo.

Generalmente, estas actitudes han sido aisla-
das o asumidas por grupos muy minoritarios dentro
de las instituciones judiciales, carentes de mayor apo-
yo. Sin embargo, ellas han nutrido formas asociativas
de jueces muy activos. El movimiento de asociación
de jueces, es decir, la formación de asociaciones pro-
fesionales que representan sus intereses y defien-
den a sus miembros, se ha ido acrecentando en
los últ imos años.  No sólo en cada uno de los
países sino a nivel regional (la Federación Lati-
noamericana de Magistrados,  por e jemplo)  y
mundial. Ello representa un cambio importante
en la estructura altamente jerarquizada de las ins-
tituciones judiciales.

No obstante estas asociaciones todavía enfren-
tan problemas. En primer lugar, ellas generan en los
algunos países cierto rechazo en los Tribunales Supe-
riores, ya que se las ve como una merma del tradicio-
nal poder de éstos frente a los jueces inferiores. Esto
se ha intensificado cuando estas organizaciones o un
sector de ellas han reclamado una mayor democrati-
zación interna del manejo de las instituciones judi-
ciales. En segundo lugar han encontrado cierta resis-
tencia entre los propios integrantes al asumir otros
temas diferentes de los estrictamente gremiales (tales
como salarios, etc.). De este modo, ven mermada su
capacidad de acción para luchar contra otras formas
de dependencia judicial, en especial cuando se trata
de formas y estructuras arraigadas. La existencia de
sectores minoritarios, pero a veces muy activos (Ma-
gistrados para la Democracia, por ejemplo) ha servi-
do para dinamizar en su conjunto al movimiento
asociacionista, que debe crecer, no obstante, en un
ambiente bastante generalizado de sumisión a las re-
glas del control interno verticalizado.

El movimiento de reforma no ha prestado sufi-
ciente atención a este fenómeno. Resulta llamati-
vo el hecho de que, si bien se proclama la im-
prescindible participación de los operadores ju-
dic ia les  en e l  proceso de cambio,  rara  vez se
apoyan las iniciat ivas de el los para mejorar su
situación concreta. No sólo estas asociaciones
suelen carecer de apoyo de parte de las propias
estructuras judiciales sino que la misma coope-
ración internacional ha prestado poca atención
al  movimiento de jueces,  mucho menos aún a
los sectores que son minoritarios pero adhieren
con mayor fuerza al proceso de cambio.

Esta falta de atención debe ser revisada porque
se pierde la oportunidad de fortalecer los canales de
participación que han surgido de la propia iniciativa.
El hecho determinante que hace que los programas de
cooperación internacional no les presten atención es
que ellos prefieren establecer vínculos fuertes con los
tribunales y autoridades superiores y no generar con-
flictos con ellos. De este modo, en lugar de fortalecer
la independencia judicial y de otros funcionarios y la
carrera judicial, se fortalece uno de los mecanismos
más fuertes de sometimiento que es el control interno
a través de la estructura verticalizada.

Los operadores del sistema judicial:Los operadores del sistema judicial:Los operadores del sistema judicial:Los operadores del sistema judicial:Los operadores del sistema judicial:
entre la parálisis y el estupor.entre la parálisis y el estupor.entre la parálisis y el estupor.entre la parálisis y el estupor.entre la parálisis y el estupor.

Este cuadro de conjunto genera una situación
compleja para los operadores del sistema judicial, que
hoy se encuentran tensionados por reclamos difíciles
de satisfacer, incongruencias en el diseño de los pla-
nes de reforma y una crisis general que los deja con
poco margen de maniobra o directamente paralizados.

Por un lado, existe un reclamo en creci-
miento,  de independencia ,  capaci tac ión técni-
ca, honestidad y dedicación al trabajo. Sin duda,
todos e l los son exig ibles  a  los funcionar ios y
jueces.  S in  embargo,  ex is te  también una muy
escasa  d i spos ic ión de  aceptar  l a s  consecuen-
cias de una actuación de este tipo por parte de
e l los .  Por  e jemplo ,  los  medios  de  comunica-
ción y, a veces,  el conjunto de la sociedad, re-
acc ionan de  un modo a i rado cuando un juez
sentenc ia  de  un  modo d iverso  de  l a  op in ión
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públ ica ,  aun cuando no exista ninguna sospe-
cha de venalidad. O se reclama que los funcio-
narios tengan mayor contacto con la sociedad
y luego se crit ica cuando tratan de hacerlo de
un modo masivo.

Por otra parte, las expectativas negativas tam-
bién han adquirido rigidez y existe poca disposición
a reconocer los cambios que se van realizando.
Así, pese a los esfuerzos que puedan hacer mu-
chos operadores del sistema judicial sienten que
no tienen forma de revertir la imagen negativa,
mucho más aún cuando un solo caso de corrup-
ción o dependencia vuelve a ratificar esa imagen
para todos ellos.

Asimismo, las contradicciones no provienen
de la sociedad sino del interior mismo de las orga-
nizaciones y sus autoridades. En muchas ocasio-
nes, por ejemplo, se les pide a los funcionarios una
participación directa en los asuntos y que rechacen
la delegación de funciones, pero no se modifican
las condiciones de sobrecarga de trabajo. O se asu-
men cambios importantes en las estructuras pro-
cesa l e s ,  pe ro  luego  no  se  hace  nada  pa ra
implementar las .

Esta contradicción está instalada en los pro-
pios programas  de cooperación y ayuda internacio-
nal  que establecen como eje prioritario la indepen-
dencia judicial pero luego excluyen a los funcionarios
de la verdadera gestión de esos programas, que quedan
instalados en el nivel de las cúpulas, quienes así ven
reforzado su poder. Lo mismo se podría decir de la
dirigencia política, que proclama la necesaria fortale-
za del sistema judicial pero luego no está dispuesta a
aceptar las consecuencias de esa fortaleza; o de los aca-
démicos, que sostienen una visión crítica sobre el sis-
tema judicial pero luego mantienen la enseñanza o las
estructuras universitarias en la misma situación ante-
rior, sin asumir la influencia de ese sector sobre el
funcionamiento de todo el sistema judicial. En fin,

¿qué camino les queda, entonces, a quienes quieren
participar del proceso de cambio o, incluso, ser acto-
res relevantes de él? ¿Qué es lo que, en realidad y
sin hipocresías, se espera de los operadores del
sistema judicial?.

Estos interrogantes han sumido a muchos fun-
cionarios y jueces en una situación de parálisis que
los convierte en espectadores no muy entusiastas del
proceso de cambio. A otros los ha llevado a una si-
tuación de estupor que, poco a poco, se puede ir con-
virtiendo en un renovado rechazo a la reforma judi-
cial, que ha tenido capacidad para desnudar sus de-
ficiencias, pero todavía no ha diseñado una adecua-
da participación de esos operadores en los proyectos
de reforma.

Todo esto no debe ser entendido como si ellos
fueran las víctimas de todo este proceso. Las víctimas
son los ciudadanos que por décadas –incluso siglos– no
han contado con un sistema judicial eficiente, que re-
suelva sus problemas más básicos. Pareciera, entonces,
que no queda otro camino que asumir estas incongruen-
cias y modificar todas aquellas en las que exista alguna
posibilidad de hacerlo. La confianza de la sociedad y la
normalización de sus expectativas, por el contrario, re-
querirá tiempo y buenos resultados del sistema judicial.
Pero no debemos olvidar que los ciudadanos siempre
han tenido buenas razones para no creer –y hoy para
dudar– respecto de sus sistemas judiciales.

Primer debate:Primer debate:Primer debate:Primer debate:Primer debate:
¿es necesaria la carrera judicial?¿es necesaria la carrera judicial?¿es necesaria la carrera judicial?¿es necesaria la carrera judicial?¿es necesaria la carrera judicial?

Sobre las bases analizadas en este  artículo nace
el primer debate sobre este tema. Si entendemos por
“carrera judicial” la creación de mecanismos que for-
talezcan la independencia, la idoneidad, la dedicación
y la honestidad de los funcionarios del sistema judi-
cial, ¿Es éste el momento de hacerlo? ¿O ello consoli-
daría las burocracias mezquinas, poco dispuestas al
cambio, con altos grados de sumisión, que aprove-
charían estos nuevos mecanismos para encerrarse nue-
vamente sobre sí mismas, sin modificar profundamen-
te su dependencia e ineficacia? ¿No es preferible, du-
rante la transición hacia nuevas estructuras judicia-
les, tener sistemas más flexibles, que preparen mejorLo
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el ingreso de nuevos funcionarios, que cambien
sustancia lmente los  plante les  y  avancen en e l
cambio de otras reglas de juego, y que debiliten
los reclamos de adaptación?

Para algunos, consolidar a los actuales plan-
teles de funcionarios del sistema judicial equiva-
le prácticamente a condenar a muerte al proceso
de reforma judicial, ya que ellos trasladarán las
viejas prácticas y r utinas a los sectores que se
hayan modificado y serán el principal factor de
recomposición del actual sistema. La carrera ju-
dicial es un objetivo a construir, pero antes es
necesario provocar un cambio importante en las
personas, incluso generacional.

Por otra parte, se sostiene que esa posibilidad
no sólo entraña graves problemas legales y constitu-
cionales sino que, en el fondo, tampoco existen en la
gran mayoría de los países muchos profesionales de
recambio. Además, al conjunto de factores de inesta-
bilidad se sumaría el de una burocracia nueva e inex-
perta (para otros esto es una virtud no de un defecto,
ya que pueden asumir con mayor libertad los nuevos
valores del sistema) lo que generaría una situa-
ción de ineficiencia prolongada inadmisible para
las expectativas a corto plazo de la sociedad. Este
debate ha inf luido de un modo muy concreto a
la hora de establecer los criterios de selección
propios de los nuevos organismos de nombra-
miento y selección de funcionarios, aunque no
se puede decir todavía que exista una tendencia
clara en alguno de los dos sentidos.

Un reflejo de este debate se da en otro tema,
que tiene mayores sustentos teóricos y se ha dado ya
en diversas circunstancias. Se trata de la conveniencia
de que los jueces sean vitalicios –es decir, conserven
su puesto mientras dure su buena conducta– o si ellos
deben tener un plazo para el ejercicio de la función.
Quienes sostienen la conveniencia del carácter vitali-
cio señalan que ése es uno de los mecanismos más
concretos para que el juez pueda ser independiente,
ya que no tiene que establecer contactos con ningún
sector. Para los contrarios, la situación es inversa: ella
consolida a jueces que ya pueden tener compromisos
y la estabilidad les permite cumplir con esos compro-
misos sin que los mecanismos de control puedan efec-

tivamente llegar a evitarlo. En una época donde
el sector profesional no se halla preparado para
el funcionamiento de los nuevos sistemas, la fal-
ta  de idoneidad puede ser una hipoteca sobre
toda una generación. Existen, sin embargo, posi-
ciones intermedias,  que proclaman un carácter
vitalicio que se adquiere luego de un tiempo (ra-
tificación del parlamento, evaluación del Conse-
jo de la Magistratura, etc.).

También ha aparecido algún debate, aunque
sin mayor intensidad, sobre la conveniencia de le-
gitimar el nombramiento de algunos funcionarios
del sistema judicial con elecciones populares. No
tanto respecto de la totalidad de ellos sino respec-
to, por ejemplo, de fiscales, o jueces de paz, o
municipales. Este debate suele quedar atrapado en
categorías generales y, por lo tanto, encuentra ar-
gumentos ya agotados sobre la conveniencia de un
sistema u otro (como sucede, por ejemplo, con los
jurados). No obstante, si se diversifica el problema
y se argumenta de un modo diferente cuando se
trata de la elección del fiscal general o de los fun-
cionarios judiciales vinculados al poder local o de
alguno de los miembros de los Consejos de la Ma-
gistratura, la discusión adquiere una nueva rique-
za. Este debate no ha sido estimulado por el proce-
so de reforma judicial, que ha puesto más énfasis
en los aspectos técnicos y éticos de las magistratu-
ras. Sin embargo, contiene una gran riqueza de ma-
tices y vuelve a introducir, sanamente, el problema
de la legitimidad de las funciones judiciales.

El papel de los operadores del sistemaEl papel de los operadores del sistemaEl papel de los operadores del sistemaEl papel de los operadores del sistemaEl papel de los operadores del sistema
judicial en los procesos de reforma.judicial en los procesos de reforma.judicial en los procesos de reforma.judicial en los procesos de reforma.judicial en los procesos de reforma.

El segundo debate, cuya importancia y límites
quedan más claros en este capítulo, se relaciona con
la importancia de la variable de los recursos humanos
en el proceso de cambio. Para algunos, ella es la prin-
cipal y determinante, ya que todos los otros cambios
serán puestos en marcha por hombres y mujeres con-
cretos, que si no modifican sus patrones de conducta,
volverán ilusorias las otras innovaciones. Por lo tan-
to, el problema y la solución es básicamente un pro-
blema de personas. Si ellas no cambian su “mentali-
dad”, entonces no habrá reforma judicial.



CAPACITACIÓN JUDICIAL

Desde otros sectores se contesta sostenien-
do que nadie desconoce la importancia de esta
dimensión, pero las personas actúan en organi-
zaciones complejas y deben cumplir reglas, ruti-
nas y adoptar valores que no son emanación de
su propia y exclusiva personalidad. El proclama-
do cambio de “mentalidad” –que es una realidad
netamente subjet iva– no se dará por una
reconversión de estilo religioso a los valores de
la reforma judicial. Lo que debe cambiar son los
modos de interacción entre los sujetos y las re-
glas que regulan o inf luyen de muchas maneras
en esa interacción.  A  s u  v ez ,  e l  con t ex to
organizacional actúa como la matriz básica de
tipo cultural que cobija todas las interacciones
personales dentro del sistema judicial .  Por ello
la  d imens ión de  los  recursos  humanos es  in-
capaz por sí  sola de producir algún cambio ya
que  re su l t a  a l t amente  depend ien te  de  pa t ro -
nes cultura les  y  organizacionales muy r íg idos,
que  mo ldean  l a  “men ta l i d ad”  en  e l  p roce so
de  adaptac ión .

Se han buscado formulas de armonización ya
que existe consenso acerca de que, de todos modos,
la actuación sobre el recurso humano es siempre re-
levante. Sin embargo, a la hora de definir estrate-
gias, que a su vez influyen de un modo directo sobre
las prioridades y sobre el uso de los recursos, este
debate reaparece en su versión más lineal. No se ha
construido todavía una fórmula de consenso que per-
mita integ rar de un modo armónico estas dos
vis iones y ,  mucho menos aún,  se han logrado
acuerdos en el plano estratégico.

La falta de resolución de este debate es otro de
los factores que contribuyen a dejar poco clara la ex-
pectativa de participación de los operadores del siste-
ma judicial en los procesos de cambio. O se espera
todo de ellos (y esto se constituye en una pesada car-
ga) o les corresponde una cuota en el cambio que na-
die ha logrado explicar con precisión. “La educación
jurídica no es todavía la adecuada.  No podemos con-
fiar en que una nueva generación de juristas y admi-
nistradores vaya a lograr oír por sí misma y milagro-
samente el cambio del sistema. Creemos que tal ex-
pectativa sería ilusa e irreal debido al nivel educativo
todavía existente. Por una parte, la sola insistencia en
la modificación de los planes curriculares universita-
rios, si no va acompañada por la modificación del
sistema de justicia, no satisface la demanda real del
perfil profesional. Si así se hiciera, los recién egresados
quedarían condenados a sufrir el divorcio entre el perfil
intelectual que han adquirido y las necesidades emer-
gentes del campo laboral, con la consecuente dificul-
tad para insertarse profesionalmente. Por otra parte,
un cambio unilateral en el sistema de justicia sin un
cambio curricular coherente con él, está destinado al
fracaso, ya que los operadores del sistema inevitable-
mente harán prevalecer las prácticas antiguas desvir-
tuando con ello la eficacia del cambio.  Creo que esta
advertencia demuestra la necesidad de una relación
muy estrecha entre la modificación del sistema uni-
versitario y el cambio en la demanda profesional.”2

Dada la enorme importancia que este punto tiene so-
bre el diseño de los planes de reforma y las ambigüe-
dades que los propios programas de cooperación tie-
nen al respecto, hace necesario ahondar una discu-
sión que desde hace tiempo ha quedado anclada en
sus términos originales.
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2  Shihata, Ibrahim F. I. , “La reforma judicial en los países en desarrollo y el papel del Banco Mundial”, en “Justicia y desarrollo en América Latina y el Caribe”,
Seminario patrocinado por el Banco Interamericano de Desarrollo, San José, Costa Rica, 4, 5 y 6 de febrero de 1993.

3  Tellechea Solís, Antonio, “Escuela Judicial”, en “Seminario sobre sistemas denombramiento y promoción de magistrados, judiciales y del Ministerio Público”,
Asunción del Paraguay, Paraguay, 1993, págs. 23-24.

4  “El Poder judicial, particularmente en América Latina, se caracteriza por marchar en sentido contrario a la historia mediante muchas décadas. La tendencia no
parece revertirse fácilmente. En los últimos lustros y particularmente por estímulo de una agencia internacional que las financia, se han creado y amenazan con
multiplicarse las ‘escuelas de las magistratura’. Su éxito responde a la necesidad de la burocracia de esa agencia en mostrar cierto activismo en el área judicial y a que
las ‘escuelas’ no molestan a las cúpulas judiciales, sino que, por el contrario, generan nuevas funciones burocráticas y permiten realizar viajes. Lo cierto es que, cuando
en el mundo se manifiesta la preferencia por la formación universitaria de los sacerdotes y militares, nuestros judiciales emprenden el camino inverso, generando
‘ghettos’ para el entrenamiento de magistrados.  (...) Las réplicas de universidades para jueces nos parecen caras, no muy buenas y elitistas.” Zaffaroni, Eugenio Raúl,
“Estructuras judiciales”, Ed. Ediar, Buenos Aires, Argentina, 1994, p. 183-184, 207.
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Pareciera que si se reconoce de un modo uná-
nime la importancia de la variable de los recursos
humanos en el proceso de cambio y, además, se reco-
mienda generalmente una modificación estructural y
profunda del sistema judicial, la rápida creación de
modelos intensivos de capacitación y su organización
e institucionalización en escuelas judiciales, debería
haber sido una prioridad del proceso de cambio o,
por lo menos, ya deberían existir modelos y resulta-
dos concretos para evaluar con profundidad. “Lo im-
portante es destacar que en el mundo actual, tenien-
do en cuenta la experiencia de muchos países, la es-
cuela judicial surge como la alternativa más seria y de
mayores posibilidades para ir en busca de un más efi-
ciente e idóneo Servicio de Justicia. Según Néstor Pe-
dro Sagües, en un proceso de mejoramiento de las téc-
nicas sobre la materia, la escuela judicial está llamada
a desempeñar un papel decisivo, casi imprescindible
“sea como mecanismo de selección, centro formativo
y de entrenamiento de los futuros jueces, o como ente
de perfeccionamiento profesional, su implementación
–en un mundo jurídico cada vez más complejo y es-
pecializado– vendrá a ser necesaria.”3 Contra estos
argumentos hay quienes opinan que esta tarea que se
pretende encomendar a las “escuelas judiciales” es una
función que compete a las universidades”4

El tema de las escuelas judiciales ha estado pre-
sente desde el inicio de los distintos procesos de refor-
ma judicial. Se han invertido sumas considerables, se
han establecido contactos con otros países que cuen-
tan con sistemas probados, se han estudiando los dis-
tintos modelos, pero todavía las expectativas puestas
en las escuelas judiciales no se han satisfecho, ni por
su adopción masiva –como era de esperar– ni por su
calidad –como es imprescindible–. No es éste el lugar
para analizar las razones para ello, sino para rescatar
el debate que estos relativamente escasos resultados
han reavivado.
De algún modo, este debate es tributario del an-
terior, aunque tiene algunos puntos específicos.
En primer lugar, para algunos, las escuelas judi-
ciales no han dado el resultado esperado porque
el problema central se halla en la formación pro-
fesional básica que imparten las escuelas de

leyes y ellas prácticamente no han hecho modifi-
caciones acordes con el proceso de reforma ju-
dicial. Es más, la necesidad de creación de estas
escuelas reside, muchas veces, en la ausencia de
cursos en las facultades de Derecho relaciona-
dos con la práctica y función judicial.
De este modo se pretende especial izar a quien
no tiene elementos básicos. Se busca construir
el techo de la casa antes que sus cimientos. Sólo
se deben utilizar los recursos en llevar adelante
programas de capacitación de emergencia, para
evitar la inmediata distorsión de las nuevas ins-
tituciones y concentrar esfuerzos en la reforma
de la enseñanza básica de la profesión, asumién-
dola como un tema prioritar io del  proceso de
reforma.

Desde otras opiniones se contesta que, si bien es
cierta la crítica a la enseñanza profesional básica –que
en algunos países se ve agravada por las deficien-
cias de los otros niveles de la educación– y se re-
conoce la necesidad del cambio en las universida-
des, postergar el tema de la capacitación perma-
nente o subordinar a ello la creación de las escue-
las judiciales, introduciría unos plazos y otros pro-
blemas que finalmente paralizarían los cambios en
uno y en otro nivel. Lo que  se debe hacer es asu-
mir estas deficiencias, tratar de repararlas mediante
planes de nivelación o buscar algún tipo de inte-
gración con las universidades (ya sea en el nivel de
posgrado o en los tramos finales de la carrera) que
permita, si no solucionar el problema, paliarlo has-
ta que la universidad reaccione y haga su propio
proceso de cambio.

Una segunda dimensión de este  debate
señala que en realidad los resultados, menores a
los esperados, t ienen que ver con el  hecho de
que se ha puesto más énfasis en la creación de
estructuras que en el desarrollo de planes de ca-
pacitación. La estructura de la escuela judicial
podrá ser necesaria, pero lo importante en mo-
mentos de transición es el desarrollo de amplios
y generosos planes de capacitación, que rápida-
mente les den a los operadores judiciales herra-
mientas para manejarse en las nuevas situacio-
nes. El pensamiento centrado en la estructura de
la escuela judicial  ha impedido que se diseñen



planes de capaci tac ión más creat ivos y
diversificados, más amables para los operadores
judicia les y con mayor capacidad para recoger
una rápida experiencia del ensayo y el error.

Se contesta a esta posición que lo peor que le
podría suceder al proceso de cambio es realizar planes
de capacitación intensos pero espasmódicos. Ade-
más, la asimilación de nuevos conocimientos, el
desarrollo de nuevas actitudes y la maduración de
los nuevos roles, reclaman permanencia y estabi-
lidad en los planes de capacitación. Ello se logra
mediante la creación de instituciones que asuman
esta tarea de un modo permanente, en especial
cuando las instituciones judiciales son todavía pro-
pensas a dejar de lado las tareas de capacitación
o a realizarlas exclusivamente cuando tienen apo-
yo de la cooperación internacional.

Cuarto debate: evaluación del trabajoCuarto debate: evaluación del trabajoCuarto debate: evaluación del trabajoCuarto debate: evaluación del trabajoCuarto debate: evaluación del trabajo
e independencia judicial.e independencia judicial.e independencia judicial.e independencia judicial.e independencia judicial.

Otro conjunto de discusiones giran alrededor
del problema del control y la supervisión del trabajo
de los jueces y del modo de organizar a quienes deben
realizarlo.

Para algunos, el estado de corrupción, falta de
idoneidad y compromiso con sectores políticos del
sistema judicial es tan grande, que todos los cambios
podrían ser afectados si no se realiza una política fuerte
de control interno. Mucho más cuando en procesos
de transición los efectos de los casos de deshonesti-
dad o inidoneidad manifiesta producen efectos, tan-
to al exterior como al interior. Al exterior, porque la
sospecha se extiende a la totalidad de los funciona-
rios y demora el aumento de credibilidad que necesita
con urgencia el sistema judicial, entre otras cosas para
repotenciar y darle sustentabilidad al propio pro-
ceso de cambio. Al interior porque la impunidad
genera en estos casos un gran desaliento, mucho
más aún cuando se proclaman épocas fundadas
en nuevos valores o se exigen mayores sacrif i-
cios a los operadores judiciales. La independen-
cia judicial no puede ser un privilegio que ampare
al funcionario corrupto o incapaz.

Se contesta esta argumentación señalando
que si bien es cierta la importancia de evitar es-
trictamente casos de ese tipo, las variables para
controlar esa situación o provocar el efecto de-
seado son otras, muy distintas de una política de
control interno fuerte. Por ejemplo, la publici-
dad de los juicios y otras etapas del proceso, los
cambios organizacionales que quiten las oportu-
nidades de corrupción, el mayor rigor en el nom-
bramiento, etc. Las políticas de control interno
fuerte suelen ser centralizadas y dependientes de
alguna de las autoridades superiores de la insti-
tución, lo que aumenta la situación de temor y
dependencia,  que es una de las causas de  los
problemas que se quiere evitar.

Además, suele ocurrir con demasiada fre-
cuencia que estos sistemas de control interno son
utilizados por los litigantes para extorsionar a los
jueces –muchas veces a los jueces más indepen-
dientes– o son manipulados por las distintas fa-
mil ias o tribus judiciales ganar espacios en las
instituciones. De una forma u otra, es una políti-
ca de dudosa eficacia,  contradictoria y siempre
pel igrosa.

Finalmente se discute, desde otra perspectiva, si
ese control debe ser el resultado de la adopción de deter-
minados valores morales, sin los cuales todo mecanis-
mo institucional fracasa irremediablemente. Se contesta
que, sin menospreciar la importancia de las reglas éticas
que regulan los distintos oficios jurídicos y las necesida-
des de esclarecer su contenido y educar en ellas, el pro-
blema del control de la corrupción y la falta de idonei-
dad tiene raíces tan complejas que no pueden ser resuel-
tas por la moral. No basta con capacitar a nuestros fun-
cionarios en el aspecto técnico. Debemos diseñar y lo-
grar un nuevo perfil para los custodios de los bienes y
servicios de la República, agentes que trabajen y partici-
pen con una nueva mentalidad, aplicando dos sistemas
de valores complementarios: unos muy prácticos, que
obliguen a trabajar de forma rápida y diligente, y otros
de amplia responsabilidad social, que eviten el abu-
so del poder conferido por la investidura de un
cargo público. En otras palabras, un primer nivel
de exigencias que prevengan atrasos en los servi-
cios y propicien el desarrollo; y un segundo nivel
de exigencias que, utilizando diferentes mecanismos,
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permitan al funcionario actuar correctamente evi-
tando delitos o abusos que generen desconfianza
en él o en el sistema. No es posible dignificar la
posición del burócrata judicial o ejecutivo sin darle
seguridad, mediante un servicio civil o una carrera
judicial adecuada y efectiva.  Es necesario que el funcio-
nario se considere seguro para que pueda dar seguridad.
El funcionario debe ser capacitado, no en materia
de moral sino en cuanto al conocimiento de los
reglamentos disciplinarios, al conocimiento de su
sistema de promoción, conocimiento de las carac-
terísticas del trabajo dentro de un grupo, dentro de
una secuencia interdependiente, dentro de una
sociedad.  La seguridad que se procura nunca se
podrá conseguir sin un cambio en nuestro funcio-
nario público (y privado) en estas dos dimensio-
nes. Se trata, antes bien, de un problema político,
institucional, organizacional y de base cultural, que
excede las posibilidades de la ética.

La relación entre la capacidadLa relación entre la capacidadLa relación entre la capacidadLa relación entre la capacidadLa relación entre la capacidad
personal y el sistema organizativo.personal y el sistema organizativo.personal y el sistema organizativo.personal y el sistema organizativo.personal y el sistema organizativo.

El conjunto de problemas, situaciones y de-
bates que giran alrededor del papel que deben
desempeñar los hombres y las mujeres del siste-
ma judicial nos muestra una estructura compleja,
que todavía no ha sido estudiada en profundi-
dad y que se agrava de un modo notorio en aque-
llos países que adolecen de una mayor pobreza
o debilidad instituciona.

Asimismo, las expectativas que el proceso de
reforma judicial en la región ha puesto en ese papel,
con las variaciones que hemos reseñado, son siempre
muy grandes, sin que ello haya significado mayor cla-
ridad, ni en el plano conceptual ni en el estratégico
ni, mucho menos aún, en las acciones concretas que
se han llevado a cabo hasta ahora.

Se suele señalar la existencia de muchas acti-
vidades de capacitación como un signo de avance
del proceso de reforma. Sin embargo, pocas veces se
evalúa el impacto real  de esas actividades o su
sustentabi l idad.

Se debe llamar la atención sobre los efec-
tos negat ivos que un act iv ismo superf ic ia l  y
acr í t ico,  muy frecuente en este  campo, puede
tener sobre el conjunto del proceso de cambio.
Diseñar planes de capacitación sobre bases más
firmes, provocar un debate profundo –especial-
mente al interior de las instituciones judiciales–
sobre el nuevo papel, las expectativas y las posi-
bilidades concretas de aporte de los operadores
judiciales es un camino que todavía debe ser re-
corrido con mayor firmeza.

Ni siquiera se ha llegado a lo que podemos
denominar el punto de arranque de una verdadera
redefinición del papel de los operadores judiciales en
los nuevos sistemas. Es decir, lograr que las organiza-
ciones no sólo sean claras en definir el perfil del buen
funcionario sino que lo ayuden realmente a serlo.
Todavía el contexto organizacional empuja con fuer-
za al funcionario a ser un operador mediocre –que
pasa desapercibido– o francamente malo –cuyos rédi-
tos suelen ser más altos–. Poner a las organizaciones
judiciales en ese punto de arranque, no solucionará la
gran mayoría de los problemas pero permitirá cons-
truir una plataforma institucional para r ealzar la
variable personal y que ésta no quede atrapada por
estructuras y patrones que lo arrastran irremediable-
mente a la masificación y el anonimato. Las institu-
ciones judiciales han sido crueles con sus propias
miembros y han ahogado su capacidad personal (sal-
vo, claro está, en quienes tienen especiales condicio-
nes de resistencia); por ello, la tarea prioritaria es
modificar ese funcionamiento institucional para que
desde allí, comience a gestarse un nuevo papel para
las mujeres y hombres de esas instituciones.

Los planes de capacitación que no asumen este
contexto o las escuelas judiciales que se integran a él –
y, a veces, rápidamente repotencian la voracidad y
crueldad de estas organizaciones– sin tomar en cuen-
ta el apoyo personalizado que deben brindar a los
buenos funcionarios, no sólo consolidan uno de los
peores males del sistema judicial sino que nos dejan
sin instrumentos imprescindibles para el desarrollo
de la reforma judicial.
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Pero así como no se ha resuelto el problema de
buen funcionario y de cómo liberar y potenciar su
partic ipación personal y su inf luencia en el s istema
judicial , tampoco se ha avanzado demasiado en la
neutralización del mal funcionario.

En este sentido, las instituciones judiciales to-
davía conservan innumerables recovecos y pliegues que
permiten al mal funcionario esconderse y pasar des-
apercibido, mucho más aún en el marco de organiza-
ciones que, en líneas generales, sospecha, de quien sale
de lo común (reclamo de adaptación).

Por ello, todavía es muy grande la responsa-
bilidad de las estructuras organizativas en la exis-
tencia de funcionarios malos o francamente
corruptos. Ella todavía los encubre, los protegen y
les brindan casi “en bandeja” las oportunidades de
sacar provecho de su actuación y permanecer im-
punes. Por ello, trabajar sobre ese contexto
organizacional, volverlo transparente, abrir las puer-
tas del sistema judicial a otros sectores, establecer
una relación no traumática con los medios de co-
municación, etc., son caminos que todavía no se
han explorado suficientemente como formas de
poner en evidencia al mal funcionario. Se ha con-
fiado excesivamente en los métodos de vigilancia
personal, sin tomar en cuenta que la organización
compartía en gran medida las responsabilidades por
la mala actuación de esos funcionarios.

Ello no significa que se deba prescindir de todo
tipo de control interno. Al contrario en el marco de
estas imprescindibles modificaciones estructurales y
de la apertura y transparencia del sistema judicial se
pueden potenciar las formas de control interno. Pero
para ello no sólo se necesita un buen cuerpo de super-
visores o inspectores sino, antes que nada, el estable-
cimiento de reglas claras sobre los criterios de evalua-
ción y sobre las formas y procedimientos para eva-
luar, con un especial cuidado en no convertir estos
sistemas en formas de extorsión o desencadenar polí-
ticas de terrorismo interno.

La creación de instancias de evaluación y con-
trol disciplinario autónomas, que no dependan de las
autoridades superiores, aparece como un camino que
todavía debe ser explorado con mayor fuerza. Ade-
más, estas instancias autónomas de control, evalua-
ción y disciplina deben estar al servicio del proceso
interno de democratización del sistema judicial (se-
gún las características propias de cada una de las ins-
tituciones) que no sólo servirá para evitar la manipu-
lación de los sistemas centralizados sino para generar
un mayor compromiso de todos los niveles de la insti-
tución con el control de gestión.

La rápida y superficial adopción de la idea de
que una política fuerte de control interno asegura sin
más que no existan jueces corruptos o ineptos, la per-
sistencia de políticas autoritarias que proclaman
“mano dura” no sólo para toda la sociedad sino tam-
bién al interior del sistema judicial, o la adopción
por sectores proclives al cambio de fórmulas de des-
potismo ilustrado, con similares cuotas de concentra-
ción de poder, son factores importantes que han im-
pedido resolver el problema de un adecuado control
de la gestión de las instituciones judiciales y debilitan
la capacidad del proceso de reforma judicial para de-
tectar los defectos provenientes de la actuación perso-
nal y ajustar las nuevas instituciones.
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El desarrollo de este artículo ha estado orienta-
do a mostrar, por una parte, la importancia que, en
más o en menos, todos los sectores reconocen a la
dimensión de los recursos humanos en el proceso de
cambio. Mucho más aún, en una región que parte de
planteles de funcionarios con graves defectos de for-
mación y compromiso con los principales valores del
sistema judicial.

Sin embargo, por otra parte, se ha señalado con
insistencia que, pese a este reconocimiento, los frutos
que han dado hasta ahora los programas de capacita-
ción en general y la creación de escuelas judiciales, no
son tan importantes como se esperaba o como necesi-
ta el proceso de cambio. Esto suele quedar encubierto
tras el activismo y el entusiasmo que genera el hecho
indudable de que se ha avanzando en este campo y
hoy las instituciones están dispuestas a realizar activi-
dades que antes no admitían.

Se ha destacado asimismo que esta importan-
cia no puede significar que la variable de los recursos
humanos puede resolver por sí misma los graves pro-
blemas de los sistemas judiciales de la región. Al con-
trario, sostener esa forma de reduccionismo ha sido
uno de los obstáculos importantes a vencer, porque
esa visión suele ir acompañada de una actitud escépti-
ca sobre la posibilidad del cambio de “mentalidad”
de los operadores judiciales.

Por último, hemos visto cómo los integrantes
de las instituciones judiciales se encuentran ante una
situación compleja, novedosa, atravesada por grandes
expectat ivas  y  v ie jas  l imitac iones,  f rases
grandilocuentes y realidades mezquinas, grandes es-
peranzas y frustraciones cotidianas, agravada esta si-
tuación por las ambigüedades y contradicciones de
los programas de reforma y de la propia cooperación
internacional en este campo.

Frente a este cuadro es difícil sostener una
sola idea o una sola estrategia. Más bien, se debe
dar respuesta a esa complejidad con soluciones
también complejas y de trama abierta, que per-
mitan diversificar e intensificar acciones capaces
tanto de capacitar a los funcionarios judiciales
como de l iberar las energías de quienes t ienen
mucho que aportar al proceso de cambio. Ade-
más, una trama abierta y compleja permite apren-
der del  ensayo y del  error  inevi table .  El
conceptualismo o una discusión cerrada de mo-
delos puede ser en esta área mucho más contra-
producente que en otras.

Ello no significa abandonar una consideración
estratégica, olvidando que los recursos son siem-
pre escasos y las prioridades ineludibles. Desde
esa perspectiva, volver a pensar las escuelas ju-
diciales no tanto como estructuras rígidas, admi-
nistradoras de la formación en organizaciones
estabil izadas sino como centros con capacidad
estratégica, íntimamente vinculadas al proceso de
cambio, administrando esta trama abierta de ac-
tividades y manteniendo la capacidad para apren-
der y darle sustentabilidad a estos programas para
que no caigan en el olvido institucional, puede
ser un camino más productivo que el recorrido
hasta ahora. Lo cierto es que la gravedad del proble-
ma y su influencia en todos los sectores de la reforma
judicial obligan a repensar lo hecho hasta el presente,
analizar sus resultados y proyectar acciones más deci-
didas hacia el futuro para lograr, finalmente, que los
sistemas judiciales cuenten con una nueva generación
de hombres y mujeres, dispuestos no sólo a me-
jorar cualitativamente el servicio judicial sino a
cargar sobre sus hombros una parte importante
del mismo proceso de transformación. a
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El Centro de Información e Inter-
cambio del Centro de Estudios de Justicia
de las Américas (CEJA) es un espacio de
comunicación, intercambio de ideas, pres-
tación de servicios y difusión de informa-
ción que se pone a disposición de los usua-
rios del CEJA.

Este Centro de Información e In-
tercambio (CDII) tiene los siguientes
objetivos:

- contribuir a la generación y sostenimien-
to de una Red de Información sobre Justi-
cia para las Américas, mediante el empleo
de diversas herramientas que faciliten la
comunicación entre sus miembros.
- instalar la necesidad y utilidad de contar
con información confiable en los diferen-
tes sectores, generando demanda en tor-
no a la producción de la información so-
bre el sector justicia.
- recolectar la información dispersa y ge-
nerar la información inexistente, además
de mejorar la oportunidad, calidad y
fiablilidad de la misma.
- construir un espacio abierto y plural que
motive a los diferentes actores
proveyéndolos de información necesaria
para el desarrollo de sus actividades, y tam-
bién a producir dicha información y com-
partirla.
- generar mecanismos que posibiliten el ac-
ceso fácil y simple a información confiable,
así como instrumentos que faciliten la co-
municación de dicha información a los di-
ferentes sectores.
- proveer de información a los diferentes
sectores según su demanda y necesidades
específicas.
- contribuir a la democratización de la jus-
ticia, a través de la horizontalización del
acceso a la información relevante del sec-
tor y de la creación de mecanismos demo-
cráticos de construcción de información
- generar espacios para la optimización de
la participación de los diferentes actores
en la construcción de la información.
- potenciar los proyectos de gestión lo-
cal, a través de su difusión y discusión
en ámbitos más amplios, colaborando en
la sistematización de la producción y los

CENTRO DE INFORMACIÓN E INTERCAMBIO DEL CEJA.CENTRO DE INFORMACIÓN E INTERCAMBIO DEL CEJA.CENTRO DE INFORMACIÓN E INTERCAMBIO DEL CEJA.CENTRO DE INFORMACIÓN E INTERCAMBIO DEL CEJA.CENTRO DE INFORMACIÓN E INTERCAMBIO DEL CEJA.

resultados de los proyectos y actividades
realizados en este nivel.
- evitar la superposición de proyectos, fa-
voreciendo la cooperación entre las orga-
nizaciones que los proponen y una utiliza-
ción más inteligente de recursos para su
ejecución.
- permitir la optimización de recursos es-
casos.
- contribuir a aumentar la participación ciu-
dadana en la propuesta e implementación
de proyectos.
- contribuir a la generación de una visión
regional para el avance de los proyectos y
la superación de las dificultades.

¿Quiénes son los usuarios?¿Quiénes son los usuarios?¿Quiénes son los usuarios?¿Quiénes son los usuarios?¿Quiénes son los usuarios?

El Centro de Información e Intercambio
tiene como misión tanto proveer como re-
cibir información de diferentes sectores,
a fin de contribuir al intercambio de ideas.
Así, los usuarios del Centro también se-
rán los proveedores del mismo, como con-
tribución a la creación de un espacio di-
námico y pluralista por medio del cual
compartir y obtener información sobre los
diferentes aspectos del sector justicia. De
este modo, aspiramos a contribuir con el
mejoramiento de la calidad de los dife-
rentes informes y trabajos que se produz-
can, así como también de la información
que circule en los diferentes ámbitos y
niveles comunicacionales (tanto
intrainstitucionales, interinstitucionales, y
a la población en general, como a grupos
o sectores con actividades específicas). Los
usuarios potenciales de este Centro de In-
formación e Intercambio que hemos iden-
tificado son los siguientes:

- Gobiernos (que tengan a cargo funciones
afines al sector justicia en los diferentes ni-
veles y poderes o funciones del Estado).
- Instituciones Oficiales
- Operadores Judiciales
- Investigadores
- Cooperantes
- Facultades y Escuelas de Derecho, y
capacitadores o Escuelas Judiciales
- Consultoras
- Organismos Ejecutores
- Sociedad Civil y Organizaciones No Gu-

bernamentales, organizaciones de la socie-
dad civil en general
- Prensa especializada y general
- Asociaciones de Magistrados y Funcio-
narios Judiciales
- Empresas del sector privado e inversores
en general

¿Cómo se crea este espacio?¿Cómo se crea este espacio?¿Cómo se crea este espacio?¿Cómo se crea este espacio?¿Cómo se crea este espacio?

La propuesta de crear un espacio de co-
municación parte de reconocer la necesi-
dad de un grupo de actores. En el caso de
lo que denominamos “Sector Justicia”, esta
necesidad se acrecienta debido al gran mo-
vimiento que se ha generado en torno a
las reformas judiciales.

A su vez, dentro de este sector hay dife-
rentes actores, con diferentes necesidades
específicas y formas de comunicación en-
tre sí. Sin embargo, hemos detectado tam-
bién que:
-  los espacios de comunicación de los di-
ferentes actores son compartimientos es-
tancos, ya que se trata de comunicaciones
en general entre actores del mismo tipo o
condición.
-  estos espacios de comunicación tienen
en general un alcance exclusivamente lo-
cal, intrainstitucional o intranacional, sin ma-
yor trascendencia o perspectiva regional o
-  interinstitucional, o sin que ello constitu-
ya un objetivo.
-  si bien podemos encontrar mucha infor-
mación, por una parte ella se encuentra
diseminada en los instrumentos de comu-
nicación locales, por lo que es muy costo-
sa su recuperación.
-  en los instrumentos de comunicación que
se encuentran disponibles, se ofrece infor-
mación, pero son contados los espacios
interactivos, de comunicación no unilate-
ral, donde los actores puedan realmente
intercambiar experiencias, datos, opinio-
nes, etc.

Por ello es que hablamos de construir un
espacio de comunicación, en el cual se
puedan poner a disposición de los usua-
rios diferentes herramientas, que facili-
ten el intercambio en los varios niveles
posibles.

documentosdocumentosdocumentosdocumentosdocumentosdocumentosdocumentosdocumentosdocumentosdocumentos
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Así, podemos diferenciar una etapa inicial
de recolección y sistematización de la in-
formación disponible, una segunda de
puesta en marcha de mecanismos de difu-
sión e interacción, y una tercera etapa de
desarrollo de productos. Estas diferentes
etapas se llevarán a cabo alrededor de la
construcción, puesta en marcha y difusión
de una serie de herramientas, que descri-
biremos a continuación. Todo ello contri-
buirá al fortalecimiento de la comunidad
que denominamos Sector Justicia, a través
de la construcción del CEII y su metodolo-
gía de permanente intercambio. Este Cen-
tro busca ser un espacio de encuentro en-
tre jueces, profesionales, organizaciones
sociales, instituciones académicas y los ciu-
dadanos comunes para asumir como una
tarea común y prioritaria la consolidación
de un sistema judicial fundado en los prin-
cipios de la república y la democracia.

Caja de herramientasCaja de herramientasCaja de herramientasCaja de herramientasCaja de herramientas

A continuación, describiremos las herra-
mientas con las que hemos decidido em-
pezar la construcción del CEII. Ellas no son
las únicas, sino las primeras, y en su desa-
rrollo esperamos contar con la contribu-
ción de todos ustedes. Como podrán ob-
servar, se trata de herramientas globales,
ya que están integradas por muchos dife-
rentes elementos de uso y características
específicas. Esperamos que sean de su
agrado y utilidad.

Página Web.Página Web.Página Web.Página Web.Página Web.

La página web del CEJA constituye una he-
rramienta clave que facilitará el trabajo en
el Centro y servirá como instrumento de
intercambio, comunicación y organización.
A través de ella se podrá tener acceso a
las actividades desarrolladas por el CEJA y
a sus bases de datos y archivos de infor-
mación (estadística, documentos, jurispru-
dencia relevante, legislación básica de los
diferentes países y regiones, información
básica sobre los poderes judiciales y otros
miembros del sector, etc.)

También se propone a la página web como
un modo de prestar servicios a los usua-

rios, ya que a través de ella podrán
publicitar sus actividades, conocer las que
realicen otras instituciones, compartir y di-
fundir sus experiencias de trabajo, infor-
mes, contactar a quienes estén desarro-
llando programas similares, compartir re-
cursos, etc. Así, la página contribuirá en
facilitar la difusión tanto de información
como de necesidades de los usuarios, po-
niéndola a disposición de los diferentes
actores y facilitando la integración de los
recursos y actividades.

Hemos pensado asimismo en incluir dife-
rentes espacios de comunicación directa,
como lo son los foros de discusión, que
constituyen una herramienta de diálogo
casi directo entre los miembros del sector
justicia, alrededor de temas de interés. Para
realizar dichos foros, que serán adminis-
trados desde el CEJA, se realizará una en-
cuesta previa con una propuesta de temas
(y la posibilidad de sugerir otros). Además
de la administración, desde el CEJA ase-
guraremos la participación en dichos foros
de especialistas en los diversos temas, a
fin de facilitar la comunicación, incremen-
tar el interés y potenciar la solución de los
problemas o la generación de respuestas.

Dentro de la página web podrán encontrar
diferentes recursos. Estos recursos no son
los diferentes programas desarrollados por
el Centro, sino recursos básicos de infor-
mación a los usuarios, buscadores, víncu-
los, información útil, etc. La organización
de estos recursos está dirigida a convertir a
la página del CEJA en una fuente perma-
nente de consulta para diferentes públicos:
organizaciones, estudiantes, gobiernos, in-
vestigadores, entre otros.

A su vez, la página constituye un medio
barato y efectivo de difusión de informa-
ción, que se sistematizará a través de un
Boletín de Novedades que será enviado a
los suscriptores del mismo, donde se po-
drá hallar información general del CEJA y
sobre sus actividades específicas, así como
sobre actividades de los diferentes usua-
rios. Este mecanismo constituye una he-
rramienta muy útil para difundir informa-
ción sobre actividades u oportunidades

con fechas de cierre o presentación, tal
como llamados a concursos, becas,
pasantías, oportunidades laborales, con-
gresos, cursos, etc.

Para desarrollar la página web del CEJA
contaremos con un equipo inicial de dise-
ño y arquitectura informática, y luego con
un equipo de actualización permanente,
que realizará las búsquedas de informa-
ción, los contactos, la ampliación de los
recursos, etc., de un modo sostenido que
mantenga la efectividad de la página en el
tiempo como un recurso útil.

Revista Sistemas JudicialesRevista Sistemas JudicialesRevista Sistemas JudicialesRevista Sistemas JudicialesRevista Sistemas Judiciales

La revista Sistemas Judiciales también es
una herramienta del CEII, siendo un pro-
yecto desarrollado conjuntamente con el
INECIP (Instituto de Estudios Comparados
en Ciencias Penales y Sociales). No nos
extenderemos aquí en la descripción de la
revista, debido a que la tienen en sus ma-
nos. Sólo mencionaremos que para parti-
cipar en ella pueden hacerlo dirigiéndose
a cualquiera de ambas instituciones, man-
dando artículos, documentos, proponien-
do temas a tratar en los números subsi-
guientes y cualquier otra información so-
bre los sistemas judiciales de América que
a ustedes les interesaría publicar.

Como puede observarse ya desde este
número, los idiomas no constituyen un im-
pedimento para la publicación en la revis-
ta, ni para la utilización del resto de las
herramientas. En lo sucesivo estamos pro-
yectando la posible edición bi o trilingüe
de la revista (español, inglés, portugués)
y, mientras tanto, traduciremos algunos ar-
tículos que servirán como difusión de la
misma y que podrán encontrarse en nues-
tra página web.

Centro permanente de consultasCentro permanente de consultasCentro permanente de consultasCentro permanente de consultasCentro permanente de consultas

El Centro permanente de Consultas del CEII
es un servicio que pondremos a disposi-
ción de los diferentes usuarios del CEII. Los
objetivos de este Centro Permanente de
Consultas son poder asistir a los usuarios
de un modo más personalizado, realizan-
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do búsquedas de información en el Cen-
tro de Documentación y Biblioteca del
CEJA, y dentro de sus archivos y bases de
datos.

Si bien la mayor parte de esta información
se encontrará disponible a través del In-
forme Anual, de la revista o de la Página
Web, muchas veces es difícil para los usua-
rios poder encontrar con exactitud lo que
buscan o simplemente, esta información
no se encuentra aún disponible.

Por otra parte, a través de la provisión de
este servicio podremos detectar cuáles son
las necesidades de nuestros usuarios, de
manera diferenciada, y ello será un insumo
para el desarrollo de mecanismos futuros,
a fin de poder llenar dichas necesidades.
La puesta en marcha de este servicio per-
mitirá, además, optimizar las decisiones
que se tomen en cuanto a las prioridades
sobre información de los usuarios del CEII
y,por lo tanto, usuarios del CEJA.

Creemos que esta es una forma inteligen-
te de prestar un servicio mientras realiza-
mos un análisis adecuado de la demanda
que determine nuestras prioridades.

Para requerir la información, les solicita-
mos llenar los siguientes datos:

Datos personales
Modo y dirección de remisión de informa-
ción
Tipo de información solicitada: (documen-
tos, fallos, revistas, etc)
Información solicitada (todos los datos dis-
ponibles, si es que se solicita un material
en particular)
Tema de la búsqueda
Límite de cantidad
Exclusiones de información (por ejemplo,
estadísticas judiciales, no mapas)
Fecha límite para la cual necesita contar
con la información
Otros

Si la información solicitada consta en for-
mato electrónico, el servicio se prestará
gratuitamente. De lo contrario, se envia-
rán al solicitante los costos derivados de la

búsqueda y envío, previamente a su reali-
zación. Si la información solicitada es re-
servada o no gratuita, se lo hará saber al
solicitante, junto con los motivos de la re-
serva. En todos los casos tratarán de
habilitarse los mecanismos para acceder a
la información deseada.

Informe anual del CEJAInforme anual del CEJAInforme anual del CEJAInforme anual del CEJAInforme anual del CEJA

El Informe Anual del CEJA es una publica-
ción en la cuál constarán las actividades
realizadas por el Centro y sus actividades,
así como las novedades respecto de su
constitución, miembros asociados, etc. Se
trata, en gran medida, de una herramien-
ta de autoevaluación, que será puesta a
disposición de los usuarios como elemen-
to de transparencia y como un mecanismo
más para recibir observaciones, comenta-
rios, etc.

Este informe estará comprendido por las
siguientes secciones:
- La propuesta de trabajo del año vencido.
- Balance de actividades.
- Balance financiero.
- Participación del CEJA en actividades de
otras instituciones.
- Documentos de producción del CEJA y
conclusiones de congresos y seminarios.
- La propuesta de trabajo para el año en-
trante.

La publicación de dicho informe se realiza-
rá también en formato electrónico.

¿Cómo participar?¿Cómo participar?¿Cómo participar?¿Cómo participar?¿Cómo participar?

Como expusiéramos anteriormente, espe-
ramos realmente contar con su colabora-
ción para poder convertir al CEII en una
verdadera mesa de diálogo. Para ello es
que hemos dispuesto que tanto las herra-
mientas como los servicios del CEJA y el
CEII puedan brindarse de un modo
interactivo.

Las formas de participar son muy variadas.
Sin embargo, queremos poner a su dispo-
sición una serie de elementos primarios a
fin de poder comenzar la comunicación.

1. Planilla de envío de información so-1. Planilla de envío de información so-1. Planilla de envío de información so-1. Planilla de envío de información so-1. Planilla de envío de información so-
bre eventosbre eventosbre eventosbre eventosbre eventos

Institución(es) organizadora(s)
Institución(es) auspiciante(s)
Lugar de realización del evento
Ciudad
País / Región
Clasificación (tema central del evento)
Temas específicos
Audiencia y cupos
Información adicional (si el evento es ce-
rrado u abierto, costos, etc.)
Información de contacto
Nombre de la persona encargada:
Teléfono/fax / E mail / Sitio web / Otros

2. Miembros asociados2. Miembros asociados2. Miembros asociados2. Miembros asociados2. Miembros asociados

En el artículo 42 del reglamento del CEJA,
se establece que “Podrán ser Miembros
Asociados del Centro todas aquellas enti-
dades indicadas en el artículo 8 del Estatu-
to sin mas limitaciones que las que señala
el presente Reglamento y las que su pro-
pia regulación les imponga”, esto es, los
Observadores Permanentes ante la OEA y
cualquier organización nacional o interna-
cional, gubernamental o no gubernamen-
tal, especializada en las materias de incum-
bencia del CEJA puede llegar a ser miem-
bro asociado del Centro.

Para ser Miembro Asociado del Centro
deberá presentarse una solicitud al Direc-
tor Ejecutivo, en la cual se exprese cuando
menos:
a.  Los antecedentes institucionales de
la entidad postulante, con indicación de
su Representante Principal y Alterno, si
lo hubiere, Junta Directiva, personali-
dad jurídica, Estatutos o Reglamenta-
ción y vinculaciones funcionales, finan-
cieras u orgánicas con cualquier otro
tipo de organización.
b.  Las razones que motivan su interés
para asociarse al Centro, así como la ex-
presión de cuáles son los aportes que pro-
ponen entregar al organismo. Los apor-
tes podrán consistir en contribuciones vo-
luntarias, intercambio de información, ser-
vicios profesionales o cualquier otro be-
neficio para el trabajo del Centro.
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Una vez formalizada esta solicitud, el Di-
rector Ejecutivo la analizará pudiendo so-
licitar que sea aclarada o completada si
se han omitido antecedentes. Igualmen-
te, el Director Ejecutivo podrá solicitar re-
ferencias de la entidad a otras institucio-
nes o encomendarle a ella misma que
acompañe una nota con tales anteceden-
tes expedida por una tercera institución
conocida por el Centro. Concluido este
proceso, el Director Ejecutivo elaborará un
informe que remitirá al Consejo Directivo
junto con la solicitud, con el objeto de que
este último se pronuncie respecto a la
membresía propuesta.

El Consejo será quien determine en forma
definitiva admitir, desechar o requerir la
ampliación de la información presentada
por la entidad postulante. La resolución del
Consejo será inapelable. La resolución que
contenga la decisión del Consejo será no-
tificada al Director Ejecutivo, quien trans-
mitirá al interesado la admisión, rechazo o
condición de su solicitud. En esta resolu-
ción se especificarán las modalidades ten-
dientes a la materialización de los aportes
propuesto por la institución. Se entenderá
que un organismo es Miembro Asociado
del Centro una vez que recibe copia au-
téntica, certificada por el Director, de la
resolución que notifica su admisión. El Di-
rector Ejecutivo deberá llevar un registro
abierto con estas resoluciones, que será
actualizado cada año y difundido a través
de los medios que aseguren su debida
publicidad entre los Estados Miembros del
Centro. El Director Ejecutivo deberá velar
por el cumplimiento en tiempo y forma
oportunos de los aportes comprometidos
por la organización.
Los miembros asociados pueden partici-
par de las reuniones del Consejo Directi-
vo con voz pero sin voto. Asimismo los
Miembros Asociados podrán someter a la
consideración del Consejo documentos,
trabajos, estudios, propuestas u observa-
ciones por escrito, siempre que estos sean
remitidos al Director Ejecutivo a lo menos
30 días antes de la realización de la re-
unión del Consejo Directivo, en caso de
que se desee que estos sean incorpora-
dos en la agenda respectiva. La inclusión

de cualquiera de estos documentos en las
reuniones del Consejo será resuelta por
el Director Ejecutivo, considerando para
ello la oportunidad de la solicitud y la
atingencia de la materia sobre la cual ésta
recae. Con todo, se deberá dar aviso jus-
tificado al Miembro Asociado del destino
de su solicitud y se hará una relación al
inicio de la reunión del Consejo de todos
los documentos presentados con señala-
miento expreso de aquellos que serán
abordados en la sesión, salvo la excep-
ción del artículo 22 del Reglamento.

Un Miembro Asociado podrá renunciar a
su condición de tal, previo aviso por escri-
to al Director Ejecutivo. Para efectos del
cese en el ejercicio de los derechos y cum-
plimiento de obligaciones, se entenderá
que un Miembro Asociado deja de ser tal
luego de 60 días contados desde la recep-
ción del aviso señalado en el primer párra-
fo por el Director Ejecutivo, en dependen-
cias de la sede del Centro. Recibida la re-
nuncia, el Director Ejecutivo procederá a
anular la inscripción respectiva en el Re-
gistro de Miembros Asociados y dará cuen-
ta de ello al Consejo Directivo en su próxi-
ma reunión.

Igualmente, los miembros asociados po-
drán ser cesados en su condición de tales
por el incumplimiento de las contribucio-
nes ofrecidas. Tal circunstancia deberá ser
certificada por el Director Ejecutivo y deci-
dida por el Consejo Directivo.

3. Otros materiales3. Otros materiales3. Otros materiales3. Otros materiales3. Otros materiales

Dentro de nuestras posibilidades, estamos
planeando brindar a los usuarios una serie
de servicios de facilitación y coordinación
de recursos, por medio de los cuales po-
der colaborar con los usuarios del CEII. Si
bien el CEJA no tiene recursos propiosno tiene recursos propiosno tiene recursos propiosno tiene recursos propiosno tiene recursos propios
para financiar proyectos de tercerospara financiar proyectos de tercerospara financiar proyectos de tercerospara financiar proyectos de tercerospara financiar proyectos de terceros, cree-
mos que podemos colaborar con la tarea
de coordinación de recursos, debido al gran
caudal de información a nuestra disposi-
ción. Así, toda la información que deseen
remitirnos acerca de búsquedas de
financiamiento, búsquedas de socios, pu-
blicidad de licitaciones, proyectos, becas,

pasantías, artículos, investigaciones reali-
zadas, conclusiones de congresos, y toda
otra que ustedes consideren, será bienve-
nida e incorporada a nuestras bases de
datos, a fin de poder darles un adecuado
tratamiento. Por el momento no contamos
con estándares que puedan facilitar la re-
misión de tal información, si bien espera-
mos desarrollarlos próximamente.

Las opciones de suscripción a foros de dis-
cusión, boletines y otras actividades, se-
rán puestas a disposición en la página web
(www.cejamericas.org).

Para cualquier otra información, o el envío
de materiales, por favor dirigirlos a
info@cejamericas.orginfo@cejamericas.orginfo@cejamericas.orginfo@cejamericas.orginfo@cejamericas.org
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RED LATINOAMERICANA Y DEL CARIBE DE MAGISTRADOS Y FUNCIONARIOS JUDICIALESRED LATINOAMERICANA Y DEL CARIBE DE MAGISTRADOS Y FUNCIONARIOS JUDICIALESRED LATINOAMERICANA Y DEL CARIBE DE MAGISTRADOS Y FUNCIONARIOS JUDICIALESRED LATINOAMERICANA Y DEL CARIBE DE MAGISTRADOS Y FUNCIONARIOS JUDICIALESRED LATINOAMERICANA Y DEL CARIBE DE MAGISTRADOS Y FUNCIONARIOS JUDICIALES
POR LA DEMOCRATIZACIÓN DE LA JUSTICIA.POR LA DEMOCRATIZACIÓN DE LA JUSTICIA.POR LA DEMOCRATIZACIÓN DE LA JUSTICIA.POR LA DEMOCRATIZACIÓN DE LA JUSTICIA.POR LA DEMOCRATIZACIÓN DE LA JUSTICIA.

CONVOCATORIA.CONVOCATORIA.CONVOCATORIA.CONVOCATORIA.CONVOCATORIA.

Las instituciones judiciales de los países latinoa-
mericanos necesitan una profunda transformación. Ello
no es sólo un reclamo generalizado de la sociedad sino
también una deuda impostergable respecto de quie-
nes hace ya demasiado tiempo buscan amparo en la
ley y en los tribunales, sin respuesta. Nuestras socie-
dades reclaman hoy un Poder Judicial fuerte, honesto
y eficaz. Que esté decididamente comprometido con
el cumplimiento de la ley, que convierta al Estado de
Derecho en una realidad cotidiana y útil, que controle
a los restantes poderes públicos para que no abusen
de su poder y que contribuya a profundizar la demo-
cracia. En definitiva, un Poder Judicial consciente y com-
prometido con su función de gobierno.

Construir esa fortaleza del Poder Judicial -que
le permita mantener su independencia y cumplir sus
funciones de gobierno- debe ser una tarea constante
de todos los sectores de la sociedad. La función judi-
cial no le pertenece sólo a los jueces, funcionarios y
abogados. Ella es parte del sistema democrático y re-
publicano que debe sostener toda la ciudadanía. Sin
embargo, hoy los magistrados, funcionarios y aboga-
dos de América Latina tenemos la obligación de su-
marnos de un modo activo y profundo a los procesos
de transformación judicial. Estos procesos buscan li-
brar a nuestras instituciones judiciales del peso del for-
malismo, el verticalismo, la deshumanización, la lenti-
tud y la incapacidad para contribuir de un modo eficaz
a la consolidación de la paz y el perfeccionamiento de
la democracia.

Agruparnos en asociaciones, procurar la demo-
cratización interna del Poder Judicial, abrir las puertas
de los sistemas judiciales a una renovado diálogo con
el conjunto de la sociedad, cooperar creativamente y
con liderazgo en los procesos de transformación judi-
cial, establecer redes y relaciones de intercambio per-
manente entre todos los países latinoamericanos, ana-
lizar permanentemente la eficiencia del servicio, son
elementos que debemos utilizar para democratizar las
instituciones judiciales. Lograr que éstas estén al ser-
vicio de los sectores más débiles de nuestros países,
es la tarea prioritaria que debemos asumir para esta
época y para nuestra situación institucional. Debemos
esforzarnos para que el Poder Judicial construya su pro-
pio poder de la mano de la defensa de la Constitución
y el acceso a la Justicia a través de un servicio oportu-
no a la ciudadanía.

Por tal razón, convocamos a Jueces, Fiscales,
Defensores y Funcionarios judiciales a sumarse a las
distintas asociaciones de sus respectivos Estados, y
procurar que ellas asuman los objetivos de democrati-
zación interna, construcción autónoma de su fortale-
za e independencia y servicio efectivo a los sectores
débiles de nuestra sociedad. También los convocamos
a formar parte y sostener una RED LATINOAMERICA-
NA Y DEL CARIBE DE MAGISTRADOS Y FUNCIONA-
RIOS JUDICIALES POR LA DEMOCRATIZACIÓN DE LA
JUSTICIA. Formar una Red no es crear una nueva insti-
tución sino un espacio de encuentro, cooperación y
estímulo para que quienes adhieran a esta convocato-
ria fortalezcan las asociaciones ya existentes, consti-
tuyan otras de variada forma o inicien cualquier tipo
de trabajo colectivo que contribuya a la democratiza-
ción de la Justicia.

Coordinadores RegionalesCoordinadores RegionalesCoordinadores RegionalesCoordinadores RegionalesCoordinadores Regionales

s  INECIP, Oficina Regional para Centroamérica:
    Mariano Aiello inecipcentroamerica@yahoo.com
s  INECIP, Oficina Regional Caribe:
     María de los Angeles Loayza, inecip_ofreca@yahoo.com
s  INECIP, Oficina Regional MERCOSUR:
    Miguel Urbina urbina@conexión.com.py
s  INECIP, Oficina Regional Andina:
    Eduardo Castillo Claudett clodito@hotmail.com

Coordinadores NacionalesCoordinadores NacionalesCoordinadores NacionalesCoordinadores NacionalesCoordinadores Nacionales

s  EL SALVADOR:EL SALVADOR:EL SALVADOR:EL SALVADOR:EL SALVADOR: Nelson Flores del FESPAD - CEPES:
     fespadinfo@ejje.com
     Luciano Lovato: lovato_s@LatinMail.com
s  NICARAGUA:NICARAGUA:NICARAGUA:NICARAGUA:NICARAGUA: Sergio Cuarezma: cuarezma@uam.edu.ni
s  HONDURAS:HONDURAS:HONDURAS:HONDURAS:HONDURAS: INECIPH: Rixi Moncada: rixi34@yahoo.com
     Kenneth Madrid Chinchilla: krmadrid@yahoo.com
s  COSTA RICA:COSTA RICA:COSTA RICA:COSTA RICA:COSTA RICA: Asociación de Ciencias Penales de Costa

               Rica. Cecilia Sánchez, Francisco Dall´ Anese:
     digesto@yupimail.com
s  GUATEMALA: GUATEMALA: GUATEMALA: GUATEMALA: GUATEMALA: ICCPG. Luis Ramirez
     iccpg@quik.guate.com
s  ARGENTINA:ARGENTINA:ARGENTINA:ARGENTINA:ARGENTINA: INECIP.  Ileana Arduino

               inecip@velocom.com.ar
s  PARAGUAY:PARAGUAY:PARAGUAY:PARAGUAY:PARAGUAY: Analía Bedoya  conasa@rieder.net.py
s  BOLIVIA:BOLIVIA:BOLIVIA:BOLIVIA:BOLIVIA:  CEJIP.  Teresa Ledesma cejip@yahoo.com
s  REPÚBLICA DOMINICANA:REPÚBLICA DOMINICANA:REPÚBLICA DOMINICANA:REPÚBLICA DOMINICANA:REPÚBLICA DOMINICANA: José Alberto Cruceta

               finjus@codetel.net.do
s  HAITI:HAITI:HAITI:HAITI:HAITI: Pierre Junior Constant magistrat@caramail.com
s  PUERTO RICO: PUERTO RICO: PUERTO RICO: PUERTO RICO: PUERTO RICO: Olga Elena Resumil
     o.resumil@worldnet.att.net
s  CUBA:CUBA:CUBA:CUBA:CUBA: Ramón de la Cruz Ochoa

               impormovil@ip.etecsa.cu
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Sudáfrica 2001Sudáfrica 2001Sudáfrica 2001Sudáfrica 2001Sudáfrica 2001
Conferencia Mundial Contra el Racismo, la Discriminación y las Formas Conexas de Intolerancia

SEMINARIO REGIONAL DE EXPERTOS PARA AMÉRICA LATINA Y EL CARIBESEMINARIO REGIONAL DE EXPERTOS PARA AMÉRICA LATINA Y EL CARIBESEMINARIO REGIONAL DE EXPERTOS PARA AMÉRICA LATINA Y EL CARIBESEMINARIO REGIONAL DE EXPERTOS PARA AMÉRICA LATINA Y EL CARIBESEMINARIO REGIONAL DE EXPERTOS PARA AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE
SOBRE MEDIDAS ECONÓMICAS, SOCIALES Y JURÍDICAS PARA LUCHAR CONTRA EL RACISMO,SOBRE MEDIDAS ECONÓMICAS, SOCIALES Y JURÍDICAS PARA LUCHAR CONTRA EL RACISMO,SOBRE MEDIDAS ECONÓMICAS, SOCIALES Y JURÍDICAS PARA LUCHAR CONTRA EL RACISMO,SOBRE MEDIDAS ECONÓMICAS, SOCIALES Y JURÍDICAS PARA LUCHAR CONTRA EL RACISMO,SOBRE MEDIDAS ECONÓMICAS, SOCIALES Y JURÍDICAS PARA LUCHAR CONTRA EL RACISMO,

                       CON REFERENCIA ESPECIAL A LOS GRUPOS VULNERABLES                       CON REFERENCIA ESPECIAL A LOS GRUPOS VULNERABLES                       CON REFERENCIA ESPECIAL A LOS GRUPOS VULNERABLES                       CON REFERENCIA ESPECIAL A LOS GRUPOS VULNERABLES                       CON REFERENCIA ESPECIAL A LOS GRUPOS VULNERABLES
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Santiago de Chile

1- El seminario de expertos constata la existencia y persistencia
en las sociedades latinoamericanas del racismo y la xenofobia
como actitudes sociales, basadas en prejuicios y estereotipos. 
Las prácticas de discriminación racial, xenofobia e intolerancia
están presentes, en distintos grados y con distintas característi-
cas, en las sociedades de América Latina y el Caribe.  La discri-
minación por razones raciales se remonta a la historia de las
sociedades latinoamericanas y afecta en particular a los pueblos
indígenas y a las agrupaciones, poblaciones y pueblos
afrolatinoamericanos.  También el seminario constata que su-
fren discriminación racial, xenofobia e intolerancia los mestizos
con ascendencia indígena o africana, así como determinadas mi-
norías, entre ellas las comunidades judías y los romaníes.  Los
migrantes con determinadas características étnicas u origen na-
cional son también víctimas de la xenofobia y los prejuicios ra-
ciales, al igual que otras poblaciones desplazadas.

2- El seminario considera que la discriminación por razones racia-
les es uno de los fenómenos más detestables e ignominiosos y
una lacra social que debe ser erradicada absolutamente en las
esferas sociales, políticas, económicas y culturales del continente.

3- En muchas sociedades y Estados latinoamericanos y del Cari-
be no existe un nivel de reconocimiento explícito de estos pro-
blemas de discriminación racial, y se defienden viejas tesis supe-
radas por la historia que niegan la existencia de tales fenóme-
nos.  En muchas sociedades latinoamericanas se señala que no
existe el fenómeno.  El seminario considera que el silencio de la
práctica de la discriminación racial es un fenómeno muy genera-
lizado y que perjudica o directamente impide la formulación de
políticas públicas y crítica social para superarlas.  La Conferencia
Mundial será un momento propicio para poner en la mesa de
discusiones y en los planes de acción el problema muchas veces
silenciado del racismo, la discriminación racial y la xenofobia.  El
seminario considera que en cada región del mundo y en cada
país o sociedad latinoamericanos, las formas que adquiere el
racismo son diferentes y deben ser analizadas cuidadosamente.

4- El seminario  concluye también que la negación de la discri-
minación racial y del racismo sigue siendo la principal actitud
que combatir tanto a nivel del Estado como de la cultura social. 
Existe en algunos países una tendencia, tanto en el ámbito del
poder estatal como en el de la sociedad civil, a minimizar, no
reconocer o no explicitar los problemas de discriminación racial,
xenofobia e intolerancia.  Esta situación contribuye directa o in-
directamente a perpetuar estas prácticas.

5- El seminario también constata la persistencia de conductas,
formas culturales y prácticas sociales discriminatorias basadas
en el racismo y la xenofobia.  El resurgimiento de doctrinas y

movimientos políticos que incitan al odio racial y la xenofobia,
particularmente en los países industrializados, constituye un pe-
ligro que puede incentivar en las sociedades nacionales de Amé-
rica Latina y el Caribe la aparición o el desarrollo de ideas o
movimientos análogos.  El seminario hace un llamado a estable-
cer sistemas de alerta temprana para prevenir estas prácticas
que lamentablemente hoy se ven resurgir en el mundo.  Se soli-
cita a los Estados que dicten legislaciones adecuadas de preven-
ción de nuevas formas de racismo y xenofobia y se los insta a
desarrollar planes y programas destinados a erradicar las formas
históricas que se manifiestan en nuestros países.

6- El seminario ha concluido que las prácticas del racismo se
entroncan con la historia de nuestras sociedades.  Las raíces del
racismo se encuentran en el colonialismo y sus prejuicios hasta
hoy no superados, especialmente hacia los pueblos indígenas,
así como en los procesos que condujeron a implantar la esclavi-
tud en América y que aún persisten en la cultura, con sistemas
que se han ido construyendo a lo largo de la historia y que afec-
tan fuertemente a la situación social actual.  El seminario llama
a los Estados a formular programas educativos y culturales ten-
dientes a analizar críticamente la historia americana, señalar las
fuentes del racismo y permitir que las nuevas generaciones se
eduquen en un medio de mayor respeto a la diversidad y de
mejores relaciones entre los seres humanos.

7- El seminario señala que los principales afectados de la discri-
minación racial y étnica son  las comunidades afrodescendientes
y los pueblos indígenas, así como las personas pertenecientes a
ellos.  Merecen especial mención los grupos de refugiados, los
migrantes y los desplazados que pertenecen a los grupos men-
cionados.  Además,  a la discriminación racial y étnica y a la xe-
nofobia se suma la discriminación que sufren de modo particu-
lar las mujeres, los niños, las niñas, los adolescentes, los ancia-
nos y los discapacitados, sobre quienes se acumulan los efectos
de varias formas de discriminación.

8- Los pueblos indígenas son discriminados históricamente en
América Latina a causa de la herencia colonial.  La discrimina-
ción ocurre a nivel individual y colectivo.  A nivel individual, los
indígenas son percibidos muchas veces como ciudadanos de se-
gunda clase y no son respetados en la sociedad.  Los indígenas
en muchos países componen los sectores más pobres de la po-
blación.  A nivel colectivo, los pueblos indígenas son discrimina-
dos en la medida que no se les reconocen sus derechos, sus
tierras y territorios, su lengua y cultura y su derecho al
autogobierno.  El seminario señala que el modo de combatir el
racismo y la discriminación étnica es reconociendo y ejercitando
plenamente los derechos de los pueblos indígenas.  Por ello,
considera que la Conferencia Interamericana y la Conferencia
Mundial serán ocasiones propicias para que los Estados se com-
prometan a ratificar los convenios internacionales, en particular
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el Convenio 169 de la OIT, a concluir y dictar la Carta de la
Organización de los Estados Americanos sobre los derechos de
los Pueblos Indígenas, a colaborar activamente para que se con-
cluya la formulación y se apruebe el proyecto de declaración de
las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas
que prepara la Comisión de Derechos Humanos.

9- Las agrupaciones, poblaciones y pueblos afrolatinoamericanos
sufren fuertes procesos históricos y presentes de discriminación
racial en muchas sociedades latinoamericanas.  La invisibilidad de
estos procesos debe concluir y debe permitirse la organización de
estas poblaciones, el acceso a la tierra en los casos de pueblos
rurales cuando corresponda y el ejercicio pleno de sus derechos,
tanto individuales como colectivos.  La Conferencia Mundial será
un buen espacio para que las sociedades latinoamericanas reflexio-
nen sobre las relaciones existentes con las poblaciones de origen
afroamericano y para que los Estados dicten legislaciones que pro-
tejan a esta población de la discriminación racial.

10- La discriminación racial y las diversas modalidades de xeno-
fobia que se presentan en la región abarcan también en general
a las poblaciones mestizas con una marcada ascendencia indí-
gena o afrolatinoamericana.  Estos sectores de la población su-
fren actos de discriminación racial no institucionalizada en diver-
sos ámbitos de la vida pública y privada.  La discriminación con-
tra los mestizos de marcada ascendencia indígena o
afrolatinoamericana, a pesar de afectar en muchos países a la
mayoría de la población, es objeto de una invisibilidad manifies-
ta a nivel de las políticas del Estado.  Se tiende a no reconocerla
y por ello las víctimas no pueden acceder a la defensa de sus
derechos y dignidad.  Esta discriminación racial constituye una
situación estructural en la mayoría de las sociedades de la re-
gión.  Los migrantes mestizos, como regla general, sufren tam-
bién diversas formas de discriminación, exclusión o prejuicio ra-
cial cuando migran a otros países de la misma región.

11- El seminario llama la atención sobre la situación de miles de
personas refugiadas migrantes o desplazadas por la violencia,
que muchas veces son discriminadas por sus características ra-
ciales, étnicas o nacionales.  Este es un problema de la más alta
importancia en América Latina y el seminario concluye que debe
ser abordado adecuadamente por la Conferencia Mundial.

12- El seminario reconoce la situación de vulnerabilidad en que
se encuentran los migrantes en los países de tránsito y recepto-
res ante manifestaciones y actos violentos y no violentos de ra-
cismo y xenofobia, y concluye que la Conferencia Mundial debe
adoptar medidas eficaces y concretas para promover y proteger
los derechos humanos de los migrantes, independientemente
de su situación migratoria.

13- Existe una alta correlación entre discriminación, desigualdad
e inequidad; esta correlación permite establecer que la discrimi-
nación y el racismo son al mismo tiempo una causa y un efecto
de la situación de pobreza y de vulnerabilidad.  Se desprende
también que la persistencia y el recrudecimiento de las prácticas
discriminatorias y de las actitudes racistas y xenófobas están aso-
ciados a la exclusión de amplios sectores sociales del acceso a
los recursos materiales, los servicios y la participación.  El semi-
nario constata que en muchos países los sectores de mayor po-
breza coinciden con los pueblos indígenas o con poblaciones de
origen afrolatinoamericano.  Se hace un llamado a los Estados a
tomar conciencia de esta evidente forma de discriminación y
desarrollar políticas para superarlo.

14- El seminario concluye que las prácticas de la discriminación
racial y el racismo son asuntos que afectan a las personas en su
vida diaria, en su subjetividad y en su manera de vivir, pensar y
soñar.  La cuestión racial se introduce hasta los ámbitos más pro-
fundos de la vida social; por ello, su importancia es determinan-
te.  Se señala que la Conferencia Mundial será una oportunidad
de gran importancia para encarar estos problemas y se hace un
llamado a no temer el debate sino a enfrentarlo con la verdad.

15- El seminario concluye que las prácticas de discriminación
racial afectan a amplios sectores latinoamericanos y caribeños
en sus perspectivas de trabajo, de ascenso social y de desarrollo
familiar y personal.  Además de los sectores más afectados —los
pueblos afroamericanos e indígenas—, también sufren de esta
lacra social los mestizos con rasgos indígenas y de descendencia
africana.  Las poblaciones migrantes sufren, en general, una dis-
criminación estructural que se expresa en diversas formas de ex-
clusión y de reducción de posibilidades en su inserción ocupa-
cional y en su acceso a instituciones del Estado en igualdad de
condiciones.  Asimismo, las relaciones interpersonales son obje-
to a menudo de prejuicios raciales y de discriminación.  En las
recomendaciones se busca la eliminación de esta situación por
diversos caminos y métodos.  Sabiendo que es un proceso de
largo plazo, no habría que temer iniciar campañas y acciones en
función de estos objetivos.

16- Los Estados de la región asumen en sus políticas exteriores y
en sus informes internacionales, aunque con diversos grados de
determinación, los valores jurídicos y éticos, como la igualdad y
la no discriminación, que son incompatibles con el racismo y la
xenofobia.  Se adscriben, en ese sentido, a las normas consuetu-
dinarias y positivas del derecho internacional de los derechos
humanos, relativas a la prohibición de toda forma de distinción,
exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza,
color, linaje u origen nacional o étnico, que tenga por objeto o
resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejerci-
cio en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y las
libertades fundamentales en las esferas política, económica, so-
cial, cultural o cualquiera otra esfera de la vida pública.  Muchas
veces se apoyan en las constituciones sin atender a lo que ocu-
rre en la vida social concreta.  El seminario  concluye que es ne-
cesario mirar las formas y declaraciones jurídico-constituciona-
les que organizan los países de la región, así como observar las
prácticas sociales, que muchas veces no se corresponden plena-
mente con la legislación.

17- El combate de la discriminación, el racismo y la xenofobia
debe incluir el reconocimiento y promoción de la multiculturalidad
y la multietnicidad.  No sólo debe señalarse un enfoque negati-
vo, de oposición a las prácticas del racismo, sino que también
debe plantearse un enfoque positivo, tendiente a construir so-
ciedades multiétnicas, con plena valoración de la diversidad y
pleno respeto a la dignidad de las personas y los pueblos
involucrados.  La búsqueda de democracias más equitativas en
la vida social pasa por afirmar un horizonte en que la diversidad
cultural y por cierto racial y étnica, sea un valor compartido.

18- El seminario  concluye que existen campos de acción muy
importantes, donde actúan el racismo y la xenofobia y se los
debe combatir.  En primer lugar, se señala el acceso a los recur-
sos y especialmente a la tierra, tanto de pueblos indígenas como
de pueblos afrolatinoamericanos y otros grupos vulnerables y
discriminados.  En segundo lugar, el seminario  llama la aten-
ción sobre la importancia de la educación, tanto para los grupos
discriminados como para el conjunto de la población.  En las
recomendaciones se señala con claridad la necesidad de garan-
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tizar el acceso de todos a la educación y de reformar los planes
de estudio escolares para dotar a las nuevas generaciones de
prácticas más democráticas y tolerantes que valoren la diversi-
dad como parte constitutiva del capital y riqueza de América
Latina y del Caribe.  En tercer lugar, el seminario pone su acento
en la atención a la salud, ya que los grupos antes señalados por
lo general son los que sufren una menor calidad y esperanza de
vida, así como problemas de salud en general.  En cuarto lugar,
se señala que el empleo y el acceso al trabajo muchas veces
están condicionados por razones de discriminación racial o xe-
nofobia y se llama a los Estados a fomentar medidas para elimi-
nar estas situaciones.  En quinto lugar, se llama a combatir las
crecientes manifestaciones de racismo y xenofobia contra los
migrantes en las sociedades en que se encuentran.

19- Un aspecto de mayor importancia es el acceso a la justicia y
la administración de la justicia por y en relación con los grupos
discriminados que aquí se han señalado.  El seminario constata
que en muchos países los pueblos indígenas y las agrupaciones
afrolatinoamericanas tienen dificultades en el acceso a la justi-
cia, ya sea por prejuicios, estereotipos, dificultades idiomáticas,
lejanía de los tribunales u otras razones.  En la administración de
la justicia se constata una proporción de personas detenidas
pertenecientes a estos grupos exagerada y no correspondiente
muchas veces con el porcentaje que ocupan en la población to-
tal.  Esta situación se repite en las cárceles, donde se constata
que existe un grado muy alto de victimización y estigmatización
de las poblaciones afrodescendientes, indígenas y otros grupos
vulnerables aquí señalados.  El seminario llama a los Estados a
tomar nota y llevar a cabo acciones tendientes a superar esta
forma específica de discriminación por motivos de raza, etnia,
cultura y lengua.

20- El seminario lamenta que no se hayan respetado los resulta-
dos de las dos primeras Conferencias Mundiales para Combatir
el Racismo y la Discriminación Racial, que reconocieron el acce-
so de los pueblos indígenas a la tierra y los recursos naturales,
habida cuenta sobre todo de la importancia fundamental de sus
derechos a la tierra y los recursos naturales, y a sus tradiciones y
aspiraciones.  El seminario tiene la esperanza de que las próxi-
mas conferencias y en particular la Conferencia Mundial señalen
con claridad los derechos de los pueblos indígenas, única forma
de terminar con su discriminación.

21- El seminario  señala con claridad que ninguna de estas polí-
ticas podrá tener éxito si no se realiza con la participación plena
de los pueblos afectados.  El principio de participación plena debe
establecerse en el proceso de desarrollo de la Conferencia Mun-
dial y debería ser el elemento clave de las políticas tendientes a
erradicar la discriminación racial en todas sus formas.

22- La participación política es un asunto determinante en las
políticas y medidas tendientes a superar la discriminación y el
racismo.  Especial mención se hace a la participación y el reco-
nocimiento pleno de los pueblos indígenas y los pueblos
afrolatinoamericanos.  El Estado debe tomar medidas para reco-
nocer su existencia y establecer normativas que les permitan
participar y decidir en su propio desarrollo, en el control de su
cultura y en numerosos otros aspectos que se relacionan cen-
tralmente con la dignidad y respeto que merecen estos pueblos.

23- El seminario  concluye que la cuestión afrolatinoamericana
se ha mostrado en el curso de este proceso como un factor y
sujeto emergente, que es necesario tomar en cuenta en las
deliberaciones de la Conferencia Mundial.  En el seminario, la
voz del mundo afroamericano ha venido a señalar una larga
historia de injusticias, discriminaciones y oprobios.  La Confe-
rencia debería demandar de los Estados un proceso de cam-

bio en las políticas y conductas respecto a estas poblaciones. 
Los Estados deberían realizar acciones simbólicas de petición
de perdón por los atropellos cometidos, con el fin de mostrar
a las sociedades que no deben continuar una política de esta
naturaleza y que es necesario erradicar totalmente la discri-
minación racial, el racismo y la xenofobia.

24- El seminario de expertos concluye con la expectativa de que
la Conferencia Interamericana próxima recoja estos planteamien-
tos, los desarrolle y los transforme en planes de acción que per-
mitan avanzar en la eliminación de todas las formas de discrimi-
nación racial en el continente.

Recomendaciones GeneralesRecomendaciones GeneralesRecomendaciones GeneralesRecomendaciones GeneralesRecomendaciones Generales

1. La Conferencia Mundial debe instar a los Estados a que reco-
nozcan, pública y sistemáticamente, que el racismo es un pro-
blema grave y profundamente arraigado que ha de combatirse. 
La habilitación de los grupos racialmente discriminados puede
incrementarse mediante una aplicación más efectiva de los de-
rechos económicos, sociales y culturales, así como un mayor ac-
ceso a la justicia.  Este reconocimiento resulta esencial para la
identificación de los problemas y el desarrollo de políticas públi-
cas para el combate del racismo y la discriminación racial.

2. La Conferencia Mundial debe recomendar a los Estados que
reconozcan la importancia del patrimonio cultural de las comu-
nidades raciales y étnicas marginadas y que promuevan el respe-
to de ese patrimonio.  Los Estados deberán asimismo estimular
el diálogo transcultural a fin de lograr una mayor comprensión
mediante el reconocimiento de los grandes logros de las civiliza-
ciones indígenas y africanas que son parte del patrimonio co-
mún de la humanidad.

3. La Conferencia Mundial debe alentar a todos los Estados, or-
ganizaciones intergubernamentales, organizaciones regionales
y organizaciones de la sociedad civil a que participen en la pro-
moción de los aspectos multiculturales, multirraciales y
multiétnicos de la sociedad.

4. Es indispensable que los Estados y las sociedades en su con-
junto reconozcan la existencia de diversas modalidades no
institucionalizadas de discriminación racial que se ejercen con-
tra los mestizos de ascendencia marcadamente indígena o
afrolatinoamericana.  Este reconocimiento es el punto de parti-
da para impulsar políticas y acciones antirracistas y
antidiscriminatorias.

5. Los Estados deberán fomentar y difundir el respeto de los
derechos humanos, en particular de las normas relativas a la lu-
cha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las
formas conexas de intolerancia, y de las normas destinadas a la
protección de los grupos raciales y étnicos marginados.

6. El seminario de expertos recomienda que el Plan de Acción
de la Conferencia Mundial y el Plan de Acción de la Confe-
rencia Regional para las Américas contengan estrategias prác-
ticas y planes de acción, a nivel internacional, regional y na-
cional, destinados a combatir el racismo y la discriminación
racial y que incluyan metas específicas y mensurables, puntos
de referencia e indicadores para medir el progreso,
cronogramas para alcanzar objetivos, así como recursos y
mecanismos para vigilar la ejecución y el cumplimiento de los
compromisos adoptados.

7. Se pide a la Conferencia Mundial que inste a los gobiernos a
establecer la vigilancia sistemática de la situación en que se en-
cuentran los grupos raciales y étnicos marginados, mediante
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muestreos periódicos y la compilación de información estadísti-
ca desagregada por razas o grupos étnicos, particularmente en
lo que respecta a indicadores económicos y sociales tan funda-
mentales como la tasa de mortalidad infantil, la esperanza de
vida, la tasa de alfabetización, el grado de instrucción, el acceso
al empleo, la vivienda y los servicios de salud, y el promedio de
ingresos disponible.  Deberá prestarse especial atención al valor
de las investigaciones acerca de la incidencia de la discrimina-
ción racial en esos derechos, así como a la divulgación de sus
conclusiones.

8. La Conferencia Mundial debe instar a todos los gobiernos a
establecer órganos de derechos humanos (defensorías del pue-
blo, procuradurías de derechos humanos, ombudsmen, etc.) en
caso de que no existan y a fortalecerlos en caso de que existan. 
Dichos órganos deben tener las siguientes características:

a) Ajustarse a los Principios relativos al estatuto de las
instituciones nacionales de promoción y protección de los
derechos humanos (“Principios de París”);
b) Incluir una unidad especializada en discriminación racial;
c) Tener un mandato amplio, tanto temático como de
facultades;
d) Ser visibles y accesibles a la población;
e) Tener capacidad de iniciar investigaciones, emitir
recomendaciones e iniciar acciones judiciales en casos de
discriminación racial;
f) Emplear a personal representativo de la población a la
que sirven.

9. Se recomienda a los gobiernos la creación de grupos
interdisciplinarios, integrados por miembros del gobierno y de la
sociedad civil, a los efectos de prevenir la emergencia y/o insta-
lación de graves conflictos de carácter racial y/o étnico, que po-
drían vulnerar la paz y la convivencia armónica de los grupos y
personas en los países donde estalle el conflicto.

10. La Conferencia Mundial debe instar a los Estados, organis-
mos intergubernamentales e instituciones financieras internacio-
nales a crear fondos que ayuden a quienes han sufrido las gra-
ves consecuencias del racismo, la discriminación racial, la xeno-
fobia y las formas conexas de intolerancia.

11. El seminario exhorta a los tribunales a que en su composi-
ción reflejen la diversidad de la población y en particular los gru-
pos raciales y étnicos discriminados.

12. El seminario solicita a los Estados que atiendan el problema
de la aplicación discriminatoria de la ley en contra de pueblos
indígenas, pueblos de ascendencia africana, mestizos, migrantes
y desplazados.  Especial atención se debe prestar al racismo en
la procuración de justicia, en los funcionarios encargados de hacer
cumplir la ley y en los sistemas de justicia penal.

13. El seminario hace especial hincapié en la importancia de la
inversión en la educación de la mujer y considera que es una de
las inversiones de desarrollo más rentables que existen.  La mu-
jer indígena, como también la mujer afrolatina, tiene tasas de
alfabetización y de educación muy bajas.  El seminario subraya
que es esencial invertir en la mujer indígena y afrolatina.  Los
gobiernos y las organizaciones internacionales deben dar espe-
cial importancia a la promoción del bienestar de la mujer indíge-
na y afrolatina así como a la expansión de sus oportunidades
económicas y sociales.

14. La Conferencia Mundial deberá incentivar a los Estados a:
a) Adoptar y aplicar medidas legales relativas a la propie-
dad de la tierra por parte de los pueblos indígenas y

afrolatinoamericanos, incluyendo los aspectos culturales
de las formas de apropiación y las dimensiones religiosas
de éstas;
b) Velar por que dondequiera que existan proyectos de
inversión para la explotación de materias primas, minería y
petróleo en los lugares pertenecientes a los pueblos
indígenas o afrolatinoamericanos, dichos proyectos deban
ser anunciados y consultados con los pueblos interesados,
que deberán tener la oportunidad de beneficiarse de ellos;
c)  Realizar evaluaciones de impacto social en todos los
proyectos o acciones que afecten a los pueblos indígenas
o afrolatinoamericanos, para proteger sus aspectos
culturales y humanos.

15. La Conferencia Mundial debe recomendar al sistema de las
Naciones Unidas la creación de un mecanismo especial que co-
ordine todas las actividades de la organización en materia de
lucha contra el racismo (incluidas las operaciones sobre el terre-
no) y que vele por el cumplimiento de la declaración y del plan
de acción que surjan de la Conferencia Mundial.

16. Análogamente, se pide a la Conferencia Mundial que solici-
te al sistema de Naciones Unidas la creación, con la asistencia
técnica de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Uni-
das para los Derechos Humanos, de una unidad operativa
interamericana que se concentre en la lucha contra el racismo.

17. La Oficina del Alto Comisionado y la OIT deberían, en el
marco de sus actividades y proyectos, cooperar en la promoción
de la eliminación de la discriminación racial en las esferas eco-
nómica y social, particularmente en el empleo.

18. Se recomienda a las instituciones bancarias la creación de
programas de inversiones y préstamos dirigidos al desarrollo de
las comunidades afrolatinoamericanas e indígenas.  Las políti-
cas de desarrollo impulsadas en los ámbitos internacional, re-
gional y nacional deberán incorporar una cuota porcentual para
programas dirigidos a estas comunidades.

Normas legales y su aplicaciónNormas legales y su aplicaciónNormas legales y su aplicaciónNormas legales y su aplicaciónNormas legales y su aplicación

19. La Conferencia Mundial debe instar a los gobiernos que no
lo hayan hecho a que se adhieran a la Convención Internacional
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Ra-
cial y alentarlos a que declaren, a tenor de lo dispuesto en el
artículo 14 de la Convención, que reconocen la competencia del
Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial para exa-
minar comunicaciones de personas o grupos que alegaren ser
víctimas de violaciones de la Convención.

20. Los Estados de la región que no sean partes en la Conven-
ción Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de
Discriminación Racial deberán acelerar el proceso de su ratifica-
ción, o adherirse a ella antes de la Conferencia Mundial.

21. La Conferencia Mundial debe exhortar a los Estados a que
hagan respetar y garanticen el ejercicio de los derechos enun-
ciados en los seis principales tratados internacionales e instru-
mentos regionales en materia de derechos humanos, incluyen-
do las Convenciones 169 y 111 de la OIT, y a que cumplan su
obligación de informar regularmente a los órganos creados en
virtud de tratados, especialmente con referencia al principio de
no discriminación contenido en cada uno de esos tratados.

22. El seminario promueve la ratificación de la Convención In-
ternacional sobre la protección de los derechos de todos los tra-
bajadores migratorios y de sus familiares, aprobada bajo los aus-
picios de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 1990.
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23. La Conferencia Mundial debe alentar a los gobiernos a que
velen por la aplicación continua y eficaz de las normas jurídicas
vigentes en el ámbito de la discriminación y enmienden todas
aquellas normas que aún contengan alguna discriminación ra-
cial.  En particular, se alienta a los gobiernos a que adopten
medidas para garantizar que todos los sectores de la sociedad,
en especial los grupos étnicos marginados, disfruten de iguales
oportunidades de acceso a la educación, que comprenderá as-
pectos multiculturales e interculturales, y materiales sobre las
culturas y la historia de todos los grupos sociales y sobre los
derechos humanos; y a que dispongan la capacitación de los
funcionarios (con inclusión de la policía, los fiscales, los jueces y
los maestros) sobre las normas internacionales por las que se
prohibe la discriminación racial y su aplicabilidad en el ámbito
interno.

24. El seminario afirma que el establecimiento de medidas más
efectivas contra la discriminación racial debería incluir lo siguiente:

a) Reconocimiento de la necesidad de un conjunto de
medidas preventivas y disuasivas; el cambio cultural que
ha de lograrse mediante los programas educativos debe
estar a la vanguardia de las medidas preventivas, pero
también son necesarias medidas disuasivas como:
i) Aprobación de una ley contra la discriminación racial y
su incorporación a la legislación nacional; dicha ley podría
seguir el modelo de la publicación HR/PUB/96/2 de las
Naciones Unidas;
ii) Ampliación de las medidas legales que prohiben la
discriminación racial en todos los campos de los sectores
público y privado, incluidos el empleo, la capacitación, la
educación, la vivienda, el suministro de bienes y servicios,
la política de inmigración, la administración de justicia y la
ley y el orden;
iii) Establecimiento por ley de una reparación civil adecua-
da para las víctimas de discriminación racial.
b) Se debe prever la rehabilitación de los autores y de las
víctimas del racismo mediante comisiones de la verdad,
petición de disculpas y la creación de un fondo de
compensación y de reparación para las víctimas, según el
caso.

25. Se insta a los Estados a que, en los recursos procesales que
contemple su derecho interno, tengan presentes las siguientes
consideraciones:

a) El acceso a estos recursos deberá ser lo más amplio
posible;
b) Los recursos procesales existentes deberán ser dados a
conocer en el ámbito de acción pertinente, y se deberá
ayudar a las víctimas de discriminación racial a valerse de
ellos según corresponda;
c) Las reclamaciones por discriminación racial deberán
resolverse en la forma más rápida posible, fijándose un
plazo razonable para realizar las investigaciones pertinen-
tes;
d) Los indigentes que sean víctimas de discriminación
racial deberán recibir asistencia jurídica y ayuda gratuitas
para tramitar sus reclamaciones y, en caso necesario,
deberá proporcionárseles la ayuda de un intérprete en las
causas civiles y criminales;
e) Deberá instarse a los Estados a crear órganos nacionales
facultados para investigar las alegaciones de discrimina-
ción racial;
f) Deberá promoverse la creación de una legislación que
penalice las prácticas discriminatorias basadas en la raza o
el origen étnico, ofreciendo adecuado remedio para las
víctimas;
g) Deberá facilitarse el acceso a los recursos jurídicos por
parte de las víctimas de la discriminación y reconocerse su

capacidad legal mediante la reforma de la legislación a fin
de permitir que instituciones u organizaciones no guberna-
mentales intercedan legalmente en su nombre, y mediante
la elaboración de programas que permitan el acceso de los
grupos más vulnerables al sistema jurídico.

26. Los agentes del orden público han de ser conscientes de que
la discriminación racial es contraria a la ley, y de que es su deber
hacer que se respete esa prohibición.  Se alienta también a los
gobiernos a que adopten medidas positivas para garantizar que
los funcionarios públicos (con inclusión de los agentes de poli-
cía) que cometan actos racistas, en particular abusos motivados
por el odio racial, no gocen de inmunidad y sean enjuiciados de
conformidad con las normas internacionales; y a que destinen
recursos financieros y de personal suficientes para llevar a cabo
todo lo que antecede.

27. Los Estados deben prestar especial atención a la definición
de la discriminación racial que figura en el párrafo 1 del artículo
1 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas
las Formas de Discriminación Racial, según el cual la expresión
“discriminación racial” denota “toda distinción, exclusión, res-
tricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u
origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado
anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en con-
diciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fun-
damentales en las esferas política, económica, social, cultural o
en cualquier otra esfera de la vida pública”.  A este respecto, es
importante que se lleven a cabo campañas de alcance nacional
para dar a conocer mejor el significado de la citada definición
entre los órganos estatales, con inclusión de la judicatura y de
las fuerzas del orden público, y entre las organizaciones de la
sociedad civil, con inclusión de las asociaciones que se ocupan
de los grupos vulnerables y en particular de las poblaciones indí-
genas y afrolatinomericanas.

Educación e informaciónEducación e informaciónEducación e informaciónEducación e informaciónEducación e información

28. Se insta a los Estados a utilizar eficazmente la educación, la
enseñanza y la formación para crear un ambiente favorable a la
erradicación del racismo y la discriminación racial.  Estos meca-
nismos deberán servir para poner al descubierto los mitos y erro-
res de las teorías, filosofías, ideas y actitudes características de
las acciones discriminatorias basadas en las diferencias de raza,
color, ascendencia y origen étnico o nacional.  Los Estados de-
berán aplicar con rigor los principios de la no discriminación y la
igualdad en materia de educación contemplados en numerosos
tratados internacionales de derechos humanos, incluida la Con-
vención de la UNESCO relativa a la lucha contra las discrimina-
ciones en la esfera de la enseñanza.

29. La Conferencia Mundial debe incentivar la educación, capa-
citación y formación de los pueblos indígenas y
afrolatinoamericanos para que ellos mismos puedan elaborar pro-
puestas que logren el avance de estas poblaciones a un desarro-
llo pleno en igualdad de condiciones.

30. Se recomienda a la Conferencia Mundial que inste a los go-
biernos, a los educandos y a la sociedad civil a promover en las
escuelas de la región una educación sobre valores que conside-
ren las diferencias religiosas, lingüísticas y raciales como rique-
zas y potencialidades para la integración regional.

31. El seminario pide a los Estados que presten especial aten-
ción a la educación antidiscriminatoria de los niños, con miras a
desarrollar futuras generaciones con actitudes más positivas fren-
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te a la diversidad.  El estudio de la Declaración Universal de los
Derechos Humanos debe tomar parte del currículo en las escue-
las de enseñanza fundamental.

32. Se alienta a los gobiernos de la región a que incorporen en
sus currículos educativos y en los programas de capacitación de
docentes el contenido de la historia y los logros de los pueblos
de descendencia africana e indígena.  El objetivo específico de
esta reforma educativa será combatir los estereotipos que tiene
la población en general contra estos grupos.

33. Se recomienda a los Estados que capaciten a abogados, fun-
cionarios públicos, magistrados, jueces y fiscales en materia de
medidas legales antidiscriminatorias.

34. La campaña de lucha contra la discriminación racial deberá
incluir medidas para asegurar que los mensajes que transmitan
los medios de comunicación social (televisión, radio, cine, medios
escritos, etc.), particularmente los destinados a los niños y los jó-
venes, no representen directa ni indirectamente estereotipos ni
contengan lugares comunes ni consignas que puedan estimular
los prejuicios raciales.  Por el contrario, desde una perspectiva
universal, los medios de comunicación deberán tratar de familiari-
zar a la gente con diversos aspectos (filosóficos, jurídicos, litera-
rios o artísticos) distintos de los de sus propias civilizaciones.

35. El seminario recomienda a los Estados la revisión legislativa del fun-
cionamiento de los medios masivos de comunicación que promuevan
estereotipos racistas y discriminatorios.  Además, los Estados deberán
adoptar un código de conducta para los medios de comunicación.

36. Los gobiernos deben vigilar el uso indebido de la tecnología,
especialmente de la Internet, como vector del discurso racista y
de la incitación a la violencia y a los delitos motivados por el
odio racial.

37. Las ONG y los artistas, como comunicadores independien-
tes, deberán coordinar sus esfuerzos a los efectos de llegar a los
grandes escenarios más mediáticos y lograr una mayor eficacia
en la consolidación de la democracia pluriétnica y pluricultural.

ParticipaciónParticipaciónParticipaciónParticipaciónParticipación

38. Los gobiernos, las instituciones nacionales y las organizaciones
no gubernamentales deben ser conscientes de que el derecho in-
ternacional también reconoce las medidas de trato diferenciado, y
en algunos casos obliga a los gobiernos a aplicar medidas especia-
les para garantizar la igualdad de hecho así como de derecho, y a
actuar en consecuencia con respecto a aquellos grupos que hayan
sido objeto de discriminación sistemática.  Entre las medidas más
importantes que pueden adoptar los gobiernos a este respecto fi-
guran la determinación y la intensificación de la capacitación im-
partida a los grupos vulnerables y la contratación activa de miem-
bros de estos grupos para prestar servicio en la administración, con
inclusión de las fuerzas de policía, la fiscalía y la judicatura.

39. Los miembros de los distintos grupos vulnerables deben po-
der disfrutar de los derechos económicos y sociales en condicio-
nes de igualdad.  En los casos en que los miembros de un grupo
determinado se encuentren en situación más desfavorable que
los de otro, deberán adoptarse transitoriamente medidas de ac-
ción afirmativa para corregir la desigualdad.  Las políticas con-
cretas al respecto deberán formularse en estrecha cooperación
con los miembros de los grupos afectados, en especial los pue-
blos afrolatinoamericanos e indígenas.

40. Los grupos vulnerables deben tener igual derecho al desa-
rrollo, así como contribuir a él y disfrutar de sus beneficios.  En

consecuencia, la política de desarrollo deberá conducirse con
miras a reducir las disparidades que puedan existir entre los dis-
tintos grupos.  Los grupos que reciban ayuda deberán ser siem-
pre consultados respecto de los proyectos de desarrollo que afec-
ten a las regiones en que viven.

41. Se exhorta a los gobiernos, a los sectores de la empresa pri-
vada y a las instituciones financieras internacionales, en particu-
lar el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo
(BID), a que promuevan la participación de los grupos indígenas
y afrolatinoamericanos en la adopción y aplicación de proyectos
de desarrollo.

42. El seminario recomienda que entre los objetivos de la Confe-
rencia Ciudadana de organismos no gubernamentales de las
Américas se incluyan los siguientes:

a) Comprometer activamente a la ciudadanía, a los
pueblos racial y étnicamente marginados y a las organiza-
ciones de la sociedad civil en la eliminación de las
prácticas de racismo, xenofobia, intolerancia y discrimina-
ción en la región;
b) Dar visibilidad a las diferentes situaciones que afectan a
las víctimas del racismo, la xenofobia, la intolerancia y la
discriminación en la región;
c) Proponer estrategias de igualdad efectiva y plena, así
como medidas de prevención, reparación o compensación,
frente al racismo, la discriminación racial, la xenofobia y
las formas conexas de intolerancia;
d) Fortalecer las alianzas y coaliciones entre ONG y demás
organizaciones de la sociedad civil de la región que
trabajan en la promoción de derechos humanos;
e) Realizar un seguimiento ciudadano de la Conferencia
Mundial y sus reuniones preparatorias, vigilando los
compromisos asumidos por los gobiernos y Estados.

Pueblos indígenasPueblos indígenasPueblos indígenasPueblos indígenasPueblos indígenas

43. El seminario reconoce la dignidad inherente de los pueblos
indígenas y su singular contribución al desarrollo y la pluralidad
de la sociedad.

44. El seminario recomienda que los gobiernos fortalezcan los
procesos de reforma constitucional relativos a la protección de
derechos de los pueblos indígenas.

45. El seminario exhorta a los Estados a que consoliden el proce-
so de reconocimiento de derechos de los pueblos indígenas, en
especial la adopción de las declaraciones sobre los pueblos indí-
genas de las Naciones Unidas y de la Organización de los Esta-
dos Americanos.

46. Se alienta a los Estados a que tomen medidas tendientes a
reformar las diversas instituciones de la administración pública
de manera que el conjunto de ellas atienda a estos pueblos y sus
integrantes en sus respectivas áreas de competencia.

47. Se solicita a la Conferencia Mundial que exhorte a los Esta-
dos a:

a) Asegurar la participación plena y libre de los pueblos
indígenas en todas las etapas de los procesos de adopción
de decisiones sobre la totalidad de los aspectos relaciona-
dos con la sociedad, particularmente cuando se trata de
materias que son de su interés.  En especial, los Estados
deberían otorgar reconocimiento a las instituciones de
gobierno y de autogestión de los pueblos indígenas y
respetar sus competencias;
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b) Respetar el autogobierno de los pueblos indígenas
como un instrumento para combatir el racismo, que a su
vez incluye el respeto y el reconocimiento de la religión
indígena, de la propiedad intelectual y de sus derechos
colectivos;
c) Reconocer el derecho de los pueblos indígenas a la
propiedad, explotación, control y utilización de sus
terrenos y territorios, incluidos los recursos naturales.  En
especial, los Estados deberían completar la demarcación
de las tierras indígenas y asegurar su protección en la
práctica;
d) Reconocer el derecho de los pueblos indígenas a definir
sus propias prioridades de desarrollo de sus tierras y
obtener su consentimiento libre e informado antes de
aprobar proyectos que les afecten.  Los Estados deberían
detener de inmediato la ejecución en terrenos indígenas
de proyectos que pongan en peligro la vida y los medios
de subsistencia de los pueblos indígenas;
e) Asegurar que los pueblos indígenas tengan acceso a
todos los niveles y formas de educación estatal.  En
especial, los Estados deberían prestar apoyo financiero
para ayudar a los indígenas a continuar sus estudios y su
formación postescolar, contribuyendo así a que todos los
grupos de la sociedad tengan acceso equitativo a la
educación.  Asimismo, los Estados deberían prestar apoyo
a los pueblos indígenas que traten de crear sus propias
instituciones educacionales, con el fin de poder transmitir
su lengua, cultura y valores a las generaciones futuras;
f) Asegurar que los pueblos indígenas tengan acceso sin
discriminación a todos los servicios de salud y atención
médica.  En especial, los Estados deberían ayudar a los
pueblos indígenas a conservar sus prácticas sanitarias y sus
medicinas tradicionales cuando sean eficaces y
culturalmente aceptables para el pueblo interesado;
g) Asegurar que los pueblos indígenas tengan trato
igualitario en los tribunales y demás órganos de la
administración de justicia, en especial asegurando, en caso
necesario, el suministro a los pueblos indígenas de
servicios de traducción adecuados en las causas judiciales. 
Se insta, asimismo, a la transparencia de los procesos
judiciales y a la independencia de la judicatura;
h) Prestar apoyo a la creación de sistemas jurídicos y de
administración de justicia propios de los pueblos indígenas
de conformidad con las normas internacionales en materia
de derechos humanos;
i) Proporcionar recursos y apoyo adecuados al Foro
Permanente para las Cuestiones Indígenas, de reciente
creación.  En especial, se hace un llamamiento a la
Comisión Económica para América Latina y el Caribe para
que, en cooperación con los gobiernos y órganos regiona-
les pertinentes, y con las organizaciones y organismos
especializados de las Naciones Unidas y las instituciones
financieras, organice una consulta a fin de elaborar un
proyecto interinstitucional regional para erradicar la
pobreza y el menoscabo entre los pueblos indígenas de la
región;
j) Reafirmar el compromiso de aprobar una declaración
sobre los derechos de los pueblos indígenas con la mayor
brevedad posible.  En especial, se alienta a los Estados de
la región a celebrar consultas regionales con las organiza-
ciones y pueblos indígenas a fin de aumentar la armonía y
crear consenso.

48. Se exhorta a la comunidad internacional a convocar una con-
ferencia internacional sobre los pueblos indígenas al término del
Decenio Internacional de las Poblaciones Indígenas del Mundo
(1995-2004).

49. Dada la condición subalterna y muchas veces casi clandesti-
na en que se ejerce el derecho a usar la lengua materna entre las
poblaciones étnicas marginadas, la creación de condiciones de
igualdad frente al idioma decretado como nacional exige esfuer-
zos considerables para hacer posible el desarrollo real de esos
idiomas prohibidos.  Esas acciones se radican substantivamente
en la educación y la comunicación social.

AfrolatinoamericanosAfrolatinoamericanosAfrolatinoamericanosAfrolatinoamericanosAfrolatinoamericanos

50. Todos los países de la región deberían reconocer la existen-
cia de su población de ascendencia africana y reunir y analizar la
información pertinente para determinar las condiciones de vida
y el grado de desposeimiento a que está sometida.  La mejor
manera de reunir información sobre razas y etnias es utilizar los
censos nacionales y las encuestas nacionales por hogares para
abordar temas tales como el empleo, la educación, la salud, la
vivienda, el saneamiento, el acceso a la tierra, el crédito, etc.  Se
deberá consultar a las organizaciones de afrolatinoamericanos
para redactar adecuadamente las preguntas relacionadas con el
tema del origen étnico.

51. Es imperativo que los Estados de la región inviertan fuerte-
mente en educación a fin de romper el círculo vicioso de la des-
igualdad sufrida por los afrolatinoamericanos, desigualdad que
se reproduce en el sistema educativo.  Mejorar las escuelas pú-
blicas para aumentar la calidad de la enseñanza que se imparte
en las zonas pobres donde habita la población de ascendencia
africana requiere dignificar la labor que realizan los maestros
ofreciéndoles remuneraciones justas, formación y material di-
dáctico, así como una infraestructura adecuada.  Se deberá revi-
sar el contenido discriminatorio de los textos escolares y las nor-
mas y prácticas cotidianas.

52. Se solicita declarar al pueblo afrolatinoamericano un grupo
vulnerable prioritario en los programas de desarrollo, en particu-
lar los que tratan sobre el alivio, reducción o erradicación de la
pobreza, y los programas sobre medio ambiente.

53. Se pide a los gobiernos que desarrollen programas y proyec-
tos específicos para poblaciones afrodescendientes que promue-
van el desarrollo integral como forma de superar las consecuen-
cias del racismo, la discriminación y la desigualdad racial.

54. La Conferencia Mundial debe alentar la creación de un fon-
do de contribuciones voluntarias para brindar apoyo, instalacio-
nes y un espacio que otorgue visibilidad y voz, en el ámbito na-
cional e internacional, a las víctimas de la discriminación racial,
similar al Foro Permanente para los Pueblos Indígenas.

55. Se solicita a los Estados que reconozcan y regulen con cele-
ridad la titulación de tierras tradicionalmente ocupadas y traba-
jadas por las comunidades afrolatinoamericanas, con arreglo a
la Convención 169 de la OIT.  Si fuese necesario, deberá elabo-
rarse una legislación nacional que garantice el derecho a las tie-
rras.

56. Se solicita a los gobiernos que asignen parte de su presu-
puesto para publicidad gubernamental a la divulgación y pro-
moción de las acciones tomadas para combatir el racismo y la
discriminación racial.

57. Se recomienda a los gobiernos y organismos internacionales
acreedores que inviertan un porcentaje de sus préstamos exter-
nos en acciones efectivas para erradicar el racismo y la discrimi-
nación.
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58. Es menester desarrollar un programa de incentivos tributa-
rios a empresas privadas que tengan políticas y planes de acción
afirmativa dirigidos a afrolatinoamericanos.

59. Se exhorta a los gobiernos de la región a que asignen espe-
cial prioridad a las estrategias de desarrollo, mediante el fortale-
cimiento de la pequeña y mediana empresa, incluyendo a la in-
dustria rural, en las zonas de mayor concentración
afrolatinoamericana a fin de crear puestos de trabajo para estos
grupos.

60. Se deberán adoptar medidas afirmativas en los sectores pú-
blico y privado.  El sector público deberá analizar en especial los
factores que impiden que los afrolatinoamericanos asciendan a
puestos elevados y tomar medidas adecuadas para eliminar esos
obstáculos.  El sector privado deberá analizar sus políticas de
administración de personal relativas a la contratación, remune-
raciones, ascensos, etc., a fin de promover la diversidad en el
personal en todos los niveles de la jerarquía de la empresa.

61. Es fundamental otorgar protección legal a las trabajadoras
domésticas, a fin de garantizar el goce de los derechos humanos
más esenciales.  Asimismo, deberán elaborarse programas es-
peciales orientados a sectores modernos del mercado, para la
capacitación de los jóvenes afrolatinoamericanos, que les ofrez-
can verdaderas alternativas de inserción.  Deberán favorecerse
las actividades económicas alternativas, como las actividades
artesanales u otras actividades tradicionales.

62. Deberá prestarse atención especial a la discriminación múlti-
ple de la cual son víctimas los afrolatinoamericanos por razones
de sexo, orientación sexual, discapacidad física y estado de sa-
lud.  La combinación de discriminación racial y sexual tiene por
consecuencia una mayor vulnerabilidad de las mujeres de ascen-
dencia africana, muchas de las cuales son objeto de explotación y
tráfico sexual.  Los hombres y mujeres homosexuales son objeto
de un acoso que a menudo termina en lesiones y homicidios.  El
seminario constata que en muchos países de la región existe una
elevada incidencia del VIH y del SIDA entre los hombres y mujeres
afrolatinoamericanos y habría que prestar especial atención a la
lucha contra las dificultades adicionales debidas a la discrimina-
ción múltiple.  Cabe señalar que la libertad sexual y los derechos
reproductivos son parte integrante de los derechos humanos.

63. La Conferencia Mundial debe recomendar al Banco Mun-
dial, y la Conferencia Regional al BID, la adopción de políticas
operacionales sobre pueblos afrolatinoamericanos similares a la
existente con relación a pueblos indígenas en el ámbito del Ban-
co Mundial.  Dicha política debería establecer prioridades, for-
mas de consulta y participación de los pueblos
afrolatinoamericanos en la adopción de políticas, créditos y pro-
yectos, entre otros.

64. La Conferencia Mundial debe alentar a los Estados a que:
a) Incorporen prácticas que son culturalmente apropiadas
en las normas de los programas de desarrollo dirigidos al
pueblo afrolatinoamericano.  Estas prácticas deben
enfatizar la participación comunitaria, la autodetermina-
ción y la autosuficiencia, la honestidad, la transparencia y
el compromiso con los más pobres;
b) Dirijan las inversiones en desarrollo social y económico a
zonas con alta densidad de población
afrolatinoamericana.  Estas inversiones deben comenzar
con el fortalecimiento de las capacidades institucional y
organizativa de las comunidades afrolatinoamericanas;
c) Creen incentivos para involucrar a un mayor número de
profesionales de ascendencia africana en los programas de
desarrollo de las comunidades afrolatinomericanas;

d) Fomenten la coordinación interinstitucional en la
planificación y ejecución de programas para las comunida-
des afrolatinoamericanas, incluyendo en esta coordinación
a las organizaciones involucradas en el proceso en sus
países respectivos.

65. El seminario toma nota de que para hacer efectivas las medi-
das para la protección de los afrolatinoamericanos hay que sa-
tisfacer los siguientes criterios:

a) Dar visibilidad a la presencia de las comunidades
afrolatinoamericanas y caribeñas y sus organizaciones;
b) Asegurar la igualdad y el acceso a todas las instancias y
los recursos económicos, sociales, políticos y culturales;
c) Incorporar perspectivas de género y etnorracial;
d) Propiciar el protagonismo y la participación plena de las
comunidades afrolatinoamericanas y caribeñas.

66. El seminario invita a los Estados a recopilar y mantener esta-
dísticas oficiales precisas de la situación socioeconómica de la
población afrolatinoamericana y caribeña.  Estas estadísticas ser-
virán de marco para la ejecución de medidas de acción afirmati-
va que reparen y remedien en el ámbito regional y nacional la
estructura racializada y colonial sobre la que se han fundado los
estados de la región.

67. El seminario recomienda a las Naciones Unidas establecer un
comité para las cuestiones de los pueblos de ascendencia africa-
na.  Este comité recibiría demandas de estos pueblos y recomen-
daría la instancia apropiada para asistir a sus soluciones en con-
cordancia con los acuerdos internacionales.  Esto implicaría man-
tener una mesa de diálogo permanente en las Naciones Unidas,
lo que garantizaría que haya miembros en ese comité propuestos
por las organizaciones representativas de dichos pueblos.

68. El seminario recomienda al sistema de las Naciones Unidas
que expertos de ascendencia africana formen parte de los órga-
nos creados en virtud de tratados de derechos humanos.

69. Se invita a los gobiernos a que incorporen en los currículos
educativos la historia y los logros de los pueblos de ascendencia
africana y capaciten en este sentido a los docentes de todos los
niveles.

70. Se insta a los Estados a que promuevan reformas constitu-
cionales que garanticen a los pueblos afrolatinomericanos:

a) El pleno disfrute de los derechos económicos, sociales
y culturales;
b) Derechos civiles y políticos en igualdad de condiciones.

71. Se solicita a los Estados que en los procesos de selección de
personal para puestos gubernamentales se incluya a profesiona-
les de ascendencia africana en:

a) Programas y proyectos dirigidos a tales pueblos;
b) Instancias gubernamentales de toma de decisiones;
c) Delegaciones de las misiones diplomáticas.

MigrantesMigrantesMigrantesMigrantesMigrantes

72. Se debe instar a los gobiernos a que adopten y apliquen medi-
das concretas para la eficaz protección de los derechos de los
migrantes frente a actos o manifestaciones de racismo o xenofobia.

73. El seminario solicita a los Estados que son parte en instru-
mentos internacionales de derechos humanos que remitan, o
incluyan en sus informes, información sobre las medidas legisla-
tivas y administrativas destinadas a proteger los derechos huma-
nos de los migrantes que se encuentren en su territorio o bajo su
jurisdicción.
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74. El seminario apoya a los gobiernos de países receptores que
tomen medidas adecuadas de información que den a entender
las diferencias desde un punto de vista constructivo y no exclu-
yente.  Para ello es necesario realizar campañas contra la xeno-
fobia, el racismo y todas las formas de discriminación.  Se debe
sensibilizar a los nacionales de los países receptores acerca de la
situación de la mujer y los niños y niñas migrantes.

75. El seminario recomienda que consideremos como esencial
difundir en los países de origen, de tránsito y destino las diversas
convenciones regionales e internacionales, que han sido firma-
das y ratificadas por los Estados, en materia de protección y de-
fensa de los derechos humanos de los migrantes, y todos aque-
llos instrumentos destinados a la lucha contra el racismo, la dis-
criminación racial y la xenofobia, así como los instrumentos jurí-
dicos que protegen estos derechos.

76. El seminario apoya el fomento de espacios de diálogo, re-
flexión y consulta entre gobiernos, la sociedad civil y la comuni-
dad internacional sobre los procesos migratorios, los derechos
humanos de los migrantes desde una perspectiva de género y
las situaciones de racismo, discriminación racial y xenofobia que
afectan de manera particular a este grupo vulnerable.

77. El seminario recomienda llevar a cabo un esfuerzo en la for-
mación y capacitación sobre derechos humanos, en especial so-
bre los derechos humanos de los migrantes, dirigido a funciona-
rios de migración, policías de frontera y personal de los centros de
detención de migrantes, con el fin de evitar que ciertos prejuicios
lleven a decisiones y actos de racismo, xenofobia y discriminación.

78. El seminario alienta que se promueva la ratificación de la
Convención Internacional sobre la protección de los derechos
de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares y en
concreto entre los países receptores de migración.  La población
migrante que se encuentra en condiciones de vulnerabilidad en
países receptores necesita que sus Estados de origen ratifiquen
la Convención, ya que su entrada en vigor permitirá concretar la
protección de los derechos humanos básicos de migrantes do-
cumentados e indocumentados, otorgando instrumentos lega-
les con relación al desarrollo de legislaciones internas y acuerdos
mutuos entre los Estados que impidan el tráfico y los movimien-
tos clandestinos de trabajadores.

Refugiados y personas desplazadasRefugiados y personas desplazadasRefugiados y personas desplazadasRefugiados y personas desplazadasRefugiados y personas desplazadas

79. El seminario demanda a los gobiernos de la región un mayor
cumplimiento de sus compromisos internacionales relativos a la
protección y promoción de los derechos de las personas refugia-
das, asiladas y desplazadas.

80. El seminario solicita a las autoridades gubernamentales una
aplicación efectiva de las políticas y normas nacionales tendien-
tes a proteger a las personas refugiadas, asiladas y desplazadas. 
En ese sentido, los gobiernos deberán elaborar las reglamenta-
ciones pertinentes e incentivar la participación en su diseño y en
el proceso de toma de decisiones de las personas afectadas o de
las organizaciones que los representan.

81. El seminario incentiva la aplicación sin excepciones del prin-
cipio fundamental de no devolución para proporcionar protec-
ción a los refugiados.

82. El seminario fomenta el diseño de estructuras y redes de
protección con la participación complementaria en sus compe-
tencias y responsabilidades de organizaciones estatales, guber-

namentales y no gubernamentales que garanticen el ejercicio
efectivo del derecho a solicitar asilo.

83. El seminario promueve marcos de cooperación entre el
ACNUR, la Comisión Interamericana y la Corte Interamericana
de Derechos Humanos, en favor de las poblaciones refugiadas y
desplazadas.

84. El seminario promueve la difusión y observancia de los Prin-
cipios Rectores de los desplazamientos internos.

85. El seminario pide que se continúen los esfuerzos para pres-
tar especial atención al problema de los grupos que sufren dis-
criminación múltiple, como son las mujeres, niñas y niños, an-
cianos y discapacitados, y adoptar un enfoque basado en la
equidad y en el género.  aa aa a
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REFORMA DE LA JUSTICIA DE MENORESREFORMA DE LA JUSTICIA DE MENORESREFORMA DE LA JUSTICIA DE MENORESREFORMA DE LA JUSTICIA DE MENORESREFORMA DE LA JUSTICIA DE MENORES

INFORME DEL SECRETARIO GENERALINFORME DEL SECRETARIO GENERALINFORME DEL SECRETARIO GENERALINFORME DEL SECRETARIO GENERALINFORME DEL SECRETARIO GENERAL

Comisión de Prevención del Delito y Justicia PenalComisión de Prevención del Delito y Justicia PenalComisión de Prevención del Delito y Justicia PenalComisión de Prevención del Delito y Justicia PenalComisión de Prevención del Delito y Justicia Penal
Viena, 18 al 20 de abril del año 2000 Tema 3 c) del programa provisional
Labor del Centro para la Prevención Internacional del Delito: reglas y normasLabor del Centro para la Prevención Internacional del Delito: reglas y normasLabor del Centro para la Prevención Internacional del Delito: reglas y normasLabor del Centro para la Prevención Internacional del Delito: reglas y normasLabor del Centro para la Prevención Internacional del Delito: reglas y normas

I. Introducción

1. El actual informe se ha preparado a raíz de
las resoluciones 1997/30, del 21 de julio de 1997, y
1998/21, del 28 de julio de 1998, del Consejo Econó-
mico y Social.

En él se analizan los cometidos, funciones y ac-
tividades de las diversas entidades de todo el sistema
de las Naciones Unidas interesadas en la reforma de la
justicia de menores, así como los progresos efectua-
dos al respecto, conforme a la política y los instrumen-
tos pertinentes de las Naciones Unidas. Se ha insistido
en la necesidad de poner en práctica una política bien
integrada y coherente de las Naciones Unidas que sus-
cite una actuación operacional unificada y eficaz de
las Naciones Unidas al servicio de esa política. El infor-
me describe las actividades operacionales y de otra
índole que están llevando a cabo entidades de las Na-
ciones Unidas en orden al cumplimiento de la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño (resolución 94/25 de
la Asamblea General, anexo), así como las actividades
que se lleven a cabo tras una evaluación en profundi-
dad de las necesidades técnicas de los Estados parte
con miras a la reforma de su justicia de menores.

2. Las siguientes entidades de las Naciones
Unidas presentaron sus observaciones relativas a la
preparación del presente informe: Oficina del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Dere-
chos Humanos, Fondo de las Naciones Unidas para la
Infancia (UNICEF), Comité de los Derechos del Niño y
Organización Mundial de la Salud (OMS).

II. Instrumentos internacionales relativos a la
justicia de menores: visión de conjunto,
interrelaciones, efectividad

3. Los fundamentos normativos de la reforma
de la justicia de menores son las reglas y normas de
las Naciones Unidas protectoras de los derechos del
niño frente a la administración de justicia.

4. El primer instrumento internacional vinculante
en el que se establecen normas relativas a los dere-
chos del niño en la administración de justicia es el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (resolu-
ción 2200 A (XXI) de la Asamblea General). Ese instru-
mento prohibe que la pena de muerte sea impuesta a

menores (artículo 6, párr. 5). Dispone asimismo que
los menores acusados de delitos deberán ser separa-
dos de los adultos y ser enjuiciados con la mayor cele-
ridad posible (artículo 10, párr. 2 b), que los acusados
que sean menores deberán gozar de iguales derechos
que los demás acusados por la vía penal (artículo 14,
párr. 1), y exige que en el procedimiento penal aplica-
ble a los menores se tenga en cuenta su edad y la
importancia de facilitar la readaptación social de todo
menor que entre en conflicto con la justicia (artículo
14, párr. 4) (E/CN.4/2000/54, párr. 3).

5. La Convención sobre los Derechos del Niño
entró en vigor el 2 de septiembre de 1990. En marzo
del año 2000, el número de Estados parte en la Con-
vención ascendía a 191. Los Estados que ratifican este
texto se comprometen a adoptar todas las medidas
necesarias para otorgar a los niños los derechos que
se les reconocen en la Convención. Los Estados parte
se obligan así a alinear su derecho sustantivo y proce-
sal y sus políticas con el régimen de la Convención.

6. La Convención sobre los Derechos del Niño
obliga a los Estados parte en la misma a adoptar y
poner en práctica medidas tendientes a crear las con-
diciones requeridas para el disfrute efectivo de esos
derechos por los niños. Al ratificar o dar su adhesión a
la Convención, los Estados reconocen los derechos
fundamentales del niño, a fin de darles curso en su
derecho interno y en su política y prácticas al respec-
to. Los Estados deberán por ello velar por que los ni-
ños disfruten de la protección y las salvaguardias jurí-
dicas adecuadas. La Convención se ha de aplicar con-
juntamente con otros instrumentos internacionales
pertinentes. En el artículo 41 de la Convención, se pide
a los Estados miembros que vayan más allá del régi-
men de la Convención, aplicando, en su caso, toda
otra norma que sea más conducente a la salvaguarda
de los derechos del niño. Al tiempo que enuncia cier-
tas reglas mínimas obligatorias, ese régimen pide que
se siga progresando e introduciendo mejoras que res-
pondan a la evolución progresiva de los valores o de
las prácticas universalmente reconocidas.

7. Los instrumentos de índole no vinculante
relativos al establecimiento y el régimen de la justicia
de menores son las Reglas mínimas de las Naciones
Unidas para la administración de la justicia de meno-
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res (las Reglas de Beijing) (resolución 40/33 de la
Asamblea General, anexo), los menores privados de
libertad (resolución 45/113 de la Asamblea, anexo)1.

8. Los instrumentos anteriormente menciona-
dos definen el marco normativo para la protección de
los derechos de menores a través de un sistema apar-
te y especializado de administración de la justicia de
menores que se ocupa también de la prevención de la
delincuencia y de la reinserción de los delincuentes en
la comunidad. Estos instrumentos abarcan todas las
etapas de la administración de justicia (prevención,
declaración de culpabilidad, condena, custodia, servi-
cios de readaptación ulterior) así como de las etapas
previas y posteriores al comportamiento conflictivo. En
ellos se establece una clara distinción entre los com-
portamientos de los jóvenes conforme a la ley y en
violación de la misma en el contexto de una educación
y sociabilización ilustrada de los niños y en el marco
de los derechos y las responsabilidades de los jóvenes
con arreglo a derecho. Esos instrumentos tienen por
objeto salvaguardar la condición jurídica, los derechos
y los intereses de los jóvenes, así como su formación y
bienestar y velar por que se les otorgue un trato equi-
tativo2 y se les proteja en el sistema de la justicia pe-
nal. En ellos se trata de discriminalizar y despenalizar
ciertas conductas juveniles, al tiempo que se reclama
cierta moderación y proporcionalidad en la respuesta
que se ha de dar a los comportamientos antijurídicos
de los jóvenes, y especialmente la proporcionalidad de
las sanciones aplicables a los delincuentes juveniles,
habida cuenta de su edad y de otros factores inheren-
tes a esa etapa formativa de sus v idas3.  Todo
sancionamiento excesivo de los niños mediante penas
es contrario a esas reglas.

9. Las Reglas de Beijing reflejan los objetivos y
el espíritu de la justicia de menores, y definen esta
noción.

Están basadas en un principio de estricta sepa-
ración de los delincuentes menores de los adultos, con
un régimen y una estructura completamente aparte y
con un personal, funciones y servicios especializados.
La finalidad de las Reglas de Beijing es evitar los efec-
tos nocivos que pueden tener sobre los jóvenes, en
razón de su edad y mayor vulnerabilidad, los procesos
y procedimientos previstos para dar respuesta a la in-
fracción delictiva de la ley, particularmente en materia
de sanciones.

10. Las Directrices de Riad enuncian ciertas
normas para la prevención de la delincuencia juvenil.
Se ocupan de la etapa preconflictiva, es decir, de la
fase anterior al comportamiento delictivo del menor y
definen un juego completo de medidas al servicio de
la prevención, suministrando un marco conceptual ilus-
trado sobre los comportamientos delictivos juveniles,
diferenciando los comportamientos respetuosos de la
ley de las conductas delictivas y sus consecuencias.
Definen el contenido, el alcance y los supuestos de la
delincuencia y de su prevención. Las Directrices de Riad
reclaman que se adopte como parte integrante de la
administración de la justicia de menores un enfoque
ilustrado que tenga en cuenta la infancia y las necesi-
dades formativas del menor. Se presta particular aten-
ción a los menores expuestos a riesgos sociales. La
aplicación de las Directrices de Riad reclama un enfo-
que concertado de la prevención de la delincuencia
que prevea una participación decisoria del menor y la
posibilidad de afirmar su propio sentido de la respon-
sabilidad.

11. Las Reglas de las Naciones Unidas para la
Protección de los Menores Privados de Libertad están
centradas en la detención preventiva de los menores.
Son aplicables a todos los jóvenes privados de cual-
quier modo de su libertad y a todo tipo de institución
o servicio de custodia.

Enuncian los principios que deben inspirar toda
definición universalmente aplicable de los supuestos
en los que, como medida de última instancia, cabrá
privar a un menor de su libertad y definen asimismo
las condiciones que deben garantizar el trato equitati-
vo del menor. Preconizan el menor empleo posible de
la privación de libertad como medida correctiva de
menores, especialmente en prisiones y otras institu-
ciones con régimen de clausura. No reconocen el régi-
men de la prisión preventiva o condicional para el
menor, sino que preconizan en su lugar la abolición
de la pena de muerte y de prisión para los jóvenes y
exigen la completa separación de los delincuentes ju-
veniles de los adultos con miras a ampararlos de posi-
bles influencias nocivas y situaciones de riesgo. Esas
reglas definen los criterios y procedimientos que de-
ben aplicarse en la gestión y el funcionamiento de las
instituciones de custodia separada de menores.

12. Promover el establecimiento y el fomento
de una justicia de menores inspirada en los instru-
mentos anteriormente mencionados es invitar a que

documentosdocumentosdocumentosdocumentosdocumentosdocumentosdocumentosdocumentosdocumentosdocumentos
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se reforme el régimen de la justicia de menores. Al-
gunos Estados han llevado a cabo una revisión a fon-
do de sus sistemas nacionales de administración de
justicia a fin de alinearlos mejor con el espíritu y la
letra de los instrumentos mencionados. Esos instru-
mentos han sido ampliamente difundidos y puestos
en manos de personas que en razón de sus respecti-
vos cargos desempeñan funciones relacionadas con
la justicia. En la medida de lo posible, se ha respondi-
do con prontitud a toda solicitud procedente de Es-
tados que desean introducir reformas4, mediante
medidas como la de establecer un sistema de justicia
separado para los menores; la promulgación de leyes
especiales y otras normas importantes; la creación de
nuevos sistemas de clasificación que impidan el con-
tacto de los jóvenes con los adultos; el establecimiento
de entidades nacionales encargadas de la justicia de
menores; la profesionalización de la justicia de me-
nores; la participación de los órganos representati-
vos de la comunidad local; la realización de investi-
gaciones que sirvan de base para la preparación, pla-
nificación y evaluación eventual de los programas.

13. Los textos de las Naciones Unidas relativos
a la justicia de menores y la Convención sobre los De-
rechos del Niño son instrumentos complementarios.
Ciertas reglas formuladas en los instrumentos de las
Naciones Unidas relativos a la justicia de menores fue-
ron incorporadas al texto de la Convención. Algunas
de las reglas que figuran en esos instrumentos habían
sido pensadas expresamente para reforzar los dere-
chos que pasaron a ser reconocidos a resultas de la
Convención o para servir de guía para su interpreta-
ción.

III. Mecanismos al servicio de esos instrumentosIII. Mecanismos al servicio de esos instrumentosIII. Mecanismos al servicio de esos instrumentosIII. Mecanismos al servicio de esos instrumentosIII. Mecanismos al servicio de esos instrumentos

14. Al examinar las actividades y progresos efec-
tuados en orden a la reforma de la justicia de menores
es importante describir los mecanismos de que se dis-
pone para promover y supervisar la puesta en práctica
de los instrumentos en los que se inspira la reforma de
la justicia penal de conformidad con lo establecido en
la Convención sobre los Derechos del Niño y en sus
disposiciones relativas a la justicia de menores.

15. El Comité de los Derechos del Niño está for-
mado por diez expertos independientes. Es un órgano
de las Naciones Unidas, de origen convencional, crea-
do con el encargo de supervisar los progresos efectua-
dos por los Estados parte en la Convención en orden a

su aplicación y al cumplimiento de las obligaciones por
ellos contraídas en el marco de la misma. El Comité es
la máxima autoridad en lo relativo a la interpretación
del régimen de la Convención.

16. El Comité informa cada dos años sobre sus
actividades a la Asamblea General por conducto del
Consejo Económico y Social. De conformidad con los
artículos 43 a 45 de la Convención, el Comité examina
los informes presentados por los Estados parte sobre
la puesta en práctica de la Convención y está encarga-
do de evaluar los progresos efectuados por esos Esta-
dos, así como las dificultades con las que tropiecen
que puedan afectar al cumplimiento de sus obligacio-
nes en el marco de la Convención. Su interés está cen-
trado en la observancia por los Estados parte de lo
dispuesto en la Convención en términos de su dere-
cho interno y de sus procedimientos y prácticas en la
materia. Presta asimismo especial atención a las acti-
vidades de fomento, divulgación, educación y capaci-
tación que guarden relación con los derechos del niño.

17. Este ejercicio de supervisión ha sido incor-
porado a las tareas por las que el Comité supervisa la
aplicación de la Convención, por ejemplo, en relación
con las principales disposiciones relativas a la justicia
de menores (artículos 37, 39 y 40). La labor relativa a
la utilización y aplicación de esas reglas promueve la
observancia de la Convención y facilita la superación
de dificultades que pueda haber en su aplicación. En
su examen de la situación por países, el Comité reco-
noce la índole complementaria de los derechos huma-
nos y de la justicia de menores; por ello, al supervisar
la puesta en práctica de la Convención, fomenta asi-
mismo la aplicación de los instrumentos relativos a la
justicia de menores. En los procedimientos para la pre-
sentación de informes y de supervisión inherentes a la
puesta en práctica de la Convención, se insiste en la
necesidad de que los Estados parte evalúen periódica-
mente los progresos efectuados en orden a su aplica-
ción, lo que les invita a revisar periódicamente sus le-
yes y políticas en la materia y a centrar la atención
sobre toda otra medida que pueda ser aún necesaria
para mejorar la situación de los niños.

18. El Comité reconoce que sólo mediante una
acción concertada y global de todos los órganos o en-
tidades pertinentes se conseguirá hacer todo lo posi-
ble en favor de los niños. Insiste por ello en la impor-
tancia de que se establezcan mecanismos o vías efica-
ces de consulta, interacción y cooperación. Formula
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sugerencias y recomendaciones generales para que los
Estados observen plenamente lo acordado en la Con-
vención. Sus observaciones finales suelen ser reflejo
de los principales puntos debatidos y de las inquietu-
des y cuestiones suscitadas que requieran la adopción
de medidas de seguimiento especiales en el ámbito
nacional. Esas observaciones deben servir de guía para
fijar el orden de las prioridades nacionales al ir a apli-
car la Convención. De estimarlo oportuno, el Comité
indica las necesidades de asistencia de los Estados
parte, definidas a la luz de sus informes. El Comité
asesora a las autoridades nacionales en lo relativo a la
reforma de su justicia de menores. Las observaciones
finales del Comité suelen ser un punto de partida im-
portante para la introducción de mejoras y para la aper-
tura de un diálogo fructífero con los Estados en lo re-
lativo a las recomendaciones formuladas por el Comi-
té.

19. El Comité asigna una prioridad elevada a la
reforma de la justicia penal. Para febrero del año 2000,
el Comité había examinado informes iniciales y perió-
dicos de unos 122 Estados parte. Había debatido con
ellos cuestiones relativas a la compatibilidad de su sis-
tema de administración de justicia con los principios y
normas enunciados en la Convención y en otros ins-
trumentos internacionales, habiendo recomendado en
casi todos los informes examinados hasta la fecha la
introducción de mejoras en la esfera de la justicia de
menores. En la gran mayoría de los casos, el Comité
se había inquietado de ciertas incompatibilidades en-
tre el sistema interno de justicia de menores y el régi-
men preconizado por la Convención.

20. En sus observaciones finales relativas a unos
80 Estados parte, el Comité ha recomendado medidas
de asistencia técnica en orden a la reforma de la justi-
cia de menores5. Ha aconsejado a muchos Estados parte
que traten de obtener asistencia técnica con miras a
mejorar la capacidad de sus servicios para salvaguar-
dar los derechos de los niños.

21. Se ha establecido un grupo de coordina-
ción del asesoramiento y la asistencia técnica en ma-
teria de justicia de menores a fin de reforzar y coordi-
nar las medidas adoptadas en el contexto de las Na-
ciones Unidas en lo relativo a la justicia de menores,
particularmente en actividades sobre el terreno y por
medio de la asistencia técnica. Entre sus miembros fi-
guran en UNICEF, el Centro para la Prevención Inter-
nacional del Delito de la Oficina de Fiscalización de

Drogas y Prevención del Delito, el Programa de las
Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de
Drogas, el Programa de las Naciones Unidas para el
Desarrollo (PNUD), la Oficina del Alto Comisionado de
las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, el
Comité de los Derechos del Niño y otras entidades de
las Naciones Unidas y organizaciones no gubernamen-
tales pertinentes.

22. El Comité de Derechos de los Niños está ha-
bilitado para transmitir a los órganos competentes de las
Naciones Unidas, a través del grupo de coordinación, todo
informe de un Estado que contenga una solicitud o en el
que se indique la necesidad de servicios de asesoramien-
to y asistencia técnica, junto con cualquier observación
al respecto del Comité. Por consiguiente, si el informe
emanado del Estado parte o el examen de ese informe
por el Comité hicieran ver la necesidad de introducir al-
guna reforma en el régimen de la justicia de menores,
especialmente si se requiere asistencia del correspondien-
te programa de asesoramiento o asistencia técnica de
algún organismo especializado, el Estado parte podrá
solicitar dicha asistencia.

23. Durante la primera reunión del grupo de
coordinación, celebrada en Viena en junio de 1998,
sus miembros insist ieron en la conveniencia de
maximizar los esfuerzos individuales trabajando jun-
tos en los mismos países y en la importancia de con-
centrarse en proyectos en  los que, mediante activida-
des limitadas, fuera posible obtener resultados tangi-
bles en esferas de la justicia de menores seleccionadas
para ulterior acción por el Comité.

Se insistió en la necesidad de racionalizar el
empleo de los recursos y de agilizar las actividades. Se
convino en que las entidades participantes adoptaran
medidas y coordinaran su actuación en orden al esta-
blecimiento de nuevos programas de asistencia técni-
ca, que reforzaran los ya existentes, en la esfera de la
just ic ia de menores con dest ino a se is  países:
Bangladesh, Filipinas, Guatemala, Líbano, Uganda y
Vietnam.

24. La segunda reunión del grupo de coordina-
ción, organizada por el UNICEF y celebrada en Nueva
York en marzo del 2000, ofreció la oportunidad de
evaluar los progresos efectuados desde la última re-
unión, especialmente en la esfera de la asistencia téc-
nica, y de diseñar un plan para las actividades futuras.
Los miembros del grupo de coordinación compartie-
ron la información ya disponible sobre los proyectos
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efectuados en los seis países mencionados y convinie-
ron en responder a las solicitudes de asistencia técni-
ca, que fueran formuladas por Estados parte en la
Convención sobre los Derechos del Niño, a la luz de
las observaciones finales formuladas por el Comité de
los Derechos del Niño. Se convino en que la labor se
centrara en evaluar las necesidades en esta esfera en
dos otros países, Benin y el Yemen, y en reforzar la
cooperación entre los copartícipes. La Oficina del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Dere-
chos Humanos ha expresado su interés en organizar la
próxima reunión del grupo de coordinación, que se
celebrará en el año 2001.

IV. Labor de la Organización para satisfacer las ne-IV. Labor de la Organización para satisfacer las ne-IV. Labor de la Organización para satisfacer las ne-IV. Labor de la Organización para satisfacer las ne-IV. Labor de la Organización para satisfacer las ne-
cesidades técnicas de los Estados relativas a la puestacesidades técnicas de los Estados relativas a la puestacesidades técnicas de los Estados relativas a la puestacesidades técnicas de los Estados relativas a la puestacesidades técnicas de los Estados relativas a la puesta
en práctica de los instrumentos internacionalesen práctica de los instrumentos internacionalesen práctica de los instrumentos internacionalesen práctica de los instrumentos internacionalesen práctica de los instrumentos internacionales

25. La sección actual contiene un examen de la
labor efectuada por los Naciones Unidas en la formu-
lación de reglas y normas, la supervisión y puesta en
práctica de instrumentos y la prestación de servicios
de asesoramiento técnico, con indicación de lo que
aún queda por hacer y de las principales cuestiones y
orientaciones futuras a este respecto.

26. La Relatora Especial sobre la venta de ni-
ños, la prostitución infantil y la utilización de niños en
la pornografía considera particularmente importante
que el sistema de justicia penal se ocupe del problema
de la explotación sexual comercial de los niños. El sis-
tema de la justicia penal puede ser un poderoso aliado
de los niños al menos en dos sentidos: prevenir el abuso
y la explotación de los menores y evitar que los meca-
nismos de respuesta

a estos hechos victimicen a su vez a los niños.
En su informe a la Comisión de Derechos Humanos en
su 53º período de sesiones (E/CN.4/1997/95 y Corr.1),
la Relatora Especial señala esos problemas y las difi-
cultades suscitadas por las actitudes del personal de
los servicios de vigilancia, del Ministerio Público y de
los tribunales respecto de los niños tanto en su cali-
dad de víctimas como de testigos. Formula una serie
de recomendaciones para facilitar el acceso de los ni-
ños a la justicia e insiste en el cometido importante
que aquí incumbe a las Naciones Unidas en la presta-
ción de asistencia técnica al respecto.

27. La Oficina del Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Derechos Humanos presta
servicios de asesoramiento y asistencia técnica a los

mecanismos internos al servicio de los derechos hu-
manos. Se da prioridad a las solicitudes de coopera-
ción para el fortalecimiento a largo plazo de las
infraestructuras y servicios nacionales de promoción
y protección de los derechos humanos. Cabría, por
ello, prestar particular atención a la justicia de me-
nores, tras una evaluación de las necesidades efec-
tuada en el marco del programa de cooperación téc-
nica, mediante actividades en las que podrían parti-
cipar otros órganos de las Naciones Unidas.

Entre los proyectos específicos que cabría de-
sarrollar cabe citar ciertas actividades orientadas ha-
cia la reforma legislativa y la formación del personal,
para las que la Oficina dispone de un programa global
destinado a la administración de justicia, y en particu-
lar a la justicia de menores, en el que se insiste en la
labor de dar a conocer mejor los instrumentos y reglas
internacionales pertinentes. Este programa tiene pro-
yectos en Filipinas y en Uganda.

28. La labor del UNICEF en la esfera de los de-
rechos del niño está inspirada en los principios y re-
glas incorporados a la Convención sobre los Derechos
del Niño. El documento del UNICEF titulado “Examen
de las políticas y estrategias del UNICEF en materia de
protección de la infancia” (E/ICEF/1996/14) describe
las respuestas del Fondo a situaciones que ocasionan
profundas violaciones de los derechos del niño.

29. El UNICEF sigue insistiendo en la necesi-
dad de asentar firmemente sobre los derechos hu-
manos la labor que se emprenda en cada país dentro
del Marco de Asistencia de las Naciones Unidas para
el Desarrollo y de definir indicadores pertinentes en
materia de derechos humanos en el contexto de ejer-
cicios de evaluación común por países. Unas 40 a 50
de sus oficinas en los países, muchas de las cuales se
ocupan de desarrollar o presentar a algún nivel pro-
gramas de capacitación, se ocupan también de cier-
tos aspectos de la justicia de menores. Con esas he-
rramientas a su disposición para la evaluación de de-
terminadas necesidades de la justicia de menores, el
UNICEF fomenta, a través de su asistencia técnica, la
introducción de las normas internacionales relativas
a la justicia de menores. El proceso de examen de
mitad de período permite que las oficinas en los paí-
ses consideren la cuestión de la reforma de la justicia
de menores en relación con el resultado de algún es-
tudio o encuesta determinada. Se llevan a cabo pro-
yectos de reforma legislativa en unos 30 países. En
virtud del artículo 45 de la Convención, el UNICEF ha
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recibido el mandato de participar, presentando infor-
mación, en el examen por el Comité de los Derechos
del Niño de los informes de los Estados parte en la
Convención; de prestar asesoramiento pericial sobre
la aplicación de la Convención y de presentar infor-
mes al respecto al Comité; así como de examinar las
solicitudes o sugerencias presentadas por el Comité
para la obtención de servicios de asesoramiento o
asistencia técnica destinados a un Estado parte.

30. La OMS ha señalado la vinculación entre la
delincuencia juvenil y el uso indebido de drogas, así
como el deber de considerar a los menores delincuen-
tes que utilizan drogas como víctimas necesitadas de
ayuda. La OMS participa con otras entidades de las
Naciones Unidas en programas conjuntos en esta es-
fera. La OMS considera que los sistemas de justicia de
menores deben desarrollar procedimientos que prevean
la prestación oportuna de

servicios de tratamiento y rehabilitación desti-
nados a esos delincuentes. En ese contexto, la OMS
lleva a cabo un proyecto sobre menores particularmen-
te vulnerables, referidos a los niños y adolescentes que
corran un riesgo creciente de uso indebido de sustan-
cias y problemas conexos, así como a los menores en
conflicto con la justicia. Un proyecto de documento
preparado por la OMS, en colaboración con el UNICEF,
el Programa de las Naciones Unidas para la Fiscaliza-
ción Internacional de Drogas y el Programa conjunto
de las Naciones Unidas sobre VIH/SIDA, facilita orien-
tación para la identificación de jóvenes particularmen-
te vulnerables y el desarrollo de servicios basados en
los resultados de una evaluación global.

31. El Centro para la Prevención Internacional
del Delito ha dado prioridad en su actuación a la lucha
contra la delincuencia organizada transnacional, lo que
lleva a cabo a través de sus programas mundiales con-
tra la trata de personas, la delincuencia organizada
transnacional y la corrupción. En ese contexto, el Cen-
tro lleva a cabo investigaciones y presta servicios de
asesoramiento jurídico y técnico.

32. El Centro lleva a cabo una serie de proyec-
tos relacionados con la aplicación de las normas inter-
nacionales en materia de justicia de menores, pudién-
dose citar al respecto sus actividades de cooperación
técnica en los siguientes países: Albania (plan de ac-
ción, con el PNUD); Bosnia y Herzegovina (código pe-
nal y justicia retributiva, en colaboración con el UNICEF
y la Unión Europea, así como un proyecto de nueva

legislación para la República Srpska (también con la
Unión Europea)); Croacia (medidas alternativas); Líba-
no (reforma legal, consolidación institucional); Nigeria
(imperio de la ley, con la Unión Europea); y Rwanda
(cuestiones de procedimiento contra el genocidio).

33. El Centro ha preparado una guía de las
Naciones Unidas sobre reglas y buenas prácticas inter-
nacionales en materia de justicia de menores para su
publicación en español, francés, inglés y ruso. Ha pre-
parado también una ley modelo para la justicia de
menores, con un comentario, en francés e inglés, para
su utilización por las organizaciones internacionales que
se dedican a fomentar la observancia de las normas
internacionales en la esfera de la justicia de menores.
Esa ley modelo constituye más una herramienta de
asistencia técnica que un instrumento jurídico propia-
mente dicho, y puede utilizarse como patrón de refe-
rencia y herramienta de análisis por las organizaciones
internacionales que prestan asistencia técnica en asun-
tos de reforma legislativa.

34. El Centro prosigue su labor en orden a la
formulación de normas y al fomento de la utilización y
aplicación de los instrumentos, reglas y normas inter-
nacionales ya existentes en materia de prevención del
delito y justicia penal y prepara actualmente un com-
pendio revisado de las Naciones Unidas de dichos ins-
trumentos. El Centro ha promovido sin descanso a lo
largo de los años los derechos de los niños, ha contri-
buido a formular la política y a definir las actividades
de las Naciones Unidas en esta esfera y ha tratado de
integrar su labor con la de otras entidades de las Na-
ciones Unidas, tanto desde una perspectiva del siste-
ma en su conjunto como a nivel de diversos progra-
mas y cuestiones, y particularmente en lo relativo a
asuntos concernientes a los niños. El Centro promue-
ve activamente la equiparación del personal de ambos
sexos en la esfera de la justicia penal y la labor de
disuasión y prevención de toda violencia contra la mujer
o contra el niño. Cabe citar a este respecto la labor
emprendida contra la trata de mujeres y niños, que se
lleva a cabo en el marco del Programa mundial contra
el tráfico de personas.

35. El Centro sigue actuando como depositario
de los instrumentos vinculantes y no vinculantes de
las Naciones Unidas sobre política penal y reforma de
la justicia de menores, y para toda la documentación
necesaria a disposición de las autoridades de los paí-
ses y de las organizaciones intergubernamentales y no
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gubernamentales. El Centro sigue prestando servicios
de asesoramiento jurídico a las autoridades naciona-
les en asuntos de justicia de menores.

36. El Centro presta actualmente atención a la
labor preparatoria de su primer juego de instrumentos
vinculantes, en los que está trabajando el Comité Es-
pecial encargado de elaborar una convención contra
la delincuencia organizada transnacional. Se ha pre-
visto que la Asamblea General apruebe, en su Asam-
blea del Milenio, esa convención y sus protocolos rela-
tivos al tráfico ilícito de migrantes, a la trata de perso-
nas y contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas
de fuego. Se prevé que la política penal de las Nacio-
nes Unidas, incorporada en sus instrumentos de índo-
le no vinculante, no sólo facilitará la ratificación del
nuevo instrumento sino que facilitará asimismo la pues-
ta en práctica del régimen de la Convención y contri-
buirá a eliminar el desfase entre la asunción de nue-
vas obligaciones convencionales por los Estados y su
cumplimiento efectivo.

37. Los dos protocolos que se están negocian-
do relativos a la trata de personas y al tráfico ilícito de
migrantes y los programas mundiales del Centro están
llamados a contribuir a la reforma de la justicia de
menores. Al mismo tiempo, el establecimiento en todo
el mundo de sistemas de justicia de menores bien
estructurados ayudará a hacerlos más aptos para re-
ducir la incidencia de la delincuencia organizada so-
bre los niños y su explotación al servicio del delito, así
como su victimización.

V. Principales cuestiones y orientaciones futu-
ras

38. La Convención sobre los Derechos del Niño
se ha convertido rápidamente en el instrumento de
derechos humanos con mayor número de ratificacio-
nes (191), lo que demuestra el compromiso especial
que la comunidad internacional tiene contraído con la
política de promoción y amparo de los derechos del
niño mediante reglas y normas internacionales6.

39. La cooperación internacional en aras de
promover la reforma de la justicia de menores se ha
convertido en una prioridad en el marco del sistema
de las Naciones Unidas.

Está claro que las cuestiones de la justicia de
menores deben ser consideradas en el contexto más
amplio de la Convención a fin de abordar desde una
perspectiva integral la cuestión de la garantía de los
derechos del niño. Al ser la Convención un documen-
to multidisciplinario, que contemplan diversos aspec-
tos de las necesidades y derechos del niño, es conve-
niente que todas las entidades pertinentes del sistema
de las Naciones Unidas intervengan de manera cohe-
rente, bien planeada y eficaz, en su aplicación, y ac-
tuando cada una de ellas en su respectiva esfera de
competencia.

40. La importante función de supervisión que
incumbe al Comité de los Derechos del Niño se ha vis-
to recientemente facilitada por la labor de supervisión
de la asistencia técnica llevada a cabo por la Oficina
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Derechos Humanos. El Comité ayuda a coordinar los
programas de asistencia técnica y promueve la aplica-
ción de las normas internacionales. Con ello ha crea-
do un marco importante en el que los diversos países
pueden plantear la reforma de su sistema de justicia
de menores.

41. El grupo de coordinación pudo concentrar
su labor en delimitar los mandatos y el alcance de las
actividades; definir las funciones y responsabilidades
individuales y conjuntas; proponer actividades conjun-
tas o complementarias con un objetivo bien definido y
basadas en una evaluación correcta de las necesida-
des y de su eficacia; y estudiar la capacidad disponible
y las razones que expliquen los casos que haya habido
de mal funcionamiento.

42. La asistencia técnica prestada por el siste-
ma de las Naciones Unidas juega un papel importante
en la coordinación y supervisión de la aplicación de las
normas internacionales relativas a la administración de
justicia y en la corrección del desfase entre esas nor-
mas internacionales y su aplicación en el ámbito na-
cional. La labor efectuada por las organizaciones del
sistema de las Naciones Unidas, al servicio de la apli-
cación de esas normas, es complementada, a su vez,
por la labor de supervisión del Comité de los Derechos
del Niño y de los relatores especiales.



Nº  Sistemas Judiciales

43. El Centro para la Prevención Internacional
del Delito está dispuesto a prestar asistencia al res-
pecto. El Centro mantendrá y ampliará su labor al ser-
vicio de la reforma de la justicia de menores a través
de sus programas mundiales, así como de su labor de
formulación de normas, sus servicios de asesoramien-
to jurídico y sus actividades de asistencia técnica.

44. El grupo de coordinación ha seleccionado
un número restringido de países en los que se habrán
de centrar su labor de asistencia técnica las entidades
pertinentes. Se habrá de evaluar con criterios realistas
el éxito verificable que se haya obtenido en la satisfac-
ción de las necesidades de esos países y la medida en
que las entidades competentes hayan podido respon-
der a las demandas de asistencia técnica.

45. Cabe considerar cierto número de activida-
des que el Centro para la Prevención Internacional del
Delito podría emprender para satisfacer las necesida-
des de los Estados Miembros en orden a la reforma de
su justicia de menores, pudiéndose citar las siguientes:

a) A nivel de políticas:
i) Intensificar la labor de fomento de la utiliza-

ción y aplicación de los instrumentos existentes relati-
vos a la justicia de menores y otras normas pertinen-
tes que permitan encauzar la reforma de la justicia de
menores sobre la base de las políticas e instrumentos
normativos de las Naciones Unidas;

ii) Difundir esos instrumentos entre las autori-
dades nacionales, examinando el perfil orgánico y fun-
cional de los sistemas de justicia de menores y deter-
minando los obstáculos que dificulten la aplicación de
esos instrumentos;

iii) Supervisar los progresos efectuados en or-
den a la reforma de la justicia de menores e informar
al respecto al Comité de los Derechos del Niño;

iv) Emprender actividades destinadas a ir elimi-
nando las reservas formuladas por los Estados a la Con-
vención de los Derechos del Niño y facilitar la aplica-
ción de sus disposiciones relativas a la justicia de me-
nores;

v) Impartir asesoramiento normativo y directri-
ces a las entidades que colaboran en actividades rela-
cionadas con la Convención;

vi) Fortalecer los lazos de colaboración existen-
tes con otras entidades de las Naciones Unidas;

vii) Coordinar los objetivos de la política penal
relativos a la reforma de la justicia de menores;

viii) Prestar servicios de asesoramiento técnico
de conformidad con las recomendaciones del Comité
de los Derechos del Niño;

ix) Emprender nuevas actividades inspiradas en
la Convención de las Naciones Unidas contra la Delin-
cuencia Organizada Transnacional y sus protocolos para
combatir la explotación de los niños al servicio de la
delincuencia organizada;

b) A nivel operacional:
i) Seguir preparando y ejecutando proyectos en

cooperación con otras entidades;
ii) Seguir promoviendo la debida observancia de

los derechos del niño a través de sus tres
programas mundiales.

NNNNNOTASOTASOTASOTASOTAS

1 1 1 1 1  En los instrumentos se utiliza el término “jóvenes” para referirse a los meno-
res, a los niños y a los jóvenes.
2 2 2 2 2  Véanse los informes del Secretario General sobre la situación de la mujer como
víctima de delitos (A/CONF.121/16) y sobre el tratamiento equitativo de la mujer
en el sistema de justicia penal (A/CONF.121/17 y Corr.1 y Add.1); véase también
el documento de trabajo preparado por la Secretaría sobre juventud, delito y
justicia (A/CONF.121/7).
3 3 3 3 3  Véase ”Revista Internacional de Política Criminal”, doble volumen especial
sobre la justicia de menores desde una perspectiva internacional, Nos. 39 y 40,
1990 (publicación de las Naciones Unidas, Nº de venta S.90.IV.3).
4 4 4 4 4  Véanse los informes del Secretario General sobre la aplicación de las reso-
luciones 40/33, 40/35 y 45/114 de la Asamblea General y el documento de
trabajo preparado por la Secretaría sobre prevención de la delincuencia juve-
nil, justicia de menores y protección de la juventud, preparado para el Octavo
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento
del Delincuente (A/CONF.144/16).
5 5 5 5 5  El informe del Secretario General sobre los derechos humanos en la adminis-
tración de justicia, en particular los de los niños y menores detenidos (E/CN.4/
2000/54) se encuentra actualmente ante la Comisión de Derechos Humanos. Ese
informe examina la función de las Naciones Unidas en la prestación de servicios
de asesoramiento técnico a los Estados Parte en la Convención sobre los Dere-
chos del Niño en lo relativo a la justicia de menores. Véase también el informe del
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, en el que
el Alto Comisionado observó que la justicia de menores constituía uno de los
principales retos a los que se había de hacer frente al aplicar la Convención (Do-
cumentos Oficiales de la Asamblea General, quincuagésimo cuarto período de
sesiones, suplemento Nº 36 (A/54/36), párr. 104.
6 6 6 6 6  Véase la resolución 53/138 de la Asamblea General, sobre la aplicación efecti-
va de los instrumentos internacionales de derechos humanos, incluidas las obli-
gaciones en materia de presentación de informes de conformidad con los instru-
mentos internacionales de derechos humanos, así como la resolución 1998/27 y
la decisión 1997/105 de la Comisión de Derechos Humanos; véanse también las
principales cuestiones de política descritas y las recomendaciones de los informes
preliminar, provisional y final de los expertos independientes encargados de exa-
minar la manera de aumentar la eficacia a largo plazo del régimen instituido por
los tratados de las Naciones Unidas en materia de derechos humanos; véanse
también los informes correspondientes (A/44/6 6 8, A/CONF.157/PC/62/Add.11/
Rev.1, A/44/668 y E/CN.4/19 9 9 /7 4 ); véase también los informes correspon-
dientes del Secretario General (E/CN.4/1998/85 y Add.1 y Corr.1).
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CARTA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA UNIÓN EUROPEACARTA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA UNIÓN EUROPEACARTA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA UNIÓN EUROPEACARTA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA UNIÓN EUROPEACARTA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA UNIÓN EUROPEA

PREÁMBULOPREÁMBULOPREÁMBULOPREÁMBULOPREÁMBULO

Los pueblos de Europa, al crear entre sí una unión cada vez más estrecha, han decidido compartir un porvenir

pacífico basado en valores comunes.

Consciente de su patrimonio espiritual y moral, la Unión está fundada sobre los valores indivisibles y universales de la

dignidad humana, la libertad, la igualdad y la solidaridad, y se basa en los principios de la democracia y del Estado de

Derecho. Al instituir la ciudadanía de la Unión y crear un espacio de libertad, seguridad y justicia, sitúa a la persona

en el centro de su actuación.

La Unión contribuye a la preservación y al fomento de estos valores comunes dentro del respeto de la diversidad de

culturas y tradiciones de los pueblos de Europa, así como de la identidad nacional de los Estados miembros y de la

organización de sus poderes públicos en el plano nacional, regional y local; trata de fomentar un desarrollo equilibra-

do y sostenible y garantiza la libre circulación de personas, bienes, servicios y capitales, así como la libertad de

establecimiento.

Para ello es necesario, dotándolos de mayor presencia en una Carta, reforzar la protección de los derechos funda-

mentales a tenor de la evolución de la sociedad, del progreso social y de los avances científicos y tecnológicos.

La presente Carta reafirma, respetando las competencias y misiones de la Comunidad y de la Unión, así como el

principio de subsidiariedad, los derechos reconocidos especialmente por las tradiciones constitucionales y las obliga-

ciones internacionales comunes de los Estados miembros, el Tratado de la Unión Europea y los Tratados comunita-

rios, el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, las Cartas

Sociales adoptadas por la Comunidad y por el Consejo de Europa, así como por la jurisprudencia del Tribunal de

Justicia de las Comunidades Europeas y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

El disfrute de tales derechos origina responsabilidades y deberes tanto respecto de los demás como de la comunidad

humana y de las futuras generaciones.

En consecuencia, la Unión reconoce los derechos, libertades y principios enunciados a continuación.

CAPÍTULO ICAPÍTULO ICAPÍTULO ICAPÍTULO ICAPÍTULO I
DIGNIDADDIGNIDADDIGNIDADDIGNIDADDIGNIDAD

Artículo 1. Dignidad humana.

La dignidad humana es inviolable. Será respetada y protegida.

Artículo 2. Derecho a la vida

1. Toda persona tiene derecho a la vida.

2. Nadie podrá ser condenado a la pena de muerte ni ejecutado.

Artículo 3. Derecho a la integridad de la persona

1. Toda persona tiene derecho a su integridad física y psíquica.

2. En el marco de la medicina y la biología se respetarán en particular:

- el consentimiento libre e informado de la persona de que se trate, de acuerdo con las modalidades establecidas en la ley,
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- la prohibición de las prácticas eugenésicas, y en particular las que tienen por finalidad la selección de las personas,

- la prohibición de que el cuerpo humano o partes del mismo en cuanto tales se conviertan en objeto de lucro,

- la prohibición de la clonación reproductora de seres humanos.

Artículo 4. Prohibición de la tortura y de las penas o los tratos inhumanos o degradantes

Nadie podrá ser sometido a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes.

Artículo 5. Prohibición de la esclavitud y del trabajo forzado

1. Nadie podrá ser sometido a esclavitud o servidumbre.

2. Nadie podrá ser constreñido a realizar un trabajo forzado u obligatorio.

3. Se prohibe la trata de seres humanos.

CAPÍTULO IICAPÍTULO IICAPÍTULO IICAPÍTULO IICAPÍTULO II
LIBERTADESLIBERTADESLIBERTADESLIBERTADESLIBERTADES

Artículo 6. Derecho a la libertad y a la seguridad

Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad.

Artículo 7. Respeto de la vida privada y familiar

Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de sus comunicaciones.

Artículo 8. Protección de datos de carácter personal

1. Toda persona tiene derecho a la protección de los datos de carácter personal que la conciernan.

2. Estos datos se tratarán de modo leal, para fines concretos y sobre la base del consentimiento de la persona

afectada o en virtud de otro fundamento legítimo previsto por la ley. Toda persona tiene derecho a acceder a los

datos recogidos que la conciernan y a su rectificación.

3. El respeto de estas normas quedará sujeto al control de una autoridad independiente.

Artículo 9. Derecho a contraer matrimonio y derecho a fundar una familia

Se garantizan el derecho a contraer matrimonio y el derecho a fundar una familia según las leyes nacionales que

regulen su ejercicio.

Artículo 10. Libertad de pensamiento, de conciencia y de religión

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión. Este derecho implica la

libertad de cambiar de religión o de convicciones, así como la libertad de manifestar su religión o sus convicciones

individual o colectivamente, en público o en privado, a través del culto, la enseñanza, las prácticas y la observancia de

los ritos.

2. Se reconoce el derecho a la objeción de conciencia de acuerdo con las leyes nacionales que regulen su ejercicio.

Artículo 11. Libertad de expresión y de información

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión. Este derecho comprende la libertad de opinión y la libertad

de recibir o de comunicar informaciones o ideas sin que pueda haber injerencia de autoridades públicas y sin consi-

deración de fronteras.

2. Se respetan la libertad de los medios de comunicación y su pluralismo.

Artículo 12. Libertad de reunión y de asociación

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión pacífica y a la libertad de asociación en todos los niveles,
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especialmente en los ámbitos político, sindical y cívico, lo que implica el derecho de toda persona a fundar con otras

sindicatos y a afiliarse a los mismos para la defensa de sus intereses.

2. Los partidos políticos a escala de la Unión contribuyen a expresar la voluntad política de los ciudadanos de la

Unión.

Artículo 13. Libertad de las artes y de las ciencias

Las artes y la investigación científica son libres. Se respeta la libertad de cátedra.

Artículo 14. Derecho a la educación

1. Toda persona tiene derecho a la educación y al acceso a la formación profesional y permanente.

2. Este derecho incluye la facultad de recibir gratuitamente la enseñanza obligatoria.

3. Se respetan, de acuerdo con las leyes nacionales que regulen su ejercicio, la libertad de creación de centros

docentes dentro del respeto a los principios democráticos, así como el derecho de los padres a garantizar la educa-

ción y la enseñanza de sus hijos conforme a sus convicciones religiosas, filosóficas y pedagógicas.

Artículo 15. Libertad profesional y derecho a trabajar

1. Toda persona tiene derecho a trabajar y a ejercer una profesión libremente elegida o aceptada.

2. Todo ciudadano de la Unión tiene la libertad de buscar un empleo, de trabajar, de establecerse o de prestar

servicios en cualquier Estado miembro.

3. Los nacionales de terceros países que estén autorizados a trabajar en el territorio de los Estados miembros tienen

derecho a unas condiciones laborales equivalentes a aquellas que disfrutan los ciudadanos de la Unión.

Artículo 16. Libertad de empresa

Se reconoce la libertad de empresa de conformidad con el Derecho comunitario y con las legislaciones y prácticas

nacionales.

Artículo 17. Derecho a la propiedad

1. Toda persona tiene derecho a disfrutar de la propiedad de sus bienes adquiridos legalmente, a usarlos, a disponer

de ellos y a legarlos. Nadie puede ser privado de su propiedad más que por causa de utilidad pública, en los casos y

condiciones previstos en la ley y a cambio, en un tiempo razonable, de una justa indemnización por su pérdida. El uso

de los bienes podrá regularse por ley en la medida que resulte necesario para el interés general.

2. Se protege la propiedad intelectual.

Artículo 18. Derecho de asilo

Se garantiza el derecho de asilo dentro del respeto de las normas de la Convención de Ginebra del 28 de julio de

1951 y del Protocolo del 31 de enero de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados y de conformidad con el Tratado

constitutivo de la Comunidad Europea.

Artículo 19. Protección en caso de devolución, expulsión y extradición

1. Se prohiben las expulsiones colectivas.

2. Nadie podrá ser devuelto, expulsado o extraditado a un Estado en el que corra un grave riesgo de ser sometido a

la pena de muerte, a tortura o a otras penas o tratos inhumanos o degradantes.
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CAPÍTULO IIICAPÍTULO IIICAPÍTULO IIICAPÍTULO IIICAPÍTULO III
IGUALDADIGUALDADIGUALDADIGUALDADIGUALDAD

Artículo 20. Igualdad ante la ley

Todas las personas son iguales ante la ley.

Artículo 21. No discriminación

1. Se prohibe toda discriminación, y en particular la ejercida por razón de sexo, raza, color, orígenes étnicos o

sociales, características genéticas, lengua, religión o convicciones, opiniones políticas o de cualquier otro tipo, perte-

nencia a una minoría nacional, patrimonio, nacimiento, discapacidad, edad u orientación sexual.

2. Se prohibe toda discriminación por razón de nacionalidad en el ámbito de aplicación del Tratado constitutivo de la

Comunidad Europea y del Tratado de la Unión Europea y sin perjuicio de las disposiciones particulares de dichos

Tratados.

Artículo 22. Diversidad cultural, religiosa y lingüística

La Unión respeta la diversidad cultural, religiosa y lingüística.

Artículo 23. Igualdad entre hombres y mujeres

La igualdad entre hombres y mujeres será garantizada en todos los ámbitos, inclusive en materia de empleo, trabajo

y retribución.

El principio de igualdad no impide el mantenimiento o la adopción de medidas que ofrezcan ventajas concretas en

favor del sexo menos representado.

Artículo 24. Derechos del menor

1. Los menores tienen derecho a la protección y a los cuidados necesarios para su bienestar. Podrán expresar su

opinión libremente. Ésta será tenida en cuenta en relación con los asuntos que les afecten, en función de su edad y

de su madurez.

2. En todos los actos relativos a los menores llevados a cabo por autoridades públicas o instituciones privadas, el

interés superior del menor constituirá una consideración primordial.

3. Todo menor tiene derecho a mantener de forma periódica relaciones personales y contactos directos con su padre

y con su madre, salvo si son contrarios a sus intereses.

Artículo 25. Derechos de las personas mayores

La Unión reconoce y respeta el derecho de las personas mayores a llevar una vida digna e independiente y a partici-

par en la vida social y cultural.

Artículo 26. Integración de las personas discapacitadas

La Unión reconoce y respeta el derecho de las personas discapacitadas a beneficiarse de medidas que garanticen su

autonomía, su integración social y profesional y su participación en la vida de la comunidad.

CAPÍTULO IVCAPÍTULO IVCAPÍTULO IVCAPÍTULO IVCAPÍTULO IV
SOLIDARIDADSOLIDARIDADSOLIDARIDADSOLIDARIDADSOLIDARIDAD

Artículo 27. Derecho a la información y consulta de los trabajadores en la empresa

Se deberá garantizar a los trabajadores o a sus representantes, en los niveles adecuados, la información y consulta

con suficiente antelación en los casos y condiciones previstos en el Derecho comunitario y en las legislaciones y

prácticas nacionales.
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Artículo 28. Derecho de negociación y de acción colectiva

Los trabajadores y los empresarios, o sus organizaciones respectivas, de conformidad con el Derecho comunitario y

con las legislaciones y prácticas nacionales, tienen derecho a negociar y celebrar convenios colectivos, en los niveles

adecuados, y a emprender, en caso de conflicto de intereses, acciones colectivas para la defensa de sus intereses,

incluida la huelga.

Artículo 29. Derecho de acceso a los servicios de colocación

Toda persona tiene derecho a acceder a un servicio gratuito de colocación.

Artículo 30. Protección en caso de despido injustificado

Todo trabajador tiene derecho a una protección en caso de despido injustificado, de conformidad con el Derecho

comunitario y con las legislaciones y prácticas nacionales.

Artículo 31. Condiciones de trabajo justas y equitativas

1. Todo trabajador tiene derecho a trabajar en condiciones que respeten su salud, su seguridad y su dignidad.

2. Todo trabajador tiene derecho a la limitación de la duración máxima del trabajo y a períodos de descanso diarios

y semanales, así como a un período de vacaciones anuales retribuidas.

Artículo 32. Prohibición del trabajo infantil y protección de los jóvenes en el trabajo

Se prohibe el trabajo infantil. La edad mínima de admisión al trabajo no podrá ser inferior a la edad en que concluye

la escolaridad obligatoria, sin perjuicio de disposiciones más favorables para los jóvenes y salvo excepciones limita-

das.

Los jóvenes admitidos a trabajar deben disponer de condiciones de trabajo adaptadas a su edad y estar protegidos

contra la explotación económica o contra cualquier trabajo que pueda ser perjudicial para su seguridad, su salud, su

desarrollo físico, psíquico, moral o social, o que pueda poner en peligro su educación.

Artículo 33. Vida familiar y vida profesional

1. Se garantiza la protección de la familia en los planos jurídico, económico y social.

2. Con el fin de poder conciliar vida familiar y vida profesional, toda persona tiene derecho a ser protegida contra

cualquier despido por una causa relacionada con la maternidad, así como el derecho a un permiso pagado por

maternidad y a un permiso parental con motivo del nacimiento o de la adopción de un niño.

Artículo 34. Seguridad social y ayuda social

1. La Unión reconoce y respeta el derecho de acceso a las prestaciones de seguridad social y a los servicios sociales

que garantizan una protección en casos como la maternidad, la enfermedad, los accidentes laborales, la dependen-

cia o la vejez, así como en caso de pérdida de empleo, según las modalidades establecidas por el Derecho comunita-

rio y las legislaciones y prácticas nacionales.

2. Toda persona que resida y se desplace legalmente dentro de la Unión tiene derecho a las prestaciones de seguri-

dad social y a las ventajas sociales con arreglo al Derecho comunitario y a las legislaciones y prácticas nacionales.

3. Con el fin de combatir la exclusión social y la pobreza, la Unión reconoce y respeta el derecho a una ayuda social

y a una ayuda de vivienda para garantizar una existencia digna a todos aquellos que no dispongan de recursos

suficientes, según las modalidades establecidas por el Derecho comunitario y las legislaciones y prácticas nacionales.

Artículo 35. Protección de la salud

Toda persona tiene derecho a la prevención sanitaria y a beneficiarse de la atención sanitaria en las condiciones

establecidas por las legislaciones y prácticas nacionales. Al definirse y ejecutarse todas las políticas y acciones de la

Unión se garantizará un alto nivel de protección de la salud humana.
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Artículo 36. Acceso a los servicios de interés económico general

La Unión reconoce y respeta el acceso a los servicios de interés económico general, tal como disponen las legislacio-

nes y prácticas nacionales, de conformidad con el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, con el fin de

promover la cohesión social y territorial de la Unión.

Artículo 37. Protección del medio ambiente

Las políticas de la Unión integrarán y garantizarán con arreglo al principio de desarrollo sostenible un alto nivel de

protección del medio ambiente y la mejora de su calidad.

Artículo 38. Protección de los consumidores

Las políticas de la Unión garantizarán un alto nivel de protección de los consumidores.

CAPÍTULO VCAPÍTULO VCAPÍTULO VCAPÍTULO VCAPÍTULO V
CIUDADANÍACIUDADANÍACIUDADANÍACIUDADANÍACIUDADANÍA

Artículo 39. Derecho a ser elector y elegible en las elecciones al Parlamento Europeo

1. Todo ciudadano de la Unión tiene derecho a ser elector y elegible en las elecciones al Parlamento Europeo en el

Estado miembro en que resida, en las mismas condiciones que los nacionales de dicho Estado.

2. Los diputados del Parlamento Europeo serán elegidos por sufragio universal libre, directo y secreto.

Artículo 40. Derecho a ser elector y elegible en las elecciones municipales

Todo ciudadano de la Unión tiene derecho a ser elector y elegible en las elecciones municipales del Estado miembro

en que resida, en las mismas condiciones que los nacionales de dicho Estado.

Artículo 41. Derecho a una buena administración

1. Toda persona tiene derecho a que las instituciones y órganos de la Unión traten sus asuntos imparcial y equitati-

vamente y dentro de un plazo razonable.

2. Este derecho incluye en particular:

-  el derecho de toda persona a ser oída antes de que se tome en contra suya una medida individual que le afecte

desfavorablemente,

-  el derecho de toda persona a acceder al expediente que le afecte, dentro del respeto de los intereses legítimos de

la confidencialidad y del secreto profesional y comercial,

-  la obligación que incumbe a la administración de motivar sus decisiones.

3. Toda persona tiene derecho a la reparación por la Comunidad de los daños causados por sus instituciones o sus agentes en

el ejercicio de sus funciones, de conformidad con los principios generales comunes a los Derechos de los Estados miembros.

4. Toda persona podrá dirigirse a las instituciones de la Unión en una de las lenguas de los Tratados y deberá recibir

una contestación en esa misma lengua.

Artículo 42. Derecho de acceso a los documentos

Todo ciudadano de la Unión o toda persona física o jurídica que resida o tenga su domicilio social en un Estado

miembro tiene derecho a acceder a los documentos del Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión.

Artículo 43. El Defensor del Pueblo

Todo ciudadano de la Unión o toda persona física o jurídica que resida o tenga su domicilio social en un Estado

miembro tiene derecho a someter al Defensor del Pueblo de la Unión los casos de mala administración en la acción

de las instituciones u órganos comunitarios, con exclusión del Tribunal de Justicia y del Tribunal de Primera Instancia

en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales.
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Artículo 44. Derecho de petición

Todo ciudadano de la Unión o toda persona física o jurídica que resida o tenga su domicilio social en un Estado

miembro tiene el derecho de petición ante el Parlamento Europeo.

Artículo 45. Libertad de circulación y de residencia

1. Todo ciudadano de la Unión tiene derecho a circular y residir libremente en el territorio de los Estados miembros.

2. De conformidad con lo dispuesto en el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, se podrá conceder libertad

de circulación y de residencia a los nacionales de terceros países que residan legalmente en el territorio de un Estado

miembro.

Artículo 46. Protección diplomática y consular

Todo ciudadano de la Unión podrá acogerse, en el territorio de un tercer país en el que no esté representado el

Estado miembro del que sea nacional, a la protección de las autoridades diplomáticas y consulares de cualquier

Estado miembro, en las mismas condiciones que los nacionales de este Estado.

CAPÍTULO VICAPÍTULO VICAPÍTULO VICAPÍTULO VICAPÍTULO VI
JUSTICIAJUSTICIAJUSTICIAJUSTICIAJUSTICIA

Artículo 47. Derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial

Toda persona cuyos derechos y libertades garantizados por el Derecho de la Unión hayan sido violados tiene derecho

a la tutela judicial efectiva respetando las condiciones establecidas en el presente artículo.

Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa y públicamente y dentro de un plazo razonable por un

juez independiente e imparcial, establecido previamente por la ley. Toda persona podrá hacerse aconsejar, defender

y representar.

Se prestará asistencia jurídica gratuita a quienes no dispongan de recursos suficientes siempre y cuando dicha asis-

tencia sea necesaria para garantizar la efectividad del acceso a la justicia.

Artículo 48. Presunción de inocencia y derechos de la defensa

1. Todo acusado se presume inocente hasta que su culpabilidad haya sido legalmente declarada.

2. Se garantiza a todo acusado el respeto de los derechos de la defensa.

Artículo 49. Principios de legalidad y de proporcionalidad de los delitos y las penas

1. Nadie podrá ser condenado por una acción o una omisión que, en el momento en que haya sido cometida, no

constituya una infracción según el Derecho nacional o el Derecho internacional. Igualmente no podrá ser impuesta

una pena más grave que la aplicable en el momento en que la infracción haya sido cometida. Si, con posterioridad a

esta infracción, la ley dispone una pena más leve, deberá ser aplicada ésta.

2. El presente artículo no impedirá el juicio y el castigo de una persona culpable de una acción o una omisión que, en

el momento de su comisión, fuera constitutiva de delito según los principios generales reconocidos por el conjunto

de las naciones.

3. La intensidad de las penas no deberá ser desproporcionada en relación con la infracción.

Artículo 50. Derecho a no ser acusado o condenado penalmente dos veces por el mismo delito

Nadie podrá ser acusado o condenado penalmente por una infracción respecto de la cual ya haya sido absuelto o

condenado en la Unión mediante sentencia penal firme conforme a la ley.
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CAPÍTULO VIICAPÍTULO VIICAPÍTULO VIICAPÍTULO VIICAPÍTULO VII
DISPOSICIONES GENERALESDISPOSICIONES GENERALESDISPOSICIONES GENERALESDISPOSICIONES GENERALESDISPOSICIONES GENERALES

Artículo 51. Ámbito de aplicación

1. Las disposiciones de la presente Carta están dirigidas a las instituciones y órganos de la Unión, respetando el

principio de subsidiariedad, así como a los Estados miembros únicamente cuando apliquen el Derecho de la Unión.

Por consiguiente, éstos respetarán los derechos, observarán los principios y promoverán su aplicación, con arreglo a

sus respectivas competencias.

2. La presente Carta no crea ninguna competencia ni ninguna misión nuevas para la Comunidad ni para la Unión y

no modifica las competencias y misiones definidas por los Tratados.

Artículo 52. Alcance de los derechos garantizados

1. Cualquier limitación del ejercicio de los derechos y libertades reconocidos por la presente Carta deberá ser estable-

cida por la ley y respetar el contenido esencial de dichos derechos y libertades. Sólo se podrán introducir limitaciones,

respetando el principio de proporcionalidad, cuando sean necesarias y respondan efectivamente a objetivos de

interés general reconocidos por la Unión o a la necesidad de protección de los derechos y libertades de los demás.

2. Los derechos reconocidos por la presente Carta, que tienen su fundamento en los Tratados comunitarios o en el

Tratado de la Unión Europea, se ejercerán en las condiciones y dentro de los límites determinados por éstos.

3. En la medida en que la presente Carta contenga derechos que correspondan a derechos garantizados por el

Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, su sentido y

alcance serán iguales a los que les confiere dicho Convenio. Esta disposición no impide que el Derecho de la Unión

conceda una protección más extensa.

Artículo 53. Nivel de protección

Ninguna de las disposiciones de la presente Carta podrá interpretarse como limitativa o lesiva de los derechos

humanos y libertades fundamentales reconocidos, en su respectivo ámbito de aplicación, por el Derecho de la Unión,

el Derecho internacional y los convenios internacionales de los que son parte la Unión, la Comunidad o los Estados

miembros, y en particular el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades

Fundamentales, así como por las constituciones de los Estados miembros.

ES C 364/21 Diario Oficial de las Comunidades Europeas 18.12.2000

Artículo 54. Prohibición del abuso de derecho

Ninguna de las disposiciones de la presente Carta podrá ser interpretada en el sentido de que implique un derecho

cualquiera a dedicarse a una actividad o a realizar un acto tendente a la destrucción de los derechos o libertades

reconocidos en la presente Carta o a limitaciones más amplias de estos derechos y libertades que las previstas en la

presente Carta.

ES C 364/22 Diario Oficial de las Comunidades Europeas 18.12.2000
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INTRODUCCIÓNINTRODUCCIÓNINTRODUCCIÓNINTRODUCCIÓNINTRODUCCIÓN

El proceso de elaboración del en-

foque multilateral frente al problema co-

mún del narcotráfico y el abuso de dro-

gas en las Américas tiene una trayecto-

ria bastante prolongada. Quizá en ma-

yor medida que cualquier otro antece-

dente causal, el MEM desciende en lí-

nea recta de la Estrategia Antidrogas en

el Hemisferio de 1996. Fue esa Estrate-

gia la que por primera vez logró acepta-

ción universal para el concepto de una

responsabilidad compartida entre los

países con respecto a los problemas re-

ferentes al abuso de drogas. La OEA, a

través de su Comisión Interamericana

para el Control del Abuso de Drogas,

acordó convocar reuniones consultivas

en Washington, D.C., para analizar esas

propuestas, teniendo en cuenta las in-

tervenciones de las delegaciones de los

países miembros, y convino en el proce-

dimiento de diseño de un mecanismo

multilateral compatible con la Estrate-

gia Antidrogas en el Hemisferio adop-

tada por la CICAD en Buenos Aires y

suscripta en Montevideo en diciembre

de 1996. La necesidad de dar expresión

en los hechos a la Estrategia, y el reco-

nocimiento de la Cumbre de las Améri-

cas como el ámbito recomendado en la

Estrategia, condujeron directamente a la

entonces venidera Segunda Cumbre,

como ocasión adecuada para volver a

congregar a los países. La Cumbre de

Santiago de abril de 1998, actuando a

través de la OEA, recomendó la creación

de un mecanismo de evaluación del

avance en la esfera de la  lucha

antidrogas, sobre una base común y

compartida, como mecanismo inicial de

conjugación de esfuerzos y coordinación

de la labor de los diferentes países.

ESTRATEGIA ANTIDROGAS DEL HEMISFERIO - COMISIÓN INTERAMERICANA PARA ELESTRATEGIA ANTIDROGAS DEL HEMISFERIO - COMISIÓN INTERAMERICANA PARA ELESTRATEGIA ANTIDROGAS DEL HEMISFERIO - COMISIÓN INTERAMERICANA PARA ELESTRATEGIA ANTIDROGAS DEL HEMISFERIO - COMISIÓN INTERAMERICANA PARA ELESTRATEGIA ANTIDROGAS DEL HEMISFERIO - COMISIÓN INTERAMERICANA PARA EL
CONTROL DEL ABUSO DE DROGAS -CICAD, OEACONTROL DEL ABUSO DE DROGAS -CICAD, OEACONTROL DEL ABUSO DE DROGAS -CICAD, OEACONTROL DEL ABUSO DE DROGAS -CICAD, OEACONTROL DEL ABUSO DE DROGAS -CICAD, OEA

EL MECANISMO DE EVALUACIÓN MULTILATERAL -MEMEL MECANISMO DE EVALUACIÓN MULTILATERAL -MEMEL MECANISMO DE EVALUACIÓN MULTILATERAL -MEMEL MECANISMO DE EVALUACIÓN MULTILATERAL -MEMEL MECANISMO DE EVALUACIÓN MULTILATERAL -MEM

La Segunda Cumbre:  SantiagoLa Segunda Cumbre:  SantiagoLa Segunda Cumbre:  SantiagoLa Segunda Cumbre:  SantiagoLa Segunda Cumbre:  Santiago

Cuando se reunieron en su Se-

gunda Cumbre, en abril de 1998 en San-

tiago de Chile, los participantes propu-

sieron la creación de un mecanismo

multilateral de evaluación que formula-

ra recomendaciones periódicas a los Es-

tados miembros a los efectos de mejo-

rar su capacidad de controlar el tráfico

y el abuso de drogas y reforzar la co-

operación multilateral.

Los Jefes de Estado y de Gobier-

no de las Américas convirtieron el con-

cepto de evaluación multilateral en un

mandato, declarando en su Plan de Ac-

ción que sus países llevarían a cabo las

siguientes medidas específicas:

“Continuarán desarrollando sus

esfuerzos nacionales y multilaterales

para lograr la plena aplicación de la Es-

trategia Antidrogas del Hemisferio y for-

talecerán esta alianza sobre la base de

los principios de respeto a la soberanía

y a la jurisdicción territorial de los Esta-

dos, reciprocidad, responsabilidad com-

partida, integralidad y equilibrio en el

tratamiento del tema, de conformidad

con sus respectivos ordenamientos jurí-

dicos;

En base a estos mandatos y con

el propósito de ejecutarlos, el Vigési-

mo Tercer Período Ordinario de Sesio-

nes de la CICAD (mayo 1998) formó el

Grupo de Trabajo Intergubernamental

sobre el  Mecanismo de Evaluación

Multi lateral (GTI-MEM). El Dr. Jean

Fournier, entonces Representante Prin-

cipal de Canadá, fue electo presidente

del Grupo y el Dr. Pablo Lagos, Repre-

sentante Principal de Chile, fue electo

vicepresidente.  De conformidad con las

decisiones adoptadas en la Segunda

Cumbre de las Américas y en las reunio-

nes consultivas anteriores de la CICAD,

en sus deliberaciones iniciales el GTI-

MEM se ocupó de los principios, los

objetivos y las características generales

de un mecanismo de eva luac ión

multilateral. El GTI se reunió seis veces

en 1998 y 1999 para negociar el dise-

ño del mecanismo, proceso que culmi-

nó en septiembre de 1999 en Caracas

y que se aplicó por primera vez por de-

cisión de la Comisión en octubre de

1999.

OBJETIVO DEL MEMOBJETIVO DEL MEMOBJETIVO DEL MEMOBJETIVO DEL MEMOBJETIVO DEL MEM

El objetivo del MEM consiste en

fortalecer en forma directa la confianza

mutua, el diálogo y la cooperación

hemisférica para hacer frente con ma-

yor eficacia a los diversos aspectos del

problema de las drogas. El MEM reali-

zará el seguimiento del progreso de los

esfuerzos individuales y colectivos de

todos los países participantes en el me-

canismo, indicando tanto los resultados

obtenidos como los obstáculos enfren-

tados por los países.

EL PROCESO DE EVALUACIÓNEL PROCESO DE EVALUACIÓNEL PROCESO DE EVALUACIÓNEL PROCESO DE EVALUACIÓNEL PROCESO DE EVALUACIÓN

MULTILATERALMULTILATERALMULTILATERALMULTILATERALMULTILATERAL

Los países que están siendo eva-

luados facilitan información en respuesta

a un cuestionario uniforme. Cada país

presenta también un documento elabo-

rado por su gobierno sobre la situación

del problema de las drogas en su terri-

torio, ilustrando los logros, las dificulta-

des y las áreas en las que la coopera-

ción deberá ser fortalecida.

Información GeneralInformación GeneralInformación GeneralInformación GeneralInformación General
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Los indicadores diseñados para el

cuestionario están divididos en cinco

categorías principales:

a Planes y Estrategias Nacionales

a Prevención y Tratamiento

a Reducción de la Producción de Drogas

a Medidas de Control e Interdicción

a Costo del Problema de las Drogas

Estos indicadores sirven como

instrumentos para medir esfuerzos y re-

sultados nacionales y hemisféricos para

combatir el uso, la producción y el tráfi-

co ilícitos de drogas. Dichos indicadores

proveen información de retroalimenta-

ción sobre la manera en que los países

están cumpliendo sus metas en un am-

plio abanico de actividades, incluyendo

el desarrollo de estrategias y planes na-

cionales antidrogas, operaciones de in-

cautación de drogas, creación de pro-

gramas de prevención y rehabilitación,

reducción de la producción de cultivos

ilícitos, desvío de precursores químicos,

prevención del lavado de activos y tráfi-

co de armas, entre otros.

Un Grupo de Expertos Guberna-

mentales (GEG) conformado por exper-

tos de los 34 Estados miembros, utiliza

los resultados del cuestionario y el do-

cumento de resumen preparado por

cada gobierno para llevar a cabo eva-

luaciones país por país. Los borradores

finales de los informes deben ser pre-

sentados a la Comisión para su consi-

deración y aprobación. El GEG es res-

ponsable de los informes individuales de

evaluación multilateral y del informe

hemisférico, junto con las recomenda-

ciones sobre la manera de fortalecer la

cooperación y la capacidad de los Esta-

dos de enfrentar el problema de las dro-

gas y, al mismo tiempo, estimular la asis-

tencia técnica y programas de entrena-

miento como parte de los esfuerzos

antidrogas en general.

La primera ronda de evaluación

de todos los Estados miembros de la

CICAD se basa en 61 indicadores y pre-

sentará sus resultados y evaluaciones a

la Tercera Cumbre de las Américas, en

la ciudad de Quebec, Canadá.

SITUACIÓN ACTUALSITUACIÓN ACTUALSITUACIÓN ACTUALSITUACIÓN ACTUALSITUACIÓN ACTUAL

Hasta ahora han sido nombrados

expertos nacionales, se han hecho cir-

cular instrumentos de cuestionarios y los

evaluadores han recibido datos de to-

dos los países miembros; por otra par-

te, trabajando principalmente en las ca-

pitales de sus países, pero también en

sesión conjunta en la Sede de la OEA,

en Washington, en junio de 2000, han

recibido y tamizado un gran volumen de

información, y elaborado 34 evaluacio-

nes nacionales iniciales. Esos borrado-

res preliminares fueron dados a cono-

cer a cada país a los efectos de obtener

comentarios nacionales, que se recibie-

ron en el mes de agosto. En septiembre

los evaluadores realizarán un análisis

adicional y perfeccionarán la redacción

del borrador, además de establecer las

recomendaciones más pertinentes en

ese momento.  En noviembre los

evaluadores efectuarán un análisis final,

utilizando los resultados nacionales acu-

mulados para efectuar una evaluación

hemisférica. La Comisión de la CICAD

se propone revisar la totalidad del pro-

ducto y autorizar la distribución de los

resultados en diciembre de 2000.

Próxima Cumbre de las Américas:

abril de 2001.

PRINCIPIOS DEL PROCESO DEL MEM:PRINCIPIOS DEL PROCESO DEL MEM:PRINCIPIOS DEL PROCESO DEL MEM:PRINCIPIOS DEL PROCESO DEL MEM:PRINCIPIOS DEL PROCESO DEL MEM:

a El respeto a la soberanía, la jurisdic-

ción territorial y el orden jurídico inter-

no de los Estados.

a La reciprocidad, responsabilidad com-

partida, integralidad y equilibrio en el

tratamiento del tema.

a Observanc ia  de  l a  E s t ra teg ia

Ant idrogas en e l  Hemisfer io y  los

acuerdos e instrumentos internaciona-

les vigentes.

CARACTERISTICAS DEL MEM:CARACTERISTICAS DEL MEM:CARACTERISTICAS DEL MEM:CARACTERISTICAS DEL MEM:CARACTERISTICAS DEL MEM:

a Gubernamental, único y objetivo con

la participación de representantes espe-

cializados de los gobiernos.

a Transparencia, imparcialidad e igual-

dad para asegurar una evaluación

 objetiva.

a Participación plena y oportuna de los

Estados, basada en normas y procedi-

mientos de aplicación general, mutua y

previamente establecidos, para garanti-

zar un proceso equitativo de evaluación.

a La exclusión de sanciones de cualquier

naturaleza.

a El respeto a la confidencialidad de las

deliberaciones y de las informaciones

suministradas por los Estados de acuer-

do con las normas y procedimientos

preestablecidos

Agosto de 2000.
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El siguiente trabajo consiste en una compilación de datos sobre Capacitación Judicial y Escuelas
Judiciales en algunos países de América. Los mismos han sido elaborados sobre la base de la si-
guiente guía:

1. Formación de jueces en su país. Sistemas de capacitación.
Descripción genérica. Funcionamiento.
2. Los sistemas de capacitación y su vinculación con los sistemas de selección de jueces.
3. En qué medida están vinculadas las instituciones que se encargan de capacitar jueces con
otras agencias de formación como colegios de abogados, universidades, etc.
4. ¿Las instituciones de capacitación judicial capacitan sólo jueces o también a otros
operadores?
5. ¿Cómo identifican estas instituciones las necesidades de capacitación?
6. ¿Se hace algún tipo de seguimiento para evaluar el impacto que tiene la capacitación en el
cambio de las instituciones judiciales?

Esta guía fue remitida, a través de la Red Latinoamericana y del Caribe por la Democratización de
la Just ic ia  a  escuelas judic ia les,  organizaciones gubernamentales,  no gubernamentales,  jueces y
abogados que de algún modo se encuentran vinculados a la capacitación judicial en sus respecti-
vos países.

La diversidad de sistemas de capacitación adoptados por cada país e incluso las diferencias encon-
tradas en cada región, provincia o distrito -según la división política- y hacia el interior de cada
uno de e l los,  hacen que las  respuestas  e laboradas no s igan estr ictamente la  guía  or ig ina l .  No
obstante, los datos aportados por cada uno de los colaboradores constituyen elementos muy valio-
sos para conocer el estado general de la capacitación judicial en nuestro continente.

DDDDDOSSIEROSSIEROSSIEROSSIEROSSIER

Capacitación JudicialCapacitación JudicialCapacitación JudicialCapacitación JudicialCapacitación Judicial
en Américaen Américaen Américaen Américaen América



Nº Sistemas Judiciales

La Academia Judicial se creó por la Ley Nº 19.346
del 18 de Noviembre de 1994, como una corpora-
ción de derecho público, con personalidad jurídi-
ca y patrimonio propios,  sometida a la
supervigilancia de la Corte Suprema, cuyas finali-
dades son: la formación de postulantes al Escala-
fón Primario del Poder Judicial y el perfecciona-
miento de todos sus integrantes.

La Academia Judicial de Chile cuenta con un Pro-
grama de Formación de Jueces, destinado  a aque-
llos abogados que deseen incorporarse al Poder
Judicial. El objetivo del Programa de Formación
es desarrollar en sus alumnos los conocimientos,
destrezas y criterios necesarios para ejercer la pro-
fesión judicial, atendidas las especificidades y ca-
racterísticas propias de la misma, fortaleciendo, al
mismo tiempo, los principios que informan el dia-
rio quehacer en tribunales.

El Programa de Formación se estructura sobre la
base de talleres, seminarios, charlas y pasantías
residenciales en juzgados, todas ejecutadas con
objetivos, metodologías y sistemas de evaluación
previamente estudiados y diseñados por la Aca-
demia Judicial.

Los docentes del Programa de Formación son de-
signados por el Consejo Directivo de la Acade-
mia Judicial ,  el  cual ,  a f in de propiciar el  más
ampl io debate ,  invi ta  a  part ic ipar  a  equipos
interdisciplinarios, integrados fundamentalmen-
te por miembros del  Poder Judicial  y también
por abogados de ejercicio libre, académicos y pro-
fesionales de áreas distintas a la jurídica, con el
objeto de que los temas sean abordados desde
diversas perspectivas.

El Programa de Formación es gratuito, recibien-
do los alumnos todos los materiales y apuntes
de clases que se requieran. Además, los aboga-
dos ajenos al Poder Judicial gozan de un Beca
de Estudios mensual durante todo el tiempo que
dure e l  programa; en tanto, los abogados que
pertenecen al Poder Judicial tienen comisión de
servicio y pueden optar entre la Beca o su res-
pectiva remuneración.

La Academia Judicial de Chile cuenta con un Pro-
grama de Perfeccionamiento o Capacitación Con-
tinua destinado a todos los miembros del Poder
Judicial que necesitan, como en toda otra profe-
sión, seguir adquiriendo conocimientos y desa-
rrollar habilidades para desempeñar de mejor for-
ma su función. El Programa consiste básicamen-
te en un conjunto de cursos en las diversas áreas
temáticas que inciden en la labor jurisdiccional,
siendo sus objetivos fundamentales la actualiza-
ción y la profundización de los conocimientos y
habilidades necesarias para el adecuado desem-
peño de los cargos.

Para tales efectos, todos los miembros del Poder
Judicial, salvo los Ministros de la Corte Suprema,
deben postular cada año a actividades de perfec-
cionamiento por el número de horas que fije el
Consejo Direct ivo de la  Academia Judic ia l ,
postulación que resulta necesar ia a la  hora de
poder ser calificado en lista de mérito.

Para la selección de los docentes del Programa
de Perfeccionamiento, la Academia cuenta con
un sistema de fondos concursables, a los que pos-
tulan anualmente todas las personas jurídicas o
naturales interesadas en participar. Los concur-
sos son resueltos por jurados nombrados por el
Consejo Directivo de la Academia Judicial, quie-
nes adjudican los cursos a las postulaciones que
mejor cumplen los requerimientos de perfeccio-
namiento en cada área específ ica. Al respecto,
cabe destacar el importante papel que cumplen
los propios miembros del Poder Judicial  en la

          CCCCCHILEHILEHILEHILEHILE

Andrés MonteAndrés MonteAndrés MonteAndrés MonteAndrés Monte
Encargado de Proyectos de

la Academia Judicial Chilena.
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conformación de equipos docentes aportando sus
conocimientos y capacidad académica, validada
por su experiencia práctica en los tribunales.
De acuerdo con la legislación chilena, para ser
juez se requiere, entre otras condiciones, haber
aprobado e l  Programa de For mación para
Postulantes al Escalafón Primario del Poder Judi-
cial que imparte la Academia Judicial.

El Consejo Directivo, órgano superior de la Aca-
demia Judicial  de Chile,  está compuesto por 9
miembros entre los cuales se cuentan los siguien-
tes: un representante de las asociaciones gremia-
les de abogados existentes en el país y dos aca-
démicos con más de cinco años de docencia uni-
vers i tar ia ,  des ignados por e l  Pres idente de la
República, con acuerdo del Senado.

Si bien no existen convenios o vinculaciones per-
manentes con universidades para el  desarrol lo
de actividades de capacitación, éstas si pueden
presentarse a  las  l ic i tac iones del  fondo
concursable del Programa de Perfeccionamien-
to, en el cual normalmente una buena parte de
los cursos son adjudicados a universidades.

De Acuerdo con la ley que creó la Academia Ju-
dicial de Chile, su función consiste en capacitar
exclusivamente a miembros del Poder Judicial.

Para identificar las necesidades de capacitación
se utilizan diversos instrumentos, a saber: prime-
ro, Estudios y  Consul tor ías  encargadas
específicamente para tales efectos1,2; segundo, la opi-
nión experta de especialistas en las diversas áreas te-
máticas en las que se imparten cursos de capacitación;
tercero, las preferencias de capacitación manifestadas
por los funcionarios que asisten anualmente a los cur-
sos y, finalmente, la opinión de los miembros del Con-
sejo Directivo de la Academia Judicial en donde están
representados distintos ámbitos del quehacer jurídico.

Durante el año 1999, luego de 3 años de ejecu-
ción del Programa de Perfeccionamiento, se lici-
tó la realización de una Consultoría destinada a
evaluar el impacto de las actividades de perfec-
cionamiento desarrolladas por la Academia Judi-
cial en 2 regiones del país y proponer un mode-
lo para la medición de ese impacto en el futuro. aa aa a

1   Consultoría “Apoyo a la Implementación de la Academia Judic ial” ,  Tomo II,  Centro de Desar rollo Jurídico Judicial/

Corporación de Promoción Universitaria, Santiago, Octubre de 1995.

2   “Necesidades de Capaci tac ión de los Funcionarios de l  Poder Judic ial”  (Infor me a la Academia Judicial) ,  Cuaderno de

Análisis Jurídico Nº 37, Escuela de Derecho Universidad Diego Portales, Santiago, Chile, 1998.
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A Constituição da República de 5.10.1988 previu
a necessidade de uma formação integral do juiz
brasileiro, contemplando, em dois dispositivos,
a Escola da Magistratura.

As primeiras Escolas haviam surgido cerca de
vinte anos antes,  cr iadas pelas Associações de
Juízes. Só posteriormente foram acolhidas pelos
Tribunais.

República Federativa integrada por 27 Estados
(províncias) e contando com Justiça Estadual e
Justiça Federal, a organização judiciária brasileira
é complexa.

Hoje temos Escolas Judiciais em todas as unidades
da Federação,  ass im como Escolas  da Just iça
Federal e da Justiça Laboral.

Ainda não existe uma escola oficial de pr eparação
dos candidatos à Magistratura, conforme prevê a
Constituição e consta dos pleitos de inúmeros
ju ízes,  quando reunidos em congressos
associat ivos .  As Escolas  hoje  trabalham no
treinamento daquele que já passou pelo concurso
de provas e títulos e já foi nomeado juiz.

O s is tema de recrutamento é  um concurso
públ ico,  rea l izado pelos  Tr ibunais,  com a
part ic ipação de um advogado indicado pela
Ordem dos Advogados do Brasil em todas as suas
fases .  A capaci tação se dá somente depois  da
proclamação do resultado e do efetivo ingresso
do candidato aprovado na car re ira  da
Magistratura.

Tem sido eficiente esse treino posterior, que se
prolonga por quase toda a carreira. Inúmeros cursos,
seminários, reciclagens, especializações, na área
jurídica e em outras áreas, têm sido propiciados
aos juízes brasileiros. Até mesmo pós-graduação
reconhecida pelo Ministério da Educação é meta já
atingida por algumas das Escolas da Magistratura,
que gozam da mais ampla autonomia.

BBBBBRASILRASILRASILRASILRASIL

José Renato NaliniJosé Renato NaliniJosé Renato NaliniJosé Renato NaliniJosé Renato Nalini
Juiz Vice-Presidente do Tribunal

de Alçada Criminal de São Paulo,
Mestre-Doutor em Direito Constitucional.

A maior deficiência é não dispor o Judiciário de uma
Escola de Preparação à carreira, destinada a candidatos
ainda pretendentes a um cargo de juiz. Existem
iniciativas particulares e isoladas, mas a aprovação nesse
Curso de Preparação não é considerado condição para a
submissão ao concurso de ingresso.

Também não existe vinculação institucional entre
a Univers idade e a  Ordem dos Advogados do
Brasil na capacitação de juízes. Alguns convênios
são incipientes,  ainda insatisfatórios.  Pretende-
se estreitar esse contato, para que o futuro juiz
tenha acesso a um universo de conhecimentos
mais  amplo do que o suscet íve l  de v ir  a  ser
transmitido pelas Escolas Judiciais.

Ainda não ocorre um s is tema integ rado de
cooperação entre as várias atividades jurídicas –
Faculdade de Direito, Ordem dos Advogados do
Brasil, Instituto dos Advogados, Associação dos
Advogados, Ministério Público, Procuradorias,
Defensoria Geral, Polícia Civil e Polícia Militar –
para que todos igualmente pudessem usufruir dos
vários sistemas de capacitação.

Cada car reira, muito ciosa de sua autonomia e
especificidade, procura caminhar isoladamente,
mantido o mínimo de cordialidade institucional,
que não garante profícuo intercâmbio.

Nada obstante, todas as carreiras jurídicas estão
hoje conscientes,  no Brasi l ,  da importância da
capacitação de seus operadores. Uma sociedade
complexa e heterogênea, integrada ao mundo das
r edes  das  infovias ,  sofre  o impacto das
transformações ocorrentes  no denominado
primeiro mundo,  sem conseguir eliminar a iníqua
distr ibuição de renda, causadora de evidente
des igualdade socia l .  Isso rec lama operadores
jurídicos capazes de assegurar o efetivo acesso à
Just iça ,  não se sat isfazendo com o exerc íc io
formal de uma profissão jurídica.
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Existe consenso unânime sobre a necessidade de uma
capacitação consistente, não mais se confiando no
empirismo para o recrutamento de um profissional de
tamanha importância para a preservação e reforço da
frágil Democracia   latino-americana.

Ressa lvadas a lgumas pesquisas  rea l izadas por
organizações não governamentais - ONGs -, ainda
não dispõe o Bras i l  de aval iação completa  e
confiável  sobre o impacto da capaci tação no
contínuo processo de mudança das instituições
judiciais ,  embora se intua com seu inequívoco
reflexo na sensibilização da consciência dos seus
integrantes. aa aa a

La coexistencia  en Argent ina de dos s is temas
jurisdiccionales diferentes –el nacional y el que
corresponde a cada provincia-, derivados de la
adopción del régimen federal de gobierno, de-
termina la variedad de situaciones que presenta
el panorama de la capacitación judicial y los nu-
merosos Inst i tutos y Escuelas existentes en el
territorio.

Los siguientes datos,  en su gran mayoría apor-
tados  por  los  Dres.  R .  Ber izonce y  F.  Fuc i to
en  s u  r e c i en t e  l i b ro,  “Los  Re cu r s o s  Humanos
en  e l  Pod e r  Jud i c i a l ” ,  d an  cu en t a  d e  l a  an t e -
r ior  af irmación:

La provincias de Tierra del Fuego, Catamarca y
Jujuy, no tienen Escuela Judicial.
No funcionan actualmente las  escuelas  de las
provincias de Santa Cruz ni La Rioja,  y en las
provincias de San Luis y Misiones recién se están
organizando.
Sólo seis provincias contemplan estos institutos
en sus const i tuc iones :  Catamarca ,  Córdoba,
Chubut, Río Negro, San Luis y Santiago del Este-
ro y las insertan en sus Tribunales Superiores de
Justicia.
El resto de las provincias que incorporan esta
institución, no lo hacen en sus Cartas Magnas.
En el marco de la Constitución Nacional refor-
mada en 1994, lo atinente a la capacitación de
los miembros del  Poder Judic ia l  nacional ,  es

AAAAARGENTINARGENTINARGENTINARGENTINARGENTINA

Inés MarensiInés MarensiInés MarensiInés MarensiInés Marensi
Directora del Programa
de Capacitación Judicial del INECIP.

materia que incumbe al Consejo de la Magistratura que
aquella instituye. La Ley del Consejo de la Magistratu-
ra (t.o. leyes 24.937 7 24.939) divide a este organismo
en cuatro comisiones. Una de ellas es la de Selección y
Escuela Judicial. Actualmente, dicha Comisión se en-
cuentra en proceso de organización de la Escuela Ju-
dicial. Vale aclarar que la concurrencia a la Escuela
Judicial no será obligatoria para el ingreso o para ser
promovidos.

No obstante esta diversidad, podemos encontrar
denominadores comunes que posibi l i tan carac-
terizar, en términos generales, la situación de la
capacitación judicial en el país:

Todos los Institutos o Escuelas en funcionamien-
to se encuentran bajo la órbita del Poder Judi-
cial , dependiendo de los Tribunales Superiores
de Justicia.

A pesar de reconocer la necesidad e importancia
-e incluso de estar sugerido en muchas de las
normas de creación de las Escuelas Judiciales-,
en ningún caso se exige acreditar una capacita-
ción particular –más allá de la formación univer-
sitaria en Derecho- para ingresar a la magistratu-
ra, ni durante el ejercicio del cargo. De esto re-
sulta que no existe en el  país una vinculación
formal entre el sistema de capacitación judicial,
el proceso de selección y la Carrera Judicial.
Más allá de la abundante oferta de capacitación exis-
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tente, lo cierto es que hasta el momento la formación
académica -y mucho menos la calidad y seriedad de las
agencias que la proporcionan- es considerada una va-
riable importante a la hora de seleccionar postulantes
o decidir promociones al interior del Poder Judicial.

En términos generales, la conducción de los ám-
bitos de capacitación está a cargo de un Conse-
jo Académico u honorario o asesor (de acuerdo
con las dist intas denominaciones encontradas)
y un director ejecutivo. En muchos casos, la es-
tructura se completa con comisiones encarga-
das de detectar necesidades, de planificación, y
de docencia .
La tendencia es que este ámbito de formación
es té  conduc ido  por  in teg ran tes  de  l a  mag i s -
t ra tura .
En su gran mayoría, las Escuelas Judiciales están
destinadas a la formación y perfeccionamiento,
no sólo de los jueces, sino también de funciona-
rios y empleados.

Desde el punto de vista metodológico, adhieren
a las formas act ivas de enseñanza-aprendizaje,
priorizando contenidos que se vinculen estrecha-
mente con la práctica laboral.

El plantel docente lo conforman magistrados y
funcionarios en actividad y retirados. Oportuna-
mente, se convoca también a profesionales de otras
especialidades de reconocida idoneidad y trayec-
toria. Cabe destacar aquí que a pesar de propen-
der a una capacitación práctica, el dictado de con-
ferencias a cargo de destacados académicos na-
cionales y extranjeros es una oferta vigente -y en
algunos casos exagerada- en las propuestas de
capacitación de las Escuelas Judiciales.

Algunas Escuelas elaboran su oferta de capacita-
ción a partir de la instrumentación de cuestiona-
rios que releven necesidades. El resultado de esta
práctica permite el diseño de los programas de
capacitación.
En materia de evaluación, seguimiento e impac-
to de la capacitación no se observa en la Argen-

tina un desarrollo adecuado. La práctica habitual es la
encuesta de opinión de los participantes respecto de las acti-
vidades a las que asisten. Más allá de esto, no se
instrumentan mecanismos que permitan valorar la
transferencia de los aprendizajes a la práctica laboral
diaria.
La participación en los cursos es optativa y no se
califica a los participantes. El requisito de apro-
bación está dado por el cumplimiento del por-
centaje de asistencia requerido.

Se observa una progresiva tendencia de estos ám-
bitos, a establecer acuerdos y convenios con ins-
t i tuciones af ines ,  de manera de enr iquecer  su
oferta académica y ampliar su campo de acción.
Ultimamente se puede apreciar una mayor aper-
tura y relación de estos centros con otras agen-
cias.  Sólo a modo de ejemplo mencionamos el
Instituto para la Formación y Perfeccionamiento
de Magistrados y Funcionarios Judiciales de la
Provincia de Río Negro, cuyo Comité Honorario
está integrado por un representante de los Cole-
gios de Abogados, del Colegio de Magistrados y
Funcionarios y de la Facultad de Derecho y Cien-
c ias  Socia les  de la  Univers idad Nacional  del
Comahue.

Vale destacar que, al margen de lo que en mayor
o menor medida aportan las Escuelas Judiciales
para la capacitación de la magistratura, actual-
mente se cuenta también con una nutrida oferta
de formación y perfeccionamiento proveniente
de ámbitos universitarios, organizaciones no gu-
bernamentales  y  otras  asociac iones y  centros
educativos vinculados al área de justicia. A modo
de ejemplo mencionamos la labor que en esta
mater ia  v iene desarrol lando la  Asociac ión de
Magistrados y Funcionarios de la Justicia Nacio-
nal y Federal.

Otro dato que resulta significativo con respecto
a la capacitación de los operadores de justicia es
la progresiva tendencia a crear institutos o uni-
dades particularmente destinados a los integran-
tes de las distintas agencias del sector: Ministerio
Público Fiscal, Defensa Pública. Un ejemplo en
este sentido es el Centro de Estudios para la De-
fensa Pública (CEDEP), creado recientemente en
la provincia de Buenos Aires. aa aa a
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Alfredo ChirinoAlfredo ChirinoAlfredo ChirinoAlfredo ChirinoAlfredo Chirino
Director de la Escuela Judicial de Costa Rica.

En Costa Rica, la formación de administradores de
Justicia se encuentra a cargo de la Escuela Judicial. Esta,
es parte del Poder Judicial y de él recibe su presupues-
to general anual.

Tradicionalmente, la capacitación dirigida a los
jueces de la república se había realizado mediante
una serie de cursos de perfeccionamiento y/o ac-
tualización impartidos de manera presencial du-
rante varios días en las instalaciones centrales de
la Escuela o bien en sus Centros Regionales.

En los últimos años, se han implementado mo-
dalidades diversas de capacitación como lo es la
modalidad a distancia y la por nosotros denomi-
nada modalidad “tutorial”. Esta última significa
que los participantes realizan una serie de estu-
dios en sus despachos o casas de habitación y
as is ten regularmente a  una c lase teór ica
participativa donde se analizan los temas estu-
diados y se introducen temáticas nuevas (se di-
ferencia de la modalidad a distancia pues en ésta
la asistencia a la tutorías no es obligatoria y en
las mismas únicamente se resuelven dudas del
estudiantado).

Se debe hacer una breve descripción de cada sis-
tema para después expl icar  cómo han venido
desarrollándose las relaciones entre ambos.

El sistema de selección de jueces fue introducido
a través de la reforma del Estatuto de Servicio
Judicial mediante Ley N°7338 del 5 de mayo de
1993, en la que se incluyó el Capítulo XIII titula-
do “Nombramiento de los Funcionarios que Ad-
ministran Justicia” más conocida como Ley de
Carrera Judicial.

En esta ley se crea el Consejo de la Judicatura,
que será el órgano encargado de diseñar las re-
glas de los distintos concursos para integrar las
plazas de jueces, vía reglamento se crea un órga-
no ejecutor de las decisiones de dicho Consejo
de la  Judicatura denominada Unidad
Interdiscipl inar ia  adscr i ta  a l  Departamento de

Personal del Poder Judicial y que se encuentra integra-
da por profesionales de diversas áreas, como medici-
na, psicología y administración de recursos humanos.

El sistema de selección de jueces desarrollado recien-
temente en Costa Rica tiene una naturaleza eminente-
mente de selección de recursos humanos que se desa-
rrolla en dos etapas:

1era ETAPA: Los oferentes a los distintos concur-
sos deben real izar pruebas médicas,  sociológi-
cas, psicológicas y entrevistas con funcionarios
de alto rango del Poder Judicial .  Los oferentes
que logren pasar satisfactoriamente estas prue-
bas son los que realizarán la segunda etapa.

2da ETAPA: Los oferentes elegidos en la primera
etapa son sometidos a un examen específico en
la materia o materias objeto del concurso res-
pectivo. Además, se toman en cuenta para la nota
final factores de carrera profesional como: gra-
dos académicos,  cursos de capacitación, expe-
riencia en el puesto, investigaciones o publica-
ciones, experiencia en organismos internaciona-
les y experiencia docente.

Los oferentes que obtengan las mejores califica-
ciones integrarán las listas de elegibles que ana-
lizan el Consejo Superior o la Corte Plena.

Es importante aclarar que el sistema de Carrera
Judicial no introduce como un factor a valorar
dentro de la cal if icación f inal , que el  oferente
participe en un curso de capacitación previo.

Además, la misma Ley de Carrera Judicial per-
mite que el Consejo de la Judicatura le solicite
a la Escuela Judicial y dentro de las posibilida-
des de ésta,  la real ización de cursos para pre-
parar a los oferentes para la aplicación del exa-
men específ ico.
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La Escuela Judicial formalmente nunca ha tenido
un programa de formación inicial de jueces, de-
bido a que había existido una concentración a la
capacitación en el servicio. Es precisamente con
la introducción de la Ley de Carrera Judicial que
la Escuela Judicial ha venido trabajando en ese
sentido, y proyectando una serie de actividades
conducentes a poner en marcha un programa en
esta materia.

Gracias al respaldo económico de un préstamo
del Banco Interamericano de Desarrollo estamos
impulsando un Programa de Formación inicial que
esperamos que sea, en primer lugar, un filtro de
inicio para los postulantes a la judicatura y, en
segundo lugar, un instrumento para alcanzar un
proceso permanente de discusión, crítica y me-
jora del perfil de los jueces de Costa Rica.

Es importante tomar en cuenta que en Costa Rica
la puesta en práctica de la Ley de Carrera Judi-
cial es muy reciente y que lo único que la Escue-
la ha realizado son conferencias preparatorias a
los exámenes específicos durante los años 1999
y 2000.

Debido a su reciente existencia, los sistemas de
Carrera Judicial no han tenido relación directa
con los sistemas de capacitación de jueces.

Lo que existe actualmente es una colaboración
entre la Escuela Judicial y el Consejo de la Judi-
catura. Esta colaboración no es obligatoria para
la Escuela Judicial.

Durante años, la Escuela Judicial se encargó de
la capacitación de todos los funcionarios del Po-
der Judicial (jueces, fiscales, defensores, auxilia-
res judiciales,  personal administrativo y policía
judicial). En la actualidad, los procesos de rees-
tructuración de las actividades de capacitación
tienden a desconcentrar la capacitación de cier-
tos sectores y encomendar tan importante labor
a unidades específicas, siempre bajo la supervi-
sión del Consejo Directivo de la Escuela Judicial.

Es en ese sentido se han ido creando las Unida-
des de Capacitación del Ministerio Público, de la
Defensa Pública y del Sector Administrativo. Es-
tas  se  encuentran ubicadas en la  estructura
organizativa del sector al cual representan, pero
sus políticas de capacitación deben ser avaladas
por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial.

Por otro lado, existe desde hace muchos años la
Unidad de Capacitación del OIJ (Policía Judicial),
la cual coordina todo lo referente a la formación
y capacitación continua de la policía represiva,
que se encuentra dentro del Poder Judicial. Sin
embargo, dicha Unidad se ubica dentro de la es-
tructura organizativa de la Escuela Judicial.

El proceso de identificación de las necesidades
de capacitación de jueces reviste especial impor-
tancia pues es gracias a éste que se puede coadyu-
var al sistema de administración de justicia me-
diante una adecuada formación adaptada a las
necesidades reales de quienes desempeñan tan
importante función.

La Escuela Judicial ha reconocido el valor de una
correcta y oportuna identificación de necesida-
des y ha integrado dentro de su sistema el análi-
sis de diagnósticos de necesidades de capacita-
ción elaborados hace dos años y que se espera
prontamente actualizar. De igual manera, la Di-
rección de la Escuela Judicial cuenta con el ase-
soramiento experto de Jueces Superiores de las
distintas jurisdicciones.

Cabe agregar que dentro de todo el proceso de
identif icación de necesidades,  juegan un papel
fundamental los integrantes del Consejo Directi-
vo de la Escuela Judicial, ya que el mismo está
conformado por representantes de todos los sec-
tores del Poder Judicial y éstos enriquecen los
procesos de diagnóstico de las necesidades de
capacitación con las experiencias cotidianas de
su función.

No hay que dejar de lado el gran valor que en-
cierran las innumerables sugerencias y peticio-
nes de capacitación que envían los distintos fun-
cionarios a esta Escuela. aa aa a
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Miembros del Instituto de Estudios Comparados
en Ciencias Penales y Sociales de Honduras (INECIPH).

La Constitución del año 1965 mencionaba expresa-
mente a la Escuela Judicial como instrumento y herra-
mienta para la selección, formación y capacitación de
jueces y magistrados.

Sin embargo, recién en el año 1980 se promulgó
la Ley de Carrera Judicial, aprobada por Decreto de la
Junta Militar (Decreto nro. 953). Esta ley no fue apli-
cada inmediatamente.

Posteriormente, en la Constitución de 1982, -vi-
gente hasta ahora-, aunque se eliminó la referen-
cia a la Escuela Judicial ,  se estableció expresa-
mente la regulación legal de la Carrera Judicial.
Textualmente,  e l  Ar t . 309 dice en su segundo
pár rafo :  “(. . . )  La ley r egulará la car r era judicial
y lo conducente para asegurar la idoneidad, es-
tabil idad e independencia de los jueces. . .”. No
fue sino hasta el año 1987 que la Ley de Carrera
Judicial fue reglamentada mediante un Acuerdo
de la Corte Suprema de Justicia. Recién allí co-
menzó a ser aplicada.

Esta ley crea en su Art. 6 el  Consejo de la Carre-
ra Judicial, y el Reglamento Interno de dicho ór-
gano establece que tendrá como función esen-
cial, auxiliar al régimen de la Carrera Judicial en
lo referente a la política de administración, y re-
solver en su respectiva instancia, los conf lictos
que se presenten por la aplicación de la Ley de
Carrera Judicial y sus reglamentos.

En materia de capacitación judicial ,  el  Art.  36
de la Ley dice que el Consejo organizará por sí
cursos de capacitación técnica judicial y esta ley
le atribuye también al Consejo la potestad dis-
crecional de exigir como requisito adicional para
el ingreso a la Carrera Judicial, o al servicio, y
para  e l  ascenso,  l a  prosecuc ión y  aprobac ión
de los mismos. Lo faculta además para patroci-
nar estudios especiales, fuera y dentro del país,
con reconocimiento de toda la asignación o parte
de e l la .

Además, en su Art. 34 establece la creación de la
Escuela Judicial, que tiene la finalidad de capaci-
tar en forma especializada a los funcionarios y
empleados, tanto a fines de formar a ingresantes
al  Sistema Judicial  (Formación Inicial)  como a
los jueces y magistrados en funciones (Forma-
ción Continuada). Además, se contempla que para
el ingreso al servicio y a la carrera, promoción y
ascensos, la Escuela deberá impartir cursos en
las distintas secciones del país, dentro de las dis-
tintas ramas del derecho.

La Escuela Judicial estará a cargo de un director
nombrado por la Corte Suprema de Justicia (Art.
46 del Reglamento de la Ley). Es su función, en
coordinación con la Dirección de Administración
de Personal, elaborar un plan anual de capacita-
ción, debiendo contener un cronograma de ac-
tividades, e identificar la población destinataria,
objetivos, contenidos de materias y otros elemen-
tos (Art.48 del Reglamento de la Ley).

La relación entre estos dos órganos -El Consejo y
la Escuela Judicial-, está definida en el Art. 43
del Reglamento de la Ley de Carrera Judicial que
dice “La Escuela Judicial será orientada por el
Consejo de la Car r era Judicial . . .”.

Lo cierto es que el Consejo nunca ha ejercido
cabalmente sus atribuciones en materia de capa-
citación, ni su función orientadora en relación
con la Escuela Judicial, que si bien es cierto que
ha tenido una actividad bastante abundante en
materia de capacitación, la misma se ha concen-
trado mayormente en materia procesal  penal y
sólo dirigida a Jueces de Letras, Magistrados y
Defensores Públicos y, en muy pocas oportuni-
dades, a los Jueces de Paz.
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Prácticamente, no se ha desarrol lado capacita-
ción en otras áreas del derecho y, en ningún caso
la capacitación ha alcanzado a los auxiliares de
los tribunales, aún cuando la Ley así lo estable-
ce. Es importante destacar que esta capacitación
no ha tenido incidencia alguna en el régimen de
ing reso,  promoción y ascenso, como se prevé
normativamente.

En materia de formación inicial, sólo en el año
de 1993 fue impartido un curso de una semana
de  durac ión para  aque l los  se lecc ionados  me-
diante  exámenes  de opos ic ión para  ocupar  e l
cargo de Jueces de Letras. Es preciso aclarar que,
aunque la Ley establece las pruebas de idonei-
dad mediante exámenes o concurso, no han sido
la reg la  ni  un requis i to excluyente para e l  in-
g reso a l  s is tema de administrac ión de just ic ia
en Honduras.

Históricamente, la Escuela Judicial no ha mante-
nido vínculos con otras agencias de capacitación
y formación. En los últimos tres años ha tenido
lugar la celebración de convenios con el Colegio
de Abogados y el Ministerio Público, suscritos
en el marco del proceso de reforma del sistema
de administración de justicia penal.

No existe, en el ámbito de la Escuela  Judicial,
ningún sistema de identificación de prioridades
y necesidades en materia de capacitación judi-
cial. Tampoco se han establecido mecanismos de
consulta  procurando saber cuáles son, a juicio
de los sectores objeto de capacitación, las nece-
sidades más urgentes en la materia.

No se han contemplado formas para determinar
el impacto de la capacitación, ni se da seguimien-
to. Aún cuando fueran previstos tales mecanis-
mos, la eficacia de los mismos está subordinada
a la falta de estabilidad de los funcionarios judi-
ciales que impide dar seguimiento, pues la dura-
ción en el cargo judicial es la mayor, coincidente
con los cambios de autoridades polít icas de la
República que se producen cada cuatro años.

Según el proyecto de reforma a la Ley de Carrera
Judicial, el actual Consejo de la Carrera Judicial
será reemplazado por un Consejo de la Judicatu-
ra, conformado por el Presidente de la Corte Su-
prema, dos magistrados de la Corte Suprema y
dos magistrados de Corte de Apelaciones.

Se contempla con mayor claridad que será ese
nuevo Consejo de la Judicatura quien tendrá a
su cargo la dirección de la Car rera Judicial ,  la
Escuela Judicial y la Inspectoría de Tribunales.

Es notorio que la integración de este Consejo no
es amplia, pues no incluye en su conformación
ni a miembros de todas las instancias del Poder
Judicial , ni a representantes de organismos ex-
ternos, lo cual dotaría de mayor transparencia a
su actividad.

En cuanto al  cómputo de cursos y actividades
de capaci tac ión rea l izados por  funcionar ios  y
empleados del sector justicia, se modifica el ca-
rácter meramente facultativo de las autoridades,
a  f in  de  contemplar  ta les  ac t iv idades  para  e l
ingreso, ascenso y promoción dentro de la Ca-
r re ra  Jud ic i a l ,  e s t ab lec i éndose  expresamente
que los mismos deberán ser tenidos en cuenta
a tales fines.  aa aa a



Nº  Sistemas Judiciales

CCCCCOLOMBIAOLOMBIAOLOMBIAOLOMBIAOLOMBIA

Gladys Virginia Guevara PuentesGladys Virginia Guevara PuentesGladys Virginia Guevara PuentesGladys Virginia Guevara PuentesGladys Virginia Guevara Puentes
Directora de la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla.

La Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” es el órga-
no responsable de la formación y capacitación de ma-
gistrados, jueces y empleados de la Rama Judicial 1 y
de las personas que aspiran a ingresar a la misma o
que en ejercicio de su profesión u oficio, colaboran
con ella. Integrada originariamente en el Ministerio de
Justicia, desde 1998 es parte del Consejo Superior de
la Judicatura, institución creada por la Constitución
de 1991, a la cual, entre otras materias, se le encargó la
administración de la Carrera Judicial y la elaboración
de listas de candidatos para la designación de funcio-
narios judiciales. Concretamente, la Escuela Judicial es
una unidad administrativa del Consejo Superior de la
Judicatura, adscrita a su Sala Administrativa, cuya or-
ganización y funcionamiento se reglamentó mediante
el acuerdo Nº 800 del año 2000.

La Escuela Judicial tiene como objetivo general
integrar un sistema de aprendizaje para la Rama
Judicial -excepción hecha de la Fiscalía General
de la Nación- que, inspirado en los principios
constitucionales y atendiendo la dinámica social,
genere, difunda y evalúe los conocimientos ne-
cesarios para la adecuada prestación del servicio
a través de procesos de investigación, educati-
vos, pedagógicos y tecnológicos, con la coope-
rac ión y  a l ianzas estratégicas  con org anismos
nacionales e internacionales.

La labor de formación y capacitación que cum-
ple la  Escuela está or ientada por e l  respeto a
l a  i ndependenc i a  de l  j uez ,  un  ca r ác t e r  i n t e -
g ra l  y  s is temático de la  for mación,  la  par t ic i -
pación de la judicatura,  el  mejoramiento de la
administración de justicia y el cubrimiento na-
c ional ,  bás icamente en tres  escenar ios :  e l  l la -
mado Sistema Jurídico Nacional,  integrado por
l o s  m ag i s t r ados ,  j u e c e s  y  emp l e ados  de  l a s
cortes, tribunales y juzgados; la Jurisdicción de la
Paz y las Jurisdicciones Indígenas; asimismo, res-

pecto de quienes aspiran ingresar o colaboran con
la Rama Judicial.

Durante e l  segundo semestre del  año 2000 se
abordaron cuatro acciones estratégicas, con el fin de
ofrecer a los administradores de justicia y a los em-
pleados que les prestan apoyo, programas de forma-
ción y capacitación  que respondan al mejoramiento
en la prestación del servicio:

- Diseño y puesta en marcha del Plan de
- Formación y Capacitación 2000 – 2001
- Consolidación de la Red de Formadores
- Desarrollo de Investigaciones Académicas
  Aplicadas
- Fortalecimiento Institucional de la Escuela
  Judicial

El Plan de Formación y Capacitación se elaboró
con base en el diagnóstico de necesidades efec-
tuado a partir de distintas fuentes, entre éstas,
encuestas a los servidores judiciales y a los usua-
rios, comités de funcionarios de las distintas zo-
nas del país, investigaciones aplicadas sobre ac-
ceso a la justicia, resultado de las calificaciones
de desempeño que periódicamente se realizan a
los servidores de la Rama Judicial y de las visitas
a los despachos judiciales. Igualmente, se anali-
zaron experiencias de otras Escuelas Judiciales.

El  p lan comprende las  Areas de For mación y
de Capacitación. La primera se refiere a aque-
l los  pr inc ipios,  va lores,  estructuras  de pensa-
miento y  conceptos fundamenta les  que,  en e l
proceso de selección por el sistema de Car rera
Jud ic i a l  o  como requ i s i to  prev io  a l  e j e rc i c io
judicial , debe interiorizar el servidor, cualquie-
ra que sea la  jur isdicción o especia l idad en la
que se  desempeñe.  En la  segunda,  se  ofrecen
a l  s e rv idor  p rogramas  o r i en t ados  a  l a

1   La Rama Judicial colombiana está integrada por las jurisdicciones constitucional, ordinaria, contencioso administrativa y disciplinaria, con cuatro

altas cortes: Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia, Consejo de Estado y Consejo Superior de la Judicatura, 52 tribunales y 3.600 juzgados

para un total de 20.500 servidores. Así mismo, por las jurisdicciones especiales de Paz e Indígenas. La Fiscalía General de la Nación también forma

parte de esta rama pero está dotada de autonomía administrativa y financiera.
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profundización y actualización en las materias de
competencia del respectivo despacho, los cuales se
caracterizan por un alto grado de flexibilidad que
les permite evolucionar rápidamente de tal manera
que, a partir de la evaluación y priorización perma-
nentes, la programación se ajuste anualmente en
función de las necesidades de la Rama. En conjun-
to, la Escuela está desarrollando 32 programas aca-
démicos.

El esquema se complementa con líneas de inves-
tigación aplicada desarrolladas directamente por
la Escuela o por otras unidades del Consejo. Cabe
mencionar que actualmente la Escuela desarrolla
en convenio con la Universidad de Los Andes el
proyecto sobre las causas de revocatoria de las
sentencias en las distintas jurisdicciones y espe-
cialidades, y con la Universidad Sergio Arboleda,
el diseño e implantación de un modelo de eva-
luación del impacto de las actividades de forma-
ción y capacitación.

La actividad de la Escuela en la judicatura co-
lombiana se orienta a la creación de espacios de
reflexión en los cuales todos los servidores judi-
ciales construyen el conocimiento a partir de se-
siones de discusión realizadas en talleres dirigi-
dos e integrados, para una mayor eficacia,  por
un número reducido de par t ic ipantes  quienes
exponen las posibles soluciones a casos que se
identifican con la problemática que sobre el res-
pectivo tema se presenta en la práctica judicial.
Al efecto, se elaboran y distribuyen previamente
documentos de trabajo que abordan de una ma-
nera dinámica aspectos teóricos y prácticos, com-
plementados con c i tas  sobre jur isprudencia  y
doctrina nacional e internacional. Se ha proyec-
tado reforzar los mecanismos de difusión median-
te la utilización, como lo vienen haciendo otras
instituciones educativas, de herramientas tecno-
lógicas  que per mitan la  creac ión de campus
virtuales.

En este  esquema cuyo énfas is  está  en e l
autoaprendizaje, resulta de vital importancia la
formación de los magistrados y jueces que, orientados
por su conocimiento del tema y su compromiso con
la Rama Judicial e integrados en una red que adminis-
tra la Escuela, están dispuestos a asumir la responsa-
bilidad de facilitar el proceso de aprendizaje de sus
pares, sin separarse del ejercicio de sus funciones judi-
ciales.

Como en otros países latinoamericanos, el siste-
ma está fundamentado en la participación indis-
pensable -aunque en nuestro caso, no excluyen-
te- de los magistrados, jueces y empleados a tra-
vés de Comités de Necesidades, de Planificación
y Docencia y Autoevaluación integrados por la
Escuela  Judic ia l  mediante una convocator ia
personalizada a todos y cada uno de los magis-
trados y jueces, quienes voluntaria y activamen-
te intervienen en todas las etapas del proceso.

La Escuela  funciona en un esquema
desconcentrado en el cual, con una sencilla es-
tructura central, se soporta regionalmente en gru-
pos de apoyo integrados por los presidentes de
los Consejos Seccionales de la Judicatura, de los
Tribunales Superiores y Administrativos y las Di-
recciones Seccionales de Administración Judicial,
con la participación de los representantes de los
Colegios de Jueces y  asociaciones de abogados.  aa aa a
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La Constitución de Panamá no hace referencia a nin-
gún sistema específico de capacitación para los fun-
cionarios, magistrados o aspirantes al Poder Judicial.
Sin embargo, en el artículo 300 se hace referencia a la
creación de carreras dentro de los Servicio Públicos
entre las que se encuentra la Carrera Judicial. Este ar-
tículo señala que la ley deberá regular su estructura y
organización.

La Constitución también prevé, en sus artículos
198 al 228, pautas relacionadas con el nombra-
miento de jueces, magistrados y personal subal-
terno, “... de acuerdo a las normas de la carrera
judicial”, esto es, según lo dispuesto en el Códi-
go Judicial. En 1991, la Corte Suprema aprobó el
Reglamento de Carrera Judicial por medio del cual
se regula su estructura y organización.

Este Reglamento crea un sistema de selección,
evaluación y nombramiento sobre la base de co-
nocimientos, experiencias, méritos y capacidades.

La Escuela Judicial fue creada el 11 de enero de
1993 como parte del Proyecto para el  Mejora-
miento de la Administración de Justicia auspi-
ciado por la Agencia Internacional para el De-
sarrollo (A.I.D.). Esta unidad administrativa está
reg lamentada por e l  ar t ículo 2624 del  Código
Judicial .

No es excluyente el haber participado de los pro-
g ramas de la Escuela para acceder a la Carrera
Judicial. Participar de los programas de capacita-
ción que el la impar te permite a los aspirantes
acumular méritos para ing resar a la Car rera al
igual que la par ticipación en cursos, conferen-
cias y seminarios dictados por distintas asocia-
ciones gremiales. Pero, debemos tener en cuenta
que la Escuela Judicial es un órgano del Poder
Judicial y que contempla expresamente entre sus
propósitos la formación de abogados que aspi-
ren a ingresar a la Carrera Judicial (artículo 38°
del Reglamento de la Escuela Judicial).

PPPPPANAMÁANAMÁANAMÁANAMÁANAMÁ

Roxana LemkinRoxana LemkinRoxana LemkinRoxana LemkinRoxana Lemkin
Grupo de apoyo de Sistemas Judiciales en Argentina.

Los cursos de la Escuela no están dirigidos exclusi-
vamente a la formación de jueces sino también, tal
como está contemplado en el artículo 1 del Regla-
mento “(...) la formación integral de todo el perso-
nal de la administración de justicia, comprendiendo
el órgano judicial y el Ministerio Público.”

Los mismos se centralizan en seis campos de ac-
ción, a saber:  cursos de inducción, seminarios
de especial ización para jueces y magistrados y
otros funcionarios judiciales, capacitación sobre
técnicas de redacción a todos los niveles, desa-
rrollo en el área de la investigación, la capacita-
ción in situ, reestructuración del área biblioteca-
ria y educación a la comunidad legalista a través
de la difusión de conferencias, foros, etc.

El programa teórico-práctico al que son someti-
dos los funcionarios tiene como resultado que el
personal instruido esté capacitado para realizar
investigaciones y para editar publicaciones con
las universidades, mejorando cualitativamente la
calidad de los funcionarios en relación a su rol.

El decreto que crea la Escuela Judicial de Pana-
má en las disposiciones finales hace referencia a
la participación de otros países e instituciones
para el mejoramiento de capacitación que se les
pueda brindar a los miembros de la comunidad.
A estos efectos, Panamá realizó diferentes con-
venios:

1- Convenio para la Educación de los Jueces
y Servidores Judiciales. Fue auspiciado por el
Fondo Fiduciario de España y por el Consejo
General del Poder Judicial de España. (1997-
98-99)
2- Convenio de Cooperación y Asistencia Téc-
nica entre el Órgano Judicial y la Universidad
Santa María la Antigua –Panamá. (1996)
3- Convenio de Cooperación y Asistencia Téc-
nica entre el Órgano Judicial y la Universidad
Especializada de las Américas (1998)
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4- Convenio de Cooperación y  Asistencia
Técnica entre el Órgano Judicial y la Univer-
sidad Latinoamericana de Ciencia y Tecnolo-
gía (1998)
5- Convenio de Cooperación para la puesta
en ejecución en el Órgano Judicial de la prác-
tica profesional como opción para obtener el
grado de licenciatura en Derecho y Ciencias
Políticas.

Dentro de la estructura de la Escuela existe un
órgano l lamado Unidad de Planeamiento Acadé-
mico, que tiene como función realizar diagnósti-
cos para detectar las necesidades específicas de
capacitación. Sobre la base de estos diagnósticos
se diseñan los cursos y programas que imparte
la Escuela y, sobre esta misma base, la Unidad
de Producción Académica elabora mater ia les
didáct icos y diseña los métodos y técnicas de
aprendizaje.

A su vez ,  la  Unidad de Evaluación,  se  encarga
de hacer el seguimiento del proceso de capacita-
ción y del impacto que tienen dichos programas
de aprendizaje en la prestación del servicio. Existe
una úl t ima unidad,  de Administración de la
Enzeñanza-Apr endizaje que “( . . . )  comprende la
selección y contratación de docentes, la convo-
cación de estudiantes, coordinación de logística
de apoyo y la supervisión de la ejecución en sí
de los programas y cursos.”

Estas cuatro unidades trabajan coordinadamen-
te con los Comités Académicos, integrados por
miembros del Órgano Judicial  y del Ministerio
Público, con la finalidad de que la actividad de
la Escuela refleje las necesidades de cada sector
de la  adminis t rac ión de just ic ia  que pretende
capacitar.  aa aa a

La Escuela Nacional de la Judicatura de la República
Dominicana (ENJ), fue creada mediante la Ley de
Carrera Judicial (No. 327-98), del 11 de agosto de 1998.
Se fundó con el objetivo expreso de que contribuyese
a la creación de un sistema eficiente de administración
de una justicia pronta y respetuosa de los derechos
ciudadanos, mediante la satisfacción de las necesida-
des de formación y capacitación, de los miembros del
Poder Judicial y de aquellos que aspirasen a formar
parte de él.

La ENJ es una institución adscrita a la Suprema
Corte de Justicia y está dirigida por un Consejo
Directivo, cuya composición está determinada por
la misma ley que la crea. Esa ley establece que
los miembros del Consejo Directivo de la ENJ
deben ser seis: el presidente de la Suprema Cor-
te  de Just ic ia ,  quien lo pres ide,  un juez de la
Suprema Corte, un juez presidente de Corte de

RRRRREPÚBLICAEPÚBLICAEPÚBLICAEPÚBLICAEPÚBLICA D D D D DOMINICANAOMINICANAOMINICANAOMINICANAOMINICANA

Luis Henry MolinaLuis Henry MolinaLuis Henry MolinaLuis Henry MolinaLuis Henry Molina
Director de la Escuela Nacional de

la Judicatura de República Dominicana.

Apelación y un juez de Primera Instancia, todos elegi-
dos por sus pares y, además, el presidente del Colegio
Dominicano de Abogados y un jurista de renombre
nacional con experiencia docente, quien es designado
por la Suprema Corte. En el ámbito ejecutivo, los res-
ponsables de la ENJ son el Director y el Subdirector
de la misma, quienes son elegidos a través de un con-
curso público y abierto.

Hasta el momento de la creación de esta Escuela
Judicial, no existía en la República Dominicana
ningún sistema estructurado para la formación
de los miembros del Poder Judicial. Esto implicó
que en la totalidad de los casos, los actuales jue-
ces pasasen directamente de la condición de abo-
gados litigantes a la de administradores de justi-
cia. Esta situación determinó que la nueva institu-
ción se preocupase, no sólo de la formación de las
personas que aspiraban a ingresar al Poder Judicial,
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sino también de satisfacer con especial dedicación las
necesidades de capacitación de sus actuales miembros.

La ENJ cuenta con cinco programas, tres de los
cuales están dirigidos exclusivamente a la capa-
citación de los miembros del Poder Judicial. Estos pro-
gramas son:

Programa de Formación Continua. Orientado a
dar respuesta a las necesidades de capacitación
de todos los integrantes del Poder Judicial, a fin
de que puedan adquirir valores, conocimientos
y habilidades propias de las funciones que des-
empeñan y puedan realizarlas con un mayor gra-
do de eficiencia. Hasta ahora, y probablemente
seguirá siendo así por algún tiempo, este progra-
ma constituye el  núcleo principal sobre el  que
gira la ENJ. Está sostenido por una estructura
operativa que constituye un ejemplo en cuanto a
lo que a participación y democracia se refiere.

Dicha estructura está formada por tres “Comités
de Responsables del Sistema” (de Necesidades,
de Planificación y de Docencia y Evaluación), los
cuales están integrados por jueces y funciona-
rios del Poder Judicial que, de manera desintere-
sada y no remunerada, dedican parte de su tiem-
po libre a prestar sus servicios, tanto en la detec-
ción de las necesidades de capacitación, como
en el diseño e implementación de las actividades
de capacitación necesarias para satisfacerlas. Los
miembros de cualquiera de estos comités sólo
pueden permanecer en ellos por un tiempo máxi-
mo de 2 años. Luego de esto deben dar oportu-
nidad a que otros miembros del Poder Judicial
ocupen sus lugares.

Programa de Formación para Postulantes. Este pro-
grama no está aún en funcionamiento. Estará diri-
gido a profesionales del Derecho interesados en
ingresar al Poder Judicial en la condición de juez.
Estas personas serán seleccionadas mediante exi-
gentes pruebas académicas y psicológicas, de ma-
nera que el Poder Judicial pueda estar seguro de
que a sus filas ingresarán, no sólo los mejores pro-
fesionales, sino también las personas con mayor
vocación de servicio y espíritu de sacrificio. En la
actualidad está en proceso el diseño del progra-
ma de estudio al  cual se verán sometidos los
postulantes y se prevé que, para el segundo se-
mestre del presente año, comience su formación un pri-
mer grupo de alrededor de 20 personas.

Es necesario indicar que la Ley de Carrera Judicial es-
tablece que, salvo contadas excepciones, ninguna per-
sona puede ser nombrada como juez sin antes haber
agotado un proceso de capacitación en la ENJ. De
manera que, una vez puesto en marcha este programa,
se constituirá en un requisito indispensable para acce-
der a la Carrera Judicial.

Programa de Formación del Recién Designado.
Su objetivo principal es brindar a los magistra-
dos recién designados, un entrenamiento inten-
sivo y focalizado en las destrezas y los conoci-
mientos específicos necesarios para el buen des-
empeño de las  funciones inherentes  a l  nuevo
cargo que ocuparán. Esto permitirá que puedan
asumir sus nuevas responsabilidades en mejores
condiciones. Al programa accederán los egresados
del Programa de Formación para Postulantes, así
como aquel los magistrados que sean promovi-
dos de una instancia a otra o transferidos de una
jurisdicción a otra.

Programa de Act iv idades Complementar ias  de
Difusión y Extensión. Este Programa posee dos
objetivos principales: primero, contribuir a satis-
facer, en la medida de lo posible, las necesida-
des de capacitación de los actores del  s istema
judicial que no pertenecen al Poder Judicial (abo-
gados, Ministerio Público, etc.). Segundo, man-
tener informados a todos los miembros del Po-
der Judicial y a la sociedad en su conjunto, sobre
las act ividades real izadas por la  ENJ. Charlas,
coloquios,  publicaciones y seminarios abiertos
sobre temas judiciales de interés general, son al-
gunos ejemplos de las actividades que se reali-
zan dentro de este programa.

Programa de Desarrollo Institucional. Con este
programa se busca garantizar que la ENJ posea
la infraestructura física, el desarrollo tecnológico
y e l  personal  adecuadamente capaci tado para
poder realizar de manera eficiente las distintas
actividades de capacitación contempladas en los
demás programas.



Nº Sistemas Judiciales

La ENJ ha recibido el apoyo de organismos de coope-
ración nacionales e internacionales y ha firmado acuer-
dos de cooperación con distintas entidades que de
manera directa o indirecta están vinculadas con el sec-
tor justicia. Cabe destacar en ese sentido, el acuerdo
firmado con las principales universidades del país,
orientado a la implementación, de manera conjunta,
de medidas que contribuyan a mejorar la formación
de los profesionales del Derecho.

Hoy en día, la ENJ constituye un motivo de orgu-
llo para la Suprema Corte de Justicia y para to-
dos lo miembros del Poder Judicial, quienes se sienten
parte de ella y le reconocen su valor como experiencia
de ejercicio democrático y participativo. Queda mu-
cho camino por andar, pero el camino hasta ahora re-
corrido, es muy satisfactorio.  aa aa a

Hasta antes de los Acuerdos de Paz, los jueces
no tenían ningún programa permanente de ca-
pacitación. No existía ningún órgano encargado
de la formación de jueces y éstos tenían un bajo
nivel profesional y académico. Los jueces no es-
taban sometidos a  ningún t ipo de proceso de
selección, ni de concurso público. El resultado
de este sistema de nombramientos fue un perfil
de juez deficiente en el aspecto jurídico, poco
comprometido con su trabajo y con una muy es-
casa independencia judicial .

Los acuerdos pretenden establecer un s istema
transparente de designación de jueces, que pue-
da l levar a  la  se lección de los candidatos por
méritos propios. Las normas que regulen la eva-
luación de los concursos públicos deben ser trans-
parentes.

En 1999, el Congreso de la República emitió la
Ley de Carrera Judicial. Esta norma pretende pre-
cisamente regular todos los aspectos de selec-
ción, formación y ascensos para la Carrera Judi-
cial. Para ello ha creado el Consejo de la Carrera
Judicial, órgano encargado de dirigir su proceso.

GGGGGUATEMALAUATEMALAUATEMALAUATEMALAUATEMALA

Alejandro Rodríguez BarillasAlejandro Rodríguez BarillasAlejandro Rodríguez BarillasAlejandro Rodríguez BarillasAlejandro Rodríguez Barillas
Director de Investigaciones del Instituto de

Estudios Comparados en Ciencias Penales
 de Guatemala - ICCPG.

Éste se encuentra integrado por 5 miembros:
- el presidente de la Corte Suprema de Justicia.
- el jefe de Recursos Humanos
- un representante de magistrados de las
Salas de las Cortes de Apelaciones del país
- un representante de los jueces (estos dos
últimos electos por sus pares).

Estos cuatro miembros el igen al director de la
Unidad de Capacitación Institucional del Orga-
nismo Judicial ,  que es el  quinto integrante del
Consejo de la Carrera Judicial.

La Ley ha definido además el proceso de selec-
ción de jueces de Primera Instancia y de Paz.

Este proceso contempla los siguientes pasos:

1.- Convocatoria Pública a través del Diario
Ofic ia l  y  de otro de mayor c irculac ión,  en
donde se señala el plazo de presentación de
solicitudes;
2.- Análisis de solicitudes y confección de un
listado en donde se indican los nombres de
los aspirantes aceptados para tomar examen;
3.- Exámenes psicométrico y técnico profe-
sional, por medio de los cuales se selecciona
a los aspirantes;
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4.- Publicación de los aspirantes que aprobaron el
examen técnico;
5.- Plazo para que cualquier ciudadano pue-
da dar información sobre la aptitud ética del
solicitante;
6 . -  Se  confecc iona una l i s ta  f ina l  de  asp i -
rantes ;
7.- Los aspirantes ingresan a un curso de 6
meses de formación, el cual deben aprobar;
8.- Los aspirantes que aprueban el curso de-
ben ser nombrados jueces por la Corte Supre-
ma de Justicia.

El Consejo de la Carrera tiene a su cargo los pro-
cesos de capacitación y formación para jueces
en servicio. Efectúa los procesos de capacitación
a través de la  Unidad de Capaci tac ión
Institucional.

La Ley asigna al Consejo de la Carrera Judicial la
evaluación de los jueces al terminar el período
constitucional. Esta evaluación servirá para con-
firmar en sus puestos a los jueces y de esta ma-
nera revisar su actuación. La idea es que se logre
estabilidad en el cargo. La revisión no es un pro-
ceso disciplinario, sino una actividad que permi-
te evaluar la actividad del buen juez. El período
del cargo del juez es de cinco años, por lo cual
al finalizar su período de nombramiento, el Con-
sejo de la Carrera Judicial debe presentar su eva-
luación de desempeño. El dictamen del Consejo
de la Carrera Judicial vincula a la Corte Suprema
de Justicia para prorrogar el período de nombra-
miento.

La forma actual de selección de jueces ha logra-
do disminuir  sens iblemente las  cuotas  de
discrecional idad y de arbitrariedad en el  nom-
bramiento por parte de la Corte Suprema de Jus-
ticia. Ello sienta las bases para romper el esque-
ma autoritario de la estructura judicial.

La Ley de Carrera Judicial debe respetar los Acuer-
dos de Paz que, por cierto, no hacen más que
ref lejar las tendencias modernas que pretenden
asegurar la independencia judicial. Por tanto, la
Ley de Carrera Judicial ha establecido con claridad
que todo nombramiento de jueces, magistrados y

personal auxiliar de la Carrera Judicial se realizará
a través de concursos públicos que garanticen la
excelencia profesional. Un compromiso central de
la sociedad civil será hacer que todo nombramiento
se efectúe apegado al procedimiento de la Ley de
Carrera Judicial 1.

Un gran paso ha s ido vincular la selección de
jueces con los procesos y sistemas de capacita-
ción. La Unidad de Capacitación Institucional ha
estado trabajando en la elaboración de los exá-
menes de admisión y todos los aspirantes deben
superar los exámenes establecidos en la ley.

La Unidad de Capacitación Institucional ha esta-
do realizando convenios con universidades para
el desarrollo de actividades de capacitación. Sin
embargo, mantiene una absoluta autonomía y los
procesos se realizan en forma separada. Un gran
aporte de la sociedad civil es comprometer a las
universidades y a otros sectores de la sociedad
en el proceso de formación de jueces.

La Unidad de Capacitación Judicial capacita úni-
camente a jueces. Existen unidades de capacita-
ción en la defensa pública, en el Ministerio Pú-
blico y en el Sistema Penitenciario.

Una debilidad actual del sistema de capacitación
de jueces es que no existen mecanismos de de-
tección de necesidades de capacitación. Ningu-
na unidad cuenta con un órgano de invest iga-
ción para la detección de necesidades o para otros
cometidos importantes.

Otro problema es que no se ha hecho ningún
tipo de seguimiento para evaluar el impacto de
la capacitación. No obstante, la Ley de Carrera
Judicia l  ha venido a incorporar un s istema de
evaluación continua de los jueces, uno de cuyos
criterios es precisamente la formación académi-
ca. En este sentido, el Consejo de la Carrera Ju-
dicial está llamado a diseñar un mecanismo para
evaluar el impacto de la capacitación. Este siste-
ma no se ha dado a conocer públicamente. Uno
de los compromisos de los distintos sectores de
la sociedad es analizar los mecanismos estableci-
dos en el sistema de evaluación. aa aa a

1   Desafortunadamente se han efectuado nombramientos de jueces que no han cumplido con los requisitos exigidos en la Ley de Carrera Judicial.

Esto sin duda constituye un mal precedente que debe ser investigado y sancionado, si se quiere que la ley llegue realmente a cumplirse.
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El Poder Judicial de Uruguay cuenta con el Cen-
tro de Estudios Judiciales del Uruguay (CEJU),
destinado a la formación de aspirantes a cubrir
puestos dentro del Poder Judicial y a la forma-
ción y actualización permanente de magistrados
y técnicos en ejercicio de sus funciones.

Como antecedente normativo de esta institución,
cabe citar la Ley Orgánica de la Judicatura y de
Organización de Tribunales de 1985, que en su
ar t ículo 79 establece que “la Supr ema Cor te de
Justic ia pr opiciará la r ealización de cursos de
post-grado especialmente dirigidos a la formación
de aspirantes al ingr eso en la Judicatura. En tal
caso, el abogado que hubier e hecho y apr obado
el curso, tendrá prioridad en el ingr eso.”  Como
se aprecia, la norma no crea la Escuela Judicial
ni tampoco los cursos a los que hace referencia.
Sin embargo, con esta base y atento a las necesi-
dades de formación y capacitación que se gene-
raron en esa época debido a los cambios legisla-
tivos operados en el país, se creó en 1987 lo que
inicialmente se llamó Escuela Judicial y que hoy
se conoce con el nombre de CEJU.

Originariamente, esta institución surge a partir
de la  f i rma de un Convenio entre la  Suprema
Corte de Justicia, la Facultad de Derecho de la
Universidad Mayor de la República y el Ministe-
rio de Educación y Cultura. Su propósito era -y
continúa siendo- instrumentar la organización y
puesta en funcionamiento del curso de posgrado
para aspirantes a la magistratura y a cargos téc-
nicos del Poder Judicial y del Ministerio Público
y Fiscal, así como cursos de perfeccionamiento
para magistrados de ambas instituciones.

La Escuela  estaba regida por una Comis ión
Tripartita, integrada por representantes de las ins-
tituciones firmantes. Funcionó inicialmente como
organismo no gubernamental, sin personería ju-
rídica y sin claridad respecto de su dependencia
institucional y jerárquica. A pesar de ello, el re-
sultado de su valorable trabajo permitió proveer
el número de aspirantes necesarios para l lenar
los cargos de jueces y fiscales que la coyuntura
de reformas legales demandaba.

UUUUURUGUAYRUGUAYRUGUAYRUGUAYRUGUAY

Inés MarensiInés MarensiInés MarensiInés MarensiInés Marensi

En 1990, en el marco de un proyecto de fortalecimiento
del Sistema Judicial en Uruguay financiado por orga-
nismos internacionales, la Escuela adquiere una nueva
dimensión. Entre otras modificaciones, se crea el car-
go de Director y Subdirector del CEJU. Finalizado el
Proyecto, la financiación de las actividades del CEJU
llega en el año 1986 por vía de la Ley 16.786 (art. 483)
que al tiempo que lo provee de recursos le da su defi-
nitiva naturaleza jurídica al incluirlo en el Poder Judi-
cial como dependencia directa de la Suprema Corte
de Justicia, reconociendo su autonomía técnica al man-
tener a la Comisión Tripartita. Luego, la Suprema Corte
de Justicia por Acordada 7293 procedió a reglamentar
los cometidos y potestades del CEJU.

El Centro selecciona su personal docente entre
profesores universitarios, jueces, fiscales y téc-
nicos en diversas materias, con reconocida ido-
neidad y trayectoria. Se consideró inconvenien-
te  contar  con un p lante l  es tab le  de  docentes
dado que atenta contra la necesaria flexibilidad
que requiere este t ipo de s istema de capacita-
ción. La actividad docente es remunerada y se
ofrecen facilidades a los alumnos -sobre todo a
los del interior del país- para participar de las
act iv idades .

La metodología pedagógica principal  es el  Ta-
ller, sin perjuicio del dictado de conferencias y la
realización de seminarios.  Se promueve la apli-
cación de técnicas interactivas, el estudio de ca-
sos y el uso de métodos audiovisuales.

La existencia de un cargo de coordinador docen-
te y otro de experto metodológico, ha resultado
muy beneficiosa para el CEJU, sobre todo para
tareas como: ident if icación de neces idades de
capacitación de los operadores de la Administra-
ción de Justicia,  diseño y aplicación de instru-
mentos de evaluación adecuados a las distintas
instancias de formación previstas en el plan de
acción, asistencia pedagógica a los docentes, etc.

El curso para el ingreso, que insume aproxima-
damente un año y medio y contempla alrededor
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de 13 materias y pasantías en tribunales, se califica con
las notas de suficiente, bueno y excelente. La acumu-
lación de faltas es motivo de eliminación del as-
pirante.

Además de los destinatarios que se han mencio-
nado, oportunamente participan de las activida-
des del CEJU los Defensores de Oficio y los abo-
gados particulares.

Respecto de la Car rera Judicia l , puede decirse
que no existe base normativa firme en la mate-
ria, pero sí pautas legales que apuntan hacia la
efectiva concreción de aquella. La Acordada 7192/
93 de la Suprema Corte de Justicia crea una Co-
misión Asesora para los ascensos y promociones
de magistrados lo que implica una autolimitación
de los poderes que ostenta la corporación den-
tro del  s istema de cooptación vigente durante
mucho tiempo.
La Comisión está integrada por cinco miembros:
un ministro de la Suprema Corte de Justicia que

la preside; un ministro de los Tribunales de Ape-
laciones designado por la propia Corte; un dele-
gado de las Asociaciones de Magistrados Judicia-
les ;  un delegado del  Colegio de Abogados del
Uruguay; y un delegado de la Facultad de Dere-
cho de la Universidad de la República. El objeti-
vo de dicha Comisión, cuyas conclusiones no son
vinculantes para la Corte, consiste en confeccio-
nar l istas de 10 Magistrados que se consideren
aptos dentro de cada categoría para acceder a
un cargo de superior jerarquía dentro de la Judi-
catura. Uno de los criterios que esta Comisión
tiene en cuenta para los ascensos es la asistencia
de los postulantes a cursos de perfeccionamien-
to organizados por el CEJU.

De tal manera que, tanto los cursos de ingreso y
de actualización que ofrece el CEJU, como la la-
bor de la  Comis ión Asesora ,  pueden tomarse
como señales positivas con respecto a una regu-
lación cabal de la Carrera Judicial. aa aa a

PPPPPARAGUAYARAGUAYARAGUAYARAGUAYARAGUAY

Juan Emilio OviedoJuan Emilio OviedoJuan Emilio OviedoJuan Emilio OviedoJuan Emilio Oviedo
Miembro del INECIP Paraguay.
Colaboraron el Dr. José María Cabral, Director Ejecutivo de la Escuela Judicial Paraguaya
y la Dra. Fanny Sybille Abarzúa, Vice Directora Académica de la Escuela Judicial Paraguaya.

La Ley 1376/98 establece cual es la vinculación
del sistema de capacitación de la Escuela Judi-
cial con el sistema de selección de jueces. Los
cursos real izados en la Escuela serán un  ele-
mento de valoración a favor de los postulantes a
cargos o promociones en la Magistratura, el Mi-
nisterio Público o Defensa Pública.

La Escuela Judicial del Paraguay dicta un progra-
ma específico para la formación de jueces que
consiste en un curso de capacitación -con exa-
men de evaluación eliminatorio- con una carga
horaria presencial de 412 horas.

Si bien la obtención de este grado no es exclu-
yente para acceder a cargos de magistrados, sir-
ve de manera relevante para sumar puntos ante
el Consejo de la Magistratura, órgano encargado
de llevar a cabo la selección de jueces.

Para el resto de los cargos -nombramientos y as-
censos- la selección de cada uno de sus funcio-
nar ios  la  rea l iza  independientemente la  Corte
Suprema de Justicia, la Fiscalía General del Esta-
do, el Supremo Tribunal de Justicia Electoral, etc.
En este último caso, el ser graduado de la Escue-
la Judicial también tiene peso para acceder a di-
chos cargos.
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El curso de capacitación para jueces consta de
las siguientes asignaturas:

Primer Año o Período de Formación Generalista

Módulo Penal : Derecho Penal (par te general  y
especial) Derecho Procesal Penal y Criminalística
Forense.
Módulo Civil: Lógica y Estructura de la Sentencia
Judicial, Principios del Procedimiento Civil y Ac-
tualización: Leyes posteriores al Código Civil.
Módulo Constitucional: Rol de la Institución Ju-
dicial en una Sociedad Democrática.

Segundo Año o Período de Formación Espe-

cialización y Profundización

Módulo Penal: Introducción Teórica, Práctica del
Proceso Penal en forma oral y pública.
Módulo Civil: Principio de Congruencia en la Re-
dacción de la Sentencia Definitiva, Los Deberes
y las Facultades del Magistrado. Normativas Cons-
titucional y Legal.

En relación a los mecanismos para detectar ne-
cesidades de capacitación, existe una dependen-
cia de la Corte Suprema de Justicia que se llama
Centro Internacional de Estudios Judiciales (CIEJ),
que también lleva a cabo actividades de capaci-
tación dentro de la Institución (C.S.J.).
El Ministerio Público también cuenta con una Di-
rección de Capacitación, a tales efectos.

La Ley 1376/98 establece el Consejo Consultivo,
órgano de consulta y asesoramiento del Consejo
de la Magistratura, sobre el desenvolvimiento aca-
démico, docente y administrativo de la Escuela
Judicial. Está integrado por un representante de
la Fiscalía General del Estado, de la Defensoría
General y de la Asociación de Magistrados del
Paraguay y por tres prestigiosos juristas designa-
dos por el Consejo de la Magistratura. De esta
forma, la representatividad garantiza dentro de
los planes de estudios de la Escuela la cobertura
de las fa lencias y necesidades de cada uno de
los sectores.

Con la primera promoción de eg resados de la
Escuela Judicial en mayo del 2001, se tiene pre-
visto realizar un seguimiento acerca de su des-
empeño en las funciones judiciales en relación
con los magistrados que no han seguido los cur-
sos que imparte esta institución. aa aa a
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Beatriz Carolina Abreu R.Beatriz Carolina Abreu R.Beatriz Carolina Abreu R.Beatriz Carolina Abreu R.Beatriz Carolina Abreu R.
Directora General de la Escuela Judicial de Venezuela.

En relación al reclutamiento, selección y capaci-
tación de jueces, el Sistema Judicial en Venezue-
la se encuentra actualmente en período de rees-
tructuración. Tal situación impide dar respuesta
concreta a los planteamientos real izados en la
encuesta .

Sin embargo, hasta tanto se elaboren y ejecuten
los lineamientos a seguir, se están realizando ac-
t iv idades de extensión dir ig idas a l  públ ico en
genera l .

Asimismo, la Escuela Judicial auspicia activida-
des para jueces y otros funcionarios (talleres de
adopción internacional y adopción nacional, ta-
lleres vivenciales para Defensores Públicos, en-
tre otros.).

Por otra parte, la relación existente entre la Es-
cuela Judicial y los Colegios de Abogados y Uni-
versidades es de cortesía, por cuanto a través de

estas instituciones, la Escuela cuenta con espa-
cios físicos en el interior del país para realizar
actividades académicas.

Asimismo, en lo que se refiere a las universida-
des, la Escuela cuenta con profesores para dictar
diversos cursos de actualización. Igualmente las
actividades académicas están dirigidas a todos los
funcionarios del Sistema Judicial, bien sean abo-
gados litigantes, fiscales del Ministerio Público,
defensores públicos, etc.

Por último, para determinar las necesidades de
capacitación la Escuela elabora un instrumento
que identifica como “Detección de Necesidades
de Adiestramiento” (DNA), a partir del cual pro-
grama y desarrolla cursos y otras iniciativas. aa aa a

Generally,  in the English-speaking Caribbean, there does not exist specific training to become a
judge.  Most judges have experience as practicing members of  the private bar or in government
agencies, for at least 10 years. Thus, when one refer to judicial education in the Caribbean region, it
g enera l ly  refers  to cont inuing educat ion. Recent  developments  in the Car ibbean include the
establishment of  national judicial training centers in Jamaica and in Saint Lucia to serve the Organization
of  Eastern Caribbean States (OECS), as described in detail below. However, according to a recent
study on reform efforts in the region, “for approximately the last ten years, judicial education in the
Caribbean has taken the form of  ad hoc , sporadic seminars and workshops on a variety of  topics
funded in many cases by USAID.” 1 Other training has been the result of  the individual efforts by
Chief  Justices or Presidents of  the Bar Associations. There theoretically exists a Regional Education
Committee of  the Council of  Legal Education (CLE). However, the Committee has been inactive for
several years because of  a lack of  funds and insufficient administrative support.

Although the Caribbean countries continue to look to the Commonwealth as sources of training for
judges generally, this is not necessarily so in all  cases. Over the years, there has been a growing
feeling among Caribbean judges that various, non-traditional common law sources of training should

EEEEEnnnnnglish-Speaking Caribbeanglish-Speaking Caribbeanglish-Speaking Caribbeanglish-Speaking Caribbeanglish-Speaking Caribbean

BackgroundBackgroundBackgroundBackgroundBackground
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be considered. This is especially so in the area of  constitutional law, where there is now a general
recognition that the United States Constitution provides an excellent source of  training, as do U.S.
constitutional caselaw materials.

With regard to the identif ication of  training needs, judges, magistrates and court personnel are
sometimes asked to complete questionnaires. And, as a result of  new legislation or other issue, a
topic may be selected as requiring training by members of  the judiciary. For example, in response to
a 1997 survey by the Commonwealth Judicial Education Institute, based in Canada, Chief Justices in
the Caribbean responded that judicial orientation and programs for lay judicial officers were among
their primary training concerns.2

For training outside the region, the most well-known groups to have organized a number of  courses
in the U.S., in which Caribbean judges have participated, include the U.S. Federal Judicial College in
Reno, Nevada and the National Center for State Courts in Williamsburg, Virginia. Both organizations
have provided judicial training courses in the Caribbean and in the U.S. to Caribbean judges.

With respect to specific countries and how judges
are trained, there is a Justice Training Institute
(JTI) in Jamaica, which was established five years
ago by legislation and which has the mandate to
organize and conduct training courses for judges,
magistrates, and court staff  throughout Jamaica.
A Senior Resident Magistrate is in charge of  the
conduct of the activities of the JTI.

OECS (Organization of  Eastern Caribbean States)
With respect to the six independent Organization
of  Eastern Caribbean States (Antigua & Barbuda,
Dominica, Grenada, Saint Lucia, Saint Vincent and
the Grenadines and Saint Kitts and Nevis), there
is an established Justice Education Institute (JEI),
which is located within the same premises as the
OECS Supreme Court, in Saint Lucia. A High Court
Judge oversees the conduct of the activities of
the JEI.

1   See “Judicial Reform in the Caribbean”, published by the Inter-American Development Bank, p.29 (October 1999). In Guyana two

workshops supported by USAID funds were held in 1995 for High Court Judges and Magistrates; in 1996, the Guyana Judicial

Improvement Project funded workshops on court reporting, alternative dispute resolution (ADR), court management, sentencing,

delay reduction, and evidence; in 1997, the World Bank and the Japanese Government co-sponsored a workshop with members of

the judiciary in Trinidad and Tobago to discuss needs of  the justice system. Other programs in Jamaica and other Caribbean countries

include dealing with drug enforcement issues.

2   Id.

JJJJJAMAICAAMAICAAMAICAAMAICAAMAICA

Both the JTI and the JEI have very limited physical
space to conduct their training courses, although
the JTI in Jamaica is relatively better endowed
with training facilities than the JEI in Saint Lucia.
Both the above organizat ions have tra in ing
budgets  a l located by their  respect ive
governments, but these allocations do not truly
allow the conduct of active and sustained training
programs.  They re ly  fundamenta l ly  on the
contributions to training courses provided to them
by external sources.  As a result ,  their training
agenda is  to a large extent determined by the
training priorities of these funding sources, with
a heavy rel iance on the ut i l izat ion of tra ining
personnel remunerated by funders themselves.

The training organizations mentioned above do
not have any direct contact with the selection of
judges, which is really a function of  the various
Judicial and Legal Services Commissions in the
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reg ion comprised of  judges,  members  of  the
re levant  bar  associat ions and c iv i l  servants .
However ,  i t  i s  conceivable  that  the Judic ia l
Services Commissions in select ing a judge for
service would make reference to training courses
that the prospective judge has participated in over
time. This is the only connection that I can see
between the training organizations and the actual
selection of judges to serve.

The training institutes seek to work with the bar
associations in making determinations of general
training needs. As judges and magistrates in the
region largely determine the training needs of
their members, it follows that the input of the
bars is of persuasive and not binding assistance
to the institutes. Basically, the chief justices of
the relevant court systems have final say in what
areas the judges, magistrates and court staff are
trained in the region.

There is a definite predisposition on the part of
judges in the region to be trained by other judges.
As a result,  it  is only on rare occasions that a
lawyer ,  a lbei t  h ighly  respected,  from the
University of the West Indies (UWI), or other

important legal  inst i tut ion, would be asked to
conduct a training course for judges. With respect
to magistrates who are judges of lower stature in
the Caribbean, this type of assistance from the
UWI would be accepted in the case of a highly
respected member of the law faculty.

As discussed above, the JTI has a legal mandate
to train judges, magistrates and court personnel.
With respect to the JEI, their mandate relates to
the training of judges only. Magistrates are trained
separate ly  at  the request  usual ly  of  the Chief
Magistrate in each jurisdict ion, whose training
plan would have been approved by the relevant
Chief Justice.

With respect  to fol low-up,  the JTI does have
evaluat ion forms,  which are f i l led up by the
participants in their courses. However, the JTI
doe not have the relevant staff to monitor cases
by judges who have been trained. Thus, they are
not equipped to project future training needs or
to adequately measure the impact of the various
organizat ions and indiv iduals  who provide
training courses to members of  the judiciaries. aa aa a

SSSSSURINAMEURINAMEURINAMEURINAMEURINAME

According to a forthcoming study on governance,
there is presently a severe shortage of judges in
Suriname3. The report points out that one of the
main obstacles to attracting young jurists to the
bench is  the low sa lary ,  especia l ly  when
compared to that of the private bar. This shortage,
in turn, has an effect on training since members
of the judiciary often serve as mentors and trainers
to those studying to become judges. The caseload
for judges is often so high that judges have little
or no time to train new judges. Training programs
for new judges also suffer from the too-small
number of sitting judges. The judiciary has thus
looked to judges in the Nether lands and the
Netherland Antillies to help with training.

In Suriname, judges must receive 4-5 years of
judicial education following law school, although
some may work as registrars while receiving their
judicial training. Training for judges is overseen
by a Committee for the Selection, Training and
Supervision of the Judicature4,  which has been
funct ioning s ince 1994.  According to the
governance study,  th is  committee not  only
oversees training for law school graduates, but
encourages candidates who already have some
experience as attorneys, registrars or notaries to
apply  for  judgeships .  The more exper ience a
lawyer has ,  the less  the required amount of
training courses.5 aa aa a

3   See “Governance in Suriname”, published by the Inter-American Development Bank, Chapter 5 on the Justice Sector (2001).

4   The Committee comprises the Chair, who is the director of the training center and who reports to the Minister of Justice and Police,

a judge, a prosecutor, the Deacon of the University, and an advisor who is a former Prosecutor General.

5   See “Governance in Suriname”, published by the Inter-American Development Bank, Chapter 5 on the Justice Sector (2001).



Nº Sistemas Judiciales

There is  suppor t  among the Chief  Just ices,
Ministers of Justice and Chief Magistrates of the
Caribbean region for organized and continuous
programs in judicial education. In December 1999,
the Inter-American Development Bank and the
Canadian Internat ional  Development Agency
f inanced a Consultative Meeting on Judicial
Reform to discuss various issues, including judicial
t ra ining.  Part ic ipants  included Chief  Just ices
(Bahamas, OECS), Attorneys General (Barbados,
St. Lucia, Antigua & Barbuda), and representatives
of the region’s  bar associat ions and academic
institutions in the English-speaking Caribbean. In
considering the regional organizations best suited

ConclusionsConclusionsConclusionsConclusionsConclusions

to providing judicial education to serve to various
jurisdictions’ judiciaries, the following institutions
were considered: the Council of  Legal Education
(react ivat ing the educat ion committee) ;  the
Caribbean Law Institute; the University of  the West
Indies Law Faculty; and, the Legal Affairs Office
of CARICOM. Consensus was achieved at the
meeting to explore the possibility of  reactivating
the education committee of the CLE, given in part
that the CLE’s membership includes the highest
legal and judicial authorities in the region. The
Attorney Genera l  of  Barbados and the Chief
Justice of  the OECS were appointed to carry the
proposal to the CLE meeting in early 2000.  aa aa a



1. Colombia: entre los siglos XVI y XXI1. Colombia: entre los siglos XVI y XXI1. Colombia: entre los siglos XVI y XXI1. Colombia: entre los siglos XVI y XXI1. Colombia: entre los siglos XVI y XXI

No sólo en relación con el derecho pe
nal ,  s ino en general  respecto de to-

dos los ámbitos sociales, puede decirse sin exa-
gerar que Colombia es un país que vive en cinco
siglos simultáneamente: se encuentra enfrentado
a los dilemas y exigencias propias del nuevo si-
glo -a la globalización, a la inserción dentro de
una economía mundial, a los avances vertigino-
sos de la comunicación, a realidades virtuales- al
mismo tiempo que requiere avanzar, sin embar-
go, en la construcción del Estado como proceso
propio de los siglos XVI y XVII europeos. Si,
parafraseando a Hobbes, el Estado es la negación
de la guerra y, sobre todo de la guerra civil, en
Colombia no existe, por lo menos en todo el terri-
torio, un Estado verdaderamente consolidado.

La historia del Estado moderno es la histo-
r ia  de su construcción como monopol io de la
v iolencia .  De e l lo dan cuenta autores  como
Hobbes, Weber, Niklas Luhmann o Norbert Elias.
La paz, como condición empírica fundamental
para la construcción del Estado, no existe en el
caso colombiano. Ello le otorga su especificidad,
incluso en el contexto latinoamericano en el cual
comparte  di lemas y  problemas comunes a  los
países en desarrollo.

EL DERECHO PENAL EN UNA PERSPECTIVA DE PAZ:

DE LA TENSIÓN ENTRE “EFICIENTISMO” Y
GARANTISMO EN EL CASO COLOMBIANO.

Alejandro Aponte
Profesor de Derecho Penal y de Teoría del Derecho.

Facultad de derecho, Universidad de los Andes. Bogotá, Colombia.

2. Sobre la desinstitucionalización de la2. Sobre la desinstitucionalización de la2. Sobre la desinstitucionalización de la2. Sobre la desinstitucionalización de la2. Sobre la desinstitucionalización de la
función penalfunción penalfunción penalfunción penalfunción penal

Pero la especificidad se da también en otro
sentido: existe, de todas maneras, un Estado, aun-
que desde luego y particularmente en múltiples
territorios donde se da la violencia política y so-
cial crónica que se vive desde hace cinco déca-
das, las instituciones existen casi de una manera
puramente contingente. Las instituciones están allí
de forma casual y, en todo caso, ellas no se res-
petan en la práctica. El ciudadano no se siente ni
protegido ni representado por ellas. Pero existe
un aparato estatal, una normatividad y unas con-
secuencias jurídicas y políticas de los actos esta-
tales. Ello exige que el problema del monopolio
de la violencia sea pensado de una manera par-
ticular y no en clave estrictamente ortodoxa. Éste
es el caso de un estudio importante del sociólo-
go Von Trotha, dedicado precisamente a la crisis
que sufre hoy en día, en el mundo entero y por
razones dist intas en diversos países,  la noción
de monopolio. El autor propone varias tipologías
para explicar esta cris is y,  para casos como el
colombiano, propone la siguiente: en este caso
se daría una “forma paraestatal del control de la
violencia”. 1  Es decir, aunque suene paradójico,
se trata de una especie de organización paraestatal
de la forma como se ejerce la violencia propia



del poder. Una especie de sustitución del poder
estatal por entidades paraestatales. Esa es la his-
toria del caso colombiano: la presencia endémi-
ca de sustitutos particulares del poder estatal. E n
r e l a c i ó n  c o n c r e t a  c o n  e l  d e r e c h o  p e n a l ,
e l l o  s i g n i f i c a :  d e s i n s t i t u c i o n a l i z a c i ó n  d e  l a
f u n c i ó n  p e n a l .

En una perspectiva de futuro deben con-
fluir esfuerzos múltiples,  tanto institucionales,
como académicos e impulsados por toda la co-
munidad jurídica, por consolidar un derecho pe-
nal institucionalizado. Esto significa, a nuestro
modo de ver, el impulso a un auténtico derecho
penal de la Constitución .  Pero este  modelo de
derecho penal también contiene especificidades
propias del caso que se analiza: no sólo en estas
últimas décadas se ha vivido una violencia endé-
mica y una situación de anomia generalizada; el
siglo XIX estuvo cruzado por múltiples confron-
taciones entre partidos políticos tradicionales que
fueron vividas como verdaderas guerras civiles.

Desde ese s ig lo,  e l  derecho públ ico ha
soportado una situación ambivalente ocasionada
por la coexistencia de la guerra y la paz. Así en-
tonces, en Colombia su derecho penal se halla
diseñado de tal  forma que absorbe en su seno
las tensiones propias de una situación ambivalente
de paz y guerra. En este país, la guerra, desecha-
da como fantasma por toda la tradición de occi-
dente,  se ha tematizado sin embargo como un
problema jurídico. No para impulsarla, desde lue-
go, sino para acotarla, para minimizar su impac-
to. Todo el derecho público participa de ello: el
derecho penal y el derecho constitucional, parti-

cularmente a través de la regulación del antiguo
estado de sit io y de los nuevos estados de ex-
cepción. En aquél se preveía el recurso al dere-
cho de gentes como modelo jurídico de limita-
ción de los poderes estatales en virtud de la emer-
gencia, mientras que hoy, en los nuevos estados
de excepción, se hace alusión expresa a la nece-
sidad de respetar el  derecho internacional  hu-
manitario.2

3. Eficientismo vs. Garantismo: dilemas3. Eficientismo vs. Garantismo: dilemas3. Eficientismo vs. Garantismo: dilemas3. Eficientismo vs. Garantismo: dilemas3. Eficientismo vs. Garantismo: dilemas
del derecho penal hacia el futurodel derecho penal hacia el futurodel derecho penal hacia el futurodel derecho penal hacia el futurodel derecho penal hacia el futuro

Ahora bien, la inexistencia de la paz como
condición empírica y la realidad de anormalidad
social y política, han generado posiciones anta-
gónicas acerca de la función que debe asumir el
derecho penal. Por una parte, existen los parti-
darios de una especie de pacificación eficientista,
que otorga al derecho penal un papel preponde-
rante para lograr dicha pacificación. Se impulsa
un modelo de derecho penal  endurecido y le-
vantado sobre una idea particular de “eficacia” o
de “eficiencia” de la administración de justicia.
La eficacia es entendida prácticamente como la
producción a toda costa de sentencias condena-
torias o, en todo caso, como la producción de
decisiones que afectan de manera directa la l i-
bertad de las personas.  No en vano el derecho
penal eficientista se articula, por ejemplo, sobre
una regulación más allá de todo límite razonable
de la  detención prevent iva .  Una persona está
detenida “preventivamente” hasta que el Estado
prácticamente le consiga las pruebas para con-
denarlo.  En la  práct ica ef ic ient ista  e l  proceso
penal se convierte, en sí mismo, en la pena.

1   Von Trotha, Trutz, “Ordnungs formen der Gewalt  oder Aussi chten auf  das Ende des s taat l i chen Gewaltmonopols”,  en: Nedelmann Brigi t ta unter
mitarbeit von Koepf  , Thomas (editor), Politische Institutionen im Wandel, Kölner Zeitschrift für Soziologie und Sozialpsychologie,  pág. 129 y ss.
2  Hay normas en el Código Penal que regulan las confrontaciones bélicas que en el caso europeo se dan entre estados, pero que en  Colombia son
de carácter interno. Hoy, en el caso del nuevo código que entra a regir en el mes de junio del 2001, se han incorporado figuras muy complejas como
el genocidio, infracciones al derecho internacional humanitario, el desplazamiento forzado que distingue casos en los cuales el desplazamiento es
producido o generado por acciones militares legítimas y cuando no lo es, entre otras. Es decir, se trata de tipos penales que r esbalan entre la paz y la
guerra, pero que buscan, en todo caso, tematizar realidades complejas propias del caso colombiano.
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Esta visión particular de la eficacia y de la
eficiencia, ha dado lugar a la consolidación del
modelo eficientista  de derecho penal .  En una vi-
sión escéptica sobre el valor de los derechos y
de las  garant ías ,  los  part idar ios del  modelo
eficientista los consideran más como obstáculos
para el ejercicio de la función penal. En este mo-
delo prevalece la eficacia sobre los derechos fun-
damentales, la eficacia sobre la legit imidad del
sistema penal.  Aquí adquiere todo su dramatis-
mo la tensión entre eficientismo y garantismo.

4. Del derecho penal de la emergencia4. Del derecho penal de la emergencia4. Del derecho penal de la emergencia4. Del derecho penal de la emergencia4. Del derecho penal de la emergencia
como derecho penal eficientista decomo derecho penal eficientista decomo derecho penal eficientista decomo derecho penal eficientista decomo derecho penal eficientista de
enemigoenemigoenemigoenemigoenemigo

El modelo eficientista ha estado ligado, en
el caso colombiano, al derecho penal de la emer-
gencia. La emergencia ha sido, además, la prácti-
ca generalizada en este país. Para un observador
extranjero, causa curiosidad percibir cómo Co-
lombia se ha mantenido como una democracia
estable a lo largo de su historia, con ciclos perió-
dicos de e lecc iones pres idencia les  y  con una
institucionalidad formal. Ello tiene muchas ex-
plicaciones. Para efectos de este escrito, basta
destacar que paralelamente a esa institucionalidad
formal, ha existido un recurso permanente a la
excepción. Es en la excepción y no en la norma-
lidad que se ha vivido. Ello ha servido como una
especie de “válvula de escape” para el sistema
político y por ello su aparente estabilidad, pero
simultáneamente ha servido como una fuente de
construcción paralela de un sistema penal endu-
recido y al margen de los derechos y de las ga-
rantías. La Constitución ha sido permanentemen-
te suspendida en virtud de la excepción. Ello ha
generado un derecho penal altamente politizado,
funcionalizado de acuerdo a los avatares de las
coyunturas y dirigido a ciertos actores específi-
cos según sea la dinámica de su actuación en el
contexto general de la violencia en el país. Por

eso se tra ta  más de un der echo penal de enemi-
go. El sindicado es procesado y juzgado hacien-
do abstracción de sus derechos y garantías, por
fuera del pacto social: es concebido como un ex-
traño al mismo.

5. El derecho penal constitucional de5. El derecho penal constitucional de5. El derecho penal constitucional de5. El derecho penal constitucional de5. El derecho penal constitucional de
enemigoenemigoenemigoenemigoenemigo

Ha sido el Poder Ejecutivo, como legisla-
dor de excepción, el que ha sustituido al Con-
greso de la República en su función de elaborar
la polít ica criminal y el  que históricamente ha
impulsado este  modelo de derecho penal
eficientista de enemigo. Pero otras instituciones
han participado de su consolidación: la Fiscalía
General -ente altamente politizado por defectos
en su propia estructura ambivalente entre la fun-
ción judicial y su carácter administrativo interno-
, y la Corte Constitucional. Ésta, creada en 1991
como ente especializado en el control constitu-
cional antes efectuado por la Corte Suprema de
Justicia en pleno, ha jugado un papel fundamen-
tal en lo que puede ser denominado el impulso a
la  conciencia del valor del der echo  en una socie-
dad acostumbrada a resolver sus conflictos por
fuera  de l  derecho. La denominada “acc ión de
tutela”, como mecanismo de protección de dere-
chos s imi lar  a l  amparo mexicano y a  la
Verfassungsbeschwerde a lemana,  le  ha dado una
dinámica impensable al ejercicio del derecho. Al
mismo tiempo, la Corte, en el contexto del Esta-
do social de derecho, ha impulsado con enorme
dinamismo, una for ma de interpretac ión y  de
apl icación del derecho que se puede sintet izar
como el nuevo constitucionalismo. Ha hecho suyo
como modelo de interpretación privi legiado la
dogmática de ponderación, ha impulsado la mo-
dulación de sentencias, ha activado la tópica y
se ha alejado de la interpretación exegética. Pero
en virtud de ese nuevo const i tucional ismo, la
Corte también ha asumido un protagonismo ex-



cesivo en el ámbito penal y ha colaborado con el
impulso de lo que puede l lamarse un der echo
penal constitucional de enemigo .

El Estado social de derecho, con su nece-
sario impulso a valores y fines establecidos en la
Const i tuc ión,  ha servido como marco para e l
peligroso desarrollo de un modelo constitucio-
nal de derecho eficientista.  En un ejercicio de
ponderación il imitado, el juez constitucional le
ha dado prevalencia, por ejemplo, al valor de la
eficacia y de la eficiencia del sistema de justicia,
sobre los derechos fundamentales. Desde el prin-
cipio de su actuación, la Corte se vio impelida a
buscar equilibrios entre el valor de la Carta de
Derechos, y aquellas normas propias de la orga-
nización institucional dentro de la Constitución
Política. Pero, en relación con las declaraciones
del Estado de Excepción como conmoción inte-
rior, y en la revisión automática que de ellas hace
la Corte constitucional, ésta en diversas ocasio-
nes ha privilegiado la parte organizativa sobre la
Carta de Derechos. Así, por ejemplo, en la pri-
mera declarac ión del  estado de excepción en
1992, en virtud a la supuesta “salida masiva” de
presos que por períodos extremos soportaban la
detención preventiva, la Corte avaló las razones
del Ejecutivo: las fallas estructurales del aparato
de justicia y su ineficiencia, debieron ser paga-
das por los procesados. Se interrumpió la conce-
s ión de l ibertades y pr imó as í  e l  pr incipio de
autoridad, en su versión de supuesta “eficiencia”
del sistema penal, sobre el principio de libertad.

De la misma manera, a través del ejercicio
del nuevo constitucionalismo, la Corte ha impul-
sado una especie  de der echo penal pr omocional
que, afincado sobre la idea del Estado social de
derecho, asume la tarea de promover o promo-
cionar valores establecidos en la Carta. El dere-
cho penal  deja  de ser  as í  un s is tema de
contramotivación de conductas, para pasar a ser

un s is tema de promoción de va lores.
Pel igrosamente se deducen bienes ad hoc  de la
Carta Política y se funcionaliza el derecho penal
en relación con la supuesta protección de esos
bienes: el derecho penal termina asumiendo una
función pedagógica que lo disfuncional iza ,  lo
coloca en manos de referencias morales y lo ex-
pande de manera incontrolable. Una de las con-
secuencias de ello es la superposición en la prác-
tica entre las políticas públicas de tal manera que
la política criminal termina absorbiendo la políti-
ca social.

6. Juez constitucional y derecho penal6. Juez constitucional y derecho penal6. Juez constitucional y derecho penal6. Juez constitucional y derecho penal6. Juez constitucional y derecho penal
de la Constituciónde la Constituciónde la Constituciónde la Constituciónde la Constitución

No obstante lo anterior, hay que destacar
que e l  juez const i tucional  ha patrocinado,  en
mayor medida en sus fa l los,  un derecho penal
de la Constitución. Ello debe verse en perspecti-
va revisando la historia de la emergencia: el de-
recho penal  ef ic ient is ta  se  ha consol idado en
Colombia desde la expedición, en 1986, del de-
nominado “Estatuto Nacional de Estupefacientes”.
Se trató de un estatuto complejo a través del cual
desde e l  marco global  del  narcotráf ico,  se
criminalizan todo tipo de conductas que si bien
se relacionan con ese delito, son de distinta gra-
vedad y, en todo caso, son problemas de carác-
ter social, económico o político. Como es el caso,
por ejemplo, de la s iembra de la hoja de coca
por parte de campesinos y colonos. En 1988 se
expidió el denominado “Estatuto Antiterrorista”
y en los años siguientes se expidieron numero-
sos decretos de excepción que lo complementa-
ban: detrás del gran terrorista comenzaron a ser
incr iminados actores,  que s i  b ien se  ve ían
involucrados en la violencia, no podían ser asi-
milados como terroristas. En  1990  se  exp id ió
un es tatu to  espec ia l  basado en  l a  reser va  de
identidad de todos los participantes en el pro-
ceso penal ,  y  cuya caracter ís t ica  pr incipal  era
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l a  res t r i cción sistemática de derechos y garan-
tías. Se trató del denominado “Estatuto para la
Defensa de la Justicia”. Este código de procedi-
miento especial paralelo de orden público reco-
gía todas las conductas previstas en los estatutos
especiales de emergencia anteriores. De esta for-
ma  se  imp lan tó  en  Co lombia  l a  denominada
“just ic ia s in rostro”,  que pese a que debía te-
ner una vigencia transitoria, desde el principio
se perfi laba, no obstante, con una vigencia in-
de te r minada .

El Estatuto sobrevivió a la nueva institucionalidad
impuesta por la Constitución de 1991 y sus nor-
mas fueron evaluadas por la Corte Constitucio-
nal. Ésta, sometida a múltiples presiones, decla-
ró constitucionales las figuras jurídicas de emer-
gencia, pero trató de colocarles límites para mer-
mar su impacto. En 1999 fue revisada la justicia
secreta y suplantada por la Ley 504 de 1999, de-
nominada “justicia especializada contra el crimen
organizado”. La Ley fue demandada ante la Cor-
te y revisada en abril de 2000. La Corte declaró
inconstitucionales diversos artículos con base en
los cuales se había cometido todas suerte de ar-
bitrariedades durante la década del 90 y estable-
ció unas bases para pensar en la idea de un de-
recho penal de la Constitución hacia el futuro.
De todas maneras, la Ley 504 tiene una vigencia
de 8 años. Es decir, en Colombia permanece vi-
gente una justicia paralela de orden público, como
justicia penal eficientista.

7 .  E l  Garant i smo  Pena l  como una7 .  E l  Garant i smo  Pena l  como una7 .  E l  Garant i smo  Pena l  como una7 .  E l  Garant i smo  Pena l  como una7 .  E l  Garant i smo  Pena l  como una
contribución a la pazcontribución a la pazcontribución a la pazcontribución a la pazcontribución a la paz

En la investigación más extensa que se ela-
boró sobre la justicia sin rostro, se comprobó un

hecho que los críticos del sistema de la justicia
secreta habían advertido desde el principio: en
ese modelo de justicia se irían a juzgar actores
no rea lmente v inculados  c o n  e l  d r a m a  d e  l a
v io lencia desatada contra el sistema judicial por
un actor específico, el narcoterrorismo urbano,
que fue aquel que dio origen al Estatuto de Jue-
ces sin rostro: el Estatuto confundió el delito po-
lítico, el terrorismo, el crimen organizado, la de-
lincuencia común y la movilización social desar-
mada. El gran enemigo, que era el terrorista, sir-
vió de marco global de criminalización para otros
actores. En un escenario tan descompuesto, como
el colombiano, el derecho penal debe saber dife-
renciar de manera estricta. Toda indiferenciación
produce más violencia  de la  que se quiere en
principio combatir. Desde los trabajos pioneros
de Herbert Jäger por ejemplo, se ha abordado el
tema de la macrodelincuencia y se ha tratado de
establecer los límites, tanto empíricos como nor-
mativos, de esa noción.3  En el caso colombiano,
el manejo de dicho concepto ha sido, no obstan-
te,  muy caótico y muy coyuntural .  Esa es una
característica del derecho penal de enemigo: el
enemigo es circunstancial y varía de acuerdo a
los dramas de la coyuntura política y del conflic-
to armado. Además de ello, un modelo de dere-
cho penal así, pronuncia los niveles de selectivi-
dad existente de hecho en el sistema penal. Así,
se afirma en la investigación citada, que “por los
resultados obtenidos del seguimiento de expedien-
tes se encuentra que no se trataría tampoco de
personas vinculadas con actividades políticas o
militares propias de la delincuencia organizada.
De la información existente en los expedientes
rev isados,  se  es tablece  que una mínima par te
de las  personas tenían act iv idades en cuerpos
de segur idad o mi l i tares  (2 .8%) y  act iv idades

3  En 1998 se editó un texto, coordinado por Lüderssen, que aborda de nuevo el problema del crimen macro. Hay también una contribución de Jäger.
Lüderssen, Klaus (editor), “Aufgeklärte Kriminalpol i t ik oder das Kampf gegen das Böse?”, Band III. Makrodelinkuenz, Baden-Baden, 1998, El texto
clásico de Jäger,  es:  “Makrokriminalität: Studien zur Kriminologie kollektiver Gewalt”, Frankfurt am Main, 1989.



pol í t icas o guerril leras (3.3%), que la mitad de
las personas apenas había alcanzado el nivel de
educación primaria, y otro 27% el nivel de edu-
cación secundaria. El nivel de ingresos no pasa-
ba de ciento cincuenta mil pesos para el 80% de
las personas”.4

Todo sacrificio de personas inocentes, en
un escenario de conf licto generalizado, exacer-
ba dicho conflicto, al mismo tiempo que exacer-
ba la ya presente ambigüedad de las relaciones
entre derecho y violencia. En últ ima instancia,
presupone una desinstitucionalización de la fun-
ción penal que acentúa formas paraestatales del
manejo del poder en una sociedad. Eso es lo que
ha ocur r ido con e l  derecho penal  ef ic ient is ta
como derecho penal de enemigo. Los sistemas
de excepción ya han cumpl ido su c ic lo :  es  e l
momento de apostar por un derecho penal del
ciudadano como derecho penal de la Constitu-
ción. Esta es la vis ión contraria a la vocación
eficientista. Es una visión que reconoce que no
existe una paz consolidada, pero advierte que el
papel del derecho penal es restringido en fun-
ción de una posible  y  costosa pacif icac ión
eficientista. Ese es el verdadero carácter de míni-
mo y de fragmentario que debe tener el derecho
penal en el caso colombiano. Un derecho penal
mínimo es aquel que no criminaliza los conflic-
tos sociales y políticos, pues ello equivale, aun-
que suene paradój ico,  “a  su  despenal izac ión ,
pues el eficientismo, al aumentar el número de

previsiones de la pena, aumenta también el nú-
mero de eventos impunes, los cuales en un dere-
cho penal normal, representan un porcentaje al-
tísimo de todos los eventos penalmente relevan-
tes”.5 Frente a la mera reproducción simbólica y
a  la  autoaf i rmación puramente discurs iva y
decisionista de las decenas de normas que com-
ponen el derecho penal de emergencia, un dere-
cho penal normalizado y restringido a la protec-
ción efectiva de los bienes jurídicos más caros a
la sociedad, es más realista y menos demagógica.
Todos los estatutos especia les que desde hace
años se han expedido en Colombia han fracasa-
do: los niveles de la criminalidad siguen aumen-
tando mientras  que,  hablando e l  lenguaje  de
Luhmann, las expectativas se ven una y otra vez
traicionadas. A cada expectativa social frustrada,
sigue una decepción que va creciendo, mientras
que el escepticismo social es proclive a la repro-
ducción y promoción de sistemas paraestatales
de justicia penal. La justicia penal debe estar en
el Estado, pero de manera institucionalizada. Su
institucionalización es equivalente al respeto de
los derechos y garantías como presupuestos de
un derecho penal de la Constitución. Esta es la
mejor contribución a cualquier paz posible y en
este esfuerzo es válida la convergencia de toda
la comunidad jurídica: desde el derecho de los
jueces y la instrucción diaria de los fiscales, has-
ta la modesta contribución de la academia. aa aa a

4  Gabriel Ricardo Nemogá (director de la investigación), “Justicia sin rostro. Estudios sobre justicia regional”, U. Nal, Bogotá, pág. 143. Otro documen-
to señala en que “la tipificación abierta y ambigua del delito de terrorismo ha contribuido a la ‘criminalización’ de sectores sociales y políticos ajenos
al fenómeno terrorista”. Héctor Peña Díaz, “Justic ia r egional:  apuntes para una reforma inaplazable”, en: documento en borrador, Bogotá, pág. 51.
Finalmente, se encontró que se “criminalizan actividades legítimas de ciertos sectores de la sociedad. Por ello, sólo deberían ser juzgadas ante esta
jurisdicción las personas que, para obtener decisiones judiciales favorables, presionaran mediante la violencia o amenazaran a los jueces o fiscales. Es
este hecho real el que determinaría la ‘peligrosidad’ de los acusados y no la calificación genérica en la que se incluye, además de los ‘capos’ del
narcotráfico y los altos dirigentes de la guerrilla, a sindicalistas, campesinos, comerciantes”. Juan Gabriel Gómez y Sonia Zambrano (editores),
“Violac iones a las garantías derechos fundamentales  en la jurisdicc ión de orden públ i co,  hoy just i c ia reg ional”,  en: Comisión colombiana de Juristas ,

documento en borrador, Bogotá, 1995, página sin numeración, incluida en las “Conclusiones y Recomendaciones”.
5 Baratta, Alessandro, “Polí t i ca cr iminal .  Entre la pol í t i ca de seguridad y la pol í t i ca soc ial  en países con grandes conf l i c tos soc iales y pol í t i cos”,  en:
Seminarios 9, Jurídicas, Bogotá, 1998, pág. 66.
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LA SEGURIDAD CIUDADANA EN UNA SOCIEDAD DEMOCRÁTICA 
¿PARTICIPAR EN ESTOS TIEMPOS? 

 
       Claudia Laub ∗∗∗∗ 

 
 
El reconocimiento de la relevancia que tienen los temas de seguridad en el 
campo de los fenómenos sociales emergentes en la última década, la creciente 
importancia en el orden de las preocupaciones de la población, así como su 
creciente integración en las agendas gubernamentales como fenómenos 
condicionantes al pleno desarrollo democrático, al mejoramiento de la calidad 
de vida de la población y al crecimiento económico, fundamentan la 
pertinencia de su integración en la agenda de la producción académica que 
permita generar una articulación entre la investigación, las políticas públicas y 
las estrategias de intervención. 
 
Hoy, en el marco de la globalidad, de la extensión de los ajustes económicos y 
regresivos, del incremento de la pobreza y de la brecha entre quienes más y 
quienes menos poseen, de los esfuerzos por generar condiciones para vivir con 
mayores niveles de seguridad, se impone incluir herramientas que permitan 
involucrar nuevos actores, establecer alianzas y compromisos que reorganicen 
un movimiento en pos de la valorada meta social. 
 
Es necesario propiciar el abordaje de la seguridad desde una perspectiva 
integradora, reubicando el problema en un contexto más abarcativo que el 
correspondiente a los ámbitos de justicia y policía. Intentamos instalar el 
enfoque de la seguridad ciudadana desde una óptica superadora del estrecho 
marco de la criminalidad. 
 
El riesgo que se corre cuando se habla de seguridad, es que se pueda confundir 
la democracia con sentimientos de peligro, de miedo y de urgencia. 
 
Las demandas de seguridad son múltiples, a menudo antagónicas. La seguridad 
se inscribe en una diversidad de situaciones. Considerar a las diferentes 
violencias urbanas como abuso de poder nos permite quizás tener una mirada 
diferente de los protagonistas de la inseguridad urbana, y de las políticas de 
seguridad urbana.  
 
Seguridad e inseguridad urbana se explican y comprenden a través del 
significado y las consecuencias que los procesos de exclusión y segregación 
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social traen aparejadas. Este es el punto de partida para la creación de 
mecanismos y estrategias de superación. 
 
Insistimos en que la inseguridad no es entonces solamente un problema de 
criminalidad. En general, los modelos de seguridad urbana son modelos de 
juristas. Es necesario  retomar el tema de la gestión urbana, para luego 
reintroducir lo legal.   
 
Nuestros códigos jurídicos y sistemas penales no son los únicos que deben 
ocuparse del problema. La inseguridad que sienten los ciudadanos en su vida 
cotidiana, resulta sobre todo consecuencia de un abandono social. Los 
ciudadanos se sienten abandonados por sus instituciones, por el personal 
policial, por su vecindario, por su familia.  
 
La soledad se incrementa por la incertidumbre laboral, las malas condiciones 
habitacionales, el barrio sin servicios públicos adecuados, las malas condiciones 
sanitarias. El aumento de enfermedades, de suicidios, de adicciones, la 
violencia en todas sus formas, ponen de manifiesto este estado de abandono.  
 
Enfrentar la inseguridad, es manifestar la voluntad política de poner fin a este 
abandono. Es pensar que todos los ciudadanos de una misma sociedad, de una 
misma ciudad, de un mismo país, pueden tener los mismos derechos y deberes, 
y tener acceso al bien común que representa la seguridad.  
 
 
Frente a la criminalidad: prevención y represión  
  
Solamente si consideramos a la seguridad como un bien común, ésta puede ser 
co-producida por distintos actores públicos y privados. Esta coproducción 
implica organización y reglas de funcionamiento transparentes, siendo la 
ciudad el territorio propicio para este desarrollo.  
 
El poder público reconoce la urgencia, recurre a la respuesta rápida y aparenta 
resolver el problema con más leyes, más policía, más control y un aumento de 
iniciativas privadas. Son medidas que impactan, pero no tienen ningún efecto 
tangible en las calles de las ciudades. La ley es la mejor herramienta para 
fortalecer la seguridad, para marcar los límites del conflicto, para consensuar 
los valores que no deberían ser transgredidos. Pero la ley no es la única 
respuesta. Existen en el seno de la sociedad otras alternativas que la 
consolidan y complementan, ya que la urgencia y la desesperación no nos 
autorizan a dar respuestas rápidas, erradas, costosas, que no tienen nada que 
ver con el problema real. 
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No podemos imponer un modelo de prevención, pero sí responsabilizar a cada 
uno en su nivel. Nadie se debe lavar las manos. El mejor nivel para preocuparse 
por la prevención de la violencia es aquel en donde uno está. El peor daño es el 
de hacer recaer la prevención a un solo nivel de intervención, como lo es el 
sistema penal.  
 
La prevención tiene que operar sobre los factores de riesgo, es decir, reforzar 
los factores de protección como son la educación, la autoestima, la capacidad 
de resolver los problemas por fuera de la violencia, la oferta de posibilidades 
de reparación, la ayuda a los agresores. Es necesario tener un régimen 
alternativo de penas cuya ejecución sea creíble, así como la intervención en el 
mercado de armas y drogas que parece estar protegido y seguro y del que no 
parecen estar excluidos los niños.  
 
La represión también debe servir, pero eficazmente y no transformarse en un 
instrumento de reproducción y agravamiento de los problemas. La represión 
tiene sus límites, muchos de ellos financieros, por lo que es imprescindible una 
perspectiva de equilibrio entre prevención y represión. Cada una tiene campos 
precisos de acción. Uno no puede reemplazar al otro, ni paliar su ausencia. 
 
Debemos aclarar, para los economistas, que invertir en represión es mucho más 
costoso en sentido tanto económico como humano, y que la prevención es una 
inversión de gran rentabilidad humana con muy bajo costo, siendo a veces una 
simple redistribución de recursos.  
 
 
¿Cuál es la política de la ciudad con respecto al tema de la seguridad? 
 
Si bien en términos de percepción social, la inseguridad es visualizada por la 
población como un problema unitario, remite a la necesidad de articular varios 
problemas profundamente vinculados entre sí, rescatando el concepto de 
sistema para enunciar el nuevo modelo comprensivo de seguridad, que pone de 
relieve la importancia y la necesaria articulación de todos y cada uno de los 
segmentos que hacen al funcionamiento de la seguridad en su conjunto.  
 
Cada ciudad, cada barrio, presenta rasgos heterogéneos, indicadores 
totalmente distintos. Se impone, por ello, un análisis de situación que permita 
visualizar dónde y para quién es un problema la violencia, puesto que las 
connotaciones sociales de determinados grupos son soporte necesario de 
criminalidad para otros sectores sociales. 
 
La inseguridad deteriora la calidad de vida de ciertos barrios y del centro de las 
ciudades. 
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La calidad de vida en las ciudades se relaciona con la seguridad que sus 
habitantes alcanzan en su interior. La libertad de los habitantes para circular, 
movilizarse y permanecer en cualquier espacio urbano se relaciona con la 
forma de uso de las distintas áreas. Un uso constante y masivo de los espacios 
públicos, en un contexto de convivencia solidaria y de respeto por las 
diferencias, genera mayores posibilidades de protección social.  
 
La inseguridad cambia el uso que la gente le da a la ciudad. El primer efecto es 
el desincentivo del uso de las calles y espacios públicos y la tendencia a 
hacerlos privados. 
 
Como indicadores de la pérdida de calidad, se observa una baja en los valores 
de las casas, un deterioro de las construcciones y una menor oferta de servicios 
urbanos. (salud, policía, transporte, educación). 
 
El contexto urbano está marcado por distintos fenómenos socioculturales: el 
crecimiento del sentimiento de inseguridad, el aumento de hechos generadores 
de violencia, la disminución del nivel de tolerancia hacia los delitos menores, 
los actos de corrupción, la falta de civilidad o de alteración de los modos 
habituales de relación. Es entonces cuando la violencia se instala como un 
modo de relación, se distorsionan las relaciones armónicas en todas las 
instituciones sociales y la familia, la escuela, el barrio y la ciudad dejan de 
desempeñar el rol de contener y dar identidad a los miembros que la habitan.  
 
Las políticas locales de seguridad necesariamente deben provenir de 
articulaciones entre el sector privado, el sector público, las distintas instancias 
del sistema de justicia penal, los servicios sociales, de salud, de educación y de 
la planificación urbana, teniendo en cuenta que la nueva organización de los 
estados municipales deben responder a las preocupaciones de los ciudadanos, 
así como generar una reflexión y análisis de cómo impactan sobre la 
criminalidad las decisiones que se toman en los distintos sectores . 
 
Un primer esfuerzo de análisis es respecto a las incoherencias de las políticas 
públicas. Estas incoherencias son la causa de graves desórdenes y de 
exclusiones que golpean a los más débiles. Cuanto menos estructural es la 
respuesta, más se agrava la legitimidad del Estado y más se desarrollan -con o 
sin su consentimiento- respuestas privadas a la inseguridad.  
 
 
Algunas  propuestas básicas  para reconstruir una política local de seguridad 
que permiten la participación de los habitantes de las ciudades. 
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• Territorializar la demanda. Que el debate involucre a todos los habitantes de 
la ciudad. 
Frente a un fuerte crecimiento de lo privado en detrimento de los espacios 
públicos para circular, se debe tratar de establecer algún tipo de causalidad 
que marque un indicador para la adopción de las medidas apropiadas por parte 
de quienes asumen el rol de encargados de la formulación de políticas y 
administración urbanas. 
 
• La construcción de un análisis local de la seguridad indispensable para definir 
los problemas, confrontar puntos de vista y conocimientos e inventariar 
recursos disponibles. Se inicia, de este modo, un debate democrático sobre la 
seguridad que surge de los diversos puntos de vista, de las demandas 
heterogéneas -a veces contradictorias- de todos los ciudadanos que comparten 
un lugar. El diagnóstico se establece a escala local y posibilita un análisis 
concreto de cada situación. Se basa en informaciones oficiales pero se 
enriquece con datos directos emergentes del mismo barrio (situación de las 
víctimas, interacción entre los diferentes grupos, sentimientos de inseguridad, 
personas y lugares vulnerables, casos que no fueron denunciados, etc.) 
 
La propuesta consiste en exponer  algunos conceptos y mostrar diferentes 
nociones acerca de la temática, marcando y permitiendo que se expresen y 
reconozcan las diferentes posiciones para luego hacer un análisis de la 
situación, marcar los problemas locales y para quiénes son problema, así como 
las fortalezas y posibilidades, para lograr algún tipo de consenso en los análisis, 
diferenciando los planos (internacional, nacional, regional, local) que permitan 
generar una planificación local participativa. 
 
• Problematizar la acción pública: esto es el reconocimiento de que los 
problemas que hay que resolver no se definen a priori: lo que es problema para 
algunos no lo es para los otros, o no de la misma forma. 
 
• Tomar en cuenta la palabra y la experiencia de la gente directamente 
involucrada: usuarios, vecinos, víctimas, jóvenes. Esto es el reconocimiento 
efectivo de su derecho a reunirse y a hablar. Conocer y reconocer aquellas 
diferencias que escapan a criterios institucionales, (tales como las faltas sin 
conceptos jurídicos, las economías de supervivencia, las redes de la droga, del 
SIDA, de la prostitución, de los abortos clandestinos, el abandono, el fracaso 
escolar, y reconocer que parte de las posibles  respuestas a estas dificultades 
están en sus manos o, al menos, que las respuestas no podrán ser aportadas en 
forma durable y eficaz sin su participación. 
 
La articulación entre el gobierno y los ciudadanos para priorizar las acciones y 
las medidas más urgentes. La mayoría de las propuestas se relacionan con 
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programas de desarrollo social (educación y alimentación de las familias más 
desfavorecidas, tratamiento de la drogadicción, el alcoholismo, la violencia 
familiar), fortalecimiento de las medidas de seguridad (en las viviendas y en los 
lugares públicos con más iluminación, con el aumento de presencia policial, 
con la instalación de sistemas de alarmas) y asistencia a las víctimas de delitos. 
 
• La evaluación de la política de seguridad por parte de los ciudadanos sobre la 
base del plan de trabajo propuesto. 
 
El Estado Municipal es quien puede definir mecanismos y elegir la escala justa 
para examinar los problemas, así como la voluntad de reencontrar a un nivel 
local, municipal y barrial un bien común y un interés general, buscando modos 
más comunitarios de resolución de conflictos, redefiniendo las relaciones entre 
generaciones y grupos, y compartiendo otros recursos, poder y culturas 
diferentes. 
 
 
¿Por qué trabajar la participación comunitaria como una estrategia para 
abordar la seguridad ciudadana? 
 
Porque pensamos que la participación puede contribuir y promover 
oportunidades que permitan disminuir los niveles de violencia y de inseguridad. 
La participación comunitaria implica generar la capacidad que tienen los 
ciudadanos de asumir un protagonismo responsable en su territorio. 
 
Porque facilitar y provocar la participación comunitaria es en sí mismo un 
proceso educativo donde estamos involucrando el reconocimiento de 
necesidades que permitan una transformación social -que son condición y 
resultante de un proceso participativo como es la revalorización individual y de 
la cultura del grupo de pertenencia-, el aumento de la capacidad reflexiva 
sobre los hechos de la vida cotidiana, así como la capacidad de crear y recrear 
nuevas formas de vida y de convivencia social, y la  posibilidad de uso de los 
recursos comunitarios y de acceso a los mismos.  
 
Estamos poniendo la mirada en una concepción integral de las necesidades 
humanas, es decir, no sólo aquellas que se caracterizan como básicas 
(alimentación, vivienda, trabajo, salud, educación, seguridad) sino también 
aquellas no tan obvias asociadas a la posibilidad de ser protagonistas de la 
historia, cuyos satisfactores ponen en movimiento mecanismos humanos clave 
para el crecimiento individual y social. 
 
 
Algunas consideraciones acerca de la participación en estos tiempos 
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La participación social constituye un valor de la sociedad democrática pero 
requiere la revisión acerca de los objetivos, procedimientos y mecanismos con 
y por los cuales se persigue un mayor involucramiento colectivo en programas 
de seguridad ciudadana. 
 
Puede colaborar mucho en esta dirección analizar la situación que viven las 
Organizaciones de la Sociedad Civil, uno de los actores más dinámicos de la 
comunidad y protagonista clave de las iniciativas de participación ciudadana. 
Hay aspectos contextuales como la existencia de redes de relaciones y 
confianza en una comunidad que contribuyen a una interacción mucho más 
fluida y menos violenta, incluso en condiciones de pobreza. Este “capital 
social” es lo que puede marcar la diferencia entre una comunidad pobre con 
bajos índices de violencia y una comunidad de similares características pero 
con altos índices de violencia. También se detecta un “capital social perverso”, 
en el cual las redes, contactos y asociaciones están al servicio de las 
actividades ilegales. 
 
Podemos señalar algunos riesgos con relación a la idealización de la 
participación. Más aún cuando este término se asocia a las mismas víctimas del 
ajuste y a la búsqueda de soluciones a sus problemas con el argumento de que 
las comunidades locales pueden organizarse de manera espontánea para 
mejorar sus condiciones sociales y económicas. 
 
Es conocido el papel destructor del tejido social que desempeña la pobreza, 
marco que conduce a empeñar todas las energías posibles en la lucha por la 
supervivencia diaria. La pobreza económica lleva a una “pobreza del poder”. 
Las organizaciones populares se debilitan y atomizan. Un tejido social 
debilitado es una base endeble para la participación. 
 
Existen diferencias entre la participación real y la participación simbólica. Esta 
última asume dos connotaciones: una, el referirse a acciones a través de las 
cuales no se ejerce   -o se ejerce en grado mínimo- una influencia a nivel de la 
política y del funcionamiento institucional; otra, el generar en los individuos y 
grupos comprometidos la ilusión de ejercer un poder inexistente. Es decir, que 
cuando identificamos la participación como variable de calidad de los 
programas, nos referimos a las preguntas, ¿quién decide?, ¿en qué se decide?, 
¿este programa favorece la participación real?, es decir, ¿supone 
modificaciones en la estructura de concentración de poder?. 
 
Por eso, creemos que varias declamaciones o intentos de promover la 
participación son discutibles ya que no implican cambio alguno en los esquemas 
de toma de decisiones o en la naturaleza de las mismas. Muchas veces 
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enmascaran distintas formas de conservación y legitimación del poder 
establecido. Se genera así una nueva situación que suma al no acceso a los 
bienes y servicios el no acceso a los procesos de participación real. 
 
 
Reflexiones finales: 
 
Si no se pone en marcha una verdadera transformación de los servicios por 
parte del Estado -en este caso, una mejora palpable en la atención al 
ciudadano en las comisarías, juzgados y demás organismos relacionados con la 
seguridad- será muy difícil lograr el compromiso de la comunidad que se 
encuentra debilitado en parte como consecuencia de la gran cantidad de 
promesas incumplidas. 
 
La existencia de una legislación progresista y la inclusión de estructuras 
democráticas en la administración estatal no garantizan la generación de 
procesos participativos donde estén legítimamente representados todos los 
sectores de la comunidad. 
 
En las distintas propuestas de los últimos años, el eje de la participación 
comunitaria implicaba transformaciones y respuestas de cada uno de los 
actores involucrados. Sin embargo, se ha privilegiado una forma de respuesta 
social, la más violenta, la de la fuerza, la del derecho penal y la sanción penal. 
 
Sigue además presente el peligro siempre latente de utilizar la participación 
comunitaria como un mecanismo de desplazamiento de la responsabilidad del 
Estado en la solución de problemas relacionados con la seguridad pública. 
 
 
 
                                                                                                           
Córdoba, julio de 2001  
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1. A opçao pelas reformas pontuais1. A opçao pelas reformas pontuais1. A opçao pelas reformas pontuais1. A opçao pelas reformas pontuais1. A opçao pelas reformas pontuais

A  const i tu içao bras i le i ra  de 1988
reformulou por completo o cenário

processual penal brasileiro . O código de processo
penal em vigor desde 1942, de clara inspiraçao
fascista, dificilmente se coaduna  com os primados
const i tucionais ,  quer  pela  ót ica  do texto
const i tucional  em sent ido estr i to ,  quer pelas
normas do pacto de Sao José da Costa que, em
seu ar t igo oi tavo,  preve um rol   exaust ivo de
normas aplicáveis  a persecuçao penal.

Diante desta situaçao, o cenário academico,
assumindo uma suposta dificuldade de edificaçao
de um completo código sistemicamente integrado,
vem trabalhando com projetos pontuais  de
reforma do código de processo,  buscando
adequá-lo aos primados contemporâneos de um
processo penal distante do denominado modelo
inquisitivo de processo, e aproximando daquilo
que hodiernamente tem se por s inônimo do
estado democrát ico e  de dire i to :  o modelo
acusatório.

Em texto anter ior,  e  em inúmeras
oportunidades ,  v imos debatendo a absoluta
inconsistencia destas reformas fragmentadas, quer
pela  d if iculdade da compreensao global  do
modelo acusatór io ,  quer  pela  natura l  quebra
s is temica que dela  decor re,  t ransfor mando o
processo penal brasileiro numa verdadeira “colcha
de reta lhos”.  para a lém de uma mera cr í t ica
quanto à  necess idade de um s is tema coeso e
integral, tem se alertado para o fato de que estas
reformas fragmentadas nao propiciam a formaçao
de um arcabouço cul tura l  condizente com os
pr imados democrát icos e ,  por conseguinte ,



por Fauzi Hassan Choukr

dif icultam a construçao de uma sól ida cultura
jurídica acusatória , e respeitadora dos direitos
fundamentais.

No entanto, para f ins do presente texto,
nao nos cabe uma vez mais repassar todos os
inconvenientes sumariamente ac ima descr i tos ,
cabendo nos enfocar os pontos  pretendidos de
reformas parc ia is  numa tarefa  meramente
descritiva, deixando-se para texto mais alentado
a tarefa de criticar a fundo os eventuais méritos,
ass im como as  eventuais  def ic iencias  dos
mencionados anteprojetos. Ao final, sem que se
queira cair num exercício de futurologia, serao
fe i tos  a lguns breves comentár ios  quanto  a
viabilidade política de tais propostas .

2. A l inha mestra (desejada) dos2. A l inha mestra (desejada) dos2. A l inha mestra (desejada) dos2. A l inha mestra (desejada) dos2. A l inha mestra (desejada) dos
anteprojetosanteprojetosanteprojetosanteprojetosanteprojetos

As cr í t icas  fe i tas  ao atual  código de
processo penal brasileiro partem de duas óticas
distintas: por um lado, o seu descompasso com a
constituiçao (esta sendo a face mais aguda do
problema,  mas ,  ao mesmo tempo,  nao tao
decantada pela  doutr ina e  muito menos pela
jurisprudencia) ;  por outro lado, o reconhecido
sucateamento técnico do código de processo
penal  em seus vár ios aspectos ,  desde a  fase
investigativa até o sistema de recursos. Este último
aspecto é mais sal ientado pelos operadores do
direito que, acostumados a uma análise restritiva
mente infraconst i tucional  do processo penal
consegue, na sua maioria, identificar os inúmeros
problemas de dire i to posi t ivo que já  se
manifestavam na redaçao or ig ina l  de 1942.  É
importante destacar, no entanto, dentro de uma

observância histórica, que o código em vigor nao
é ruim:  e le  ser viu de for ma lapidar  ao poder
polít ico que o instituiu, e se transformou num
dos mais vigorosos instrumentos da repressao
política do período fascista, numa época que no
direito e na história brasileira é a denominada de
“o estado Novo”, com clara inspiraçao do modelo
ital iano entao vigente, e que foi soberbamente
trazida para o direito interno brasi leiro.  Neste
contexto,  faz s im muito sent ido,  a  absoluta
assimetria do sistema recursal , a fragil idade da
posiçao da ví t ima,  a  instrumental izaçao do
acusado (e entao nao entendido como sujeito de
direito,  mas como objeto do processo), e uma
formal ou autonomia do ministério público para
a proposi tura da açao penal  e  o controle  do
arquivamento da invest igaçao,  mas
substancialmente esta últ ima etapa dependente
dos trabalhos de uma polícia judiciária que, na
sua essencia, está atrelada umbil icalmente com
o poder judiciário, a quem serve como organismo
auxiliar .

Todo este  cenár io,  de c lara  inspiraçao
inquisitiva e serviçal a um estado autoritário, nao
se compraz com a realidade política formalmente
instaurada em 1988, e muito menos com a adesao
brasi leira ao pacto humanitário de 1969, cujos
reflexos no direito interno ainda sao dificilmente
encontrados.  deve ser  somado a isso,  que o
código de processo penal tipo para Ibero-America
apresenta-se como uma fonte impor tante do
ponto de v is ta  dogmát ico,  sobretudo pela
participaçao decisiva de juristas brasileiros na sua
concepçao,  mas nao preve,  d i ferentemente de
outros países da América latina que passaram por
processos de (re)construçao da democracia  a
mesma influencia para que se votasse por uma
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reforma global do modelo Bros via, e mesmo nas
reformas parciais sua inspiraçao parece nao ter
alcançado por completo os textos sugeridos de
reforma.

Sem embargo, dese ja-se  que o Bras i l
adentre no cenário da modernidade processual,
clamando se por maior celeridade, informalidade,
imediaçao e, sobretudo, oralidade na sua forma
procedimental. Esse mesmo desejo, ao menos do
ponto de vista dos inspiradores da reforma, deve
se projetar para o âmbito maior do denominado
modelo acusatório. No entanto, quer por razoes
cul tura is ,  quer  por forças  corporat ivas  cujos
interesses ainda sao proeminentes do pensamento
processual penal, a essencia acusatória, fica mais
no plano do dever ser do que no plano do ser.

Compreendendo se acusatoreidade como a
distinçao dos papéis desempenhado pelas agencias
públicas (separaçao formal do julgador daquele
desenvolvido pelo promotor da açao, assim como
a assunçao do réu a posiçao de um sujeito
processual) e, contrapondo-se a este modelo aquele
denominado inquisitivo, o qual as condiçoes de
julgar e investigar e promoverá açao sao aglutinar
ondas numa única agencia pública, tendo ou o
suspeito o réu r condiçao de objeto do processo,
os anteprojeto que serao a seguir apresentados
caminham, ao menos enquanto tendencia, no
sentido da democratizaçao do processo penal. No
entanto, quando se faz uma leitura muito mais
minuciosa das suas disposiçoes, pode-se encontrar
traços marcantes de inquisitividade, que nao foram
de todo o afastados em homenagem a uma cultura
obsoleta, e por enfrentar nao raras vezes forças
corporativas muito mais fortes do que a cultura dos
princípios constitucionais.

3. Os pontos de modificaçao3. Os pontos de modificaçao3. Os pontos de modificaçao3. Os pontos de modificaçao3. Os pontos de modificaçao

As propostas têm início com uma revisao
da fase da investigaçao preliminar, que embora
conheça em inúmeras var iaçoes no dire i to
bras i le i ro,  é  nor malmente ident i f icada com
denominado inquér i to pol ic ia l .  Pela  ót ica  do
código,  a  pol íc ia  judic iár ia  tem um papel
preponderante nesse momento da persecuçao
penal, relacionando se diretamente com o órgao
do ju lgador,  a  quem deve, inclus ive,  su je içao
corre ic ional .  o  fruto da invest igaçao é
normalmente entregue ao ministério público, no
caso da açao penal  públ ica ,  que,  anal isando o
acervo de informaçoes produzido na fase policial,
deverá manifestar-se pela propositura da açao ou
pelo arquivamento da invest igaçao.  Embora o
código preveja  prazos de f ina l izaçao da
investigaçao, (30 e 10 dias) tal  prazo pode ser
renovado de maneira quase indefinida,  motivo
pelo qual  esse controle  temporal  torna-se
meramente formal. Mesmo para os casos em que
a pessoa esteja preso, situaçao na qual o termo
máximo é de dez dias, referido prazo pode ser
superada uma vez colocadas à pessoa suspeita
tem liberdade, recaindo se uma vez mais na regra
anter ior.  A invest igaçao é na ót ica do código
t ratada de forma burocrát ica ,  formal izada,  e
extremamente prolongado no tempo, causando
sérios prejuízos a fidelidade das informaçoes que,
na maioria das vezes, serao apenas repetidas na
fase processual, já que o ministério público, de
reg ra , d i f ic i lmente em Nova com fatos ou
argumentos em relaçao rquilo que anteriormente
foi produzido pela polícia.



Visando alterar todo esse quadro (de resto
conhecido à sac iedade na América inquis i t iva
espanhola antes das reformas que ora trilham seu
rumo) o projeto brasileiro referente a investigaçao
cr iminal ,  dese jando aproximar-se do texto
const i tucional  que dá ao ministér io públ ico o
controle  externo da at iv idade pol ic ia l  e  a
titularidade da açao penal pública, imagina uma
investigaçao mais l imitada no tempo, repetindo
fundamentalmente o prazo já previsto no código
de processo penal (30 dias para suspeito solto)
mas possibilitando a renovaçao de tal prazo por
igual período, desde que a investigaçao dada sua
complexidade assim necessite. O artigo 10 do ante
projeto específico, afirma que o prazo máximo
para a conclusao das investigaçoes é de 60 dias,
mas nao possui  qualquer  previsao concreta
quanto a superaçao dos  prazo, a nao ser uma
t íbia  mençao a  um controle  exerc ido pelo
ofendido, que poderá representar o procurador-
geral de justiça para que seja sanada a inércia do
promotor oficiante  .

Ainda no contexto da investigaçao, é de
ser  saudado -muito menos por v ir tudes do
anteprojeto e  muito mais  por disposiçoes
const i tucionais-  o afastamento do ju iz  da
investigaçao, que será chamado apenas nos casos
de necess idade de interferencia  na esfera das
l iberdades individuais ,  como interceptaçoes
te lefônicas  ou buscas domici l iares,  que por
disposiçao const i tuc ional  somente podem ser
efetivados por ordem judicial. No mesmo cenário
está a disciplina da prisao cautelar, que somente
poderá ser determinada judicialmente. Pode-se
concluir  desta forma que o Brasi l  possui  uma
figura denominada de “juiz de garantias”, que nao
poderá, inclusive, se valer dos elementos obtidos

na investigaçao para fundamentar as suas decisoes
na fase judicial .  A crít ica que pode ser feita é
que, em várias oportunidades, esse mesmo juiz
de “garantias” toma contato com a investigação
na forma mencionada e, posteriormente, julgará
o méri to da causa ,  numa c lara  quebra da sua
imparcialidade objetiva.

O anteprojeto procurou diminuir  a
importância de uma a existente na investigaçao
que no direito brasileiro recebe historicamente o
nome de “o indiciamento” (s imilar  ao fato de
indagaçao do suspei to em outros modelos
jurídicos), e que possui uma importância jurídica
próxima adesao 0 ,  mas se  const i tu i  numa
verdadeira  mácula  socia l  que dif ic i lmente se
apaga ao longo da vida da pessoa, mesmo que
ela  se  quer que venha a  ser  processada
judicialmente. No ato de indiciamento, procede
se ao interrogatório do suspeito, assim como sao
tomadas as suas características de identificaçao
(sinais dactiloscópcios) e que ele é avisado dos
seus dire i tos  const i tuc ionais.  No entanto,
diferentemente de outros modelos, tal fato nao
se reveste  de um marco inic ia l  o f ina l  para o
término das investigaçoes e neste ponto muito
pouco foi alterado em relaçao ao direito brasileiro
vigente

O encerramento da investigaçao se dá com
a propositura da açao ou com o arquivamento
do material  produzido. Uma vez determinando
se o arquivamento,  esta decisao do ministér io
públ ico será  a lvo de um controle  interno e
hierárquico,  sendo que até  o f ina l  decisao do
órgao superior do ministér io públ ico,  tanto o
ofendido quanto a  v í t ima poderao apresentar
razoes para a  manutençao ou modif icaçao da
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promoçao de arquivamento.  Caso o órg ao
superior entenda ser a hipótese de promover a
açao penal, designar a outro promotor de justiça
para que o faça.  Mantendo-se o arquivamento
nao há qualquer  poss ib i l idade de recurso ao
judiciário contra esta decisao.

No que tange ao procedimento,  que no
código de processo penal  em vigor é
marcantemente burocrático, escrito, e com baixa
incidência do princípio da imediação,  a lém de
não possuir  uma etapa inter mediár ia  de
ver i f icação de admissão da causa ,  buscou-se
inovar na linha acusatória, criando um juízo de
admissibilidade  escrito, com a apresentação de
razões prévias a decisão do juiz de receber da
acusação ou não.  Embora se  const i tua numa
avanço,  é  tecer  mencionado que em
procedimentos especiais ( le i  9099/95 e crimes
cometidos por funcionários públicos) tal norma
já exist ia ,  e  na pr imeira  le i  extravagante
mencionada a admissibilidade se dá num debate
oral. No mais, procurando se pautar no modelo
acusatór io,  o procedimento  na sua forma
“ordinár ia” (a  bem da verdade cada vez mais
residual do direito brasi le iro,  que optou numa
das suas reformas parc ia is,  pe la  l inha das
denominada soluções a l ternat ivas,  e  que se
const i tuem hoje  em verdadeira  reg ra  na
persecução penal  pátr io)  buscam solucionar o
conflito num ato concentrado de audiência, onde
as partes são ouvidas, as provas produzidas e os
debates realizados, proferido se a sentença. De
fato, esse procedimento denominado “ordinário”
em muito se assemelha ao antigo “sumário” que
já  previa  a  concentração de atos processuais.
Buscando o “Graal” da celeridade, impõe-se um
prazo de tr inta  dias  para f ina l ização deste

procedimento. Não se contempla ,  entretanto,
qualquer sanção para a superação de sobredito
prazo.

Outro procedimento que se buscou alterar
foi  do júr i ,  d iv idido em duas fases no dire i to
brasi le iro,  sendo a primeira delas transcorrido
perante um juiz  togado,  que sem qualquer
part icipação popular esta fase,  denominada de
“ordinár ia ,  mantém-se longo do tempo e
extremamente burocrat izados na sua forma de
ser,  propic iando a s i  um lado distanciamento
temporal entre ocorrência do fato e o julgamento
pela corte popular, quando o caso de sê-lo.  O
anteprojeto,  em que pese não ser  tota lmente
engajado com uma efetiva participação popular,
prevê uma etapa mais  cur ta  anter ior  ao
conhecimento da causa pelo conselho de
sentença, propiciando assim, ao menos no que
tange ao ques i to ce ler idade,  uma maior
otimização.

No que tange às  medidas caute lares,  os
anteprojeto os buscaram dar a prisão preventiva
uma face de exceção, buscando empregar  outras
medidas a l ternat ivas  antes  da constr ição da
liberdade. Correto no seu princípio, o anteprojeto
possui redação que pode levar a manutenção do
sistema atual, no qual a prisão cautelar ainda é  “
a prima-dona” das medidas cautelares. Sem o que,
a  fundamentação da denominada pr isão
preventiva manteve-se na sua essência idêntica a
redação atual, que é combatida à exaustão pela
doutrina mais esclarecida e pela jurisprudência.
No entanto,  é  de ser  saudado,  que se tenha
pensado na cr iação de medidas não restr i t ivas
da liberdade como medidas de caráter cautelar.
Como ponto crítico pode ser ressaltado, de plano,



a disciplina da fiança (que é mantida na sua forma
basicamente atual )  cuja  estrutura tornou a
obsoleta no direito brasileiro. Pode-se agregar  a
fragilidade das medidas cautelares patrimoniais,
berrar o emprego na prática processual brasileira,
mesmo naqueles casos que envolvam o chamados
“crimes de colarinho branco” ou de criminalidade
organizada.

No s istema recurso ta l  busca-se dar um
pouco mais  de rac ional idade ao “s is tema”
bras i le i ro,  hoje  fechado por recursos que se
sobrepõe, o que simplesmente não contempla a
possibi l idade de recursos para certas decisões
centra is  do processo penal  (por exemplo,  da
decisão que não admite o assistente da acusação).
Busca-se evidentemente uma aproximação com
o sistema recurso ao do processo civil, de resto
saudado pela doutrina como bem organizado e
racional, instituindo se apenas a distinção entre
o recurso de apelação e o recurso de agravo, ao
lado dos quais mantém se o tradicional habeas-
corpus e mandado de segurança. Para acessar a
Corte constitucional e está prevista a figura do
recurso extraordinário,  cuja previsão Nasce na
const i tu ição.  Ao lado deste ,  o denominado
recurso especial, que leva o julgamento da causa
ao segundo órgão da hierarquia judicial brasileira
toda vez que ocorrer violações que não sejam
contrárias à constituição.

N o  t r a t a m e n t o  d a s  p r o v a s ,  o p t o u - s e
c l a r a m e n t e  p e l a  é  i n a d m i s s í b i l i d a d e  d a s
d e n o m i n a d a  a s  p r o v a s  i l í c i t a s  e  f a ç a m
d e r i v a d a  p r o v a s  i l í c i t a s ,  d e s d e  q u e  e s t a s
últ imas não pudessem ser obtidas no processo
fo r a  de  uma  r e l a ç ão  de  c au s a l i d ade  com a s
p r ime i r a s .

Festa,  por f im, uma menção a f igura do
acusado na  fase  jud ic ia l ,  cu jo  in ter rogatór io
agora  se  dá  no f im do proced imento como
desejada manifestação de um direito de defesa
e por estar, desta forma, mais consentânea com
o modelo acusatór io.  Tenta-se poss ibi l i tar,  da
mesma maneira a intervenção das partes já que
no modelo vigente (em profundo descompasso
com a const i tuição) o interrogatório do réu é
ato privativo do juiz, nele não interferido nem a
defesa nem a acusação. Muito embora se queira
ap rox imar  o  mode lo  bras i l e i ro  sobre tudo
daque le  nor te -amer icano ,  as  d i spos ições  na
redação suger ida  l evam a  crer  que  a inda  na
existência de um papel residual da defesa e do
ministério público no ato de interrogatório que,
por  seu turno,  a inda cont inua sendo uma ato
obr iga tór io  do processo .  Mantém-se ,  em
obediência ao texto constitucional, o direito ao
si lêncio,  cujo exercíc io ,  pela  ót ica do código,
implicaria em desfavor do acusado.



4. A reforma é polit icamente4. A reforma é polit icamente4. A reforma é polit icamente4. A reforma é polit icamente4. A reforma é polit icamente
sustentável?sustentável?sustentável?sustentável?sustentável?

Do ponto de vista político, tratando-se de
uma refor ma que nasce no se io do poder
executivo a ser encaminhada ao poder legislativo,
é  de se  suspei tar  como sempre no cenár io
brasileiro, que a modificação do atual ministro
da just iça leve a um emperramento da marcha
dos anteprojetos analisados. É de se indagar qual
será a motivação polít ica do próximo eventual
titular da pasta em patrocinar estes anteprojetos,
que contaram  com a part ic ipação de a lguns
nomes express ivos do mundo acadêmico
brasileiro e que, de certa forma, foi discutida pela
sociedade, ao menos no âmbito jurídico. Nesse
tópico é necessário frisar positivamente que os
anteprojetos foram colocados à  discussão,  e
muitas das sugestões inicialmente propostas foram
modificadas em virtude do debate havido com
os mais  d iversos operadores  do dire i to.  No
entanto, pode-se frisar que caso a proposta tivesse
nascido no seio do poder legislativo, as condições
políticas de sustentação seriam maiores, até pela
própr ia  duração estável  dos mandatos dos
par lamentares.

Do ponto de vista dogmático há avanços,
embora tímidos, em inúmeros aspectos. Ainda que
se cr i t ique,  por exemplo, a  forma pela  qual  o
interrogatório do réu acabou sendo disciplinada
na nova legislação sugerida, ela é um avanço em
relação ao que se possui  hoje,  de resto
marcadamente autoritário. O mesmo se diga do
que se quer fazer  com o tr ibunal  do júr i ,
burocrat izado ao extremo na atual  s istemática
procedimental ,  que poderia ter ido muito mais
longe na efetiva participação popular . no entanto,

a simples existência da consciência de uma maior
aproximação temporal  entre  fato e  o seu
julgamento, já é um ponto a ser o elogiado.

Com efeito, no que tange ao aspecto dogmático,
maior preocupação diz respeito a sedimentação
de  uma cu l tura  inqu is i t iva  em p leno cenár io
acusatório.  Alguma coisa não funcionará bem
nesse aspecto.  Não é poss íve l  a  um operador
do d i re i to  acos tumado a  uma cu l tura
marcantemente autor i tár ia ,  desprender-se com
facilidade dos apelos que o exercício arbitrário
do poder  t rás.  Tra tamento  do acusado como
suje i to  de  d i re i tos  é  a lg o,  que  por  exemplo,
demorará a ser esculpido na prática processual
penal, nada menos porque o material acadêmico
empregado, assim como a jurisprudência, ainda
se  most ram avessas  -  quando não há
absolutamente contrárias - aos primados básicos
a da acusator iedade   introduzidas pelo texto
const i tuc ional .  Este  problema,  não é  de fác i l
so lução,  e  é  reso lv ido apenas  em par te  por
processos  de  capac i tação  jur íd ica .  Ta i s
processos, no entanto, mostram apenas  a face
for mal  de  um processo pena l  democrát ico ;  o
respe i to  à  d ign idade  humana ,  verdade i ra
essência  de um estado de dire i to,  somente se
constrói  como com a convicção duradoura de
que é o único meio de se viver em paz. aa aa a
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IntroductionIntroductionIntroductionIntroductionIntroduction

Le recours de plus en plus fréquent au
thème de la  just ice,  son occur rence

obst inément récur rente dans les  d iscours  des
gouvernants ne risquerait-il pas de lui faire perdre
son potentiel  transformateur ? Sa reprise obligée
ou systématique par différents intervenants dans
le  domaine,  des  responsables  pol i t iques aux
agences de coopération en passant par cette entité
quas i  mythique que représente aujourd’hui  la
société  c iv i le,  pourra i t -e l le  conduire  à  sa
banalisation ? Le danger n’est pas imaginaire à
considérer les usages en cours qui dépouil lent
de sa  substance un thème pourtant
par t icul ièrement por teur.   Parmi ceux qui
réf léchissent  ou qui  t ravai l lent  sur  la
problémat ique de la  réfor me de la  just ice,
beaucoup ignorent par provision méthodologique
ou par parti pris idéologique, les liens entre justice
pol i t ique,  just ice et  Etat  de droi t ,  just ice et
démocratie.  Nombreux sont ceux qui ne voient
dans la réforme de la justice qu’un simple effort
d’adaptation de la norme au fait, dans le meilleur
des cas, ou, n’y perçoivent, au pire, qu’un pur
exercice technique de modification de la norme.
Cette lecture justif ie qu’on cherche à associer,
dans l ’entrepr ise  en quest ion, des  exper ts
internationaux aux compétences éprouvées, à des
experts nationaux, mieux imprégnés des réalités
locales.   Tout  se  passe a ins i  comme s i ,  dans
l ’entrepr ise  de la  réfor me de la  just ice,  i l  ne
s’agissait pas d’un rapport au pouvoir, fût-ce à
un tiers-pouvoir  1.

La réforme de la justice en Haïti
ou les affres d’un défi

1  L’expression est de Denis Salas , « Le tiers-pouvoir », qui la reprend de Marcel Gauchet, « La révolution des pouvoirs ».
2  Recueil Général des lois et Actes du Gouvernement d’Haïti, Linstant DE PRADINE, Paris, 1866, A. durant-Pédonne-Lauriel, 2eme édition, tome I, 1804-1808, p. 100.

Ces attitudes continuent de faire florès alors
que l’analyse du cas haïtien n’a de cesse de révéler
l’impossibilité de poser la question de la réforme
de la  just ice dans la  d istante sérénité  ou
l ’obl igeante neutra l i té  du discours de la
coopération, tant sa crise s’énonce toujours au
regard de l’opinion publique dans des termes qui
discréditent son mode d’emploi. La réforme de
la just ice en Haït i  pourra-t-e l le  être ce dest in
tranqui l le  qu’on lui  prépare dans des cabinets
ministériels ou dans des bureaux de consultation ?
Peut-e l le  se  penser  sans être  rappor tée à  la
configuration de l’Etat ?

I.  De l’idée de la réforme de la justiceI.  De l’idée de la réforme de la justiceI.  De l’idée de la réforme de la justiceI.  De l’idée de la réforme de la justiceI.  De l’idée de la réforme de la justice
à sa mise en abîmeà sa mise en abîmeà sa mise en abîmeà sa mise en abîmeà sa mise en abîme

L’idée de la réforme de la justice en Haïti
s’est installée véritablement dans le discours so-
cial à partir des années 86, comme un des effets
de la  chute de la  dictature des Duval ier  et  de
l’entrée dans la période dite de transition vers la
démocrat ie.  Pour autant ,  les  gouvernants  ont
éprouvé très tôt la nécessité de prise de mesures
tendant à une amélioration de la justice.  Déjà,
Dessalines, le premier chef  d’Etat haïtien, avait
dès 1805 produit  un pla idoyer  en faveur de
l ’arbi trage comme instrument de résolut ion
efficace des conflits2. Plus près de nous, sous la
dictature même, l’existence d’une commission de
refonte des codes a pu traduire l ’ambit ion de
dépasser la  désuétude des nor mes en vigueur.
On peut  à  bon droi t  soul igner  le  caractère
parcellaire de ces orientations.  Mais, en dépit de
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ce fait, les ambitions limitées qu’elles portaient
n’ont jamais été suivies d’effets.  Dans la pratique,
elles n’ont eu d’autre réalité que le cercle de leur
propre assertion et se sont épuisées dans l’éclair
de leur énoncé.

Or,  ce qui  se  joue à  part i r  de 1986 est
l ’expression de l ’entrée en scène de nouveaux
acteurs 3,  obl igeant  à  la  pr is  en compte des
revendications formulées en termes de justice.
Dès lors, ce ne sont plus les gouvernants qui ont
eu l’initiative ou le monopole du discours sur la
justice développé à des fins d’établissement de
la  légal i té  état ique,  mais  bien les  demandes
citoyennes qui  ont forcé le discours polit ique
officiel à s’infléchir en intégrant la problématique
de la  réforme de la  just ice.  Pendant  quelques
années,  le  discours off ic ie l ,  par opportunisme
pol i t ique,  se  donnera comme une s imple
paraphrase de ce discours revendicatif.

Pour faire vite,  on pourrait  dire que ces
demandes se sont articulées autour de deux axes
dont le premier se fonde sur la justice sociale et
dont l’autre est de nature exclusivement politique,
renvoyant notamment à la nécessité de la mise
en place d ’un Etat  respectueux des droi ts  et
l ibertés  fondamentaux.  C’est  cette  deuxième
dimension qui s’est d’abord cristallisée à la surface
du discours  des dir igeants  en ra ison de sa
rentabilité politique immédiate. Une Commission
Nationale de Vérité et de Justice (CNVJ) a ainsi
été mise en place et a produit un rapport dont
les conclusions sont autant de recommandations

3  Pierre-Louis, P.  Emergence de nouveaux sujets de droit : le cas haïtien en perspective  in « L’Astrée », Revue de Droit Pénal et des Droits de l’Homme,
Paris : Imprimerie du Rectorat de Paris-Sorbonne, avril 1999, No. 7.
4  Cette commission a été mise en place en 1997 par le Ministère de la Justice afin de produire, à son intention, un document de politique générale.

soulignant la nécessité d’une réforme du système
judic ia i re.  Mais  c ’est  sur tout  la  Commiss ion
Préparatoire à la Réforme du Droit et de la Justice
(CPRDJ)4 qui,  dans son rapport, a exprimé sans
équivoque l’impossibilité de délier la réforme de
la justice d’une analyse des caractérist iques de
l’Etat.

Pourtant ,  deux ans après ,  le  rapport
«  Just ices  »  du PNUD conf irmait  l ’échec des
différentes  inter vent ions de la  communauté
internat ionale  en mat ière  de just ice.  Le
Gouvernement Préval/Alexis dans son bilan de
gestion publique, allait admettre en février 2001
l’échec de ses interventions dans ce secteur.  Cet
aveu partagé pourrait être porteur de promesses
pour repenser le système de justice.  Toutefois,
l’unanimité dans le constat d’échec ne devrait pas
cacher les difficultés.  Le risque est g rand qu’à
nouveau,  ce constat  ne soi t  ré invest i  dans le
discours politique à de pures fins de propagande.

I I .   Quelle réforme de la justice?II .   Quelle réforme de la justice?II .   Quelle réforme de la justice?II .   Quelle réforme de la justice?II .   Quelle réforme de la justice?
« Chassez la perspective structurelle, la« Chassez la perspective structurelle, la« Chassez la perspective structurelle, la« Chassez la perspective structurelle, la« Chassez la perspective structurelle, la
politique revient au galop » !politique revient au galop » !politique revient au galop » !politique revient au galop » !politique revient au galop » !

Les proposi t ions du rapport  de la
Commission Préparatoire à la Réforme du Droit
et  de la  Just ice (CPRDJ) induisa ient  une
concept ion de la  réforme ar t iculée en termes
structurels.  Or, ce diagnostic n’a pas été repris
dans les actions du Ministère de la Justice qui
s’est cantonné dans une approche somme toute
traditionnelle et n’a pas su opérer de rupture avec
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le passé. Plutôt que de concevoir et de formuler
une politique en la matière qui serait susceptible
de canaliser les différentes interventions sur le
terrain, le Ministère s’est engagé dans une série
d’act ions qui ,  pour importantes  qu’e l les
semblaient être, ne pouvaient permettre de saisir
la globalité de l’entreprise de réforme.  Ces actions
se sont inscrites fondamentalement, soit dans un
cadre exclusivement normatif  (proposition d’un
ensemble de lo is  sur  la  magistrature où
l ’assemblée des part ic ipants  s ’est  révélée une
chambre d’entérinement des projets élaborés sans
implication des acteurs judiciaires), soit dans un
cadre fonct ionnel  (re lèvement des sala ires des
magistrats, distribution de motocyclettes aux juges
de paix. . .etc).

Dans le premier cas, le Ministère a adopté
une approche normat iv is te  ( i l  s ’ag i t
essent ie l lement de changer les  normes) ,  qui  a
pour conséquence d’escamoter  la  d imension
globale de la réforme et ses relat ions avec les
caractéristiques de l’Etat.  Dans l’autre, le Ministère
a repris à son compte un diagnostic spontané (il
s ’ag i t  de prendre des mesures  concrètes)
consistant à répondre à l’urgence et susceptible
de produire des résultats immédiats.  Le destin
de cette approche a été d’être récupérée à des
fins de propagande politique, car elle cède à une
vision instrumentale en mettant l’emphase sur des
mesures profitables à certains acteurs du système.
Elle produit ainsi une plus-value politique, mais
c’est pour anéantir le rapport politique structurant.

I I I .  Radiographie de l’absence d’uneIII. Radiographie de l’absence d’uneIII. Radiographie de l’absence d’uneIII. Radiographie de l’absence d’uneIII. Radiographie de l’absence d’une
politique publique :  la posturepolitique publique :  la posturepolitique publique :  la posturepolitique publique :  la posturepolitique publique :  la posture
volontaristevolontaristevolontaristevolontaristevolontariste

L’absence d’une pol i t ique publ ique en
matière de justice a conduit le Ministère à ne pas
avoir de prise sur les différentes interventions en
cours sur le terrain, faute de les intégrer dans

une démarche d’ensemble définie en termes de
politique. Cette carence a autorisé la production
d’une série de diagnostics du système juridico-
judiciaire haïtien qui n’ont pas peu contribué à
parasiter le processus même de réforme.

Ces analyses peuvent se regrouper autour
de deux approches dominantes .  L’une,
volontariste,  repose sur la pensée naïve que le
manque de volonté polit ique serait l ’obstacle à
la réforme et que par conséquent, seul l’arrivée à
la  tête  du Ministère  d ’une personnal i té  forte
pourrait permettre la mise en branle de la réforme.
Cette approche se rencontre couramment dans
les posit ions de la  communauté internat ionale
dans son souci de trouver un interlocuteur.  La
posture du dernier Ministre de la Justice a pourtant
coïncidé avec ce profil ,  sans que cela produise
des effets déclencheurs déterminants. Son attitude
par rapport aux différents intervenants aura été
volontariste dans ses prises de position face à la
communauté internationale, mais pour n’avoir pas
trouvé à s’inscrire dans une politique publique,
elle se sera perdue dans le vide stratégique. Le
pendant de cette analyse consiste à dire que les
problèmes de just ice sont  dus à  l ’absence de
moyens. La solution se résume dès lors à s’assurer
que les infrastructures, la bureautique, les moyens
de communication et de transport supportent les
act ions des acteurs.  C’est  la  posture
bureaucratique. Quand on les met ensemble, ces
deux postures  complètent  bien le  schéma
volontariste : i l  s’agit de dégager un sujet pour
l’action et de lui en donner les moyens.

Le discours du récent Ministre de la justice,
promettant d’en finir avec l’impunité sans relier
cette  assert ion avec des modif icat ions
structurelles, est de la même veine et tombe dans
les  mêmes travers.   Tout re lèvera i t  à  nouveau
d’une volonté instituante.



Conclusion : l’avenir de la réforme de laConclusion : l’avenir de la réforme de laConclusion : l’avenir de la réforme de laConclusion : l’avenir de la réforme de laConclusion : l’avenir de la réforme de la
justice dure longtempsjustice dure longtempsjustice dure longtempsjustice dure longtempsjustice dure longtemps

Aujourd’hui, le sentiment unanime d’échec
indique que le thème de la réforme, loin d’être
épuisé,  s’avère incontournable.  Nul doute qu’i l
va continuer à être exploité. Il s’agit donc de lui
donner une nouvel le  actual i té  et  une autre
carrière.  En ce sens, il conviendrait de procéder
à une vér i table  r upture épistémologique dans
l’ordre de la pensée politique du juridique.

En particulier, il faut renouer avec l’analyse
proposée par la CPRJD.  Dans son rapport, cette
commission insistait sur la nécessité d’une réforme
de la procédure pénale en s’attaquant à la position
et au rôle des acteurs judiciaires ainsi qu’à leur
statut et donc aux mécanismes garantissant leur
indépendance. Tout ceci était énoncé dans la tri-
ple perspective de construire un système juridico-
judic ia ire  garantiste ,  access ible et  eff icace.   La
redéfinition du rôle du juge de paix, ainsi que du
Parquet  en vue de leur  sort ie  d ’une s i tuat ion
d’inféodation au pouvoir par la séparation des
fonct ions jur id ict ionnel les  et  des fonct ions
d’enquête et  la  const i tut ion d’un organe de
g ouvernement de la magistrature constituaient
autant  d ’axes dans une entrepr ise  de réforme
structurelle. Or, la conjoncture politique actuelle
i l lustre bien l ’actual i té  de ces proposit ions.  A
soul igner,  la  manière dont le  parquet  est
instrumentalisé par le gouvernement5 à l’occasion
de la crise polit ique que traverse le pays… La
mise en mouvement de l’action publique contre
des membres de l ’opposit ion, même maquil lée
de légalité, témoigne des difficultés à assurer dans
les faits l’indépendance de la magistrature.

L’histoire de la justice en Haïti n’est pas
comme certains l’ont soutenu6 selon une analyse
somme toute naïve ,  ce l le  de son «  non-
surgissement » ou de son « manque », mais  bien
celle de son instrumentalisation qui conduit à sa
dénégation et à sa totale absorption.  La mise en
place des institutions judiciaires haïtiennes au 18e
siècle  montre comment le  code rural  a  donné
son contenu à la fonction d’agent polit ique du
juge de paix en en faisant le gardien du régime
du caporalisme agraire. En ce sens, la réception
du système napoléonien et son implantation en
Haïti dans le contexte d’un Etat construit pour la
défense nationale,  où la souveraineté de l ’Etat
surdétermine la souveraineté populaire, ne fera
qu’accentuer la tendance inquisitoire, en déliant
les juges de tout contrôle et en les soumettant à
l’exécutif.

Si l’instrumentalisation du judiciaire haïtien
est  donc inscr i te  dans  sa  na issance ,  sa
recomposition doit passer par une déconstruction
de cet te  généa log ie  de  la  dépendance .  En ce
sens,  la  réfor me de la  just ice  r isque de durer
longtemps et les novateurs feraient bien d’avoir
la mémoire longue. aa aa a

5 De manière symptomatique, le chef  du Parquet est dénommé « Commissaire du Gouvernement » en Haïti.
6 Il s’agit notamment de la position soutenue par Gilles Accomando, magistrat français, dans un rapport préparé pour le compte de la Mission des
Nations Unies en Haïti.



La más cal if icada doctrina enseña que
si el ordenamiento jurídico de un Es-

tado no reconoce o no protege eficazmente los
de rechos  humanos,  no  puede  s e r  ad j e t ivado
como un orden justo (Atienza, 2001); en otras
pa labras,  e l  b loque de  los  derechos  humanos
(Const i tución,  Declarac iones y  Pactos univer-
sa les  y  regionales)  es  e l  baremo de la  just ic ia
en las decisiones jurisdiccionales y administra-
t ivas :  todas  e l l a s,  pa ra  que  pueda  pred ica r se
su legit imidad,  deben pasar por la  cr iba de la
car ta  de los  derechos humanos (e l  “Decálogo
del s iglo XX”, Mitterrand dixit) .  Si  contrasta-
mos este baremo ético-jurídico con el texto de
l a  Cons t i tuc ión  de  1999 ,  l a  conc lus ión  e s
obl igante:  la  Const i tución reconoce y garant i-
za ,  acorde con los  estándares  universa les,  los
derechos humanos y las  l ibertades fundamen-
ta les  de las  personas que se encuentran en e l
terr i tor io venezolano.  Así, pese a cualesquiera
diferencias políticas y/o técnicas con el conteni-
do global de la Constitución, hay un punto de
encuentro afirmativo entre montescos y capuletos,
un núcleo de consenso posit ivo :  la  regulación
del Título III “De los derechos humanos y garan-
t ías,  y de los deberes”.  Todos coinciden en la
aseveración de que se trata de una materia jurí-
dicamente bien construida y fundada.

La Justicia en laLa Justicia en laLa Justicia en laLa Justicia en laLa Justicia en la
Constitución deConstitución deConstitución deConstitución deConstitución de

Venezuela de 1999Venezuela de 1999Venezuela de 1999Venezuela de 1999Venezuela de 1999

Sergio Brown Cellino
Miembro de la Comisión Redactora
del Código Procesal Penal
de Venezuela.

Históricamente, la Constitución de 1999 es
la primera que en Venezuela enuncia valores su-
periores y f ines constitucionales. El ar t ículo 2
estatuye que:

“Venezuela se constituye en un Estado de-
mocrático y social de Derecho y Justicia, que pro-
pugna como valores super iores  de su ordena-
miento jurídico y de su actuación, la vida, la li-
bertad, la justicia, la igualdad, la solidaridad, la
democracia,  la responsabil idad social  y,  en ge-
neral, la preeminencia de los derechos humanos,
la ética y el pluralismo político.”

A su vez, el artículo 3 expresa:

“El Estado tiene como fines esenciales la
defensa y el desarrollo de la persona y el respe-
to a su dignidad, el ejercicio democrático de la
voluntad popular, la construcción de una socie-
dad justa y amante de la paz, la promoción de
la prosperidad y bienestar del  pueblo y la  ga-
rantía del cumplimiento de los principios, dere-
chos y  deberes  reconocidos y  consag rados en
esta Constitución.

La educación y el trabajo son los procesos
fundamentales para alcanzar dichos fines.”



El común denominador de estos valores y
f ines es  la  defensa y desarrol lo de la  persona
humana y el respeto a su dignidad intrínseca, a
su indemnidad y a su autonomía ética (siguien-
do el camino abierto por la Constitución alema-
na de 1948 y la Constitución española de 1978).
Esta inferencia se fundamenta en lo dispuesto
por los artículos 3 (transcrito supra) y 20 de la
Constitución: “Toda persona tiene derecho al li-
bre desenvolvimiento de su personalidad, sin más
limitaciones que las que derivan del derecho de
las demás y del orden público y social”.

Alrededor de este núcleo giran preceptos
fundamentales que permiten signar a Venezuela
como poseedora de un orden jurídico justo. El
art ículo 19 consagra e l  pr incipio de la
progresividad de los derechos humanos; princi-
pio acuñado por el Derecho Internacional de los
Derechos Humanos,  que puede caracter izarse
como la “cláusula del individuo más favorecido”,
esto es,  en e l  caso de concurrencia  de var ias
normas garantistas, se aplicará aquella que más
favorezca a la persona, cualquiera sea su jerar-
quía normativa. Asimismo, esta disposición vin-
cula directamente a los órganos del Poder Públi-
co en  lo que se refiere a su respeto y garantía. A
su vez, el artículo 23 otorga jerarquía constitu-
cional a los tratados de derechos humanos sus-
critos y ratificados por Venezuela, y les concede
prevalencia en el orden interno “en la medida en
que contengan normas sobre su goce y ejercicio
más favorable a las establecidas en esta Consti-
tución...” (Principio de progresividad). Igualmen-
te, esta norma los hace inmediata y directamente
justiciables. El artículo 20 del texto constitucio-
nal consagra una especie de “abrazadera”, al de-
clarar que la enunciación de los derechos y ga-
rantías en la Constitución “no debe entenderse
como la negación de otros que, siendo inheren-
tes  a  la  persona, no f iguren expresamente en
ellos”. El artículo 26 establece la garantía de la

tutela efectiva de los derechos e intereses, inclu-
so los colectivos o difusos, mediante el acceso a
los órganos de administración de justicia y el de-
recho a obtener con prontitud una decisión jurí-
dicamente fundada. El artículo 44, ordinal 1, pre-
vé un estatuto de la libertad, al disponer que nin-
guna persona puede ser arrestada o detenida, sino
en virtud de una orden judicial, a menos que sea
sorprendida en f lagrancia. Además, garantiza el
juzgamiento en l ibertad,  salvo las excepciones
legales (El Código Orgánico Procesal Penal esta-
tuye excepciones exclus ivamente procesa les :
peligro de fuga y obstaculización de la justicia).
Finalmente, el artículo 49 garantiza la aplicación
del  pr incipio del  debido proceso (y  de sus
subprincipios) a todas las actuaciones judiciales
y administrativas. Esto implica “una moneda de
dos caras” (Binder): la garantía del juicio previo
y la presunción de inocencia.  Para condenar a
una persona es menester desvir tuar la presun-
ción de inocencia que lo ampara. Esto sólo pue-
de realizarse por mediación del juicio previo en
el que la acusación debe probarse (Principio de
necesidad de prueba); en el que debe otorgarse
la posibilidad de refutar la acusación (Principio
de defensa); y en el que el juez al optar (sínte-
sis), por la tesis acusatoria o por la antítesis de-
fensiva,  debe fundar su decisión (Principio de
motivación). Esta relación dialéctica (Ferrajoli ,
1998) es patrimonio común de la mayoría de los
pueblos del mundo. Las disposiciones glosadas
son, a mi entender, el espíritu y el cuerpo de la
Constitución de Venezuela de 1999.

El reconocimiento de valores superiores
y el señalamiento de fines en la Constitución de
1999, significa un cambio radical de paradigma
jurídico-polít ico: la legitimación del Estado no
puede verse ya bajo el prisma de lo puramente
formal, sino que además, debe verse con un pris-
ma material.  Esto connota que no basta que la
producción de normas jurídicas se haga según



el procedimiento constitucional; es preciso ahora
que, adicionalmente, deba analizarse si  el  con-
tenido de la norma jurídica,  producida acorde
al canon constitucional, es   compatible con los
preceptos constitucionales-materiales. Hoy pue-
de hablarse de una legit imación formal y sus-
tancial de la democracia (Ididem). Esta es la sig-
nificación que debe darse a la expresión “Esta-
do de Derecho y de Justicia”, que aparece en el
artículo 2 de la Constitución. En este contexto
es que debe examinarse el concepto de justicia
o, mejor dicho, las acepciones constitucionales
de la justicia.

Las  concepc iones
de la justicia, después de
Platón, pueden agruparse
entre las que la perciben
como aplicación imparcial
de unas reg las  estableci-
das; y las que la conside-
ran como un criterio ideal
que sirve de baremo a las
reg las  pos i t ivas  (Cahn,
1977). Estas mismas ten-
dencias definitorias atra-
viesan a la Constitución de 1999. Así, se pueden
distinguir como acepciones de la justicia (López
Aguilar, 1996):  la de just icia/valor o principio
(aunque los vocablos “valor” y “principio” po-
dr ían diferenciarse,  en cuanto a su ámbito de
concreción, la Constitución los equipara); la de
justicia/función potestativa del Estado; la de jus-
ticia/prestacional; y la de justicia/organización.

1. La Justicia como valor o principio, o sea,
como un cr i ter io ideal  para cal ibrar las reglas
positivas, la encontramos en los artículos 1, 2, 3
y 257. En el artículo 1 se considera a la justicia
como un valor, junto a los valores de l ibertad,
igualdad y paz internacional. En el artículo 2 se

declara que “Venezuela se constituye en un Esta-
do democrático y social de Derecho y de Justi-
cia”, lo que implica el cambio de paradigma in-
dicado supra; y se nombra a la justicia como uno
de los valores superiores del ordenamiento jurí-
dico venezolano y de la actuación del Estado,
además de los valores de libertad, igualdad, soli-
daridad, democracia, responsabilidad social y, “en
general la preeminencia de los derechos huma-
nos, la ética y el pluralismo político”. En el artí-
culo 3 se habla de una “sociedad justa” cuya cons-
trucción es uno de los fines esenciales del Esta-
do,  además de la  defensa del  desarrol lo de la

persona y el respeto a su
dignidad del ejercicio de-
mocrático de la voluntad
popular,  la  construcción
de una sociedad amante
de la  paz,  la  promoción
de la prosperidad y bien-
estar del pueblo y la ga-
rant ía  del  cumpl imiento
de los  pr inc ipios,  dere-
chos y deberes reconoci-
dos en la Constitución. En
el artículo 257 se procla-

ma al proceso como “un instrumento fundamen-
tal para la realización de la justicia”, lo que signi-
fica la judicialización de la justicia: ésta sólo puede
realizarse a través del proceso judicial .  Implica
consagrar la tutela jurisdiccional en la actuación
del derecho. Expresa además el ar tículo citado
que “No se sacrificará la justicia por la omisión
de formalidades no esenciales”. Esta norma no
debe  se r  en tend ida ,  a  l a  manera  de  P l a tón ,
como una exal tac ión de la  just ic ia  y  un deni-
grar del derecho positivo, sino como un recha-
zo  a l  fo r ma l i smo ex t r emo ( fo r mu l i smo) .  En
nuestros  pa íses ,  no debemos olv idar  jamás la
admonición de Montesquieu:  “Las formas son
el precio de la l ibertad”.
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2. La Justicia como función también tiene
manifestaciones constitucionales. En el artículo
253 se declara que: “La potestad de administrar
justicia emana de los ciudadanos y ciudadanas y
se imparte en nombre de la República y por au-
toridad de la ley”. El término “ciudadano/a” debe
ser interpretado en un sentido lato y no técnico,
esto es, como comprensivo de los habitantes de
un pueblo. Se define la jurisdicción como la po-
testad de “conocer (los órganos del Poder Judi-
cial) de las causas y asuntos de su competencia
mediante los procedimientos que determinen las
leyes, y ejecutar o hacer ejecutar sus sentencias”
(Art. 253). La justicia/poder comprende, también:
a) Unidad de jurisdicción, concepto este herede-
ro de las leyes procesales de la Revolución Fran-
cesa. Hay una sola jurisdicción, no existen fue-
ros privilegiados, ni se permiten comisiones ad
hoc (Art. 49.4) para el juzgamiento de causas. La
unidad de jurisdicción está constituida también
por el principio de legalidad, puesto que los asun-
tos deben conocerse “mediante los procedimien-
tos que determinen las leyes” (Art. 253 aparte 1);
b) Independencia (Art. 254): tanto externa, res-
pecto de los demás poderes constituidos; como
interna, respecto de tribunales jerárquicos o de
órganos administrat ivos del  Poder Judicia l .  La
independencia connota la autonomía funcional,
f inanciera y administrat iva de que goza el  TSJ
(en adelante TSJ. Art. 254). Asimismo el artículo
255 regula el  ingreso a la  carrera judicia l  y e l
ascenso de los jueces mediante la exigencia de
concurso de oposición público. El nombramien-
to lo realiza el TSJ, y la Constitución otorga un
mandato al legislador de garantizar la participa-
ción ciudadana en el procedimiento de selección
y designación. Igualmente, se ordena al legisla-
dor propender a la profesionalización de los jue-
ces y se pide colaboración a las Universidades
para tal propósito; c) Imparcialidad: para garan-
tizarla, la Constitución prohibe a los jueces lle-
var a cabo activismo político partidista, gremial,

sindical o de índole semejante o realizar activi-
dades privadas lucrativas incompatibles con sus
funciones, ni por sí ni por interpósita persona, ni
ejercer ninguna otra función pública a excepción
de las actividades educativas (Art. 256); d) Res-
ponsabi l idad:  como contrapart ida ,  de la  inde-
pendencia y autonomía, se establece la respon-
sabilidad de los jueces por error, retardo u omi-
siones injustif icados, por la inobservancia sus-
tancia l  de las  normas procesa les,  por denega-
ción, parcial idad, y por los delitos de cohecho
y prevaricación en que incurran en el desempe-
ño de sus funciones, en los términos que deter-
mine  l a  l ey  (Ar t .  255  in f ine) ;  e )  Acceso a  l a
just ic ia :  se consagra as í  e l  derecho a la  tutela
judicial, lo que afirma el  monopolio estatal so-
bre la justicia (Art. 26).

La Justicia, como prestación de un servicio
público, es receptada en la Constitución como
corolario del deber público material del Estado
de “garantizar la justicia” (Schmidt, 1957). Este
deber trae consigo el deber del Estado de poner
a disposición de todos, los órganos de adminis-
tración de justicia (Art. 26 Constitución); y de “re-
glar el curso del procedimiento con el doble ob-
jetivo de la verdad y de la justicia” (Ibidem). Esta
regulación del proceso, la Constitución la reser-
va la ley (Art. 156 ord. 32). Así, la justicia como
servicio debe prestarse de manera “gratuita, ac-
cesible, imparcial, idónea, transparente, autóno-
ma, independiente, responsable, equitativa y ex-
pedita, sin dilaciones indebidas sin formulismos
o reposiciones inútiles” (Art. 26 in fine). A su
vez, en el artículo 257 se ordena que las “leyes
procesales establecerán la simplificación, unifor-
midad y ef icac ia  de los  trámites” .  Esta
sobreabundancia de cal if icativos,  que pudieron
resumirse en las exigencias de efectividad, efica-
cia, eficiencia y economía (Lopez Aguilar, 1996),
se debe al estado de postración histórico -y to-
davía actual- del Poder Judicial.



La Justicia como organización connota al
Poder Judicial como un conjunto de órganos que
actúan la potestad jurisdiccional; órganos que se
materializan en operadores y en medios materia-
les y f inancieros.  La Constitución regula en el
Capítulo III del Título V (“De la Organización
del Poder Público Nacional”) al Poder Judicial y
al Sistema de Justicia. Determina la Constitución
la composición del Sistema de Justicia:

“El sistema de justicia está constituido por
el TSJ, los demás tribunales que determine la ley,
el Ministerio Público, la Defensoría Pública, los
órganos de investigación penal, los o las auxilia-
res y funcionarios o funcionarias de justicia, el
sistema penitenciario, los medios alternativos de
justicia, los ciudadanos y ciudadanas que partici-
pan en la administración de justicia conforme a
la ley y los abogados y abogadas autorizados y
autorizadas para el ejercicio” (Art. 253, último
apartado).

La Administración de Justicia se organiza
como Poder del Estado, como órgano del Poder
Público Nacional. El Poder Judicial, en sentido
estricto, está constituido por el TSJ y los demás
tribunales que determine la ley. La Constitución
prevé, como jurisdicciones especiales, la conten-
cioso administrativa, la indígena y la penal mili-
tar (Arts. 259, 260 y 261). Como medios alternati-
vos para la solución de confl ictos,  el  texto de
1999 que establece la justicia de paz, el arbitraje,
la conci l iación, la mediación y otros que tam-
bién promueva la ley. El TSJ funciona en Sala
Plena y en las Salas Constitucional, Político Ad-
ministrativa, Electoral, de Casación Civil, de Ca-
sación Penal y de Casación Social .  Esta últ ima
comprende la casación agraria, laboral y de me-
nores (Art. 262). En lo que respecta al centro de
gravedad del Sistema de Justicia, esto es, a los
jueces, la Constitución traza, en sus artículos 255
y 256, una l ínea de acción sobre: a) Ingreso y

ascenso en la carrera judicial: sólo por concursos
de oposición públicos, que aseguren la idonei-
dad y la excelencia de los participantes, y selec-
cionados por jurados de los circuitos judiciales.
La ley debe garantizar la participación ciudadana
en el procedimiento de ingreso. El TSJ nombra a
los jueces. b) Remoción o suspensión: mediante
los procedimientos legales, salvo para los Magis-
trados del TSJ, para los cuales el procedimiento
es constitucional (Art. 265). Se crea una jurisdic-
ción disciplinaria judicial a cargo de los tribuna-
les disciplinarios que determine la ley (Art. 267
primer aparte). El régimen disciplinario se fun-
dará en el Código de Ética del Juez Venezolano
que dictará la Asamblea Nacional (Art. 267 se-
gundo aparte). c) Profesionalización: como orien-
tación de la ley que dicte, y creación, con la co-
laboración de las Universidades, de la especiali-
zación judicial  en los estudios de Derecho. d)
Responsabi l idad:  en los  términos expresados
supra; y, e) Independencia e imparcialidad: va-
lores también aludidos supra. En lo referido a
los medios materiales y financieros, la Constitu-
ción, junto con establecer la autonomía funcio-
nal, financiera y administrativa del TSJ, dispone
una asignación al Sistema de Justicia de una par-
tida anual variable, no menor del dos por ciento
del presupuesto ordinario nacional para su fun-
cionamiento, monto que no puede ser reducido
o modificado sin autorización previa de la Asam-
blea Nacional (Art. 254). La Constitución atribu-
ye al TSJ “la dirección, el gobierno y la adminis-
tración del Poder Judicial, la inspección y vigi-
lancia de los tribunales de la República y de las
Defensorías Públicas” (Art. 267); así como “la ela-
boración y ejecución de su propio presupuesto y
del presupuesto del Poder Judicial” (IDEM). Para
el ejercicio de estas atribuciones, la Constitución
ordena al TSJ, en pleno, que cree una Dirección
Ejecutiva de la Magistratura, con sus respectivas
oficinas regionales (Idem).
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En conclusión, en Venezuela, la construc-
ción de un Estado Constitucional de Derecho,
real y efectivo, y no puramente semántico o no-
minal,  dependerá de la “voluntad de Constitu-
ción” (K. Hesse), de los detentadores del poder
y de sus destinatarios, o sea, que se asuman las
tareas que la Constitución plantea;  que la con-
ducta de los gobernantes se determine por ella;
que la Constitución no se interprete de manera
perversa para conseguir  objet ivos meramente
coyunturales.  Si  los gobernantes sólo expresan
una “voluntad de poder” (Ibidem), la Constitu-
ción será otra “hoja de papel” (Lasalle). aa aa a
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Programa de Mejoramiento
de la Administración de

Justicia en Costa Rica

Sonia Navarro SolanoSonia Navarro SolanoSonia Navarro SolanoSonia Navarro SolanoSonia Navarro Solano
Directora Programa Modernización de la  Administración de Justicia de Costa Rica.

I. Antecedentes.I. Antecedentes.I. Antecedentes.I. Antecedentes.I. Antecedentes.

Costa Rica es conocida internacionalmente
por su tradición democrática, a pesar de

que geográficamente se ubica en el convulso istmo
centroamericano. Es un país pequeño, de 51.100
kilómetros cuadrados y de aproximadamente
3.800.000 habitantes.

El ejército fue abolido en 1948, la Consti-
tución vigente data de 1949, creándose en esa
misma fecha el Tribunal Supremo de Elecciones,
el cual ha garantizado el sufragio y la transpa-
rencia en el proceso electoral.

Mediante la Reforma Constitucional del año
1959, se otorgó al Poder Judicial un presupuesto
fijo no menor del 6% de los ingresos ordinarios
calculados para e l  año económico,  e l  cual  se
mantiene vigente.  No obstante,  actualmente la
Corte Suprema de Justicia lucha por incrementar
este presupuesto,  en vista de que han crecido
sus atribuciones y competencias. Costa Rica es
uno de los pocos países del mundo en el que el
Poder Judicial cubre institucionalmente a entida-
des auxiliares a la administración de justicia, ta-
les como el Ministerio Público, la Defensa Públi-
ca, la Policía Judicial, la Medicatura Forense con
sus respectivos laboratorios y la Dirección Na-
cional de Notariado. Además, la competencia Ju-
risdiccional Constitucional le ha sido asignada a
una sala especializada en la materia que integra
la Corte Suprema de Justicia. Aunque la  dota-
ción presupuestar ia parecía adecuada en déca-

das pasadas, lo cierto es que actualmente la carga
financiera que conllevan las actividades auxilia-
res a la administración de justicia, especialmente
en el  rubro de recursos humanos, implican un
recorte presupuestario objetivo a la actividad es-
trictamente jurisdiccional.

Por otra parte, para comprender la reali-
dad en la que se enmarca la administración de
justicia en Costa Rica, es importante destacar que
el costar ricense tradicionalmente recurre a los
tr ibunales para resolver sus conf l ictos,  lo cual
der iva en un a l to índice de l i t ig ios idad.
Consiguientemente, también se ha incrementado
la percepción negativa del público acerca de la
administración de justicia, al no tener respuestas
prontas y cumplidas de sus pretensiones.

A modo de referencia, se citan los siguien-
tes datos: en el  año 1999, ingresaron al  Poder
Judicial costarricense un total de 710.758 asun-
tos en primera instancia y en el  año 2000, un
total de 789.000. En el año 1999, ingresaron 9.741
asuntos en la jurisdicción constitucional y en el
año 2000, 10.808, de los cuales un 80 % fueron
recursos de amparo.  Los indicadores  de
litigiosidad son bastante elevados, sobre todo si
real izamos comparaciones entre países con al-
guna similitud en cuanto a población, ya que por
ejemplo,  Uruguay,  no a lcanza ni  a  una cuarta
parte de este número de procesos, incoados en
la administración de justicia.
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En concordancia con el indicador señala-
do, el Poder Judicial ha tenido que aumentar el
número de jueces,  que actualmente asciende a
18 por cada 100.000 habitantes, así como tam-
bién a 7 fiscales y 5.3 defensores por la misma
tasa de población. Esto nos coloca con uno de
los indicadores más altos de los países de nues-
tro entorno cultural. No obstante, el endémico
mal del retraso y la morosidad judicial no han
podido combatirse en todas sus manifestaciones.

II. El Programa de Modernización de la
Administración de Justicia.

En el año 1996, se empieza a ejecutar el
Programa de Modernización de la Administración
de Justicia, financiado con un préstamo del Ban-
co Interamericano de Desarrollo. Este proyecto
fue pionero en su momento, pues los organis-
mos financieros internacionales no solían inver-
tir en este ámbito, ya que no es sino hasta enton-
ces que empiezan a destacarse  los fuertes vín-
culos existentes entre justicia y desarrollo, afir-
mándose que éste úl t imo no es posible  s in la
previsibil idad de una administración de justicia
accesible, eficaz y eficiente. Es así como el Po-
der Judicial asume el reto de ejecutar estos re-
cursos, con un norte trazado hacia la (i) Consoli-
dación de un sistema moderno de administración
del Poder Judicial; (ii) Mejorar la gestión de los
despachos y el servicio público de la justicia; (iii)
Facilitar el acceso y uso de la información y; (iv)
Capacitar a los distintos agentes que participan
en la administración de justicia.

El desarrollo del Proyecto implica la eje-
cución de cuatro componentes que tienen como
eje central el Mejoramiento de la Gestión de los
Despachos Judiciales apuntalados en la experien-
cia piloto que se desarrolla en el II Circuito Judi-
c ia l  de San José .  El  Circui to Judic ia l  de
Goicoechea, como se le conoce popularmente,
es un edificio de 23.000 metros cuadrados, que
alberga 22 despachos especial izados por mate-
ria, 116 jueces y 407 funcionarios, incluyendo la
Fiscal ía y la Defensa Pública,  además de otras
of ic inas de servic ios comunes,  ta les  como la
Oficina Administrativa, la Oficina Central de No-
tificaciones, la Oficina de Recepción de Docu-
mentos, etc.

Por otra parte, el Poder Judicial volcó tam-
bién todo su esfuerzo en el proceso de moderni-
zación legal, que se concreta en el nuevo Códi-
go Procesal Penal de 1996. Actualmente se deba-
te la necesidad de extender la reforma al proce-
so civi l  y contencioso administrat ivo, a f in de
abandonar también los procedimientos escritos
y lentos, simplif icar y el iminar procedimientos
especiales,  pero sobre todo, humanizar el dere-
cho procesal.

Paralelamente a la meta por lograr la gran
reforma procesal, tanto en materia civil, laboral,
famil ia,  agraria y,  por otra parte,  contencioso-
administrativa, se ha realizado una inversión no-
table en la infraestructura tecnológica, a fin de
abrir la posibilidad de trabajar con un expedien-
te electrónico y mejorar la gestión de la tramita-
ción judicial. La filosofía es agilizar la gestión de
los procesos, permitiendo además -desde la pre-
sentación de las demandas pasando por las co-
municaciones judiciales- acceder por medios elec-
trónicos a la información sobre el avance de los
procesos ,  aunque se mant ienen e l  soporte de
papel y los otros medios tradicionales.



II.1.II.1.II.1.II.1.II.1. El proceso más difícil:  los cambios de El proceso más difícil:  los cambios de El proceso más difícil:  los cambios de El proceso más difícil:  los cambios de El proceso más difícil:  los cambios de
paradigma en la cultura judicial y las iner-paradigma en la cultura judicial y las iner-paradigma en la cultura judicial y las iner-paradigma en la cultura judicial y las iner-paradigma en la cultura judicial y las iner-
cias institucionales.cias institucionales.cias institucionales.cias institucionales.cias institucionales.

Todo proceso de cambio por nimio que
parezca, no es fáci l ,  pues no sólo debe luchar
contra la inercia de la costumbre del paradigma
tradic ional ,  s ino también contra los intereses,
roles, tradiciones y cultura que se van asentando
en la dinámica de cualquier grupo humano. En
la administración de justicia, cuando los cambios
no son estrictamente jurídicos, pero inciden en
la tramitación de los procesos judiciales, el pri-
mer obstáculo que suele ponerse por delante es
que el cambio atenta contra alguna norma jurídi-
ca, o bien, contra alguna forma o ritualidad pro-
cesal  impuesta por la  fuerza de la  costumbre.
Cuando se requiere mayor ef ic iencia ,  se  a lega
que se violenta la independencia judicial. Cuan-
do por medio de la información que brindan los
sistemas automatizados se hace más evidente que
la administración de justicia es lenta, ritual y bu-
rocrática, se argumenta que los sistemas de in-
formación no son aptos para la administración
de justicia. Sin embargo, como dice el refrán, “el
frío no está en las cobijas”.

El sistema jurídico heredado de España,
además de la  fuerte  ideología  inquis i t iva que
imbuía al proceso legal, impuso la conformación
del  expediente escr i to que fue exig iendo una
ritualidad de formas tortuosas e irracionales que
invadieron progresivamente toda la tramitación
judicial .  De hecho, este desfase histórico, pro-
fundamente interiorizado en la cultura judicial ,
continúa atentando contra las reformas procesa-
les más modernas. Pero además, esa misma reac-
ción se produce cuando se propic ian cambios
organizacionales, ya que también se desestabiliza
el orden establecido.

En Costa Rica, en el II Circuito Judicial de
San José, donde se desarrolla el Programa Piloto
de Modernización Judicial, nos enfrentamos con
estos problemas. Por ejemplo, en un primer es-
fuerzo por racionalizar funciones, se conformó
una Oficina Centralizada de Notificaciones, para
toda comunicación judicial ,  de tal  manera que
no se asignaba un notificador por despacho, sino
que las notificaciones de todo el Circuito, se dis-
tribuían entre diversos notificadores asignados a
determinadas zonas, quebrando la vinculación del
notificador con una oficina específica y con una
parte del proceso. Igualmente se pusieron casi-
lleros para notificar en el mismo edificio a cual-
quier interesado (litigantes, instituciones, empre-
sas, bancos, etc.). También se abrió la posibil i-
dad de notificar vía fax y correo electrónico. Ini-
cialmente este cambio propició muchísima resis-
tencia, pero  actualmente es un sistema asentado
y en vías de expansión. Pese a los posibles pro-
blemas objet ivos que el  nuevo s istema tuvo y
quizá tiene, lo cierto es que el cambio rompió
un paradigma establecido. Además, por algunos
datos obtenidos en entrevistas realizadas a usua-
r ios ,  se  lograron e l iminar  muchas pequeñas o
grandes corruptelas,  que se propiciaban por la
forma tradicional de realizar las notificaciones.

II.2. El primer paso: número único de expe-II.2. El primer paso: número único de expe-II.2. El primer paso: número único de expe-II.2. El primer paso: número único de expe-II.2. El primer paso: número único de expe-
diente (llave de acceso del proceso de mo-diente (llave de acceso del proceso de mo-diente (llave de acceso del proceso de mo-diente (llave de acceso del proceso de mo-diente (llave de acceso del proceso de mo-
dernización tecnológica).dernización tecnológica).dernización tecnológica).dernización tecnológica).dernización tecnológica).

Un cambio operativo importante previo a
todo el proceso de modernización que se desa-
rrolla en Costa Rica, consistió en la numeración
de todos los procesos incoados en la administra-
ción de justicia, con un número de identificación
único e irrepetible, el cual se mantiene a través
de todo el proceso, hasta su finalización definiti-
va en cualquier instancia, o bien, en casación.
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Originalmente, la necesidad de establecer
el Número Unico de Expediente (NUE), se basó
en la filosofía de lograr a través de una aplica-
ción informática, una tramitación integrada, que
permitiera el seguimiento de los procesos, tanto
en los despachos judiciales propiamente dichos,
como en las oficinas comunes. Sin embargo, el
NUE ha permitido otras funcionalidades adicio-
nales a las originalmente pensadas, tales como
el depósito y retiro de dineros emanados de pro-
cesos judiciales (como por ejemplo, pensiones,
alquileres o costas) y a través de los bancos, con
lo cual el usuario sencillamente deposita o retira
en su respectivo banco el dinero correspondien-
te, utilizándose para ello el número de identifi-
cación de su expediente judicial. El Poder Judi-
cial, para ese efecto, suscribió un convenio con
el Banco de Costa Rica, por medio del cual la
entidad bancaria en l ínea directa con el despa-
cho judicial, recibe o paga los depósitos. El Po-
der Judicial evita de esta manera la visita de una
gran cantidad de público a las oficinas judiciales,
atendiendo mejor a aquellos que lo requieren y
dando facilidad a los usuarios para la realización
de esos trámites. Actualmente, el sistema se en-
cuentra en proceso de expansión a todo el terri-
torio nacional.

III. Qué son los Megadespachos.III. Qué son los Megadespachos.III. Qué son los Megadespachos.III. Qué son los Megadespachos.III. Qué son los Megadespachos.

En el seno del proceso de reforma, se ha
discutido mucho con respecto a los denomina-
dos megadespachos. Estos no son más que la uni-
ficación que se realizó en el II Circuito Judicial
de San José de oficinas de la misma materia, en
unos casos, y la división para especializar las ofi-
cinas, en otros. De tal manera se propició la es-
pecialización, teniéndose actualmente, por ejem-
plo, oficinas de familia, pensiones alimentarias y

violencia doméstica, por separado, o bien, des-
pachos con un circulante de alrededor de 35.000
asuntos, como el Civil de Hacienda de Asuntos
Sumarios, que integró tres secciones anteriormen-
te separadas,  el  cual mantiene un mayor volu-
men de casos.

Los problemas más críticos fueron, en su
momento, la integración del recurso humano en
la nueva organización, las diversas formas de tra-
bajo y procedimientos que se mantenían pese a
la  fus ión de las  of ic inas  y,  sobre todo,  la
operacionalización del trámite cotidiano de ex-
pedientes con un volumen tan alto de procesos,
ya que al inicio de la nueva organización no se
contaba con el  s istema informático.  Entre los
beneficios para el  usuario, quizá no tan tangi-
bles como los problemas, están la unificación de
procedimientos y la concentración de expedien-
tes de una misma materia, las facilidades de in-
formación del  avance de los procesos (que se
puede realizar telefónicamente o por medio de
computadoras conectadas e lectrónicamente ,
cuando se trata de grandes usuarios tales como
los bancos u otros, así como la que se posibilita-
rá próximamente a través de Internet), la recep-
ción de notificaciones por cualquier medio esco-
gido por la parte (forma tradicional, por casille-
ro, en estrados, por facsímil o correo electróni-
co) y, el retiro y depósito de dineros de procesos
judic ia les  en cualquier  sucursa l  del  Banco de
Costa Rica. Otro aspecto, sino claramente bene-
ficioso, pero al  menos sí  relevante,  es que los
megadespachos pusieron de manifiesto en for-
ma transparente, la situación de algunas oficinas
judiciales, en cuanto al volumen de expedientes
y los problemas de tramitación, lo cual consti-
tuía, no un problema nuevo, sino un problema
que con la nueva organización se hacía eviden-
te, ya que anteriormente, al disgregarse quedaba
diluido en sus manifestaciones.



IV .  Serv ic ios  Comunes .  Al ternat ivaIV.  Serv ic ios  Comunes .  Al ternat ivaIV.  Serv ic ios  Comunes .  Al ternat ivaIV.  Serv ic ios  Comunes .  Al ternat ivaIV.  Serv ic ios  Comunes .  Al ternat iva
de racionalización ante los grandesde racionalización ante los grandesde racionalización ante los grandesde racionalización ante los grandesde racionalización ante los grandes
números.números.números.números.números.

Para poner a funcionar el II Circuito Judi-
c ia l  de San José ,  conocido como Edif ic io de
Goicoechea,  ya que se ubica en e l  cantón del
mismo nombre, se crearon algunos servicios co-
munes para las oficinas judiciales, tales como la
Administración del Circuito, la Oficina Centrali-
zada de Notificaciones, la Oficina de Recepción
de Documentos, el Archivo de Expedientes y el
Correo Interno, entre otros.

La funcionalidad de estas oficinas ha va-
riado con el  t iempo y su estabi l ización ha de-
pendido mucho de la percepción positiva y ne-
gativa que le han prodigado, en primera instan-
cia ,  los usuarios internos y,  en segundo lugar,
los usuarios externos. Como señalaba antes,  la
notificación por medios distintos al tradicional y
una oficina centralizada para esa labor, han per-
mitido un servicio más eficiente. La oficina cen-
tralizada de recepción de documentos mantiene
aún problemas, por lo cual actualmente se estu-
dian sus disfuncional idades para corregirlas, o
bien, para el iminar este servicio,  en una pers-
pectiva de flexibilidad y mejoramiento contínuo.

Interesante también resultó la f igura del
Administrador del Circuito y los Administradores
asignados por la Oficina Judicial. Esta figura re-
sultó muy polémica,  en cuanto aparecía  como
una novedad. Su función es sustraer funciones
administrativas para que el juez y sus auxiliares
se concentren en la labor estrictamente judicial.
Pese a las  cr í t icas que aún prevalecen de esta
nueva figura, actualmente no se concibe la diná-
mica de la administración del circuito y de los
despachos, sin su presencia institucional.

V. Avances en sistemas de información.V. Avances en sistemas de información.V. Avances en sistemas de información.V. Avances en sistemas de información.V. Avances en sistemas de información.

El proceso de reforma judicial costarricen-
se t iene avances importantes en el  proceso de
modernización judicial. Destaca entre ellos la im-
plantación de un Sistema Informático para la

Gestión Integrada de los Procesos Judicia-

les, el cual cuenta, entre otras utilidades, con la
emisión de documentos en forma interactiva, el
acopio integrado al sistema de gestión de las re-
soluciones tipo o de uso repetitivo por cada ma-
teria, la medición de indicadores de congestión,
retraso y  product iv idad,  la  instaurac ión de
funcionalidades que permiten el impulso proce-
sa l  por bloques de expedientes ,  de
funcional idades que fac i l i tan la  comunicación
electrónica para la transferencia de información,
otras que permiten la ubicación física de los ex-
pedientes por medio de mecanismos de señali-
zación efectivos, un servicio de notificación au-
tomática de traslado del expediente e itineración
de datos, un servicio común de control para el
archivo de los expedientes que puede util izarse
a nivel de despacho o conjunto de ellos agrupa-
dos en un circuito. Adicionalmente provee otras
funcionalidades tales como avisos del sistema que
funcionan como alarmas,  advir tiendo de deter-
minados lapsos procesales, mediante apuntes de
agenda, escritos pendientes de contestación, dis-
tribución de salas de juicio, etc.

Otro producto de gran impacto lo consti-
tuye el Sistema Costarricense de Información

Jurídica, mediante el cual los jueces y cualquier
otro operador jurídico, como también el público
en general, tienen acceso a la información com-
pleta y actualizada de la legislación costarricen-
se vigente a la fecha y a la jurisprudencia admi-
nistrativa, judicial y constitucional, a través de
una interface común en Internet. El SCIJ permite
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la realización de consultas en forma transparen-
te desde la jurisprudencia a la normativa citada
en cada sentencia y viceversa. Cabe destacar que
para lograr este importante resultado, el Poder
Judic ia l  rea l izó una a l ianza estratégica con la
Procuraduría General de la República, responsa-
ble de ofrecer información de la legislación vi-
gente, con lo cual se integraron estas dos fuen-
tes de información jurídica, para beneficio de los
operadores y la seguridad jurídica del país.

VI.  Problemas comunes, previsionesVI.  Problemas comunes, previsionesVI.  Problemas comunes, previsionesVI.  Problemas comunes, previsionesVI.  Problemas comunes, previsiones
posibles.posibles.posibles.posibles.posibles.

El problema más importante del proceso
de modernización y reforma judicial, lo constitu-
ye una situación común de los poderes judicia-
les. Es difícil lograr en un órgano colegiado de
pares, como lo es la integración de la Corte Su-
prema, una opción monol í t ica  por los
lineamientos del cambio. Adicionalmente a este
problema, que podría considerarse de orden po-
l í t ico- judic ia l ,  se  suma otro de orden más
gerencial, que consiste en que tampoco existe la
norma o la costumbre de establecer políticas ju-
diciales definidas, ni un planeamiento estratégi-
co que per mita  ver i f icar  resul tados de cor to,
mediano y largo plazo. En ese contexto, los pro-
cesos de corto plazo y de carácter urgente, tie-
nen prioridad sobre  aquellos de mediano y lar-
go plazo, que necesitan maduración y ajustes para
lograr su verdadero cometido. La reforma judi-
c ia l  es,  s in dudas,  un proceso de largo plazo,
para lo que se requiere no solo liderazgo y flexi-
bilidad sino, sobre todo, perseverancia.

Por otra parte, el advenimiento de la tec-
nología de información llegó tarde a los órganos
judiciales. Todavía no podemos comparar la in-
fraestructura tecnológica de un banco con la de
ningún tribunal ,  ni s iquiera aquellos escogidos
para programas piloto. En Costa Rica, pese a te-
nerse una opción clara por el desarrollo de los
sistemas de información automatizados, se care-
ce aún de la  infraestructura adecuada en
hardware,  redes y telecomunicaciones,  s in per-
juicio también de la preparación del recurso hu-
mano que debe velar por la racional idad de la
política informática. En este sentido, está el de-
saf ío de adquir ir  tecnología de punta,  pero a l
mismo tiempo, que la inversión tecnológica man-
tenga vigencia de mediano plazo, ya que ningún
Poder Judicial, con los exiguos presupuestos que
manejan, puede darse el  lujo de renovar cons-
tantemente su plataforma tecnológica.

El último lugar, pero de particular relevan-
cia,  lo constituye la preparación al  cambio del
recurso humano. No solo se requiere informar,
lograr procesos participativos y más democráti-
cos. Se necesita además derribar paradigmas, y
sobre todo la cultura posit ivista claramente de
ideología inquisitiva, legada por las facultades de
derecho, que por supuesto rechaza todo proce-
so de cambio que atente contra un orden esta-
blecido de ritos, formalismos y trámites engorro-
sos. Pese a las reformas logradas, ésta continúa
siendo una tarea pendiente



VII .  El  verdadero desafío: laVII .  El  verdadero desafío: laVII .  El  verdadero desafío: laVII .  El  verdadero desafío: laVII .  El  verdadero desafío: la
sostenibilidad y el cambio continuadosostenibilidad y el cambio continuadosostenibilidad y el cambio continuadosostenibilidad y el cambio continuadosostenibilidad y el cambio continuado

Costa Rica t iene avances notables  en e l
seno de la reforma y modernización judicial. Sin
embargo, y precisamente por ello, se encuentra
en la encrucijada del verdadero desafío. En pri-
mer lugar,  la  consol idación del  proceso no se
habrá estabilizado hasta que se logre asentar una
nueva cultura judicial, más cercana a los proce-
sos  de renovación permanente.   A una nueva
perspectiva del judicial  como servicio público,
indispensable  para  e l  desarro l lo  económico y
social del país, en la cual no se pongan por de-
lante viejas o nuevas leyes desfasadas para elu-
dir el proceso de cambio, donde el discurso de
la independencia judicial se llene del contenido
correcto -del derecho del ciudadano a tener un
juez imparcial-  y no solamente a un juez des-
vinculado de la necesidad de una justicia pron-
ta, además de cumplida; donde la transparencia
y el acceso a la justicia, justifiquen la confianza
del ciudadano en la administración de justicia;
donde los medios alternativos a la administra-
ción de justicia se potencien para todos los sec-
tores sociales en una filosofía de paz y partici-
pación ciudadana; donde la tecnología propicie
la información y el acceso; donde efectivamen-
te se abandonen los procedimientos escritos y
se l legue a una justicia sencilla y expedita, que
prote ja  los  derechos y  g arant ías  de todos los
ciudadanos.  aa aa a



IntroductionIntroductionIntroductionIntroductionIntroduction

T he fol lowing art ic le  is  based
on research presented in a Master of

Arts thesis from the University of Lethbridge in
southern Alber ta ,  Canada. I  conducted the
research on a  Blackfoot  Indian reser vat ion 1

observing a small sample of “circles” for young
people who admitted their  gui l t  to charges or
complaints brought forward by the justice system.
As well, I collected data from indepth interviews
with key players  in the c irc le  and just ice
experiences. The thesis describes the roles, format
and procedure of  justice circles (specifically those
employed within the cul ture of  the Blackfoot
people),  and examines the history of Canadian
mediat ion and vict im-offender pract ises  for
a l ternat ive just ice  genera l ly.  According to
interview data, the work also defines “Elder” and
“respect”, key components of  circle justice. In
def ining “community”,  th is  project  i s  able  to
determine the presence and degree of  community
within the observed justice circles. An exploration
the meaning of  community  a lso fac i l i tates  a
cr i t ique on the Aborig inal  community  and i ts
vulnerabil ity to the pressures of  the dominant
legal system in circle justice.

BackgroundBackgroundBackgroundBackgroundBackground

Circ le  just ice is  most  popular  in the
Northern and Western areas of  Canada, but is used
in var ious for ms for  Aborig inal  youth cases
involving the RCMP throughout the land. Why
circ les.  Severa l  recent  provincia l  inquir ies  in

Circle Justice in Canada:   Building    

Teresa Elder Hanlon B.A., M.A.Teresa Elder Hanlon B.A., M.A.Teresa Elder Hanlon B.A., M.A.Teresa Elder Hanlon B.A., M.A.Teresa Elder Hanlon B.A., M.A.

Canada into justice and indigenous peoples have
reported a failure, on the part of  the system, to
administer just ice to the First  Nations people
(Cawsey,  1991; Hamil ton and Sincla i r,  1991) .
Aboriginal people are a small percentage of  the
population yet make up the majority of inmates
in pr isons and penitent iar ies  especia l ly  in the
western provinces. Going to indigenous people
to learn about their methods of  conflict resolution
was an attempt on the part of some prosecutors
and judges to address this problem. The idea of
a supportive community present at the circle and
agreeing to assist an offender after the circle, was
likely seen by the dominant people as a viable
alternative to long term incarceration in serious
cases and a way of  avoiding harmful effects of
prison for young offenders.

DefinitionsDefinitionsDefinitionsDefinitionsDefinitions

The term “Sentencing Circle”, which has
been used in the Canadian media since the early
1990’s, must be differentiated from other circles
used on the reser ve,  both with and without
involvement from the justice system. The presence
of a judge,  and often a crown prosecutor and
defence at torney are  necessar y to sentence
someone in adult court. For the purposes of this
article, a judge is present in a sentencing circle
and the judge takes responsibility for the sentence
and decision (though the decision may be made
through discussion and ag reement with others
present) handed down to the guilty party. Should
there be an appeal ,  th is  sentence can be
overturned.

Teresa Elder Hanlon was born and raised in Alberta, Canada and now lives in
Lethbridge. Master degree in sociology. Specialized in alternative justice.



     and Breaking Community

Youth Justice Circles are held without the
presence of  a judge, but transcripts are kept and
conditions similar to a sentence are determined
for  the young offender.  A crown prosecutor
working with the case shares responsibility with
members of  the First Nation for closure on the
sentence. In cases where the conditions are not
met ,  the youth involved wi l l  go through the
regular court system.

I also observed a less formal justice circle
tr ig gered by a  for mal  compla int  to pol ice
regarding wrongdoing by a youth. There is no
transcript of  the proceedings, but a report; the
seating arrangements are less formal and there
are no time constraints on the decisions made.
Only local  authorit ies are involved. I  describe
these gather ings as  “Heal ing Justice Circ les” ,
modifying the term “healing circle” used by the
facilitator on the reserve.

In addit ion to def in ing c irc les  used for
justice, justice circles can be distinguished from
“healing circles”. Healing circle is a term used
loosely  by both the dominant society  and
Aboriginal peoples to refer to justice circles, but
for the purposes at  hand,  a  “heal ing c irc le”
describes a gathering which does not involve the
justice system. Although healing may take place
at a just ice circle ,  the motive and design of a
justice circle differs from a healing circle. In the
words of one interviewee who had experienced
both healing circles and justice circles:

A difference is, I think, the healing circle
that we work on, everybody individually works
on themselves. Or I see the difference where the

just ice  c i rc le,  there ’s  one indiv idual  that
everybody’s trying to help. And, but, the people
they also have to talk about themselves,  but I
don’t know if they do. In some cases they do; in
some cases they don’t (FL, 28/08/97) (Hanlon,
1999: 219).

The healing circle then is a shared exercise,
open to what individuals need to address that
day. The justice circle pinpoints a certain issue
of  wrongdoing to address that day. Some of  the
prominant differences between the two gatherings
can be generalized this way. Justice circles are:

1) goal oriented -a decision regarding the
outcome of  a  charge or  compla int  is  the end
result-; 2) instigated by a formal complaint or a
charge by police; 3) specifically focussed on the
problems of  one or two individuals; 4) recorded
in some way.

In contrast, healing circles are: 1) process
oriented; 2) instigated by a common need to be
with and share with others ;  3)  address ing
everyone present as someone who can give as
well as receive; 4) confidential and oral.

The fol lowing discuss ion is  not  an
examination of the healing circle, but the justice
circle.

The Nature of a Justice CircleThe Nature of a Justice CircleThe Nature of a Justice CircleThe Nature of a Justice CircleThe Nature of a Justice Circle

A small community hall is set up with fifteen
to thirty chairs in a circle. People who are sitting
around the room range in age from young to old,
male and female. The mood in the room seems
serious, and is not without occasional tearful



you want is there in that circle. And you go out
of  there and you come back and you feel warm,
you feel all people are there for you. You’re not
there only for yourself. There’s other people that
are there for you in that circle (FL, 28/08/97)
(ibid. :218).

A l though  the  speake r  f ee l s  tha t  “a l l
people are there for you” in a circle, within the
ju s t i c e  c i r c l e s  the re  i s  a  somewhat  h idden
presence which undermines and threatens this
feeling. That presence is expressed in the formal
statement read or presented orally at the circle
after the prayer. The police report indicates the
par t i c ipa t ion  o f  the  Canad i an  l ega l  s y s t em.
Although the actions of the wrongdoer lead to
the charges or complaint, prosecution and the
paperwork indicative of that prosecution propel
the  c i r c l e  in to  ac t ion .  As  such ,  Abor ig ina l
people are presented with a problem which is
de f ined  by  the  wes te r n  sy s t em and ,  a s  the
of fender ’s  communi t y,  a re  a sked  to  c rea t e  a
solution which can be approved by the western
system within a certain period of time. It is this
power to charge and overturn decisions which
under mines  the  bu i ld ing  o f  communi t y  and
thr ea t ens  to  b r eak  apa r t  the  t r us t  and
cooperation built  in the circle.

Theoretical Position on CommunityTheoretical Position on CommunityTheoretical Position on CommunityTheoretical Position on CommunityTheoretical Position on Community

¿In what  way can the dominant  power
undermine Aboriginal community in the justice
circle? The answer to this question begins with a
delineation of power within a community. John

expressions of  sorrow, but the air may also ripple with
unexpected laughter.

Init iated by an older person’s prayer and a
formal statement r egarding the situation at hand,
the people  in the r oom ar e speaking one at a t ime,
one after the other, in order ar ound the cir c le .
Sometimes the contribution is only a sentence or
two, often the person speaking goes on for f ive
minutes and occasionally an older person may
pr ovide the gr oup with an extensi ve nar rati ve of
f i f teen to twenty uninterrupted minutes f inishing
with the words: “That is all I have to say.”

When the meeting is over ( fr om one to
several hours later) ,  most partic ipants shake
hands with each other and/or brie f ly exchange
gr eet ings and good wishes . Tea, cof f ee,  or a l ight
meal may be served i f  the gathering was not
of f er ed hospital i ty earl ier ( ibid. :  1).

This scenario depicts the essence of a justice
circle experience as I observed it. The atmosphere
in the room is more difficult to describe. The two
aspects of the initiation of the circle, “prayer and a
formal statement” represent the spiritual roots of
the people and the formal dominant system which
presently rules their lives. In regard to the spiritual
aspect of the circle, a corporateness can be sensed
by some of the participants. The “good guy-bad
guy” sentiment is softened by a sense that “we are
all in this together”. One of the Elders I interviewed
describes the feeling below.

But this is the circle. In the circle, within
the circle, the best thing that could happen to
our community is by working in circles. Because
that way you’ve got support, you’ve got anything
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McKnight  in his  book A Careless Society:
Community and Its Counterf eits  draws on De
Tocqueville’s observations of  communities in the
USA in 1831 to describe three areas of  power in
regard communities and problem-solving.

First , they were g roups of  c i t izens who
decided they had the power to decide what was a
pr oblem. Second, they decided they had  t h e
pow er  t o  d e c id e  how to  so l v e  th e  pr ob l em.  Third,
they often decided that  they would themse lves
become the  key ac tors  in implement ing the
solution (McKnight, 1995: 117, emphasis added).

It is possible to analyze the justice circle
using De Tocqueville’s insights. In a justice circle,
the problem is decided first by the justice system.
Blackfoot people present this written problem to
participants in the circle asking the perpetrator
or host to speak first. The comments from each
circle member are verbal interpretations of  that
problem and effect ively redefine the s i tuat ion
from a Blackfoot perspective.  In other words,
ownership of  the problem is  assumed by the
justice circle as everyone considers and speaks
to the matter. Before the next step, there is an
opportunity for the victim to reveal yet another
s ide of  the s i tuat ion.  In the second round of
participation, solutions are brought forward to
solve the problem as it has been discussed and
redefined. Blackfoot people are “themselves . . .
key actors  in implement ing the solut ion” as
McKnight describes above. It appears from this
brief analysis that community has been achieved
in the process of  problem solving. When all are

in ag reement with the decis ions the plan is
recorded and implemented within a time line set
by the dominant system. The community which
has developed in the above scenario, however,
is in the eye of a hurricane.

From the outset, the problem was defined
and written up by the justice system according to
the Canadian code of  law.  Although the two
cul tures  may share some values  in  regard to
wrongdoing, the opportunity to assess a certain
action as wrongdoing is not in the hands of the
Blackfoot people,  but rests with the Canadian
just ice  system. The groundwork is  done by
policing staff  in accordance with a protocol set
up by the dominant culture. When the solutions
to these problems do not work,  the power to
reassess and revise the plan is taken from the
Aboriginal group and the matter returns to the
justice system which oversees the process. The
community work has been undermined and the
people of the justice circle left powerless.

Menno Boldt  (1993)  descr ibes this
phenomenon of  usurping power as  synthet ic
morality. The authority of  the circle is relinquished
by stipulations and rules set down by the powers
of  the dominant culture. When the power to see
the problem, devise a solution and implement a
plan remain with a g roup, the moral i ty  which
develops is what Boldt calls authentic. Difficulties
with the solut ion can then be tackled by the
or ig ina l  des igners  of  the plan, reta in ing the
integrity of the process and solution as shaped
by the circle. To move the problem or its solution
to the outside of this cultural way of seeing back
into the dominant society which first defined the



problem is to come out from the protection of
the hurricane eye and into the storm of  confusion
and helplessness .  (A s imi lar  sweep of  power
forcing the abandonment of the collective circle
decision in favour of a dominant system process
occurs when a sentence from a lower court judge’s
sentencing circle is appealed and overturned - a
further example of synthetic morality).

A major difficulty with circle justice according
to my research, then, is that agreements made in
good faith among Blackfoot people can and do fall
prey to the jaws of   the outside system. Just as the
system has the first say in determining which
problems will be brought the circle, that justice
system has the last word on whether the solution
was successful or not. The Blackfoot nations assume,
I believe, that values shared with western culture in
regard to wrongdoing open a pathway for accepting
problems handed over to them by that system. This
a leap of  trust and hope which threatens to falter on
a shakey foundation of synthetic morality. By a
refusal to relinquish full power, the dominant system
does not ultimately live up to the same degree of
trust in their gesture to share the problem. Even
when the individuals involved on both sides come
together in good faith, the system in place as law
undermines the creativity of  personal relationships
and solutions.

ConclusionConclusionConclusionConclusionConclusion

¿Is a workable circle experience under an
authentic morality possible? Yes. I s  i t  poss ible
under the current conditions of  cooperation with
the Canadian justice system? My answer is no.
The future for Aboriginal people is in building
true community which is not threatened by an
imbalance of  power. The work of  Joan Ryan in
northern Canada describes hope for change in a
northern village.  In Doing Things the Right Way:
Dene Traditional Justice in Lac La Martre, N.W.T.,
Ryan,  (1995)  documents  the format ion and
implementation of a justice committee which, after
some research and lengthy preparation take on
some test cases with youth. In person, Ryan has
mentioned situations in the north in which al l
youth cases (except for some most serious) are
referred by police to a justice committee. Charges
are not pending with the Canadian justice system
and the issue stays within the local  area from
beginning to end.

Self-government is an issue for Aboriginal
people in Canada which has yet to be resolved
with provincial  and federal  governments.  At a
grassroots level, the possibility exists for seeds
of  self-government to be sown. By identifying
and dealing with problems of wrongdoing without
involving the justice system, synthetic morality
can be avoided. The chal lenge is  t remendous
given the dependence of people on the system
as it now exists. Especially in cases of youth and
family reconciliation, circle mediation outside of
the justice system is a viable place to begin with
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4 Hamilton A.C., and C.M. Sinclair. 1991. Report
of the Aboriginal Justice Inquiry of Manitoba. The
Justice System and Aboriginal People. Winnipeg:
Public inquiry into the Administration of Justice
and Aboriginal People.

4 Hanlon, Teresa Elder. 1999. “Circle Justice: An
Ethnographic  Study” Master ’s  Thes is  for
Department of  Sociology,  Univers i ty  of
Lethbridge, Alberta, Canada.

4 McKnight ,  John. 1995. The Car eless Society:
Community and Its Counterfeits. New York: Basic
Books.

4 Ryan, Joan. 1995. Doing Things the Right Way:
Dene Traditional Justice in Lac La Martr e, N.W.T.
Calgary: University of  Calgary Press and The Arctic
Institute of  North America.

1  The Blackfoot Confederacy, a formerly nomadic people who subsisted for the
most part on the bison or American buffalo, are comprised of  several nations
sharing one language with several dialects. Many of  their ceremonies for decision
making exist still.

De Tocquville’s standards for building community.
The heal ing c irc le  is  an example of  authent ic
morality at work now on the reserve I visited.

Trained in circle dynamics with common
sense, forgiveness and a healthy understanding
of  responsibility, groups of  people may eventually
feel confidant in taking on the responsibility for
just ice  with their  own people.  Interest  based
mediat ion coupled with ancient  s tructures of
problem solving like the circle suggest a model
of  authent ic  moral i ty  and a  foundat ion for
building community in contemporary indigenous
settlements. a
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Nº  Sistemas Judiciales

El siguiente trabajo consiste en una compilación de datos sobre Capacitación Judicial y Escuelas
Judiciales en algunos países de América. Los mismos han sido elaborados sobre la base de la si-
guiente guía:

1. Formación de jueces en su país. Sistemas de capacitación.
Descripción genérica. Funcionamiento.
2. Los sistemas de capacitación y su vinculación con los sistemas de selección de jueces.
3. En qué medida están vinculadas las instituciones que se encargan de capacitar jueces con
otras agencias de formación como colegios de abogados, universidades, etc.
4. ¿Las instituciones de capacitación judicial capacitan sólo jueces o también a otros
operadores?
5. ¿Cómo identifican estas instituciones las necesidades de capacitación?
6. ¿Se hace algún tipo de seguimiento para evaluar el impacto que tiene la capacitación en el
cambio de las instituciones judiciales?

Esta guía fue remitida, a través de la Red Latinoamericana y del Caribe por la Democratización de
la Just ic ia  a  escuelas judic ia les,  organizaciones gubernamentales,  no gubernamentales,  jueces y
abogados que de algún modo se encuentran vinculados a la capacitación judicial en sus respecti-
vos países.

La diversidad de sistemas de capacitación adoptados por cada país e incluso las diferencias encon-
tradas en cada región, provincia o distrito -según la división política- y hacia el interior de cada
uno de e l los,  hacen que las  respuestas  e laboradas no s igan estr ictamente la  guía  or ig ina l .  No
obstante, los datos aportados por cada uno de los colaboradores constituyen elementos muy valio-
sos para conocer el estado general de la capacitación judicial en nuestro continente.

DDDDDOSSIEROSSIEROSSIEROSSIEROSSIER

Capacitación JudicialCapacitación JudicialCapacitación JudicialCapacitación JudicialCapacitación Judicial
en Américaen Américaen Américaen Américaen América



Nº Sistemas Judiciales

La Academia Judicial se creó por la Ley Nº 19.346
del 18 de Noviembre de 1994, como una corpora-
ción de derecho público, con personalidad jurídi-
ca y patrimonio propios,  sometida a la
supervigilancia de la Corte Suprema, cuyas finali-
dades son: la formación de postulantes al Escala-
fón Primario del Poder Judicial y el perfecciona-
miento de todos sus integrantes.

La Academia Judicial de Chile cuenta con un Pro-
grama de Formación de Jueces, destinado  a aque-
llos abogados que deseen incorporarse al Poder
Judicial. El objetivo del Programa de Formación
es desarrollar en sus alumnos los conocimientos,
destrezas y criterios necesarios para ejercer la pro-
fesión judicial, atendidas las especificidades y ca-
racterísticas propias de la misma, fortaleciendo, al
mismo tiempo, los principios que informan el dia-
rio quehacer en tribunales.

El Programa de Formación se estructura sobre la
base de talleres, seminarios, charlas y pasantías
residenciales en juzgados, todas ejecutadas con
objetivos, metodologías y sistemas de evaluación
previamente estudiados y diseñados por la Aca-
demia Judicial.

Los docentes del Programa de Formación son de-
signados por el Consejo Directivo de la Acade-
mia Judicial ,  el  cual ,  a f in de propiciar el  más
ampl io debate ,  invi ta  a  part ic ipar  a  equipos
interdisciplinarios, integrados fundamentalmen-
te por miembros del  Poder Judicial  y también
por abogados de ejercicio libre, académicos y pro-
fesionales de áreas distintas a la jurídica, con el
objeto de que los temas sean abordados desde
diversas perspectivas.

El Programa de Formación es gratuito, recibien-
do los alumnos todos los materiales y apuntes
de clases que se requieran. Además, los aboga-
dos ajenos al Poder Judicial gozan de un Beca
de Estudios mensual durante todo el tiempo que
dure e l  programa; en tanto, los abogados que
pertenecen al Poder Judicial tienen comisión de
servicio y pueden optar entre la Beca o su res-
pectiva remuneración.

La Academia Judicial de Chile cuenta con un Pro-
grama de Perfeccionamiento o Capacitación Con-
tinua destinado a todos los miembros del Poder
Judicial que necesitan, como en toda otra profe-
sión, seguir adquiriendo conocimientos y desa-
rrollar habilidades para desempeñar de mejor for-
ma su función. El Programa consiste básicamen-
te en un conjunto de cursos en las diversas áreas
temáticas que inciden en la labor jurisdiccional,
siendo sus objetivos fundamentales la actualiza-
ción y la profundización de los conocimientos y
habilidades necesarias para el adecuado desem-
peño de los cargos.

Para tales efectos, todos los miembros del Poder
Judicial, salvo los Ministros de la Corte Suprema,
deben postular cada año a actividades de perfec-
cionamiento por el número de horas que fije el
Consejo Direct ivo de la  Academia Judic ia l ,
postulación que resulta necesar ia a la  hora de
poder ser calificado en lista de mérito.

Para la selección de los docentes del Programa
de Perfeccionamiento, la Academia cuenta con
un sistema de fondos concursables, a los que pos-
tulan anualmente todas las personas jurídicas o
naturales interesadas en participar. Los concur-
sos son resueltos por jurados nombrados por el
Consejo Directivo de la Academia Judicial, quie-
nes adjudican los cursos a las postulaciones que
mejor cumplen los requerimientos de perfeccio-
namiento en cada área específ ica. Al respecto,
cabe destacar el importante papel que cumplen
los propios miembros del Poder Judicial  en la

          CCCCCHILEHILEHILEHILEHILE

Andrés MonteAndrés MonteAndrés MonteAndrés MonteAndrés Monte
Encargado de Proyectos de

la Academia Judicial Chilena.
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conformación de equipos docentes aportando sus
conocimientos y capacidad académica, validada
por su experiencia práctica en los tribunales.
De acuerdo con la legislación chilena, para ser
juez se requiere, entre otras condiciones, haber
aprobado e l  Programa de For mación para
Postulantes al Escalafón Primario del Poder Judi-
cial que imparte la Academia Judicial.

El Consejo Directivo, órgano superior de la Aca-
demia Judicial  de Chile,  está compuesto por 9
miembros entre los cuales se cuentan los siguien-
tes: un representante de las asociaciones gremia-
les de abogados existentes en el país y dos aca-
démicos con más de cinco años de docencia uni-
vers i tar ia ,  des ignados por e l  Pres idente de la
República, con acuerdo del Senado.

Si bien no existen convenios o vinculaciones per-
manentes con universidades para el  desarrol lo
de actividades de capacitación, éstas si pueden
presentarse a  las  l ic i tac iones del  fondo
concursable del Programa de Perfeccionamien-
to, en el cual normalmente una buena parte de
los cursos son adjudicados a universidades.

De Acuerdo con la ley que creó la Academia Ju-
dicial de Chile, su función consiste en capacitar
exclusivamente a miembros del Poder Judicial.

Para identificar las necesidades de capacitación
se utilizan diversos instrumentos, a saber: prime-
ro, Estudios y  Consul tor ías  encargadas
específicamente para tales efectos1,2; segundo, la opi-
nión experta de especialistas en las diversas áreas te-
máticas en las que se imparten cursos de capacitación;
tercero, las preferencias de capacitación manifestadas
por los funcionarios que asisten anualmente a los cur-
sos y, finalmente, la opinión de los miembros del Con-
sejo Directivo de la Academia Judicial en donde están
representados distintos ámbitos del quehacer jurídico.

Durante el año 1999, luego de 3 años de ejecu-
ción del Programa de Perfeccionamiento, se lici-
tó la realización de una Consultoría destinada a
evaluar el impacto de las actividades de perfec-
cionamiento desarrolladas por la Academia Judi-
cial en 2 regiones del país y proponer un mode-
lo para la medición de ese impacto en el futuro. aa aa a

1   Consultoría “Apoyo a la Implementación de la Academia Judic ial” ,  Tomo II,  Centro de Desar rollo Jurídico Judicial/

Corporación de Promoción Universitaria, Santiago, Octubre de 1995.

2   “Necesidades de Capaci tac ión de los Funcionarios de l  Poder Judic ial”  (Infor me a la Academia Judicial) ,  Cuaderno de

Análisis Jurídico Nº 37, Escuela de Derecho Universidad Diego Portales, Santiago, Chile, 1998.
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A Constituição da República de 5.10.1988 previu
a necessidade de uma formação integral do juiz
brasileiro, contemplando, em dois dispositivos,
a Escola da Magistratura.

As primeiras Escolas haviam surgido cerca de
vinte anos antes,  cr iadas pelas Associações de
Juízes. Só posteriormente foram acolhidas pelos
Tribunais.

República Federativa integrada por 27 Estados
(províncias) e contando com Justiça Estadual e
Justiça Federal, a organização judiciária brasileira
é complexa.

Hoje temos Escolas Judiciais em todas as unidades
da Federação,  ass im como Escolas  da Just iça
Federal e da Justiça Laboral.

Ainda não existe uma escola oficial de pr eparação
dos candidatos à Magistratura, conforme prevê a
Constituição e consta dos pleitos de inúmeros
ju ízes,  quando reunidos em congressos
associat ivos .  As Escolas  hoje  trabalham no
treinamento daquele que já passou pelo concurso
de provas e títulos e já foi nomeado juiz.

O s is tema de recrutamento é  um concurso
públ ico,  rea l izado pelos  Tr ibunais,  com a
part ic ipação de um advogado indicado pela
Ordem dos Advogados do Brasil em todas as suas
fases .  A capaci tação se dá somente depois  da
proclamação do resultado e do efetivo ingresso
do candidato aprovado na car re ira  da
Magistratura.

Tem sido eficiente esse treino posterior, que se
prolonga por quase toda a carreira. Inúmeros cursos,
seminários, reciclagens, especializações, na área
jurídica e em outras áreas, têm sido propiciados
aos juízes brasileiros. Até mesmo pós-graduação
reconhecida pelo Ministério da Educação é meta já
atingida por algumas das Escolas da Magistratura,
que gozam da mais ampla autonomia.
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A maior deficiência é não dispor o Judiciário de uma
Escola de Preparação à carreira, destinada a candidatos
ainda pretendentes a um cargo de juiz. Existem
iniciativas particulares e isoladas, mas a aprovação nesse
Curso de Preparação não é considerado condição para a
submissão ao concurso de ingresso.

Também não existe vinculação institucional entre
a Univers idade e a  Ordem dos Advogados do
Brasil na capacitação de juízes. Alguns convênios
são incipientes,  ainda insatisfatórios.  Pretende-
se estreitar esse contato, para que o futuro juiz
tenha acesso a um universo de conhecimentos
mais  amplo do que o suscet íve l  de v ir  a  ser
transmitido pelas Escolas Judiciais.

Ainda não ocorre um s is tema integ rado de
cooperação entre as várias atividades jurídicas –
Faculdade de Direito, Ordem dos Advogados do
Brasil, Instituto dos Advogados, Associação dos
Advogados, Ministério Público, Procuradorias,
Defensoria Geral, Polícia Civil e Polícia Militar –
para que todos igualmente pudessem usufruir dos
vários sistemas de capacitação.

Cada car reira, muito ciosa de sua autonomia e
especificidade, procura caminhar isoladamente,
mantido o mínimo de cordialidade institucional,
que não garante profícuo intercâmbio.

Nada obstante, todas as carreiras jurídicas estão
hoje conscientes,  no Brasi l ,  da importância da
capacitação de seus operadores. Uma sociedade
complexa e heterogênea, integrada ao mundo das
r edes  das  infovias ,  sofre  o impacto das
transformações ocorrentes  no denominado
primeiro mundo,  sem conseguir eliminar a iníqua
distr ibuição de renda, causadora de evidente
des igualdade socia l .  Isso rec lama operadores
jurídicos capazes de assegurar o efetivo acesso à
Just iça ,  não se sat isfazendo com o exerc íc io
formal de uma profissão jurídica.
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Existe consenso unânime sobre a necessidade de uma
capacitação consistente, não mais se confiando no
empirismo para o recrutamento de um profissional de
tamanha importância para a preservação e reforço da
frágil Democracia   latino-americana.

Ressa lvadas a lgumas pesquisas  rea l izadas por
organizações não governamentais - ONGs -, ainda
não dispõe o Bras i l  de aval iação completa  e
confiável  sobre o impacto da capaci tação no
contínuo processo de mudança das instituições
judiciais ,  embora se intua com seu inequívoco
reflexo na sensibilização da consciência dos seus
integrantes. aa aa a

La coexistencia  en Argent ina de dos s is temas
jurisdiccionales diferentes –el nacional y el que
corresponde a cada provincia-, derivados de la
adopción del régimen federal de gobierno, de-
termina la variedad de situaciones que presenta
el panorama de la capacitación judicial y los nu-
merosos Inst i tutos y Escuelas existentes en el
territorio.

Los siguientes datos,  en su gran mayoría apor-
tados  por  los  Dres.  R .  Ber izonce y  F.  Fuc i to
en  s u  r e c i en t e  l i b ro,  “Los  Re cu r s o s  Humanos
en  e l  Pod e r  Jud i c i a l ” ,  d an  cu en t a  d e  l a  an t e -
r ior  af irmación:

La provincias de Tierra del Fuego, Catamarca y
Jujuy, no tienen Escuela Judicial.
No funcionan actualmente las  escuelas  de las
provincias de Santa Cruz ni La Rioja,  y en las
provincias de San Luis y Misiones recién se están
organizando.
Sólo seis provincias contemplan estos institutos
en sus const i tuc iones :  Catamarca ,  Córdoba,
Chubut, Río Negro, San Luis y Santiago del Este-
ro y las insertan en sus Tribunales Superiores de
Justicia.
El resto de las provincias que incorporan esta
institución, no lo hacen en sus Cartas Magnas.
En el marco de la Constitución Nacional refor-
mada en 1994, lo atinente a la capacitación de
los miembros del  Poder Judic ia l  nacional ,  es
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materia que incumbe al Consejo de la Magistratura que
aquella instituye. La Ley del Consejo de la Magistratu-
ra (t.o. leyes 24.937 7 24.939) divide a este organismo
en cuatro comisiones. Una de ellas es la de Selección y
Escuela Judicial. Actualmente, dicha Comisión se en-
cuentra en proceso de organización de la Escuela Ju-
dicial. Vale aclarar que la concurrencia a la Escuela
Judicial no será obligatoria para el ingreso o para ser
promovidos.

No obstante esta diversidad, podemos encontrar
denominadores comunes que posibi l i tan carac-
terizar, en términos generales, la situación de la
capacitación judicial en el país:

Todos los Institutos o Escuelas en funcionamien-
to se encuentran bajo la órbita del Poder Judi-
cial , dependiendo de los Tribunales Superiores
de Justicia.

A pesar de reconocer la necesidad e importancia
-e incluso de estar sugerido en muchas de las
normas de creación de las Escuelas Judiciales-,
en ningún caso se exige acreditar una capacita-
ción particular –más allá de la formación univer-
sitaria en Derecho- para ingresar a la magistratu-
ra, ni durante el ejercicio del cargo. De esto re-
sulta que no existe en el  país una vinculación
formal entre el sistema de capacitación judicial,
el proceso de selección y la Carrera Judicial.
Más allá de la abundante oferta de capacitación exis-
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tente, lo cierto es que hasta el momento la formación
académica -y mucho menos la calidad y seriedad de las
agencias que la proporcionan- es considerada una va-
riable importante a la hora de seleccionar postulantes
o decidir promociones al interior del Poder Judicial.

En términos generales, la conducción de los ám-
bitos de capacitación está a cargo de un Conse-
jo Académico u honorario o asesor (de acuerdo
con las dist intas denominaciones encontradas)
y un director ejecutivo. En muchos casos, la es-
tructura se completa con comisiones encarga-
das de detectar necesidades, de planificación, y
de docencia .
La tendencia es que este ámbito de formación
es té  conduc ido  por  in teg ran tes  de  l a  mag i s -
t ra tura .
En su gran mayoría, las Escuelas Judiciales están
destinadas a la formación y perfeccionamiento,
no sólo de los jueces, sino también de funciona-
rios y empleados.

Desde el punto de vista metodológico, adhieren
a las formas act ivas de enseñanza-aprendizaje,
priorizando contenidos que se vinculen estrecha-
mente con la práctica laboral.

El plantel docente lo conforman magistrados y
funcionarios en actividad y retirados. Oportuna-
mente, se convoca también a profesionales de otras
especialidades de reconocida idoneidad y trayec-
toria. Cabe destacar aquí que a pesar de propen-
der a una capacitación práctica, el dictado de con-
ferencias a cargo de destacados académicos na-
cionales y extranjeros es una oferta vigente -y en
algunos casos exagerada- en las propuestas de
capacitación de las Escuelas Judiciales.

Algunas Escuelas elaboran su oferta de capacita-
ción a partir de la instrumentación de cuestiona-
rios que releven necesidades. El resultado de esta
práctica permite el diseño de los programas de
capacitación.
En materia de evaluación, seguimiento e impac-
to de la capacitación no se observa en la Argen-

tina un desarrollo adecuado. La práctica habitual es la
encuesta de opinión de los participantes respecto de las acti-
vidades a las que asisten. Más allá de esto, no se
instrumentan mecanismos que permitan valorar la
transferencia de los aprendizajes a la práctica laboral
diaria.
La participación en los cursos es optativa y no se
califica a los participantes. El requisito de apro-
bación está dado por el cumplimiento del por-
centaje de asistencia requerido.

Se observa una progresiva tendencia de estos ám-
bitos, a establecer acuerdos y convenios con ins-
t i tuciones af ines ,  de manera de enr iquecer  su
oferta académica y ampliar su campo de acción.
Ultimamente se puede apreciar una mayor aper-
tura y relación de estos centros con otras agen-
cias.  Sólo a modo de ejemplo mencionamos el
Instituto para la Formación y Perfeccionamiento
de Magistrados y Funcionarios Judiciales de la
Provincia de Río Negro, cuyo Comité Honorario
está integrado por un representante de los Cole-
gios de Abogados, del Colegio de Magistrados y
Funcionarios y de la Facultad de Derecho y Cien-
c ias  Socia les  de la  Univers idad Nacional  del
Comahue.

Vale destacar que, al margen de lo que en mayor
o menor medida aportan las Escuelas Judiciales
para la capacitación de la magistratura, actual-
mente se cuenta también con una nutrida oferta
de formación y perfeccionamiento proveniente
de ámbitos universitarios, organizaciones no gu-
bernamentales  y  otras  asociac iones y  centros
educativos vinculados al área de justicia. A modo
de ejemplo mencionamos la labor que en esta
mater ia  v iene desarrol lando la  Asociac ión de
Magistrados y Funcionarios de la Justicia Nacio-
nal y Federal.

Otro dato que resulta significativo con respecto
a la capacitación de los operadores de justicia es
la progresiva tendencia a crear institutos o uni-
dades particularmente destinados a los integran-
tes de las distintas agencias del sector: Ministerio
Público Fiscal, Defensa Pública. Un ejemplo en
este sentido es el Centro de Estudios para la De-
fensa Pública (CEDEP), creado recientemente en
la provincia de Buenos Aires. aa aa a



Nº  Sistemas Judiciales

CCCCCOSTAOSTAOSTAOSTAOSTA R R R R RICAICAICAICAICA

Alfredo ChirinoAlfredo ChirinoAlfredo ChirinoAlfredo ChirinoAlfredo Chirino
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En Costa Rica, la formación de administradores de
Justicia se encuentra a cargo de la Escuela Judicial. Esta,
es parte del Poder Judicial y de él recibe su presupues-
to general anual.

Tradicionalmente, la capacitación dirigida a los
jueces de la república se había realizado mediante
una serie de cursos de perfeccionamiento y/o ac-
tualización impartidos de manera presencial du-
rante varios días en las instalaciones centrales de
la Escuela o bien en sus Centros Regionales.

En los últimos años, se han implementado mo-
dalidades diversas de capacitación como lo es la
modalidad a distancia y la por nosotros denomi-
nada modalidad “tutorial”. Esta última significa
que los participantes realizan una serie de estu-
dios en sus despachos o casas de habitación y
as is ten regularmente a  una c lase teór ica
participativa donde se analizan los temas estu-
diados y se introducen temáticas nuevas (se di-
ferencia de la modalidad a distancia pues en ésta
la asistencia a la tutorías no es obligatoria y en
las mismas únicamente se resuelven dudas del
estudiantado).

Se debe hacer una breve descripción de cada sis-
tema para después expl icar  cómo han venido
desarrollándose las relaciones entre ambos.

El sistema de selección de jueces fue introducido
a través de la reforma del Estatuto de Servicio
Judicial mediante Ley N°7338 del 5 de mayo de
1993, en la que se incluyó el Capítulo XIII titula-
do “Nombramiento de los Funcionarios que Ad-
ministran Justicia” más conocida como Ley de
Carrera Judicial.

En esta ley se crea el Consejo de la Judicatura,
que será el órgano encargado de diseñar las re-
glas de los distintos concursos para integrar las
plazas de jueces, vía reglamento se crea un órga-
no ejecutor de las decisiones de dicho Consejo
de la  Judicatura denominada Unidad
Interdiscipl inar ia  adscr i ta  a l  Departamento de

Personal del Poder Judicial y que se encuentra integra-
da por profesionales de diversas áreas, como medici-
na, psicología y administración de recursos humanos.

El sistema de selección de jueces desarrollado recien-
temente en Costa Rica tiene una naturaleza eminente-
mente de selección de recursos humanos que se desa-
rrolla en dos etapas:

1era ETAPA: Los oferentes a los distintos concur-
sos deben real izar pruebas médicas,  sociológi-
cas, psicológicas y entrevistas con funcionarios
de alto rango del Poder Judicial .  Los oferentes
que logren pasar satisfactoriamente estas prue-
bas son los que realizarán la segunda etapa.

2da ETAPA: Los oferentes elegidos en la primera
etapa son sometidos a un examen específico en
la materia o materias objeto del concurso res-
pectivo. Además, se toman en cuenta para la nota
final factores de carrera profesional como: gra-
dos académicos,  cursos de capacitación, expe-
riencia en el puesto, investigaciones o publica-
ciones, experiencia en organismos internaciona-
les y experiencia docente.

Los oferentes que obtengan las mejores califica-
ciones integrarán las listas de elegibles que ana-
lizan el Consejo Superior o la Corte Plena.

Es importante aclarar que el sistema de Carrera
Judicial no introduce como un factor a valorar
dentro de la cal if icación f inal , que el  oferente
participe en un curso de capacitación previo.

Además, la misma Ley de Carrera Judicial per-
mite que el Consejo de la Judicatura le solicite
a la Escuela Judicial y dentro de las posibilida-
des de ésta,  la real ización de cursos para pre-
parar a los oferentes para la aplicación del exa-
men específ ico.
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La Escuela Judicial formalmente nunca ha tenido
un programa de formación inicial de jueces, de-
bido a que había existido una concentración a la
capacitación en el servicio. Es precisamente con
la introducción de la Ley de Carrera Judicial que
la Escuela Judicial ha venido trabajando en ese
sentido, y proyectando una serie de actividades
conducentes a poner en marcha un programa en
esta materia.

Gracias al respaldo económico de un préstamo
del Banco Interamericano de Desarrollo estamos
impulsando un Programa de Formación inicial que
esperamos que sea, en primer lugar, un filtro de
inicio para los postulantes a la judicatura y, en
segundo lugar, un instrumento para alcanzar un
proceso permanente de discusión, crítica y me-
jora del perfil de los jueces de Costa Rica.

Es importante tomar en cuenta que en Costa Rica
la puesta en práctica de la Ley de Carrera Judi-
cial es muy reciente y que lo único que la Escue-
la ha realizado son conferencias preparatorias a
los exámenes específicos durante los años 1999
y 2000.

Debido a su reciente existencia, los sistemas de
Carrera Judicial no han tenido relación directa
con los sistemas de capacitación de jueces.

Lo que existe actualmente es una colaboración
entre la Escuela Judicial y el Consejo de la Judi-
catura. Esta colaboración no es obligatoria para
la Escuela Judicial.

Durante años, la Escuela Judicial se encargó de
la capacitación de todos los funcionarios del Po-
der Judicial (jueces, fiscales, defensores, auxilia-
res judiciales,  personal administrativo y policía
judicial). En la actualidad, los procesos de rees-
tructuración de las actividades de capacitación
tienden a desconcentrar la capacitación de cier-
tos sectores y encomendar tan importante labor
a unidades específicas, siempre bajo la supervi-
sión del Consejo Directivo de la Escuela Judicial.

Es en ese sentido se han ido creando las Unida-
des de Capacitación del Ministerio Público, de la
Defensa Pública y del Sector Administrativo. Es-
tas  se  encuentran ubicadas en la  estructura
organizativa del sector al cual representan, pero
sus políticas de capacitación deben ser avaladas
por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial.

Por otro lado, existe desde hace muchos años la
Unidad de Capacitación del OIJ (Policía Judicial),
la cual coordina todo lo referente a la formación
y capacitación continua de la policía represiva,
que se encuentra dentro del Poder Judicial. Sin
embargo, dicha Unidad se ubica dentro de la es-
tructura organizativa de la Escuela Judicial.

El proceso de identificación de las necesidades
de capacitación de jueces reviste especial impor-
tancia pues es gracias a éste que se puede coadyu-
var al sistema de administración de justicia me-
diante una adecuada formación adaptada a las
necesidades reales de quienes desempeñan tan
importante función.

La Escuela Judicial ha reconocido el valor de una
correcta y oportuna identificación de necesida-
des y ha integrado dentro de su sistema el análi-
sis de diagnósticos de necesidades de capacita-
ción elaborados hace dos años y que se espera
prontamente actualizar. De igual manera, la Di-
rección de la Escuela Judicial cuenta con el ase-
soramiento experto de Jueces Superiores de las
distintas jurisdicciones.

Cabe agregar que dentro de todo el proceso de
identif icación de necesidades,  juegan un papel
fundamental los integrantes del Consejo Directi-
vo de la Escuela Judicial, ya que el mismo está
conformado por representantes de todos los sec-
tores del Poder Judicial y éstos enriquecen los
procesos de diagnóstico de las necesidades de
capacitación con las experiencias cotidianas de
su función.

No hay que dejar de lado el gran valor que en-
cierran las innumerables sugerencias y peticio-
nes de capacitación que envían los distintos fun-
cionarios a esta Escuela. aa aa a
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La Constitución del año 1965 mencionaba expresa-
mente a la Escuela Judicial como instrumento y herra-
mienta para la selección, formación y capacitación de
jueces y magistrados.

Sin embargo, recién en el año 1980 se promulgó
la Ley de Carrera Judicial, aprobada por Decreto de la
Junta Militar (Decreto nro. 953). Esta ley no fue apli-
cada inmediatamente.

Posteriormente, en la Constitución de 1982, -vi-
gente hasta ahora-, aunque se eliminó la referen-
cia a la Escuela Judicial ,  se estableció expresa-
mente la regulación legal de la Carrera Judicial.
Textualmente,  e l  Ar t . 309 dice en su segundo
pár rafo :  “(. . . )  La ley r egulará la car r era judicial
y lo conducente para asegurar la idoneidad, es-
tabil idad e independencia de los jueces. . .”. No
fue sino hasta el año 1987 que la Ley de Carrera
Judicial fue reglamentada mediante un Acuerdo
de la Corte Suprema de Justicia. Recién allí co-
menzó a ser aplicada.

Esta ley crea en su Art. 6 el  Consejo de la Carre-
ra Judicial, y el Reglamento Interno de dicho ór-
gano establece que tendrá como función esen-
cial, auxiliar al régimen de la Carrera Judicial en
lo referente a la política de administración, y re-
solver en su respectiva instancia, los conf lictos
que se presenten por la aplicación de la Ley de
Carrera Judicial y sus reglamentos.

En materia de capacitación judicial ,  el  Art.  36
de la Ley dice que el Consejo organizará por sí
cursos de capacitación técnica judicial y esta ley
le atribuye también al Consejo la potestad dis-
crecional de exigir como requisito adicional para
el ingreso a la Carrera Judicial, o al servicio, y
para  e l  ascenso,  l a  prosecuc ión y  aprobac ión
de los mismos. Lo faculta además para patroci-
nar estudios especiales, fuera y dentro del país,
con reconocimiento de toda la asignación o parte
de e l la .

Además, en su Art. 34 establece la creación de la
Escuela Judicial, que tiene la finalidad de capaci-
tar en forma especializada a los funcionarios y
empleados, tanto a fines de formar a ingresantes
al  Sistema Judicial  (Formación Inicial)  como a
los jueces y magistrados en funciones (Forma-
ción Continuada). Además, se contempla que para
el ingreso al servicio y a la carrera, promoción y
ascensos, la Escuela deberá impartir cursos en
las distintas secciones del país, dentro de las dis-
tintas ramas del derecho.

La Escuela Judicial estará a cargo de un director
nombrado por la Corte Suprema de Justicia (Art.
46 del Reglamento de la Ley). Es su función, en
coordinación con la Dirección de Administración
de Personal, elaborar un plan anual de capacita-
ción, debiendo contener un cronograma de ac-
tividades, e identificar la población destinataria,
objetivos, contenidos de materias y otros elemen-
tos (Art.48 del Reglamento de la Ley).

La relación entre estos dos órganos -El Consejo y
la Escuela Judicial-, está definida en el Art. 43
del Reglamento de la Ley de Carrera Judicial que
dice “La Escuela Judicial será orientada por el
Consejo de la Car r era Judicial . . .”.

Lo cierto es que el Consejo nunca ha ejercido
cabalmente sus atribuciones en materia de capa-
citación, ni su función orientadora en relación
con la Escuela Judicial, que si bien es cierto que
ha tenido una actividad bastante abundante en
materia de capacitación, la misma se ha concen-
trado mayormente en materia procesal  penal y
sólo dirigida a Jueces de Letras, Magistrados y
Defensores Públicos y, en muy pocas oportuni-
dades, a los Jueces de Paz.
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Prácticamente, no se ha desarrol lado capacita-
ción en otras áreas del derecho y, en ningún caso
la capacitación ha alcanzado a los auxiliares de
los tribunales, aún cuando la Ley así lo estable-
ce. Es importante destacar que esta capacitación
no ha tenido incidencia alguna en el régimen de
ing reso,  promoción y ascenso, como se prevé
normativamente.

En materia de formación inicial, sólo en el año
de 1993 fue impartido un curso de una semana
de  durac ión para  aque l los  se lecc ionados  me-
diante  exámenes  de opos ic ión para  ocupar  e l
cargo de Jueces de Letras. Es preciso aclarar que,
aunque la Ley establece las pruebas de idonei-
dad mediante exámenes o concurso, no han sido
la reg la  ni  un requis i to excluyente para e l  in-
g reso a l  s is tema de administrac ión de just ic ia
en Honduras.

Históricamente, la Escuela Judicial no ha mante-
nido vínculos con otras agencias de capacitación
y formación. En los últimos tres años ha tenido
lugar la celebración de convenios con el Colegio
de Abogados y el Ministerio Público, suscritos
en el marco del proceso de reforma del sistema
de administración de justicia penal.

No existe, en el ámbito de la Escuela  Judicial,
ningún sistema de identificación de prioridades
y necesidades en materia de capacitación judi-
cial. Tampoco se han establecido mecanismos de
consulta  procurando saber cuáles son, a juicio
de los sectores objeto de capacitación, las nece-
sidades más urgentes en la materia.

No se han contemplado formas para determinar
el impacto de la capacitación, ni se da seguimien-
to. Aún cuando fueran previstos tales mecanis-
mos, la eficacia de los mismos está subordinada
a la falta de estabilidad de los funcionarios judi-
ciales que impide dar seguimiento, pues la dura-
ción en el cargo judicial es la mayor, coincidente
con los cambios de autoridades polít icas de la
República que se producen cada cuatro años.

Según el proyecto de reforma a la Ley de Carrera
Judicial, el actual Consejo de la Carrera Judicial
será reemplazado por un Consejo de la Judicatu-
ra, conformado por el Presidente de la Corte Su-
prema, dos magistrados de la Corte Suprema y
dos magistrados de Corte de Apelaciones.

Se contempla con mayor claridad que será ese
nuevo Consejo de la Judicatura quien tendrá a
su cargo la dirección de la Car rera Judicial ,  la
Escuela Judicial y la Inspectoría de Tribunales.

Es notorio que la integración de este Consejo no
es amplia, pues no incluye en su conformación
ni a miembros de todas las instancias del Poder
Judicial , ni a representantes de organismos ex-
ternos, lo cual dotaría de mayor transparencia a
su actividad.

En cuanto al  cómputo de cursos y actividades
de capaci tac ión rea l izados por  funcionar ios  y
empleados del sector justicia, se modifica el ca-
rácter meramente facultativo de las autoridades,
a  f in  de  contemplar  ta les  ac t iv idades  para  e l
ingreso, ascenso y promoción dentro de la Ca-
r re ra  Jud ic i a l ,  e s t ab lec i éndose  expresamente
que los mismos deberán ser tenidos en cuenta
a tales fines.  aa aa a
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Gladys Virginia Guevara PuentesGladys Virginia Guevara PuentesGladys Virginia Guevara PuentesGladys Virginia Guevara PuentesGladys Virginia Guevara Puentes
Directora de la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla.

La Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” es el órga-
no responsable de la formación y capacitación de ma-
gistrados, jueces y empleados de la Rama Judicial 1 y
de las personas que aspiran a ingresar a la misma o
que en ejercicio de su profesión u oficio, colaboran
con ella. Integrada originariamente en el Ministerio de
Justicia, desde 1998 es parte del Consejo Superior de
la Judicatura, institución creada por la Constitución
de 1991, a la cual, entre otras materias, se le encargó la
administración de la Carrera Judicial y la elaboración
de listas de candidatos para la designación de funcio-
narios judiciales. Concretamente, la Escuela Judicial es
una unidad administrativa del Consejo Superior de la
Judicatura, adscrita a su Sala Administrativa, cuya or-
ganización y funcionamiento se reglamentó mediante
el acuerdo Nº 800 del año 2000.

La Escuela Judicial tiene como objetivo general
integrar un sistema de aprendizaje para la Rama
Judicial -excepción hecha de la Fiscalía General
de la Nación- que, inspirado en los principios
constitucionales y atendiendo la dinámica social,
genere, difunda y evalúe los conocimientos ne-
cesarios para la adecuada prestación del servicio
a través de procesos de investigación, educati-
vos, pedagógicos y tecnológicos, con la coope-
rac ión y  a l ianzas estratégicas  con org anismos
nacionales e internacionales.

La labor de formación y capacitación que cum-
ple la  Escuela está or ientada por e l  respeto a
l a  i ndependenc i a  de l  j uez ,  un  ca r ác t e r  i n t e -
g ra l  y  s is temático de la  for mación,  la  par t ic i -
pación de la judicatura,  el  mejoramiento de la
administración de justicia y el cubrimiento na-
c ional ,  bás icamente en tres  escenar ios :  e l  l la -
mado Sistema Jurídico Nacional,  integrado por
l o s  m ag i s t r ados ,  j u e c e s  y  emp l e ados  de  l a s
cortes, tribunales y juzgados; la Jurisdicción de la
Paz y las Jurisdicciones Indígenas; asimismo, res-

pecto de quienes aspiran ingresar o colaboran con
la Rama Judicial.

Durante e l  segundo semestre del  año 2000 se
abordaron cuatro acciones estratégicas, con el fin de
ofrecer a los administradores de justicia y a los em-
pleados que les prestan apoyo, programas de forma-
ción y capacitación  que respondan al mejoramiento
en la prestación del servicio:

- Diseño y puesta en marcha del Plan de
- Formación y Capacitación 2000 – 2001
- Consolidación de la Red de Formadores
- Desarrollo de Investigaciones Académicas
  Aplicadas
- Fortalecimiento Institucional de la Escuela
  Judicial

El Plan de Formación y Capacitación se elaboró
con base en el diagnóstico de necesidades efec-
tuado a partir de distintas fuentes, entre éstas,
encuestas a los servidores judiciales y a los usua-
rios, comités de funcionarios de las distintas zo-
nas del país, investigaciones aplicadas sobre ac-
ceso a la justicia, resultado de las calificaciones
de desempeño que periódicamente se realizan a
los servidores de la Rama Judicial y de las visitas
a los despachos judiciales. Igualmente, se anali-
zaron experiencias de otras Escuelas Judiciales.

El  p lan comprende las  Areas de For mación y
de Capacitación. La primera se refiere a aque-
l los  pr inc ipios,  va lores,  estructuras  de pensa-
miento y  conceptos fundamenta les  que,  en e l
proceso de selección por el sistema de Car rera
Jud ic i a l  o  como requ i s i to  prev io  a l  e j e rc i c io
judicial , debe interiorizar el servidor, cualquie-
ra que sea la  jur isdicción o especia l idad en la
que se  desempeñe.  En la  segunda,  se  ofrecen
a l  s e rv idor  p rogramas  o r i en t ados  a  l a

1   La Rama Judicial colombiana está integrada por las jurisdicciones constitucional, ordinaria, contencioso administrativa y disciplinaria, con cuatro

altas cortes: Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia, Consejo de Estado y Consejo Superior de la Judicatura, 52 tribunales y 3.600 juzgados

para un total de 20.500 servidores. Así mismo, por las jurisdicciones especiales de Paz e Indígenas. La Fiscalía General de la Nación también forma

parte de esta rama pero está dotada de autonomía administrativa y financiera.
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profundización y actualización en las materias de
competencia del respectivo despacho, los cuales se
caracterizan por un alto grado de flexibilidad que
les permite evolucionar rápidamente de tal manera
que, a partir de la evaluación y priorización perma-
nentes, la programación se ajuste anualmente en
función de las necesidades de la Rama. En conjun-
to, la Escuela está desarrollando 32 programas aca-
démicos.

El esquema se complementa con líneas de inves-
tigación aplicada desarrolladas directamente por
la Escuela o por otras unidades del Consejo. Cabe
mencionar que actualmente la Escuela desarrolla
en convenio con la Universidad de Los Andes el
proyecto sobre las causas de revocatoria de las
sentencias en las distintas jurisdicciones y espe-
cialidades, y con la Universidad Sergio Arboleda,
el diseño e implantación de un modelo de eva-
luación del impacto de las actividades de forma-
ción y capacitación.

La actividad de la Escuela en la judicatura co-
lombiana se orienta a la creación de espacios de
reflexión en los cuales todos los servidores judi-
ciales construyen el conocimiento a partir de se-
siones de discusión realizadas en talleres dirigi-
dos e integrados, para una mayor eficacia,  por
un número reducido de par t ic ipantes  quienes
exponen las posibles soluciones a casos que se
identifican con la problemática que sobre el res-
pectivo tema se presenta en la práctica judicial.
Al efecto, se elaboran y distribuyen previamente
documentos de trabajo que abordan de una ma-
nera dinámica aspectos teóricos y prácticos, com-
plementados con c i tas  sobre jur isprudencia  y
doctrina nacional e internacional. Se ha proyec-
tado reforzar los mecanismos de difusión median-
te la utilización, como lo vienen haciendo otras
instituciones educativas, de herramientas tecno-
lógicas  que per mitan la  creac ión de campus
virtuales.

En este  esquema cuyo énfas is  está  en e l
autoaprendizaje, resulta de vital importancia la
formación de los magistrados y jueces que, orientados
por su conocimiento del tema y su compromiso con
la Rama Judicial e integrados en una red que adminis-
tra la Escuela, están dispuestos a asumir la responsa-
bilidad de facilitar el proceso de aprendizaje de sus
pares, sin separarse del ejercicio de sus funciones judi-
ciales.

Como en otros países latinoamericanos, el siste-
ma está fundamentado en la participación indis-
pensable -aunque en nuestro caso, no excluyen-
te- de los magistrados, jueces y empleados a tra-
vés de Comités de Necesidades, de Planificación
y Docencia y Autoevaluación integrados por la
Escuela  Judic ia l  mediante una convocator ia
personalizada a todos y cada uno de los magis-
trados y jueces, quienes voluntaria y activamen-
te intervienen en todas las etapas del proceso.

La Escuela  funciona en un esquema
desconcentrado en el cual, con una sencilla es-
tructura central, se soporta regionalmente en gru-
pos de apoyo integrados por los presidentes de
los Consejos Seccionales de la Judicatura, de los
Tribunales Superiores y Administrativos y las Di-
recciones Seccionales de Administración Judicial,
con la participación de los representantes de los
Colegios de Jueces y  asociaciones de abogados.  aa aa a
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La Constitución de Panamá no hace referencia a nin-
gún sistema específico de capacitación para los fun-
cionarios, magistrados o aspirantes al Poder Judicial.
Sin embargo, en el artículo 300 se hace referencia a la
creación de carreras dentro de los Servicio Públicos
entre las que se encuentra la Carrera Judicial. Este ar-
tículo señala que la ley deberá regular su estructura y
organización.

La Constitución también prevé, en sus artículos
198 al 228, pautas relacionadas con el nombra-
miento de jueces, magistrados y personal subal-
terno, “... de acuerdo a las normas de la carrera
judicial”, esto es, según lo dispuesto en el Códi-
go Judicial. En 1991, la Corte Suprema aprobó el
Reglamento de Carrera Judicial por medio del cual
se regula su estructura y organización.

Este Reglamento crea un sistema de selección,
evaluación y nombramiento sobre la base de co-
nocimientos, experiencias, méritos y capacidades.

La Escuela Judicial fue creada el 11 de enero de
1993 como parte del Proyecto para el  Mejora-
miento de la Administración de Justicia auspi-
ciado por la Agencia Internacional para el De-
sarrollo (A.I.D.). Esta unidad administrativa está
reg lamentada por e l  ar t ículo 2624 del  Código
Judicial .

No es excluyente el haber participado de los pro-
g ramas de la Escuela para acceder a la Carrera
Judicial. Participar de los programas de capacita-
ción que el la impar te permite a los aspirantes
acumular méritos para ing resar a la Car rera al
igual que la par ticipación en cursos, conferen-
cias y seminarios dictados por distintas asocia-
ciones gremiales. Pero, debemos tener en cuenta
que la Escuela Judicial es un órgano del Poder
Judicial y que contempla expresamente entre sus
propósitos la formación de abogados que aspi-
ren a ingresar a la Carrera Judicial (artículo 38°
del Reglamento de la Escuela Judicial).

PPPPPANAMÁANAMÁANAMÁANAMÁANAMÁ

Roxana LemkinRoxana LemkinRoxana LemkinRoxana LemkinRoxana Lemkin
Grupo de apoyo de Sistemas Judiciales en Argentina.

Los cursos de la Escuela no están dirigidos exclusi-
vamente a la formación de jueces sino también, tal
como está contemplado en el artículo 1 del Regla-
mento “(...) la formación integral de todo el perso-
nal de la administración de justicia, comprendiendo
el órgano judicial y el Ministerio Público.”

Los mismos se centralizan en seis campos de ac-
ción, a saber:  cursos de inducción, seminarios
de especial ización para jueces y magistrados y
otros funcionarios judiciales, capacitación sobre
técnicas de redacción a todos los niveles, desa-
rrollo en el área de la investigación, la capacita-
ción in situ, reestructuración del área biblioteca-
ria y educación a la comunidad legalista a través
de la difusión de conferencias, foros, etc.

El programa teórico-práctico al que son someti-
dos los funcionarios tiene como resultado que el
personal instruido esté capacitado para realizar
investigaciones y para editar publicaciones con
las universidades, mejorando cualitativamente la
calidad de los funcionarios en relación a su rol.

El decreto que crea la Escuela Judicial de Pana-
má en las disposiciones finales hace referencia a
la participación de otros países e instituciones
para el mejoramiento de capacitación que se les
pueda brindar a los miembros de la comunidad.
A estos efectos, Panamá realizó diferentes con-
venios:

1- Convenio para la Educación de los Jueces
y Servidores Judiciales. Fue auspiciado por el
Fondo Fiduciario de España y por el Consejo
General del Poder Judicial de España. (1997-
98-99)
2- Convenio de Cooperación y Asistencia Téc-
nica entre el Órgano Judicial y la Universidad
Santa María la Antigua –Panamá. (1996)
3- Convenio de Cooperación y Asistencia Téc-
nica entre el Órgano Judicial y la Universidad
Especializada de las Américas (1998)
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4- Convenio de Cooperación y  Asistencia
Técnica entre el Órgano Judicial y la Univer-
sidad Latinoamericana de Ciencia y Tecnolo-
gía (1998)
5- Convenio de Cooperación para la puesta
en ejecución en el Órgano Judicial de la prác-
tica profesional como opción para obtener el
grado de licenciatura en Derecho y Ciencias
Políticas.

Dentro de la estructura de la Escuela existe un
órgano l lamado Unidad de Planeamiento Acadé-
mico, que tiene como función realizar diagnósti-
cos para detectar las necesidades específicas de
capacitación. Sobre la base de estos diagnósticos
se diseñan los cursos y programas que imparte
la Escuela y, sobre esta misma base, la Unidad
de Producción Académica elabora mater ia les
didáct icos y diseña los métodos y técnicas de
aprendizaje.

A su vez ,  la  Unidad de Evaluación,  se  encarga
de hacer el seguimiento del proceso de capacita-
ción y del impacto que tienen dichos programas
de aprendizaje en la prestación del servicio. Existe
una úl t ima unidad,  de Administración de la
Enzeñanza-Apr endizaje que “( . . . )  comprende la
selección y contratación de docentes, la convo-
cación de estudiantes, coordinación de logística
de apoyo y la supervisión de la ejecución en sí
de los programas y cursos.”

Estas cuatro unidades trabajan coordinadamen-
te con los Comités Académicos, integrados por
miembros del Órgano Judicial  y del Ministerio
Público, con la finalidad de que la actividad de
la Escuela refleje las necesidades de cada sector
de la  adminis t rac ión de just ic ia  que pretende
capacitar.  aa aa a

La Escuela Nacional de la Judicatura de la República
Dominicana (ENJ), fue creada mediante la Ley de
Carrera Judicial (No. 327-98), del 11 de agosto de 1998.
Se fundó con el objetivo expreso de que contribuyese
a la creación de un sistema eficiente de administración
de una justicia pronta y respetuosa de los derechos
ciudadanos, mediante la satisfacción de las necesida-
des de formación y capacitación, de los miembros del
Poder Judicial y de aquellos que aspirasen a formar
parte de él.

La ENJ es una institución adscrita a la Suprema
Corte de Justicia y está dirigida por un Consejo
Directivo, cuya composición está determinada por
la misma ley que la crea. Esa ley establece que
los miembros del Consejo Directivo de la ENJ
deben ser seis: el presidente de la Suprema Cor-
te  de Just ic ia ,  quien lo pres ide,  un juez de la
Suprema Corte, un juez presidente de Corte de
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Luis Henry MolinaLuis Henry MolinaLuis Henry MolinaLuis Henry MolinaLuis Henry Molina
Director de la Escuela Nacional de

la Judicatura de República Dominicana.

Apelación y un juez de Primera Instancia, todos elegi-
dos por sus pares y, además, el presidente del Colegio
Dominicano de Abogados y un jurista de renombre
nacional con experiencia docente, quien es designado
por la Suprema Corte. En el ámbito ejecutivo, los res-
ponsables de la ENJ son el Director y el Subdirector
de la misma, quienes son elegidos a través de un con-
curso público y abierto.

Hasta el momento de la creación de esta Escuela
Judicial, no existía en la República Dominicana
ningún sistema estructurado para la formación
de los miembros del Poder Judicial. Esto implicó
que en la totalidad de los casos, los actuales jue-
ces pasasen directamente de la condición de abo-
gados litigantes a la de administradores de justi-
cia. Esta situación determinó que la nueva institu-
ción se preocupase, no sólo de la formación de las
personas que aspiraban a ingresar al Poder Judicial,
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sino también de satisfacer con especial dedicación las
necesidades de capacitación de sus actuales miembros.

La ENJ cuenta con cinco programas, tres de los
cuales están dirigidos exclusivamente a la capa-
citación de los miembros del Poder Judicial. Estos pro-
gramas son:

Programa de Formación Continua. Orientado a
dar respuesta a las necesidades de capacitación
de todos los integrantes del Poder Judicial, a fin
de que puedan adquirir valores, conocimientos
y habilidades propias de las funciones que des-
empeñan y puedan realizarlas con un mayor gra-
do de eficiencia. Hasta ahora, y probablemente
seguirá siendo así por algún tiempo, este progra-
ma constituye el  núcleo principal sobre el  que
gira la ENJ. Está sostenido por una estructura
operativa que constituye un ejemplo en cuanto a
lo que a participación y democracia se refiere.

Dicha estructura está formada por tres “Comités
de Responsables del Sistema” (de Necesidades,
de Planificación y de Docencia y Evaluación), los
cuales están integrados por jueces y funciona-
rios del Poder Judicial que, de manera desintere-
sada y no remunerada, dedican parte de su tiem-
po libre a prestar sus servicios, tanto en la detec-
ción de las necesidades de capacitación, como
en el diseño e implementación de las actividades
de capacitación necesarias para satisfacerlas. Los
miembros de cualquiera de estos comités sólo
pueden permanecer en ellos por un tiempo máxi-
mo de 2 años. Luego de esto deben dar oportu-
nidad a que otros miembros del Poder Judicial
ocupen sus lugares.

Programa de Formación para Postulantes. Este pro-
grama no está aún en funcionamiento. Estará diri-
gido a profesionales del Derecho interesados en
ingresar al Poder Judicial en la condición de juez.
Estas personas serán seleccionadas mediante exi-
gentes pruebas académicas y psicológicas, de ma-
nera que el Poder Judicial pueda estar seguro de
que a sus filas ingresarán, no sólo los mejores pro-
fesionales, sino también las personas con mayor
vocación de servicio y espíritu de sacrificio. En la
actualidad está en proceso el diseño del progra-
ma de estudio al  cual se verán sometidos los
postulantes y se prevé que, para el segundo se-
mestre del presente año, comience su formación un pri-
mer grupo de alrededor de 20 personas.

Es necesario indicar que la Ley de Carrera Judicial es-
tablece que, salvo contadas excepciones, ninguna per-
sona puede ser nombrada como juez sin antes haber
agotado un proceso de capacitación en la ENJ. De
manera que, una vez puesto en marcha este programa,
se constituirá en un requisito indispensable para acce-
der a la Carrera Judicial.

Programa de Formación del Recién Designado.
Su objetivo principal es brindar a los magistra-
dos recién designados, un entrenamiento inten-
sivo y focalizado en las destrezas y los conoci-
mientos específicos necesarios para el buen des-
empeño de las  funciones inherentes  a l  nuevo
cargo que ocuparán. Esto permitirá que puedan
asumir sus nuevas responsabilidades en mejores
condiciones. Al programa accederán los egresados
del Programa de Formación para Postulantes, así
como aquel los magistrados que sean promovi-
dos de una instancia a otra o transferidos de una
jurisdicción a otra.

Programa de Act iv idades Complementar ias  de
Difusión y Extensión. Este Programa posee dos
objetivos principales: primero, contribuir a satis-
facer, en la medida de lo posible, las necesida-
des de capacitación de los actores del  s istema
judicial que no pertenecen al Poder Judicial (abo-
gados, Ministerio Público, etc.). Segundo, man-
tener informados a todos los miembros del Po-
der Judicial y a la sociedad en su conjunto, sobre
las act ividades real izadas por la  ENJ. Charlas,
coloquios,  publicaciones y seminarios abiertos
sobre temas judiciales de interés general, son al-
gunos ejemplos de las actividades que se reali-
zan dentro de este programa.

Programa de Desarrollo Institucional. Con este
programa se busca garantizar que la ENJ posea
la infraestructura física, el desarrollo tecnológico
y e l  personal  adecuadamente capaci tado para
poder realizar de manera eficiente las distintas
actividades de capacitación contempladas en los
demás programas.
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La ENJ ha recibido el apoyo de organismos de coope-
ración nacionales e internacionales y ha firmado acuer-
dos de cooperación con distintas entidades que de
manera directa o indirecta están vinculadas con el sec-
tor justicia. Cabe destacar en ese sentido, el acuerdo
firmado con las principales universidades del país,
orientado a la implementación, de manera conjunta,
de medidas que contribuyan a mejorar la formación
de los profesionales del Derecho.

Hoy en día, la ENJ constituye un motivo de orgu-
llo para la Suprema Corte de Justicia y para to-
dos lo miembros del Poder Judicial, quienes se sienten
parte de ella y le reconocen su valor como experiencia
de ejercicio democrático y participativo. Queda mu-
cho camino por andar, pero el camino hasta ahora re-
corrido, es muy satisfactorio.  aa aa a

Hasta antes de los Acuerdos de Paz, los jueces
no tenían ningún programa permanente de ca-
pacitación. No existía ningún órgano encargado
de la formación de jueces y éstos tenían un bajo
nivel profesional y académico. Los jueces no es-
taban sometidos a  ningún t ipo de proceso de
selección, ni de concurso público. El resultado
de este sistema de nombramientos fue un perfil
de juez deficiente en el aspecto jurídico, poco
comprometido con su trabajo y con una muy es-
casa independencia judicial .

Los acuerdos pretenden establecer un s istema
transparente de designación de jueces, que pue-
da l levar a  la  se lección de los candidatos por
méritos propios. Las normas que regulen la eva-
luación de los concursos públicos deben ser trans-
parentes.

En 1999, el Congreso de la República emitió la
Ley de Carrera Judicial. Esta norma pretende pre-
cisamente regular todos los aspectos de selec-
ción, formación y ascensos para la Carrera Judi-
cial. Para ello ha creado el Consejo de la Carrera
Judicial, órgano encargado de dirigir su proceso.

GGGGGUATEMALAUATEMALAUATEMALAUATEMALAUATEMALA

Alejandro Rodríguez BarillasAlejandro Rodríguez BarillasAlejandro Rodríguez BarillasAlejandro Rodríguez BarillasAlejandro Rodríguez Barillas
Director de Investigaciones del Instituto de

Estudios Comparados en Ciencias Penales
 de Guatemala - ICCPG.

Éste se encuentra integrado por 5 miembros:
- el presidente de la Corte Suprema de Justicia.
- el jefe de Recursos Humanos
- un representante de magistrados de las
Salas de las Cortes de Apelaciones del país
- un representante de los jueces (estos dos
últimos electos por sus pares).

Estos cuatro miembros el igen al director de la
Unidad de Capacitación Institucional del Orga-
nismo Judicial ,  que es el  quinto integrante del
Consejo de la Carrera Judicial.

La Ley ha definido además el proceso de selec-
ción de jueces de Primera Instancia y de Paz.

Este proceso contempla los siguientes pasos:

1.- Convocatoria Pública a través del Diario
Ofic ia l  y  de otro de mayor c irculac ión,  en
donde se señala el plazo de presentación de
solicitudes;
2.- Análisis de solicitudes y confección de un
listado en donde se indican los nombres de
los aspirantes aceptados para tomar examen;
3.- Exámenes psicométrico y técnico profe-
sional, por medio de los cuales se selecciona
a los aspirantes;
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4.- Publicación de los aspirantes que aprobaron el
examen técnico;
5.- Plazo para que cualquier ciudadano pue-
da dar información sobre la aptitud ética del
solicitante;
6 . -  Se  confecc iona una l i s ta  f ina l  de  asp i -
rantes ;
7.- Los aspirantes ingresan a un curso de 6
meses de formación, el cual deben aprobar;
8.- Los aspirantes que aprueban el curso de-
ben ser nombrados jueces por la Corte Supre-
ma de Justicia.

El Consejo de la Carrera tiene a su cargo los pro-
cesos de capacitación y formación para jueces
en servicio. Efectúa los procesos de capacitación
a través de la  Unidad de Capaci tac ión
Institucional.

La Ley asigna al Consejo de la Carrera Judicial la
evaluación de los jueces al terminar el período
constitucional. Esta evaluación servirá para con-
firmar en sus puestos a los jueces y de esta ma-
nera revisar su actuación. La idea es que se logre
estabilidad en el cargo. La revisión no es un pro-
ceso disciplinario, sino una actividad que permi-
te evaluar la actividad del buen juez. El período
del cargo del juez es de cinco años, por lo cual
al finalizar su período de nombramiento, el Con-
sejo de la Carrera Judicial debe presentar su eva-
luación de desempeño. El dictamen del Consejo
de la Carrera Judicial vincula a la Corte Suprema
de Justicia para prorrogar el período de nombra-
miento.

La forma actual de selección de jueces ha logra-
do disminuir  sens iblemente las  cuotas  de
discrecional idad y de arbitrariedad en el  nom-
bramiento por parte de la Corte Suprema de Jus-
ticia. Ello sienta las bases para romper el esque-
ma autoritario de la estructura judicial.

La Ley de Carrera Judicial debe respetar los Acuer-
dos de Paz que, por cierto, no hacen más que
ref lejar las tendencias modernas que pretenden
asegurar la independencia judicial. Por tanto, la
Ley de Carrera Judicial ha establecido con claridad
que todo nombramiento de jueces, magistrados y

personal auxiliar de la Carrera Judicial se realizará
a través de concursos públicos que garanticen la
excelencia profesional. Un compromiso central de
la sociedad civil será hacer que todo nombramiento
se efectúe apegado al procedimiento de la Ley de
Carrera Judicial 1.

Un gran paso ha s ido vincular la selección de
jueces con los procesos y sistemas de capacita-
ción. La Unidad de Capacitación Institucional ha
estado trabajando en la elaboración de los exá-
menes de admisión y todos los aspirantes deben
superar los exámenes establecidos en la ley.

La Unidad de Capacitación Institucional ha esta-
do realizando convenios con universidades para
el desarrollo de actividades de capacitación. Sin
embargo, mantiene una absoluta autonomía y los
procesos se realizan en forma separada. Un gran
aporte de la sociedad civil es comprometer a las
universidades y a otros sectores de la sociedad
en el proceso de formación de jueces.

La Unidad de Capacitación Judicial capacita úni-
camente a jueces. Existen unidades de capacita-
ción en la defensa pública, en el Ministerio Pú-
blico y en el Sistema Penitenciario.

Una debilidad actual del sistema de capacitación
de jueces es que no existen mecanismos de de-
tección de necesidades de capacitación. Ningu-
na unidad cuenta con un órgano de invest iga-
ción para la detección de necesidades o para otros
cometidos importantes.

Otro problema es que no se ha hecho ningún
tipo de seguimiento para evaluar el impacto de
la capacitación. No obstante, la Ley de Carrera
Judicia l  ha venido a incorporar un s istema de
evaluación continua de los jueces, uno de cuyos
criterios es precisamente la formación académi-
ca. En este sentido, el Consejo de la Carrera Ju-
dicial está llamado a diseñar un mecanismo para
evaluar el impacto de la capacitación. Este siste-
ma no se ha dado a conocer públicamente. Uno
de los compromisos de los distintos sectores de
la sociedad es analizar los mecanismos estableci-
dos en el sistema de evaluación. aa aa a

1   Desafortunadamente se han efectuado nombramientos de jueces que no han cumplido con los requisitos exigidos en la Ley de Carrera Judicial.

Esto sin duda constituye un mal precedente que debe ser investigado y sancionado, si se quiere que la ley llegue realmente a cumplirse.
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El Poder Judicial de Uruguay cuenta con el Cen-
tro de Estudios Judiciales del Uruguay (CEJU),
destinado a la formación de aspirantes a cubrir
puestos dentro del Poder Judicial y a la forma-
ción y actualización permanente de magistrados
y técnicos en ejercicio de sus funciones.

Como antecedente normativo de esta institución,
cabe citar la Ley Orgánica de la Judicatura y de
Organización de Tribunales de 1985, que en su
ar t ículo 79 establece que “la Supr ema Cor te de
Justic ia pr opiciará la r ealización de cursos de
post-grado especialmente dirigidos a la formación
de aspirantes al ingr eso en la Judicatura. En tal
caso, el abogado que hubier e hecho y apr obado
el curso, tendrá prioridad en el ingr eso.”  Como
se aprecia, la norma no crea la Escuela Judicial
ni tampoco los cursos a los que hace referencia.
Sin embargo, con esta base y atento a las necesi-
dades de formación y capacitación que se gene-
raron en esa época debido a los cambios legisla-
tivos operados en el país, se creó en 1987 lo que
inicialmente se llamó Escuela Judicial y que hoy
se conoce con el nombre de CEJU.

Originariamente, esta institución surge a partir
de la  f i rma de un Convenio entre la  Suprema
Corte de Justicia, la Facultad de Derecho de la
Universidad Mayor de la República y el Ministe-
rio de Educación y Cultura. Su propósito era -y
continúa siendo- instrumentar la organización y
puesta en funcionamiento del curso de posgrado
para aspirantes a la magistratura y a cargos téc-
nicos del Poder Judicial y del Ministerio Público
y Fiscal, así como cursos de perfeccionamiento
para magistrados de ambas instituciones.

La Escuela  estaba regida por una Comis ión
Tripartita, integrada por representantes de las ins-
tituciones firmantes. Funcionó inicialmente como
organismo no gubernamental, sin personería ju-
rídica y sin claridad respecto de su dependencia
institucional y jerárquica. A pesar de ello, el re-
sultado de su valorable trabajo permitió proveer
el número de aspirantes necesarios para l lenar
los cargos de jueces y fiscales que la coyuntura
de reformas legales demandaba.

UUUUURUGUAYRUGUAYRUGUAYRUGUAYRUGUAY

Inés MarensiInés MarensiInés MarensiInés MarensiInés Marensi

En 1990, en el marco de un proyecto de fortalecimiento
del Sistema Judicial en Uruguay financiado por orga-
nismos internacionales, la Escuela adquiere una nueva
dimensión. Entre otras modificaciones, se crea el car-
go de Director y Subdirector del CEJU. Finalizado el
Proyecto, la financiación de las actividades del CEJU
llega en el año 1986 por vía de la Ley 16.786 (art. 483)
que al tiempo que lo provee de recursos le da su defi-
nitiva naturaleza jurídica al incluirlo en el Poder Judi-
cial como dependencia directa de la Suprema Corte
de Justicia, reconociendo su autonomía técnica al man-
tener a la Comisión Tripartita. Luego, la Suprema Corte
de Justicia por Acordada 7293 procedió a reglamentar
los cometidos y potestades del CEJU.

El Centro selecciona su personal docente entre
profesores universitarios, jueces, fiscales y téc-
nicos en diversas materias, con reconocida ido-
neidad y trayectoria. Se consideró inconvenien-
te  contar  con un p lante l  es tab le  de  docentes
dado que atenta contra la necesaria flexibilidad
que requiere este t ipo de s istema de capacita-
ción. La actividad docente es remunerada y se
ofrecen facilidades a los alumnos -sobre todo a
los del interior del país- para participar de las
act iv idades .

La metodología pedagógica principal  es el  Ta-
ller, sin perjuicio del dictado de conferencias y la
realización de seminarios.  Se promueve la apli-
cación de técnicas interactivas, el estudio de ca-
sos y el uso de métodos audiovisuales.

La existencia de un cargo de coordinador docen-
te y otro de experto metodológico, ha resultado
muy beneficiosa para el CEJU, sobre todo para
tareas como: ident if icación de neces idades de
capacitación de los operadores de la Administra-
ción de Justicia,  diseño y aplicación de instru-
mentos de evaluación adecuados a las distintas
instancias de formación previstas en el plan de
acción, asistencia pedagógica a los docentes, etc.

El curso para el ingreso, que insume aproxima-
damente un año y medio y contempla alrededor
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de 13 materias y pasantías en tribunales, se califica con
las notas de suficiente, bueno y excelente. La acumu-
lación de faltas es motivo de eliminación del as-
pirante.

Además de los destinatarios que se han mencio-
nado, oportunamente participan de las activida-
des del CEJU los Defensores de Oficio y los abo-
gados particulares.

Respecto de la Car rera Judicia l , puede decirse
que no existe base normativa firme en la mate-
ria, pero sí pautas legales que apuntan hacia la
efectiva concreción de aquella. La Acordada 7192/
93 de la Suprema Corte de Justicia crea una Co-
misión Asesora para los ascensos y promociones
de magistrados lo que implica una autolimitación
de los poderes que ostenta la corporación den-
tro del  s istema de cooptación vigente durante
mucho tiempo.
La Comisión está integrada por cinco miembros:
un ministro de la Suprema Corte de Justicia que

la preside; un ministro de los Tribunales de Ape-
laciones designado por la propia Corte; un dele-
gado de las Asociaciones de Magistrados Judicia-
les ;  un delegado del  Colegio de Abogados del
Uruguay; y un delegado de la Facultad de Dere-
cho de la Universidad de la República. El objeti-
vo de dicha Comisión, cuyas conclusiones no son
vinculantes para la Corte, consiste en confeccio-
nar l istas de 10 Magistrados que se consideren
aptos dentro de cada categoría para acceder a
un cargo de superior jerarquía dentro de la Judi-
catura. Uno de los criterios que esta Comisión
tiene en cuenta para los ascensos es la asistencia
de los postulantes a cursos de perfeccionamien-
to organizados por el CEJU.

De tal manera que, tanto los cursos de ingreso y
de actualización que ofrece el CEJU, como la la-
bor de la  Comis ión Asesora ,  pueden tomarse
como señales positivas con respecto a una regu-
lación cabal de la Carrera Judicial. aa aa a

PPPPPARAGUAYARAGUAYARAGUAYARAGUAYARAGUAY

Juan Emilio OviedoJuan Emilio OviedoJuan Emilio OviedoJuan Emilio OviedoJuan Emilio Oviedo
Miembro del INECIP Paraguay.
Colaboraron el Dr. José María Cabral, Director Ejecutivo de la Escuela Judicial Paraguaya
y la Dra. Fanny Sybille Abarzúa, Vice Directora Académica de la Escuela Judicial Paraguaya.

La Ley 1376/98 establece cual es la vinculación
del sistema de capacitación de la Escuela Judi-
cial con el sistema de selección de jueces. Los
cursos real izados en la Escuela serán un  ele-
mento de valoración a favor de los postulantes a
cargos o promociones en la Magistratura, el Mi-
nisterio Público o Defensa Pública.

La Escuela Judicial del Paraguay dicta un progra-
ma específico para la formación de jueces que
consiste en un curso de capacitación -con exa-
men de evaluación eliminatorio- con una carga
horaria presencial de 412 horas.

Si bien la obtención de este grado no es exclu-
yente para acceder a cargos de magistrados, sir-
ve de manera relevante para sumar puntos ante
el Consejo de la Magistratura, órgano encargado
de llevar a cabo la selección de jueces.

Para el resto de los cargos -nombramientos y as-
censos- la selección de cada uno de sus funcio-
nar ios  la  rea l iza  independientemente la  Corte
Suprema de Justicia, la Fiscalía General del Esta-
do, el Supremo Tribunal de Justicia Electoral, etc.
En este último caso, el ser graduado de la Escue-
la Judicial también tiene peso para acceder a di-
chos cargos.
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El curso de capacitación para jueces consta de
las siguientes asignaturas:

Primer Año o Período de Formación Generalista

Módulo Penal : Derecho Penal (par te general  y
especial) Derecho Procesal Penal y Criminalística
Forense.
Módulo Civil: Lógica y Estructura de la Sentencia
Judicial, Principios del Procedimiento Civil y Ac-
tualización: Leyes posteriores al Código Civil.
Módulo Constitucional: Rol de la Institución Ju-
dicial en una Sociedad Democrática.

Segundo Año o Período de Formación Espe-

cialización y Profundización

Módulo Penal: Introducción Teórica, Práctica del
Proceso Penal en forma oral y pública.
Módulo Civil: Principio de Congruencia en la Re-
dacción de la Sentencia Definitiva, Los Deberes
y las Facultades del Magistrado. Normativas Cons-
titucional y Legal.

En relación a los mecanismos para detectar ne-
cesidades de capacitación, existe una dependen-
cia de la Corte Suprema de Justicia que se llama
Centro Internacional de Estudios Judiciales (CIEJ),
que también lleva a cabo actividades de capaci-
tación dentro de la Institución (C.S.J.).
El Ministerio Público también cuenta con una Di-
rección de Capacitación, a tales efectos.

La Ley 1376/98 establece el Consejo Consultivo,
órgano de consulta y asesoramiento del Consejo
de la Magistratura, sobre el desenvolvimiento aca-
démico, docente y administrativo de la Escuela
Judicial. Está integrado por un representante de
la Fiscalía General del Estado, de la Defensoría
General y de la Asociación de Magistrados del
Paraguay y por tres prestigiosos juristas designa-
dos por el Consejo de la Magistratura. De esta
forma, la representatividad garantiza dentro de
los planes de estudios de la Escuela la cobertura
de las fa lencias y necesidades de cada uno de
los sectores.

Con la primera promoción de eg resados de la
Escuela Judicial en mayo del 2001, se tiene pre-
visto realizar un seguimiento acerca de su des-
empeño en las funciones judiciales en relación
con los magistrados que no han seguido los cur-
sos que imparte esta institución. aa aa a
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Beatriz Carolina Abreu R.Beatriz Carolina Abreu R.Beatriz Carolina Abreu R.Beatriz Carolina Abreu R.Beatriz Carolina Abreu R.
Directora General de la Escuela Judicial de Venezuela.

En relación al reclutamiento, selección y capaci-
tación de jueces, el Sistema Judicial en Venezue-
la se encuentra actualmente en período de rees-
tructuración. Tal situación impide dar respuesta
concreta a los planteamientos real izados en la
encuesta .

Sin embargo, hasta tanto se elaboren y ejecuten
los lineamientos a seguir, se están realizando ac-
t iv idades de extensión dir ig idas a l  públ ico en
genera l .

Asimismo, la Escuela Judicial auspicia activida-
des para jueces y otros funcionarios (talleres de
adopción internacional y adopción nacional, ta-
lleres vivenciales para Defensores Públicos, en-
tre otros.).

Por otra parte, la relación existente entre la Es-
cuela Judicial y los Colegios de Abogados y Uni-
versidades es de cortesía, por cuanto a través de

estas instituciones, la Escuela cuenta con espa-
cios físicos en el interior del país para realizar
actividades académicas.

Asimismo, en lo que se refiere a las universida-
des, la Escuela cuenta con profesores para dictar
diversos cursos de actualización. Igualmente las
actividades académicas están dirigidas a todos los
funcionarios del Sistema Judicial, bien sean abo-
gados litigantes, fiscales del Ministerio Público,
defensores públicos, etc.

Por último, para determinar las necesidades de
capacitación la Escuela elabora un instrumento
que identifica como “Detección de Necesidades
de Adiestramiento” (DNA), a partir del cual pro-
grama y desarrolla cursos y otras iniciativas. aa aa a

Generally,  in the English-speaking Caribbean, there does not exist specific training to become a
judge.  Most judges have experience as practicing members of  the private bar or in government
agencies, for at least 10 years. Thus, when one refer to judicial education in the Caribbean region, it
g enera l ly  refers  to cont inuing educat ion. Recent  developments  in the Car ibbean include the
establishment of  national judicial training centers in Jamaica and in Saint Lucia to serve the Organization
of  Eastern Caribbean States (OECS), as described in detail below. However, according to a recent
study on reform efforts in the region, “for approximately the last ten years, judicial education in the
Caribbean has taken the form of  ad hoc , sporadic seminars and workshops on a variety of  topics
funded in many cases by USAID.” 1 Other training has been the result of  the individual efforts by
Chief  Justices or Presidents of  the Bar Associations. There theoretically exists a Regional Education
Committee of  the Council of  Legal Education (CLE). However, the Committee has been inactive for
several years because of  a lack of  funds and insufficient administrative support.

Although the Caribbean countries continue to look to the Commonwealth as sources of training for
judges generally, this is not necessarily so in all  cases. Over the years, there has been a growing
feeling among Caribbean judges that various, non-traditional common law sources of training should

EEEEEnnnnnglish-Speaking Caribbeanglish-Speaking Caribbeanglish-Speaking Caribbeanglish-Speaking Caribbeanglish-Speaking Caribbean

BackgroundBackgroundBackgroundBackgroundBackground
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be considered. This is especially so in the area of  constitutional law, where there is now a general
recognition that the United States Constitution provides an excellent source of  training, as do U.S.
constitutional caselaw materials.

With regard to the identif ication of  training needs, judges, magistrates and court personnel are
sometimes asked to complete questionnaires. And, as a result of  new legislation or other issue, a
topic may be selected as requiring training by members of  the judiciary. For example, in response to
a 1997 survey by the Commonwealth Judicial Education Institute, based in Canada, Chief Justices in
the Caribbean responded that judicial orientation and programs for lay judicial officers were among
their primary training concerns.2

For training outside the region, the most well-known groups to have organized a number of  courses
in the U.S., in which Caribbean judges have participated, include the U.S. Federal Judicial College in
Reno, Nevada and the National Center for State Courts in Williamsburg, Virginia. Both organizations
have provided judicial training courses in the Caribbean and in the U.S. to Caribbean judges.

With respect to specific countries and how judges
are trained, there is a Justice Training Institute
(JTI) in Jamaica, which was established five years
ago by legislation and which has the mandate to
organize and conduct training courses for judges,
magistrates, and court staff  throughout Jamaica.
A Senior Resident Magistrate is in charge of  the
conduct of the activities of the JTI.

OECS (Organization of  Eastern Caribbean States)
With respect to the six independent Organization
of  Eastern Caribbean States (Antigua & Barbuda,
Dominica, Grenada, Saint Lucia, Saint Vincent and
the Grenadines and Saint Kitts and Nevis), there
is an established Justice Education Institute (JEI),
which is located within the same premises as the
OECS Supreme Court, in Saint Lucia. A High Court
Judge oversees the conduct of the activities of
the JEI.

1   See “Judicial Reform in the Caribbean”, published by the Inter-American Development Bank, p.29 (October 1999). In Guyana two

workshops supported by USAID funds were held in 1995 for High Court Judges and Magistrates; in 1996, the Guyana Judicial

Improvement Project funded workshops on court reporting, alternative dispute resolution (ADR), court management, sentencing,

delay reduction, and evidence; in 1997, the World Bank and the Japanese Government co-sponsored a workshop with members of

the judiciary in Trinidad and Tobago to discuss needs of  the justice system. Other programs in Jamaica and other Caribbean countries

include dealing with drug enforcement issues.

2   Id.

JJJJJAMAICAAMAICAAMAICAAMAICAAMAICA

Both the JTI and the JEI have very limited physical
space to conduct their training courses, although
the JTI in Jamaica is relatively better endowed
with training facilities than the JEI in Saint Lucia.
Both the above organizat ions have tra in ing
budgets  a l located by their  respect ive
governments, but these allocations do not truly
allow the conduct of active and sustained training
programs.  They re ly  fundamenta l ly  on the
contributions to training courses provided to them
by external sources.  As a result ,  their training
agenda is  to a large extent determined by the
training priorities of these funding sources, with
a heavy rel iance on the ut i l izat ion of tra ining
personnel remunerated by funders themselves.

The training organizations mentioned above do
not have any direct contact with the selection of
judges, which is really a function of  the various
Judicial and Legal Services Commissions in the
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reg ion comprised of  judges,  members  of  the
re levant  bar  associat ions and c iv i l  servants .
However ,  i t  i s  conceivable  that  the Judic ia l
Services Commissions in select ing a judge for
service would make reference to training courses
that the prospective judge has participated in over
time. This is the only connection that I can see
between the training organizations and the actual
selection of judges to serve.

The training institutes seek to work with the bar
associations in making determinations of general
training needs. As judges and magistrates in the
region largely determine the training needs of
their members, it follows that the input of the
bars is of persuasive and not binding assistance
to the institutes. Basically, the chief justices of
the relevant court systems have final say in what
areas the judges, magistrates and court staff are
trained in the region.

There is a definite predisposition on the part of
judges in the region to be trained by other judges.
As a result,  it  is only on rare occasions that a
lawyer ,  a lbei t  h ighly  respected,  from the
University of the West Indies (UWI), or other

important legal  inst i tut ion, would be asked to
conduct a training course for judges. With respect
to magistrates who are judges of lower stature in
the Caribbean, this type of assistance from the
UWI would be accepted in the case of a highly
respected member of the law faculty.

As discussed above, the JTI has a legal mandate
to train judges, magistrates and court personnel.
With respect to the JEI, their mandate relates to
the training of judges only. Magistrates are trained
separate ly  at  the request  usual ly  of  the Chief
Magistrate in each jurisdict ion, whose training
plan would have been approved by the relevant
Chief Justice.

With respect  to fol low-up,  the JTI does have
evaluat ion forms,  which are f i l led up by the
participants in their courses. However, the JTI
doe not have the relevant staff to monitor cases
by judges who have been trained. Thus, they are
not equipped to project future training needs or
to adequately measure the impact of the various
organizat ions and indiv iduals  who provide
training courses to members of  the judiciaries. aa aa a

SSSSSURINAMEURINAMEURINAMEURINAMEURINAME

According to a forthcoming study on governance,
there is presently a severe shortage of judges in
Suriname3. The report points out that one of the
main obstacles to attracting young jurists to the
bench is  the low sa lary ,  especia l ly  when
compared to that of the private bar. This shortage,
in turn, has an effect on training since members
of the judiciary often serve as mentors and trainers
to those studying to become judges. The caseload
for judges is often so high that judges have little
or no time to train new judges. Training programs
for new judges also suffer from the too-small
number of sitting judges. The judiciary has thus
looked to judges in the Nether lands and the
Netherland Antillies to help with training.

In Suriname, judges must receive 4-5 years of
judicial education following law school, although
some may work as registrars while receiving their
judicial training. Training for judges is overseen
by a Committee for the Selection, Training and
Supervision of the Judicature4,  which has been
funct ioning s ince 1994.  According to the
governance study,  th is  committee not  only
oversees training for law school graduates, but
encourages candidates who already have some
experience as attorneys, registrars or notaries to
apply  for  judgeships .  The more exper ience a
lawyer has ,  the less  the required amount of
training courses.5 aa aa a

3   See “Governance in Suriname”, published by the Inter-American Development Bank, Chapter 5 on the Justice Sector (2001).

4   The Committee comprises the Chair, who is the director of the training center and who reports to the Minister of Justice and Police,

a judge, a prosecutor, the Deacon of the University, and an advisor who is a former Prosecutor General.

5   See “Governance in Suriname”, published by the Inter-American Development Bank, Chapter 5 on the Justice Sector (2001).
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There is  suppor t  among the Chief  Just ices,
Ministers of Justice and Chief Magistrates of the
Caribbean region for organized and continuous
programs in judicial education. In December 1999,
the Inter-American Development Bank and the
Canadian Internat ional  Development Agency
f inanced a Consultative Meeting on Judicial
Reform to discuss various issues, including judicial
t ra ining.  Part ic ipants  included Chief  Just ices
(Bahamas, OECS), Attorneys General (Barbados,
St. Lucia, Antigua & Barbuda), and representatives
of the region’s  bar associat ions and academic
institutions in the English-speaking Caribbean. In
considering the regional organizations best suited

ConclusionsConclusionsConclusionsConclusionsConclusions

to providing judicial education to serve to various
jurisdictions’ judiciaries, the following institutions
were considered: the Council of  Legal Education
(react ivat ing the educat ion committee) ;  the
Caribbean Law Institute; the University of  the West
Indies Law Faculty; and, the Legal Affairs Office
of CARICOM. Consensus was achieved at the
meeting to explore the possibility of  reactivating
the education committee of the CLE, given in part
that the CLE’s membership includes the highest
legal and judicial authorities in the region. The
Attorney Genera l  of  Barbados and the Chief
Justice of  the OECS were appointed to carry the
proposal to the CLE meeting in early 2000.  aa aa a
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A quels enjeux la création deA quels enjeux la création deA quels enjeux la création deA quels enjeux la création deA quels enjeux la création de

l’Ecole nationale de la magistraturel’Ecole nationale de la magistraturel’Ecole nationale de la magistraturel’Ecole nationale de la magistraturel’Ecole nationale de la magistrature

était-elle censée répondre ?était-elle censée répondre ?était-elle censée répondre ?était-elle censée répondre ?était-elle censée répondre ?

Denis Salas:Denis Salas:Denis Salas:Denis Salas:Denis Salas: L’Ecole nationale
de la magistrature (E.N.M) a été créée
en 1958 par le Ministre de la Justice
de l’époque, Michel Debré. Les
mémoires de ce dernier montrent
combien la création de cette école était
motivée par l’état de décrépitude dans
lequel se trouvait la magistrature
française. La magistrature de l’époque
connaissait une absence de crédit, une
absence de recrutement valable, avec
un recrutement essentiellement
familial - ce sont les fameuses
compagnies judiciaires de l ’Ancien
Régime qui se poursuivent - et un
degré de compétence médiocre. Au
même moment, des réticences
extrêmement grandes s’expriment de
la part des politiques et des magistrats
eux-mêmes pour créer un concours
ou un recrutement à l’image de celui
de l’Ecole nationale d’administration
(E.N.A). Tout le monde semble à
l’époque s’accommoder d’un statu quo
: les magistrats, rassurés dans leur
confort familial, et les politiques,
assurés de voir une magistrature
politiquement neutralisée. Ce statu
quo se situe aussi dans le
prolongement d’une culture positiviste
qui fait du juge non pas un acteur de
la démocratie mais un simple organe
d’application des lois.

Dans ce contexte, Michel Debré
veut créer une magistrature “ digne
de l’Etat ” , une magistrature à la
hauteur de l’ambition gaullienne de
l’Etat. La magistrature doit être, avec

LES ENJEUX DE LA FORMATION DES JUGES,

Entretien avec Denis SALAS, Maître conférence à l’Ecole
nationale de la magistrature.

l’Administration, le deuxième pilier de
l’Etat et contribuer ainsi à cette
exaltation de l’exécutif dont est animé
le gaullisme. De ceci découle l’idée
d’une grande politique judiciaire.

Ainsi, par voie d’ordonnances
-on ne passera pas par le Parlement-
est créé le Centre national d’études
judiciaires, ancêtre de l’Ecole de la
magistrature. Le recrutement s’effectue
par un concours annuel ouvert aux
licenciés en droit. Une formation
initiale est assurée à tous ceux qui se
destinent à devenir auditeurs de
justice. Quant au contenu de la
formation, il faut noter une analogie
très forte avec l’E.N.A. La formation
est constituée d’une alternance de
stages et de formation théorique.
L’idée est, et c’est important, qu’on
ne peut pas prendre des universitaires
et en faire des magistrats par le seul
effet d’un concours. Il faut donc
introduire dans la formation une plus-
value qui permette un cheminement
personnel identitaire, presque
initiatique, qui doit avoir pour effet
d’introduire le jeune juriste dans la
profession de juge.

Lorsque Michel Debré a pour
ambition d’édifier une magistrature
qui sera, un peu à la manière
napoléonienne, une colonne
vertébrale de l’Etat, il mentionne très
clairement l’indépendance comme un
idéal. L’indépendance de la
magistrature s’inscrivait alors dans
l’idée de construire un Etat qui soit
impartial, détaché des réseaux de
connivence qui existaient avec le
système qui présidait jusqu’alors à la

gestion des carrières. La carrière des
magistrats se gérait en effet avant 1958
par le mécanisme des
recommandations. Cela signifiait que
les personnes qui voulaient être
recrutées ou les magistrats qui
voulaient obtenir un avancement
devaient faire apparaître dans leur
dossier des recommandations
politiques. Démocratie parlementaire
oblige, le nombre de lettres de
parlementaires qui figuraient dans le
dossier permettait de bien avancer
dans sa carrière. Ce n’étaient donc ni
la compétence, ni l’indépendance qui
étaient déterminantes mais,  au
contraire, l’aptitude à bénéficier d’un
réseau d’appuis politiques. Le
concours d’une part, l’Ecole d’autre
part, vont être les deux institutions sur
lesquelles une nouvelle magistrature
va être fondée.

Le mouvement de 1958 est bien
le mouvement fondateur de la
magistrature actuelle. Un mouvement
qui rompt fortement avec la période
précédente marquée, Jean-Pierre
Royer l’a bien montré dans son livre
L’histoir e de la justice , par un refus
des magistrats comme des
parlementaires d’instaurer un examen
professionnel pour l’entrée dans la
magistrature. La magistrature a
d’ailleurs été le dernier corps de l’Etat
à se doter d’un concours.

L’Ecole s’appelle l ’Ecole
Nationale de la Magistrature depuis
1972, année où elle a été installée à
Bordeaux par Jacques Chaban-
Delmas. La même année est créée une
antenne parisienne destinée à la
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formation continue. Il existe donc
actuellement deux pôles de formation,
un pôle de formation initiale à
Bordeaux et un pôle de formation
continue à Paris, dans lesquels
travaillent 114 personnes. 21 maîtres
de conférence forment un corps
enseignant exclusivement composé de
magistrats. Le budget est d’environ 186
millions de francs, consacré pour
l’essentiel, à hauteur de 159 millions,
à la rémunération des personnels et
des auditeurs de justice et, à hauteur
de 37 millions de francs, aux frais de
fonctionnement. En 10 ans, le budget
de fonctionnement a augmenté de
200?, ce qui est considérable.

Chaque année la formation
initiale accueille environ 150 à 200
auditeurs de justice. La scolarité dure
31 mois, elle est essentiellement faite
d’une année complète de stage en
juridiction, un tribunal qui est choisi
par l’auditeur et l’Ecole d’un commun
accord, et également par des stages
extérieurs en particulier un stage de
deux mois dans un cabinet d’avocat.
Au total, les stages extérieurs durent
10 semaines : deux mois dans un
cabinet d’avocat, et deux semaines
dans les maisons d’arrêt, dans les
foyers de la Protection judiciaire de
la jeunesse ou dans les services
administratifs d’une préfecture ou
d’une autre institution.

Quant à la formation continue,
tout magistrat a le droit de disposer
de 5 jours de formation annuelle. Cette
formation est essentiellement
dispensée à l’I.H.E.J. Les magistrats
postulent pour assister à une session.

Chaque année 4000 magistrats
participent à des sessions de formation
continue, sur un corps d’environ 7000
magistrats de l’ordre judiciaire,
autrement dit une proportion
absolument considérable de juges. Les
sessions de formation continue
permettent de donner des matériaux
de réflexion à ce corps professionnel
qui n’en a absolument pas et qui est
écrasé de travail . Ce temps de
formation est capital pour renforcer
l’indépendance. Car sans instrument
de réflexion, l ’ indépendance n’est
qu’un vain mot.

L’objectif  de cette formation
continue est en premier l ieu
d’accompagner les magistrats dans la
gestion des réformes législatives en
cours.

La loi du 15 juin 2000
renforçant la présomption
d’innocence et les droits des victimes
est un bon exemple tant elle constitue
un véritable séisme pour la
magistrature. Par exemple, cette loi
implique des changements jusque
dans le rythme de travail des juges.
Le travail des magistrats, surtout avec
l’apparition du juge des libertés,
devient de plus en plus nocturne. Ce
qui a des conséquences en terme de
dignité de la fonction, de qualité de
la justice et de respect du justiciable.
Comment rendre une justice
convenable entre 11h et minuit ?
Certaines audiences correctionnelles,
dans beaucoup de juridictions
parisiennes, durent jusqu’à 1h, 2h du
matin, avec 40 comparutions
immédiates voire 50, 60… C’est assez

délirant. La loi du 15 juin 2000 est
l’exemple même où, sur une situation
extrêmement lourde au pénal, se
g reffe une réforme législative qui
complexifie la procédure, notamment
de l’instruction préparatoire. Notre
rôle est alors de faire dialoguer les
politiques et les professionnels,
d’expliquer le sens qu’a cette réforme
et les enjeux qui s’y attachent. Il s’agit
plus largement de donner une
consistance à la réforme. Par exemple,
il s’agit de donner une identité
professionnelle au juge des libertés :
soit ce juge des libertés devient un
juge spécialisé avec une mission
constitutionnelle de garant des libertés
individuelles, soit ce juge des libertés
ne sera qu’un juge de permanence.
Malheureusement, la tendance
actuelle est plutôt à la méfiance, à la
lassitude, voire aux réactions
d’hostilité du fait de l’accroissement
constant des charges de travail sans
que les moyens en terme de personnel
ne suivent.

L’Ecole essaie donc
d’accompagner cette réforme, de
diffuser des documentations, de
favoriser des espaces de débats, de
forum. Elle a organisé deux grandes
sessions de formation dans lesquelles
se sont rencontrées les personnes
chargées du suivi ministériel de la
réforme du 15 juin 2000 et les
magistrats de terrain. Ainsi a été
instauré un dialogue entre les
politiques d’un côté, les personnes
chargées du suivi de la réforme et les
magistrats de terrain qui ont la charge
de sa mise en œuvre de l’autre.
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En deuxième lieu, l ’Ecole
organise de nombreux séminaires
philosophiques, sociologiques,
anthropologiques ou, plus
généralement, avec une forte
ouverture sur le sciences humaines et
les sciences sociales.

Quels sont les défauts duQuels sont les défauts duQuels sont les défauts duQuels sont les défauts duQuels sont les défauts du

système actuel ?système actuel ?système actuel ?système actuel ?système actuel ?

D. S.:D. S.:D. S.:D. S.:D. S.: Ce qui me semble poser
problème c’est le danger d’un repli
sur soi, d’un corporatisme, d’une
tendance à faire une sorte de “
formation maison ” qui serait coupée
tant de la société civile que des autres
professions juridiques.

Le corps enseignant est
essentiellement composé de
magistrats. Je ne suis pas convaincu
que ce soit une bonne chose. De
même, le stage externe de deux mois
dans un cabinet d’avocat est bien court
lorsque l’on sait à quel point les
avocats, qui sont bien plus nombreux
que les magistrats, jouent un rôle
important dans la confection des
dossiers et dans l ’élaboration des
stratégies judiciaires. Il y a là les traits
d’une formation repliée sur un
corporatisme et qui n’a pas réalisé le
pari d’une ouverture à une
communauté de juristes. Ces traits
nous séparent profondément du
modèle anglo-américain dans lequel
on ne devient magistrat qu’après 15
ans d’exercice au Barreau, et dans
lequel les modèles d’excellence et de
déontologie se réfèrent à des
professions judiciaires autres que la
magistrature. Le modèle continental,
auquel appartient le système français,
est un modèle bureaucratique et
administratif, dans lequel les
magistrats accèdent au corps après un
concours, et y font toute leur carrière.

Le danger réside justement
dans le fait de considérer la carrière
comme une entité en soi, comme un
entité qui va générer sa propre logique
de fonctionnement et qui va
finalement se couper de la
communauté de juristes dans laquelle
elle devrait au contraire s’inscrire. Le
modèle administratif  génère
finalement ses propres
dysfonctionnements. Après avoir
construit ses propres idéaux, le
système actuel les rétrécit et les réduit
à des plans de carrière. Ce système
de carrière est toujours très fortement
dominant chez les juges français. Il
appartiend à l’Ecole de veiller à ce
qu’il ne soit pas hégémonique.

Parallèlement, on  assiste
actuellement à une tension très forte
entre ce modèle de carrière, issu du
modèle bureaucratique, et le modèle
de la spécialisation, très recherché des
jeunes magistrats. Beaucoup de jeunes
magistrats choisissent telle ou telle
fonction, juge des enfants ou juge
d’instruction, parce que cette fonction
leur donne une identité
professionnelle. Ils ont le sentiment
d’exister de par cette fonction précise,
et n’ont ainsi pas l’impression de faire
partie d’une machine gigantesque.
C’est alors plus la fonction spécialisée
qui fait l’identité de juge, et avec elle
son ouverture à la cité, notamment
avec toutes les questions relatives à
l’insécurité et aux politiques de la ville,
que l’appartenance à un corps qui
fournit une carrière et qui, en
fournissant une carrière, fournirait une
identité professionnelle. Le
basculement est là : il n’est plus dans
une identité professionnelle donnée
par l’appartenance à une carrière, mais
davantage dans l’identité fournie par
l’appartenance à une fonction
spécialisée.

L’Ecole contribue à ce
basculement. Ceci vient du fait que,
dans le cadre de la formation initiale,
la transmission du savoir se déroule
fonction par fonction : tel juge de telle
fonction transmet le savoir relatif  à
cette même fonction. Ainsi le savoir-
faire est transmis de quelqu’un qui a
exercé les fonctions de juge des
enfants par exemple à quelqu’un qui
souhaitera les exercer plus tard. Elle
ne se fait pas de magistrat en général
à un magistrat en général. Or ,on sait
que les expériences professionnelles
transmises par les fonctions exercées
par les professeurs jouent un rôle très
important dans la constitution de
l’identité des juges.

On peut ainsi craindre que la
formation ne soit trop repliée sur elle-
même et consiste en une reproduction
de modèles professionnels. On peut
craindre qu’elle évite par ce fait de se
risquer dans l’ouverture sur l’extérieur,
et par là même qu’elle ne soit pas en
mesure d’entendre les critiques qui
viendraient de cet extérieur. Il faut
notamment se soucier du fossé qui se
creuse de plus en plus entre les
magistrats et les avocats. Il faut avoir
à l’esprit que les avocats sont, de leur
côté et surtout depuis la réforme de
1990, attirés hors du prétoire par des
fonctions de conseil. Or, l’absence de
culture commune c’est aussi l’absence
de lieu symbolique commun que
pourrait être l’audience et dans lequel
pourraient se rencontrer, pour
travailler ensemble, les avocats et les
magistrats. Il y a là une dérive très
forte qui éloignent les deux
professions.



Nº Sistemas Judiciales

Le deuxième point qui meLe deuxième point qui meLe deuxième point qui meLe deuxième point qui meLe deuxième point qui me

semble très important est le défi desemble très important est le défi desemble très important est le défi desemble très important est le défi desemble très important est le défi de

l’Europe. L’Ecole est-elle prête àl’Europe. L’Ecole est-elle prête àl’Europe. L’Ecole est-elle prête àl’Europe. L’Ecole est-elle prête àl’Europe. L’Ecole est-elle prête à

jouer la carte de la complémentaritéjouer la carte de la complémentaritéjouer la carte de la complémentaritéjouer la carte de la complémentaritéjouer la carte de la complémentarité

avec les autres systèmes européensavec les autres systèmes européensavec les autres systèmes européensavec les autres systèmes européensavec les autres systèmes européens

de formation?de formation?de formation?de formation?de formation?

D. S. :D. S. :D. S. :D. S. :D. S. : Jusque récemment, je
n’en étais pas convaincu. Dans les
années 95-96, nous avons monté
plusieurs séminaires de formation
commune intitulés “ culture judiciaire
en Europe ”, dans lesquels se sont
rencontrés des magistrats et des
universitaires de différents pays
européens. Mais l ’organisation de
telles initiatives était extrêmement
lourde.

Or, vient de se créer tout
récemment un réseau européen de
formation judiciaire (REFJ). Il s’agit
d’un réseau qui est placé sous l’égide
du programme Grotius de l ’Union
Européenne et qui se situe dans la
perspective d’un espace judiciaire
européen. Il a vocation à construire
un programme de formation et
d’échange à dimension réellement
européenne dans les années qui
viennent. Doté d’une assemblée
générale, d’un comité de pilotage et
d’un secrétariat, i l  a une structure
juridique qui lui permet d’avancer
dans cette direction. Je suis chargé
dans ce réseau européen de travailler
les questions éthiques et
déontologiques

Mon inquiétude, et c’est la
raison pour laquelle que je le présentais
plutôt comme un défi à relever, a pour
origine les difficultés concrètes à mettre

en œuvre de tels programmes. Il y a
d’abord la barrière de la langue, ensuite
celle des systèmes judiciaires très
attachés aux cultures nationales. En
outre, les instances européennes,
particulièrement le Conseil de l’Europe,
ne nous sont pas d’un grand secours
dans la mesure où elles n’ont pas la
même logique que la nôtre. Nous
travaillons dans une logique
professionnelle, c’est à dire une logique
de rapprochement des pratiques. Or,
si vous réunissez dans un séminaire
des représentants des Etats, et non des
juges, l’effet ne sera pas le même. Il
faut à la fois, et c’est là que les écoles
auront un rôle à jouer, confronter des
magistrats, des policiers, des
professionnels qui ont des problèmes
concrets, réels, pour lesquels ils
demandent une réponse et sur lesquels
ils peuvent dialoguer. Faire dialoguer
des représentants des Etats ou des
fonctionnaires ne répond pas au
même enjeu.

Notre soucis est de mettre en
commun les problèmes qui se posent
pour les juges en Europe et d’essayer
de leur trouver des solutions concrètes
avec des guides méthodologiques. Un
tel guide est en cours d’élaboration
dans le cadre du projet Falcon
(Falcone ?) et aura pour objet de
donner à chaque magistrat les outils
pour naviguer dans cette coopération
pénale internationale actuellement si
complexe.

La formation judiciaire au
niveau européen évolue donc
difficilement. Il s’agit d’un point sur
lequel, en l’absence de volonté

politique réelle, seuls les
professionnels sont en mesure de faire
avancer un certain nombre de choses.

Dernier point que l’on présente
comme une critique : la féminisation
du corps. Actuellement, la
magistrature comporte 60  de femmes
et 40 d’hommes. Cela vient
essentiellement du fait que les juristes
sont en majeur partie des femmes dans
les facultés de droit et que, par
conséquent, il y a quantitativement
plus de femmes lors du concours. La
féminisation n’est pas à mon sens un
facteur de médiocratisation du corps
comme, malheureusement, beaucoup
le disent. Au contraire, elle constitue
un facteur de dynamisme et de
renouvellement sociologique de la
profession.

Vous avez décrit un modèle deVous avez décrit un modèle deVous avez décrit un modèle deVous avez décrit un modèle deVous avez décrit un modèle de

formation dans lequel le recrutementformation dans lequel le recrutementformation dans lequel le recrutementformation dans lequel le recrutementformation dans lequel le recrutement

est post-universitaire. Le recours deest post-universitaire. Le recours deest post-universitaire. Le recours deest post-universitaire. Le recours deest post-universitaire. Le recours de

plus en plus fréquent au recrutementplus en plus fréquent au recrutementplus en plus fréquent au recrutementplus en plus fréquent au recrutementplus en plus fréquent au recrutement

par tour extérieur constitue-il unepar tour extérieur constitue-il unepar tour extérieur constitue-il unepar tour extérieur constitue-il unepar tour extérieur constitue-il une

exception à ce modèle ou marque-t-exception à ce modèle ou marque-t-exception à ce modèle ou marque-t-exception à ce modèle ou marque-t-exception à ce modèle ou marque-t-

il une évolution de ce dernier versil une évolution de ce dernier versil une évolution de ce dernier versil une évolution de ce dernier versil une évolution de ce dernier vers

un modèle mixte ?un modèle mixte ?un modèle mixte ?un modèle mixte ?un modèle mixte ?

D. S.:D. S.:D. S.:D. S.:D. S.: Le recrutement par tour
extérieur n’est qu’un recrutement
complémentaire. Les juristes recrutés
par ce biais ne suivent pas la formation
initiale délivrée par l’Ecole, ce qui est
cependant largement compensé par
leur expérience et par la déontologie
qu’ils ont généralement connu dans
leur ancienne profession. Ce
recrutement rappelle en effet le
modèle anglo-saxon, à la grande
différence près qu’il n’a pas la même
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image d’excellence. Dans les systèmes
anglo-saxons, ce sont les meilleurs
avocats qui sont élus par leurs pairs à
la fonction de juge. En France, le
modèle d’excellence reste l ’Ecole.
L’Ecole est le passage initiatique de
l’ensemble de la profession, que ce
soit par la formation initiale ou par la
formation continue. Le recrutement
par tour extérieur reste ponctuel et il
n’a pas le même prestige. Le “ recruté
latéral ” reste tout au long de sa
carrière un “ recruté latéral ” ,
notamment dans les petites juridictions
de province. S’il n’est pas considéré
comme un intrus, il est “ accueilli ”
dans la profession. Le modèle
administratif, étatique reste dominant
dans la culture professionnelle. C’est
la marque d’un corporatisme qui est
toujours présent dans la profession.

Cet esprit de corps n’a-t-il pasCet esprit de corps n’a-t-il pasCet esprit de corps n’a-t-il pasCet esprit de corps n’a-t-il pasCet esprit de corps n’a-t-il pas

aussi servi à l’émergence d’uneaussi servi à l’émergence d’uneaussi servi à l’émergence d’uneaussi servi à l’émergence d’uneaussi servi à l’émergence d’une

identité démocratique de laidentité démocratique de laidentité démocratique de laidentité démocratique de laidentité démocratique de la

magistrature?magistrature?magistrature?magistrature?magistrature?

D. S.:D. S.:D. S.:D. S.:D. S.: Le premier avantage de
ce recrutement est de forger un esprit
de corps. Or l’alliance du “ pouvoir
pénal ” et de la constitution d’un corps
d’Etat a été déterminante dans
l’évolution de la magistrature. Quand
Debré conçoit ce corps d’Etat, i l
n’imagine pas que ce dernier puisse “
retourner ” son système pénal contre
les politiques. Il faut bien se
représenter le renversement de
situation qui a eu lieu en vingt ans. Il
y a vingtaine d’années encore, les
postes de juges d’instruction chargés
de délits économiques et financiers
étaient des postes tranquilles, presque
à mi-temps… Rien de tout cela
aujourd’hui… Or les affaires de

corruption, et surtout la décision
qu’ont prises les juges de les traiter
comme des affaires ordinaires avec les
moyens pénaux ordinaires,
notamment en mettant en prison des
puissants, a été une révolution pour
la profession. A un moment donné,
certains magistrats ont décidé qu’ils
ne voulaient plus de cette
euphémisation de la justice
économique et financière. Le procès
pénal a alors révélé au public, comme
un miroir, la corruption, mettant en
lumière un phénomène invisible,
inodore, dont la nature est la
dissimulation. Cette révélation a été,
dans l’émergence du “ tiers pouvoir ”
probablement le point décisif.

L’évocation d’un tiers pouvoirL’évocation d’un tiers pouvoirL’évocation d’un tiers pouvoirL’évocation d’un tiers pouvoirL’évocation d’un tiers pouvoir

précède toujours la question de laprécède toujours la question de laprécède toujours la question de laprécède toujours la question de laprécède toujours la question de la

légitimité des juges. La question delégitimité des juges. La question delégitimité des juges. La question delégitimité des juges. La question delégitimité des juges. La question de

la légitimité se pose-t-elle àla légitimité se pose-t-elle àla légitimité se pose-t-elle àla légitimité se pose-t-elle àla légitimité se pose-t-elle à

l’intérieur de la magistrature, et sousl’intérieur de la magistrature, et sousl’intérieur de la magistrature, et sousl’intérieur de la magistrature, et sousl’intérieur de la magistrature, et sous

quelle forme?quelle forme?quelle forme?quelle forme?quelle forme?

D. S.:D. S.:D. S.:D. S.:D. S.: Dans le fonctionnement
quotidien, la question de la légitimité
ne se pose pas. La charge de travail,
la complexité du droit et le
productivisme que l’on attend des
juges, sans compter l’instabilité des
réformes législatives, occupent toute
l’énergie des magistrats. La question
de la légitimité vient toujours de
l’extérieur, du regard du tiers. Cela
étant, elle se pose dès la première
audience du magistrat. Dans le regard
du justiciable, le magistrat perçoit
l’interrogation “ Qui es tu, toi qui va
me juger ? ”. Or, le fait d’avoir réussi
un concours, d’être présumé
compétent en droit ne suffit à épuiser
l’attente de légitimé de ce justiciable.
L’attente est ail leurs que dans ces

critères. Elle est d’abord dans l’écoute,
pas seulement du débat contradictoire,
mais aussi de la plainte, dans le temps
qui est passé à distribuer la parole. La
confiance entre le magistrat et le
justiciable, thème qui revient plus de
celui de la légitimité, se joue avant
tout dans le dialogue. L’attente est en
terme d’efficacité, d’écoute,
d’impartialité, de compétence,
l’ensemble formant la légitimité. Mais
quand vous changez de tiers, et que
ce tiers est le politique, la question
de la légitimité devient une demande
de responsabilité et d’éthique Le
politique avance qu’il est soumis à la
sanction du suffrage, qu’il rend des
compte, et il demande au magistrat
ce qu’il en est pour lui. La question
rebondit alors sur un autre registre.

L’interrogation sur la légitimité
vient donc de l’extérieur. Ce débat est
compliqué parce que les attentes sont
contradictoires et oscillent en
permanence. Il y a en même temps
une attente en termes d’impartialité,
de neutralité, de “ tiers-pouvoir ” et
en même temps une attente en termes
d’efficacité, d’urgence, de fermeté
pénale, etc. Il y a là une incertitude
des messages qui sont envoyés à la
Justice et, de ce fait, une difficulté pour
y répondre.

L’unité de corps, entre lesL’unité de corps, entre lesL’unité de corps, entre lesL’unité de corps, entre lesL’unité de corps, entre les

magistrats du Parquet et ceux dumagistrats du Parquet et ceux dumagistrats du Parquet et ceux dumagistrats du Parquet et ceux dumagistrats du Parquet et ceux du

siège ne favorise-t-elle pas cettesiège ne favorise-t-elle pas cettesiège ne favorise-t-elle pas cettesiège ne favorise-t-elle pas cettesiège ne favorise-t-elle pas cette

difficulté?difficulté?difficulté?difficulté?difficulté?

D. S.:D. S.:D. S.:D. S.:D. S.: En France il y a une unité
du corps, politiquement affirmée dans
le statut de la magistrature, une unité
de la fonction et une unité de la
carrière. Unité donc à tous les niveaux,
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à la différence de certains pays comme
l’Espagne, où il y a deux Ecoles de la
magistrature, ou come le Portugal où
il y a une Ecole mais deux carrières
indépendantes. La Commission
Truche avait proposé la mise en place
d’un système dans lequel le magistrat
bénéficiait d’une période de dix
années pour choisir le Parquet ou le
Siège, au terme de laquelle il devait
opter définitivement pour l ’un ou
l’autre. Actuellement, il y a certes une
formation destinée au procureurs,
mais la carrière reste unique. Les
critiques se multiplient contre ce
système, surtout à l’extérieur par les
praticiens qui n’acceptent pas cette
confusion des genres, et même au sein
de la profession, même s’il ne s’agit
que de discours dissidents par rapport
à l’opinion majoritaire du corps. C’est
une question qui reste encore en
suspens.

Quel a été le rôle des syndicatsQuel a été le rôle des syndicatsQuel a été le rôle des syndicatsQuel a été le rôle des syndicatsQuel a été le rôle des syndicats

de magistrats dans l’émergence dede magistrats dans l’émergence dede magistrats dans l’émergence dede magistrats dans l’émergence dede magistrats dans l’émergence de

cette magistrature ?cette magistrature ?cette magistrature ?cette magistrature ?cette magistrature ?

D. S.:D. S.:D. S.:D. S.:D. S.: J’attache un très grande
importance au syndicalisme judiciaire
dans l’émergence du tiers pouvoir.

Il existe actuellement  trois
syndicats de magistrats : l ’Union
syndicale des magistrats (U.S.M.),
créée en 1946, syndicat conservateur
modéré et majoritaire, le Syndicat de
la magistrature (S.M.) ancré à gauche,
et l’Association professionnelle des
magistrats (A.P.M.), créée en 1981,
après l ’élection de Mitterrand, en
opposition au nouveau pouvoir.

Le premier syndicat de
magistrats, l ’Union syndicale des

magistrats (U.S.M), est né avec la
création du Conseil supérieur (CSM)
en 1946, car i l  fallait organiser
l’élection des représentants des
magistrats au sein de ce conseil. L’USM
a été créée pour doter la profession
d’une représentation politique élue.
Avec ce seul phénomène, on sort
d’une vision purement hiérarchique
ou “ caporalisée ” de la magistrature.
A partir du moment où on permet à
la magistrature d’avoir une
représentation politique particulière,
on crée l’organe et le syndicat qui va
permettre de la réaliser. La
représentation de la magistrature va
dès lors être spécifique et ne va plus
être absorbée dans l’administration
générale de l’Etat. On créé un organe
propre de représentation politique là
où n’existait qu’une administration
asservie aux ordres du politique.

La deuxième grande étape a été
1968 avec la création du Syndicat de
la magistrature. Au sein de l’Ecole des
jeunes juges - les “ juges rouges ”- ont
décidé de créer un association
d’auditeurs de justice avec un message
de gauche clairement affiché. Cela a
été très important, car à partir de là, le
regard que la profession portait sur elle-
même a changé. A partir de là, on va
s’autoriser à avoir un regard critique
sur soi, à dénoncer les turpitudes du
systèmes, les connivences…

Cela a donné une identité
contestataire à l’Ecole. En 1979, donc
10 ans après la création du Syndicat
de la magistrature, on déconseillait
encore au Ministre de rendre visite à
l ’Ecole.  “ Depuis ma prise de
fonction, on me disait de ne pas y
al ler,  que c’était  une pépinière de

juges rouges ” disait  Peyrefitte.
Pendant 20 ans, les Ministres de la
Justice ont ainsi évité de rencontrer
les auditeurs de justice, de se rendre
à l’E.N.M, cette pépinière de juges
rouges qui, effectivement, menaçait
la vieille culture de soumission de la
magistrature.

Prenez par exemple, le
scandale qui a lieu, en 1976 ou 1977,
lorsque le juge Patrice De Charrette a
placé pour la première fois un chef
d’entreprise en détention provisoire
à la suite d’un accident du travail. Les
images d’archive montrent que le
Garde des Sceaux de l ’époque, J.
Lecanuet, est apparu sur les écrans de
télévision scandalisé, affectant une
position d’émotion et de scandale et
s’indignant que ce petit “ juge rouge ”
s’autorisait à mettre quelqu’un en
détention. Il levait le doigt en disant
:“ attention, qu’il ne recommence pas,
sinon, sa carrière pourrait en subir les
conséquences ”. Cette attitude d’un
maître d’école qui corrige les élèves
désobéissants, parce qu’ils s’autorisent
à prendre des décisions inacceptables
ou inconvenantes, était encore
l’attitude du pouvoir de l’époque.

Il faut aussi replacer dans ce
contexte historique l’affaire de Brure-
en-Artois.  Avec cette affaire, où la
rumeur désignait un notable comme
responsable d’un crime, s’était formé,
avec Jean-Paul Sartre et d’autres, un
mouvement prônant une justice
populaire et révolutionnaire en
rupture avec l’ordre judiciaire existant.

C’est dans ce contexte-là, celui
des juges rouges, de l ’E.N.M, du
Syndicat de la magistrature, des
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mouvements en faveur d’une justice
populaire - à l ’époque, le maoïsme
était très en vogue- que s’est
cristall isée l ’ image d’une Ecole de
Bordeaux pépinière de juges rouges,
d’une Ecole qui allait menacer la
République. Aujourd’hui encore, cette
image demeure. Beaucoup de
parlementaires ont encore la vision de
ces petits juges qui peuvent les
menacer et qui sont totalement
incontrôlables.

Il est certain que le
syndicalisme a été vraiment le levier
de l’émancipation des juges. Pas un
levier qui, comme l’Ecole, construit
des identités individuelles de juge, par
le passage initiatique que j’évoquais
toute à l’heure. Mais un levier qui a
construit des représentations
collectives, et qui a particulièrement
identifié la magistrature comme un
acteur collectif de la société
démocratique.

Ces juges formés au
syndicalisme se sont par la suite
répandus dans les sphères politiques.
Ils ont investi les cabinets ministériels,
beaucoup sont actuellement à des
postes de responsabilité publique. Ils
ont alors répandu dans le monde
politique une autre idée du droit. Ils
ont donné à la gauche une culture du
droit et du judiciaire qu’elle n’avait pas
jusqu’alors.

Aujourd’hui, nous arrivons au
bout de ce cycle. Et un des
phénomènes le plus inquiétant est
l’émiettement de ce syndicalisme. Du
fait de cet émiettement , et ceci est lié
avec l’ individualisation du corps
professionnel évoquée plus haut, on

se retrouve davantage dans des
représentations fonctionnelles. Il y a,
par exemple, l’Association française
des magistrats instructeurs (A.F.M.I.)
pour les juges d’instruction, une
association des magistrats du Parquet.
On retrouve des mouvements
identiques avec les juges d’instance,
les magistrats de la jeunesse. Il y a
une espèce d’émiettement,
d’atomisation, d’individualisation dans
laquelle la bonne représentation est
la représentation de la fonction que
l’on exerce et non pas celle du corps
que l’on représente. Il y a là un risque
de perte de sens politique, un
affaiblissement, voire même un
tarissement de “ l ’énergie du
commencement ” pour reprendre les
mots d’Anna Arendt.

Beaucoup sont très inquiets de
cette évolution. Mais ce qui m’inquiète
plus,  c’est la difficulté du
renouvellement des thèmes de
réflexion et des modes d’action du
Syndicat de la magistrature (SM). Le
S.M reste dans une position
extrêmement oppositionnelle à l’égard
de toute espèce de réforme. Entre une
absence de dialogue social du côté
du ministère et un repli dénonciateur
et systématique du côté du S.M ., il
n’y a pas d’alliance constructive.

L’exemple le plus extraordinaire
a été la grève des magistrats d’octobre
2000 portant sur les conditions
budgétaires de l’entrée en vigueur de
la  réforme du 15 juin 2000. Nous étions
plusieurs à dire que cette loi du 15 juin
2000 était, à bien des égards, une
bonne loi, et qu’il fallait donc qu’elle
soit appliquée. Mais notre position a
été perçue comme un message

hiérarchique, conservateur, convenu.
Les magistrats sur le terrain nous ont
rétorqué “ oui mais nous, on a du mal
avec les permanences… vous n’êtes
pas sous le charbon ”, et ont
symboliquement jeté des codes de
procédure pénale Place Vendôme,
devant le Ministère de la Justice. Jeter
des codes est un geste très provocateur,
que la presse a évidemment relevé, que
les politiques ont commenté, et qui a
été perçu une fois encore comme
l’œuvre des juges rouges. On peut aussi
mentionner comme autres exemples le
refus de siéger au Conseil supérieur
de la magistrature, ou le refus de
coopérer en tant que consultant aux
grandes réformes de procédure pénale.

On assiste ainsi actuellement à
un repli sur un corporatisme de
dénonciation. On a certes besoin de
la dénonciation , mais arrive le
moment où il faut adopter une
démarche constructive, car la
dénonciation comme posture
systématique a ses limites.

Ainsi, tout n’est pas joué dans
la capacité que peut avoir le Syndicat
de la magistrature à faire passer des
messages de manière constructive,
positive dans l’élaboration et la mise
en œuvre des réformes.

Pour revenir sur le thème dePour revenir sur le thème dePour revenir sur le thème dePour revenir sur le thème dePour revenir sur le thème de

la formation des juges, vous avezla formation des juges, vous avezla formation des juges, vous avezla formation des juges, vous avezla formation des juges, vous avez

évoqué à plusieurs reprises l’éthiqueévoqué à plusieurs reprises l’éthiqueévoqué à plusieurs reprises l’éthiqueévoqué à plusieurs reprises l’éthiqueévoqué à plusieurs reprises l’éthique

et la déontologie de la fonction deet la déontologie de la fonction deet la déontologie de la fonction deet la déontologie de la fonction deet la déontologie de la fonction de

juger. Cette question, qui rejointjuger. Cette question, qui rejointjuger. Cette question, qui rejointjuger. Cette question, qui rejointjuger. Cette question, qui rejoint

celle plus large de la responsabilitécelle plus large de la responsabilitécelle plus large de la responsabilitécelle plus large de la responsabilitécelle plus large de la responsabilité

des juges, fait-elle l’objet d’un débatdes juges, fait-elle l’objet d’un débatdes juges, fait-elle l’objet d’un débatdes juges, fait-elle l’objet d’un débatdes juges, fait-elle l’objet d’un débat

au sein de la magistrature et d’unau sein de la magistrature et d’unau sein de la magistrature et d’unau sein de la magistrature et d’unau sein de la magistrature et d’un

enseignement à l’E.N.M ou à l’I.H.E.J?enseignement à l’E.N.M ou à l’I.H.E.J?enseignement à l’E.N.M ou à l’I.H.E.J?enseignement à l’E.N.M ou à l’I.H.E.J?enseignement à l’E.N.M ou à l’I.H.E.J?
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D. S.:D. S.:D. S.:D. S.:D. S.: Pour se poser la question
de la responsabilité dans la fonction
de juger, il faut d’abord admettre que
l’on exerce un pouvoir. Or, beaucoup
de magistrats estiment que la justice
n’étant qu’une autorité et que les juges
n’étant chargés que d’appliquer la loi,
ils n’exercent pas de pouvoir. Certains
magistrats, donc, ne se posent pas la
question de la responsabilité.

Quand elle est posée, la
question de la responsabilité soulève
une tempête de protestations. Il s’agit
là du débat actuellement le plus
sensible au sein de la magistrature.
C’est le point sur lequel l’interrogation
de la société politique et de la société
civile est la plus forte et où la réaction
de la profession l’est tout autant, mais
dans un sens contraire. Quand Mme
Guigou a évoqué l’instauration d’une
commission chargée d’examiner de
plaintes des justiciables, certains
magistrats n’ont pas hésité à parler de
“ soviet disciplinaire ”. Je me souviens
de séminaires très animés où les
partisans de cette réforme ont été très
durement pris à partie.

Quant à l ’enseignement de
déontologie à l’Ecole, j’ai été un des
premiers à l’introduire avec d’autres,
notamment Daniel Nude ( ?) et
Antoine Garapon. Il y a encore cinq
ans, aucun enseignement n’existait.
Certes, quand on parlait de telle ou
telle fonction, on parlait de
déontologie. Mais aucun
enseignement spécifique et transversal
n’existait. Il a fallu une certaine
ténacité pour l’imposer, et ce contre
l’avis des enseignants en place.

Actuellement, un enseignement
d’éthique et de déontologie existe tant
en formation initiale qu’en formation
continue. Participe à cet enseignement
un corps très peu connu de l’opinion
publique, le corps de l’Inspection des
services judiciaires. C’est un corps très
opérationnel, très actif, politiquement
capital. Il est composé de 20
inspecteurs, qui sont les messi
dominici du Garde des Sceaux et qui
constituent l’organe de renseignement
et d’observation à l ’ intérieur de la
profession, pour le compte du
politique. Le dispositif actuel est utile,
mais un problème réel réside en ce
que l’activité de ces inspecteurs
dépend uniquement des directives
politiques du Garde des Sceaux. Ces
directives peuvent cependant être
légitimes, notamment lorsque le Garde
des Sceaux demande une inspection
dans un service dans lequel un
dysfonctionnement est apparu. Par
exemple, suite à l’affaire des disparues
de l’Yonne, le Parquet d’Auxerre a fait
l’objet d’une telle inspection, et ce sans
que l’opinion publique n’en ait eu
connaissance.

L’Inspection joue un rôle
important dans l’enseignement de la
déontologie. J’ai récemment animé un
séminaire avec un inspecteur, lors
duquel des cas pratiques ont été
présentés. L’exercice a consisté à
exposer le cas d’un magistrat qui a
un comportement dans le cadre de
ses fonctions ou en dehors de ses
fonctions et de chercher une
qualification à un tel comportement :
qualification pénale, disciplinaire,
éthique, ou civile. A partir de ces cas,
une discussion a eu lieu entre les
participants. La qualification même du

comportement “ douteux ” n’a pas fait
pas l’objet d’un consensus parmi les
intervenants.

Le débat sur la déontologie est
piégé par le dispositif politique qui
préside à ce contrôle normatif. A partir
du moment où, d’une part l’Inspection
ne remet ses rapport qu’exclusivement
au Garde des Sceaux et n’est saisie
que par ce dernier et que, d’autre part,
les poursuites disciplinaires relèvent
que du Garde des Sceaux non pas des
justiciables, c’est un contrôle à
dominante politique qui est en place.

Mais l’idée d’un contrôleMais l’idée d’un contrôleMais l’idée d’un contrôleMais l’idée d’un contrôleMais l’idée d’un contrôle

exercé par les citoyens sur le planexercé par les citoyens sur le planexercé par les citoyens sur le planexercé par les citoyens sur le planexercé par les citoyens sur le plan

disciplinaire, comme la mise en causedisciplinaire, comme la mise en causedisciplinaire, comme la mise en causedisciplinaire, comme la mise en causedisciplinaire, comme la mise en cause

de la responsabilité individuelle desde la responsabilité individuelle desde la responsabilité individuelle desde la responsabilité individuelle desde la responsabilité individuelle des

magistrats sur le plan civil, n’est-ellemagistrats sur le plan civil, n’est-ellemagistrats sur le plan civil, n’est-ellemagistrats sur le plan civil, n’est-ellemagistrats sur le plan civil, n’est-elle

pas encore plus tabou au sein de lapas encore plus tabou au sein de lapas encore plus tabou au sein de lapas encore plus tabou au sein de lapas encore plus tabou au sein de la

magistrature?magistrature?magistrature?magistrature?magistrature?

D. S.:D. S.:D. S.:D. S.:D. S.: L’idée d’un contrôle par
les citoyens a été violemment rejetée
lorsque sont apparues les propositions
de réforme de Mme Guigou. Peut-être
parce que ces propositions n’avaient
pas fait l ’objet d’une discussion
préalable. Il faut rappeler que cette
réforme était un argument de dernière
minute lancé par Mme Guigou pour
sauver la réforme constitutionnelle
relative au statut du Parquet, qu’elle
était un compromis proposé aux
parlementaires sans que les magistrats
en aient été avertis, sans qu’aucune
discussion préalable n’ait été menée.

En ce domaine, nous avons un
énorme chantier devant nous.
L’exemple de certains système
étrangers, notamment le système
canadien, nous montre qu’une
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alternative au dispositif  existant est
possible.

D’abord, le C..S.M doit disposer
de son propre organe d’inspection. Le
C.S.M, organe disciplinaire, doit avoir
la maîtrise de ses enquêtes.
Actuellement, ses membres sont
obligés de refaire l’enquête puisque
le rapport de l’Inspection des services
judiciaires ne leur est pas
communiqué. Ensuite, il faut rendre
plus ouverte la composition du C.S.M,
et non la limiter à des représentants
des magistrats. Enfin, il faut rendre
plus transparentes les procédures
menées devant le Conseil .  La
transparence est la meilleure des
garanties contre les pressions
politiques.

En outre, quand bien même le
système actuel n’offre pas toutes les
garanties, il faut veiller à ce que l’usage
qui en est fait soit plus neutre, plus
impartial. Il faut articuler la
responsabilité-action, c’est à dire
l’éthique, les normes de
comportement que le magistrat se
donne à lui-même dans sa vie
juridictionnelle ou dans la cité, avec
la responsabilité-sanction qui vient a
posteriori sanctionner le magistrat
fautif. Développer l’éthique, c’est faire
la prévention de la sanction. Mais
l’éthique ne recueille pas un
enthousiasme particulier de la part de
beaucoup de collègues.

Si l ’ indépendance étaitSi  l ’ indépendance étaitSi  l ’ indépendance étaitSi  l ’ indépendance étaitSi  l ’ indépendance était

garantie dans la mise en œuvre degarantie dans la mise en œuvre degarantie dans la mise en œuvre degarantie dans la mise en œuvre degarantie dans la mise en œuvre de

la responsabil ité-sanction,la responsabil ité-sanction,la responsabil ité-sanction,la responsabil ité-sanction,la responsabil ité-sanction,

notamment par une plus grandenotamment par une plus grandenotamment par une plus grandenotamment par une plus grandenotamment par une plus grande

transparence dans l ’activité dutransparence dans l ’activité dutransparence dans l ’activité dutransparence dans l ’activité dutransparence dans l ’activité du

C.S.M, i l  serait donc possibleC.S.M, i l  serait donc possibleC.S.M, i l  serait donc possibleC.S.M, i l  serait donc possibleC.S.M, i l  serait donc possible

d’élaborer un corpus déontologiqued’élaborer un corpus déontologiqued’élaborer un corpus déontologiqued’élaborer un corpus déontologiqued’élaborer un corpus déontologique

à finalité véritablement normative?à finalité véritablement normative?à finalité véritablement normative?à finalité véritablement normative?à finalité véritablement normative?

Car actuellement, aucuneCar actuellement, aucuneCar actuellement, aucuneCar actuellement, aucuneCar actuellement, aucune

obligation déontologique préciseobligation déontologique préciseobligation déontologique préciseobligation déontologique préciseobligation déontologique précise

n’est mise à la charge des juges, àn’est mise à la charge des juges, àn’est mise à la charge des juges, àn’est mise à la charge des juges, àn’est mise à la charge des juges, à

l’exception des termes vagues del’exception des termes vagues del’exception des termes vagues del’exception des termes vagues del’exception des termes vagues de

l’ordonnance de 1958…l’ordonnance de 1958…l’ordonnance de 1958…l’ordonnance de 1958…l’ordonnance de 1958…

D. S.:D. S.:D. S.:D. S.:D. S.: Actuellement, vous n’avez
que deux sources de normes
déontologiques. L’article 43 de
l’ordonnance de 1958 relative au statut
de la magistrature et les rapports
annuels du CSM dans lesquels
quelques décisions sont sélectionnées.
On ne peut donc avoir accès qu’à des
fragment de la jurisprudence du
C.S.M., le reste des décision n’étant
pas rendu public.

Au Canada ou en Belgique, les
décisions du CSM sont publiées ; Elles
font l ’objet de commentaires de
doctrine, de numéros spéciaux dans
les revues. En France, c’est le secret
total, à l’exception des quelques bribes
de motivation que l’on trouve dans
les rapports annuels du C.S.M.

Alors,  on recueille des
informations dans des rapport
officieux. Mais on ne peut en pas faire
état de ces informations dans les
séminaires de formation. Pour
contourner la difficulté, on construit
des cas pratiques factices directement
inspirés de cas réels. On est alors en
pleine hypocrisie.

Dans ce domaine, on est dans
le néolithique. Il y a une conjonction
entre un consentement tacite de la
profession à ne pas faire la lumière
sur les affaires disciplinaires et une
volonté politique de ne rien changer

à un dispositif  qui finalement arrange tout
le monde.

Donc, de part et d’autre, on seDonc, de part et d’autre, on seDonc, de part et d’autre, on seDonc, de part et d’autre, on seDonc, de part et d’autre, on se

renvoie le problème, et on se garderenvoie le problème, et on se garderenvoie le problème, et on se garderenvoie le problème, et on se garderenvoie le problème, et on se garde

bien de favoriser l’émergence d’unebien de favoriser l’émergence d’unebien de favoriser l’émergence d’unebien de favoriser l’émergence d’unebien de favoriser l’émergence d’une

déontologie ?déontologie ?déontologie ?déontologie ?déontologie ?

D. S.:D. S.:D. S.:D. S.:D. S.: On se renvoie le
problème, parce que le politique
gagne à conserver un dispositif qu’il
maîtrise complètement. L’Inspection
des services judiciaires et le C.S.M sont
ainsi neutralisés. Le politique maîtrise
complètement le système grâce à ses
organes de renseignement, à sa
compétence exclusive dans la
poursuite disciplinaire des magistrats.
Il perdrait un argument, une arme
décisive sur la magistrature si on
mettait toutes les affaires sur la place
publique.

Pourquoi ne pas donner le droit
de saisir le C.S.M. aux citoyens, au
président de la juridiction concernée,
et aussi aux parlementaires ? Pourquoi
ne pas ouvrir la saisine du C.S.M, quitte
à ce que ce dernier en apprécie le bien
fondé, par l’intermédiaire d’une sorte
de Parquet ? Le C.S.M pourrait de même
organiser une enquête et sa propre
saisine. Mais le politique ne se risque
pas à une telle réforme par laquelle il
perdrait tout pouvoir.

De leur côté, les magistrats sont
bien contents qu’on ne touche pas au
secret qui préside actuellement ce
système disciplinaire. On est donc
dans une complicité de connivence
qui explique qu’un statut quo soit
soigneusement entretenu.
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Tant que ce statu quo demeure,
la seule information accessible est le
rapport du C.S.M. D’année en année, ce
rapport s’étoffe, mais cela reste à des doses
homéopathiques. Quelques thèses sur le
droit  disciplinaire ou sur le C.S.M sont
menées. Mais les étudiants ne peuvent
même pas assister à une audience du
C.S.M.  Un étudiant va en stage au Canada,
on lui ouvre toutes les portes. En France,
on lui explique que tout est secret.

Pourtant, si la Justice comme
institution ne se donne pas les moyens
de rendre visible ce qu’elle fait et ce
qu’elle est, elle ne pourra pas exister
comme objet identifiable, comme
objet d’étude, comme objet de
réflexion. Si les affaires disciplinaires
ne sont pas connues, s’il n’y a pas de
matériau, il n’y aura jamais d’études
sur la question.

Il y  a donc une dialectique à
créer entre la visibilité de ce qui est
jusque-là secret, la production
normative du C.S.M, mais aussi de la
Cour de Cassation dans d’autres
domaines, et notre capacité à nous,
citoyens, intellectuels ou autres, à
travailler sur cet objet-là.

Si on ne donne pas les
matériaux qui permettent de
l’identifier dans sa fonction, la Justice
restera invisible. C’est la raison pour
laquelle j’ai mis comme illustration de
mon ouvrage Le tiers pouvoir ,  le
portrait de Magritte, La représentation
impossible, qui montre un homme que
l’on voit de dos au premier plan et
encore de dos dans le reflet du miroir
placé devant lui. Ce sont les écrits du
Doyen Carbonnier qui m’en ont
inspiré l’idée. La représentation est

impossible parce que cet homme, alors
même qu’on place une glace devant lui,
est toujours de dos. Pour rendre visible la
Justice, il faut retourner le personnage
pour que l’on puisse enfin le voir en face
et enfin l’identifier comme ayant un rôle
politique réel. Il faut le retourner pour que
l’on puisse tout simplement l’étudier et
l’aider à avancer sur cette scène politique
sur laquelle il avance actuellement à
reculons, plutôt de dos, sans trop vouloir
le faire, et uniquement grâce à quelques
initiatives individuelles.

L’enjeu est donc de retourner
le personnage, de l ’analyser, de
l’identifier et de le constituer ainsi
comme un objet de réflexion. C’est
ce travail qui est mené à l’I.H.E.J. Mais
les obstacles sont considérables parce
que la tradition de la magistrature
française y est hostile, parce que la
culture politique n’en veut pas, et
parce que le corporatisme et les
habitudes incitent davantage au repli
sur soi qu’à la réflexion.

C’est la raison pour laquelle le
regard que les chercheurs portent sur
la Justice est essentiel. Par l’insistance
de ce regard, l’institution est obligée
à se révéler à elle-même. Mais si la
Justice, par le secret, continue à
répondre par la négative, elle
découragera les initiatives de réflexion
et d’études.

Quelques thèses sur le CSM sont
en cours, d’autres sur l’éthique du juge,
une ou deux sur la responsabilité du
juge. Les doctorants font preuve de
beaucoup d’énergie, et ont besoin d’un
fort soutien moral et intellectuel face
aux difficultés qu’ils rencontrent. Ils
contournent l’obstacle du secret en faisant

appel au droit comparé, en montrant que
des solutions différentes sont possibles, en
montrant combien le modèle français est
archaïque et comment il peut mourir de sa
belle mort si rien ne change.

Il faut que soient encouragées
les initiatives qui contribuent à
contourner l ’obstacle du secret,
comme celle de créer une revue sur
la justice, comme le prévoient les
éditions Dalloz, ou celle de créer une
revue sur l ’histoire de la justice
française, dans laquelle un numéro a
déjà été consacré à la Cour d’Assises.

Il faut donner de la visibilité à
cette institution, la constituer pour
l’opinion publique, la révéler à elle-
même, fournir aux chercheurs un
terrain d’analyse. Cette dialectique est
vraiment naissante et le domaine de
l’éthique, de la déontologie en est le
domaine par excellence. Un domaine
sur lequel tout est à faire et sur lequel
le repli est le plus fort, le plus difficile
à vaincre.  aa aa a



ENTREVISTA al Sr. Russell Wheeler,
Sub-Director del Federal Judicial Center

Para comenzar, ¿nos podría explicar

qué es el Federal Judicial Center y
cuáles son sus funciones?

Russel Wheeler:Russel Wheeler:Russel Wheeler:Russel Wheeler:Russel Wheeler: Sí, puedo
tratar de cubrir  los elementos bá-
s i cos.  Es  un  org an i smo indepen-
diente dentro del Poder Judicial Fe-
dera l  es tadounidense .  Es  d is t into
de la Oficina Administrativa de los
Tribunales Federales, pero trabaja-
mos en forma conjunta con el per-
sona l  de  d icha  Of ic ina .  Nuest ras
of ic inas  se  encuentran exc lus iva-
mente en Washington y sólo capa-
citamos a los jueces y al  personal
de apoyo del  s istema federal .  Los
Estados tienen sus propios organis-
mos de capacitación.

Nuestra misión educativa es
principalmente la formación de los
jueces y empleados del sistema ju-
dicial federal, una vez que son de-
signados. En otras palabras, nues-
tros programas no incluyen a los as-
pirantes a la magistratura,  ni tam-
poco a los aspirantes a puestos de
apoyo.  Todos nuestros  prog ramas
son voluntarios y sin cargo para los
participantes. No tenemos un cuer-
po docente permanente, aunque al-
gunos miembros del  personal  de l
Centro impar ten cursos,  preparan
manuales e intervienen en otras ac-
tividades de capacitación. General-
mente, nuestros programas presen-
ciales duran de 3 a 4 días, pero uti-

lizamos para los empleados muchas
formas de capacitación a distancia.
No tenemos cursos largos, o cursos
que aborden exclusivamente aspec-
tos jurídicos. En otras palabras, no
somos una escuela de derecho para
los jueces. Somos una escuela para
transmitir las destrezas y habil ida-
des que requiere la función judicial,
incluyendo los aspectos de adminis-
tración judicial, como el manejo de
los casos y el funcionamiento gene-
ral de los tribunales.

Tenemos, asimismo, como mi-
sión especifica, realizar investigacio-
nes sobre el funcionamiento del sis-
tema. Emprendemos investigaciones
empír icas,  por  e jemplo, sobre e l
efecto de los métodos alternativos
de resolución de conflictos o encues-
tas de opinión entre los jueces res-
pecto el  s istema de imposición de
penas. Es importante decir que los
investigadores contribuyen a nues-
tros programas de capacitación.

La junta directiva del Centro
consta de siete jueces, el director de
la Oficina Administrativa de los Tri-
bunales Federales y el presidente de
la  Cor te  Suprema.  Este ú l t imo es
también el  presidente de la Junta.
Por ley, la Junta selecciona al direc-
tor del Centro y al subdirector, que
en este caso soy yo.  De los ocho
directores,  s iete  han s ido jueces,
pero esto no es un requisito.



Realizada por el Dr. Juan Enrique Vargas, Director del CEJA.

El Centro se compone de tres
“div is iones”:  para la  capaci tac ión
judicial, la capacitación de los em-
pleados de los tribunales, y para las
invest igaciones.  Tenemos también
oficinas pequeñas para el estudio de
la historia del sistema judicial y para
suministrar asistencia e información
a los tribunales de otros países. Per-
mítame agregar, al respecto, que es-
peramos poder trabajar en el futuro
con el Centro de Estudios de Justi-
cia de las Américas.

Tenemos actualmente145 em-
pleados para atender a un sistema
judicial de casi 1.600 jueces y 28.000
empleados, la gran mayoría de los
cuales no residen en Washington.

¿A cuánto asciende su presupuesto?

R.W.:R.W.:R.W.:R.W.:R.W.: Por ley, el Centro reci-
be sus fondos cada año directamen-
te del Congreso. En 2001, los fon-
dos son US$ 18.7 millones, pero este
monto es menor al presupuesto de
hace ocho años. Por ley,  también,
existe una “Fundación Centro Judi-
cial Federal,” que recibe donativos
para ayudar  a l  Centro.  Desde su
creación, en 1988, ha recibido US$
4 mil lones. La Fundación t iene su
propia junta ,  independiente de la
junta y los empleados del Centro y,
por mandato legal, sus miembros no
pueden ser jueces. La misión de la
junta de la Fundación es determinar

si las personas y las organizaciones
que desean entregar donaciones son
convenientes para ese fin. La junta,
sin embargo, no tiene ningún poder
para determinar el uso de esos re-
cursos.

¿Cuáles son los principales obstácu-
los con los que se enfrenta la capaci-
tación judicial en estos momentos?

R.W.:R.W.:R.W.:R.W.:R.W.: A la luz de la disminu-
ción de nuestro presupuesto, quizás
debo responder “dinero declinante,”
pues el financiamiento obviamente
es un problema. Pero creo que no
siempre podemos decir, “con más di-
nero, podríamos eliminar todos los
obstáculos”.

Obviamente, en algunos paí-
ses, la lucha es por remover la ca-
pacitación judicial de los manos de
los ministerios de Justicia. Por su-
puesto,  en países  con org anismos
de capacitación dentro de la rama
judicial, los desafíos son diferentes
y los mismos difieren, a su vez, de
país en país. Pero supongo que hay
algunos obstáculos comunes, como
la dificultad para medir el impacto
de los programas, por ejemplo, de
modo de asegurar que los recursos
se usen eficientemente. Me parece
también que es importante evitar el
punto de v is ta  de que son única-
mente los jueces quienes necesitan
la capacitación. Evidentemente,  el

s istema judicial  existe para el  tra-
bajo de los jueces -no existe para
administrar un presupuesto-,  pero
empleados  competen te s  son  im-
portantes  para  e l  func ionamiento
de los tr ibunales y el los necesitan
educac ión .

Otro obstáculo a la capacita-
c ión efect iva ,  a l  menos desde mi
posición, son los esfuerzos de cier-
tos grupos por usar los programas
de capaci tac ión judic ia l  como un
medio para influir en la mentalidad
y en la forma de pensar de los jue-
ces. Los jueces y los empleados ne-
cesitan una organización del poder
judicial encargada de proporcionar
educación sobre todos los asuntos
que ellos necesitan. Obviamente, los
jueces tienen – y deben tener- mu-
chas fuentes para mejorar sus cono-
cimientos y habilidades. Los jueces
pueden sacar provecho de los pro-
g ramas de las escuelas de derecho,
de las asociaciones de abogados, et-
cétera .  Pero hay muchos aspectos
del  papel del  juez -y del  papel de
los restantes funcionarios- que otras
fuentes  no cubren.  Por e jemplo,
“¿cómo puedo ser un gerente efec-
t ivo de mi pequeño despacho?” o
“¿cómo relacionarme con los perio-
distas”? ¿”cómo puedo -cómo debo-
usar la información adquirida en el
ejercicio de mi cargo judicial”?



Pero el juez necesita también
un s i s tema de  capac i t ac ión  en  e l
cual pueda tener confianza en que
es  una  fuen te  de  in fo r mac ión  y
anális is equil ibrados. Por ejemplo,
en los Estados Unidos han resulta-
do polémicos  los  seminar ios  gra-
tu i to s  que  fundac iones  p r i vadas
ofrecen a los jueces –generalmen-
te en lugares muy lindos y agrada-
b l e s -  e spec i a lmente  sobre  l e y  y
economía o sobre ley y medio am-
b ien te ,  á reas  todas  en  l a s  cua l e s
l a s  dec i s iones  de  lo s  t r ibuna l e s
pueden tener un gran impacto. Al-
gunas personas dicen que los jue-
ces son personas muy intel igentes
y pueden anal izar las presentacio-
nes de diversos grupos sin perder
su capac idad de pensar  en for ma
independiente. Otros dicen que los
casos  cada vez presentan asuntos
más complejos,  s iendo difíci l  para
un juez comprender todos los as-
pectos de algunos temas nuevos y
altamente especial izados que, ade-
más,  pueden  no  se r  p re sen tados
con  l a  deb ida  ob je t iv idad .  Surge
además otra  pregunta :  ¿cuál  es  la
reacción de los c iudadanos a l  en-
terarse por las noticias de que al-
gunos jueces han aceptado cursos
de capaci tac ión gratui tos impart i -
dos por organizaciones privadas?

¿Cuáles son las soluciones posibles?

R.W.:R.W.:R.W.:R.W.:R.W.: Hay varias soluciones
posibles. ¿Prohibir la asistencia de
los jueces a cursos privados? No creo
que sea una buena solución, salvo
cuando un juez deba resolver  un
pleito de un patrocinador de dicho
curso. ¿Ordenar por ley que los jue-
ces deban asistir a los programas del
centro de capaci tac ión del  Poder
Judicial ,  para recibir cursos equili-
brados? Tampoco creo que lo sea.
Al menos en mi país, los jueces re-
s is t i r ían e l  concepto de cursos
mandatorios y, como adultos, deben
resistirlos. Sabemos que los adultos
aprenden cuando desean aprender,
más que cuando se les  ordena
aprender.

Creo que esta s ituación -es-
fuerzos crecientes para proveer cur-
sos y quizás influir en la mentalidad
de los jueces- crea para los centros
oficiales de capacitación judicial un
desafío y una oportunidad para ofre-
cer  programas atrayentes y  út i les ,
para proporcionar a los jueces al-
ternativas a la capacitación propues-
ta a nivel privado. En resumen, hay
espacio para muchas organizaciones
para hacer ofertas de capacitación,
pero hay un papel único para una
escuela  o un centro dentro de la
rama judicial .  Estos no garantizan
necesar iamente una capaci tac ión
tota l  y  ba lanceada, pero creo que

un centro dentro del poder judicial
tiene más incentivos para proveerla
de esa manera.

Además de los cursos y las modalida-
des tradicionales de capacitación,
¿Qué otras estrategias de capacita-

ción y desarrollo profesional ofrece
la Escuela?

R.W.:R.W.:R.W.:R.W.:R.W.: Como dije hace un mo-
mento, el Centro, por ley, no es sólo
un centro de capacitación, sino tam-
bién es un centro de investigación.
Desarrol lamos la  gran mayoría de
nuestros proyectos de investigación
a petición de los comités del Con-
sejo Judicial Federal -llamado “Judi-
cial Conference-”, integrado por 27
jueces federales. Por ejemplo, esta-
mos empezando un proyecto de tres
o cuatro años para medir el tiempo
que los jueces requieren para trami-
tar diversos tipos de casos, lo que
nos permitirá estimar el número de
jueces que se necesitan en cada uno
de los distr itos,  pues cada uno de
el los presenta niveles dist intos de
cada t ipo de casos.  Trabajaremos
con jueces y empleados para hacer
este proyecto, para asegurarnos que
nuestra investigación proporcione al
“Judicial Conference” la información
que necesita, más que para propor-
cionarle a los jueces la oportunidad
de conducir la investigación.



Si me pregunta si ofrecemos
proyectos de investigación como ac-
tividades de entrenamiento vocacio-
nal ,  no lo hacemos.  Proveemos
puestos interinos breves a funciona-
rios de los tribunales para trabajar
en el Centro, por uno o dos meses,
con el fin de ayudarnos a desarro-
llar programas de capacitación. Y tra-
bajamos con comités de jueces y em-
pleados para planear nuestros cursos y
libros.

En el caso de la planificación
de capacitación y el diseño de pro-
yectos de investigaciones, creemos
que somos los  expertos pero no
podemos hacer nuestro trabajo sin
el  Consejo y la experiencia de los
jueces y demás funcionarios, porque
ellos son los consumidores de nues-
tros productos.

¿Se utilizan desde el FJC nuevas tec-
nologías - tales como Internet para
cursos de larga distancia - para la

capacitación?

R.W.:R.W.:R.W.:R.W.:R.W.: Claro, por varias razo-
nes. La primera, porque las tecno-
logías  sa lvan t iempo y dinero,  e l
t iempo de los part ic ipantes y  los
fondos de viajes. Esto es muy im-
portante en un país grande como los
Estados Unidos. La segunda, porque
las  tecnologías  pueden mejorar  e l
proceso educacional, facil itando el
manejo de la información.

La tecnología es simplemente
la aplicación de conocimiento a los
objetivos prácticos y creo que cuan-
do pensamos sobre los métodos para
proveer capacitación, es importante
recordar que las tecnologías educa-
tivas deben ser sencillas. En el Cen-
tro, hemos usado tecnologías senci-
l las por un largo período de tiem-
po. No me refiero a las formas más
básicas - los l ibros,  los manuales- ,
s ino más bien a “paquetes de ins-
trucción”, que permiten a los geren-
tes de los tribunales en todo el país
concertar cursos en sus palacios de
Justicia -cursos de uno o dos días
para empleados sobre, por ejemplo,
acoso sexual o cómo investigar los
recursos económicos de un acusa-
do. Dichos paquetes están conteni-
dos en un programa que diseñamos
en el Centro, con un manual de ins-
trucción y, a veces, con transparen-
cias y/o un video. Con algunos pa-
quetes real izamos seminarios pre-
vios, para enseñarles a ciertos em-
pleados de esos tribunales a presen-
tar los cursos.

Más recientemente hemos co-
menzado a usar las tecnologías más
complejas, incluyendo las conferen-
c ias  a  través del  uso de
computadoras. Se trata de conferen-
cias que duran 4 o 6 semanas o más,
donde los participantes intercambian
experiencias sobre un asunto espe-
cífico, desde sus escritorios. No son

“salas de charla,” pero tampoco “cur-
sos en Internet” en el sentido con-
vencional.  Las uti l izamos para en-
trenamiento sobre, por ejemplo, la
ley de los contratos o la ley de las
pruebas .

El gráfico, a continuación, mues-
tra nuestro uso creciente de sistemas
que permiten entrenamiento en los tri-
bunales, mediante metodologías a dis-
tancia. En el mismo se puede observar
que el número de participantes en to-
dos nuestros programas es más gran-
de que el número de los empleados y
jueces, y eso que se trata de un perío-
do con menor presupuesto.



Participantes en seminarios del Centro Judicial Federal (que requieren recorrido)
y en "programas locales" que no requieren recorrido

(se reúnen en edificios de tribunales;  usen materiales del Centro y sus transmisiones de video)

Los seminarios (participantes)
Los jueces y los empleados del poder judicial federal

Los programas locales (participantes)
Presupuesto del Centro (por $1,000)

¿Cómo usan espec í f i camente la

te lev i s ión?

R.W.:R.W.:R.W.:R.W.:R.W.: Bueno, este es un mé-
todo con ventajas y desventajas. En
1998, creamos con la Oficina Admi-
nistrativa de los Tribunales Federa-
les, la Red Televisión Judicial Fede-
ral, que transmite por satélite a 300
palacios de tribunales federales en
todo e l  pa ís.  Presentamos cursos
breves de capaci tac ión y  también
prog ramas de infor mación sobre,
por ejemplo, los nuevos beneficios
de seguridad que están disponibles
para los jueces y empleados.

Estamos utilizando la capaci-
tación a distancia preferentemente
para el personal de apoyo de los tri-

bunales, en parte porque el Congre-
so ha reducido los fondos para fi-
nanciar traslados para asistir a pro-
gramas de capacitación fuera de los
lugares de trabajo.  Los empleados
han llevado el peso de dicha reduc-
ción, no así los jueces.

Por supuesto, en parte, el cre-
cimiento de participantes en activi-
dades de capaci tac ión a distancia
está constituido por empleados que
miran una transmisión de video du-
rante una hora .  No es  lo mismo,
naturalmente, que participar en un
seminario de tres días.

Los jueces se han resistido a
la capacitación a distancia y la gran
mayoría de los programas de la Red

son para los empleados. Los jueces
creen que necesitan la oportunidad
de reunirse con sus pares, especial-
mente  por  que  es tán  d i spersos
geog ráf icamente y,  por  eso,  apre-
cian los intercambios con los jue-
ces de otros tr ibunales.  Los inter-
cambios son provechosos, también,
debido a que el énfasis está puesto
en los problemas prácticos: “¿cómo
se pueden manejar  l as  audienc ias
para determinar si los testigos pro-
puestos por los científicos son ad-
mis ibles  bajo las  decis iones de la
Corte Suprema?”.

Sin embargo, creo que la Red
es una herramienta de trans ic ión.
Internet ofrece muchas más opor-
tun idades .  Como d i j e ,  l a  usamos



para conferencias, pero cuando ten-
gamos la capacidad para crear sis-
temas de información con nuestros
cursos en la Red - incluyendo cur-
sos por video que jueces y emplea-
dos  pueden obtener  ráp idamente
cuando los necesitan- vamos entrar
a un mundo nuevo.

Otra  cosa  más :  nues t ra  ex-
periencia nos ha dicho que los jue-
ces ,  mucho más  que  los  emplea -
dos ,  t i enen  un  a l to  e scept i c i smo
respecto de la tecnología, y es im-
portante moverse despacio.  Algu-
nas experiencias malas con videos
o formas de “alta tecnología” son
dif íc i les  superar.

¿De qué modo se articula y cuál

es  la  v inculac ión del  FJC en e l
proceso de selección del personal
y la carrera judicial?

R.W.:R.W. :R.W. :R.W. :R.W. :  Es ta  e s  una  á rea  en
lo cua l  e l  s i s tema estadounidense
es  d i f e ren te  a  los  s i s t emas  en  l a
gran mayoría del  mundo. Es dife-
r en t e  con  r e spec to  a  l o s  j u ece s,
deb ido  a  l a s  pa r t i cu l a r i d ade s  de
nues t ro  p roceso  de  s e l e cc ión  de
jueces,  y es diferente respecto del
mane jo  en  g ene ra l  de  l o s  r e cu r-
sos  humanos  dent ro  de l  s i s tema ,
p o r q u e  c a d a  t r i b u n a l  t i e n e  s u s
propias pol í t icas para el  personal ,
a co rdes  con  po l í t i c a s  nac iona l e s
de  carác ter  genera l .

Veamos el caso de los jueces.
Generalmente, una persona se con-
vierte en juez a la edad -más o me-
nos- de cincuenta años. La selección
de los jueces federales y la promo-
ción de los jueces es  un proceso
político –nominación por parte del
presidente de la Nación y aproba-
ción por el Senado- a partir de in-
vestigaciones que los poderes Eje-
cutivo y Legislativo hacen de los an-
tecedentes del juez potencial. Todo
este proceso no está muy reglado,
pero los procedimientos informales
son muy fuer tes y se respetan.  El
Centro, o la judicatura en forma más
genera l ,  en esta  mater ia  no juega
ningún rol. El Centro sólo tiene la
misión de proporcionar cursos de
orientación de dos semanas por los
jueces rec ién des ignados y  otros
programas y servicios de educación
judicial contínua.

El concepto de la selección ju-
dicial por exámenes o a través de cur-
sos concebidos como prerrequisitos,
e s  t o t a l m e n t e  a j e n o  a  n u e s t r a s
t r a d i c i o n e s .

El procedimiento para desig-
nar  un  juez  de  pr imera  ins tanc ia
que  anter ior mente  hemos descr i -
to ,  se  ap l ica  de  la  misma manera
en el caso de que el presidente de
la  Nación quiera  promover lo a  la
segunda instanc ia .

¿Y en el caso de los empleados?

R.W.:R.W.:R.W.:R.W.:R.W.: Es importante entender
que las polít icas -al  menos las del
Poder Judicial Federal- se determi-
nan en cada tribunal. Debo explicar
que cuando digo “tribunal” en Esta-
dos Unidos, me refiero a una colec-
tividad de jueces de primera instan-
cia o de segunda instancia, con per-
sonal de apoyo en los despachos de
cada juez y  también en unidades
centrales que sirven al tribunal com-
pleto:  la  unidad del  secretario del
tribunal y la del jefe del patronato
de l iberados.  Cada unidad puede
contar con 50, 100 o más emplea-
dos.  Una cor te  puede deter minar
como requisito, una cantidad de ho-
ras de entrenamiento para sus em-
pleados -quizás 40 horas por año-,
pero es una decisión del tribunal o
de una unidad del tribunal.

La misión del Centro es pro-
veer a los tribunales con una varie-
dad de programas, que los gerentes
deciden uti l izar en función de sus
propias políticas de recursos huma-
nos.  Es e l  papel ,  por e jemplo,  de
los paquetes de instrucción que des-
cribí anteriormente. Permítame dar-
le otro ejemplo: tenemos dos pro-
gramas para desarrollar las habilida-
des de liderazgo: un programa por
los funcionarios encargados de reos
en libertad condicional y otro para
gerentes intermedios.



Estos programas duran 3 años,
con requisitos para algunos cursos,
estudios independientes, puestos de
internos en otros tribunales o em-
presas,  etc. ,  y  un proyecto en sus
propios tribunales -los participantes
hacen casi todos las etapas sin des-
plazarse-. Si el juez presidente o un
jefe  de una unidad creen que un
empleado podría sacar provecho de
este programa, pueden sugerir -qui-
zás fuertemente- que debe postular
a ellos. O un empleado podría deci-
dir a participar, con permiso de su
supervisor. Pero enfatizamos en que
no hacemos ninguna promesa de
que su part ic ipación - inc luso una
part ic ipación exi tosa-  garant izará
una promoción.

¿Cuál es el sistema de evaluación de
la capacitación?

R.W.:R.W.:R.W.:R.W.:R.W.:  Creo que la medición
de resultados es un gran desafío del
movimiento por la capacitación en
el sector judicial. Necesitamos saber
cuáles programas,  cuáles métodos
son efectivos, especialmente a la luz
de las  dif icul tades crec ientes  que
entraña ejercer los cargos de jueces
y de empleados de los tribunales y
el consiguiente aumento de sus ne-
cesidades de capacitación efectiva.
Por otra parte, el tiempo de los jue-
ces y de los empleados es un recur-
so muy valioso, por lo que necesi-
tamos medir el impacto para saber

cuáles programas justifican el uso de
ese recurso escaso. Y los que pro-
veen los fondos para las  escuelas
judic ia les  se  preguntan sobre los
resultados de sus inversiones. En el
caso del Centro, en los años recien-
tes,  como señalé  previamente,  e l
Congreso redujo su presupuesto.
Hay muchas razones para ello, pero
una importante es el alto grado de
escepticismo sobre los resultados.
Debemos comprender  que habrá
siempre una tendencia del personal
de las ramas legislat ivas hacia du-
dar sobre la importancia de la capa-
citación judicial, a diferencia de, por
ejemplo, la importancia del manejo
del  presupuesto.  Me parece,  tam-
bién, que la gran mayoría de los ciu-
dadanos no se dan cuenta de que
existe una relación entre la capaci-
tación de los jueces y los cambios
que ellos mismos desean -como, por
ejemplo, la mayor ef ic iencia en el
castigo de los criminales o el fin de
la corrupción judicial-. Dicen: “Si se
escogen como jueces a hombres y
mujeres eruditos sobre la ley, ¿para
qué necesitan capacitarse sobre la
misma?” El escepticismo sobre la ca-
pacitación judicial es una lamenta-
ble real idad.

Ese mismo escepticismo debe
hacer que los jueces y funcionarios
con responsabilidades en la capaci-
tación judicial se den cuenta de la
importancia de la medición,  tanto

cuanto sea posible, del impacto de
los programas. Podemos decir que
la capacitación t iene –o puede te-
ner- un impacto infinito, pero como
di jo e l  f ís ico inglés ,  Lord Kelvin,
“cuando no se lo puede medir,  su
conocimiento es limitado y poco sa-
tisfactorio.”

Nuestro problema es que la
medición del impacto de la capaci-
tación es necesario pero difícil y, en
algunos casos,  es  imposible.  Creo
que debemos siempre responder a
esta  rea l idad,  pr imero, pensando
sobre el impacto que deseamos ob-
tener, aunque no tengamos las téc-
nicas para medirlo en una manera
completa y ,  segundo, usando, por
lo menos, métodos incompletos para
la medición.

¿Qué tipo de indicadores de éxito

utilizan?

R.W. :R .W. :R .W. :R .W. :R .W. :  A lgunas  med ic iones
de impacto son fáci les :  “¿cuantos
participantes?”, por ejemplo, o “¿les
gusta a los participantes la capaci-
tación?” No es un problema tomar
en cuenta el  número de los part i-
c ipantes ,  a  menos  en los  progra-
mas que se presentan en la mane-
ra tradicional .

P e r o ,  a u n q u e  s e p a m o s  e l
número de los  part ic ipantes ,  es te
hecho no puede  contarnos  s i  los



par ticipantes aprendieron o si  han
ap l i c ado  su  conoc imien to .  A lgu -
na s  p e r sona s  c r e en  qu e  e s  s u f i -
ciente saber si les gusta a los par-
ticipantes el curso. Es verdad que,
muchas veces,  los jueces con mu-
cha experiencia desean lo que ne-
cesitan y,  en el  mismo sentido,  s i
les  gusta  un curso,  probablemen-
te, el  curso les ha suministrado el
conoc imiento o  a lgunas  habi l ida-
des  que  neces i t aban .

S in  embarg o,  en  es te  mun-
do complejo, es imposible para los
jueces  saber  todo  lo  que  neces i -
tan para  ser  jueces  exce lentes.  Y,
por  eso ,  l a  sa t i s facc ión exc lus iva
de los  jueces  es  insuf ic iente  para
med i r  e l  impac to  de  l a  capac i t a -
ción en la administración efect iva
de just ic ia .

Por  otro lado,  a l  menos en
los Estados Unidos, la satisfacción
de los jueces puede l imitar los es-
fuerzos para medir el impacto ver-
dadero de la capacitación en el sis-
tema. Hay una tendencia por parte
de los funcionarios de algunas es-
cuelas judiciales a decir: “si los jue-
ces están satisfechos, ¿para qué ha-
cer más?” Creo que este asunto es
diferente dependiendo del t ipo de
judicatura. En un sistema en el cual
los jueces son evaluados en base a
cursos y exámenes, supongo que es
más fác i l  imponer la  capaci tac ión

como un resu l tado de aná l i s i s  de
las  neces idades  de  capac i tac ión ,
con lo que el gusto de los partici-
pantes será sólo un elemento más
en la evaluación de esos programas.
Pero  es  d i ferente  en  los  Estados
Unidos y otros países del “common
law,” en donde la participación en
los programas de capaci tac ión no
es  obl igator ia  y  no t iene n inguna
relación directa en el ascenso a un
cargo más alto.

Por  supues to ,  e l  ind icador
más dif íci l  y más importante es si
l a  capac i tac ión jud ic ia l  mejora  l a
cal idad de just ic ia .  S i  la  capacita-
ción no tiene un impacto posit ivo
en la administración de justicia, no
importa que todos los jueces parti-
c ipen,  no importa  que les  gusten
todos  los  cursos  y  c rean  que  los
mismos les ayudan.

Muchas personas responden:
“pero no se pueden medir la justi-
cia o su calidad,” y es  verdad que
no se pueden medir  la  just ic ia  en
e l  mi smo sen t ido  que  se  pueden
medir el número y la calidad de la
producción de una fábrica .

Sin embargo, es posible me-
dir aspectos de la just icia .  Obvia-
mente ,  s i ,  como se dice ,  “ just ic ia
demorada  es  jus t i c i a  negada ,”  es
pos ib le  medir  e l  l apso en e l  cua l
los tribunales terminan los casos y

s i  hay  un cambio  después  de  un
prog rama de entrenamiento sobre
el manejo de los casos. Pero es mu-
cho más difícil identificar el impac-
to del entrenamiento en el cambio.
Los científicos sociales nos recuer-
dan sobre la importancia de la hi-
pótesis alternativa. Si hay un cam-
bio, es probable que la capacitación
produzca  e l  cambio  observado ,
pero también es posible que otras
causas produzcan el  cambio.  Qui-
zás los jueces que eligen participar
en el curso son jueces de tribuna-
les que tienen más fondos para in-
vertir en computadoras.

Por supuesto, hay un método
para la identificación de la causa de
un cambio -el experimento contro-
lado- para s impl i f icar  demasiado,
ello implicaría suministrar el entre-
namiento a  un grupo de jueces o
empleados y no suministrarlo a un
grupo similar y, entonces, medir los
desempeños de ambos. Pero en el
mundo actual, dichos experimentos
son dif íc i les  de administrar  y  hay
otro problema adicional:  un grupo
de litigantes tiene la ventaja de te-
ner jueces con más entrenamiento
y,  entonces ,  se  produce una des-
igualdad impuesta por el gobierno:
una falta de justicia por aprender a
suministrar más justicia.

Quizás  sea más importante
que es más fáci l  medir el  impacto



del entrenamiento sobre el manejo
de los casos que el  impacto de la
capaci tac ión sobre,  por e jemplo,
cómo la mentalidad científica es di-
ferente de la mentalidad legal y las
implicaciones de estas diferencias en
la resolución de los casos que pre-
sentan pruebas complejas en un área
de ciencia.  Por eso, es importante
evitar un énfasis solamente en aque-
llo que se puede medir. Hay un ada-
gio en el análisis de políticas: en in-
g les ,  “what  you count ,  counts .”
Quiere decir que es posible deter-
minar la dirección de políticas pu-
blicas por lo que se mide. No por-
que sea más fácil medir el impacto
del entrenamiento sobre el manejo
de los  casos ,  deber ían solamente
ofrecerse cursos sobre estos tópicos.

¿Piensa que la capacitación puede

desatar un proceso de reformas ju-
diciales o sólo es un instrumento
adecuado para acompañarlo? ¿Cuál

es el rol de la capacitación dentro
de sistemas judiciales que requieren
de cambios sustantivos para

adecuarse,  por ejemplo,  a  los
estándares de un debido proceso?

R.W.:R.W.:R.W.:R.W.:R.W.: Son preguntas compli-
cadas.  Por lo pronto, educación y
en t renamien to  son  impor t an te s
para  permit i r  que e l  s i s tema fun-
c ione.  En otras  pa labras,  s iempre
hay empleados nuevos,  reg lamen-
tos nuevos, desarrollos nuevos, etc.

Por eso, más al lá de las reformas,
la capacitación en la rama judicial
es simplemente esencial para man-
tener el sistema. Si un Poder Judi-
cial no tiene la capacidad para pro-
veer a l  menos este nivel  de capa-
c i t ac ión ,  l a  p r imera  re fo r ma que
debe hacérsele es dotar lo de el la .

Por supuesto, el entrenamien-
to es  una parte ,  quizás  una parte
esencial, para realizar un cambio es-
pecifico: por ejemplo, una conver-
sión a un código procesal nuevo. Un
componente del proceso de cambio
es el uso de los elementos básicos
de la planif icación de la capacita-
ción: la identificación de las necesi-
tadas,  el  diseño de los programas,
basado en dicha ident if icación,  la
implementación de los programas y,
por últ imo, preguntarse cómo me-
dir el impacto de los programas.

Creo que nuestro trabajo lle-
ga a ser más complicado cuando en-
tendemos que “la  reforma” no es
siempre una cosa “negra y blanca.”
Un cambio necesita más que la pa-
labra “reforma” para ser necesario.
Necesita un fundamento en diagno-
sis adecuada, con una buena com-
prensión de sus costos y beneficios.
Aquí ,  e l  papel  de la  educación es
crucia l ,  nuestro rol  no es s imple-
mente  sumin is t ra r  cursos  sobre
cómo implementar  e l  cambio,  “ la
reforma”.  Creo que nuestro papel

es entregar educación para ayudar
a  los  par t i c ipantes  a  entender  e l
cambio y sus elementos y anal izar
el  cambio, incluyendo sus fortale-
zas y debi l idades.

Otra vez, cito un ejemplo de
nuestra experiencia en el Centro: en
la  década de los ‘80,  e l  Cong reso
creó una comisión con el fin de pro-
mulgar reglas para las penas, reglas
que los jueces t ienen obl igator ia-
mente que usar. Los miembros de la
Comisión tuvieron una misión muy
dif íc i l ,  porque a los jueces no les
gustaba la idea de las reglas. La Co-
misión nos solicitó desarrollar y pre-
sentar un programa de entrenamien-
to sobre las reglas. Pero, como tra-
bajamos con la Comisión, tuvimos
un confl icto de opiniones.  Ambos
creíamos que era necesario explicar
a los jueces y a sus asistentes, los
mecanismos de las reglas -cómo usar
las reg las para determinar la pena
legal-. Pero la Comisión deseaba en
el entrenamiento enfatizar solamente
su punto de vista con respecto a la
aplicación de las reglas. Sin embar-
go, nosotros creíamos que teníamos
una obligación en enfatizar las dife-
rentes maneras posibles de aplicar
las reglas -y los conflictos posibles
con otras leyes-.



[

En resumen, un centro de ca-
paci tac ión dentro del  Poder Judi-
cial debe reconocer el papel de las
personas y las organizaciones que
hacen las políticas, pero reconocer
también que la escuela tiene un pa-
pel diferente. Es similar, quizás, al
papel de una universidad en socie-
dad. Debe contribuir a través de la
capacitación a transmitir cómo ha-
cer cosas, pero también debe brin-
dar análisis y pensamiento crítico.

¿Existe alguna vinculación entre la
FJC y Escuelas Judiciales de otros
países? ¿Brinda algún tipo de ser-

vicio al exterior?

R.W.:R.W.:R.W.:R.W.:R.W.:  El  Centro t iene una
obligación por ley de trabajar con
otras organizaciones para proveer in-
formación a los jueces y funciona-
rios judiciales de otros países sobre
nuestro sistema y para aprender de
los otros sobre las ideas y procedi-
mientos que podrían mejorar la ope-
ración del  nuestro.  No es nuestra
costumbre firmar acuerdos formales
con otras organizaciones, como es
típico en otros países, pero ello no
es un obstáculo a los intercambios.
Por supuesto,  las  d iferencias  en
nuestro sistema l levan a que algu-
nos aspectos de nuestro trabajo ten-
gan poco valor para otros centros.
Un centro de un país en que los as-
pirantes judiciales completan cursos
antes de su selección como jueces,

no puede aprender mucho de nues-
tro sistema de orientación a los jue-
ces.  No obstante, podemos apren-
der mutuamente sobre las técnicas
de capaci tac ión,  s in olv idar  que
siempre hay ventajas en las perspec-
tivas diferentes. Como dijo Kipling,
“¿qué puedes saber sobre Inglaterra
si sólo conoces a Inglaterra?”

Ofrecemos reuniones breves
para visitantes a Washington, en las
cuales  expl icamos cómo funciona
el poder judicial federal. Entizamos
intercambios con nuestros visitan-
tes y estamos desarrollando cursos
muy breves -una o dos horas- so-
bre aspectos de nuestro trabajo: el
d iseño de cursos ,  por  e jemplo ,  o
nuestras investigaciones sobre mé-
todos alternativos de resolución de
conflictos.

Segundo,  podemos proveer
cursos más largos (por ejemplo, de
una semana) para grupos de jueces,
sobre asuntos específicos. Lamenta-
blemente, no tememos recursos para
presentar más que tres o cuatro de
estos cursos al año.

Finalmente, tenemos un pro-
grama para jueces o estudiantes vi-
sitantes. Podemos proveer a dichas
personas de una oficina, una com-
putadora y de consejos y contactos
en Washington para la  real ización
de un proyecto  de  inves t igac ión .

Desde 1990 hemos tenido más que
30 “fellows,” incluyendo muchos de
Latinoamérica -Argentina, Brasi l  y
Uruguay-  para  proyectos  sobre e l
manejo de los casos,  los métodos
a l te rnat ivos  y  e l  uso  de
computadoras para conferencias.

En todos esos casos, no po-
demos entregar ayuda financiera. No
podemos pagar ni el traslado, ni alo-
jamiento,  comidas,  etcétera.  Pero,
muchas veces ,  es  posible  obtener
becas del gobierno del visitante, o
quizás de una agencia del gobierno
de los Estados Unidos.

Antes de concluir quiero nue-
vamente enfat izar  que esperamos
poder trabajar en el  futuro con el
Centro de Estudios de Justicia de las
Américas.
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